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Portugal, España y Grecia pasan hoy por transformaciones 
políticas muy turbulentas. Son procesos muy diferentes, pero 
tienen en común el hecho de producirse en paises europeos 
considerados periféricos en relación a un centro que tiene poder 
para condicionar de manera decisiva sus opciones y aspiraciones 
políticas y sociales. Y todo ello dentro de un contexto histórico de 
larga duración en el que siempre se ha producido, de diferentes 
maneras, la subordinación de las periferias al centro. 

En el presente libro, Boaventura de Sousa Santos aborda la 
transición portuguesa de los años setenta, así como la situación 
derivada de la reciente crisis económica, ya que, como sucede en 
España, considera que no se puede entender esta última sin 
revisar las transformaciones políticas ocurridas durante la 
primera. Tanto Portugal como España vivieron intensos procesos 


de transición democrática tras décadas de dictadura fascista, con 
repuestas a crisis muy diferentes a las que en la actualidad 
preocupan a los dos países. Pero debemos preguntarnos si las 
diferencias entre ambos periodos no ocultan semejanzas 
perturbadoras, si las discontinuidades evidentes no están 
atravesadas por continuidades subterráneas. En el fondo, se trata 
de saber si los países periféricos no están condenados a transitar 
de transición en transición en tanto dura su condición periférica, 
y si esas sucesivas transiciones no son, al final, el instrumento 
utilizado por el centro para reproducir dicha condición. 

Todo ello conduce, a partir de la participación activa del autor 
en los procesos mencionados, a una parte final que constituye una 
reflexión política de indole general y programática con la que el 
autor pretende interpelar a las izquierdas en el sentido de 
reinventarse a la luz de las condiciones del presente, dominado a 
escala mundial como nunca por la ortodoxia neoliberal. 
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Prefacio 


Portugal, España y Grecia pasan hoy por transformaciones 
políticas muy turbulentas. Son procesos muy diferentes, pero 
tienen en común el hecho de producirse en países europeos 
considerados periféricos en relación a un centro que tiene poder 
para condicionar de manera decisiva sus opciones y aspiraciones 
políticas y sociales. La división de Europa entre centros y 
periferias es muy antigua. Para entender el proceso, es necesario 
retroceder unos cuantos siglos y observar la oscilación histórica 
entre centros y periferias en su seno. Un centro mediterráneo que 
no duró mucho más de siglo y medio (siglo xvi y primera mitad 
del siglo xvii) fue suplantado por otro que acabó durando mucho 
más y que tuvo un mayor impacto estructural. Este último fue un 
centro con raíces en la Liga Hanseática de los siglos xii y xiii, un 
centro orientado hacia el Atlántico norte, el mar del Norte y el 
Báltico, que agrupaba a las ciudades del norte de Italia, Francia, 
los Países Bajos y de lo que hoy es Alemania. Un centro siempre 
rodeado de periferias: en el norte, los países nórdicos; en el sur, la 
península Ibérica; en el sudeste, los Balcanes; en el este, 
territorios considerados feudales (el Imperio otomano y la Rusia 
semieuropeizada desde Pedro el Grande). Tras cinco siglos, sólo 
las periferias del norte tuvieron acceso al centro, el mismo centro 
que hoy es el centro de la Unión Europea. Estamos, pues, ante 
largas duraciones históricas, siempre marcadas por la 
subordinación de las periferias al centro, una subordinación que, 
a lo largo de la historia, ha asumido formas muy diferentes. 

En este libro me ocupo del caso portugués y abordo el periodo 
más reciente. Sin embargo, como sucede con España, no se puede 
entender la actual crisis sin revisar las transformaciones políticas 
ocurridas a mediados de los años setenta del pasado siglo. Los dos 
países vivieron intensos procesos de transición democrática tras 
décadas de dictadura fascista. Fueron respuestas a crisis muy 


diferentes a las que en la actualidad preocupan a ambos. Pero 
debemos preguntarnos si las diferencias entre estos dos periodos 
no ocultan semejanzas perturbadoras, si las discontinuidades 
evidentes no están atravesadas por continuidades subterráneas. 
En el fondo, se trata de saber si los países periféricos no están 
condenados a transitar de transición en transición en tanto dura 
su condición periférica y si esas sucesivas transiciones no son, al 
fin y al cabo, el instrumento utilizado por el centro para 
reproducir su condición periférica. 

En Portugal, la transición de mediados de la década de 1970 
incluyó una ruptura revolucionaria, la Revolución del 25 de abril 
de 1974. La primera parte del libro está dedicada a un breve 
análisis de ese periodo revolucionario (capítulo 1), al Estado y la 
sociedad que surgieron en las dos décadas siguientes (capítulo 2) 
y a una reflexión sobre el socialismo realizada en el periodo 
inmediatamente posrevolucionario (capítulo 3). Los capítulos de 
esta parte fueron escritos entre 1980 y 1990. No contienen 
actualizaciones sustanciales, al igual que sucede con textos 
similares que conforman este libro. Hemos preferido mantenerlos 
en su versión original para que se aprecie convenientemente, 
desde un punto de vista historiográfico, el valor de los análisis a 
la luz del curso que han seguido los acontecimientos. 

La segunda parte (capítulos 4 a 9) trata de la crisis más 
reciente. Nació de la necesidad de una intervención política en 
una coyuntura particularmente dificil en Portugal. La crisis 
estalló a mediados de 2011 con la intervención del Fondo 
Monetario Internacional (FMI), el Banco Central Europeo (BCE) 
y la Comisión Europea (la popularmente llamada Troika) como 
condición para la concesión de un préstamo de 78 mil millones de 
euros a Portugal, un país al borde de la insolvencia, situación 
provocada en buena medida por la especulación que siguió a la 
crisis financiera en Grecia. Se discutía entonces si había 
alternativas a la intervención de la Troika, si las condiciones 
podían negociarse y sobre las consecuencias que a corto y medio 
plazo tendría la sujeción a la tutela extranjera para uno de los 
países más antiguos de Europa. No era la primera vez que el FMI 


intervenía en Portugal. Lo había hecho en dos ocasiones tras la 
Revolución del 25 de abril de 1974. Pero entonces Portugal tenía 
plena independencia y moneda propia. En 2011 todo era 
diferente: Portugal era miembro de la Unión Europea y había 
adoptado el euro como moneda, una moneda sobre la que no tenía 
control alguno. Los capítulos de esta parte fueron escritos en 
2012. 

La tercera y cuarta parte están constituidas por reflexiones 
políticas suscitadas en gran medida por mi participación activa 
en las dos transiciones analizadas anteriormente y también a raíz 
de mis investigaciones e intervenciones en otros países y 
continentes, especialmente en América Latina. La tercera parte 
la forman dos entrevistas sobre democracia, la segunda de las 
cuales se centra en la cuestión del populismo. La primera 
(capítulo 10) es una extensa entrevista que me hizo mi colega 
Antoni Aguiló y fue revisada por Alex Tarradellas. Se publicó en 
2010 en la Revista Internacional de Filosofía Política (35 loctubre 
de 2010], pp. 117-148). Agradezco a los editores de la revista el 
permiso para reproducirla en este libro, y doy las gracias en 
especial a Antoni Aguiló por la lucidez de las preguntas y por la 
traducción al español. La segunda entrevista (capítulo 11) fue 
concedida en 2016 a la revista italiana 11 Ponte, y fue llevada a 
cabo por Gianfranco Ferraro y Francesco Biagi. 

La cuarta parte tiene un contenido programático. En ella 
procuro interpelar a las izquierdas en el sentido de reinventarse a 
la luz de las condiciones del presente, dominado a escala mundial 
como nunca por la ortodoxia neoliberal. En el capítulo 12 la 
interpelación se dirige especificamente a Cuba, dado el papel 
central que la Revolución cubana desempeñó en el imaginario de 
las izquierdas en la segunda mitad del siglo pasado. 
Desgraciadamente, a juzgar por los acontecimientos más 
recientes, la Revolución cubana ha seguido un camino disonante 
con el propuesto en este capítulo, cuyo texto fue publicado en 
España en 2009 en la revista El Viejo Topo (256, pp. 28-37) con 
traducción de Rodolfo Alpíizar. Agradezco a la revista la 
autorización para publicarlo en este libro. En el capítulo 13, la 


interpelación a la izquierda tiene un carácter más general y se 
hace en forma de cartas. Durante los últimos años he venido 
publicando en periódicos europeos y latinoamericanos varias 
cartas a las izquierdas. Se trata de un ajuste de cuentas conmigo 
mismo y con quienes han compartido conmigo las luchas por una 
sociedad mejor y más justa en las que me he involucrado a lo 
largo del tiempo. Publicadas por separado y de manera irregular, 
han sido objeto de mucha atención y debate. Ahora el nuevo 
conjunto de cartas (catorce hasta la fecha) se publica por primera 
vez. (Jfuiero expresar mi más sincero agradecimiento a mis colegas 
Antoni Aguiló y José Luis Exeni, quienes, además de llevar a cabo 
la traducción, me animaron a publicar las cartas en español para 
darlas a conocer a un público más amplio. 

El libro se cierra con un post scriptum en el que reflexiono 
sobre las incertidumbres globales más profundas de nuestro 
tiempo, con objeto de invertir la actual relación entre el miedo y 
la esperanza, tan útil al proyecto neoliberal. 

La presente obra probablemente nunca hubiese visto la luz del 
día en España de no haber sido por el estímulo que recibí de mi 
editor en Akal, Jesús Espino. De hecho, fue él quien tuvo la idea. 
Le debo un agradecimiento muy especial. 


Introducción 


El modo como se defina una crisis y se identifiquen los factores 
que la causan tiene un papel decisivo en la elección de las 
medidas que la superen y en la distribución de los costos sociales 
que estas puedan causar. La lucha por la definición de la crisis es, 
así, un acto político, y para aclarar su naturaleza es necesario 
cierto esfuerzo analítico. Ante todo, hay que hacer algunas 
distinciones. La primera se refiere a los horizontes temporales de 
definición y de solución de la crisis. Portugal vive una crisis 
financiera de corto plazo, una crisis económica de medio plazo y 
una crisis político-cultural de largo plazo. En el plano financiero, 
es la urgencia del financiamiento del Estado. En el plano 
económico, se trata de la falta de competitividad internacional de 
la economía portuguesa debido a la cualidad de su especialización 
(no es lo mismo vender zapatos que vender aviones) y al hecho de 
estar integrada en un bloque económico dotado de una moneda 
excesivamente fuerte que favorece a las economías más 
desarrolladas del mismo. En el plano político-cultural, se trata de 
un déficit histórico en la formación de las elites políticas, 
económicas y sociales, causado por un ciclo colonial 
excesivamente largo, que permitió durante demasiado tiempo 
encontrar soluciones fáciles para problemas difíciles y salidas 
ilusorias para bloqueos reales. Como los tres tiempos están 
imbricados, y con ellos las crisis que les corresponden, darle 
atención exclusiva a una de las crisis puede hacer más dificil la 
solución de las otras. Eso es lo que ocurre actualmente: la 
solución de la crisis financiera agravará la crisis económica 
(imposibilidad de inversión y crecimiento) y prolongará la crisis 
político-cultural (la facilidad que nuestras elites tuvieron en tanto 
elites colonizadoras se reproduce ahora en la facilidad con la que 
asumen la condición de elites colonizadas por la Europa 
desarrollada). 


Las crisis también tienen diferentes horizontes espaciales o 
escalas para su definición y para su superación: escalas 
nacionales, regionales y globales. El caso portugués ilustra 
ejemplarmente el modo en que una crisis nacional, que 
aparentemente se está resolviendo a nivel regional (europeo), 
puede, de hecho, estar agravando una crisis regional que, por su 
parte, sólo será solucionable a nivel global. En la medida en que 
las crisis financieras se extiendan a más países europeos quedará 
claro que la crisis es europea y que deriva en buena parte de un 
sistema financiero desregulado, controlado por los intereses del 
capital financiero norteamericano. Sólo una regulación global, 
regional y nacional puede poner fin a una depredación financiera 
tan masiva y a una distribución de sus costos tan injusta. 

Si tomamos el mundo como unidad de análisis, constatamos 
que las crisis están globalmente relacionadas, aunque presenten 
diferentes facetas e intensidades en distintos países. Las facetas 
son tal vez más numerosas hoy que antes —crisis financiera, 
económica, política, ambiental, energética, alimentaria, 
civilizatoria—- y se presentan de modo distinto en las diversas 
regiones del mundo. Por ejemplo, Japón vive una grave crisis 
energética y ambiental, mientras en África se vive intensamente 
la crisis ambiental y alimentaria, y una crisis política estremece 
profundamente a Túnez, Egipto y Libia. Dentro de cada país las 
crisis son vividas de modo distinto por las diferentes clases o 
grupos sociales. En Africa, en India y en América Latina los 
campesinos están viviendo una nueva dimensión de la crisis 
causada por el nuevo interés del capitalismo global en la compra 
y acaparamiento de tierras. Se trata de la adquisición masiva de 
tierras por parte de empresas multinacionales, agentes 
financieros e incluso Estados extranjeros que hacen tabula rasa 
de los derechos ancestrales de los campesinos y los expulsan de su 
mundo rural. Por su parte, los pueblos indígenas de América 
Latina han contribuido decisivamente en las dos últimas décadas 
a dar visibilidad a la dimensión civilizatoria de la crisis, o sea, a 
la concepción de la crisis global del capitalismo, no sólo como 
crisis de un modo de producción sino, sobre todo, como crisis de 


un modo de vida, de convivencia y de relación con la naturaleza. 
También debemos tener presente que la eclosión o la 
intensificación de una cierta faceta de la crisis puede producir el 
ocultamiento de otras facetas. Por ejemplo, en la última década, 
Europa fue la parte del mundo desarrollado que más atención 
prestó a la crisis ambiental; en el momento en que estalló la crisis 
financiera, nunca más se habló de crisis ambiental, y las 
propuestas de crecimiento económico que se hacen hoy 
contradicen lo que hace pocos años parecía evidente: que este tipo 
de crecimiento conduce a corto plazo —según el Panel 
Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático 
(IPCC, 2015) de Naciones Unidas— a un calentamiento global 
irreversible. A ello se suma que, en cada país, la solución de la 
crisis para unos puede significar su agudización para otros. 
Debido a que la crisis es causada por el capital financiero, la 
transparencia en la distribución de los costos y de los beneficios 
de una solución determinada se hace particularmente evidente. 
Por ejemplo, el día siguiente al de la solicitud de ayuda financiera 
externa por parte del gobierno portugués, las cotizaciones en 
bolsa de los bancos portugueses subieron, y, con ellas, las 
expectativas de ganancias del sector bancario. Esto ocurrió en el 
preciso momento en que se decretó el empobrecimiento de la gran 
mayoría de los portugueses. 

La diversidad de las experiencias de crisis y de las soluciones 
propuestas se combina hoy con el hecho de que estamos viviendo 
en un mundo mucho más transparente para sí mismo. La 
revolución de las tecnologías de la información y de la 
comunicación hace posible un nivel de interconocimiento global 
que permite comparar experiencias y mostrar la relatividad de las 
soluciones adoptadas para resolver las crisis. Así, las soluciones 
que se presentan como pretendidamente únicas en un país o en 
una región pueden ser puestas en duda por soluciones opuestas 
que, para crisis afines, son propuestas en otro país o región, y 
algunas veces igualmente presentadas como únicas. Un ejemplo: 
mientras en Brasil hasta hace poco los gastos en políticas sociales 
(educación, salud, protección social) eran considerados como una 


inversión que propicia el crecimientol11, en Europa estos gastos 
son sentidos como un costo que impide el crecimiento y, como tal, 
deben ser reducidos a lo mínimo. ¿Quién está equivocado? 
¿Pueden los dos estar en lo cierto? Pero, en ese caso, ¿por qué no 
escoger la solución que crea bienestar para las grandes mayorías 
en lugar de la que crea malestar? 

Esta diversidad muestra que todas las soluciones tienen 
alternativas y que toda ausencia de alternativa es producto de 
una decisión política. Además, la misma relatividad de las 
soluciones se evidencia si, en vez de ensanchar el espacio de 
análisis, alargamos el tiempo del mismo. Ejemplo: a partir de la 
década de 1930, el Estado aumentó exponencialmente su 
intervención en la economía para garantizar la eficiencia y la 
estabilidad que los mercados por sí mismos no lograban 
garantizar, como quedó demostrado en la Gran Depresión de 
1929. Cincuenta años después, con el surgimiento del 
neoliberalismo, pasó a fortalecerse, con el mismo grado de 
evidencia, la ortodoxia opuesta de que son los mercados los que 
garantizan la eficiencia y la estabilidad y es el Estado el que las 
impide. ¿El Estado y los mercados pueden ser simultáneamente 
los causantes de las crisis y de sus soluciones? A fin de cuentas, 
¿crisis de qué y de quién, soluciones para qué y para quién? 

Estas mismas precisiones analíticas se deben hacer con 
respecto a las soluciones de las crisis. Las escalas y los tiempos de 
estas determinan las escalas y los tiempos de las soluciones, pero 
la determinación es compleja. Por ejemplo, la crisis ambiental, 
que es global y de largo plazo, es vivida a nivel local; y es a ese 
nivel como van surgiendo soluciones innovadoras para resolverla, 
aunque sepamos que acabarán por ser ineficaces si entre tanto no 
se toman medidas de ámbito global. Por otro lado, la crisis 
ambiental, una crisis de largo plazo, que apunta a 
transformaciones civilizatorias, hoy es vivida con un carácter de 
urgencia cuya solución implica medidas inmediatas, como son las 
que reducen las emisiones de dióxido de carbono. 

Cuando eclosiona una crisis, ni el momento ni los términos de 
la misma son fortuitos. En las sociedades capitalistas 


contemporáneas, atravesadas por profundas asimetrías y 
contradicciones, quien causa una crisis dada tiene normalmente 
poder para definir sus términos y consecuentemente para 
identificar, como únicas posibles, las soluciones que le permitan 
sobrevivir a la crisis y perpetuar su poder. Fue esto lo que sucedió 
cuando en 2008 explotó la crisis financiera en Estados Unidos, 
cuyas repercusiones continuamos viviendo. Al contrario de los que 
vieron en la crisis el fin del neoliberalismo y de la supremacía del 
capital financiero sobre el capital productivo, esta ha venido a ser 
«resuelta» por el mismo capital financiero que la provocó, y su 
motor principal, Wall Street, es hoy más fuerte y arrogante que 
antes. La lucha política de los próximos años será una lucha por 
la redefinición de los términos de la crisis, y sólo en la medida en 
que esto ocurra será posible castigar, en vez de recompensar, a 
quien la provocó y encontrar soluciones que efectivamente la 
superen. Se trata de una lucha de contornos imprevisibles; como 
mucho, es posible identificar sus horizontes de posibilidades y sus 
condiciones. Tal lucha ocurrirá en dos niveles: en la definición de 
los contenidos e implicaciones sociales de las soluciones y en la 
definición de las dinámicas e instrumentos de intervención que 
serán movilizados. 

En lo que respecta a los contenidos y significados políticos, las 
crisis pueden ser resueltas mediante correctivos eficaces que, sin 
poner en duda la lógica del sistema que provocó la crisis, 
consiguen minimizar los ritmos y los costos sociales de esta, o por 
via de transformaciones profundas que pretenden cambiar la 
lógica del sistema y crear un nuevo paradigma de organización 
social y política. A partir de la obra fundamental de Marx y de las 
contribuciones, tan diversas entre sí, de Schumpeter (1942) y de 
Karl Polanyi (1944), hoy hay consenso entre economistas y 
sociólogos políticos de que el capitalismo necesita adversarios 
creíbles que actúen como correctivos de su tendencia a la 
irracionalidad y a la autodestrucción, la cual le adviene de la 
pulsión para instrumentalizar o destruir todo lo que puede 
interponerse en su inexorable camino hacia la acumulación 
infinita de riqueza, por más antisociales e injustas que sean las 


consecuencias. Durante el siglo xx, ese correctivo lo constituyó la 
amenaza del comunismo, y fue a partir de ella que en Europa se 
construyó la socialdemocracia (el modelo social europeo, el Estado 
de bienestar y el derecho laboral). Curiosamente, la corrección del 
capitalismo fue posible debido a la existencia, en el horizonte de 
posibilidades, de un paradigma alternativo de sociedad, el del 
comunismo y el socialismo. La amenaza creíble de que aquel 
pudiese venir a suplantar al capitalismo obligó a mantener algún 
nivel de racionalidad, sobre todo en el centro del sistema mundial. 
Extinguida esa amenaza, no ha sido posible hasta hoy construir 
otro adversario creíble a nivel global En Europa, la 
socialdemocracia comenzó a desmoronarse el día en que cayó el 
Muro de Berlín. 

En los últimos treinta años, el FMI, el Banco Mundial, las 
agencias de rating y la desregulación de los mercados financieros 
han sido las manifestaciones más agresivas de la pulsión 
irracional del capitalismo. Han surgido adversarios creíbles a 
nivel nacional (en muchos países de América Latina) y, siempre 
que eso ocurre, el capitalismo retrocede, recupera alguna 
racionalidad y reorienta su pulsión irracional hacia otros 
espacios. En Europa, la llamada «Tercera Vía»l2] fue un acto de 
rendición al neoliberalismo y una renuncia a buscar correctivos 
eficaces contra la pulsión destructiva del capitalismo. Esto explica 
en parte que los gobiernos socialistas de tres de los países en 
crisis en Europa (Grecia, Portugal y España) no tuvieran ninguna 
defensa contra los ataques del capitalismo financiero de los que 
fueron blanco sus economías, ni nada que proponer más allá de la 
lógica depredadora que les subyace. Además, el fin de la Tercera 
Vía es una de las consecuencias más destacadas de la actual crisis 
de Europa. Fracasada la tentativa de civilizar el capitalismo, 
vuelve a abrirse la opción de una transformación civilizatoria, que 
englobe por igual la crítica al socialismo y al comunismo tal como 
los conocemos. 

En lo que respecta a las dinámicas e instrumentos de 
intervención, hay que distinguir entre soluciones institucionales y 
soluciones extrainstitucionales. Las primeras son las que tienen 


lugar en el ámbito del sistema político vigente y de las 
instituciones administrativas del Estado sin alterar su normal 
funcionamiento. Las segundas desafian el marco institucional 
existente, operan fuera de él con el objetivo de transformarlo 
profundamente o apenas de forzarlo a tomar medidas que de otro 
modo no tomaría. En este último caso, las soluciones 
extrainstitucionales son un híbrido entre lo institucional y lo no 
institucional, y tal vez fuera mejor llamarlas parainstitucionales. 
Mientras las soluciones institucionales operan en el interior de 
las instituciones y siguiendo las lógicas procedimentales que las 
caracterizan, las soluciones extrainstitucionales operan en el 
espacio público, en la calle, aun cuando su objetivo sea apenas 
presionar y no cambiar profundamente el marco institucional 
vigente. Las soluciones extrainstitucionales son socialmente más 
dramáticas y políticamente más turbulentas, y se recurre a ellas, 
en general, después de que las soluciones institucionales han 
fracasado. Las periferias de Europa ilustran hoy el recurso a los 
diferentes tipos de soluciones. Hablo de periferias en plural 
porque históricamente Europa tiene dos periferias, unidas por el 
Mediterráneo: la periferia interna, que va de Grecia a Irlanda, 
pasando por Italia, Portugal y España, y la periferia externa, que 
va de Marruecos a Egipto, pasando por Argelia, Túnez y Libia. 
Ambas periferias atraviesan hoy periodos de gran crisis. De 
maneras muy distintas, las dos tratan de resolver las crisis por 
vía de soluciones híbridas que mezclan lo institucional con lo 
extrainstitucional. 

Existe una relación no trivial entre los contenidos de las 
soluciones y los tipos de acción política colectiva movilizada para 
promoverlas. Las soluciones institucionales, por ser sistémicas, 
tienden a privilegiar ajustes o correcciones, mientras que las 
soluciones extrainstitucionales, por ser (en grado variable) 
antisistémicas, tienden a apuntar a transformaciones más 
profundas. También hay que mencionar las situaciones 
particularmente complejas e innovadoras en las que las 
movilizaciones extrainstitucionales presionan y, de algún modo, 
revitalizan las instituciones existentes, llevándolas a tomar 


decisiones que de otro modo no serían posibles. Tener en mente la 
pluralidad de las concepciones, dimensiones y soluciones de las 
crisis es particularmente importante en un momento en que la 
tendencia dominante será que le atribuyamos a la situación que 
Portugal vive un carácter tan específico que la vuelva 
incomparable con la de otros países, y que los portugueses se 
resignen ante las soluciones que les sean impuestas por ser las 
únicas que se adecúan a su caso. Obviamente, cada país y cada 
contexto tienen su propia especificidad, pero en el mundo 
crecientemente globalizado en que vivimos no es creíble que lo 
que sucede intramuros se explique totalmente por dinámicas 
internas, ni que estas determinen exclusivamente las soluciones 
para las crisis. En los capítulos siguientes analizo las 
especificidades del caso portugués, pero lo hago contextualizando 
la posición de Portugal en el espacio europeo y mundial. Ese 
contexto nos ayuda a dilucidar los riesgos que este país corre y las 
oportunidades que tiene. El modo de evitar los primeros y 
aprovechar las segundas es la justa medida de la especificidad 
que debemos tener en cuenta y aun reivindicar. 


Investigación Económica Aplicada) del 3 de febrero de 2011 
muestra de modo convincente que la inversión en políticas 
sociales ha sido una palanca para el crecimiento con distribución 
del ingreso. 

[2] Después de subir al poder en 1997, Tony Blair apostó por 


lado, una actualización de la socialdemocracia y_la superación de 
las visiones de izquierda del socialismo/comunismo agotadas tras 
«humanización» del neoliberalismo de derecha, remanente de la 
era de Margaret Thatcher de 1979 a 1990 (que tuvo continuidad 
en la gestión de John Major, de 1990 a 1997). Con raíces teórico- 


era conferir un carácter social al neoliberalismo, _atenuando la 
desigualdad social que este agravara por causa de la 


desregulación económica y_financiera,_de las privatizaciones y_de 
los recortes en la inversión social,_y__promoviendo nuevas 
articulaciones entre lo público y_lo privado mercantil y_no 
mercantil (este último, llamado tercer sector), Desvalorizaba la 
polaridad entre izquierda y derecha, hacía la apologia del 


cosmopolitismo centrado en la globalización y_preconizaba una 
mezcla universalizadora de valores y_derechos,_con respeto por las 
diferencias de cada sociedad,_que,_en el caso específico del Reino 
Unido, significaba articular las lealtades atlánticas con las de la 


Unión Europea. 


Parte l 
La transición de la Revolución del 25 de abril de 1974 a la 
integración europea 


Capítulo 1 
La Revolución del 25 de abril de 1974 


La crisis final del Estado Novo 


La dictadura que gobernó Portugal entre 1926 y 1974 
(denominada a sí misma como Estado Novo y liderada por 
António de Oliveira Salazar hasta 1968) entró en una profunda 
crisis en 1969. 

Al proceder al análisis de este complejo proceso de crisis, debe 
resistirse a dos tentaciones igualmente peligrosas: la tentación de 
centrar el análisis exclusivamente en las luchas de clase que se 
generaron o agravaron entonces, y muy particularmente en las 
luchas entre fracciones de la clase dominante que disputaban 
entonces la hegemonía en el seno del bloque social en el poder, y 
la tentación, de algún modo inversa, de centrar el análisis 
exclusivamente en la lógica interna de la forma político- 
administrativa del Estado y de los callejones sin salida a los que 
condujo. Caer en ambas tentaciones es igualmente fácil en el caso 
portugués, lo que en sí revela las especificidades de esta 
formación social y estatal. De hecho, el Estado salazarista se 
presenta como un Jano bifronte. Al tutelar de manera vigilante 
los intereses de las clases trabajadoras, reprimiendo su 
articulación y representación autónomas, el Estado sugiere un 
elevado grado de identificación con los intereses de la burguesía 
como un todo, o al menos con los intereses de una de sus 
fracciones, lo que hace justicia a un análisis de clase. Pero, por 
otro lado, las bases ideológicas y las estructuras institucionales y 
normativas del Estado corporativo presuponen una distancia 
calculada en relación a las clases sociales en conflicto, es decir, un 


espacio de maniobra en el que se tejen intereses propios del 
Estado y que, al mismo tiempo, hace justicia a un análisis estatal. 

Desde el comienzo del Estado Novo en 1926 y por un largo 
periodo, la burguesía agraria (y en alianza con esta, pero en una 
posición subalterna, la burguesía comercial) fue la clase 
hegemónica. Otorgaba dirección y coherencia políticas a la acción 
del Estado, vio transformados en generales y dominantes los 
valores que legitimaron su poder social y aseguraron su 
reproducción como clase, y garantizó que la intervención estatal 
sobrepusiese sus intereses económicos a los de las restantes 
clases sociales. Si es característico del Estado capitalista en 
general que los intereses de la clase hegemónica sólo se 
transforman en intereses hegemónicos en la medida que el 
Estado reivindica para sí, como representante del interés general, 
la titularidad de esos intereses, en el caso del Estado Novo este 
proceso fue llevado mucho más allá cuando la organización 
corporativa del Estado y todo el complejo aparato administrativo 
que en ella se concretó fueron confiriendo paulatinamente una 
materialidad específica al interés general del Estado, recubriendo 
los intereses de la clase hegemónica con un interés autónomo del 
Estado. De este modo, el ejercicio de la hegemonía de la burguesía 
agraria implicó simultáneamente la aceptación, por parte de esta, 
de la tutela ejercida por la máquina burocrática en nombre del 
interés del Estado. Esta matriz de relaciones entre la hegemonía 
de clase y la supremacía política del Estado es más importante 
aún en la medida en que permanece inalterable sobre las 
transformaciones del bloque hegemónico durante la larga 
vigencia del régimen. 

El contenido de la hegemonía está diversificado internamente 
y sus elementos constitutivos no siguen la misma lógica o el 
mismo ritmo de transformación. Es común, por ejemplo, que una 
clase mantenga la hegemonía ideológica incluso después de haber 
perdido la hegemonía económica y viceversa. La hegemonía 
económica de la burguesía agraria portuguesa entró en declive al 
comienzo de la década de los sesenta, mientras que su hegemonía 
ideológica sólo lo hizo a finales de la misma década. 


La eclosión de la guerra colonial a principios de los años 
sesenta marcó el inicio de la fase final del colonialismo portugués. 
A pesar de ser un periodo de grandes transformaciones en la 
sociedad lusa, no constituyó una crisis del Estado en la medida en 
que este mostró recursos suficientes para dispersar las 
contradicciones sociales que se manifestaron entonces. Para hacer 
la guerra, el aparato militar se reconstituyó y expandió 
significativamente, alcanzando rápidamente un relevo 
presupuestario sin precedentes. Para plantar cara a estos 
compromisos financieros, el Estado se vio obligado a alterar su 
política económica, de lo que resultó una apertura, también sin 
precedentes, de la economía portuguesa al capital internacional y, 
por tanto, una nueva forma de integración en la economía 
mundial que se caracterizó, básicamente, por el fortalecimiento 
de las relaciones con la economía europea. Para un país pequeño 
y de reducido mercado, la integración en espacios económicos más 
amplios sólo es beneficiosa en general cuando tiene lugar en un 
periodo de expansión económica a escala mundial. Fue esto lo que 
sucedió en la década de los sesenta, por lo que fue posible 
asegurar un periodo de reseñable desarrollo económico asentado 
en un proceso de industrialización dependiente y asociada. Al 
mismo tiempo, los flujos migratorios para Europa, señales 
evidentes de la expansión de la acumulación en los países 
centrales, drenaron parte de la población excedente en la 
agricultura y, a través de las remesas de los emigrantes, 
permitieron el aprovisionamiento de divisas y el aumento de la 
demanda en el campo. El proceso de industrialización y la 
concentración de capital que posibilitó dieron origen a la creación 
de grandes grupos industriales asociados al capital extranjero. 
Esta pequeña pero dinámica fracción de la burguesía industrial 
encontró en el capital financiero la base de su reproducción 
ampliada y así fue construyendo su hegemonía económica, 
pasando a controlar y a asociarse, a través del mecanismo del 
crédito, a la pequeña y mediana industria, tornando subalternos 
algunos sectores de la burguesía agraria. Para la burguesía 
industrial-financiera (o mejor, para su conjunto, que no para cada 


uno de sus elementos) e incluso para los sectores más dinámicos 
de la mediana industria, el espacio colonial era demasiado 
pequeño y poco significativo, y, si ostentaba algún significado aún, 
era más como proveedor (a veces solamente potencial) de 
materias primas que como mercado de productos industriales. El 
espacio europeo era el horizonte privilegiado de su expansión. 

Como consecuencia de este proceso de desarrollo económico y 
de la emigración, la relación salarial se alteró significativamente 
en este periodo. En una situación de casi pleno empleo y con un 
sector industrial dinámico que exigía más participación y mayor 
calificación obrera, sólo con una represión muy superior a la que 
fuera ejercida hasta entonces, podría mantenerse una tutela 
política del trabajo asentada en la imposición de bajos salarios y 
en la prohibición de la organización autónoma de los sindicatos. 
Al final de la década de los sesenta se inicia un periodo de 
reivindicaciones obreras sin precedentes en la historia del 
régimen, y la propia burguesía industrial-financiera vio en la 
tutela corporativa de las relaciones capital/trabajo un corsé que 
impedía que ampliara su hegemonía sobre los demás sectores de 
la burguesía y la sociedad en general. 

Como se ha dicho más arriba, una de las especificidades del 
Estado salazarista consistió en que la hegemonía de clase tuvo 
siempre como contrapartida una tutela político-burocrática que 
recubría los intereses hegemónicos con el interés autónomo del 
Estado. Esto significa que el ejercicio pleno de la hegemonía 
presuponía un elevado grado de coherencia con la forma política 
del Estado. Esa coherencia existió mientras la burguesía agraria 
fue la fracción hegemónica, pero, a partir de los años sesenta, 
comenzó a debilitarse y, con esto, se introdujo en el sistema un 
punto de tensión. La conquista de la hegemonía económica por 
parte de la burguesía industrial-financiera fue avanzando en el 
interior de un Estado cuya forma organizativa era coherente con 
la hegemonía ideológica de la burguesía agraria. El agravamiento 
progresivo de esta tensión acabó por cuestionar la forma 
organizativa del Estado, lo que sucedió a partir de 1969 en el 
periodo marcelista. 


Ante tal cuestionamiento, el régimen procuró controlar el 
proceso de transformación institucional juzgado necesario. No se 
trataba de eliminar la incoherencia entre su forma política y el 
modelo de desarrollo económico y social en curso, sino de 
reducirla a un nivel tolerable. Este proceso consistió en una serie 
de medidas políticas y juridicor-administrativas cuyo sentido 
general fue dado por el propio jefe del gobierno al proclamar en 
1970 la necesidad de que el Estado Novo se transformara en un 
«Estado social». Fueron, por un lado, medidas de apertura política 
que implicaron una relación diferente con la oposición 
(tímidamente concretadas en las elecciones legislativas de 1969) y 
un intento de conferir un mayor peso político e ideológico a la 
burguesía industrial-financiera (a través de la llamada «ala 
liberal» de la Asamblea Nacional). Fueron, por otro lado, medidas 
tendentes a aumentar el componente legitimador y disminuir la 
represión en las relaciones con las clases trabajadoras a través de 
la concesión de mayor autonomía sindical y de la ampliación del 
sistema de seguridad social. 

Sucede, no obstante, que este proceso tuvo lugar en un 
momento en el que, aun desde el punto de vista de la lógica del 
mantenimiento del régimen (la lógica de la «evolución en la 
continuidad»), habrían sido necesarias transformaciones mucho 
más profundas y osadas. Las medidas se revelaron tímidas, 
incoherentes y hasta contraproducentes. Habiéndose adoptado 
para dispersar las contradicciones políticas y sociales, acabaron 
concentrándolas. La heterogeneidad y la conflictividad entre 
varias fracciones del bloque en el poder se agravaron, y las 
concesiones hechas a las clases trabajadoras, en lugar de conducir 
a una nueva colaboración entre las clases, no impidieron (si es 
que no ayudaron a provocar) el aumento dramático de los 
conflictos laborales. La lucha por la hegemonía no se contentaba 
con el mero reajuste del bloque en el poder, al mismo tiempo que 
la transición gradual de un corporativismo tendente al fascismo a 
un corporativismo de carácter liberal se revelaba inviable. Ante 
esta concentración de las contradicciones sociales, la matriz 
organizativa del Estado alcanzó su límite de flexibilidad. El 


gobierno retrocedió y, ya sin alternativa, procuró regresar al 
núcleo central y original del régimen: el autoritarismo fascista y 
la represión de las clases trabajadoras. Lo hizo, no obstante, sin 
coherencia ni convicción políticas, por lo que las fuerzas políticas 
más conservadoras reclamaron, contra el gobierno del momento, 
la reposición auténtica del régimen creado por Salazar. El Estado 
Novo se revelaba incapaz de resolver o atenuar los conflictos 
sociales que suscitaba, y agotaba así sus posibilidades de 
transformación controlada. La crisis del Estado estaba, pues, 
abierta desde 1969. 

Este proceso fue muy complejo en la medida en que envolvió 
varias crisis con lógicas y ritmos de desarrollo diferentes. Fue, 
sobre todo, una crisis de la hegemonía, en la medida en que la 
falta de cohesión entre los intereses de la burguesía agraria (y en 
parte de la comercial) y los de la burguesía industrial-financiera 
alcanzó tal nivel que incapacitó al bloque en el poder para definir 
un proyecto social y político apto para suscitar un consenso 
generalizado e interclasista. Las reformas iniciadas en 1969 
pretendian complementar a nivel ideológico y político la 
hegemonía económica que la gran burguesía industrial-financiera 
había conquistado a partir de una posición subalterna en el 
bloque en el poder, pero se encontraron con la rigidez de la matriz 
organizativa del Estado. Esta rigidez servía a los intereses de la 
burguesía agraria, aunque no sea explicable por esta. La 
agudización del conflicto entre estas dos fracciones condujo a un 
callejón sin salida, A la pregunta acerca de quién estaba al mando 
de la economía portuguesa, respondía en 1973 Ferraz de 
Carvalho: «Yo diría que nadie lo está y que ese es uno de nuestros 
problemas» y denunciaba la inexistencia de una «política 
económica convencida» «apoyada por una fuerte voluntad política» 
(Cardoso, 1974, p. 137). 

Más allá de una crisis de hegemonía, hubo, en relación a esta, 
una crisis de legitimación, que fue fruto principalmente de las 
oscilaciones con las que se llevó a cabo el proceso de 
recomposición del régimen. Las dudas, las ambigúedades, las 
incoherencias, los retrocesos y los avances de las actuaciones del 


Estado minaron la credibilidad de sus mecanismos jurídico: 
institucionales para compatibilizar los intereses de las diferentes 
clases sociales con presencia en la sociedad portuguesa. La crisis 
de legitimación de los Estados capitalistas avanzados en el inicio 
de la década de los setenta fue fruto de la incapacidad financiera 
del Estado para continuar satisfaciendo, a través de los gastos 
sociales, las reivindicaciones que los movimientos sociales de la 
década anterior habían conseguido incorporar en la agenda 
política. En el caso portugués, la crisis de legitimación residió en 
la incapacidad del Estado para institucionalizar las relaciones 
entre el capital y el trabajo en consonancia con las alteraciones en 
la correlación de las fuerzas sociales que el desarrollo económico y 
la emigración de la década de los sesenta habían provocado. 
Residió también en la incapacidad del Estado para captar al 
sector en expansión de la nueva pequeña burguesía descontenta 
con la parálisis política, la mediocridad de la vida cultural y la 
ausencia de libertades cívicas y políticas. 

La manera en la que se constituyeron y manifestaron la crisis 
de hegemonía y la crisis de legitimación revela que, por encima de 
todo, hubo una crisis de la matriz organizativa del Estado —sea en 
forma de crisis de la administración, sea en la de crisis del 
régimen—, una crisis cuyos términos no son reducibles al conflicto 
entre el capital y el trabajo o entre las diversas fracciones del 
capital. La crisis del régimen fue resultado de su relativa rigidez, 
de su incapacidad para acoger y absorber intereses sociales 
emergentes y las nuevas formas de representación coherentes con 
estos. Las causas de la crisis del régimen están en el propio 
régimen, en el bloqueo ideológico en que se fue enredando, a pesar 
del pragmatismo del que dio muestra a lo largo de los años. El 
secreto de la permanencia del régimen consistió en adaptarse a 
las condiciones que juzgó ineluctables y en exorcizar todas las 
demás. A partir de 1969, el régimen se vio confrontado con dos 
nuevas condiciones: la concentración del capital y el fin del 
colonialismo. Incapaz de adaptarse a estas, pretendió que no eran 
ineluctables. Al hacerlo, denunció los límites de su pragmatismo. 


El régimen alcanzaba el máximo de conciencia posible. Más allá 
de este estaba el bloqueo ideológico en que se encontraba. 

El dinamismo de la burguesía industrial-financiera vino a 
agudizar las profundas distorsiones en el sistema económico 
portugués, lo que llevó a Rogério Martins, secretario de Estado de 
Industria entre 1969 y 1972, a declarar en 1973 que Portugal era 
«un régimen capitalista sui generis» (Cardoso, 1974, p. 37): por un 
lado, los grandes grupos monopolistas (cuyo número era, además, 
objeto de debate), eficientes (aunque su eficiencia fuera a veces 
exagerada), modernos, portadores de la integración de la 
economía portuguesa en la economía mundial; por otro, una 
miríada de pequeñas y medianas empresas, que ocupaban los 
sectores tradicionales de la industria, retrógradas, sin gestión ni 
planificación y siquiera espíritu capitalista de maximización del 
lucro; finalmente, una tutela estatal asentada en demasiados 
«colchones protectores» desde la Ley del Condicionamiento 
Industrial, que fue un «freno a las cuatro ruedas» del desarrollo 
económico. Un Estado incapaz de defender la iniciativa pública, 
de crear un grupo económico estatal moderno, gestionado por 
«gestores tan buenos o mejores que los mejores del sector privado, 
pero que sienten como patrón la cosa pública, el Estado, la 
comunidad, y que no eran capaces de trabajar para el Sr. A o para 
el Sr. B, aunque el Sr. A fuese el Sr. Agnelli y el Sr. B, el Sr. 
Fierro» (Cardoso, 1974, p. 50). Al contrario, fue controvertido que 
el Estado adoptara iniciativas económicas, «siéndole, por un lado, 
útil hacerlo, pero, por otro, avergonzándose de sí mismo». 

Estas afirmaciones críticas muestran que la burguesía 
industrial-financiera estaba lejos de proponer el regreso a los 
principios de la economía liberal, el desmantelamiento puro y 
simple de la intervención del Estado. Pretendía, al contrario, la 
sustitución de esta intervención por otra, ciertamente más 
amplia, que confirmase sus intereses hegemónicos y fuese política 
y administrativamente coherente con el proceso de concentración 
del capital. 

Por otro lado, se evidencia que la renuencia del Estado no era 
fruto de una tara psicológica cualquiera («un Estado 


avergonzado»), sino más bien el producto de un cálculo estatal a 
la luz del cual se preveía que el crecimiento desmesurado de los 
grupos monopolistas, con el poder económico y social que 
implicaba, acabaría por hacer inviable la función de arbitraje 
entre los diferentes intereses económicos que era, al final, la 
razón de ser del régimen corporativo. Se temía que la 
concentración del capital provocase la destrucción masiva de las 
pequeñas y medianas empresas ya entonces dependientes de los 
grupos monopolistas a través del crédito, lo que era ideológica y 
políticamente intolerable desde el punto de vista del régimen. Se 
temía también que la segmentación creciente de la fuerza de 
trabajo entre los grupos monopolistas y la industria tradicional 
inviabilizara el funcionamiento de los mecanismos legales e 
institucionales inscritos en la matriz organizativa del Estado. Se 
temía, finalmente, que la nueva dinámica económica y social 
colisionara con los intereses específicos de la administración 
pública —sobre todo con el interés en su reproducción ampliada— y 
que esta, incapaz de reconvertirse, se desmoronara, provocando 
un caos político y administrativo. 

Este cálculo estatal podría haber conducido a la 
transformación del Estado en un supergrupo económico, como se 
le había propuesto, pero esto estaba más allá del máximo de 
conciencia posible del régimen. El cálculo funcionaba en el 
interior del bloqueo ideológico. 


El difícil fin del colonialismo 


El bloqueo ideológico del régimen salazarista no era una mera 
discordancia, tenía una base material, el colonialismo, el cual, por 
eso, funcionó también como base material de la resistencia del 
régimen al gran capital. Al inicio de la década de los setenta, el 
debate sobre el régimen se centró en la opción entre Europa y 
Africa. Los sectores políticos de la oposición democrática, 
dominados por la nueva pequeña burguesía urbana, 
enormemente sensible a la falta de libertades cívicas y políticas, 
veían en la apertura a Europa el camino para un orden 


democrático estable. En el campo socialista, muchos defendían la 
hipótesis de una integración europea bajo la égida socialista, lo 
que constituía un motivo adicional para optar por una Europa 
contra el régimen. No había ideas muy precisas sobre el modo de 
resolver el problema colonial, pero se aceptaba que sólo podía 
hacerse en colaboración con los movimientos de liberación y, por 
tanto, en ningún caso por medio de la guerra. Se proponía la 
reconversión económica de las colonias y, sobre todo, se temía el 
regreso masivo de la población blanca. El problema colonial era 
concebido como un problema del régimen. 

Algunos grupos financieros tenían operaciones con las colonias 
cuyo peso era importante, pero, en general, el capital monopolista 
no estaba interesado en una relación colonial clásica. Europa 
absorbía la mitad del comercio exterior portugués, mientras las 
colonias absorbían menos de un cuarto y con tendencia a 
disminuir. La mediana industria más evolucionada tenía también 
a Europa en su horizonte, como se aprecia en las declaraciones de 
José Rabaca, industrial textil y presidente de la Dirección de la 
Federación Nacional de Productores de Lana: «En el sector 
industrial, Angola y Mozambique no pueden interesar como 
clientes a una empresa metropolitana normal. Está fuera de las 
más elementales reglas del juego comercial vender sea lo que sea 
sin saber qué se recibe y cuándo. Arriesgar en los contingentes y 
respectivas esperas es más que riesgo, incluso porque el producto 
destinado a Angola y Mozambique no es vendible en la metrópoli, 
en Inglaterra o en Suecia» (Cardoso, 1974, p. 104). A los «sectores 
avanzados» del capital les interesaba una relación neocolonial, 
asentada en el desarrollo progresivo de la economía de los países 
africanos garantizado por una alteración sustancial del cuadro 
político. A finales de 1973, la SEDES (Asociación para el 
Desarrollo Económico y Social), afín a estos sectores, definía 
varios escenarios posibles para la sociedad portuguesa. Uno era el 
desarrollista, que, alineado con los intereses de la burguesía 
industrial-financiera, designado como «viaje a Europa», 
presuponía la «definición de una nueva política portuguesa en 
relación con los territorios ultramarinos, con la aparición de 


Estados jurídicamente independientes, aunque ligados a la 
antigua metrópoli por estrechos vínculos económicos y culturales» 
(SEDES, 1974, p. 26). Es decir, la solución neocolonial. 

Aislado ante la opinión pública mundial, pero contando con 
apoyos internacionales interesados en su valor geoestratégico, el 
colonialismo se transformó gradualmente en la quintaesencia del 
régimen, la verdadera base material de su reproducción 
ideológica. El colonialismo sustituía al corporativismo en el 
núcleo central del mismo. El corporativismo del Estado Novo, que 
no había pasado nunca de una realización a medias, de un medio 
proyecto, perdió la operatividad como mecanismo de ingeniería 
social deslizándose hacia la bancarrota ideológica. En 1970, 
intentando convencerse a sí mismo, Marcelo Caetano (que sucedió 
a Salazar en 1968) era forzado a repetir: «Ya en otras ocasiones 
tuve oportunidad de afirmar que el corporativismo continúa 
siendo válido (yo diría incluso: cada vez más válido) como 
organización y como doctrina. No me cansaré de repetirlo». 

El régimen no tenía una concepción inmovilista de la relación 
colonial. Sabía que para mantenerla era necesario permitirle 
alguna transformación. De ahí las medidas del periodo 
marcelista, en el sentido de dotar de mayor autonomía económica 
a las colonias (el nuevo sistema de pagos interterritoriales). Pero, 
una vez más, esas medidas, por su timidez y ambigúedad, en 
lugar de disminuir las contradicciones crecientes de la relación 
colonial, las agravaron. Después de diez años de guerra y de 
rechazo del diálogo, eran precisas medidas más osadas que, 
ciertamente, desbordaban la propia relación colonial y el cuadro 
político que le daba consistencia. Pero ahí funcionaba el bloqueo 
ideológico, ya entonces casi reducido a simple instinto de 
supervivencia del régimen. Por eso, las medidas propuestas no 
prescindían de la guerra, sino que formaban, más bien, parte de 
ella. En la medida en que el régimen se apoyaba en el 
colonialismo, el colonialismo se apoyaba en la guerra. En su 
última fase, el régimen era poco más que su guerra. Ante ella, se 
encontraba en un callejón sin salida: imposibilitado para ganarla 
y también para perderla. 


Tanto para el mantenimiento como para la solución de este 
callejón sin salida, el régimen dependía exclusivamente de su 
aparato militar. Pero la lógica política del régimen sólo 
comprendía parcialmente la lógica técnica del aparato militar. 
Para este, hacer la guerra comenzó siendo un problema técnico": 
administrativo, una exigencia legítimamente constituida para 
que fuera responsabilizado legítimamente. Desde el punto de 
vista de la lógica militar sólo había una salida visible a la 
imposibilidad técnica de ganar la guerra: aceptar una derrota 
honrosa y transferir al gobierno la responsabilidad de encontrar 
otras vías de solución del conflicto. A esto, sin embargo, se oponía 
el régimen, para el cual no había otra salida. Fue este impasse, en 
el que no se reconocía, el que llevó al aparato militar a 
transformar el problema técnico de la guerra en el problema 
político de la guerra. En este proceso, las fuerzas armadas se 
politizaron. Mientras la aplastante mayoría de los altos mandos, 
más tarde llamada «Brigada del Reumático», rendía vasallaje 
político al gobierno, los capitanes organizaban en la sombra el 
Movimiento de las Fuerzas Armadas (MFA). La base material del 
régimen se transfería al interior del aparato militar y, con ella, 
las contradicciones en que se asentaba. Al contrario de lo que 
sucediera con las fuerzas armadas norteamericanas en Vietnam, 
las portuguesas «fueron obligadas» a deslegitimar la guerra que 
no habían podido o sabido ganar, un proceso del que fue 
detonante público el libro del entonces general António de 
Spínola, Portugal y el futuro (febrero de 1974)[1]. Pero 
deslegitimar la guerra equivalía a negarse a continuarla, 
equivalía, en definitiva, a negarse a servir al régimen. Privado de 
su aparato militar, el régimen colapsó. 


Del golpe de Estado a la crisis revolucionaria 


El colapso del régimen el 25 de abril de 1974 no implicó el 
colapso generalizado del Estado. La ruptura se dio en lo tocante a 
las características fascistas del viejo régimen: el partido único, la 
policía política, las milicias paramilitares, el tribunal plenario 


(para el juicio de los crímenes políticos), los presos políticos, la 
represión de la libertad de expresión y asociación. Más allá de 
esto, el proceso de reconstrucción normativa e institucional fue 
relativamente lento y muy desigual. El sistema administrativo se 
mantuvo intacto en sus estructuras de decisión, y el 
«saneamiento» al que se procedió se limitó al alejamiento de 
personas (que no de procesos) y se hizo muchas veces siguiendo 
criterios imbuidos de oportunismo y sectarismo; las fuerzas 
policiales y militarizadas, después de adherirse al nuevo régimen, 
mantuvieron sus estructuras, e igualmente sucedió con la 
administración de justicia y el sistema penitenciario; las políticas 
de seguridad social no sufrieron grandes alteraciones; a uno de 
los más importantes pilares ideológicos del Estado Novo, la 
Iglesia católica, se le libró de la contestación social, 
resguardándola de cualquier proceso de transformación interna. 

A pesar de ello, la ruptura del 25 de abril de 1974 transformó 
el perfil de la crisis que se vivía desde 1969. Esta transformación 
consistió en la creación, o mejor, en la explosión del movimiento 
social popular que siguió inmediatamente al golpe de Estado. Fue 
sin duda el más amplio y profundo de la historia europea de 
posguerra. Con una composición de clase compleja, en la que 
dominaban el proletariado urbano (principalmente del cinturón 
industrial de Lisboa), la pequeña burguesía asalariada de las 
ciudades grandes y medianas, y el proletariado rural del Alentejo, 
alcanzó las más diversas áreas de la vida social: la administración 
local, la vivienda urbana, la gestión de las empresas, la 
educación, la cultura y los nuevos modos de vida, la reforma 
agraria, las relaciones de dominación y subordinación en el 
campo, etcétera. 

Esta vasta movilización social impidió que la crisis de 
hegemonía iniciada en 1969 se resolviese definitivamente a favor 
de la burguesía industrial financiera después del 25 de abril de 
1974. Así, fue ella quien neutralizó un intento de golpe 
conservador el 28 de septiembre de 1974. Al reforzar el poder de 
los militares del MFA menos identificados con los intereses 
monopolistas, el movimiento social ¡popular contribuyó 


decisivamente para que fallasen los planes de reconstrucción de 
la hegemonía burguesa. A partir de finales de septiembre de 
1974, con la renuncia del general Spínola, la burguesía fue, en su 
conjunto, puesta a la defensiva y, con la agudización de las luchas 
sociales que siguieron, la propia fracción industrial-financiera 
acabó por perder su base de acumulación. Así sucedió el 11 de 
marzo de 1975 con la nacionalización de la banca y de los seguros 
y de las empresas de los grupos monopolistas. A partir de 
entonces, el Estado pasó a ser una plataforma múltiple de luchas 
sociales y políticas y, más aún, la cuestión global de la naturaleza 
de la clase de dominación estatal no sólo se convirtió en parte 
integrante de la lucha política sino también en el objeto 
privilegiado de la lucha de clases. La crisis del Estado se 
transformó en una crisis revolucionaria, la cual se mantuvo hasta 
noviembre de 1975. 

¿Cuáles fueron las causas del movimiento social entre abril de 
1974 y noviembre de 1975? ¿Cómo fue posible que se profundizara 
en el constante desafío a los límites políticos del nuevo régimen, 
forzándolos a sucesivas redefiniciones y superaciones? ¿Cuál fue, 
en suma, la naturaleza y el contenido del poder político en este 
periodo? Para dar respuesta a estas cuestiones, recurro al 
concepto dualidad de poderes. 


¿Dualidad de poderes o dualidad de impotencias? 


La caracterización teórica de la forma política de las 
situaciones revolucionarias modernas ha dado un gran relevo al 
concepto de poder dual o de dualidad de poderesl2]. Como el 
ejemplo paradigmático de su aplicación es casi siempre la 
revolución rusa, se justifica una referencia a dos de sus teóricos 
«orgánicos»: Lenin y Trotsky. 

Para Lenin, la dualidad de poderes es «una particularidad 
extremadamente notable» (1978, p. 17) de la Revolución rusa, que 
exige una «atención reflexiva» (1978, p. 24). Según él, consiste «en 
que al lado del gobierno provisional, el gobierno de la burguesía, 
se formó otro gobierno, aún débil, embrionario, pero 


indudablemente existente de facto y en desarrollo: los soviets de 
diputados obreros y soldados» (1978, p. 17). Se trata de un 
gobierno de nuevo tipo. Lenin define así su carácter político: 

Es una dictadura revolucionaria, esto es, un poder que se 
apoya directamente en la conquista revolucionaria, en la 
iniciativa inmediata de las masas populares venida desde abajo, y 
no en la ley promulgada por un poder de Estado centralizado. Es 
un poder de un género completamente diferente del poder que 
generalmente existe .en las repúblicas parlamentarias 
democrático-burguesas del tipo habitual imperante hasta hoy en 
los países avanzados de Europa y de América. Esta circunstancia 
se olvida con frecuencia, no se medita sobre ella, a pesar de que 
en ella reside toda la esencia del problema. Este poder es del 
mismo tipo que el de la Comuna de París de 1871. Sus trazos 
fundamentales son: 1) la fuente del poder no está en una ley 
previamente discutida y aprobada por el Parlamento, sino en la 
iniciativa directa de las masas populares partiendo desde abajo y 
a escala local, en la «conquista» directa, para emplear una 
expresión corriente; 2) la sustitución de la policía y del ejército, 
como instituciones separadas del pueblo y opuestas al pueblo, por 
el armamento directo de todo el pueblo; con este poder el orden 
público es mantenido por los propios obreros y campesinos 
armados, por el propio pueblo armado; 3) el funcionalismo, la 
burocracia, o son sustituidos también por el poder inmediato del 
propio pueblo o, por lo menos, colocados bajo un control especial, 
transformándose en personas no sólo elegibles sino también 
destituibles a la primera exigencia del pueblo, reduciéndose a la 
situación de meros representantes; pasan de ser la casta 
privilegiada, con «puestecitos» de remuneración elevada, 
burguesa, a obreros de un «arma» especial, cuya remuneración no 
exceda el salario normal de un obrero cualificado (1978, pp. 17 
ss.). 


Escribiendo en abril de 1917, Lenin reconoce que los soviets 
son una forma de Estado incipiente y embrionaria. Tanto es así 
que, debido a la influencia de los «elementos pequeño-burgueses» 


(mencheviques y socialistas revolucionarios), el poder de los 
soviets ha pactado con el gobierno provisional y, en esta medida, 
«cedió y cede él mismo posiciones a la burguesía» (1978, p. 18). A 
pesar de esto, la dualidad de poderes es una «circunstancia 
extraordinariamente original que la historia no había conocido 
aún bajo esta forma»: «Condujo al entrelazamiento en un todo 
único de dos dictaduras: la dictadura de la burguesía l...] y la 
dictadura del proletariado y del campesinado» (1978, p. 25). Lenin 
advierte, no obstante, que este «entrelazamiento» no puede durar 
mucho, ya que «en un Estado no pueden existir dos poderes». Uno 
de ellos tendrá que desaparecer. «La dualidad de poderes no 
expresa sino un momento de transición en el desarrollo de la 
revolución, cuando esta fue más allá de los límites de la 
revolución democrático-burguesa común pero no había llegado 
aún a ser una dictadura “pura” del proletariado y del 
campesinado» (1978, p. 26). 

La caracterización de la dualidad de poderes hecha por 
Trostsky es simultáneamente más amplia y más optimista. 
Contrariamente a Lenin, Trotsky considera que la dualidad de 
poderes «es una situación particular de una crisis social, en modo 
alguno exclusiva de la Revolución rusa, aunque esté nítidamente 
marcada en esta» (1950, p. 251). Después de especificar que no 
hay dualidad de poderes en los casos en los que el poder de la 
clase dominante es compartido por dos de sus fracciones —como, 
por ejemplo, los junkers alemanes y la burguesía, bajo los 
Hohenzollern—, Trotsky agrega que la dualidad de poderes no 
presupone —antes excluye—, en general, la posibilidad de división 
del poder en dos partes iguales o cualquier equilibrio formal de 
fuerzas. 

No se trata de un hecho constitucional sino revolucionario. 
Significa que la ruptura del equilibrio social ya demolió la 
superestructura del Estado. Se manifiesta en las situaciones en 
que las clases antagónicas se basan en organizaciones de gobierno 
esencialmente antagónicas —una en declive y la otra emergente— 
que, en cada momento, chocan en la dirección del país. La suma 
del poder que, en estas situaciones, recae sobre cada una de estas 


clases en lucha está determinada por la correlación de fuerzas y 
por las fases de la batalla (1950, p. 252). 


Según Trotsky, la situación de dualidad de poderes puede 
conducir a la guerra civil en el caso de que dicha dualidad asuma 
una expresión territorial, tornándose así más visible. «Pero antes 
de que las clases o los partidos rivales lleguen a ese extremo, 
fundamentalmente si tienen dudas sobre la intervención de una 
tercera fuerza, pueden verse obligados a soportar, por mucho 
tiempo, e incluso a sancionar un sistema de dos poderes» (1950, p. 
253). Seguidamente, ilustra la situación de poder dual en las 
revoluciones inglesa, francesa, alemana y rusa. La especificidad 
de esta última reside en que, al contrario de lo que sucedió en 
otras, «vemos a la democracia oficial crear consciente e 
intencionadamente un sistema de poder dual, evitando a 
cualquier precio asumir el poder a solas» (1950, p. 257). De este 
modo, la dualidad de poderes comienza de forma disimulada y 
sólo aflora a la superficie cuando los bolcheviques sustituyen a los 
conciliadores en la dirección de los soviets. Y Trotsky concluye 
que «la peculiaridad básica de la Revolución rusa reside en la 
madurez infinitamente superior del proletariado ruso en 
comparación con las masas urbanas de las antiguas revoluciones. 
Fue esta la que condujo, en un primer momento, a un doble 
gobierno cuasi fantasma e impidió, después, que la dualidad real 
se resolviese a favor de la burguesía» (1950, p. 258). 

A la luz de estas reconstrucciones teóricas, cabe ahora 
averiguar en qué medida la crisis revolucionaria de 1974-1975 
conllevó una situación de dualidad de poderes. Ante todo, me 
parece necesario distinguir entre los movimientos sociales y las 
fuerzas políticas organizadas que los procuraron (y muchas veces 
consiguieron) hegemonizar y utilizar para fines políticos propios. 
Después de la revolución, dominó la tendencia a destacar la 
capacidad de las fuerzas políticas —principalmente del Partido 
Comunista Portugués, aliado, a partir de cierto momento, a la 
«izquierda revolucionaria” para manipular y desvirtuar los 
movimientos sociales populares. Sin duda que se trató de un 


aspecto importante, tan importante que fue responsable de las 
fracturas en el bloque militar ocurridas y profundizadas en el 
periodo revolucionario y de la solución del conflicto entre ellas el 
25 de noviembre de 1975. Sin embargo, juzgo igualmente 
importante destacar que los movimientos sociales populares no se 
redujeron a estas manipulaciones. Tuvieron en muchas 
situaciones una genuina espontaneidad, abrieron nuevos espacios 
de sociabilidad y creatividad social, proyectaron de forma 
innovadora soluciones autónomas para los problemas de las 
clases trabajadoras en el ámbito de la vivienda, de la actividad 
cultural, de la organización de la producción, de la vida 
comunitaria, aseguraron el funcionamiento mínimo del proceso 
productivo frente al absentismo o incluso al boicot de la patronal, 
identificaron o ampliaron carencias sociales que el control político 
autoritario durante el Estado Novo no había permitido revelar y, 
por último, ampliaron y profundizaron el concepto de política en 
el propio proceso de capacitación social de las clases populares. 

La relación entre este riquísimo movimiento social y el Estado 
fue muy compleja. Fue un periodo en el que se debatieron las 
posibilidades y los límites recíprocos de la legalidad democrática 
(que posibilitaba la consolidación gradual) y de la legalidad 
revolucionaria (que proponía el asalto global al poder y la 
transformación radical del Estado). Si muchos movimientos 
populares se pautan por la legalidad democrática, otros, tal vez la 
mayoría, se pautan por la legalidad revolucionaria. Esto no 
significa que los movimientos sociales populares no hayan 
recurrido al Estado para consolidar los resultados de sus luchas, 
legalizándolos. Sólo que lo hicieron más en términos de una 
legalidad de ruptura que de una legalidad de continuidad. El 
recurso al Estado legalizador tuvo dos formas básicas: por un 
lado, formas nuevas de legalización, creadas ad hoc, normalmente 
bajo presión de los acontecimientos y por iniciativa de los propios 
movimientos (por ejemplo, actas de ocupación de casas, la 
exigencia de la presencia de militares en ciertas intervenciones 
populares con el fin de legitimarlas, etc.); por otro, la innovación 
legislativa oficial (ley de ocupación de casas, ley de reforma 


agraria, ley de arrendamiento rural, ley de saneamiento de la 
administración pública, etc.), procurando poner las formas 
jurídicas oficiales, tradicionales, al servicio de nuevos contenidos, 
normalmente por iniciativa de las fuerzas políticas organizadas 
con el objetivo de controlar los movimientos populares. 

La legalización ad hoc era, no obstante, demasiado frágil y 
ambigua para poder sustentarse, en tanto el orden jurídico 
oficialmente vigente (que en gran parte aseguraba la continuidad 
con el orden jurídico del Estado Novo, por lo que puede llamársela 
legalidad de continuidad) no le reconocía ningún valor legal. Del 
mismo modo, la innovación legislativa, a pesar de respetar las 
formas jurídicas oficiales, fue muchas veces ineficaz, sin ninguna 
aplicación práctica, sea porque los movimientos populares no 
reconocieron sus intereses en las nuevas leyes y las violaron 
masivamente, sea porque los grupos gobernantes del momento 
carecieron de voluntad política o de condiciones institucionales 
para aplicarlas (no reglamentando la ley, no atribuyendo las 
dotaciones presupuestarias necesarias para el funcionamiento de 
las instituciones preconizadas en la ley, negándose a -—o 
revelándose incapaces de— imponer por medios represivos su 
aplicación). 

Tanto las contradicciones y vicisitudes de la legalidad de 
ruptura (legalizaciones ad hoc e innovaciones legislativas) como 
la relativa marginación de la legalidad de continuidad (el orden 
jurídico tradicional cuyas posibilidades no fueron debidamente 
explotadas) condujeron a una práctica de parálisis administrativa 
del Estado y la ideología autoritaria de la administración pública 
se mantuvo intacta, aunque paralizada. Lo que resulta más 
característico e incluso original en la crisis del Estado portugués 
en este periodo es precisamente la capacidad del Estado para 
mantenerse intacto a lo largo de una parálisis administrativa 
generalizada durante bastante tiempo y en medio de luchas 
sociales muy agudizadas. En virtud del propio proceso histórico 
de su emergencia —nacido de una revuelta en el seno del aparato 
del Estado—, el MFA no se organizó, ni se podía haber organizado, 
contra la dominación política capitalista. Se organizó contra la 


forma fascista de dominación política capitalista. Pero, por otro 
lado, no se organizó como agente orgánico de una fracción 
cualquiera del capital, aunque en los primeros tiempos, 
comandados por el entonces general Spínola, pudiese servir 
objetivamente a los intereses de la gran burguesía industrial: 
financiera. Esta desvinculación orgánica del golpe de Estado del 
25 de abril de 1974 explica que el papel del general Spinola, tan 
prominente en la primera fase del nuevo orden político, haya 
ocupado un segundo plano rápida e irreversiblemente. Y explica 
también que los movimientos sociales populares hayan hecho del 
MFA una caja de resonancia de tal modo sensible a las 
vibraciones de las luchas sociales que, a corto plazo, condujo a la 
paralización y al bloqueo del proyecto político del capital 
monopolista, asentado en el relanzamiento del proceso de 
acumulación y de valorización del capital en una nueva 
configuración política caracterizada por el consenso democrático 
ampliado a las grandes masas trabajadoras, ahora elevadas a la 
dignidad de interlocutor social. 

Pero si el MFA no era el agente orgánico de la burguesía, 
mucho menos lo era de la clase obrera, por lo que la parálisis del 
orden político burgués no dio lugar a ningún orden político. Es 
decir, el mismo proceso que condujo a la suspensión o 
neutralización de un poder capitalista impidió que emergiera un 
poder proletario. No hubo, asimismo, una situación transitoria, de 
dualidad de poderes. Hubo, como máximo, una dualidad de 
impotencias y, por tanto, una parálisis generalizada de los 
aparatos estatales. La lucha fue por el control político del Estado 
como un todo, bien simbolizado en los conflictos entre las fuerzas 
sociales y políticas hegemonizadas por el Partido Socialista 
(capitalismo socialdemócrata), de un lado, y por el Partido 
Comunista (socialismo, poder proletario), del otro, bien en las 
fracturas correspondientes que se verificaron en la dirección 
política del MFA. 

La parálisis institucional permitió al Estado mantenerse 
intacto, de reserva, hasta que el bloqueo del poder diese lugar a 


un nuevo bloque en el poder. Las condiciones para que tal 
transformación se diese surgieron el 25 de noviembre de 1975. 

Obviamente, el Estado que entró en la crisis revolucionaria no 
fue el mismo que emergió de ella. La parálisis administrativa no 
impidió (y hasta propició) que la matriz política del Estado se 
alterase. En primer lugar, el periodo de crisis revolucionaria fue 
también aquel en que se estableció el perfil del nuevo régimen 
democrático consustanciado después en la Constitución de 1976. 
En segundo lugar, fue entonces también cuando se produjeron 
alteraciones legislativas importantes, sobre todo en el dominio de 
las relaciones capital/trabajo. Por último, el orden económico del 
Estado se transformó profundamente con las nacionalizaciones y 
la reforma agraria. 

En vez de la dualidad de poderes, la crisis revolucionaria 
produjo un Estado duall3): de un lado, las estructuras, las 
prácticas y las  ideologias administrativas tradicionales 
mantenidas casi intactas a pesar de que su funcionamiento 
normal hubiese quedado suspendido temporalmente; de otro, las 
importantes transformaciones institucionales que imponían al 
Estado un papel nuevo y más decisivo en el proceso de 
acumulación y en la dirección global de la economía, un papel tan 
sólo ensayado y aún con contornos políticos muy vagos. 

Puede decirse que la emergencia del Estado dual quedó 
simbolizada ya en los primeros días de la revolución por la 
contradicción en el interior del poder militar entre la jerarquía de 
mando y el mando revolucionario de los capitanes, entre la Junta 
de Salvación Nacional y la Comisión Coordinadora del Programa 
del MFA. Esta dualidad se extendió en breve a todos los sectores 
del Estado, aunque de formas diferentes, pero, en general, el 
patrón fue el siguiente: dada la resistencia pasiva o activa de la 
administración pública tradicional, es decir, del núcleo central de 
la burocracia estatal ante las nuevas contradicciones y dada su 
incapacidad para dar respuesta a las nuevas solicitudes y a los 
nuevos problemas sociales a los que se veía confrontada, se 
verificó en casi todos los sectores de la administración pública la 
creación de instituciones paralelas, menos burocráticas y, sobre 


todo, llenas de funcionarios activamente identificados con la 
revolución. Á esas nuevas instituciones se les encargó la tarea de 
articular la adaptación del Estado a las nuevas condiciones y, por 
tanto, de encontrar respuestas institucionales y administrativas 
para la explosión social ya en movimiento. Entre muchos otros 
ejemplos, en el Ministerio de Vivienda, el Servicio de Apoyo 
Ambulatorio Local (SAAL) se integró en el Fondo de Fomento de 
la Vivienda (FFH) y, en el Ministerio de Agricultura, se creó el 
Instituto de Reorganización Agraria (IRA), en el que se fueron 
integrando los Consejos Regionales de Reforma Agraria (CRRA) y 
el Servicio de Apoyo al Desarrollo Agrario (SADAJIA]. 

En todo este proceso, la burocracia tradicional del Estado no 
fue transformada —hubo depuraciones, pero siempre de personas, 
no de procesos de decisión—, fue apenas suspendida, paralizada y, 
de algún modo, mantenida en la reserva a la espera de 
condiciones más favorables para su reactivación. Fueron las 
nuevas instituciones las que se propusieron articular el Estado 
con el movimiento popular. 


La crisis de hegemonía 


A partir de 1976, la consolidación del nuevo régimen 
democrático consistió en un proceso de reconstitución del Estado 
que se caracterizó por la superación lenta y gradual del Estado 
dual salido de la crisis revolucionarial5). 

Para poder ser rápida y económica (con bajos costes sociales a 
corto plazo), la solución de la crisis revolucionaria el 25 de 
noviembre de 1975 fue forzosamente ambigua y, bien su rapidez y 
economía, bien su ambigúedad, son responsables de la lentitud, el 
coste social y la sinuosidad con la que se fue procesando la 
reconstitución del Estado desde entonces. De algún modo, el 25 de 
noviembre de 1975 se procuró, por encima de todo, poner fin a la 
parálisis estatal, reconstruir la autoridad y reactivar el ejercicio 
del poder del Estado sin cuidar al necesario bloque social que 
habría de hegemonizar esa autoridad y dar orientación política a 
ese poder. Para eso, bastaba desmoralizar a los movimientos 


sociales populares, neutralizar las fuerzas políticas más radicales, 
disciplinar las fuerzas armadas, reactivar el aparato represivo y 
concluir el proceso de definición constitucional del nuevo régimen. 
Todo esto se hizo muy pronto. La legalidad democrática dejó de 
ser confrontada con la legalidad revolucionaria, quedando apenas 
por resolver en nombre de quién, de qué bloque social, sería 
ejercida. Apenas pudo constatarse que, de inicio, sería ejercida de 
modo transclasista, en beneficio de todas las clases y grupos 
sociales. Las nacionalizaciones y la reforma agraria, así como el 
Partido Comunista Portugués y los partidos a su izquierda, serían 
respetados por estar inscritos en el orden legal democrático. 

El empate que durante la crisis revolucionaria se estableció 
fuera del Estado fue transferido al interior de este con la 
expectativa de que los mecanismos institucionales, dotados de 
legitimidad democrática, se encargarían a corto plazo de superar 
o gestionar ese empate y dar así paso a una nueva hegemonía 
social y política. Tal paso, sin embargo, se reveló difícil, de tal 
manera que la característica fundamental del proceso político 
portugués en los primeros diez años después de la revolución 
consistió en la imposibilidad de transformar legitimidad procesal 
en hegemonía social. En otras palabras, el régimen político 
mantuvo intacta, a lo largo de estos años, su legitimidad 
democrática, pero se reveló incapaz de construir un nuevo bloque 
en el poder basado en esta, suficientemente hegemónico para 
imprimir una dirección política que utilizase esa legitimidad. 

Para justificar tal incapacidad puede invocarse el hecho de que 
el cuadro institucional formalizado en el periodo de la crisis 
revolucionaria había garantizado a las clases trabajadoras una 
posición social muy fuerte que, de mantenerse la legitimidad 
democrática, sólo muy lentamente y nunca del todo, podría ser 
desmantelada. Se perpetuó así una situación de empate social. En 
vez de una lógica de desempate, se instaló una lógica de gestión 
(desigual) del empate. 

Este argumento, a pesar de tener un fondo de verdad, no es 
totalmente convincente. Ninguna de las transformaciones 
generalmente indicadas para designar el avance social de la 


posición de las clases trabajadoras (el movimiento sindical fuerte, 
la legislación laboral avanzada, la reforma agraria y las 
nacionalizaciones), o incluso en su conjunto, es incompatible con 
la creación de un poder capitalista hegemónico; tanto es así, que 
algunas de ellas fueron preconizadas por la burguesía 
monopolista antes de 1974. Por el contrario, estas 
transformaciones podrían haber sido utilizadas por la fracción 
más dinámica de la burguesía para, asociada a la burguesía 
estatal generada por el sector empresarial del Estado, subordinar 
a su proyecto a todas las demás fracciones de la burguesía así 
como a la pequeña burguesía tradicional y la moderna. 

Esto, sin embargo, no ocurrió y es urgente preguntarse por 
qué. Por el contrario, parece que la burguesía en su conjunto se 
ha negado a asumir su rol específico, promover la reproducción 
ampliada del capital, a pesar de que el movimiento obrero 
organizado, pese a las apariencias y las dramatizaciones, se ha 
colocado rápidamente en una posición defensiva y ha demostrado 
a lo largo de este periodo una notable moderación y capacidad de 
acomodación. El papel de la burguesía ha sido otro, el de utilizar 
el rechazo a asumir su papel específico para forzar la creación de 
las condiciones institucionales que establecieran una plataforma 
ideal para el arranque de un nuevo modelo de acumulación 
adecuado a las nuevas condiciones internacionales (crisis del 
petróleo, recesión prolongada, alteraciones en la división 
internacional del trabajo) e internas (fin del Imperio colonial, 
costes sociales del juego democrático, estancamiento de la 
emigración). 

Este otro papel de la burguesía obtuvo el consenso de todas las 
fuerzas políticas, incluido de algún modo el Partido Comunista 
Portugués por la moderación que vino a imponer a las 
movilizaciones obreras, por ejemplo, en el transcurso del proceso 
de desmantelamiento de la reforma agraria, una estrategia que 
subraya el regreso de este partido al redil de los partidos 
comunistas europeos occidentales después del riesgo de 
insurrección durante la crisis revolucionaria. Este consenso es tal 
vez la primera afirmación de un eventual proceso de 


hegemonización y constituyó, en esta medida, un compromiso 
histórico previo. Fue un proceso lento porque se asentó en la 
salvaguarda de la legitimación democrática del Estado. 

Además de lento, este proceso tiene otras dos características. 
En primer lugar, la desagregación del marco institucional 
establecido durante el periodo de crisis ha sido anunciada y 
realizada sin una lógica muy específica. Es cierto que, en general, 
se pretende crear condiciones favorables al relanzamiento del 
proceso de acumulación, pero no se vislumbra una intención de 
beneficiar especificamente a una cierta fracción del capital, lo que 
parecería exigible con vistas a la rápida constitución de un bloque 
social con capacidad de dirección política. Al contrario, cualquiera 
de las fracciones ha cosechado beneficios dada su capacidad de 
articular la presión suficiente. La reconstitución parcial de la 
burguesía latifundista retrógrada y absentista es ejemplar a este 
respecto. Indicaré dos hipótesis explicativas de esta falta de 
selectividad de las políticas estatales: por un lado, los estrechos 
vinculos entre las varias fracciones de la burguesía en la 
formación social portuguesa que ya habían sido responsables del 
fracaso de los intentos de reestructuración de la economía en el 
periodo final del Estado Novo; por otro, la inestabilidad de la 
gobernabilidad después de 1975, que impide a la clase política 
constituirse como agente orgánico de una clase o fracción social. 

La segunda característica del compromiso histórico previo 
reside en que la definición de las condiciones ideales para el 
relanzamiento del proceso de acumulación ha sido siempre 
desplazada hacia adelante. Comenzó por afirmarse que sería 
posible crear riqueza en el marco institucional y jurídico salido de 
la crisis, una vez que la autoridad del Estado fuese restablecida y 
las leyes obedecidas por los ciudadanos. Después que eso se 
consiguió en general, se exigieron alteraciones en las leyes 
laborales, la revisión de la Constitución y una nueva delimitación 
del sector público de la economía. Hoy, una vez satisfechas esas 
exigencias, se pide una nueva revisión de la parte económica de la 
Constitución y el amplio cercenamiento, e incluso el 
desmantelamiento, del sector empresarial del Estado. Las 


condiciones ideales son siempre las próximas y tienden a ser 
siempre peores para las aspiraciones de las clases trabajadoras. 


Conclusiones inconclusas 


El compromiso histórico previo que he venido analizando 
apunta a un nuevo tipo de regulación estatal de la crisis 
económica y social cuyos contornos son, sobre todo, muy vagos 
aún. En los Estados capitalistas en general, la regulación de las 
contradicciones sociales tiende a ser el resultado de una 
combinación de políticas de apoyo activo al proceso de 
acumulación a las que se agregan medidas represivas que 
mantienen bajo control las reivindicaciones populares y las 
medidas redistributivas o compensatorias que atenúan los efectos 
más alarmantes de la polarización social. En general, las políticas 
redistributivas están vinculadas a las políticas de acumulación 
por la simple razón de que las primeras son realizadas mediante 
recursos financieros que se hacen disponibles en el proceso de 
acumulación. Dentro de estos parámetros globales son posibles 
muchos tipos de regulación. Los países capitalistas centrales se 
caracterizaron, sobre todo en la década de 1960, por un fuerte 
predominio de las medidas redistributivas sobre las medidas 
represivas. En el polo opuesto, los paises de la periferia y de la 
semiperiferia de la economía mundial se han caracterizado por el 
predominio de las medidas represivas sobre las redistributivasl6]. 
Pero en tiempos más recientes, los Estados capitalistas centrales 
han desarrollado nuevas formas de autoritarismo 
(«neocorporativismo», «autoritarismo estatal», «neoliberalismo», 
etc.) que, sin inviabilizar el juego democrático, conducen al 
aumento de la represión y al estancamiento e incluso la 
restricción de las políticas sociales. 

Desde 1974 hasta 1984, Portugal fue atravesado por tipos de 
regulación muy constantes, lo que le confiere una gran 
especificidad en este dominio. En el primer periodo (1974-1975), 
el modo en que se llevó a cabo el derrumbe del Estado Novo 
provocó, por un lado, el ablandamiento, y hasta la paralización 


incluso, de los aparatos represivos del Estado y, por otro, el 
incremento significativo de las políticas redistributivas; hasta tal 
punto que estas últimas se desvincularon temporalmente de las 
políticas de acumulación. En el segundo periodo (1976-1984), la 
tendencia fue hacia el cercenamiento de las políticas 
redistributivas y, sobre todo, después de 1980, el refuerzo de los 
aparatos represivos del Estado. 

De algún modo, la tendencia de este segundo periodo es 
semejante a la verificada en los Estados capitalistas avanzados. 
En estos últimos, el desplazamiento hacia la polarización social y 
el autoritarismo político ha sabido convivir con el régimen 
democrático. ¿Sucederá lo mismo en Portugal? 

Algunos síntomas merecen destacarse especialmente. En 
primer lugar, cabe prever que la tendencia polarizante y 
autoritaria se acentúe aún más de lo que sería normal con el fin 
de compensar los «excesos» de las políticas redistributivas 
durante la crisis revolucionaria. En segundo lugar, la base de 
distribución de la que se parte es mucho más baja que la de los 
países capitalistas avanzados. Esto significa que se alcanzará 
mucho más rápidamente una estructura de redistribución social 
que colocará estratos sociales cada vez más amplios en situación 
de escasez aguda. Además, esta degradación del reparto de 
beneficios es tan rápida que tiene lugar en el seno de una misma 
generación, lo que es susceptible de crear fenómenos de 
alienación y de resentimiento graves. Por último, la revinculación 
de las políticas distributivas a las políticas de acumulación ocurre 
en un momento en que impera el monetarismo y el nuevo modelo 
de acumulación está por definir. 

Basándose en estos sintomas, cabe suponer que la 
reivindicación de las condiciones ideales para el relanzamiento de 
la economía continúe exigiendo el cercenamiento de las políticas 
redistributivas y el refuerzo de las políticas represivas. A partir 
de cierto límite, ese cercenamiento y ese refuerzo pueden volverse 
incompatibles con la creación de un poder de tipo hegemónico, 
asentado en amplios consensos interclasistas. Ese será el límite 
de la legitimidad democrática. En otras palabras, la irresolución 


prolongada de la crisis de hegemonía puede acabar 
transformándose en una crisis de legitimación del régimen 
democrático. 


República de Portugal después de la Revolución del 25 de abril de 
1974. 
[2] Análisis de la dualidad de poderes en diferentes contextos 


[381_El concepto de Estado dual no debe confundirse con el 
concepto de Estado paralelo presentado en el capítulo 2. 

[4]_Este proceso de reconstrucción del Estado no constituye 
una  innovació eri Había sido utiliza 
anteriormente, como lo demuestra convincentemen liveir 
Baptista (1984) para el caso del Ministerio de Agricultura. 

[5] El tema del Estado que fue emergiendo después de la crisis 
revolucionaria de 1974-1975 es analizado con más detalle en el 
capítulo 2. 

[6]_Sin embargo, _en algunos Estados autoritarios de tipo 
populista las políticas represivas han sido combinadas con 
políticas sociales significativas. Dada la represión (cercenamiento 
de los derechos políticos y_de las reivindicaciones obreras 
autónomas), _los flujos de beneficios sociales son fácilmente 


punto la lealtad de las masas obreras urbanas a Getúlio Vargas. 
Las políticas sociales del Estado salazarista:marcelista carecen 


aún de un análisis profundo. 


Capítulo 11 


El Estado y la sociedad en la 
semiperiferia del sistema mundial: el 
caso portugués 


Introducción 


El periodo de posguerra dio origen a un mundo que, durante 
tres décadas, parecía indiscutiblemente dividido en países 
desarrollados y subdesarrollados. Con perspectivas diferentes y 
hasta antagónicas, las distintas teorías sociales que entonces se 
formulaban  —modernización, desarrollo, imperialismo y 
dependencia— intentaron explicar esa división y determinar los 
contactos, los obstáculos, las relaciones complementarias o 
contradictorias existentes entre los dos polos. Esa situación 
parece haberse alterado drásticamente. En primer lugar, 
aparecieron en escena países con desarrollos intermedios muy 
diversificados. Aunque, para los defensores de la teoría del 
sistema mundial, esas entidades intermedias que constituyen la 
semiperiferia siempre hayan existido, actualmente se reconoce 
que, más allá de una mayor verdad, asumen una importancia 
creciente. La teoría social ha intentado caracterizarlos aplicando 
una variada serie de conceptos: países semiindustrializados, 
países recién industrializados, centros atrasados, desarrollo 
dependiente y  semiperiferia. En segundo lugar, las 
transformaciones internas de los países desarrollados crearon en 
ellos condiciones sociales similares a las que caracterizaban a los 
países menos desarrollados, como, por ejemplo, economías 
paralelas, sectores informales, ineficacia de los mecanismos 
democráticos, corrupción política, segmentación de los mercados 


de trabajo, degradación de la calidad de vida, violencia urbana, 
acentuación de desigualdades y nuevas y más vastas formas de 
exclusión y destitución social. En otras palabras, el llamado 
tercer mundo interiorl 11. 

Esas transformaciones son tan flagrantes que algunas 
expresan a las claras la aparición de una nueva economía política 
internacional de interdependencia global, una red desorganizada 
y casi caótica de flujos desterritorializados de capitales, servicios 
y personas en un mundo sin centro, que se reproduce en una 
miríada de relaciones verticales y horizontales, inestables e 
indeterminadas[2]. Como veremos a continuación, no comparto 
esta idea, pero la verdad es que estas tendencias, que la sociología 
comparada tendrá aún que captar, señalan algunas 
transformaciones importantes en el sistema mundial. Por un 
lado, con los Estados Unidos de América obligados a compartir la 
hegemonía con Europa y Japón, el mundo se ha vuelto más 
policéntrico, con varias regiones gravitando en torno a diversos 
centros. Por otro, la periferia mundial se ha fragmentado aún 
más, dando origen a formas de exclusión social más crueles y a un 
creciente número de países semiperiféricos intermedios muy 
diferenciados en términos de patrones nacionales de desarrollo, 
de acuerdo con la región del globo en que se localizan. 

Conviene tener en cuenta además la intensidad que las 
interacciones globales han adquirido recientemente y que van de 
la transnacionalización de los sistemas de producción a la 
difusión mundial de información e imágenes a través de los 
medios de comunicación social y los desplazamientos masivos de 
personas como turistas, trabajadores emigrantes o refugiados. De 
ahí que la realidad social parezca transformarse tanto o más 
rápidamente que los fundamentos epistemológicos del 
conocimiento o conocimientos que sobre ella desarrollamos. Con 
la intensificación de la interdependencia y de la interacción 
globales, las relaciones sociales parecen, de modo general, cada 
vez más desterritorializadas, sobrepasando las fronteras hasta 
ahora vigiladas por las costumbres, el nacionalismo, la lengua, la 
ideología y, muchas veces, por todo ello. En este proceso, el 


Estado-nación, cuya principal característica es, probablemente, la 
territorialidad, se convierte en una unidad de interacción 
relativamente obsoleta o, por lo menos, relativamente 
descentrada. Por otro lado, sin embargo, y aparentemente en 
contradicción con esta tendencia, se asiste a un florecimiento de 
nuevas identidades regionales y locales basadas en una 
revalorización del derecho a las raíces len contraposición al 
derecho a escoger). Este localismo, simultáneamente nuevo y 
antiguo, otrora considerado premoderno y hoy en día reclasificado 
como posmoderno, es con frecuencia adoptado por grupos de 
individuos «translocalizados», no pudiendo por eso ser explicado 
por un genius loci o un sentido de lugar único. A pesar de ello, se 
asienta siempre en la idea del territorio, sea este imaginario o 
simbólico, real o hiperreall3]. La dialéctica se establece, por tanto, 
entre territorialización y desterritorialización. 

Las nuevas condiciones para una investigación sociológica 
comparada que acabo de enunciar parecen ser especialmente 
evidentes en los países de desarrollo intermedio. Ahí —se trate de 
Portugal, Irlanda, España y Grecia, o de México y Brasil-, la 
excesiva tensión a que la dialéctica entre territorialización y 
desterritorialización está sujeta confiere un cuño particularmente 
inestable a la combinación de las características paradigmáticas. 
Y esto, muy particularmente, es lo que sucede en los países 
intermedios de Europa, ya que su composición está siendo 
doblemente reconstruida: como países periféricos de una de las 
más importantes regiones del sistema mundial (la periferia 
europea) y como miembros de pleno derecho dentro de esa región 
(la CEE, hoy UE). Entre todos esos países, Portugal es, tal vez, el 
ejemplo más ilustrativo de una compleja combinación de 
características sociales ¡paradigmáticamente opuestas, una 
configuración hecha y rehecha en el cortocircuito histórico de los 
últimos quince años, en que convergieron y se fundieron 
temporalidades sociales muy distintas: cinco siglos de expansión 
europea, dos siglos de revoluciones democráticas, un siglo de 
movimiento socialista y cuarenta años de Estado de bienestar. A 
inicios de 1974, Portugal era uno de los países menos 


desarrollados de Europa y el más antiguo Imperio colonial 
europeo. El régimen autoritario de más larga duración en el 
continente fue derribado por una revolución sin sangre, el 25 de 
abril de ese mismo año, y, poco después, la mayor movilización 
popular de la historia en la Europa de posguerra hacía incluir el 
socialismo como meta a alcanzar en los programas de los 
principales partidos políticos. Algunos meses más tarde, una 
solución ambigua de la crisis revolucionaria abrió un largo y 
tortuoso camino hacia un Estado de bienestar socialdemócrata, 
justamente en el momento en que, en los países centrales de 
Europa occidental y de todo el mundo, el Estado de bienestar 
entraba en una fase de gran perturbación. 

Todas estas razones hacen de Portugal un laboratorio 
fascinante, aunque muy complejo y con grandes dificultades en 
términos de análisis sociológico. Teniendo presente la dialéctica 
entre territorialización y desterritorialización, la estructura 
analítica que aquí desarrollaré conjuga la teoría del sistema 
mundial (que capta la dinámica de la desterritorialización) y la 
perspectiva de la regulación (que capta la dinámica de la 
reterritorialización). Intentaré, asimismo, demostrar lo siguiente: 


1. Portugal es una sociedad semiperiférica de la región 
europea del sistema mundial. Durante varios siglos, esa posición 
semiperiférica se asentó en el Imperio colonial portugués. A 
partir de su desmantelamiento en 1974, Portugal ha renegociado 
su posición en el sistema mundial. Todo indica que esa posición 
semiperiférica va a mantenerse, esta vez debido a la integración 
en la CEE y las relaciones económicas y sociales privilegiadas con 
el África lusófona. 

2. Tras ser eliminado el régimen de acumulación y de 
regulación social del Estado corporativo, ningún otro régimen de 
acumulación o de regulación social se estabilizó ni creó rutinas de 
producción y de reproducción. Portugal ha pasado, de este modo, 
por un proceso de transición con ritmos diferentes conforme a las 
áreas de práctica social. 


3. Esta transición es patente en importantes contradicciones, 
disyunciones y discrepancias. Dos merecen especial atención: a) la 
discrepancia entre la producción capitalista y la reproducción 
social o, en otras palabras, entre el patrón de producción y el 
patrón de consumo; b) la discrepancia entre las formas 
institucionales del modo de regulación fordista y la regulación 
fáctica, competitiva, predominantemente no fordista de la 
relación salarial. 

4. La diferenciación y la heterogeneidad social y cultural 
consecuentes de las condiciones referidas han sido reguladas por 
el Estado. La posición central del Estado en la regulación social 
durante los últimos quince años justifica que se dé alguna 
prioridad analítica a los aspectos sociopolíticos. Por la regulación 
estatal a la que han estado sujetas, esas contradicciones y 
discrepancias han venido a inscribirse en la matriz institucional 
del Estado, dando origen a un fenómeno del que daré cuenta 
mediante los conceptos de Estado paralelo y Estado heterogéneo. 

5. Como no fue posible institucionalizar una regulación 
fordista de la relación salarial tampoco fue posible 
institucionalizar un Estado de bienestar. En este aspecto, el 
Estado portugués es un semi o un cuasi Estado de bienestar. Sin 
embargo, el déficit del bienestar estatal está parcialmente 
cubierto por una sociedad del bienestar fuerte. Esta sociedad del 
bienestar, aunque con origen en relaciones sociales y universos 
simbólicos vulgarmente llamados premodernos, tiene semejanzas 
con aquella sociedad del bienestar que Rosanvallon (1981; 1988), 
Lipietz (1989) y Aglietta y Brender (1984), entre otros, han 
intentado resucitar y que algunos llamarían sociedad del 
bienestar posmoderna. 

6. Los antiguos y recientes equilibrios de una estructura social 
y política tan compleja como esta han sido  sacudidos, 
recombinados, reinventados a través del proceso de integración en 
la CEE. En esta fase, la centralidad de la actuación de Estado en 
la regulación social se debió, en gran medida, al papel que este 
protagonizó en las negociaciones que condujeron a la adhesión. El 
Estado regula la dialéctica de la identidad y de la diferencia entre 


Portugal y los países centrales europeos, asumiendo una forma 
política a la que llamo Estado como imaginación del centro. La 
autonomía interna del Estado, que durante gran parte del periodo 
autoritario se asentó en un modo de desarrollo (o, mejor, de 
subdesarrollo) autárquico, hipernacionalista y aislacionista, se 
asienta ahora en el proceso de integración en la CEE y, por ello, 
en un contexto de constante reducción de la soberanía nacional. 

7. El futuro de la Comunidad Económica Europea es una 
cuestión por resolver. En el plano político, es aún muy temprano 
para intentar siquiera esbozar la configuración política del futuro 
Euroestado. En el plano económico, la actual prioridad concedida 
a la creación del mercado interno no garantiza que este venga a 
ser un mercado unificado. En el plano social, la poca importancia 
atribuida en la actualidad a la denominada dimensión social lleva 
a suponer que Europa se desarrollará, durante mucho tiempo, a 
dos velocidades. El periodo de transición de la sociedad 
portuguesa se yuxtapone, así, al periodo de transición de la 
propia Europa. Cualquier previsión es, por tanto, doblemente 
arriesgada. Con todo, sin olvidar esta precaución, osaría afirmar 
que, en el caso de Portugal, es probable que un nuevo modo de 
regulación semiperiférico se configure y establezca poco a poco. 


La semiperiferia en la intersección de lo hiperlocal y lo 
trasnacional: la conjugación de la teoría del sistema mundial con 
la perspectiva de la regulación 


Si pasamos revista al conocimiento que, en los últimos 
cuarenta años, las ciencias sociales acumularon sobre los países 
centrales, desarrollados o del Primer Mundo, y los países 
periféricos, menos desarrollados o del Tercer Mundo, verificamos 
que ese conocimiento no consigue proporcionar un marco de 
análisis adecuado a la sociedad portuguesa. Si, en ciertos 
aspectos, dicha sociedad se aproxima a las características 
generalmente atribuidas a los países centrales, en otros parece 
más próxima de las características del Tercer Mundo. 


En términos de indicadores socioeconómicos, Portugal ocupa 
una posición intermedia en el sistema mundial. Aunque poco 
preciso, el PNB per cápita es uno de esos indicadores. En un 
estudio efectuado por Arrighi y Drangel (1986) sobre la evolución 
mundial del PNB per cápita en los últimos cincuenta años, 
Portugal ocupa una sólida posición intermedia. Otro indicador 
más ilustrativo es el grado de homogeneidad entre la estructura 
sectorial de la producción (agricultura, industria y servicios) y la 
estructura del empleo. Basada en este indicador, la comparación 
entre varios países, en el periodo de 1960 a 1983, hecha por 
Augusto Mateus (1987, p. 5), revela la situación intermedia de la 
sociedad portuguesalA4]. 

Según la teoría del sistema mundial, la existencia de 
sociedades con grados intermedios de desarrollo es una 
característica relacional, estructural y permanente del sistema 
mundiall5]. La primera formulación del concepto de semiperiferia 
en la obra de Wallerstein titulada El sistema mundial moderno 
(1974) es bastante esclarecedora al respecto. Más tarde, este 
autor subrayará el contenido político de la semiperiferia. Los 
países semiperiféricos, debido exactamente a su carácter 
intermedio, desempeñan una función de intermediación entre el 
centro y la periferia del sistema mundial y, un poco como las 
clases medias lo hacen en las sociedades nacionales, contribuyen 
a atenuar los conflictos y las tensiones entre el centro y la 
periferia. En las propias palabras de Wallerstein: «En momentos 
de expansión de la economía-mundo, los Estados lsemiperiféricos] 
se unen, como satélites, a una determinada potencia central y 
sirven, hasta cierto punto, de correas de transmisión y de agentes 
políticos de un poder imperial» (1984, p. 7). 

En los últimos años, el intenso estudio al que los países 
semiperiféricos fueron sometidos llevó a la mudanza en el 
concepto de semiperiferia. Basado en la investigación realizada 
en el Centro Fernand Braudel, Carlos Fortuna concluye que los 
Estados semiperiféricos se caracterizan por una red de 
actividades productivas con un relativo equilibrio entre las 
producciones del centro y las de la periferia, lo que les confiere 


una especial capacidad de maniobra institucional y política 
dentro del sistema interestatal (1987, p. 180). Pero, como subraya 
William Martin, «reconocer la persistencia de la semiperiferia 
plantea muchos más problemas que aquellos que resuelve»; 
seguidamente apunta las dudas que considera más importantes: 
«S1 los Estados semiperiféricos están a medio camino entre las 
redes centrales y las redes periféricas, ¿cómo es que se alcanza y 
se mantiene esa posición ante fuerzas tan fuertemente 
polarizadas como las de la economía-mundo? Si la periferia es 
más que un simple problema estadístico de índices de desarrollo, 
¿cómo es que esa zona funcionó, a lo largo de los años, como parte 
de un mundo capitalista en desarrollo? ¿Cómo y por qué razón la 
periferia, por lo menos en el siglo xx, funcionó como terreno 
preferente de movimientos sociales, sindicales, nacionalistas y 
antisistémicos?» (Martin, 1990, p. 4). 

No cabe aquí examinar pormenorizadamente el concepto de 
semiperiferia, y menos aún el de sistema mundial, del cual forma 
parte. Me limitaré a destacar dos aspectos. El primero se refiere a 
la regionalización de la situación semiperiférica. De acuerdo con 
la teoría del sistema mundial, una de las características 
estructurales de la economía:mundo capitalista es la competencia 
entre los países del centro. De ello resulta una división del 
sistema mundial en regiones, en zonas de influencia, formadas 
por un conjunto de países con fuertes lazos económicos, sociales, 
políticos y culturales, en el centro de los cuales está uno o más de 
uno de ellos (actualmente Estados Unidos, Japón, Europa 
occidental). A mi entender, aunque el tipo de intermediación 
generalmente desempeñada por las sociedades intermedias sea 
definido globalmente en el propio sistema mundial, las 
intermediaciones especificas son determinadas por la región del 
sistema mundial a la que esa sociedad pertenece y dependen, en 
gran parte, de la trayectoria histórica de esta región y de la de 
cada una de las sociedades nacionales que la componen. 

La función de intermediación implica que un determinado país 
actúe como país periférico en relación a un país central y como 
país central en relación a la periferia. Por ejemplo, a partir del 


siglo xvii, Portugal funcionó como correa de transmisión en el 
sistema mundial, actuando como centro para sus colonias y como 
periferia para Inglaterra. Hoy, y para dar un ejemplo, la 
hipertrofia del turismo y de la emigración en Portugal constituye 
una señal inequívoca de la función periférica de este país en 
relación con los patrones de producción y consumo de los países 
centrales europeos (Mateus, 1987, p. 55). Por otro lado, con la 
integración en la CEE, Portugal podrá acabar de desempeñar una 
nueva función central en relación con sus excolonias africanas. En 
ambos casos, no obstante, las funciones de intermediación son 
específicas de la historia de Europa y son parte integrante del 
desarrollo social de Portugal como país europeo. 

El otro aspecto que pretendo destacar se refiere a la 
caracterización de las sociedades semiperiféricas 
simultáneamente intermedias, en términos de grados de 
desarrollo, e intermediarias, en términos de las funciones que 
desempeñan en el sistema mundial. Estas dos características 
están, evidentemente, interrelacionadas, ya que la función de 
intermediación presupone un nivel intermedio de desarrollo que, 
a su vez, se reproduce, por lo menos en parte, a través de la 
función de intermediación. ¡Sin embargo, ambas son 
conceptualmente autónomas y sería erróneo aceptar que entre 
ellas existe una relación lineal y automática. La naturaleza 
intermedia de una determinada sociedad se traduce en 
características sociales que son especificas de esa sociedad y, en 
cierto sentido, únicas. Esa naturaleza resulta del desarrollo 
histórico nacional y de la multiplicidad de formas que sus 
contactos con procesos socioeconómicos de dimensión mundial 
asumieron y hace que esté profundamente inscrita en las 
estructuras y prácticas sociales y culturales. En otras palabras, el 
carácter intermedio es una cualidad y no sólo una cantidad, 
representa la dimensión territorializada de las interacciones 
globales en que un determinado país está envuelto. La función de 
intermediación puede también constituir un fenómeno de larga 
duración, pero tiene una lógica de desarrollo diferente. 


Que la economía mundial capitalista esté politicamente 
organizada en un sistema interestatal somete la función de 
intermediación a discontinuidades políticas que pueden resultar 
en periodos más o menos amplios de disyunciones, discrepancias e 
hiatos entre las estructuras intermedias y las funciones de 
intermediación. Cuando, en 1974-1975, el Imperio portugués llegó 
prácticamente al fin, la función de intermediación que Portugal 
desempeñaba, basada en sus colonias, también acabó. Sin 
embargo, las estructuras y los procesos intermedios no 
desaparecieron. La materialidad y la cualidad de esas estructuras 
y procesos estaban profundamente inscritas en la sociedad 
portuguesa, y sus complejos modos de reproducción social 
sobrepasaban la posesión de las colonias. 

Esas estructuras y procesos, autónomamente activos, se 
apropian, reconstruyen y también limitan eventuales 
oportunidades de nuevas funciones de intermediación. 
Justamente porque Portugal atraviesa una fase de renegociación 
de su posición en el sistema mundial, pienso que es 
analíticamente más fecundo centrar nuestra atención en la 
naturaleza específica de su carácter de sociedad intermedia. 

Para eso, tenemos que recurrir a un marco teórico centrado en 
la especificidad de los fenómenos y acontecimientos nacionales y a 
los análisis en una perspectiva global que abarque lo económico y 
lo social, lo político y lo cultural, y lo haga tanto desde un punto 
de vista histórico como sincrónico. La complementariedad 
pretendida entre una teoría de ese tipo y la teoría del sistema 
mundial sólo será posible si ambas comparten determinadas 
preocupaciones teóricas y hasta metateóricas. Creo que ese es el 
caso de la teoría de la regulación, aunque, en rigor, no se trate 
verdaderamente de una teoría sino de una orientación analítica 
de carácter general que ha dado origen a varias teorías. 
Generalmente, tanto la teoría del sistema mundial como la teoría 
de la regulación comparten no sólo un pasado marxista sino 
también la necesidad de eliminar las características 
economicistas y mecanicistas que de este heredaron. Ambas se 
centran en las relaciones sociales del desarrollo capitalista, 


especialmente en las relaciones de intercambio y en las salariales. 
Ambas son, por naturaleza, globalizantes y ambas privilegian el 
análisis de la consolidación y la transformación de la cohesión 
social de la historia: la perspectiva de la regulación privilegia la 
cohesión social de los diferentes Estados-nación; el sistema 
mundial, la cohesión social de la economía mundial capitalista. 

Puede decirse que, en términos teóricos, la perspectiva de la 
regulación es muy vaga. La versión que aquí se adoptó es, a mi 
modo de ver, la más adecuada para captar la dinámica del 
desarrollo social portugués en los últimos quince años. Es una 
opinión casi unánime que uno de los puntos débiles de la 
perspectiva de la regulación es la ausencia de una teoría del 
Estado que explique sus múltiples y decisivas funciones en el 
proceso de creación y desarrollo de los modos de regulación social 
(Boyer, 1986, p. 52, y Jessop, 1990, p. 196). Junto a la teoría del 
sistema mundial y en la línea de las primeras afirmaciones de 
Wallerstein, se ha subrayado en los últimos tiempos que esas 
funciones son particularmente decisivas en las sociedades 
semiperiféricas (Martin, 1990, p. 7). En este capítulo, abordaré 
esta cuestión, analizando la centralidad específica de la 
regulación del Estado en un periodo de transición entre los modos 
de regulación social, en una formación social semiperiférica de la 
región europea del sistema mundial. Además, analizaré también 
los patrones a través de los que el proceso de regulación social 
transitoria se inscribe en la matriz institucional del Estado, 
identificando las diferentes formas políticas parceladas que, en 
conjunto, constituyen la totalidad fragmentada del Estado en la 
transición de un modo de regulación social a otro. 


La crisis del modo de regulación social: patrones de producción 
y patrones de consumo en un periodo de transición 


Puede haber coincidencia, pero es interesante percibir que la 
caida del régimen fascista en Portugal ocurrió en un momento en 
que los países centrales entraban en un periodo de crisis del modo 
de regulación que, según Aglietta (1976), Boyer (1986) y otros, fue 


el dominante sobre todo después de la Segunda Guerra Mundial. 
Este modo de regulación social se caracterizaba, genéricamente, 
por una acumulación intensiva del capital, una indexación de los 
salarios a la productividad y un acceso generalizado de las clases 
trabajadoras al consumo: era el modo de regulación fordista. No 
sería, por tanto, extraño que la crisis repercutiese en una 
sociedad dependiente que mantenía fuertes relaciones económicas 
con los países más fuertemente afectados, los países centrales de 
Europa occidental. Además, la Revolución del 25 de abril de 1974 
creó factores autónomos de la crisis en la sociedad portuguesa, 
provocando una crisis general que alcanzó todos los sectores de la 
actividad social y conmovió estructuras y prácticas bien 
enraizadas en la historia reciente del país. Hubo, por tanto, una 
crisis interna que tuvo lugar en el seno de una crisis 
internacional, lo que es, sin duda, un factor fundamental para 
comprender algunas características de la sociedad portuguesa de 
los últimos quince años. 


La crisis revolucionaria (1974-1975) 


En este epígrafe presento, muy resumidamente, algunas 
hipótesis de trabajo que formulé en el capítulo anterior con el 
objetivo de contextualizar los análisis que siguen en los epígrafes 
siguientes. 

Es muy probable que los historiadores del futuro nieguen el 
carácter de verdadera revolución a los acontecimientos que 
tuvieron lugar en 1974-1975, tal como sucedió con la Revolución 
alemana de noviembre de 1918 (Broué, 1971). No cabe aquí hacer 
un análisis de esos acontecimientos. Me limitaré a considerar los 
trazos de este periodo que se me figuran imprescindibles para 
comprender la primera de las cuatro formas de Estado que 
analizaré en este capítulo: el Estado paralelo. 

La Revolución portuguesa comenzó con un golpe militar 
dirigido por un grupo de jóvenes oficiales, demócratas y 
antifascistas, deseosos de poner fin a la guerra colonial. El 
proyecto político que el programa del Movimiento de las Fuerzas 


Armadas (MFA) proponía al país era claro, a pesar de su carácter 
genérico: eliminación inmediata de las características fascistas 
del aparato del Estado; elecciones para una asamblea 
constituyente que reimplantaría la democracia parlamentaria, el 
pluralismo político y la autonomía de las organizaciones 
sindicales; una política económica antimonopolista con el objetivo 
de una más justa distribución de la riqueza. En lo relativo a la 
cuestión colonial, el programa era bastante más ambiguo: 
reclamaba estabilidad política para un amplio espacio portugués. 
Esa ambigiedad era la consecuencia inevitable de que los jóvenes 
oficiales se hubieran visto forzados a pactar con el general 
Spínola, que, además de Costa Gomes, fue el único general que se 
enfrentó a los gobernantes de la última fase del régimen, el 
periodo de Marcelo Caetano. A esa altura, era vital establecer 
compromisos, no sólo para reducir al mínimo las posibilidades de 
resistencia de alguna unidad militar leal al antiguo régimen, sino 
también para evitar cualquier intento de declaración unilateral 
de independencia por parte de las poblaciones blancas de las 
colonias, particularmente de Angola. 

Los intereses del capital monopolista encontraron 
indiscutiblemente en Spínola a su representante, mientras los 
jóvenes oficiales del MFA tuvieron, desde el inicio, un 
sorprendente apoyo popular de los trabajadores y de la pequeña 
burguesía. Fue esta movilización popular (por todo el país 
surgieron huelgas políticas y económicas) la que llevó a la derrota 
de Spínola, así como a la neutralización de los miembros del MFA 
más a la derecha y a la radicalización de sus miembros más a la 
izquierda. Este hecho y el inquebrantable rechazo por parte de los 
principales movimientos africanos de liberación de cualquier 
solución semejante a la propuesta por Spínola para el problema 
colonial estuvieron en la base de aquel que podía haber sido el 
más notable proceso de descolonización de los tiempos modernos, 
una descolonización prácticamente sin características 
neocolonialistas. 

Las transformaciones cualitativas del proceso político 
surgieron a partir de marzo de 1975, el verdadero inicio de la 


crisis revolucionaria: nacionalización masiva de la industria, 
nacionalización total de los bancos y de las aseguradoras, 
ocupación, seguida de expropiación, de tierras en el Alentejo, 
ocupación de casas en las grandes ciudades, comisiones de 
trabajadores, autogestión de fábricas y empresas comerciales 
abandonadas por los propietarios, creación de cooperativas en los 
sectores comercial, industrial y agrícola, comisiones de vecinos, 
clínicas del pueblo, dinamización cultural en las regiones más 
atrasadas del país. Ninguna de estas medidas, por sí misma, 
constituía una amenaza para la sociedad capitalista o para la 
naturaleza clasista del poder del Estado. En conjunto, no obstante 
—y contando aún con la dinámica interna de la movilización de los 
trabajadores y de la iniciativa popular, la paralización general del 
aparato del Estado y sus crecientes conflictos en el seno de las 
fuerzas armadas-—, estas medidas originaron, a mi entender, una 
crisis revolucionaria. Pero nunca, en momento alguno, se estuvo 
ante una situación de dualidad de poder susceptible de ser 
considerada una «confrontación total» de «dos dictaduras» (Lenin, 
1960, vol. 2, p. 50, y Trotsky, 1963, p. 101). Aunque el análisis de 
este hecho esté aún por hacer, me parece que una de las 
explicaciones más plausibles reside en la propia naturaleza de los 
acontecimientos que estuvieron en el origen de la crisis 
revolucionaria. Todo comenzó con una revuelta militar, es decir, 
una revuelta desde arriba, venida del propio aparato del Estado. 
El objetivo era destruir el Estado fascista, pero, en el fondo, sólo 
fueron destruidas sus características más explícitamente 
fascistas: la policía política, los tribunales políticos, las prisiones 
políticas, el sistema de partido único y las milicias paramilitares 
fascistas. Fuera de esto, el aparato del Estado, con sus cincuenta 
años de ideología, reclutamiento, formación y comportamiento 
autoritarios, se mantuvo casi intacto. A pesar de que la presión 
política más radical hubiera exigido algunas purgas en la 
administración pública, estas fueron escasas, oportunistas incluso 
y, en algunos sectores fundamentales del aparato del Estado, 
como la administración de justicia, prácticamente inexistentes. 
De cualquier forma, esas purgas —los saneamientos— tuvieron 


siempre un carácter individual, nunca alcanzaron las estructuras 
de poder del Estado. En relación a los dos sectores represivos del 
aparato estatal —la policía (PSP y GNR) y las fuerzas armadas-, 
la situación fue aún más significativa. Como la policía no ofreció 
resistencia a los jóvenes oficiales del MFA, no fue necesario 
desmantelarla, ni siquiera reestructurarla, sustituyéndose sólo 
las jefaturas. Las fuerzas armadas, no obstante, se vieron 
violentamente sacudidas. Pero justamente porque la revuelta 
nació en sus filas y el proceso político se mantuvo sujeto al 
ejército, las fuerzas armadas se sintieron globalmente 
legitimadas nuevamente y aplazaron una reestructuración 
interna profunda. 

En suma, el aparato estatal, después de ser purgado de sus 
características marcadamente fascistas, no sucumbió, sólo sufrió 
una parálisis general. Dado que los acontecimientos políticos 
tuvieron inicio en ese mismo aparato, en su seno, fue 
«relativamente fácil» paralizar el poder del Estado. En el ámbito 
de la teoría del poder dual puede, por tanto, decirse que no hubo 
una «dominación burguesa», pero por las mismas razones 
tampoco puede hablarse de «dominación proletaria». En este 
contexto, cabe tal vez hacer una breve referencia al papel 
desempeñado por los partidos socialista y comunista. Después de 
haberse granjeado una influencia destacable en el aparato del 
Estado y en las fuerzas armadas, desde 1975, el Partido 
Comunista Portugués (PCP), la única organización política a la 
altura de merecer esa designación, miraba con desconfianza la 
movilización espontánea y las organizaciones creativas de la clase 
obrera, tanto en la producción como en el consumo. Con el 
argumento falaz de que el enemigo había sido destruido con la 
nacionalización del capital monopolista y de que el sector del 
MFA entonces en el poder protegería los intereses del 
proletariado siempre que fuera apoyado, el PCP defendió en todo 
momento que las estrategias políticas debían ser dictadas por el 
aparato del Estado y rechazó, como aventurera, la idea de la 
legalidad revolucionaria y del poder popular. El Partido Socialista 
(PS), de creación reciente y composición heterogénea, procuró 


contrarrestar la influencia de los comunistas en dicho aparato y 
rechazó, por considerar autoritaria, cualquier forma política que 
no fuese la democracia parlamentaria. Apoyado por la burguesía, 
la pequeña burguesía y los trabajadores descontentos con la 
política de poder y la arrogancia de los comunistas, el PS en breve 
acabaría sinedo el partido de la oposición por excelencia. Tal como 
en Alemania en 1918, los socialistas se convirtieron en el 
principal partido de una amplia coalición de fuerzas políticas. 

Puede decirse que el mismo proceso que rápidamente 
consiguiera la suspensión o neutralización del «orden burgués» 
también había impedido simultáneamente que el «orden 
proletario» emergiese en su propio nombre. Como defendí en el 
primer capítulo, se trató más de una dualidad de impotencias que 
de una dualidad de poderes, una situación que vendría a 
resolverse a favor del «orden burgués» en noviembre de 1975. Una 
de las principales características de la Revolución portuguesa es 
probar que el Estado capitalista puede estar afectado por una 
parálisis general durante un largo periodo sin, no obstante, 
desaparecer. Por el contrario, se mantiene intacto como un Estado 
de reserva, listo para ser reactivado inmediatamente si la 
relación de fuerzas se altera a su favor. 

El fin de la crisis revolucionaria y la instauración del primer 
gobierno constitucional democrático después de casi cincuenta 
años no pusieron término a la crisis social, aunque hayan 
alterado su esencia. En términos de regulación social, puede 
decirse que la crisis comenzó antes de 1974 (en 1969, si no antes) 
y que continuó desde 1976 hasta hoy. El análisis de la crisis que 
presento incide sobre todo en tres factores estratégicos: la 
acumulación de capital, la relación salarial y la actuación del 
Estado. 


De la crisis revolucionaria a la emergencia del Estado paralelo 
La regulación social de las relaciones de intercambio y de las 


relaciones salariales es un proceso complejo constituido, 
esencialmente, por tres elementos estructurales: el derecho 


(normalización estatal), el contrato (normalización contractual) y 
los valores compartidos (normalización cultural) (Boyer, 1986, p. 
55, y Aglietta y Brender, 1984, p. 77). Aquello que caracteriza un 
régimen autoritario es la hipertrofia de la normalización estatal y 
la ambición de esta de tutelar las otras formas de normalización. 
En Portugal, que el capital monopolista, sobre todo después de 
1969, pretendiera negociar directamente con los representantes 
de los trabajadores demuestra el creciente conflicto entre la 
normalización estatal y la normalización contractual en la última 
fase del Estado Novo. En relación a la normalización cultural, los 
movimientos estudiantiles de 1962 y 1969, la emigración, la 
guerra colonial y las huelgas en los últimos años del régimen 
probaron que la apología fascista de la familia pobre pero feliz, 
unida y trabajadora, con gustos sencillos y sin ambiciones de 
ascenso social, una ideología imbuida de mitología rural y de 
misticismo religioso, ya no tenía ningún poder de normalización. 
Cuando la revolución de 1974 derribó el Estado Novo y su 
estructura institucional, se crearon condiciones para la aparición 
de nuevas instituciones y de nuevas prácticas sociales 
compatibles con las transformaciones previsibles del régimen de 
acumulación. La caída del Estado Novo trajo consigo, de hecho, la 
lucha por la elección de nuevas instituciones de regulación social, 
pero, contrariamente a lo que sucediera en los países centrales, 
esa lucha, típica de una crisis de regulación social, surgió en un 
contexto de luchas sociales mucho más amplias. La cuestión no 
era sólo la institucionalización de una nueva relación salarial o de 
nuevas relaciones de intercambio; lo que importaba sobre todo era 
la construcción de una nueva formación política, de un moderno 
Estado democrático. Fue por eso que, desde el inicio, se trabó una 
lucha por el control del Estado, y, en estas circunstancias, poca 
atención se podía dispensar a la normalización contractual. 
Además, después de casi cincuenta años de autoritarismo, ni el 
capital ni el trabajo tenían experiencia alguna de organización 
autónoma y de negociación. Á semejanza de lo que sucediera en 
los países centrales, sería preciso un Estado democrático fuerte, 
socialmente comprometido y eficiente, para promover, apoyar y 


hasta crear organizaciones de intereses y establecer las reglas de 
negociación entre ellas. Pero como en Portugal, en aquel 
momento, el Estado era, él mismo, objeto de la lucha política más 
encarnizada, no tenía condiciones para desempeñar esa función. 

Así, paralelamente a la intensificación de los conflictos 
sociales, se asistió al enflaquecimiento, fragmentación y parálisis 
creciente del Estado. Todo esto, sin embargo, en vez de impedirla, 
favoreció la promulgación de una importante legislación en el 
ámbito laboral y social bajo la fuerte presión de los movimientos 
obreros, cada vez más radicalizados, y de las múltiples formas de 
movilización popular. Esa legislación siguió el modelo utilizado en 
las socialdemocracias occidentales, llegando a veces a superarlo. 
La defensa de los intereses de los trabajadores asumió variadas 
formas: reconocimiento de la autonomía de las organizaciones 
sindicales, derecho de huelga, prohibición del lock-out, beneficios 
sociales o salarios indirectos, estabilidad de empleo, salario 
mínimo, convenios colectivos, restricciones a los despidos. El 
efecto de esta legislación irá rápidamente a reflejarse en el peso 
relativo de la renta salarial en la renta nacional: mientras que en 
1973 los salarios y retribuciones representaban el 43,7 por 100 
del PNB, en 1974 pasaron a representar el 48,9 por 100 y, en 
1975, el 57,6 por 100. 

La radicalización del movimiento sindical colocó a la defensiva 
al capital en el sentido más amplio, no sólo a sus sectores más 
anticuados. El principal objetivo de la lucha política era el control 
del Estado, y las fuerzas sociales y políticas interesadas en el 
relanzamiento del capital intentaron varias veces obtener ese 
control para contener la radicalización creciente del movimiento 
popular. Estos intentos, que fallaron consecutivamente, fueron 
generando nuevas ofensivas populares que, a su vez, fueron 
alimentando los sectores más radicales del MFA. La fase más 
espectacular de este proceso fue la normalización del capital 
monopolista (industria, banca y seguros) y la ocupación de los 
grandes latifundios por los trabajadores agrícolas y los 
arrendatarios. Hubo, en ese momento, una transformación 
cualitativa de la crisis. En términos de regulación social, se pasó 


de una mera crisis del modo de regulación a una crisis del 
régimen de acumulación. 

Las nacionalizaciones hicieron sobresalir el hecho de que las 
leyes y las instituciones creadas durante la crisis revolucionaria, 
aunque en términos formales fuesen muy semejantes a las del 
modo de regulación fordista de los países centrales, tenian una 
base material muy diferente y hasta contradictoria con estas 
últimas. En vez de garantizar y estabilizar una acumulación 
intensiva del capital monopolista, esas leyes y esas instituciones 
eran parte integrante de un movimiento social y político que 
desmanteló el capital monopolista, provocó fugas masivas de 
capitales para Brasil, Sudáfrica y otros lugares, y desorganizó la 
producción, tanto en las industrias nacionalizadas como en las 
que se habían convertido en cooperativas o en empresas 
autogestionadas tras ser abandonadas por los antiguos 
propietarios. El capital privado que se mantuvo vio reducirse sus 
beneficios drásticamente como consecuencia del aumento de los 
salarios. De modo general poco propenso a invertir en la 
innovación tecnológica y asustado por la inestabilidad social 
generalizada, ese sector del capital no consiguió compensar la 
subida de los costes de mano de obra con aumentos de la 
productividad y, por el contrario, la tasa de productividad 
disminuyó drásticamente durante la crisis revolucionaria. El 
desajuste entre, por un lado, el marco jurídico e institucional y, 
por otro, la práctica social no podía ser más flagrante; un 
desajuste tan amplio y profundo que, aunque en grados y modos 
distintos, continúa siendo, aún hoy, a mi modo de ver, un factor 
estructural del desarrollo social y político de la sociedad 
portuguesa. 

Con el fin de la crisis revolucionaria, el 25 de noviembre de 
1975 —alejamiento de las facciones de extrema izquierda del MFA, 
contención del ímpetu institucional del PCP y creciente 
desmovilización popular—, se hizo patente que el objetivo político 
de la construcción de un Estado socialista fue sustituido por el de 
la creación de un Estado democrático según el modelo europeo 
occidental y, en ulterior análisis, por el de la restauración del 


orden capitalista. Pero la solución de la crisis representó un 
compromiso complejo entre las diferentes facciones militares y 
entre ellas y los partidos políticos. La ambigitedad de esa solución 
política iría a reproducir, aunque con otros parámetros, la 
discrepancia, iniciada durante la crisis revolucionaria, entre el 
marco jurídico:institucional y la práctica social. 

En abril de 1976, la Asamblea Constituyente aprobó la nueva 
Constitución de la República. Con un estilo muy programático, 
además de confirmar todos los derechos civiles, políticos, sociales 
y culturales de cualquier democracia avanzada, determinaba que 
la forma política del Estado fuese una democracia representativa, 
conjugada con alguna de las características de la democracia 
directa o participativa, bajo la fiscalización constitucional del 
Consejo de la Revolución. Prescribía aún la irreversibilidad de las 
nacionalizaciones y de la reforma agraria, además de establecer, 
como objetivo final del desarrollo político nacional, la construcción 
del socialismo, entendido no en una versión moderada, 
socialdemócrata, sino en una versión maximalista: la construcción 
de una sociedad sin clases y sin explotación del hombre por el 
hombre. 

Con una Constitución de este tipo, la distancia entre el marco 
institucional y las prácticas sociales y políticas tenía que ser 
forzosamente enorme. De hecho, a la Constitución le faltaba el 
Estado que pudiese cumplir su programa. Ello se hizo evidente 
con el primer gobierno constitucional, ya que, en términos 
políticos concretos, el objetivo del Estado era restablecer la 
acumulación de capital y construir una socialdemocracia de tipo 
europeo. En esto reside la primera característica, de carácter 
constitucional, de aquello que llamo Estado paralelo: un Estado 
constitucional preocupado por la construcción de una democracia 
capitalista moderna cuando su Constitución preveía una sociedad 
socialista sin clases. Esta característica del Estado paralelo duró 
hasta 1989, momento en que la segunda revisión constitucional 
eliminó los últimos vestigios del programa socialista. 

Pero las características más importantes del Estado paralelo 
surgieron, y continúan surgiendo, en otro plano, no 


constitucional, La restauración del régimen de acumulación y su 
consolidación en un nuevo modo de regulación social no eran 
tareas fáciles. El aumento espectacular de las retribuciones 
salariales tuvo un efecto fatal en la balanza comercial. El 
consumo de bienes duraderos, principalmente equipamiento 
doméstico, por las clases trabajadoras —una característica de la 
relación salarial fordista en los países centrales en la posguerra— 
sólo fue accesible a la clase obrera portuguesa con la Revolución 
de 1974. En los años siguientes, el consumo de aparatos de 
televisión y de lavadoras en Portugal presentó la tasa de 
crecimiento más rápida de toda Europa. Las importaciones se 
multiplicaron y, con ellas, aumentó la deuda externa. En 1978, se 
firmó el primer programa de estabilización con el FMI, que 
imponía la habitual receta: restricciones al consumo interno y 
promoción de las exportaciones. 

Esta política conllevaba la desvalorización de la mano de obra 
portuguesa, ya de por sí depauperada por la inflación y por la 
devaluación del escudo, la degradación y la flexibilización de la 
relación salarial. La legislación y las instituciones laborales, 
producto del periodo 1974-1977, constituían, no obstante, un 
fuerte obstáculo. Al contrario de otras leyes e instituciones de este 
momento que, por su naturaleza, se relacionaban especificamente 
con el carácter de excepción de las condiciones sociales de la crisis 
revolucionaria (por ejemplo, la ley de ocupación de casas 
deshabitadas), la legislación y las instituciones que regulaban la 
relación salarial eran semejantes a las de los países de Europa 
occidental que pasaron a construir el modelo a seguir, y a veces 
hasta más avanzadas. Rechazar esas leyes implicaba desacreditar 
el discurso político dominante y el propio Estado. Además de esto, 
cualquier intento de rechazo habría de confrontarse con la 
reacción inmediata de los sindicatos, para los cuales estas leyes e 
instituciones representaban una importante conquista que no 
cederían fácilmente. Aunque a la defensiva, el movimiento 
sindical, bajo la dirección agresiva del PCP, tenía aún mucha 
fuerza. 


A pesar de que las leyes e instituciones fordistas se 
mantuvieron en vigor, les faltaba, no obstante, la necesaria base 
material económica. Ante el foso abierto entre la regulación 
institucional y la acumulación, y ante la imposibilidad de alterar 
la ley, el Estado comenzó por adoptar, informalmente, una política 
de distanciamiento en relación a sus propias leyes e instituciones, 
no aplicando las leyes o haciéndolo sólo de modo extremadamente 
selectivo; no castigando las violaciones de la ley y llegando incluso 
a fomentarlas, posponiendo la entrada en vigor de medidas ya 
creadas por ley; cortando los presupuestos de instituciones en 
funcionamiento y permitiendo que de otras se apropiasen los 
grupos sociales cuyas actividades debían controlar, etcétera, 
etcétera. 

Una cierta discrepancia entre la ley escrita y su aplicación, 
entre la law in books y la law in action, es una característica del 
Estado moderno, abundantemente demostrada por la sociología 
del derecho. Lo que es específico del caso portugués es el alto 
erado, la naturaleza y la difusión de esa discrepancia en los 
organismos del Estado, los cuales pasaron a actuar, a partir de 
entonces, autónomamente como micro-Estados dotados de una 
concepción propia del grado de aplicación de la ley recomendable 
en su esfera de acción. Este fenómeno es, precisamente, lo que 
llamo Estado paralelo: un Estado formal que existe 
paralelamente a un Estado informal; un Estado centralizado, que 
aprueba las actitudes contradictorias de los múltiples micro": 
Estados existentes en su seno; un Estado oficial maximalista que 
coexiste, hombro con hombro, con un Estado no oficial 
minimalistal61. 

A causa del Estado paralelo, el capital privado, relativamente 
liberado de la rígida regulación institucional de la relación 
salarial, fue gradualmente restableciendo las condiciones de 
acumulación. Si en 1976 la renta salarial representaba el 56,6 por 
100 de la renta nacional, en 1978 ese porcentaje bajó al 44 por 
100 y, en 1983, al 42,3 por 100. El Estado paralelo hizo posibles 
formas de explotación típicas de la fase de acumulación primitiva, 
en un país con leyes e instituciones fordistas. En enero de 1986, 


cerca de 120.000 obreros de 874 empresas y fábricas con salarios 
atrasados —hasta de meses en algunos casos— continuaban 
trabajando por miedo al desempleo. Según los sindicatos, los 
patrones debían a los trabajadores más de dos millones y medio 
de escudos. En el norte del país, donde se concentraba la mayor 
parte del sector de la exportación, la utilización ilegal de la mano 
de obra infantil y la contratación de mano de obra 
(principalmente femenina) con salarios por debajo del salario 
mínimo eran (y son aún) prácticas frecuentes. Pasó también a ser 
común que los empresarios, más allá de no pagar sus prestaciones 
a la Seguridad Social, decomisaran las retenciones de los 
trabajadoresl[7]. 

El Estado paralelo es una forma de Estado muy ambigua, pues 
uno de sus modos de intervención más activos es justamente el 
absentismo del Estado. Uno de nuestros entrevistados afirmó, por 
ejemplo, que, si en el norte del país los tribunales laborales 
hubiesen funcionado eficazmente a finales de los años setenta y 
principios de los ochenta, en el sentido de restablecer la legalidad 
frente a las violaciones de las leyes laborales, muchas de las 
empresas que alimentaron el espectacular crecimiento de las 
exportaciones habrían quebrado, con consecuencias drásticas en 
términos de empleo y de balanza comercial. El Estado paralelo es, 
por tanto, la configuración política de una disyunción o 
discrepancia en el modo de regulación social, en razón de la cual a 
las leyes y las instituciones del modo de regulación fordista no 
corresponde, en la práctica, una relación salarial fordista. Es 
también una política muy ¡inestable porque depende de 
circunstancias que no pueden reproducirse de manera estable. 
Resulta de una situación política en la que, por un lado, el capital 
es demasiado endeble para imponer el rechazo a una legislación 
fordista pero suficientemente fuerte para evitar que sea puesta en 
práctica, y en la que, por otro, los trabajadores son 
suficientemente fuertes para impedir el rechazo de esas leyes 
pero débiles para imponer su aplicación. 

Además de ello, hay también razones de Estado, propiamente 
dichas, contra el Estado paralelo. Con un patrón de actuación 


semejante al de un Estado periférico, o del Tercer Mundo, el 
Estado paralelo vio aumentar los riesgos de su deslegitimación 
con la entrada de Portugal en la CEE. De hecho, 1986 marca el 
inicio del declive del Estado paralelo, un declive que, aunque 
lento, se ha acelerado en los últimos años debido a la estabilidad 
del gobierno, a los primeros efectos significativos de la integración 
en la comunidad, a la segunda revisión constitucional en 1989 y, 
finalmente, al tipo de relaciones de intercambio y de relaciones 
salariales que acabaron por imponerse y que analizamos a 
continuación. 


La difícil transición hacia un nuevo modo de regulación social: 
el Estado heterogéneo 


El declive del Estado paralelo como orientación estratégica de 
largo alcance proporcionó la aparición de otra orientación 
estratégica a la que llamaré Estado heterogéneo. Esta estrategia 
incluye un conjunto de medidas tendentes a reducir la distancia y 
la discrepancia entre el marco institucional y las relaciones 
socioeconómicas, actuando a partir de estas últimas, a través de 
iniciativas del Estado que presuponen una participación activa de 
las organizaciones y de las fuerzas sociales. El objetivo es 
desarrollar una cierta conexión, una regulación social estable, 
entre relaciones de producción y relaciones de intercambio 
extremamente heterogéneas y entre mercados de trabajo 
profundamente segmentados y discontinuos. La identificación del 
Estado heterogéneo exige un análisis más atento de la estructura 
social y de los actores sociales en los últimos veinte años. 

Como ya afirmé, tanto el Estado Novo autoritario como la 
crisis revolucionaria de 1974-1975, aunque por razones muy 
diferentes, se caracterizan por la hipertrofia de la normalización 
del Estado en detrimento de la normalización contractual. 
Mientras en el primer periodo fue el trabajo el que tenía 
autonomía para organizarse y negociar, en el segundo fue el 
capital. Pretendo ahora mostrar que las dos últimas décadas 
fueron dominadas por una profunda evolución social y política, 


aún hoy en curso, tendente a crear, o a incentivar, la creación de 
actores sociales capaces de aceptar y reproducir un modo de 
regulación social semiperiférico, en cuyos términos la regulación 
institucional y la práctica socioeconómica se conjuguen en un 
plano más realista, aunque menos brillante que el anunciado por 
la legislación fordista. Este proceso, que envuelve a las 
principales fuerzas y actores sociales, ha sido regulado por el 
Estado, que en él ha alimentado su centralidad a lo largo de todo 
este periodo. 


El Estado heterogéneo y la construcción de los actores sociales 


La primera estrategia del Estado heterogéneo tiene que ver 
con la normalización contractual. La normalización contractual 
presupone la existencia de actores sociales organizados, 
dispuestos a dialogar y a aceptar un pacto social. Sucede que la 
historia portuguesa moderna, tanto en términos de desarrollo 
político como de estructura social, no ha estimulado la aparición 
de actores sociales con ese perfil. Ni el trabajo ni el capital tienen 
una tradición de organización autónoma y de negociación. De ahí 
que el proyecto de normalización contractual en el periodo 
posrevolucionario haya comenzado casi desde cero. Esta 
deficiencia continúa registrándose, aún hoy, pero ha evolucionado 
de un modo muy dinámico en la última década. 

En relación al capital, la burguesía portuguesa siempre fue 
muy heterogénea. De un lado, un pequeño grupo de empresarios 
modernos con una estructura de beneficios asentada en la 
innovación tecnológica, en ganancias de productividad, salarios 
elevados y relaciones con el capital trasnacional, un sector que se 
vio dramáticamente afectado por las nacionalizaciones de 1975. 
De otro, una miríada de pequeños empresarios con una 
estructura de beneficios basada en bajos salarios, invirtiendo en 
sectores tradicionales cada vez menos competitivos, dependientes 
del proteccionismo del Estado, con una mentalidad rentista y un 
comportamiento típico de una posición de clase contradictoria 
entre la burguesía y la pequeña burguesía. Debido a esta 


polarización y aun a la composición interna altamente 
diversificada de estos dos sectores, la conjugación de intereses 
tendría que ser extremadamente difícil y la realización de 
acuerdos centralizados entre el capital y el trabajo muy poco 
probable. Después de la crisis revolucionaria, las nuevas 
organizaciones del capital —con escaso número de asociados y 
dominadas por sectores habituados al proteccionismo del Estado y 
a la represión autoritaria de los intereses de los trabajadores— 
adoptaron una actitud de revanchismo contra la revolución, 
contra el «caos» que esta creara y contra la nueva legislación 
laboral y social, exigiendo el pago de indemnizaciones para los 
antiguos propietarios de las industrias nacionalizadas. 

En relación a los trabajadores, la estructura social portuguesa 
es aún más heterogénea. De un lado, un sector del proletariado 
urbano, con un cierto grado de sindicalización y universos 
culturales proletarios, que trabajaba en los servicios y en las 
industrias nacionalizadas o de capital extranjero. De otro, la gran 
mayoría de la clase obrera, que trabajaba en pequeñas empresas 
privadas fuera de los grandes centros urbanos o en zonas rurales, 
pluriempleada, que detentaba pequeñas explotaciones agrícolas, 
con universos culturales pequeñoburgueses y campesinos, y con 
una renta familiar proveniente de varias fuentes. En las zonas de 
crecimiento industrial más rápido, casi el 40 por 100 de los 
obreros vivían en familias que tenían una actividad agrícola, 
siendo, por eso, semiproletarios o agricultores a tiempo parcial. 
Inmediatamente después de la revolución, las organizaciones 
sindicales heredaron la adhesión masiva de la época de la 
revolución, pero en la práctica continuaron estando dominadas 
por el sector urbano y controladas por el PCP. La Confederación 
General de los Trabajadores (CGTP), aunque ya a la defensiva, 
siguió manteniendo un discurso muy agresivo, dominado por el 
resentimiento nacido del fracaso de la revolución y de la «traición» 
del PS. Con este espíritu, la inclinación a negociar con el capital 
era casi nula. 

En estas circunstancias, los obstáculos a la normalización 
contractual eran enormes. El déficit social no era sólo de 


asociaciones de clase sino sobre todo de prácticas contractuales. 
Mi hipótesis de trabajo es que el Estado desempeñó un papel 
fundamental en la reducción de este déficit, un papel tan 
fundamental que, paradójicamente, uno de los principales 
aspectos de la normalización estatal fue, de hecho, el desarrollo 
de la normalización contractual. La intención fue promover la 
aparición de nuevos socios (aunque fuese a través de la 
reconversión de los antiguos) interesados en el diálogo y en la 
concertación social, cuya representatividad y legitimidad fuesen 
producto del éxito obtenido en el diálogo y en la concertación. Ese 
diálogo y esa concertación debían procesarse en términos 
establecidos por el Estado y bajo su supervisión, una condición 
que los interlocutores sociales tenían que aceptar también. 

En lo relativo a las organizaciones del capital, el Estado fue 
fundamental en la regulación social de sus exigencias. Por un 
lado, legitimó, y hasta suscribió y amplificó, las que tenían 
viabilidad política, estaban orientadas hacia el futuro y se 
asentaban en imperativos económicos y tecnológicos 
simultáneamente aceptados por los empresarios y por la 
burocracia del Estado. Por otro, eludió, banalizó o neutralizó las 
reivindicaciones políticamente inviables o retrógradas, dictadas 
por el desacato y el revanchismo contra la revolución o que 
pretendían ignorar que esta hubiera existido (por ejemplo, las 
reivindicaciones respecto a las indemnizaciones por las 
nacionalizaciones). La intervención estatal en este campo 
consistió, por ejemplo, en incentivar la creación de organizaciones 
o desarrollar las ya existentes, conceder auxilio financiero e 
institucional a sus iniciativas, utilizar los medios de comunicación 
para difundir mensajes del capital, crear organismos oficiales con 
fuerte peso de las organizaciones del capital o reclutar miembros 
del gobierno entre la clase empresarial y sus representantes. 

En lo referido al trabajo, la estrategia fue, sobre todo, la de 
intentar aislar a la confederación sindical comunista, la CGTP, 
rechazando dialogar con ella, utilizando continuamente un 
discurso hostil contra el discurso y la práctica de la confederación, 
minimizando sus victorias y exagerando “sus derrotas, 


incentivando a los sindicatos a abandonar la confederación y, 
principalmente, alentando la creación de otra confederación, con 
un nuevo estilo y una nueva práctica sindical democrática 
asentada en el diálogo, la negociación y la concertación. En este 
aspecto, el PS, que estuvo en el gobierno inmediatamente después 
del periodo posrevolucionario, tuvo un papel fundamental. 
Considerándose un partido de clase obrera y habiendo liderado, 
durante la revolución, la lucha contra la posición defendida por 
los comunistas sobre la unidad sindical (ilegalidad de la 
existencia de más de una central sindical), el PS decidió que otra 
confederación controlada por él, o al menos en sintonía con su 
programa político, era una exigencia de la reconstrucción 
democrática de la economía y de la sociedad, tal como, por lo 
demás, sucedió en otros países europeos (Francia, Italia y 
España). En 1978 fue creada la Unión General de Trabajadores 
(UGT). Constituida, en su gran mayoría, por sindicatos del sector 
de los servicios, tenía un liderazgo muy decidido, con un agresivo 
discurso anticomunista, que prometía un nuevo activismo 
sindical, autónomo y democrático. Desde su creación, el gobierno 
no escondió su preferencia en negociar con la UGT, intentando 
siempre, a propósito o no, poner en contraste la ideología y la 
práctica de las dos centrales sindicales. 

No bastaba, sin embargo, crear actores sociales interesados en 
el diálogo social; era aún necesario crear las instituciones en que 
ese diálogo pudiese ser llevado a cabo de modo recurrente y con 
visibilidad política. Siguiendo el ejemplo europeo, se creó, en 
1984, el Consejo Permanente de Concertación Social. Con amplias 
funciones consultivas en las esferas económica, financiera y 
monetaria, ese Consejo estaba compuesto por seis representantes 
del gobierno, seis de los sindicatos (tres de cada confederación) y 
seis del capital industrial, comercial y agrícola. Al inicio, la CGTP 
rechazó integrarlo, y sólo después de 1987 aceptó formar parte. 

La creación social de los actores sociales y de la normalización 
contractual fue un proceso muy ambiguo. Al mismo tiempo que 
eran reconocidas como actores sociales nacionales, las 
organizaciones sindicales fueron perdiendo fuerza e influencia en 


la acción cotidiana de la defensa de los intereses de los 
trabajadores en los lugares de trabajo. Formas variadas de 
arrogancia patronal, muchas veces deudoras de la cultura 
empresarial anterior al 25 de abril, se fueron insinuando de 
nuevo, a medida que el Estado paralelo fue permitiendo la 
precarización informal de la relación salarial. Por ejemplo, 
muchos empresarios se sintieron lo suficientemente fuertes para 
prohibir la entrada de delegados sindicales en las fábricas. Y, a 
pesar del aumento de la productividad, los salarios reales 
disminuyeron. Si tomamos 1972 como base (100), en 1982 la 
productividad media alcanzó el 145,8, mientras el coste de los 
salarios reales había descendido hasta el 75,2. El alarmante 
descenso de sindicados, sobre todo a partir de mediados de la 
década de los ochenta, refleja, entre otras cosas, la débil actuación 
de los sindicatos en el periodo anterior. 

Este fenómeno exige un análisis más profundo del proceso de 
acumulación y de las relaciones salariales y, por consiguiente, del 
papel del Estado en la creación de las condiciones estructurales 
de la acumulación y en el patrón de especialización productiva. 


El Estado heterogéneo y la emergencia de un nuevo régimen 
de acumulación 


Un aspecto importante de la intervención del Estado en este 
campo fue la creación y consolidación de un nuevo sector de 
capital monopolista destinado a sustituir al sector monopolista 
destruido por la revolución. Conviene aquí distinguir entre 
capital agrario, industrial y financiero. La extinción de la reforma 
agraria, que comenzó en 1977, está prácticamente concluida y la 
inmensa mayoría de las tierras fue devuelta a los anteriores 
propietarios o a sus descendientes. La reconstitución de la 
burguesía agraria fue mucho más simple, en términos sociales y 
políticos, que la del capital monopolista industrial y financiero. 
Entre muchas razones, destaco las siguientes. En primer lugar, la 
reforma agraria ocupó un relativamente pequeño porcentaje 
(según algunos, 18%) del área de cultivo del país. En segundo 


lugar, las cooperativas y las unidades colectivas de producción 
creadas tras la ocupación de los latifundios fueron, en su gran 
mayoría, dominadas por el PCP y sufrieron, por arrastre, el 
aislamiento social y político a que este partido fue sometido 
progresivamente. En tercer lugar, el propio PCP admitió en cierto 
momento —en la práctica política, que no en el discurso— «dejar 
caer» la reforma agraria para consolidar posiciones en el sector 
industrial, lo que se comprende sociológicamente si se tiene en 
mente que el proletariado rural siempre fue un reducido sector de 
la fuerza de trabajo, muy poco organizado y también muy poco 
influyente en la CGTP, donde el proletariado industrial siempre 
dominó. 

Inversamente, la reconstitución del capital industrial y 
financiero fue, de lejos, un proceso económico y político mucho 
más complejo que la reconstitución del capital agrario. Entre 
muchas razones, destaco las siguientes: en primer lugar, al 
contrario de lo que sucedió con la reforma agraria, las industrias, 
los bancos y las aseguradoras pasaron a formar parte del llamado 
sector empresarial del Estado y, con esto, se volvieron una fuente 
de reproducción del propio Estado, creando fondos y nuevas 
oportunidades para el ejercicio del clientelismo y el populismo 
estatal. En segundo lugar, las  nacionalizaciones fueron 
defendidas por las dos centrales sindicales y, durante mucho 
tiempo, por el propio PS. En tercer lugar, ante las nuevas 
condiciones de la economía-mundo y ante los nuevos marcos de 
acumulación capitalista internacional, el sector monopolista a ser 
reconstruido tendría que integrar grupos con una cultura 
empresarial con proyección de futuro, sin actitudes revanchistas y 
con vínculos más profundos con el capital trasnacional. El sector 
empresarial del Estado, al tiempo que absorbió los cuadros 
técnicos venidos de las grandes empresas —exonerándolos del 
sambenito de su implicación con el gran capital del antiguo 
régimen—, funcionó como «centro de formación profesional» de 
nuevos cuadros preparados para servir más tarde al sector 
público o privado indistintamente y pasar de uno a otro sin 
sobresalto funcional alguno. En cuarto lugar, el sector 


empresarial del Estado incorporó algunos sectores productivos ya 
desvalorizados internacionalmente o en dificultades por la 
entonces reciente primera crisis del petróleo (la construcción 
naval) e hizo posible transferir al Presupuesto General del Estado 
las pérdidas de productividad y de rentabilidad y los costes de 
reconversión. Finalmente, en quinto lugar, las privatizaciones 
tenían que ser planeadas y preparadas para aliviar las finanzas 
del Estado. A partir de 1986, momento en que el Partido Social 
Demócrata (PSD) formó gobierno, las privatizaciones pasaron a 
ser uno de los objetivos centrales de su programa. Tras complejas 
negociaciones con el PS, en 1989 fueron finalmente eliminados los 
obstáculos constitucionales a las privatizaciones, todavía en 
marcha. 

La consolidación por parte del Estado portugués del nuevo 
sector monopolista industrial y financiero, paralelo al sector 
empresarial del Estado y con capacidad para poder absorberlo 
más tarde, puede ser considerada, a primera vista, una estrategia 
típica de países centrales, o sea, una estrategia para promover un 
sector moderno de acumulación intensiva interesado en mejorar 
el patrón nacional de especialización productiva y de integración 
internacional, un sector para el cual la relación salarial era un 
factor de realización del capital (consumo generalizado) y no solo 
un factor de valorización del capital (costes de producción). En 
suma, un sector que, en el caso portugués, promoviera una 
conjugación más perfecta entre la relación salarial real y la 
regulación fordista formalmente en práctica. 

En realidad, sin embargo, durante los últimos quince años, el 
sector nacionalizado fue el único en el que esa conjugación tuvo 
una realización significativa, ya que, por razones obvias, el 
Estado:administración tendió a negar al Estado-empresa las 
facilidades ilegales que el Estado paralelo concedió al capital 
privado. Fuera de este, el patrón de acumulación y regulación 
característico de los países centrales fue postergado a favor de 
patrones de acumulación y regulación característicos de la 
periferia, ya fueran nuevos o conocidos. La existencia de patrones 
contradictorios, apoyados en antiguos y en nuevos factores 


estructurales, volvió la estructura económica portuguesa muy 
heterogénea y discontinua en términos de lógica y de 
organizaciones de producción, de relaciones salarias y mercados 
de trabajo, y de relaciones de intercambio. Esta es, tal vez, la 
característica fundamental de la economía portuguesa, y la 
principal función del Estado ha sido disciplinar esa 
heterogeneidad y discontinuidad, promoviendo la articulación 
entre ellas y procurando que los conflictos resultantes se 
mantuvieran en niveles políticos y sociales manejables. 

Después de 1978, año del primer programa de estabilización 
impuesto por el FMI, la política económica dejó a un lado todos 
los objetivos estructurales y se concentró en la coyuntura. A 
partir de ahí, las políticas nacionales se preocuparon sobre todo 
por el control de la deuda externa y de la deuda pública, de la 
inflación y la promoción de las exportaciones. En esa época, la 
tasa media de crecimiento de estas últimas fue superior a la tasa 
de crecimiento anual del PNB y muy superior a la tasa media de 
crecimiento de las importaciones. Debido a la importancia que los 
bajos costes salariales representaban, el sector de la exportación 
que más se benefició de estas políticas fue el tradicional de los 
textiles, la confección y el calzado, un sector de trabajo intensivo. 
Su crecimiento fue más rápido que el de cualquier otro, pero el 
bajo soporte tecnológico y su desvalorización en términos de 
mercado internacional condujeron a una degradación de la 
posición del sistema productivo nacional en el contexto 
internacional. Entre 1973 y 1989, ese valor disminuyó un 3,4 por 
100. En España aumentó un 2,3 por 100 y, como término de 
comparación, en Corea del Sur un 10 por 100 (Reis, 1992, p. 155). 

En términos de calidad de la relación salarial, este sector, 
junto con el de la construcción, ocupa la base de la pirámide. Los 
dos constituyen la mayor parte del empleo y en ellos se dan las 
peores relaciones salariales: bajos salarios y sujetos a ciclos con 
atrasos, elevadas tasas de contratos por obra, economía 
sumergida, semiproletariado profundamente ligado a la pequeña 
agricultura y a la vida rural, elevadas tasas de mano de obra 
infantil y femenina generalmente con salarios inferiores a los de 


la mano de obra masculina, baja formación profesional y 
limitadas posibilidades de promoción. 

En un análisis pormenorizado de los mercados de trabajo, 
Maria Joáo Rodrigues identificó once subsistemas de empleo y los 
clasificó según la cualidad relativa de la relación salarial (1988, p. 
248). Encabeza la lista la producción de bienes intermedios y 
bienes de equipo, dominada por las empresas públicas (las que 
están siendo privatizadas hoy o ya lo fueron), y en la base está el 
ya mencionado sector de bienes de exportación y de gran 
consumo. En cada categoría hay una enorme diferenciación no 
sólo intersectorial sino también intrasectorial. Esto provoca, más 
allá de una segmentación del mercado de trabajo, una acentuada 
discontinuidad (Rodrigues, 1988, p. 259). Estas discontinuidades 
se han reproducido recientemente de diversas maneras. Referiré 
algunas que, además, también surgieron en otros países, sobre 
todo en el sur de Europa. 

En primer lugar, la economía sumergida. En nítido 
crecimiento y asumiendo diversas características, unas más 
manifiestamente ilegales que otras, su papel en la consolidación 
de un nuevo modo de regulación social es objeto de debate. 
Aunque sea difícil evaluar su peso en el sistema de empleo, a 
pesar de todo ha sido posible calcular el porcentaje de 
trabajadores no registrados en diversos sectores: 51 por 100 en la 
construcción, 20 por 100 en la confección y 59 por 100 en el sector 
pesquero. 

En segundo lugar, la subcontratación. Se trata de un tipo de 
relaciones entre empresas también muy generalizado y en 
crecimiento, cuyos diferentes aspectos conviene distinguir con el 
fin de lograr un correcto análisis comparativo. Maria Manuel 
Leitáo Marques estudió con gran detalle los patrones de 
subcontratación nacional e internacional, comparándolos después 
con los de otros países europeos. Concluyó que los patrones 
portugueses tienen un carácter híbrido, con nítida presencia de 
trazos periféricos (Marques, 1992, pp. 175 ss.) 

En tercer lugar, la creciente feminización de la mano de obra. 
En este aspecto, las transformaciones han sido enormes. En 1960, 


los hombres representaban el 81 por 100 de la fuerza de trabajo, 
en 1981, el 65 por 100 y en 1991, el 56 por 100. Entre 1970 y 
1981, la categoría estadística doméstica disminuyó de un 74,4 por 
100 a un 41,3 por 100. Esta transformación fue concomitante con 
otras igualmente espectaculares: la súbita caída de la tasa de 
fecundidad —una de las transiciones demográficas más rápidas de 
todos los tiempos en Europa— y una acelerada tasa de crecimiento 
del equipamiento doméstico. A pesar de ello, las mujeres fueron 
las principales víctimas de la heterogeneización de los mercados 
de trabajo, una vez comprobado que generalmente son empleadas 
en los sectores donde las relaciones salariales están más 
degradadas. 

En cuarto lugar, el creciente número de empresas de trabajo 
temporal, es decir, de agencias que ofrecen trabajadores con 
características buscadas por los clientes para desempeñar 
determinadas tareas temporalmente. Los contratos de trabajo a 
los que dan lugar son, muchas veces, una nueva forma de escapar 
a la rigidez de las leyes y de las instituciones fordistas. 

Finalmente, el aumento del trabajo por cuenta propia. 
Portugal tiene la tasa de proletarización más baja de Europa. En 
1984, esa antigua tasa alcanzaba el 82 por 100 en la CEE y el 67 
por 100 en Portugal. Dos fenómenos convergentes explican ese 
hecho: uno es la fuerte presencia de la pequeña agricultura, a la 
que más adelante me referiré, y el otro es el aumento del trabajo 
por cuenta propia. Este, en el periodo entre 1974 y 1981, aumentó 
el 36 por 100, mientras el trabajo asalariado lo hizo solo un 12 por 
100. En la gran mayoría de los casos, el trabajo por cuenta propia 
es falsamente independiente, sólo legalmente definido como tal 
para escapar a la legislación laboral y, sobre todo, a los pagos a la 
Seguridad Social. 

Todas estas características llevan a concluir que el régimen de 
acumulación que se ha ido imponiendo en los últimos veinte años 
privilegia la cantidad de trabajo (relativamente baja tasa de 
desempleo) en detrimento de la calidad (persistentemente muy 
alejada de la media europea). Como consecuencia de esto, las 
leyes y las instituciones fordistas tardaron en aplicarse y 


coexisten con la regulación salarial neoliberal, 
predominantemente competitiva. A los progresos espectaculares 
que la relación salarial logró en el periodo revolucionario y los dos 
años siguientes, siguieron retrocesos igualmente espectaculares 
del valor social real del trabajo. 

De acuerdo con la teoría de la regulación, las transformaciones 
del modo en que esta se da pueden comenzar por cualquiera de 
sus elementos constitutivos. Se admite aún que la regulación de 
la relación salarial sea relativamente independiente de las 
transformaciones del régimen de acumulación. El caso portugués 
demuestra que esa autonomía puede, a veces, ser muy relativa. 
Ante el peso de los factores políticos en la configuración de la 
relación salarial, las condiciones generales de la autonomía en un 
momento dado pueden transformarse, posteriormente, en 
condiciones generales de su dependencia. De hecho, en Portugal, 
el Estado creó en un determinado momento la autonomía de la 
relación salarial y, en el momento siguiente, su dependencia. Lo 
hizo por medio del Estado paralelo y del Estado heterogéneo. El 
Estado heterogéneo, al contrario que el Estado paralelo, no se 
asienta ni en el derecho ni en la violación del mismo, y es más 
positivo que negativo: actúa mediante decisiones administrativas, 
objetivos económicos, mecanismos monetarios y financieros, 
incentivos fiscales, tasas de cambio, subsidios, formación 
profesional, amenazas públicas contra los actores sociales más 
agresivos, control de las huelgas del sector público, creación de 
mitos de desarrollo a través de los medios de comunicación, etc. 
Utilizando todos estos instrumentos, el Estado asumió un papel 
primordial en la regulación social, aun cuando aparentemente no 
tuviese una política económica o, teniéndola, fuese incapaz de 
aplicarla. En mi opinión, la fragmentación y la aparente 
incongruencia de las medidas económicas fueron fundamentales 
para regular la heterogeneidad y las discontinuidades de las 
relaciones salariales y del propio proceso de acumulación. 
Aunque, en teoría, los periodos de transición exijan que las 
políticas estructurales "se  sobrepongan a las políticas 
coyunturales, no es menos cierto que en determinadas 


circunstancias una intervención estructural del Estado puede 
hacerse a través de una intervención coyuntural. La conjugación 
de intervenciones coyunturales aparentemente contradictorias, 
muy fragmentadas y discontinuas, acaba por crear una 
estructura nueva. En Portugal, este proceso está lejos de haber 
llegado a su fin, pero las tendencias están a la vista. 

El centralismo de la regulación social puede, así, combinarse 
con la incapacidad, que, a su vez, puede ser una pura y simple 
incapacidad real o una incapacidad intencionalmente creada. Una 
de las características más flagrantes del discurso oficial del 
Estado portugués es que es antiestatal. Durante todo el periodo, 
el Estado ha sido considerado por sus propios agentes un mal 
gestor y un productor aún peor, residiendo ahí la principal razón 
para reforzar la sociedad civil y la privatización de la economía. 
Este discurso masoquista no es, no obstante, autoinculpador 
porque el Estado concreto, que así discurre, sabe distanciarse del 
Estado abstracto, la verdadera (y, por tanto, irreal) béte noire. 
Dado que el Estado se ve también obligado a intervenir para no 
tener que intervenir (por ejemplo, la desregulación es siempre, en 
sí misma, una forma de regulación), el discurso antiestatal acaba 
por tener el efecto contrario y, de este modo, la centralidad del 
Estado se reproduce a través del discurso de la marginalidad del 
Estadol8]. 

La regulación social de la heterogeneidad y de la 
discontinuidad no determina por sí misma un Estado 
heterogéneo. El carácter homogéneo del Estado portugués reside 
en el hecho de la heterogeneidad y la discontinuidad, en que la 
estructura social se haya reproducido en la matriz política y 
administrativa del Estado a través de los diferentes modos de 
regulación social que fueron ensayados, y de la rapidez con la que 
se sucedieron unos y otros en los últimos quince años. Durante 
ese corto periodo, el Estado portugués corporativo pasó por una 
transición hacia el socialismo, una regulación fordista y un 
Estado de bienestar, e incluso por una regulación neoliberal. Una 
vez visto que los diferentes intentos de regulación se tradujeron 
(uno más que otros) en leyes, instituciones, servicios 


administrativos e ideologías, y como estos crean su propia fricción 
y tienen su propia inercia, la estructura del Estado presenta, en 
determinado momento, una composición geológica con diversos 
estratos, diferentemente sedimentados, unos antiguos, otros 
recientes, cada cual con su propia lógica y respectiva orientación 
estratégica. En esto consiste el Estado heterogéneo. 


El desfase entre la producción capitalista y la reproducción 
social: el papel de la pequeña agricultura 


El marco de la sociedad portuguesa presentado hasta aquí 
contempla principalmente las relaciones salariales y de 
intercambio protagonizadas por el Estado. Como cuadro parcial 
que es, no capta otros aspectos igualmente relevantes para la 
comprensión de la sociedad. A pesar de ser heterogénea, en 
términos de acumulación y de relaciones salariales, la sociedad 
portuguesa presenta trazos que apuntan a una significativa 
cohesión social al ser evaluada, por ejemplo, a la luz de la tasa de 
criminalidad o de la de conflictividad social. Aunque periférica, si 
consideramos los índices del reciente desarrollo económico, la 
sociedad portuguesa presenta otras caracteristicas en las que 
predomina el modelo de los países centrales, por ejemplo, en las 
prácticas familiares y en los patrones de consumo. Aún distante 
de los niveles europeos en términos cuantitativos, el consumo en 
Portugal está cada vez más próximo a ellos en términos 
cualitativos. Los dos bienes que estructuran el gran consumo de 
la clase obrera en el modo de regulación fordista, la casa y el 
automóvil, han constituido, cada vez más, las prioridades de los 
proyectos y planes de gasto de las familias de los trabajadores. El 
consumo de equipamiento doméstico, como ya referí, aumentó 
también espectacularmente en los últimos veinte años. 

Estas características ilustran el intrigante hecho por el que, 
en Portugal, la crisis social ha sido siempre menos grave que la 
crisis económica. Pasaré a analizar la cuestión del consumo. 
Como vengo defendiendo desde hace ya algunos años, una de las 
características centrales de la sociedad portuguesa es la 


discrepancia, o discordancia, entre la producción capitalista y la 
reproducción social, o entre el patrón dominante de producción y 
el patrón dominante de consumo: el patrón de producción 
capitalista se encuentra menos desarrollado que el patrón de 
consumo, estando, por eso, este último más próximo a los 
patrones de los países centrales que el primero. Ello resulta de 
una relación salario/renta muy particular, en la que las rentas no 
salariales desempeñan un importante papel en la composición de 
la renta familiar de los trabajadores, un fenómeno que directa o 
indirectamente se relaciona con la presencia de la pequeña 
agricultura. Esta característica parece ser común a los países 
semiperiféricos de la región europea, pero en Portugal asume un 
aspecto muy especial (Reis, 1992; Hespanha, 1994). 

Si comparamos Portugal y la República Federal Alemana 
(RFA) en términos de producto y de consumo, en paridad de poder 
de compra, los números son esclarecedores: con relación al 
producto, la diferencia es entre 2.480 (Portugal) y 13.240 (RFA) 
puntos, pero en relación al consumo privado es entre 2.846 
(Portugal) y 6.175 (RFA) puntos. En otras palabras, el PNB per 
cápita subestima en 2,4 veces el nivel de vida medio (Mateus, 
1987, p. 57). Para explicar esta distorsión es necesario analizar la 
renta familiar y su composición. Entre 1973 y 1983, el montante 
global de las rentas salariales, de las rentas de las empresas —es 
decir, las principales fuentes de renta en una sociedad 
capitalista—, tuvo un descenso del 20,1 por 100 (del 85,1% al 65%). 
Por otro lado, el peso de los intereses de los depósitos a plazo 
aumentó de un 3,1 por 100 a un 19,4 por 100, lo que demuestra 
que la renta es una dimensión importante de la reproducción de 
las familias portuguesas. Los pagos a la Seguridad Social y las 
transferencias corrientes aumentaron de un 4,1 por 100 a un 12,1 
por 100. Las transferencias particulares del extranjero, 
esencialmente constituidas por remesas de emigrantes, 
mantuvieron, con leves oscilaciones, la tasa del 11 por 100. Si no 
incluimos los beneficios de las empresas en la composición de la 
renta autónoma (propiedad y actividad empresarial), esta pasa a 
estar constituida, sobre todo, por rentas provenientes de la 


pequeña agricultura: durante todo el periodo de análisis, la media 
nacional rondó el 25 por 100 de la renta familiar. En este aspecto, 
las diferencias regionales son impresionantes, pero más 
impresionante aún es el hecho de que la región que en la última 
década presentó el crecimiento industrial más elevado se 
aproximase a la media nacional. Esto demuestra el peso de las 
rentas no capitalistas en la reproducción social de los 
trabajadores portugueses y la complementariedad específica entre 
agricultura e industria. Más de 1/3 de las familias portuguesas 
tienen un vínculo económico con la agricultura, lo que demuestra 
la incidencia de situaciones de doble pertenencia de clase y de 
situaciones contradictorias de clase. Es curioso que, en las 
regiones con un crecimiento industrial muy dinámico, ese vínculo 
con la agricultura alcanzase valores entre el 18 por 100 y el 69 
por 10019]. 

La pequeña agricultura, sin duda un componente que 
estructura el proceso de industrialización, es, no obstante, 
bastante ambigua en términos sociales. Por un lado, ha 
funcionado como un importante mecanismo de compensación en 
periodos de crisis, pero, por otro, ha aliviado la presión sobre los 
salarios, contribuyendo así a la degradación de la especialización 
industrial. Pero la fuerza de la pequeña agricultura se extiende 
mucho más allá de las actividades productivas e influencia, por 
ejemplo, los universos simbólicos, los patrones de voto, la 
actividad sindical, las formas de sociabilidad. Este último aspecto 
será analizado a continuación de forma resumida, en el epígrafe 
sobre el bienestar social. 

La discordancia entre el patrón de producción y el patrón de 
consumo significa, por tanto, que la heterogeneidad de la sociedad 
portuguesa no se limita a las discontinuidades del mercado de 
trabajo. Se origina también por la coexistencia y articulación de 
diferentes modos de producción: producción capitalista privada, 
producción empresarial del Estado, producción cooperativa, 
producción para autoconsumo y producción mercantil simple. La 
heterogeneidad del Estado reside en el modo estatal de gestionar 
estas formas de heterogeneidad. 


Un Estado de bienestar débil en una sociedad de bienestar 
fuerte 


Como mencioné antes, la compleja combinación de 
heterogeneidad social y de cohesión social de la sociedad 
portuguesa es también muy importante para entender los 
patrones de bienestar social. 

He defendido que el Estado portugués no es un Estado de 
bienestar en el propio sentido del término, aunque en ciertos 
aspectos se aproxime a esa forma política, y que el déficit de la 
actuación del Estado portugués como Estado de bienestar es 
parcialmente compensado por la actuación de una sociedad 
suficientemente rica en relaciones de comunidad, conocimiento 
interno y ayuda mutua, un fenómeno al que llamo sociedad de 
bienestar. 

El Estado de bienestar es la forma política dominante en los 
países centrales en la fase de «capitalismo organizado», 
constituyendo, por eso, parte integrante del modo de regulación 
fordista. Se basa en cuatro elementos estructurales: un pacto 
entre el capital y el trabajo bajo la égida del Estado, con el 
objetivo fundamental de compatibilizar capitalismo y democracia; 
una relación constante, aunque tensa, entre acumulación y 
legitimación; un elevado nivel de gastos en inversiones y consumo 
social, y una estructura administrativa consciente de que los 
derechos sociales son derechos de los ciudadanos y no productos 
de benevolencia estatal. 

A la luz de estos atributos, el Estado portugués está muy lejos 
de ser un Estado de bienestar, es un semi-Estado de bienestar y, 
en algunas de sus dimensiones más deficientes o retrógradas, 
puede incluso considerarse un lumpen-Estado de bienestar. Por 
los motivos que ya he referido, no llegó a establecerse ningún 
pacto social y la hipertrofia de la normalización estatal en 
detrimento de la normalización contractual y cultural es tan 
evidente en las políticas sociales como en las relaciones salariales. 
Durante la crisis revolucionaria y en los años siguientes hubo un 


intento de creación de un Estado de bienestar avanzado, no sólo 
en términos de la extensión de la cobertura de riesgos y de la 
cualidad de los servicios, sino también en términos de 
participación democrática de grupos de ciudadanos en la 
organización de esos servicios. En ese periodo, los gastos sociales 
tuvieron un aumento espectacular. Por ejemplo, en el ámbito de la 
salud, pasaron del 1,9 por 100 del PNB en 1971-1973 a un 2,9 por 
100 en 1973-1976. Como es sabido, este periodo, que se 
caracterizó por un exceso de tareas de legitimación en relación a 
las de acumulación, fue seguido de otro en el que estas 
prioridades se invirtieron. Consecuentemente, en los años 
siguientes, los gastos sociales crecieron a un ritmo mucho más 
lento, estancándose en algunos casos. Actualmente, se 
encuentran bastante por detrás de los valores medios europeos. 

Como sería de esperar de una sociedad intermedia, el Estado 
portugués se aproxima al Estado de bienestar de los países 
europeos más en unos aspectos que en otros. Los Estados de 
bienestar europeos son muy diferentes entre sí, siendo habitual 
distinguir el modelo continental y el modelo escandinavo y 
anglosajón (Alber, 1988, p. 452). El Estado portugués parece 
asemejarse más al segundo. En términos generales, está 
formalmente más próximo a este en relación con la variedad de 
servicios, las formas de proporcionarlos y los mecanismos que los 
financian, pero sustantivamente muy alejado tanto en la 
extensión como en la calidad de los servicios, es decir, en lo 
relativo a los dos aspectos que, junto con la variedad, determinan 
directamente la calidad de consumo del bienestar. 

A pesar de esto, tal vez lo que más inequívocamente distinga 
al Estado portugués de un Estado de bienestar sea el hecho de 
que la administración pública aún no haya interiorizado por 
completo la seguridad social como un derecho, considerando 
todavía en algunos aspectos que se trata de un favor concedido 
por el Estado, tal como se pensaba durante el régimen autoritario 
del Estado Novo. La Revolución del 25 de abril, a pesar de haber 
incrementado la administración pública, en términos de personal, 
en más del 100 por 100, dejó intacta la lógica administrativa, por 


lo que la ideología autoritaria de la administración del Estado 
Novo pudo reproducirse como pez en el agua en la nueva 
administración del Estado democrático. En el campo de los 
servicios sociales, ese autoritarismo “se tradujo en un 
comportamiento discrecional y clientelista. Los ciudadanos son 
atendidos en función de la capacidad para movilizar en su 
provecho sus influencias, conocimientos y favores recíprocos. En 
cierto modo, son clientes del Estado por partida doble: del Estado 
que proporciona los servicios y de los funcionarios que los prestan. 

La degradación del bienestar estatal es paralela a la 
degradación de la relación salarial analizada antes. En el campo 
del bienestar social, las medidas adoptadas para disminuir el 
contenido del papel social del Estado fueron muy semejantes a las 
adoptadas en los países centrales tras la crisis del Estado de 
bienestar. Fue como si Portugal hubiese pasado por una crisis del 
Estado de bienestar sin haberlo sido nunca. El trabajo de 
investigación que realicé con la colaboración de Pedro Hespanha 
sobre los servicios de salud nos permite observar el verdadero 
alcance de esas medidas, que además fueron adoptadas también 
en otros ámbitos sociales (Santos, 1993, p. 193). El Servicio 
Nacional de Salud (SNS), creado a finales de los años setenta, se 
asentaba en un concepto de salud avanzado —salud como salud de 
la comunidad— y seguía de cerca el modelo inglés. Como servicio 
prácticamente universal que pretendía ser, daba total prioridad a 
la medicina pública y a los servicios de salud públicos; por eso fue 
violentamente atacado por el Colegio de Médicos (Ordem dos 
Médicos). En parte debido a esta oposición y también en parte a 
los cambios de gobierno a inicios de los años ochenta, el SNS 
nunca fue llevado totalmente a la práctica y lo que llegó a 
funcionar de este no tardó en ser objeto de críticas severas. Las 
medidas restrictivas ganaron nueva fuerza y mayor eficacia en los 
últimos seis años con el gobierno del PSD. 

Esas medidas, más allá de los recortes presupuestarios que 
llevaron a la degradación de los servicios —la cual, a su vez, llevó 
a las familias con más ingresos a recurrir al sector privado y a 
absorber los costes de la salud en el presupuesto familiar—, 


incluyeron otras como, por ejemplo, nuevas orientaciones 
administrativas que limitaron el acceso, aumentando asi el 
carácter selectivo de un servicio otrora universal, y varias formas 
de coparticipación en los gastos o copago (tasas moderadoras), 
transfiriendo de este modo a las familias parte de los costos. Pero, 
más allá de todo esto, sobresalió una estrategia de privatización 
eradual del SNS en la que el Estado dejó de ser en parte un 
productor de bienestar y de protección social para transformarse 
en una entidad financiadora del bienestar producido por la 
iniciativa privada, sea en el ámbito del mercado, sea en el ámbito 
de la solidaridad social (Campos et al., 1986b, y Carapinheiro y 
Pinto, 1987). En 1975, el sector privado representaba sólo un 2,8 
por 100 del total de la inversión en salud, pero en 1980 
representaba ya el 17,2 por 100, un porcentaje que ha venido 
aumentando en los últimos diez años. La asistencia sanitaria fue 
parcialmente transferida del Estado al sector privado. Hoy, más 
del 30 por 100 de los gastos de salud son pagos al sector privado. 
Esta transferencia sigue un patrón característico: se transfieren 
al sector privado los servicios rentables, los de gran intensidad de 
capital con elevado contenido tecnológico y corto tiempo de 
hospitalización —por ejemplo, medios de diagnóstico de alta 
tecnología, diálisis y cirugía facultativa—-, mientras el Estado 
reserva para sí los servicios menos productivos, con gran 
intensidad de mano de obra y largo tiempo de hospitalización. 
Este modelo llevó a aquello que llamaré, parafraseando a 
O'Connor (1973), el complejo socioindustrial. 

La transferencia de servicios públicos al sector privado asumió 
aún otra forma. En la última década, el Estado ha apoyado, 
financiado, promovido y hasta creado instituciones sin ánimo de 
lucro que, a través de contratos con el Estado, proporcionan 
servicios sociales anteriormente a cargo de este, sobre todo en el 
campo de la asistencia a personas con diversidad funcional y a 
mayores. Estas instituciones filantrópicas, de gran tradición en 
Portugal, que proporcionan servicios bajo la supervisión del 
Estado, funcionan prácticamente como instituciones 
semipúblicas. A pesar de ser instituciones privadas, la presencia 


del Estado, tanto en su regulación como en su funcionamiento, es 
tan fuerte que las he llamado sociedad civil secundaria para 
resaltar que, a través de ellas, el Estado se reproduce a sí mismo 
en instituciones no estatales. Este proceso tiene, en cierto modo, 
semejanzas con el papel desempeñado por el Estado en la 
promoción de actores sociales en el campo de las relaciones 
salariales, aunque en el caso de la sociedad civil secundaria las 
instituciones dependan mucho más del Estado y deban funcionar 
como instituciones semipúblicas. 

Al disminuir la calidad y aumentar el carácter selectivo, el 
Estado limitó el alcance del bienestar estatal. A través del 
sistema de copago, los servicios prestados fueron transferidos al 
mercado. A través de la privatización, el Estado creó nuevas 
áreas de acumulación de capital, mercados cautivos o protegidos 
de los cuales él es, a veces, el único consumidor. A semejanza de lo 
que sucedió con las nacionalizaciones, en el ámbito de la 
acumulación, también la degradación del sector social del Estado 
ha sido campo de luchas sociales y políticas. Al constituir los 
beneficiarios del bienestar estatal un vasto segmento de la 
población socialmente identificable, es probable que los 
defensores del Estado de bienestar tengan más éxito político que 
los defensores de las nacionalizaciones. 

La degradación de la calidad del bienestar estatal tiene 
algunas semejanzas con lo sucedido en los Estados de bienestar 
europeos en los últimos diez años, pero su importancia social y 
política es, a pesar de todo, diferente, ya que el límite o punto de 
partida del proceso de degradación es más bajo en Portugal que 
en la Europa desarrollada. Sin embargo, en Portugal, el déficit 
del bienestar estatal no se manifiesta en formas de ruptura social 
o política tan graves como sería de esperar, teniendo en cuenta las 
proporciones que alcanza. En mi opinión, esto se debe al hecho de 
que parte de ese déficit es compensado, en parte, por el bienestar 
producido socialmente. En otras palabras, en Portugal, un Estado 
de bienestar débil coexiste con una sociedad de bienestar fuerte. 

Entiendo por sociedad de bienestar las redes de relaciones de 
conocimiento recíproco, de reconocimiento mutuo y de ayuda 


interna basadas en lazos de parentesco y de vecindad, a través de 
las cuales pequeños grupos sociales intercambian bienes y 
servicios sobre una base no mercantil y con una lógica de 
reciprocidad semejante a la de la relación del don estudiada por 
Marcel Mauss (1950). Esas redes varían en cuanto a la forma, 
extensión, alcance, duración y estabilidad. En Portugal, debido al 
peso de la pequeña agricultura y al hecho de que las familias de 
trabajadores residen en muchas ocasiones en medios rurales y en 
pequeños centros urbanos, las formas de la sociedad de bienestar 
están dominadas por patrones de sociabilidad, hábitos de clase, 
mapas cognitivos y universos simbólicos que generalmente 
constituyen atributos de la vida rural. No obstante, al contrario 
de lo que normalmente se supone, esas redes no son exclusivas de 
las zonas rurales, pues existen también en los medios urbanos. 
Además, implican muchas veces lazos complejos entre familias y 
comunidades, por un lado, y familias y comunidades urbanas, por 
otro. 

La sociedad de bienestar es una forma de capital social. Su 
realización y valorización tienen mayor importancia estratégica 
para los grupos sociales y familias cuyo itinerario vital se ve 
afectado más directamente por la falta de bienestar por parte del 
Estado. A modo de ejemplo, en 1981, el 71 por 100 de los 
desempleados declararon que la familia era su principal fuente de 
ingresos y de subsistencia, lo que indiscutiblemente demuestra no 
sólo el déficit del bienestar estatal (bajos subsidios de desempleo) 
sino también la importancia del bienestar social, en el caso del 
ámbito familiar. 

La sociedad de bienestar engloba un amplio abanico de 
actividades, en ocasiones difíciles de identificar. De la mano de la 
investigación sobre los servicios de salud antes indicados, voy a 
dar dos ejemplos ilustrativos. 

En los dos hospitales centrales de Lisboa, más de diez mil 
personas visitan a amigos o familiares los fines de semana, y esta 
cifra no disminuye significativamente en los hospitales centrales 
de otras grandes ciudades. Durante la semana, aunque los 


valores sean más bajos, son, con todo, elevados e inéditos en 
cualquier parte de Europa. 

El aislamiento social de los enfermos hospitalizados es un 
grave problema de los Estados de bienestar y, en Europa, el papel 
del trabajo social profesional en los hospitales es un asunto 
controvertido. En Portugal, la sociedad de bienestar proporciona a 
los hospitales un trabajo social voluntario e informal y, añadiría, 
con una calidad muy superior. 

Otro ejemplo es el de la medicina popular o tradicional 
practicada en la sociedad de bienestar y que incluye un vasto 
conjunto de bienes y servicios: autoterapia tradicional, 
intercambio gratuito de bienes y servicios naturales y 
sobrenaturales, tales como asistencia domiciliaria a los enfermos, 
suministro de hierbas medicinales y preparación de infusiones, 
intercambio de productos farmacéuticos, peregrinaciones a 
Fátima u otros santuarios bajo promesa de curaciones milagrosas, 
intercambios monetarios como limosnas y exvotos, preparación y 
comercialización de determinados bienes y servicios como hierbas 
y ungitentos, servicios pagados de parteras, curanderos, videntes 
y brujas. Estos bienes y servicios son ofrecidos tanto por 
especialistas, por ejemplo, santos y parteras, como por los propios 
vecinos y parientes. 

La medicina popular y tradicional tiene una concepción de la 
salud del cuerpo y del espíritu mucho más diversa que la de la 
medicina alopática (Hespanha, 1987) y ofrece sus productos y 
servicios a través de relaciones sociales también diferentes. En 
suma, la medicina popular constituye un modo específico de la 
producción de salud. A mi modo de ver, los servicios de salud, en 
Portugal, resultan de una combinación de tres modos distintos de 
producción de servicios médicos y de salud: medicina pública, 
medicina privada capitalista y medicina popular. Las relaciones 
entre Estado de bienestar y sociedad de bienestar se articulan en 
la dinámica de esa conjugación. La heterogeneidad resultante del 
funcionamiento de un conjunto de lógicas de bienestar diferentes, 
y a veces contradictorias, es regulada por el Estado, tanto por sus 
acciones como por sus omisiones en la reglamentación. En el 


ámbito social, el Estado heterogéneo se presenta como un semi: 
Estado de bienestar que cuenta con la sociedad de bienestar para 
compensar sus deficiencias, reduciendo así la crisis de 
legitimación que estas podrían desencadenar. Algunos sociólogos 
de los países centrales de la Europa comunitaria han incluido el 
concepto de sociedad de bienestar en la discusión sobre la crisis 
del Estado de bienestar y las posibles soluciones. Es en ese 
sentido que Rosanvallon habla de la necesidad de «una forma más 
descentralizada y más diversificada de producción de bienestar 
social que, en varios aspectos, se asemeje a la flexibilidad que 
caracterizaba a la familia» y sugiere la reexpansión de la política 
social, asentada tanto en «grupos incentivados por los poderes 
públicos, pero de organización privada (como las instituciones de 
beneficencia), como en la propia familia tradicional» (1988, p. 
539). En el mismo sentido, Lipietz desarrolla la idea de un tercer 
sector, un sector de utilidad pública independiente del Estado y 
del sector capitalista privado (1989, p. 108). 

El debate sobre este tema abre nuevas perspectivas y confiere 
renovado interés a la investigación sobre la sociedad de bienestar 
portuguesa. Hasta aquí, la investigación realizada se había 
inclinado a considerar la sociedad de bienestar como un vestigio o 
residuo premoderno. Sin embargo, a la luz de la discusión sobre 
nuevas combinaciones del Estado y la sociedad de bienestar, lo 
que hasta ahora era considerado un residuo premoderno ha sido 
eradualmente recodificado como característica posmoderna. La 
sociedad de bienestar portuguesa es probablemente 
preposmoderna. Hay, evidentemente, diferencias entre la 
sociedad de bienestar portuguesa y la que ahora se propone en los 
países centrales, pero hay también semejanzas flagrantes. Lo más 
importante es que el caso portugués, como si de un laboratorio 
social se tratase, ilustra y, en cierto modo, anticipa algunas de las 
posibilidades y de las deficiencias, algunos de los efectos 
secundarios o de los efectos perversos que pueden surgir de esa 
nueva tendencia a la conjugación de la sociedad de bienestar con 
el Estado de bienestar. A propósito de este último, se ha afirmado 
que acentúa demasiado la igualdad en detrimento de la 


seguridad, que desarrolla la ciudadanía pero aumenta la 
burocracia, que transforma a los ciudadanos en clientes y 
refuerza la dependencia y el control social, y, a pesar de haber 
eliminado el fetichismo de la mercancía en el sector del bienestar, 
lo hizo sólo para sustituirlo por el fetichismo del Estado. 

La investigación sobre la sociedad de bienestar portuguesa 
permite elaborar algunos comentarios sobre estas cuestiones. En 
primer lugar, hay que tener en cuenta que los servicios ofrecidos 
por la sociedad de bienestar no son los mismos que los del Estado, 
lo que resulta patente en el trabajo social de las visitas 
hospitalarias o en la concepción del cuerpo y de la salud de la 
medicina popular. En segundo lugar, la sociedad de bienestar 
tiene aversión a la igualdad o, por lo menos, no distingue tan bien 
como el Estado de bienestar entre desigualdades legítimas e 
ilegítimas. En tercer lugar, la sociedad de bienestar es hostil a la 
ciudadanía y a los derechos porque las relaciones sociales de 
bienestar son concretas, multiformes y asentadas en la 
reciprocidad compleja de secuencias de actos unilaterales de 
buena voluntad. En cuarto lugar, la sociedad de bienestar 
también crea dependencias y formas de control social que, 
pudiendo ser más flexibles y negociables, son, no obstante, más 
flagrantes. En quinto lugar, la sociedad de bienestar tiene 
tendencia a crear rigidez espacial. Y, last but not least, los 
principales y más duros costes del bienestar proporcionado por la 
sociedad de bienestar recaen inevitablemente en las mujeres 
mientras los hábitos familiares dominantes no se alteren. 
Teniendo en cuenta estas características, el ámbito de la 
discusión sobre las posibles combinaciones del Estado de 
bienestar con la sociedad de bienestar debe ampliarse 
sustancialmente. En términos analíticos y políticos es 
fundamental distinguir entre combinaciones regresivas y 
progresivas, entre las combinaciones que captan la solidaridad 
para mercantilizarla o incluso para maximizar su potencial 
conservador paternalista y hasta autoritario y las combinaciones 
que expanden la solidaridad a comunidades más vastas y 
democratizan sus presupuestos. 


El Estado como imaginación del centro y la integración en la 
CEE 


La dialéctica de la territorialización y la desterritorialización 
del sistema mundial está patente en el análisis de la sociedad 
portuguesa como sociedad de bienestar fuerte, coexistente y 
complementaria de un Estado de bienestar débil, y en las 
perspectivas de análisis ahora abiertas por las nuevas 
alternativas de solución a la crisis del Estado de bienestar. En 
otras palabras, lo que está en juego son los desafíos que las 
experiencias nacionales, cada vez más  penetradas por 
experiencias trasnacionales, han de afrontar. 

He afirmado que la sociedad portuguesa es una formación 
social muy compleja con un patrón de cohesión social y de 
desarrollo que presupone una reproducción de equilibrios 
inestables entre procesos sociales, económicos, políticos y 
culturales altamente heterogéneos, muchos de los cuales están 
presentes en toda la historia del país. En estas circunstancias, 
sería ilícito preguntar qué efectos provocó en esos equilibrios la 
integración en la CEE, sin olvidar que, de acuerdo con los 
objetivos oficialmente proclamados, se trata de una integración 
económica, política y social. 

Una de las características más relevantes del proceso de 
integración de Portugal en la CEE fue la prioridad inicial 
concedida a los aspectos políticos. Cuando, a finales de la década 
de los setenta, el PS adoptó la frase «Europa con nosotros», el 
objetivo era que la entrada en la CEE llevase a Portugal a 
construir y consolidar una sociedad democrática estable, una 
sociedad como las de Europa occidental. Los «excesos» de la crisis 
revolucionaria estaban aún vivos y aún se consideraba la posición 
leninista, o incluso estalinista, del PCP como un peligro potencial. 
La integración en la CEE contribuiría decisivamente a eliminar 
esos elementos antidemocráticos y a consolidar la joven 
democracia. 


La prioridad del aspecto político, que, como resalté antes, fue 
una constante general de este periodo, junto al déficit corporativo, 
también mencionado ya, reforzaron la centralidad y la autonomía 
del Estado en las negociaciones para la integración de Portugal 
en la CEE. La negociación fue un proceso complicado y los efectos 
sociales de muchas de las medidas acordadas sólo están 
apreciándose ahora. El Estado condujo las conversaciones casi sin 
consultar a las organizaciones de los diferentes grupos de 
intereses sociales. Diversos sondeos, no sólo entre la generalidad 
de la población sino entre los propios empresarios, revelaron un 
desconocimiento casi total de las consecuencias económicas, 
políticas y sociales de la adhesión a la CEE. 

La autonomía del Estado tiene una dimensión política, una 
dimensión económica y una dimensión simbólica. En lo relativo a 
la dimensión política, esa autonomía fue justificada en nombre 
del interés nacional que compete al Estado defender. 
Contradictoriamente, no obstante, la autonomía del Estado en la 
defensa de los intereses nacionales ocurre durante un proceso que 
va a llevar a una considerable reducción de la capacidad de 
autonomía del Estado para controlar los mecanismos de 
desarrollo nacional. El aumento de la autonomía interna del 
Estado tiene, pues, lugar paralelamente a la disminución de su 
autonomía externa. En el plano institucional, la dimensión 
política de la autonomía del Estado reside, en gran medida, en la 
armonización institucional y legislativa exigida por la 
integración. En los últimos años, la producción institucional y 
legislativa del Estado ha estado dominada por las inquietudes de 
armonización, un objetivo que también sirvió para justificar la 
revocación de algunas innovaciones legislativas e institucionales 
del periodo de 1974 a 1977, o para deslegitimar las 
reivindicaciones sociales y políticas supuestamente contrarias al 
objetivo de la armonización. El reverso de la autonomía política 
del Estado es el foso creado entre los actores sociales nacionales y 
locales, y los desafíos de la integración en la CEE. 

La dimensión económica de la autonomía del Estado se basa 
esencialmente en la gestión de los grandes fondos estructurales 


que la CEE inyectó en la economía portuguesa como parte del 
programa de transición para adaptaciones estructurales y para la 
armonización. El Estado, que asumió el control total de la 
atribución de dichos fondos, ha tenido una actuación muy 
peculiar, completamente divorciada de cualquier estrategia de 
desarrollo económico estructural y a merced de presiones de 
grupos de interés y de clientelismos partidistas. Esto ha dado 
origen a un cierto populismo de Estado, el cual no engloba al 
ciudadano común sino a empresas, grupos económicos y 
autarquíasl10] que procuran un vínculo directo con la burocracia 
estatal en lugar de recurrir a la intermediación política 
institucionalizada. 

Durante el periodo de transición, los beneficios resultantes de 
la integración han sido más visibles que los costes. Los fondos 
estructurales, cuando la corrupción no impidió su correcta 
aplicación, contribuyeron a mejorar las condiciones generales de 
acumulación, por ejemplo, a través de la construcción de 
infraestructuras y de la formación profesional y la creación de 
empleo. Hasta ahora, por tanto, el Estado puede convertir en 
legitimación política la autonomía de que disfrutó en el proceso de 
adhesión. Todo lleva a creer que este círculo virtuoso no pueda 
reproducirse durante mucho más tiempo. 

La dimensión política y la dimensión económica de la 
autonomía del Estado en el contexto de la integración europea 
alimentaron la dimensión simbólica de esa autonomía. Es, no 
obstante, a través de esta dimensión tan compleja como el Estado 
regula, sobre todo con discursos y actos simbólicos, la dialéctica 
de la distancia y de la proximidad, de la diferencia y de la 
identidad, entre Portugal y Europa. La regulación consiste en 
crear un universo imaginario en el que Portugal se transforma en 
un pais europeo igual a los otros, siendo su menor grado de 
desarrollo considerado como una simple característica transitoria 
que cabe al Estado gestionar y atenuar gradual e 
irreversiblemente en calidad de guardián de los intereses 
nacionales. Esta construcción simbólica es un recurso estratégico 
en la secuencia plausible de las otras dimensiones de la 


autonomía del Estado. Y tanto es así que, a mi modo de ver, 
determina la forma política dominante del Estado en el contexto 
de la integración europea, una forma política a la que llamaré 
Estado como imaginación del centro. 

El Estado como imaginación del centro es una forma política 
con una productividad variada. En primer lugar, produce señales 
inteligibles y creíbles de una vida futura mejor, volviendo 
transitorias y, consiguientemente, soportables las dificultades y 
carencias actuales. En segundo lugar, permite que el Estado 
saque provecho de todos los beneficios resultantes de la 
integración, relegando eventuales costes para un futuro 
determinado. En tercer lugar, deslegitima cualquier especificidad 
del desarrollo nacional que no se encuadre en los actuales 
objetivos del Estado (por ejemplo, el sector empresarial del 
Estado o la pequeña agricultura familiar), alegando que 
contrarían los patrones de desarrollo europeo, no siendo, por eso, 
políticamente justificables. En cuarto lugar, despolitiza el proceso 
político interno, invocando la inevitabilidad técnica de la adopción 
de determinadas medidas en nombre de las exigencias de la 
integración europea. 

A pesar de esta productividad variada, el Estado como 
imaginación del centro posee un soporte material muy específico, 
en concreto las relaciones políticas y económicas que Portugal ha 
desarrollado con las antiguas colonias africanas. A la luz de estas 
relaciones, Portugal surge como un país central, un miembro de 
la CEE que, efectivamente, compite con otros Estados miembros, 
principalmente con Francia, España e Italia. En el plano 
simbólico, estas relaciones «desplazan» a Portugal hacia el centro 
y, a partir de este, organizan los intercambios políticos y 
económicos. Sin embargo, en un plano más profundo, es posible 
adivinar aquí la reconstitución, conforme a nuevos patrones, del 
papel colonial de intermediación o de correa de transmisión: 
Portugal como mediador entre el centro y la periferia. Esta 
reconstitución, que liga el periodo colonial al periodo poscolonial, 
es, en mi opinión, un ingrediente importante de la autonomía del 
Estado en el contexto de la integración en la CEE. Diría incluso 


que, para la autonomía del Estado —que durante el periodo del 
fascismo se asentó, en buena medida, en el Imperio colonial y que 
ahora se asienta en la integración europea, las relaciones con el 
Africa lusófona pueden llegar a ser en el futuro un elemento 
importante. El periodo poscolonial todavía está en sus inicios, y 
no olvidemos que aún podría darse uno de sus momentos 
decisivos: las rupturas políticas en Africa del Sur y el eventual 
retorno de cientos de miles de emigrantes portugueses. 

Al igual que las otras formas políticas del Estado portugués, el 
Estado como imaginación del centro es una entidad transitoria 
que, de acuerdo con el desarrollo futuro de Europa, o dejará de ser 
«centro», o dejará de ser «imaginación». Es dificil prever cómo 
será ese desarrollo, por lo que me limitaré, a continuación, a 
señalar algunos datos y tendencias que me parecen 
particularmente sugerentes. 

El futuro de la CEE, sobre todo en el aspecto político y social, 
continúa siendo una incógnita. Desde 1985 se ha asistido a una 
nítida y decisiva revitalización de la Comunidad Europea, 
subordinada al principio de un desarrollo armónico de la 
comunidad en todos sus aspectos: económico, político y social. En 
la práctica, sin embargo, las políticas y las medidas 
concretamente aplicadas revelan una clara prioridad de la 
dimensión económica: la relación del mercado único. Además, 
aunque el discurso político acentúe el compromiso con la cohesión 
económica y social y, por consiguiente, con la creciente 
homogeneización del espacio europeo, las políticas económicas 
practicadas tienen un fuerte cariz neoliberal y se rebelan poco 
sensibles, si no hostiles, al objetivo de la cohesión y la 
homogeneización social. 

La prueba está en las interminables discusiones y los 
sucesivos impasses en el ámbito de la política social (Streeck, 
1989; Teague, 1989). Más allá de la determinación legal de la 
igualdad de oportunidades, poco más se ha hecho. Los encuentros 
de Val Duchesse sobre el diálogo social fueron un fracaso. En los 
términos del Acta Única, todas las cuestiones relacionadas con el 
mercado interno pueden ser decididas por mayoría de votos, pero 


las que se relacionan con la política social exigen unanimidad, 
excepto en lo que respecta a las normas de seguridad e higiene en 
el trabajo. Las transformaciones resultantes de los acuerdos de 
Maastricht (1991) no se pueden evaluar todavía. 

La comisión ha reclamado una política social más dirigista, 
pero sin éxito. Además, la historia de la CEE nos lleva a ser 
pesimistas en cuanto a la posibilidad de concreción de este 
objetivo. Si observamos la evolución de la renta real (PNB per 
cápita en términos de paridad de poder de compra) entre 1960 y 
1987 en los doce países entonces miembros de la CEE, se sacan 
tres conclusiones (Mateus, 1987, p. 1989). La primera es que el 
grupo formado por la mayoría de los países centrales presenta un 
nivel próximo a la media comunitaria, tan sólo con leves 
oscilaciones: un aumento en el caso de Alemania y una 
disminución de la fuerza de trabajo en el caso de Reino Unido y 
Holanda. La segunda es que el grupo constituido por Portugal, 
Grecia, España e Irlanda presenta un nivel de renta real entre el 
26 por 100 y el 46 por 100 inferior a la media comunitaria. La 
tercera es que estas disparidades se atenúan en el subperiodo de 
expansión económica (1970-1975), para volver a acentuarse en el 
periodo de crisis y de reestructuración económica (1975-1987). 
Más revelador, sin embargo, es el hecho de que sólo se hayan 
manifestado posibilidades de homogeneización social en la fase 
inicial de la Comunidad, es decir, en el periodo de 1958 a 1973, 
cuando la CEE incluía seis países. Las posteriores ampliaciones 
no dejan traslucir dinámica alguna de homogeneización. 
Analizando la evolución de la dispersión entre los niveles máximo 
y mínimo de la renta nacional entre 1960 y 1987, se obtienen 
resultados esclarecedores (Cuadro 1). 

Cuadro 1. CEE 1960-1987. Dispersión entre los niveles máximo y 
mínimo de la renta nacional por grupos de Estados miembros 


Europa de los: 1960 1973 1981 1985 1987 
6 1,32 1,15 


9 1,89 1,84 
Europa de los: 1960 1973 1981 1985 1987 
10 1,97 2,15 
12 2,21 2,15 


Fuente: Mateus (1989). 


Excepto en lo referido al último valor, probablemente debido a 
las transferencias de fondos estructurales, los últimos diez años 
evidencian señales de homogeneización. Si en lugar de países 
comparásemos regiones, obtendríamos resultados idénticos. 

Se concluye, de este modo, que la homogeneización, incluso 
parcial, es una meta muy difícil de alcanzar. Sólo podrá hacerse 
con políticas estructurales osadas, de ámbito comunitario y de 
ámbito nacional, que concilien la creación del mercado interno con 
la cohesión social de manera efectiva y la construcción de un 
nuevo Estado europeo. Hasta ahora, nada de eso se vislumbra. 
Por un lado, el grado de discrepancia entre las políticas 
estructurales nacionales y las comunitarias se manifiesta a través 
de una regresión nacionalista (es el caso de Gran Bretaña y, en 
cierta medida, de Portugal que, menos coherentemente, oscila 
entre el hipernacionalismo y el hipereuropeísmo). Por otro, los 
países menos desarrollados, aquellos que más necesitan 
profundas políticas estructurales, son los que en el contexto 
europeo menor capacidad tienen para desarrollarlas y ponerlas en 
práctica. El peligro, en este aspecto, puede residir en el hecho de 
que Europa intente ser competitiva, en el plano internacional, a 
costa de su periferia. 

Como afirma Aglietta, Europa es la cuna de la protección 
social, una experiencia social notable de economía mixta que 
combina sabiamente la intervención del Estado con una amplia 
concertación social. Aunque los antecedentes sean recomendables, 
es alarmante verificar que no es coincidencia que el discurso de 
cohesión social europeo coexista con la quiebra del Estado de 
bienestar y el aumento de las desigualdades sociales en los 
Estados miembros. 


Conclusión 


La integración en la CEE acabó, gradualmente, por volverse el 
principal factor estructurante del periodo de transición que la 
sociedad portuguesa vive desde 1974, o, mejor aún, desde 1969. 
Se trata de una doble transición que se opera en dos planos —el 
nacional y el europeo— que, día tras día, se interrelacionan cada 
vez más. La sociedad portuguesa es altamente heterogénea, no 
sólo en términos económicos y sociales sino también políticos y 
culturales. El cruce y la neutralización recíproca de esa 
diversidad y heterogeneidad permitieron, hasta ahora, que 
Portugal —uno de los más antiguos Estados-nación de Europa e 
indiscutiblemente aquel que más tiempo ha mantenido 
inalterables sus fronteras, más allá de ser también el de mayor 
homogeneidad étnica—- conjugue esa gran heterogeneidad y 
diversidad con un elevado grado de cohesión social. Este complejo 
proceso ha sido regulado por el Estado, que inscribió en su matriz 
institucional esa transición y la propia heterogeneidad social que 
es objeto de su regulación. 

En cada uno de los ámbitos de vida de la sociedad portuguesa, 
el Estado asumió diferentes formas políticas parceladas: en el 
campo de las relaciones de intercambio y de las relaciones 
salariales, la forma de Estado paralelo, seguida de la forma de 
Estado heterogéneo; en lo referente a la forma de bienestar social, 
la forma de semi-Estado de bienestar; en el ámbito de la 
integración europea y de los valores que le son inherentes, la 
forma de Estado como imaginación del centro. Estas formas, 
todas ellas transitorias, son el testimonio de las tensiones 
existentes entre una orientación central y una orientación 
periférica, entre la promoción o la relegación internacional, entre 
la integración o la exclusión social. Representan la manera 
portuguesa de vivir la transformación dinámica del sistema 
mundial en los últimos veinte años. 

Esta transición aún está lejos de su fin. Sin embargo, las 
diferentes formas políticas parceladas del Estado y su evolución 
parecen apuntar a un nuevo modo semiperiférico de regulación 
social. 


los primeros en afirmar que la economía y_la sociología del 
desarrollo solo serian defendibles como disciplinas científicas si 
fuesen aplicadas tanto a los países desarrollados como a los 
menos desarrollados. Véase Mateus (1987,_p. 45). 

[2] Esta idea ha sido defendida también en el campo cultural. 
Recientemente, Arjun Appadurai afirmó que «la nueva economía 


cultural global ha de ser encarada como un orden complejo,_con 


infraestatal,_pero puede también ocurrir en uno supraestatal. 
Ejemplo de este último caso es la Comunidad Económica 
Europea, _que está desterritorializando las relaciones sociales en 
el plano del Estado nacional para reterritorializarlas en un plano 
supraestatal (por el modo como afirma la identidad europea y_la 
defiende en relación a terceros, sean ellos otros bloque regionales 
o simplemente los refugiados). 

[4] Las cifras indican también la longevidad de esta situación 
en países como Portugal, España e Irlanda. Asi,_los valores 
obtenidos en 1983 para los países recientemente industrializados, 


[5] Véase Fortuna (1993), 

[6] Véanse Ruivo (1993) y Namorado (1993). 

[71_Aún más increíble fue la creación del hábito de no entregar 
a los sindicatos las cuotas que los trabajadores sindicalizados 
pagan a través del descuento automático en sus salarios. 


José Reis, este se caracterizó por un súbito y_constante éxodo del 


campo a los diversos ramos de la industria que ofrecían salarios 
elevados,_lo que tuvo como consecuencias la disminución de la 
población rural activa y_del número de explotaciones agrícolas, un 
aumento del tamaño medio de las explotaciones agrícolas, _la 
mecanización de la agricultura familiar a través del crédito y_la 
intensificación de la producción y_el comercio. El modelo 
portugués, por el contrario, se caracterizó por un menor abandono 
de la agricultura y,_en cualquier caso,_sin éxodo rural, 
migraciones pendulares, _semiproletarización, ruralización de la 
industria, persistencia del autoconsumo o producción mercantil 
simple,_un constante número elevado de explotaciones agrícolas 


Véase también Hespanha (1994), 
[10] Las autarquías en Portugal son los gobiernos locales de 
los municipios, esto es, las alcaldías. 


Capítulo III 


Pensar el socialismo después de la 
Revolución de 1974 


Hubo tiempos recientes en los que el proceso sociopolítico 
portugués pasó, o pareció hacerlo, por una fase de grandes 
opciones. Hoy (1981) estamos nítidamente en una fase de 
pequeñas opciones que, de tan pequeñas, parecen configurar, más 
bien, un periodo de impasse. 

No obstante, dado el carácter contradictorio y complejo de los 
procesos sociopolíticos en las sociedades contemporáneas, es 
posible que cada una de estas fases contenga en sí, o haya 
contenido, su doble. Así, en pleno periodo revolucionario, a la 
sombra de la transición (o transiciones) hacia el socialismo (o 
socialismos), caminó la transición hacia la recomposición del 
capitalismo portugués. En el periodo que siguió, después del 25 de 
noviembre de 1975, es cierto que, a la sombra de la transición 
hacia el pragmatismo socialdemócrata, avanzó la reconstitución 
de una clase política capaz de conducir el proyecto, ya entonces 
definido, de capitalismo asociado dependiente. Y hoy, en plena 
fase de impasse, es altamente posible que la consolidación de ese 
proyecto contenga en su sombra la constitución de un amplio 
espacio ideológico, político y cultural donde, por primera vez en la 
historia reciente del país, sea posible a la izquierda pensar el 
futuro sin hacerlo en términos de toma del poder. 

En tal caso, puede que la fase de impasse sea únicamente para 
las fuerzas que ahora detentan el poder en nuestro país y no 
también, como ha ocurrido, para las fuerzas que estructuralmente 
se le oponen. El texto que sigue se basa en la creencia de esa 
posibilidad y pretende reforzarla. 


¿De qué partimos? Que es lo mismo que preguntar: ¿qué 
riesgos corremos? 


La medida de los peligros resulta del análisis de la realidad 
internacional e interna. La insistencia excesiva, y por ello 
abstracta, del pensamiento crítico —y principalmente marxista— 
en el diagnóstico de sucesivas crisis cada vez más profundas y 
definitivas del sistema capitalista mundial acabó por desacreditar 
el concepto de crisis, transformándolo en uno de los arquetipos 
ideológicos del discurso pretendidamente científico-crítico O 
revolucionario. Como reacción, se ha caído en tiempos recientes 
en el exceso opuesto de ver en todo la capacidad de supervivencia 
y de expansión del capitalismo, lo que, más allá de basarse 
igualmente en presupuestos ideológicos, conduce a una actitud 
política quietista o incluso apologética. En el cortocircuito 
histórico del Portugal  pos:1974, hemos visto Operar 
simultáneamente las dos concepciones, muchas veces suscritas 
por las mismas personas, grupos u organizaciones. 

Más allá de estos excesos, es forzoso reconocer que los países 
capitalistas centrales, en especial los europeos, atraviesan un 
periodo dificil, un periodo de crisis que, como no podía ser de otra 
manera, impacta con particular gravedad en la clase trabajadora 
y en la pequeña burguesía con ingresos fijos. 

Contrariamente a lo que se piensa con frecuencia, esa crisis 
sólo marginalmente se basa en el aumento de los precios del 
petróleo. La llamada crisis energética fue provocada no para 
beneficiar a los países árabes —cuyos beneficios son menos reales 
que ficticios y, en cualquier caso, son de corto plazo—, sino para 
producir un reajuste o desplazamiento en los centros de 
reproducción del capital y, en última instancia, una reformulación 
del proceso de acumulación juzgada necesaria para la 
estabilización a medio plazo del sistema capitalista mundial. La 
crisis del petróleo, por tanto, fue «funcional» a este sistema como 
un todo, por más que algunas ramas industriales (por ejemplo, la 
del automóvil) o áreas (Europa) hayan sido perjudicadas por las 


alteraciones producidas. En el fondo, la crisis del petróleo buscó 
posponer otra crisis, esta sí grave y antigua, cuya superación, 
incluso desde el punto de vista capitalista, ¡presupone 
transformaciones mucho más profundas. 

Esa crisis se basa en el cambio de estructura de la economía 
mundial en las dos últimas décadas y en el consecuente fin del 
orden económico internacional establecido en la posguerra. Los 
momentos principales de este cambio estructural son los 
siguientes: rápido aumento de la movilidad de los factores de 
producción, constitución de empresas multinacionales como 
elemento básico de la economía mundial y profundas alteraciones 
en la oferta mundial de la fuerza de trabajo. 

El aumento de la movilidad de los factores de producción se 
debe a una serie de innovaciones técnicas y organizacionativas. 
Entre ellas destacan las siguientes: tecnología de transportes 
(contenedores, carga aérea, etcétera); sistema internacional de 
telecomunicaciones; técnicas de gestión; rápido progreso en la 
taylorización del proceso productivo mediante el cual 
producciones altamente complejas son fraccionadas en fases de 
producción extremamente simples, teniendo como consecuencia la 
hoy comúnmente llamada «polarización de las cualificaciones» 
(trabajo cada vez más especializado que ocupa cada vez a menos 
gente, contrapuesto a trabajo cada vez más simple que ocupa cada 
vez a más gente). 

Además de estas innovaciones, hay que tener en cuenta 
también las estructuras transnacionales capaces de garantizar la 
movilidad internacional del capital: Fondo Monetario 
Internacional, Banco Mundial, uniformización de las medidas y 
normas industriales, convergencia de los sistemas de enseñanza y 
de formación profesional, etcétera. 

Las empresas multinacionales (EMUS) son la consecuencia 
natural de la tendencia a la concentración del capital. Esto, sin 
embargo, no basta para dar cuenta del papel que desempeñan hoy 
en la economía mundial. Para ello es necesario enumerar las 
múltiples ventajas que las EMUS ofrecen para la consolidación 
del sistema capitalista internacional. Entre ellas destacan: la 


disminución de la inseguridad (tanto para el productor como para 
el consumidor) del mercado de productos de alta tecnología, en 
especial de los que suponen considerables inversiones en 
investigación y desarrollo; elusión de las barreras nacionales a la 
exportación y la importación; uso de las ventajas productivas 
locales, trasladando, por ejemplo, hacia los países periféricos o 
«en desarrollo» las producciones trabajo:intensivas y dejando en 
los países centrales las producciones capital-intensivas; seguro 
contra las nacionalizaciones. 

Las ventajas de las empresas multinacionales se concentran 
en las industrias capital:intensivas y de investigación/desarrollo- 
intensivas, donde es muy importante la sincronización de los 
desarrollos parciales y la seguridad de la demanda. La 
integración vertical operada por las EMUS permite la 
distribución multinacional de las diferentes fases de producción 
en función de las distintas combinaciones de factores de 
producción usados en cada una de ellas, aprovechando al máximo 
las diferencias internacionales de precios de esos factores. 

Por su superioridad organizativa y el elevado número de 
puestos de trabajo con el que siempre se mueven, las EMUS son 
el ejemplo más dramático de control del aparato político por una 
fracción de la burguesía, lo que a veces provoca fricciones entre 
las EMUS y el Estado nacional. Más allá de las ventajas en el 
control de la política económica nacional y de las subvenciones 
estatales, una de las demostraciones más importantes de 
superioridad organizativa de las empresas multinacionales reside 
en su capacidad de evadir impuestos mediante la transferencia de 
precios en el seno de la empresa por mecanismos altamente 
complejos, inescrutables para los servicios fiscales de los Estados 
donde funcionan o tienen su sede. En relación a los sindicatos 
nacionales, las EMUS tienen, entre otras, la ventaja de negociar 
los contratos laborales con el chantaje de la amenaza de 
transferir la producción a otro país que ofrezca condiciones más 
favorables. 

Por último, una breve referencia a las alteraciones en la oferta 
mundial de la fuerza de trabajo. Los países periféricos o «en 


desarrollo» constituyen hoy un ejército de reserva industrial casi 
ilimitado y a escala mundial. Se calcula entre 200 a 250 millones 
el número de desempleados registrados en esos países, es decir, 
un número superior al de los puestos de trabajo del mundo 
capitalista en su conjunto. La nueva movilidad del capital 
permite a las empresas de los países centrales trasladar sus 
producciones, o parte de ellas, hacia ellos que les brinden mejores 
ventajas relativas. La principal ventaja ofrecida por los países en 
desarrollo son los bajos salarios, lo que explica la transferencia 
hacia ellos de las producciones que requieren mucha mano de 
obra. Sin embargo, además de los bajos salarios, los países en 
desarrollo ofrecen otras ventajas ligadas a la fuerza de trabajo: 
derechos sociales insignificantes (desde el seguro contra 
accidentes de trabajo hasta la asistencia médica y las pensiones 
de jubilación) y «paz en el mundo laboral», obtenida por la 
opresión brutal de la clase trabajadora y de las clases populares 
en general. En la mayoría de estos países no se permiten los 
sindicatos libres o, al menos, no se permiten las huelgas (o lo son 
únicamente con grandes restricciones). Además, en muchos de 
ellos se crean zonas libres de producción y comercio con 
condiciones «ideales» para someter a la clase trabajadora a un 
régimen casi militar. 


Consecuencias en los países centrales de las alteraciones en la 
estructura de la economía mundial 


Corresponde ahora preguntar por las consecuencias 
sociopolíticas de este proceso en los países centrales. La década de 
1960 fue todavía un periodo de abundancia en dichos países. Fue 
también un periodo de gran movilización social y, sobre todo, un 
periodo en el que, junto a las formas tradicionales de lucha de 
clases, organizadas por los sindicatos, surgieron nuevas formas de 
protesta que abarcaban otros grupos sociales (estudiantes, 
minorías étnicas, mujeres) y otros esquemas organizativos 
(asociaciones, movimientos, campañas). Las reivindicaciones en 
su conjunto cambiaron de ámbito, pero tendieron en general a no 


limitarse a la esfera económica (luchas salariales). Se luchó por el 
desmantelamiento del complejo  militarrindustrial, por la 
eliminación de las diferentes formas de discriminación social, por 
el bienestar social y por la calidad de vida de las clases 
trabajadoras, y se luchó sobre todo por la democratización de la 
vida colectiva y por la participación activa en los procesos de 
decisión en las fábricas, las burocracias, las escuelas, las familias. 
Este amplio movimiento de protesta social expresó una grave 
crisis de legitimación del Estado capitalista, a la cual este 
respondió invariablemente con el aumento del gasto público, 
nueva legislación social, creación de nuevas estructuras 
burocráticas, en definitiva, con la expansión de la máquina del 
Estado. 

A principios de la década de 1970, la coyuntura económica 
comenzó a modificarse, con una pérdida de ritmo de crecimiento 
acompañada de elevadas tasas de inflación. Fue el resultado de 
muchos factores, diferentes de un país a otro, pero en general 
expresó los efectos a corto plazo de la reestructuración entonces 
operada en el proceso de acumulación a nivel mundial, con la 
llamada crisis del petróleo y el aumento de la escala de 
multinacionalización del capital El desempleo estructural 
aumentó (alcanzando sobre todo a los candidatos a su primer 
empleo) y los salarios reales tendieron al estancamiento, lo que 
obligó a transformaciones en las estrategias sindicales, que de las 
luchas políticas (control laboral, por ejemplo) pasaron 
rápidamente a las luchas salariales y de ahí a las luchas por la 
estabilidad de los puestos de trabajo. El Estado se vio incapaz de 
hacer frente a los gastos (de bienestar, por ejemplo) resultantes 
de la expansión del periodo anterior, y se instaló la crisis fiscal. 
La expansión del Estado, por tanto, dejó de ser funcional para la 
reproducción de la estructura económica en fase de recesión. La 
Comisión Trilateral, que se atribuyó el papel de velar por la 
estabilidad de las sociedades capitalistas y, por tanto, de las 
garantías del proceso de acumulación capitalista a escala 
mundial, dictaminó pronto el diagnóstico y la terapia. En 
informes y libros, sobre todo después de 1975, resaltan dos 


recomendaciones. Por un lado, el Estado se expandió 
desmesuradamente, usurpando, sin ningún beneficio colectivo, 
áreas de acción social que tradicionalmente pertenecieron a la 
sociedad civil, que está mejor preparada para administrar; 
corresponde, pues, devolver a la sociedad civil lo que 
legitimamente le pertenece, lo que tendrá como resultado la 
disminución del gasto público y la contracción del Estado. Por 
otro, la propia forma política del Estado se vio alterada con la 
excesiva democratización de la vida social producida por la 
concesión sin precedentes de derechos sociales; había, por tanto, 
que eliminar tales excesos, combinando la forma política 
democrática con «una dosis saludable de autoritarismo». 

Se concluye, así, que los Estados capitalistas centrales se 
encuentran al borde de una nueva crisis de legitimación. Y como 
la respuesta no puede ser la que se dio en el periodo anterior, es 
decir, la expansión pródiga del Estado de bienestar, tendrán que 
darse otras respuestas; de hecho, se están dando. Entre ellas cabe 
resaltar las siguientes: en primer lugar, con incidencia económica 
más directa, están siendo reducidos o eliminados algunos 
beneficios sociales, y otros, como los seguros sociales, van siendo 
privatizados (desmantelamiento de los servicios nacionales de 
salud y su sustitución por empresas aseguradores privadas), lo 
que da pie a que se pueda hablar de cierta privatización del 
Estado social. En segundo lugar, con una incidencia político- 
ideológica directa, se está asistiendo, en las diferentes áreas de 
acción estatal, a una serie de reformas administrativas que 
convergen en el intento de implicar a los ciudadanos en tareas de 
la administración. Las medidas van desde la descentralización del 
Estado, con mayor participación ciudadana en la administración 
local, y la creación de estructuras comunitarias de asistencia y 
control social hasta cierta informalización y desprofesionalización 
del sistema judicial. Por último, con incidencia político-represiva 
directa y aparentemente en contradicción con las medidas antes 
señaladas, han venido acentuándose ciertas características 
autoritarias de la dominación política capitalista: la ineficacia 
creciente de los canales de representación y la consecuente 


degradación política de los parlamentos; la hipertrofia del control 
técnico-burocrático, sea dentro de los aparatos de Estado, sea en 
el propio proceso de trabajo en las fábricas; la militarización 
creciente de las fuerzas de la policía con miras a combatir 
eficazmente a los enemigos internos. 

La lógica de estas diferentes medidas sólo puede captarse en 
su conjunto, ya que todas ellas buscan resolver la crisis de 
legitimación del Estado en una fase de recesión. Las medidas 
económicas pretender resolver directamente la crisis fiscal del 
Estado, en tanto que las político:ideológicas, sin dejar de 
desempeñar también ese objetivo len la medida en que la 
participación de los ciudadanos disminuye los costes de la 
administración), intentan al —_mismo tiempo compensar 
ideológicamente la crisis de legitimación resultante del recorte de 
los gastos de bienestar. Mediante la incorporación de los 
ciudadanos en los niveles más bajos de la administración, el 
Estado reproduce los ideales y los símbolos de la participación 
popular, la solidaridad, el comunitarismo, la paz y la estabilidad. 
Esta reproducción constituye en sí una expansión del Estado, 
aunque diferente de la del periodo anterior. Si antes el Estado se 
expandió por medio de la producción de bienes económicos, ahora 
lo hace mediante la producción de bienes simbólicos. Por eso 
también estas medidas constituyen sólo aparentemente una 
devolución a la sociedad civil de las tareas administrativas del 
Estado, ya que el proceso de descentralización es altamente 
centralizado. O sea, el Estado se expande bajo la forma de 
sociedad civil. Se trata, pues, de una estrategia de legitimación 
dotada de gran fragilidad y por ello presupone un incremento 
paralelo del autoritarismo operado por las medidas político: 
represivas. Pero estas medidas, a su vez, para no agravar en 
lugar de atenuar, como pretenden, la crisis de legitimación, 
necesitan tener una referencia democrática. De ahí que el nuevo 
autoritarismo (o neocorporativismo, como ya ha sido llamado) sea 
compatible con el mantenimiento de la democracia política, sobre 
todo si se tiene en cuenta que determinados tipos 
antidemocráticos de control de los ciudadanos pueden tener lugar 


fuera de la esfera formal del Estado: la creación de policías 
privadas y de agencias de vigilancia, los bancos de datos sobre la 
vida pública y privada de los ciudadanos. En sentido poco 
riguroso, puede decirse que asistimos a una cierta privatización 
del fascismo (la reproducción por contrato de formas 
fascistizantes de dominación). 

En estas circunstancias, la conservación de las tensiones 
sociales en niveles tolerables se vuelve precaria, lo que provoca la 
actual inestabilidad del poder político en los países capitalistas 
centrales. 


Consecuencias en los países periféricos de las alteraciones en 
la estructura de la economía mundial 


Dada la gran heterogeneidad de sus formaciones sociales, es 
muy dificil establecer en general las consecuencias en los países 
periféricos de las alteraciones en la estructura de la economía 
mundial producidas en las dos últimas décadas. En lo que más 
nos interesa, habría que distinguir, por ejemplo, entre países 
tradicionalmente considerados del Tercer Mundo y los países de la 
llamada periferia europea, tales como Portugal, España, Grecia e 
Irlanda. De manera general puede decirse que las nuevas formas 
de  multinacionalización del capital demuestran que el 
mantenimiento de las relaciones de dependencia es compatible 
con elevados niveles de industrialización, contrariamente a lo que 
antes se creía. Por otro lado, en el proceso de su penetración, el 
capital multinacional teje nuevas y complejas alianzas (y a veces 
también conflictos), no sólo con diferentes fracciones de la 
burguesía nacional, sino también, y en especial, directamente con 
el propio Estado nacional. Actuando cada vez más en nombre 
propio, el Estado periférico asume un papel de creciente 
preponderancia en el proceso de acumulación de capital, dando 
origen a formaciones sociales, económicas y políticas nuevas. Las 
desarticulaciones y rearticulaciones resultantes para la economía 
nacional no son el producto de un proyecto de desarrollo 
autónomo: representan tan sólo el impacto nacional (más o menos 


creativamente asumido) de la producción a nivel mundial de las 
garantías (en constante mutación) del orden capitalista 
internacional. Las condiciones en que se han dado las nuevas 
formas de politización del proceso de acumulación encontraron en 
los regímenes dictatoriales la matriz política más adecuada para 
su reproducción, lo que se concretó en general en la década de los 
setenta. El agravamiento de las condiciones de reproducción de la 
fuerza de trabajo (degradación de los salarios reales y de los 
beneficios sociales) y la profundización de las desigualdades 
sociales hicieron que sólo mediante una represión brutal pudiese 
mantenerse la «paz laboral» particularmente exigida por un 
proceso de industrialización relativamente acelerado. Así se logró 
el desmoronamiento social y político de las clases populares que 
en las décadas anteriores habían conquistado, mediante varias 
soluciones populistas, una participación en el ejercicio del poder 
político, aunque fuera escasa y en nombre ajeno (véase, por 
ejemplo, el caso de Brasil). Mientras tanto, los nuevos regímenes 
dictatoriales tendieron a establecer una estructura política 
bastante distinta de la que tuvieron quienes los precedieron en la 
historia cruel de muchos de estos países. La violencia de siempre 
sobre las clases trabajadoras se asoció a la emergencia de un 
nuevo grupo social, responsable de la gestión de las actividades 
productivas del Estado y, en general, de la planificación y 
ejecución de las reglas del juego del capital multinacional dentro 
de las fronteras nacionales. Esta nueva tecnocracia estatal creó 
nuevas formas de dependencia de la burguesía nacional en 
relación al Estado nacional. 

En el ámbito de las transformaciones políticas len este sobre 
todo, pero también en otros campos) es necesario tratar 
especificamente la situación de los países de la periferia europea, 
algunos de los cuales se liberaron de periodos más o menos 
prolongados de régimen dictatorial (Portugal, España y Grecia). 
En ellos se han verificado recientemente transformaciones, más o 
menos profundas, en las condiciones de acumulación del capital, 
sobre todo en virtud de las alteraciones, más o menos 
significativas, en la relación  capital/trabajo. De modo 


concomitante, se desarticularon, con mayor o menor profundidad, 
las posiciones que estos países ocupaban en el cuadro de la 
reproducción capitalista a escala mundial; el proceso de la 
necesaria reestructuración constituye hoy la cuestión política de 
mayor urgencia y es objeto de las luchas de clase más decisivas, 
tanto en términos de conflictos interclasistas como intraclasistas. 
De ahí que los proyectos sociales y políticos de estos países se 
presenten, en este momento, bastante ambiguos, incoherentes e 
inestables. En general, puede decirse que, atraídos por el modelo 
socialdemócrata hoy dominante en la Europa capitalista (en cuyo 
ámbito siempre se movieron contradictoriamente, sea en el nivel 
económico y social, sea en el nivel político y cultural), estos países 
buscan definir un proyecto que podríamos designar como 
socialdemocracia dependiente, en el que se intenta combinar 
algunas formas de distribución del producto típicas de la 
socialdemocracia europea con el achatamiento general (pero 
internamente diferenciado) de la base de la pirámide de la renta, 
es decir, con la degradación relativa del nivel de vida de amplios 
estratos de la clase trabajadora y de la pequeña burguesía con 
ingresos fijos. Se trata de un modelo político altamente inestable 
y contradictorio que, al revés de lo que sucede en los países 
centrales, tiende a mantener los conflictos y las tensiones sociales 
más próximos a la ruptura que al compromiso institucional 
estable. En el marco de una crisis permanente de legitimación (de 
múltiples orígenes) e incapaz de expandirse tanto material —algo 
que impide la crisis fiscal que conlleva, por ejemplo, la 
degradación progresiva de los servicios nacionales de salud y 
educación— como simbólicamente —lo que tiene que ver con la 
larga socialización de las poblaciones en formas fascistizantes del 
poder político—, el Estado tiende a ver en el aumento de la 
represión y la violencia (física y simbólica) la única alternativa 
para el control de los conflictos sociales en constante proceso de 
agravamiento. La dinámica autoritaria de exclusión está así 
presente (quizá de forma más intensa que en los países centrales) 
y tiende a exceder la dinámica socialdemócrata de participación 
limitada en el bloque de poder. El análisis precedente no ha 


pretendido caracterizar especificamente la situación de los 
diferentes países, de Portugal y España por ejemplo, por lo que ha 
mantenido cierto nivel de abstracción y generalización. Á ese 
nivel se mantendrá la discusión, de ella resultante, en el 
siguiente apartado. 


¿Hacia dónde vamos? ¿Con qué armas? ¿En qué compañía? 
La crisis del paradigma 


No hay modo «científico» de prever hacia dónde vamos, por lo 
que la utopía es constitutiva de cualquier pensamiento de 
transformación social. Para serlo auténticamente, la utopía debe 
sustentarse en un análisis cuidadoso y realista de las condiciones 
presentes. Este análisis, a su vez, tendrá que ser profundo en el 
plano teórico y diverso en el plano analítico. Y, sobre todo, tendrá 
que ser sutil y flexible a fin de dar cuenta de las transformaciones 
constantes, y cada vez más rápidas, de las condiciones de 
acumulación capitalista, tanto a nivel mundial como en el ámbito 
nacional. La teoría marxista, que continúa siendo un instrumento 
fundamental en el pensamiento de transformación social, no ha 
sabido dar cuenta de esas transformaciones en cuanto procesos 
sociales nuevos, buscando más bien concebirlos como variaciones 
de las transformaciones ocurridas en periodos anteriores. Eso ha 
dado lugar a que en ocasiones se hable, con intenciones 
frecuentemente nada científicas, de la crisis del marxismo. La 
solución, sin embargo, no está en renunciar al marxismo, porque 
si tal crisis existe, es, a fin de cuentas, la manifestación local de la 
crisis más amplia de todo el pensamiento social europeo. 
Cualquier alternativa tendrá dificultades en disolver las 
preocupaciones teóricas, a menos que bajo estas se esconda el 
propósito de renunciar totalmente a la aspiración de transformar 
la sociedad en el sentido del socialismo. No siendo este el caso, me 
parece más correcto intentar enriquecer, sin dogmatismos ni 
sectarismos, la teoría marxista, fertilizándola con los resultados 
científicos de otras tradiciones teóricas, en una actitud pluralista, 


aunque no ecléctica, y sin abandonar la lógica (no solamente de 
las categorías) de la teoría marxista (para lo que deberán 
considerarse condiciones tan diferentes como el nivel cultural de 
los participantes en debates democráticos cada vez más amplios y 
la materialidad de las condiciones políticas de cada país). Hay que 
restituir a la teoría marxista su carácter inacabado, conferirle 
mayor amplitud analítica y mayor flexibilidad teórica, liberarla 
definitivamente de los fantasmas que durante demasiado tiempo 
pretendieron encadenarla a sistemas políticos sin futuro. 

Contrariamente a lo que va siendo moda declarar en Portugal 
y en Europa en general (tanto en la occidental como en la del este, 
entre grupos disidentes), existen hoy razones para suponer que, si 
de crisis del marxismo se trata, hay buenos indicios para su 
superación. La materialidad política y social de tales indicios 
reside en gran medida en la crisis cada vez más nítida del modelo 
de socialismo burocrático vigente en general en Europa del Este, 
aunque con grandes diferencias de un país a otro. 

Por primera vez en la historia contemporánea aparecen 
simultáneamente en crisis los dos modelos dominantes de 
desarrollo: el modelo capitalista y el modelo socialista de Estado. 
Esta circunstancia es, ya en el presente, un hecho político de 
primera magnitud, y será mañana un hecho teórico y científico 
también de primer orden, sobre todo si los teóricos sociales e 
intelectuales socialistas de los países del Este europeo son 
capaces de establecer un diálogo serio con el marxismo occidental 
y no sólo con las corrientes más conservadoras (muertas hace 
mucho) del pensamiento burgués europeo. 

El análisis realizado en la sección precedente buscaba sugerir 
que el modelo capitalista de desarrollo se encuentra en un 
impasse, del cual intenta salir por medio de soluciones 
autoritarias que no harán más que agravar la actual crisis de 
legitimación y que, debidamente exhibidas por las fuerzas 
socialistas, podrán provocar una crisis de hegemonía, es decir, 
una Crisis en la que, además de que las soluciones políticas y 
sociales del Estado capitalista dejen de ser objeto de un consenso 
ampliado (lo que se verifica en la crisis de legitimación), sea 


posible pensar una alternativa política y social radicalmente 
diferente y traducida en acciones políticas organizadas. El 
impasse del modelo es visible en las múltiples variantes 
históricas, principalmente en la socialdemócrata que, después de 
1918 y durante mucho tiempo, se enarboló en alternativa 
socialista, el socialismo democrático, y que, pudiendo y debiendo 
haberlo sido (porque el socialismo es democrático o no es 
socialismo), no lo fue y más bien se convirtió en la expresión 
histórica de la inviabilidad de un proyecto socialista alternativo al 
proyecto socialista del Estado entre tanto consolidado. 

Sucede, sin embargo, que el modelo socialista burocrático de 
desarrollo se encuentra igualmente sumido en un impasse cuyas 
proporciones son todavía difíciles de determinar. En gran parte, 
las razones de ese impasse son diferentes de las del impasse del 
modelo capitalista de desarrollo y se van conociendo 
progresivamente según se profundiza el debate en el seno de las 
sociedades dominadas por ese modelo. Hay, sin embargo, razones 
comunes que, por el contrario, han sido muy poco conocidas y 
menos discutidas. Por eso, y porque las consideramos realmente 
importantes, nos ocuparemos de ellas en lo que sigue. 

Hoy es posible pensar que en ambos modelos subyace la 
misma matriz de desarrollo y que el análisis de la estructura 
profunda de las sociedades representativas de los dos modelos 
muestra que esa matriz está en crisis. Designaremos dicha matriz 
como paradigma del progreso, caracterizándola del siguiente 
modo: en lo económico, el principio de crecimiento económico 
infinito y el consecuente predominio de las fuerzas productivas 
sobre las relaciones de producción; en lo social, el principio de 
estratificación basado en la participación desigual en el control 
efectivo (jurídico, administrativo o económico) de los medios de 
producción, y la consiguiente tendencia a la degradación del 
proceso de trabajo de los productores directos; en lo político, el 
principio de la democracia de masas asentado en la nivelación 
horizontal de los ciudadanos ante el Estado centralizado y fuerte, 
y la consecuente tendencia al desarrollo de grandes aparatos 
burocráticos (públicos y/o privados) al servicio de la reproducción 


de esquemas de estratificación social legitimados por los objetivos 
del crecimiento infinito y por los criterios de eficiencia que le son 
propios; en lo ideológico, el principio de la ciencia neutra y 
objetiva como instrumento privilegiado de la superación de las 
diferencias ideológicas y la consiguiente concentración en 
políticas de consenso basadas en la transformación de los 
problemas políticos en problemas técnicos. 

Me parece que esta matriz está globalmente en crisis, y de ello 
resulta, más que de cualquier otro hecho, el impasse al que 
llegaron ambos modelos de desarrollo, tanto el capitalista como el 
socialista de Estado. Á rasgos muy generales, la crisis se revela 
de los siguientes modos. 

En la esfera económica, el énfasis en el crecimiento económico 
no resolvió sino que más bien agravó el problema del hambre en 
el mundo, a pesar de que el paradigma permitió el desarrollo de 
tecnologías que volvieron técnicamente posible la resolución de 
ese problema. Por otra parte, puede decirse que tal resolución se 
volvió tanto más políticamente inviable cuanto más técnicamente 
posible. Es cierto que ambos modelos obtuvieron conquistas 
importantes en la satisfacción de las necesidades de reproducción 
simple y ampliada de la fuerza de trabajo en las sociedades 
centrales respectivas, y, en este campo, los éxitos del modelo 
socialista de Estado son particularmente notables, teniendo en 
cuenta las dificiles condiciones históricas en que se vio forzado a 
operar. No obstante, a medida que los modelos se expandieron 
hacia la periferia, no pudieron cumplir los intereses de desarrollo 
de las sociedades periféricas sino en términos de su incorporación 
en esquemas previamente fijados y básicamente al servicio de los 
intereses fundamentales de las sociedades centrales. Esta 
incorporación dependiente dio origen a relaciones económicas 
desiguales que se reprodujeron en otros niveles de la vida 
colectiva, interna e internacionalmente. 

En la esfera social, el principio de estratificación, conectado a 
los criterios de eficiencia resultantes del principio de crecimiento 
infinito, condujo a la naturalización (rígida) de las desigualdades 
sociales con sedimentaciones múltiples en la apropiación y uso 


desiguales de los medios económicos, sociales, políticos e 
ideológicos colectivos. Más todavía: esas desigualdades tendieron 
a agravarse, abriendo un foso, cada vez más difícil de atravesar 
ideológicamente, entre ellas y los principios subyacentes a los 
modelos. La pérdida progresiva de control sobre el proceso de 
trabajo y de la producción por parte de los productores directos es 
la demostración suprema de la dinámica de estratificación en 
curso y no sorprende que se hayan concentrado ahí las líneas de 
mayor tensión de los modelos. 

En el ámbito político, el principio de la democracia de masas, 
que subyace tanto a la teoría política liberal como a la teoría de la 
democracia popular, no postula, contrariamente a lo que 
generalmente se cree, la participación activa y autónoma de las 
masas. No constituyen, por tanto, desviaciones de dicho principio 
las prácticas políticas que, reclamándose de él, tendieron a 
desarrollar canales de representación limitada y no autónoma por 
vía del partido único o de varios partidos, pero siempre 
concentrando en los partidos la representación política. Así fue 
posible controlar la participación popular en la gestión de la vida 
colectiva. Ello no significa que tal participación haya sido formal o 
mistificadora. Por el contrario, constituyó un avance histórico en 
la democratización de la sociedad, una conquista popular que 
viabilizó muchas otras. En este campo, la crisis del paradigma del 
progreso reside precisamente en que los principios del crecimiento 
económico infinito, de la estratificación (del control) social y de la 
ciencia objetiva están actuando de manera conjunta a fin de 
restringir progresivamente el ámbito de lo políticamente 
discutible y, por tanto, el significado de la representación política 
de las masas. En ambos modelos de desarrollo, pues, se asiste a la 
creación de formas cada vez más intensas de concentración del 
poder, en el seno de las cuales las tecnocracias estatales se 
reproducen y perpetúan, inmunes a la responsabilidad política, 
sea ante los órganos de representación popular, sea incluso ante 
los gobiernos a los que siempre sobreviven. El potencial 
autoritario y la dinámica de exclusión que le son propias están así 
en el núcleo de la crisis de legitimación de ambos modelos. Es 


legitimo prever que esta crisis podría alcanzar niveles más 
elevados en el seno del modelo socialista de Estado, porque, 
habiendo llegado las teorías de la democracia popular mucho más 
lejos que la teoría política liberal en el intento de consagración de 
una participación popular y autónoma, han acabado por tener que 
convivir con formas de concentración del poder social y prácticas 
políticas autoritarias cuya dinámica de exclusión es más fuerte 
que la de las formas de concentración y prácticas autoritarias en 
las formaciones capitalistas centrales. 

Por último, en el campo ideológico, la crisis del paradigma es 
la crisis del modelo científico surgido de la Revolución científica 
del siglo xvi. Este modelo constituye una conquista decisiva de la 
humanidad, pero el hecho de no haber sido capaz de formular la 
relación hombre/naturaleza sino en términos de dominación del 
primero sobre la segunda creó las condiciones para, una vez 
integrado en el proceso histórico de expansión del paradigma del 
progreso, transformarse en agente legitimador de la dominación 
del hombre por el hombre en sus múltiples formas. 
Progresivamente incorporada en los proyectos de dominación, la 
ciencia puede legitimar, simultánea y contradictoriamente, tanto 
la neutralización política de las clases trabajadoras y sus aliados, 
en nombre de la neutralidad de la ciencia, como la realización de 
planes explícitamente políticos, en nombre del progreso científico, 
desde el caso Lysenkol11 y el Proyecto Manhattanl2] hasta los 
intentos de control genético de los ciudadanos y otros 
equivalentes. La crisis profunda de este modelo científico reside 
en lo siguiente: lo que antes era atribuible de modo verosímil a 
desviaciones y estaba confinado al dominio de aplicación de la 
ciencia, hoy se remite cada vez más al modelo científico en sí, a 
sus propios presupuestos epistemológicos y a las condiciones 
sociológicas de la creación (y no sólo de la aplicación) científica. 

Estos rasgos parecen los más marcados de la actual crisis del 
paradigma del progreso, de la que derivan, en gran medida, las 
crisis por las que están pasando los modelos capitalista y 
socialista burocrático de desarrollo. Sólo un análisis de este tipo 
permite comprender por qué cualquiera de los modelos busca 


cada vez más hacer de la presencia histórica del otro la razón 
suficiente de su propia supervivencia. Se dramatizan las 
diferencias para esconder las semejanzas. La verdad es que los 
modelos (y los grupos sociales que se apropiaron de ellos) dejaron 
de creer en sí mismos para legitimarse solamente por aquello que 
no son, y hacer de ello su razón de ser. 


Por un nuevo paradigma 


Del análisis precedente resulta que la lucha por una sociedad 
alternativa, para ser eficaz, debe ser la lucha por la sustitución 
del paradigma del progreso por otro, que provisionalmente 
designaré como paradigma de la supervivencia ampliadal3]. No 
tendría mucho sentido en este momento intentar caracterizarlo 
en detalle, tanto más cuando se corre el riesgo de hacerlo en 
oposición simple al paradigma del progreso. Antes es necesario 
partir de manera realista de lo que existe para, a través de su 
negación utópica, prolongar y profundizar, mediante la reflexión, 
las luchas de las clases trabajadoras por una vida mejor. Las 
transiciones serán múltiples y sólo  conducirán a la 
transformación social profunda si los que luchan en su seno saben 
convertirlas en acumulativas. Porque no se trata de tomar el 
poder tal como existe, sino más bien de transformarlo 
radicalmente. Porque el poder, tal como existe, se manifiesta y 
reproduce en las más diversas áreas de la vida social y no 
solamente en aquella que convencionalmente llamamos política. 
Las luchas sociales serán muy diversas, y más aún lo serán las 
estructuras organizativas en las que se irradiarán. De ahí que no 
tenga sentido establecer catálogos más o menos exhaustivos de 
las luchas y estrategias organizativas a promover. Corresponde 
sólo llamar la atención, como se hará en lo que sigue, acerca de 
las armas teóricas que es necesario desarrollar para dar cuenta y 
profundizar las luchas en sus diferentes mutaciones y ritmos. Con 
mayor razón, no habrá que mencionar las luchas entabladas por 
las clases trabajadoras y sus aliados en las sociedades dominadas 
por el modelo de socialismo de Estado. Por un lado, no se conocen 


en profundidad las realidades de esas sociedades. Por otro, 
incluso presumiendo el desarrollo próximo de nuevas formas de 
cooperación entre las clases trabajadoras e intelectuales 
socialistas de las sociedades capitalistas y de las sociedades 
socialistas de Estado, cada una tendrá que concentrar siempre 
sus fuerzas y luchas en su realidad más próxima, en la sociedad 
con la que se comprometen más profundamente, en su vida 
cotidiana. 

Hay que reconocer que las luchas socialistas se han 
mantenido, en general, en un nivel subparadigmático, es decir, se 
movieron dentro del paradigma del progreso, sin cuestionarlo. 
Este hecho, como he sugerido, es en gran parte responsable del 
impasse en el que se encuentran, al igual que los modelos que 
critican. Corresponde, pues, a las clases trabajadoras y sus 
aliados profundizar las luchas socialistas hasta el nivel 
paradigmático y, una vez que lo hayan conseguido, intentar 
mantenerlas a ese nivel. 

De ello resulta que la primera lucha es, precisamente, la lucha 
por la definición de la crisis que atravesamos. Sólo una definición 
paradigmática de la crisis permite formular ciertas preguntas que 
pertenecen a nuestra cotidianidad y nos preocupan cada vez más, 
y que, sin embargo, no ha sido posible hasta ahora integrar en las 
luchas socialistas, dejando, por el contrario, muchas veces en 
ridículo a quien las hace. Sin pretensión de sistematización, 
señalo algunas de esas cuestiones. 

¿Por qué la rueda del desarrollo produce al mismo tiempo 
riqueza y miseria? ¿Por qué las luchas más nobles contra la 
opresión y las concepciones oligárquicas del poder desembocaron 
en soluciones políticas autoritarias, con fuerte dinámica de 
exclusión? ¿Por qué el progreso científico está cada vez más 
intimamente ligado a los aparatos militares y a los proyectos 
bélicos y, por tanto, a la política de destrucción? ¿Por qué sabemos 
cada vez más respecto a lo superfluo y cada vez menos acerca de 
lo que es estrictamente necesario para nuestra supervivencia? 
¿Por qué se pasó, en las ciudades contemporáneas, de la gestión 
del tiempo a la gestión de la falta de tiempo? ¿Por qué perdemos 


más tiempo en los transportes cuanto más rápidos son? ¿Por qué 
aumentan las posibilidades de estar enfermos en proporción 
directa al aumento de los profesionales de la salud teóricamente a 
nuestra disposición? ¿Por qué contaminar un río es, desde el 
punto de vista penal, menos grave que matar a un hombre? ¿Por 
qué no se puede beber agua del grifo, sea en el nordeste brasileño, 
por exceso de microbios y parásitos, sea en Los Ángeles, por 
exceso de productos químicos? ¿Por qué se lavan los dientes con 
detergente después de las comidas y no se limpia el bosque 
después de un picnic? ¿Por qué pagamos cada vez más caro por 
alimentos cada vez menos ricos? ¿Por qué la industrialización del 
turismo y del tiempo libre hace que ocupemos nuestro ocio 
subordinado a ritmos, controles, programaciones y molestias 
estructuralmente semejantes a los que nos trituran en la fábrica o 
en la oficina? 

Sólo una crítica paradigmática podrá conferir un sentido 
socialista y auténticamente radical a estas cuestiones. Para que 
tal crítica sea posible, son necesarias armas teóricas que, por 
ahora, no tenemos. De ahí que el frente cultural sea en este 
momento uno de los retos más decisivos para las fuerzas 
socialistas. Es un frente de muchos frentes que conlleva la crítica 
de múltiples categorías, distinciones, evidencias de sentido 
común, postulados pseudocientíficos y ampliamente compartidos, 
que el paradigma del progreso supo infiltrar en lo más hondo de 
nuestro proceso de socialización. Por eso es un frente difícil, ya 
que los elementos operativos del discurso y de la comunicación 
están inscritos en nuestras estructuras mentales, son «naturales» 
a nuestro modo de pensar y es extremadamente penoso pensar 
sin ellos. 


La relación hombre/naturaleza 


Veamos, por ejemplo, la distinción hombre/naturaleza. Desde 
el siglo xvi, el ser humano tiene con la naturaleza una relación 
estructuralmente pobre y desequilibrada, una relación de 
explotación asentada en una concepción unidimensional de la 


naturaleza. Al reducir la naturaleza a materia prima, sobre la 
cual el hombre soberano inscribe el sentido histórico del proceso 
de desarrollo, la ciencia moderna provoca una ruptura ontológica 
entre el ser humano y la naturaleza sobre cuya base se 
constituyen otras, tales como la ruptura entre el sujeto y el objeto 
de conocimiento y, más adelante, la ruptura entre las ciencias 
naturales y las ciencias sociales. La naturaleza es deshumanizada 
y el hombre es desnaturalizado, creándose así las condiciones 
para que este último pueda ejercer sobre la primera un poder 
arbitrario, ética y politicamente neutro. Pero ese hombre 
desnaturalizado no es un hombre cualquiera, una entidad 
abstracta, aunque así lo haya concebido la filosofia occidental. En 
términos sociológicos, ese hombre es el burgués, en el sentido 
original de la palabra; es la clase revolucionaria que lleva en sí el 
espíritu emergente del capitalismo y que utilizará la relación de 
explotación de la naturaleza para producir un desarrollo de las 
fuerzas productivas sin precedentes en la historia de la 
humanidad. De ahí que la relación de explotación de la 
naturaleza sea la precondición de la relación de explotación del 
hombre por el hombre, instaurada por el modo de producción 
capitalista. Las dos relaciones se pertenecen naturalmente y la 
acción sobre una de ellas no dejará, por cierto, intacta a la otra. 

Ante los resultados destructivos, hoy evidentes, de esta 
relación entre el ser humano y la naturaleza, una lucha socialista 
paradigmática tendrá que ser también una lucha por una nueva 
concepción de la naturaleza y por una relación más rica y 
equilibrada entre el ser humano y la naturaleza. Sin caer en las 
concepciones místicas o alquímicas del pensamiento medieval, es 
necesario restablecer el diálogo con la naturaleza interrumpido en 
el siglo xvi, lo que presupone la rehumanización de la naturaleza 
y la renaturalización del ser humano. Convertida la naturaleza 
en la otra cara del hombre, el fetichismo tecnológico cae por su 
propio peso, y los procesos técnicos conquistados y por conquistar 
serán evaluados y seleccionados en función de la preservación de 
esa identidad. 


Las luchas sociales dirigidas a estos objetivos presuponen (y al 
mismo tiempo propician) una reconversión profunda de nuestros 
procesos y categorías de conocimiento científico, y desde luego 
una eliminación progresiva de la distinción entre ciencias 
naturales y ciencias humanas. Pero, a un nivel más global, esa 
reconversión acabará por poner en cuestión la propia distinción 
entre ciencia y sentido común, entre prácticas científicas y 
prácticas cotidianas. El socialismo paradigmático (el único por el 
que merece la pena luchar, si no el único viable a la luz de la 
historia futura) se distingue del capitalismo por la cualidad de lo 
cotidiano que instaura, más que por cualquier otra cosa. Es por 
ello también que la lucha por el socialismo comienza en la vida 
cotidiana de los socialistas o no comienza nunca. 


El poder y la política 


Otra área en la que las armas teóricas de las que disponemos 
son muy deficientes y carecen de profunda reconversión es el 
ámbito tradicionalmente designado como política. El principio de 
la democracia de masas se basa en una división interna del 
proceso social en cuyos términos se confiere a una de las áreas 
especificamente la función de producción y distribución del poder. 
Tal área es el área política, y su constitución es fundamental para 
la legitimación de la participación limitada en el ejercicio del 
poder por parte de las clases populares que, como dijimos, es 
inherente al principio de la democracia de masas. La conversión 
de la política en una práctica social específica alcanzó su auge en 
la teoría política liberal, que imponía el control de la 
incorporación de la clase trabajadora al ejercicio del poder político 
capitalista. La idea de ciudadanía se quedaba en la puerta de la 
fábrica para que la política de las relaciones de producción no se 
reconociese en las relaciones de producción política. Las teorías de 
la democracia popular buscaron producir una alternativa radical 
a los esquemas de representación de la teoría política liberal, 
estableciendo múltiples canales de ejercicio autónomo y 
potencialmente ilimitado del poder por parte de la clase 


trabajadora. Sin embargo, como dijimos, el proceso histórico del 
modelo socialista de Estado acabó por crear desvíos y obstáculos 
al acceso efectivo a las formaciones de poder entre tanto 
instituidas. 

Las luchas socialistas, que pronto surgieron en las sociedades 
dominadas por el modelo capitalista de desarrollo, han sido 
restringidas en gran medida, a pesar de sus formulaciones 
radicales, a la concepción de política de la teoría liberal. Ello se 
refleja en las propias estructuras organizativas que privilegian, 
es decir, en los aparatos y estructuras de partidos en cuanto 
máquinas especializadas en la producción de un artefacto 
igualmente especializado llamado oposición política. 

Es urgente cuestionar esta concepción de política y las que le 
sirven de soporte, o sea, la concepción de poder y la propia 
concepción de Estado. Para eso es necesario partir de la idea de 
que la política es una práctica social global porque los 
mecanismos de poder se reproducen en todas partes. Sin duda, el 
Estado capitalista es hoy una entidad específica y dominante. En 
él se condensan las contradicciones de clase y se activan los 
mecanismos de poder necesarios para mantenerlas en niveles de 
tensión funcionales desde el punto de vista de la reproducción de 
la dominación de clase. Se ha dicho incluso que, a medida que el 
Estado se constituye en garante de las condiciones generales de 
acumulación y judicializa las relaciones trabajo/capital hasta los 
últimos detalles, las luchas socialistas tienden a moverse de lo 
local y del proceso de trabajo hacia la arena del Estado. Siendo 
esto verdad, no es, empero, toda la verdad, pues lo que sucede no 
es tanto el traspaso del núcleo de las luchas de clase del proceso 
de trabajo hacia el Estado, sino más bien la creación en el proceso 
de trabajo de sistemas de control semejantes a los que subyacen 
al poder del Estado. De hecho, los estudios, hoy numerosos, sobre 
el proceso de trabajo en el modo de producción capitalista han 
llegado a dos conclusiones principales. Por un lado, el proceso de 
trabajo se ha degradado progresivamente con la pérdida de 
control del proceso mismo por parte de los productores directos, 
con la relación material y cognitiva cada vez más remota entre el 


productor y el producto acabado, con la creciente estandarización 
y monitorización de las tareas. Por otro, las formas de control 
sobre el proceso de trabajo y sobre los productores directos han 
evolucionado del control directo (ejercido físicamente por el 
patrón o el capataz en los centros de producción) hacia el control 
técnico (ejecutado mediante la concepción y el ritmo de las 
máquinas), y ahora hacia el control burocrático (ejercido a través 
de reglas y orientaciones generales sobre el comportamiento en el 
centro de trabajo y hasta fuera del mismo). Se constata que el 
control burocrático, dominante en el sector productivo más 
avanzado, es un control enteramente judicializado, un control de 
tipo estatal; un control estatal fuera del Estado. El hecho de que 
las estructuras de poder estatal se reproduzcan más allá de los 
aparatos de Estado revela las insuficiencias de las actuales 
concepciones del Estado y de las relaciones entre el Estado y la 
sociedad civil. Aún más: es sobre todo la distinción entre Estado y 
sociedad civil la que está en cuestión y pierde progresivamente el 
sentido. En este proceso lo que importa, pues, no es tanto el 
desplazamiento del centro de las luchas socialistas del proceso de 
trabajo hacia otras arenas, sino la transformación de las luchas 
en el proceso de trabajo en luchas políticas y, por tanto, en luchas 
por la transformación del poder que este proceso genera. 

Saliendo del campo de la producción hacia el de la 
reproducción, o sea, la familia, el domicilio, la educación, el ocio, 
los medios de masas, las relaciones hombre/mujer, son detectables 
otras formas de poder que constituyen aquello que en otro lugar 
denominé poder caósmico (Santos, 1980)[4]. Se trata del poder 
emergente de la multiplicidad de las relaciones e intervenciones 
sociales siempre en la medida en que estas se asientan en la 
desigualdad. Es un micropoder, atomizado, acéntrico y sin 
localización especifica. Se distingue del poder jurídico, que, al 
contrario, es un macropoder formal ejercido en instituciones 
jerárquicamente dispuestas, un poder que designo como poder 
cósmico y que se identifica primordialmente con el Estado. A mi 
entender, la sociedad capitalista se basa en esta concepción 
dualista del poder. Las dos formas de poder corresponden a las 


dos formas básicas de desigualdad social, esto es, la 
macrodesigualdad de clase y la microdesigualdad de la 
interacción social. El poder cósmico y el poder caósmico son 
complementarios y cada uno de ellos crea las condiciones para la 
reproducción y la tolerancia del otro. No obstante, la teoría 
política liberal se basa en la negación militante del poder 
caósmico y de ahí parte para formular la distinción entre Estado 
(el reino del poder) y sociedad civil (el reino de la libertad y de la 
igualdad), y para reducir, lógicamente, el campo de la política al 
espacio del poder cósmico. 

Del análisis precedente se desprende que, en este ámbito, la 
lucha socialista paradigmática debe incidir en la creación de una 
alternativa a la concepción liberal del poder y de la política, así 
como en la reivindicación de la existencia de diferentes formas de 
poder y la ampliación de la acción política a todas ellas. 


La revolución y la reforma 


Para la concepción globalizante de la política socialista aquí 
presentada, la toma del poder es la última etapa, y no la primera, 
de la transformación del poder. Obviamente, la concreción de esta 
idea debe sumergirse en las condiciones históricas específicas de 
las sociedades en las que ocurre, y a este nivel es particularmente 
decisiva la distinción entre las formaciones de poder de los países 
centrales y las de los países periféricos. De todos modos, esta 
concepción no puede convivir fácilmente con estrategias y tácticas 
que parten de otras concepciones muy diferentes e incluso 
opuestas. Se exige también aquí un profundo trabajo de 
reconstrucción teórica. Y en el centro de ese trabajo están los 
conceptos de revolución y de reforma. Las fuerzas socialistas han 
vivido bajo el imperio de la concepción leninista de la revolución, 
tanto cuando la adoptan como cuando la combaten. Siendo un 
hecho histórico explicable y comprensible, hoy es pernicioso — 
como lo es el concepto de reforma, que es su contraparte y del que 
se apropió históricamente la socialdemocracia. 


La revolución socialista es el proceso social más o menos largo 
de transformación global de las diferentes estructuras de poder de 
las sociedades capitalistas, en el sentido de la democratización 
global de la vida colectiva e individual. No es posible, por tanto, 
pensar separadamente los conceptos de revolución y de reforma. 
Claro que ambos deben pensarse de modo muy diferente del que 
hasta ahora dominó en el campo socialista. 

Veamos lo que caracteriza la reforma socialista y la distingue 
claramente de la reforma socialdemócrata. En primer lugar, la 
reforma socialista no diferencia entre el proceso y el resultado de 
la lucha, con la convicción de que, en su sentido y valor político, el 
resultado depende siempre del proceso que le dio origen. Las 
luchas por el salario y por la vivienda se diferencian por los 
objetos a los que se dirigen, pero no necesariamente por los 
procesos en los que se desenvuelven. La distinción entre luchas 
primarias (en el ámbito de la producción) y luchas secundarias 
(en el campo de la reproducción social) debe ser abandonada 
porque conduce a la sobrevaloración de los resultados de las 
luchas en detrimento de los procesos que los producen. 

En segundo lugar, estos procesos, siendo diversos en las 
circunstancias concretas en las que ocurren, comparten, como 
característica esencial, el objetivo de maximizar el denominador 
común de participación en las luchas y sus resultados. Es decir, la 
opción de clase de las reformas y su eficacia socialista se evalúan 
en función de la profundización del contenido democrático de las 
relaciones sociales por ellas obtenido, tanto en el proceso de lucha 
como en el usufructo de los resultados. En suma, las reformas 
socialistas tienen como objetivo la ruptura democrática, o sea, la 
revolución socialista, y esta, a su vez, no es cualitativamente 
diferente de las reformas que la preceden y la posibilitan. La 
revolución socialista será lo que hayan sido las reformas que la 
fueron constituyendo. De ahí que la dicotomía reforma/revolución 
en los términos en que se empleó deba ser superada. Es necesario 
revolucionar las reformas y reformar la revolución, y que quien 
esté máximamente interesado en la ruptura revolucionaria tenga 
que estar, bajo pena de incoherencia, máximamente interesado 


también en las reformas, por mínimos que sean sus resultados 
parciales. 

Desde esta perspectiva, debe colapsar otra distinción: la 
distinción entre luchas democráticas y luchas socialistas, tal como 
fue concebida por la III Internacional. Esta distinción, aunque fue 
tácticamente útil en los periodos de resistencia antifascista, acabó 
por establecer una ruptura entre democracia y socialismo, 
convirtiendo la primera en fase preliminar del segundo. Esta 
exteriorización recíproca de la democracia y del socialismo 
legitimó todas las formas de manipulación, perversión y hasta 
eliminación del ejercicio democrático, siempre que ello fue 
juzgado necesario para la prosecución de los objetivos socialistas. 
La degradación de la democracia acabó por transformarse en 
elemento constitutivo de las estructuras y prácticas de partido de 
la III Internacional. Los efectos negativos de estas concepciones 
para las luchas socialistas comienzan hoy a ser conocidos, 
evaluados y criticados. En un tiempo histórico en el que, como 
dijimos antes, las nuevas formas de autoritarismo se articulan 
con el ejercicio democrático, limitándolo sin excluirlo, cabe a los 
socialistas luchar por la profundización de ese ejercicio en el 
sentido expuesto, o sea, la obtención del máximo denominador 
común de participación democrática autónoma en todas las áreas 
de la acción social sobre las cuales inciden las luchas. Sobre todo 
en los países de la periferia europea, en los que, como también se 
ha dicho, la dinámica autoritaria de exclusión tiende a exceder la 
dinámica socialdemócrata de la participación limitada, cabe a las 
clases trabajadores tomar la bandera de las luchas democráticas 
en cuanto luchas por el socialismo. El socialismo no es otra cosa 
que la democracia sin fin. Por tanto, no se combate el capitalismo 
por ser democrático, sino por no serlo o no poder serlo 
plenamente. El uso de las formas políticas de la democracia 
liberal no es un mero expediente táctico descartable tan pronto 
como se recomienda. Tales formas constituyen un avance histórico 
importante del cual ha de partirse para nuevas profundizaciones 
del ejercicio democrático. La democracia parlamentaria es, pues, 
un punto de partida (imprescindible, al menos en las condiciones 


históricas de Europa) y no un punto de llegada. Su 
transformación en el seno de una política socialista llevará 
ciertamente a integrarla con otras formas democráticas, en 
especial con la democracia directa o de base. 


El frente cultural 


Un programa de reflexión como el que acaba de exponerse no 
puede ser un simple ejercicio intelectual para intelectuales. Para 
tener eficacia socialista deberá plasmar las prácticas concretas de 
las clases trabajadoras y sus aliados en lucha por el socialismo, 
confiriéndoles mayor profundidad y transparencia, tanto en los 
procesos como en los objetivos. Para eso es necesario transformar 
esta y otras reflexiones en materia de discusión con miras a la 
creación de un proyecto de un frente cultural socialista. No es una 
tarea fácil, sobre todo en países como Portugal, donde el proyecto 
cultural de derecha continua siendo dominante y está intacto pese 
a los cambios producidos tras el 25 de abril de 1974. Resulta 
todavia más importante reconocer que este proyecto, siendo de 
derecha, habita tanto en la izquierda como en la derecha. Por 
tanto, el frente cultural a promover tendrá que ser un frente 
contra nosotros antes que un frente contra los otros. 

Más allá de las condiciones específicas de la sociedad 
portuguesa contemporánea, la creación de un frente cultural 
socialista es una tarea dificil porque tiene lugar en un mundo 
dominado por la cultura de masas y porque debe afirmarse en su 
contra, utilizándola. La dificultad se convierte en obvia cuando se 
consideran las características de la cultura de masas. Los 
artefactos de esta última se caracterizan en general por la 
búsqueda del menor denominador cultural común; la 
trivialización por repetición (repetición sin texto original); la 
variación mínima de patrones como principio de mercantilización 
de la narrativa; el predominio de la cultura reconfortante sobre la 
cultura inquietante. De cara a esta caracterización, no es dificil 
revelar que el frente cultural socialista se encuentra en las 
antípodas de la cultura de masas. El frente cultural socialista es 


un proceso de producción cultural que busca: superar la 
polarización e incluso la distinción entre emisor y receptor; la 
horizontalidad y la presencia específica de la comunicación en 
cada una de las prácticas sociales que lo constituyen; la 
persuasión basada en la distribución de la información, del 
discurso y de la argumentación; la búsqueda del máximo 
denominador cultural común; el rechazo de la trivialización 
mediante la introducción de lo sublime y lo extraordinario (de la 
utopía, en suma); la desmercantilización de la narrativa a través 
de la creación de valores culturales de uso; el equilibrio dinámico 
entre la cultura inquietante y la cultura reconfortante. 

En síntesis, mientras la cultura de masas se asienta en el 
reparto de silencio entre las clases populares, el frente cultural 
socialista lucha para que estas retomen o, mejor, recreen la 
palabra y hagan de ella el instrumento de producción cultural 
colectiva, el símbolo de su presencia en la historia. Esto no 
significa que el frente cultural socialista no pueda y no deba 
utilizar la cultura de masas aprovechando sus contradicciones 
internas y tratando de liberar, para uso autónomo de las clases 
populares, las inmensas potencialidades técnicas que esta 
acumuló. 

El frente cultural socialista podrá y deberá integrar 
creativamente muchos de los procesos y artefactos de la cultura 
popular tradicional (que, como es obvio, nada tienen que ver con 
la cultura de masas). En una formación social como la 
portuguesa, sólo mediante la articulación de los modos de 
producción cultural y simbólica se obtiene el acomodo y la 
flexibilidad deseables en el seno de las prácticas sociales. 

Sobre todo, compete al frente cultural socialista transformar 
en experiencia y vivencia cotidianas la idea de que la cultura es 
elemento constitutivo de todas las prácticas sociales, incluso de 
las más «puramente» económicas. Las distinciones entre base y 
superestructura, o entre las diferentes instancias de la práctica 
social, deben ser entendidas de modo que no pongan en cuestión 
esta idea. Por ello la lucha por el salario, por ejemplo, puede y 
debe ser concebida como una lucha también cultural. Una 


concepción amputada del marxismo nos llevó a pensar que aquí 
abajo está la economía y allí arriba la cultura. La sociedad no es 
un ascensor: no dejemos que nuestras luchas lo sean. 


biológica y__consiguió desacreditar en la URSS la teoría 
cromosómica de la herencia y lanzar el anatema sobre la genética 
mendeliana. A causa de ello, las investigaciones en genética se 
suspendieron, _se destituyó a investigadores de sus cargos y_cesó 
la enseñanza de genética entre 1948 y_1964. 


desarrollo que produjo las primeras bombas atómicas durante la 


Segunda Guerra Mundial. Fue liderado por Estados Unidos con el 
apoyo del Reino Unido y Canadá. 

[8]_Se refiere a un nuevo paradigma social, ético, político y 
epistemológico que se realiza en el ejercicio de la solidaridad y_la 
participación, _y__al cual en posteriores  reformulaciones 


denominará «paradigma de un conocimiento prudente para una 
vida decente» ÍN, del T.]. 

[4] El poder caósmico —explica el autor en la obra Crítica de la 
razón indolente— «es el poder descentralizado e informal, ejercido 
por múltiples microcentros de poder en secuencias caóticas sin 
límites predefinidos» [N, del T.]. 


Parte II 
La transición de la integración europea a la desintegración 
europea 


Capítulo IV 
Un diagnóstico portugués 


En 1994, escribí lo siguiente sobre Portugall 1]: 


Portugal es una sociedad de desarrollo intermedio. Algunas 
características sociales (tasa de crecimiento poblacional, leyes e 
instituciones, algunas prácticas de consumo, etc.) la aproximan a 
las sociedades más desarrolladas, mientras otras (ineficiencia del 
Estado, deficiencia de las políticas sociales, especialización 
industrial, etc.) la aproximan a las sociedades menos 
desarrolladas. Ahora bien, las teorías y las categorías analíticas 
utilizadas por las ciencias sociales para caracterizar los procesos 
y estructuras sociales fueron creadas teniendo en cuenta, o bien a 
las sociedades centrales más desarrolladas (el llamado Primer 
Mundo), o bien a las sociedades periféricas (el llamado Tercer 
Mundo), y se adecúan mal a caracterizar sociedades intermedias, 
como Portugal. Si tenemos en cuenta los indicadores sociales 
normalmente utilizados para contrastar el Primer y el Tercer 
Mundo (clases sociales y estratificación social, relaciones 
capital/trabajo, relaciones HEstado/sociedad civil, estadísticas 
sociales, modelos de consumo o de reproducción social, etc.), se 
concluye fácilmente que Portugal no pertenece a ninguno de esos 
mundos. 

En ausencia de una adecuada innovación teórica, se corre el 
riesgo de analizar la sociedad portuguesa por lo negativo, por 
aquello que ella no tiene cuando es comparada, o con las 
sociedades centrales, o con las sociedades periféricas. Tal 
negatividad es otra forma de desconocimiento y por eso también 
campo fértil para análisis míticos y catalogaciones de exotismo, 
que son, en este caso, efectos de la inadecuación de los 


instrumentos analíticos. La innovación teórica pretende captar la 
especificidad de nuestras prácticas sociales, económicas, políticas 
y culturales de molde para convertirlas en potencialidades 
universalizantes en un sistema mundial caracterizado por la 
competencia interestatal. 

No se trata de  insuflar nacionalismos reactivos 0 
reaccionarios, sino de medir riesgos e identificar —si no incluso 
inventar— oportunidades en una dinámica trasnacional cada vez 
más volátil. En 1762 Rousseau criticaba, en El contrato social, a 
Pedro el Grande de Rusia por no respetar la identidad nacional 
rusa: «Quiso formar alemanes, ingleses, cuando era necesario 
comenzar a formar rusos; impidió que sus súbditos se 
convirtieran alguna vez en lo que ellos podrían ser, 
convenciéndolos de que eran lo que no son» (1968, p. 125). Es 
conocida la reacción encolerizada que esta apreciación de 
Rousseau suscitó en Voltaire. Entre las posiciones de estos dos 
ilustres philosophes, es necesario identificar la dialéctica de lo 
nacional y de lo transnacional, de lo local y de lo universal. 
Finalmente, Afonso Duarte la vislumbró en dos versos lapidarios: 


(Quiero ser europeo: quiero ser europeo 
en cualquier rincón de Portugal. 


El carácter semiperiférico del desarrollo portugués tiene una 
larga duración histórica. Durante muchos siglos, Portugal fue 
simultáneamente el centro de un gran imperio colonial y la 
periferia de Europa. Aquí reside el elemento básico estructurante 
de nuestra existencia colectiva. Portugal fue el único país 
colonizador que era considerado por otros países colonizadores 
como un país nativo o salvaje. Al mismo tiempo que nuestros 
viajeros diplomáticos y militares describían los curiosos hábitos y 
modos de vida de los pueblos salvajes con los cuales tenían 
contacto en el proceso de construcción del imperio, viajeros 
diplomáticos y militares de Inglaterra o de Francia describían, 
ora con curiosidad, ora con desdén, los hábitos y modos de vida de 
los portugueses, para ellos tan extraños al punto de parecerles 


poco menos que salvajesl2]. Si los misterios del «carácter 
nacional» fueran susceptibles de develamiento, sería bueno 
buscar en esta duplicidad de imágenes y de representaciones la 
llave para la alegada plasticidad, ambigitedad e indefinición que 
los discursos mítico y psicoanalítico le atribuyen al «carácter del 
hombre portugués». 

Llegado a su fin el ciclo del imperio, Portugal está 
renegociando su posición en el sistema mundial. No es posible que 
en un futuro cercano sea ascendido al centro del sistema (que 
pase a ser un país desarrollado) o degradado hacia su periferia 
(que pase a ser un país subdesarrollado). Es más probable que su 
posición intermedia se consolide con nuevas bases. 

La sociedad portuguesa tiene el estatuto de sociedad de 
desarrollo intermedio o semiperiférico en el contexto europeo, un 
estatuto que comparte con Grecia, Irlanda y, hasta cierto punto, 
con España. Las sociedades de desarrollo intermedio ejercen una 
función de intermediación en el sistema mundial, sirviendo 
simultáneamente de puente y de tapón entre los países centrales 
y los países periféricos. Su modelo de especialización, por ejemplo, 
tiende a estar dominado por producciones que se desvalorizan en 
el plano internacional y que, por lo tanto, les dejan de interesar a 
los países centrales, como puede ser paradigmáticamente 
ilustrado con el caso de la producción textil en los últimos 
cincuenta años. 

En el caso de Portugal, la función de intermediación se basó 
durante cinco siglos en el imperio colonial. Portugal era el centro 
en relación con sus colonias y la periferia en relación con 
Inglaterra. En sentido menos técnico se puede decir que durante 
mucho tiempo fue un país simultáneamente colonizador y 
colonizado. El 25 de abril de 1974, Portugal era el país menos 
desarrollado de Europa y, al mismo tiempo, el único dueño del 
mayor y más duradero imperio colonial europeo. 

El fin del imperio colonial no determinó el fin del carácter 
intermedio de la sociedad portuguesa, pues estaba inscrito en la 
matriz de las estructuras y de las prácticas sociales, dotadas de 
fuerte resistencia e inercia. Pero el fin de la función de 


intermediación de base colonial hizo que el carácter intermedio 
que se apoyaba en parte en ella quedara de algún modo 
suspendido, a la espera de una base alternativa. Esa suspensión 
social permitió que en el pos-25 de abril (entre 1974 y 1976) fuera 
socialmente creíble la pretensión de Portugal de equipararse con 
los países centrales e incluso, en algunos aspectos, de asumir 
posiciones más avanzadas. En 1978, el FMI destruyó la 
credibilidad de esa pretensión. Desde entonces Portugal entró en 
un periodo de renegociación de su posición en el sistema mundial, 
buscando una base capaz de llenar el vacío dejado por la caída del 
imperio. Al comienzo de la década de los ochenta ya era claro que 
esa base tendría como elemento fundamental la integración en la 
Comunidad Europea. 

Puesto que la UE es el centro de una de las tres grandes 
regiones del sistema mundial —los centros de las otras regiones 
son Estados Unidos, Japón y, crecientemente, Chinal3)-, la 
integración en la UE tiende a crear la ilusión aceptable de que 
Portugal, por integrarse al centro, pasa a ser central, y el discurso 
político dominante ha sido el gran agente de la inculcación social 
de la imaginación del centro: estar con Europa es ser como 
Europa. Con todo, cuando se analiza detalladamente el interior 
del centro, es fácil verificar que la realidad sigue un camino 
diferente del de los discursos. En los últimos diez años, la 
diferencia entre los ingresos nacionales máximos y mínimos en el 
interior de la Comunidad no se atenuó y, con respecto a algunos 
indices, aumentó incluso la distancia social entre las regiones 
más desarrolladas y las menos desarrolladas de la Comunidad. El 
modelo de desarrollo seguido en Portugal desde 2000 tiene un 
mayor potencial periferizante que centralizador. Se basa en la 
desvalorización internacional del trabajo portugués al optar por 
privilegiar, entre los sectores de exportación, aquellos que se 
encuentran en creciente proceso de desvalorización internacional, 
como, por ejemplo, el sector textil. En consecuencia, el patrón de 
especialización productiva de nuestra economía bajó en los 
últimos diez años, mientras que el modelo español aumentó. 
Portugal tiene hoy una de las tasas más bajas de desempleo de 


Europal4], pero también tiene una de las más degradadas 
relaciones salariales. O sea, se privilegió la cantidad del empleo 
en detrimento de la calidad del mismo, lo que sucede muchas 
veces en los países periféricos. 

En suma, las señales de degradación social son más fuertes 
que las señales de ascenso. En este contexto, las relaciones entre 
Portugal y España asumen una relevancia especial. Tal como el 
ascenso de Brasil en el sistema mundial corrió a la par con la 
degradación de Argentina, cabe preguntarse si el ascenso 
indudable de España, al que algunos (el sociólogo Salvador Giner, 
entre otros) ya consideran como un país central, no acarreará la 
degradación de Portugal. Aquí reside ciertamente una de las 
bases sociológicas del más reciente arranque de iberismo (Natália 
Correia, Eduardo Lourenco, Vasco Pulido Valente, Joúío Palma 
Ferreira, entre otros). El «federalismo ibérico» está, de hecho, en 
curso, pero no por vía de renacidas creencias en hispanidades 
míticas. Procede, eso sí, en buena medida, de la actuación de las 
erandes multinacionales, que establecen sus cuarteles generales 
en Madrid o Barcelona y toman como unidad de acción la 
península Ibérica. 

Es probable que la integración en la UE mantenga dentro de 
ciertos límites la degradación de Portugal, pero no es menos 
probable que para eso Europa se desarrolle a tres velocidades: 
países centrales; España; Irlanda, Portugal y Grecia. Si así fuera, 
Portugal consolidará en una nueva base su posición 
semiperiférica en el sistema mundial. 


Esta era, en mi análisis, la situación en 1994. Lo que está en 
discusión es saber si la intervención externa de la Troika (UE: 
BCE-FMD) va o no a mantener dentro de ciertos límites la 
degradación de Portugal. Está fuera de discusión que puede 
contribuir a su ascenso al estatuto de país europeo desarrollado. 
Antes de analizar el impacto previsible de las medidas de 
austeridad recesiva de los próximos tiempos, y para entender la 
magnitud de los desafios que la sociedad portuguesa afronta, 
conviene tener una perspectiva más amplia, tal vez más 


inquietante, pero también más serena, de lo que está en juego en 
un país con una historia muy diferente de la de otros países 
europeos y que siempre mantuvo con Europa una relación tensa, 
no sólo en el plano económico sino también en el político y 
cultural. Con esto procuro contextualizar la crisis de corto plazo, 
insertándola en la crisis de medio y largo plazo. 


El problema del pasado como exceso de diagnóstico 


¿Cuánto pesa el pasado en el presente y en el futuro de 
Portugal? Este no es un problema especificamente portugués. Es 
un problema de todos los países periféricos y semiperiféricos en el 
sistema mundial. La concepción del tiempo lineal que domina la 
modernidad occidental, esto es, la idea de que la historia tiene 
una dirección y un sentido únicos, hace que los países centrales o 
desarrollados, ubicados por esa razón en la punta de la flecha del 
tiempo, definan como atrasado todo lo que es asimétrico de ellos 
(Wallerstein, 1984; Santos, 2006, pp. 87-154). Por eso, sólo en 
ellos el pasado no es problemático, ya que justifica y ratifica el 
éxito del presentel5). 

El problema del pasado puede, pues, definirse como el 
conjunto de representaciones sobre las condiciones históricas que 
en una sociedad dada explican las deficiencias del presente, 
formuladas como atrasos en relación con el presente de los países 
más desarrollados, y que, por su duración histórica, hacen prever 
dificultades en la superación de tales deficiencias en el futuro 
inmediato. En las condiciones del sistema mundial moderno, en la 
forma como lo conciben las ciencias sociales occidentales, el 
problema del pasado tiende a ser tanto mayor: a) cuanto más 
difundida es la percepción social de la distancia entre el país en 
cuestión y los paises más desarrollados que le sirven como 
referencia; b) cuanto más hegemónica es la representación de que 
tal distancia podía y debía ser menor; c) cuanto más creíble es la 
idea de que tal distancia menor no ha sido hasta ahora posible 
por causas o condiciones internas. 


A la luz de estos factores, el problema del pasado en Portugal 
tenderá a ser grave. Por haber sido uno de los primeros 
protagonistas de los procesos que condujeron al desarrollo de los 
países desarrollados de hoy —la expansión europea, es 
comprensible que la distancia que ha separado a Portugal de los 
países más desarrollados en los últimos tres siglos sea 
considerada excesiva O inmerecida, que se piense que tal 
distancia podía hoy ser mucho menor y que, si no es así, es debido 
a causas internas. 

El problema del pasado se manifiesta como exceso de 
diagnóstico (Santos, 1994, pp. 49-67; Santos, 2001a). El exceso de 
diagnóstico consiste en la reiteración de las mismas razones para 
explicar el atraso en muchos y diferentes tiempos y contextos 
históricos. Veamos algunos ejemplos. 

Sobre la emigración: 

Otros se pasan a reinos extraños, principalmente a los de 
Castilla, por la facilidad de vecindad donde antes de la 
Aclamación había tantos portugueses que muchas personas 
afirmaban que la cuarta parte de los moradores de Sevilla eran 
nacidos en Portugal Í...] y por toda Castilla la Vieja y 
Extremadura es notorio que los más de los trabajadores 
mecánicos eran naturales de este reino, los cuales por no tener 
acá en que trabajar se iban allá a ganarse la vida (Manuel 
Severim de Faria, 1665, p. 129). 


Sobre el déficit comercial (más importaciones que 
exportaciones), debido a la debilidad de nuestra producción: 

¿Quién hay de nosotros que traiga consigo alguna cosa hecha 
en Portugal? Encontraremos (y ni siquiera todos nosotros) que 
sólo el pañuelo y los zapatos son obras nuestras (Duarte Ribeiro 
de Macedo, 1675, p. 174). 


Sobre la discrepancia entre el país oficial y el país real: 

Es preciso que el país de la realidad, el país de las parejas, de 
las aldeas, de los pueblos, de las ciudades, de las provincias, 
acabe con el país nominal, inventado en las oficinas, en los 


cuarteles, en los clubes, en los periódicos, y constituido por las 
diversas capas del funcionalismo que es y del funcionalismo que 
se quiere y ha de ser (Alexandre Herculano, 1982 [1858]). 


Sobre el modo arbitrario y ligero como se hacen 
nombramientos para cargos públicos: 

Lástima es que para escoger un melón se hagan más pruebas 
y diligencias sobre su bondad que para escoger un consejero o un 
ministro (D. Francisco Manuel de Melo, publicado póstumamente 
en 1721, p. 104). 


Sobre la construcción de vías de comunicación por fuera del 
marco de un proyecto de refuerzo de la producción nacional: 

Cuando nosotros en Portugal despertamos a la vida 
económica, nos despertó de nuestro sueño histórico el silbido 
agudo de la locomotora; y, aturdidos por él, supusimos que todo el 
progreso económico estaba en construir caminos y carrileras. 
Olvidamos todo lo demás. No pensamos que las facilidades de 
transporte, si favorecían la corriente de salida de los productos 
nativos, favorecían igualmente la corriente de entrada de los 
extranjeros, determinando internacionalmente condiciones de 
competencia para las que no estábamos preparados y para las que 
no supimos prepararnos (Oliveira Martins, 1887, p. 89). 


Sobre la opinión pública y su relación con la democracia: 


Si la democracia [...] es el control del gobierno por la opinión 
pública, la primera esencial condición para la existencia de la 
democracia será la existencia de la opinión pública consciente y 
organizada, cosa que en Portugal no se divisa (António Sérgio, 
1920, p. 252). 

Treinta años después del establecimiento de la democracia, 
¿cómo funciona el espacio público en Portugal? La constatación 
inmediata es que no existe. Está por hacerse la historia del que, 
en ese plano, se abrió y casi se formó durante los años 
«revolucionarios» del pos:25 de abril, para después cerrarse, 


desaparecer y ser sustituido por el espacio de los medios, que, en 
Portugal, no constituye un espacio público (José Gil, 2004, p. 25). 


Sobre las elites políticas: 


En todos los campos de la actividad humana son pequeñas las 
elites de Portugal: en ningún ámbito, sin embargo, nos 
encontramos tan pobres como en el político. Además, se nota 
mucho. No hubo de parte de diversos partidos la menor 
consideración por los valores mentales, el menor interés por 
nuestros jóvenes. Por eso, lo que hay de más brillante en el 
pensamiento portugués, de más sano e idealista en las 
aspiraciones populares, se dispersa por ahí impotente y vago, 
como simple nebulosa que no toma cuerpo, que no influye en los 
hechos, que no llega a actuar (António Sérgio, 1932, p. 27). 

Y todo se desarrolla sin que los conflictos revienten, sin que 
las conciencias griten, porque todo entra en la impunidad del 
tiempo —como si el tiempo trajera, inmediatamente, al presente, 
el olvido de lo que está a la vista, presente—. ¿Cómo es posible 
todo esto? Es posible porque las conciencias viven entre la niebla 
(José Gil, 2004, p. 18). 


Lo que es sorprendente en estos pasajes es que los diferentes 
diagnósticos hechos a lo largo de quinientos años se adecúen, de 
manera intrigante, a la sociedad portuguesa de hoy. Pero 
obviamente no cuentan toda la historia. De hecho, la sociedad 
portuguesa es en la actualidad, como es sabido, muy diferente de 
lo que era hace quinientos o hace cien años. De ahí una de dos: o 
los diagnósticos hechos en cada época por las elites culturales 
portuguesas han sido sistemáticamente errados o, en el mejor de 
los casos, sistemáticamente parciales, y, si encajan, dicen más 
sobre las elites que sobre el país. O la sociedad portuguesa se ha 
transformado a través de las condiciones identificadas en los 
diagnósticos o a pesar de ellas. Esta disyuntiva es todavía más 
clara cuando consideramos los diagnósticos hechos a lo largo de 


los siglos por observadores extranjeros que ora contradicen ora 
corroboran los diagnósticos hechos por los portugueses. 

Sospecho que no tenemos condiciones para afirmar cuál de las 
alternativas es la correcta. Una cosa es cierta: la rectificación 
posible de algunos de los diagnósticos impide la rectificación 
posible de otros. Por ejemplo, si es verdad que generalmente las 
elites están distantes del pueblo, lo que ocasiona su imposibilidad 
para imaginar o formular una idea coherente del país, no hay 
ninguna razón para pensar que las elites culturales que hacen 
este análisis estén más cerca del pueblo que las elites que son 
objeto de análisis. 

En estas circunstancias, el diagnóstico del problema se 
transforma fácilmente en el problema del diagnóstico. El 
problema del diagnóstico no es que sea falso o verdadero, sino que 
esté hecho a partir de las representaciones dominantes sobre una 
sociedad dada y como tal las exprese. El problema de la tradición 
es la tradición que se crea sobre ella. Cuanto más se afirme como 
longue durée, más tenderá a convertirse en exceso de diagnóstico. 
En el caso portugués, el problema del diagnóstico es 
particularmente importante porque involucra a otras sociedades 
que comparten en condiciones desiguales una vasta y 
multisecular zona de contacto, la zona colonial (Santos, 2001a; 
Santos, 2006; Santos y Meneses, 2006). ¿En qué medida fueron 
incorporadas en estos diagnósticos? ¿Cuáles son las consecuencias 
de tal incorporación? ¿Sufrieron más las consecuencias de los 
problemas diagnosticados o las consecuencias del problema del 
diagnóstico? ¿En qué medida unas interfirieron en las otras? 
¿Hasta qué punto esa incorporación y ese diagnóstico se alojaron 
en las realidades de esas sociedades? ¿En qué medida afectaron y 
afectan su autorrepresentación en el periodo inmediatamente 
posterior a la liberación del colonialismo portugués? En otras 
palabras, ¿cuál es el significado poscolonial de los problemas 
diagnosticados y del problema del diagnóstico?l61. 

Las respuestas a estas y otras preguntas deben tener en 
cuenta algunos hechos inquietantes. Primero, del vasto espacio 
geopolítico del Imperio portugués no emergió ningún país 


desarrollado al nivel de los países centrales del sistema mundial 
moderno. Ni Portugal se convirtió en Inglaterra ni Brasil se 
convirtió en Estados Unidos. Ambos países son semiperiféricos o 
de desarrollo intermedio, uno, en el contexto europeo, y otro, en el 
americano. Segundo, en este espacio geopolítico están localizados 
algunos de los países más injustos o desiguales del mundo, y 
ocupan los últimos lugares en la escala de desarrollo humano. 
Portugal es uno de los países más desiguales de Europa y Brasil 
es uno de los países más desiguales del mundo. Por su parte, en la 
escala de desarrollo humano de la ONU, Guinea-Bissau ocupa el 
164.” lugar entre un total de 169 países; Mozambique, el 125.” 
lugar; Angola, el 146.” Timor Oriental, el 120.% Santo Tomás y 
Príncipe, el 127.% Cabo Verde, el 118.” Brasil, el 73.” y Portugal, 
el 40... Si comparamos esta última posición con la de las 
principales potencias coloniales europeas, el resultado es el 
siguiente: Holanda, el 7.% Francia, el 14.% España, el 20. 
Inglaterra, el 26. (PNUD, 2010). 

Sin pretender responder a las preguntas antes formuladas, me 
propongo reflexionar acerca de los problemas de los que derivan. 
El problema del diagnóstico se manifiesta en la coexistencia de 
representaciones contradictorias de rápida transformación y de 
total inmovilidad. Esta coexistencia resulta de la inserción 
específica de Portugal —un país semiperiférico—- en el moderno 
sistema:mundo y también afecta a las sociedades que estuvieron 
sujetas al colonialismo portugués (Santos, 1994; Santos, 2006, pp. 
211-255). Debido a esta larga duración, tal inserción creó un 
complejo palimpsesto de temporalidades e interidentidades que 
involucran tanto a la zona europea como a la zona colonial. 
Existen, sin embargo, ciertos momentos históricos en los que las 
contradicciones contenidas en este palimpsesto emergen con 
especial intensidad y se transforman en una cuestión política. En 
los últimos cien años distingo tres de estos momentos, a los que 
denomino gran momento de rechazo, gran momento de aceptación 
y gran momento de tolerancia, o sea, de rechazo disfrazado de 
aceptación. 


Representaciones desgobernadas: Portugal en sentido amplio 
y Portugal en sentido restringido 


Desde el siglo xv Portugal ha vivido un haz de 
representaciones sociales en dos zonas o espacios-tiempo: la zona 
europea y la zona coloniall7]. La idea de zona pretende significar 
que desde esa época Portugal habita fisica y simbólicamente 
espaciostiempo mucho más vastos que sus límites territoriales y 
muy diferentes de las realidades que son observables en esos 
límites. Hay así un Portugal en sentido amplio y un Portugal en 
sentido restringidol8]. Esta discrepancia está en el origen del 
exceso de diagnóstico: fue siempre a partir del Portugal en 
sentido amplio que se diagnosticó el Portugal en sentido 
restringido. A través de Portugal y de España, la zona europea 
creó la zona colonial, pero estos países sólo muy brevemente 
fueron centrales en Europa, y esta sólo asumió plenamente la 
importancia de la zona colonial en el siglo xix, en el momento en 
que Portugal y España eran muy periféricos en la zona europea. 
De aquí resulta que Portugal vivió la mayor parte de la Edad 
Moderna (la segunda modernidad europea) periféricamente, 
siempre por fuera del centro o de la zona europea (porque fue 
central en la zona colonial en un tiempo en que esta era periférica 
para Europa en su totalidad) o de la zona colonial (porque no supo 
mantener en ella una posición central en el momento en que ella 
se volvió central para Europa en su totalidad)[9]. En el caso de la 
zona colonial, no sólo Portugal vivió en ella por fuera del centro 
sino durante mucho más tiempo que Europa. La zona colonial en 
la que vivió Portugal, además de muy vasta, duró mucho tiempo. 
Permitió que en ella se sedimentara una enorme variedad de 
relaciones, muchas de las cuales dificilmente se pueden enmarcar 
en lo que a partir del siglo xix (y hasta hoy) pasó a llamarse 
colonialismo europeo. Por habitar esas zonas periféricamente, 
Portugal nunca pudo asumir la monocultura del tiempo lineal 
típica de la zona europea. Esta concepción implica dos 
consecuencias importantes: primera, sólo en los países más 
desarrollados el presente ratifica el pasado y lo vuelve no 


problemático, tan poco problemático como el futuro, dado que 
están reunidas todas las condiciones para que el éxito continúe: 
quien va al frente, y precisamente por ir al frente, tiene, en 
principio, la capacidad de impedir que otros más atrasados 
ocupen su lugar. La segunda consecuencia consiste en el 
descompás o asincronía entre acontecimientos y ritmos en los 
países centrales y en los periféricos o semiperiféricos. 

Estas asincronías hacen que acontecimientos simultáneos 
puedan no ser contemporáneos. En el caso de Portugal, no estar 
en el centro significó ir atrás, e ir atrás implica tener el pasado 
como problema. Pero, más que eso, implica no poder liberarse 
plenamente del pasado. Por lo tanto, en estas condiciones, la 
evolución histórica asume la forma de un palimpsesto (Santos, 
2001b), en el que los diferentes periodos se van acomodando en 
diferentes e impredecibles formas, pero siempre sin desaparecer. 
El palimpsesto se ofrece a lecturas superficiales de rupturas y de 
continuidades. 


El palimpsesto tejido en la danza loca de las rupturas y 
continuidades 


Las sociedades son redes complejas de vasos comunicantes 
donde todo tiene relación con todo. Las infinitas y tantas veces 
caóticas interacciones entre las diferentes dinámicas, ritmos, 
impulsos y resistencias en los múltiples campos sociales van 
definiendo relaciones y articulaciones entre sí que, al 
estabilizarse, confieren una lógica Tuna medida— a la sociedad en 
su conjunto. Es esa medida la que nos permite hablar de 
sociedades desarrolladas, dinámicas o progresistas, o, por el 
contrario, de sociedades  subdesarrolladas, estancadas o 
conservadoras. En todos estos tipos de sociedad hay movimientos 
y transformaciones. Lo que varía es el ritmo y la dirección. 
Mientras en algunas todos los movimientos convergen con alguna 
coherencia alrededor de un modelo, en otras hay movimientos y 
contramovimientos que se neutralizan mutuamente, 


transformaciones aceleradas al lado de resistencias fuertes al 
cambio. 

En las últimas tres décadas, la sociedad portuguesa pasó por 
varios procesos acelerados y turbulentos de transformación social 
que tuvieron impactos intensos, selectivos y contradictorios en 
diferentes campos de la vida social, y que hasta ahora no se han 
sedimentado en una nueva medida, o sea, en una nueva imagen 
coherente de la sociedad en la que los portugueses se redescubran 
de manera consensual. Esos procesos fueron casi todos de 
ruptura: de la Revolución de los Claveles a la descolonización, de 
la transición hacia el socialismo a la transición hacia la 
democracia, de la intervención del Fondo Monetario Internacional 
a la integración en la Unión Europea y, ahora, de la intervención 
de la UE-BCE-FMI a un futuro más incierto que antes. 

Si nos atenemos a un periodo más corto, el de la posentrada en 
la Unión Europea, y a las consecuentes transformaciones 
sectoriales, la imagen de transformación es igualmente fuerte. He 
aquí un elenco posible de los principales cambios, sin orden de 
precedencia: de enviar trabajadores emigrantes al extranjero 
pasamos a recibirlos, venidos de diferentes países (inmigrantes 
africanos[10] y más tarde inmigrantes de los países de Europa del 
Este), con la correspondiente alteración de la estructura social y 
cultural de la población; surgimiento de nuevas formas de 
organización de la sociedad civil: aumento de las asimetrías 
regionales e intensificación del proceso de metropolitización 
territorial (Lisboa y Oporto), y, al mismo tiempo, incremento de la 
intensidad urbana (crecimiento de la oferta de servicios y modelos 
de consumo) en pequeñas y medianas ciudades; explosión de la 
microelectrónica (en 1998, sólo los escandinavos superaban a los 
portugueses en el uso de móviles; hoy en día el 84 por 100 de los 
portugueses usan móvil, ligeramente por debajo del promedio de 
87 por 100 en la Europa de los 27); crecimiento de la oferta de 
educación superior, durante algún tiempo sustentada por la 
proliferación desordenada de universidades privadas; 
consolidación del sistema público de seguridad social y su casi 
inmediato deterioro; creación de un sistema nacional de ciencia y 


tecnologia; mejoría de los indicadores de pobreza, con un 
decrecimiento del 24 por 100 al 21 por 100 de la tasa de pobreza 
relativa (porcentaje de la población residente con ingresos 
inferiores al 60 por 100 del promedio del ingreso nacional); 
aumento del trabajo precario (contratos a plazo, 
desestructuración de las carreras laborales, recibos verdes)[11]; 
crecimiento del desempleo de profesionales; incremento de la 
discrepancia entre ingresos y modelos de consumo, con el 
consecuente y dramático aumento del endeudamiento de las 
familias; fortalecimiento del derecho de los hombres a gozar de 
bajas para el cuidado de los hijos (baja por paternidad y permiso 
parental); crecimiento importante de la cultura como área de 
intervención política del Estado y, sobre todo, de las autarquías; 
incremento de las industrias culturales, de la producción 
mediática y de la publicidad, en parte ligado a la privatización de 
la televisión; surgimiento de nuevos (o viejos pero hasta ahora no 
denunciados) tipos de criminalidad, desde el crimen económico 
organizado hasta las asociaciones criminales, corrupción, tráfico 
de drogas y de armas, pedofilia; crecimiento de la participación de 
las mujeres en muchas áreas de la vida social (no política) y, 
especialmente, en la administración de la justicia; aparente 
comienzo del fin de la impunidad de los poderosos; aumento de la 
distancia entre los ciudadanos y el sistema político, con el 
incremento de la abstención y la débil participación en los 
referendos; incremento de la mediatización de la política; 
emergencia y consolidación de una nueva fuerza política, el 
Bloque de Izquierda; admisión de los derechos reproductivos, de 
los derechos contra la discriminación racial y sexual, y de los 
derechos de los inmigrantes en el discurso político. 

Se puede, pues, concluir que la sociedad portuguesa es una 
sociedad en rápido movimiento y transformación. ¿Cuáles son el 
ritmo, la medida y el sentido de este movimiento y de esta 
transformación? No es fácil responder a esta pregunta. Por dos 
razones: por un lado, las grandes transformaciones significaron 
procesos de ruptura y de rupturas en sentidos políticos distintos y 
hasta opuestos. Por otro, crearon expectativas que muchas veces 


no se cumplieron y pusieron en movimiento transformaciones que 
fueron frecuentemente bloqueadas. Así, las rupturas acabaron 
por convivir subrepticiamente con las continuidades, algunas a lo 
largo de siglos, otras venidas de muy cerca, del fascismo. 
Dependiendo de la mirada y de la perspectiva, la sociedad 
portuguesa puede ser vista de manera verosímil como una 
sociedad ansiosa por el cambio o, por el contrario, como una 
sociedad resistente al cambio; como una sociedad en un 
movimiento vertiginoso o, por el contrario, como una sociedad 
paralizada por el vértigo. 

Estas dos percepciones están profundamente enraizadas en el 
imaginario de los portugueses. Y ambas son, en alguna medida, 
ilusorias. Ni la época del salazarismo fue sólo de inmovilidad, ni 
la época del 25 de abril ha sido sólo de transformación. Si en la 
primera época el cambio ocurrió bajo la forma de la inmovilidad, 
en la segunda época la inmovilidad se puede estar presentando 
bajo la forma de la transformación. Este cambio en las formas 
vivenciales de las dos épocas es en sí mismo significativo. En la 
primera época, la transformación estaba socialmente 
desvalorizada y tenía lugar de modo subterráneo y anónimo. Fue 
por eso que el 25 de abril tomó por sorpresa a la gran mayoría de 
los portugueses. En la segunda época es la inmovilidad la que 
está socialmente desvalorizada, a punto de volverse innombrable 
o irrepresentable. La negación de la inmovilidad es también la 
negación de la ruptura con ella. El hecho de que el 25 de abril 
esté desvalorizado y no se enseñe en la gran mayoría de las 
escuelas no significa que se desvalorice la ruptura con la 
inmovilidad de la sociedad anterior. Se desvaloriza, eso sí, la idea 
de que la sociedad anterior alguna vez haya existido de forma 
diferente y relevante para la sociedad de hoy. 

Se puede, pues, concluir que por estas razones conviven hoy 
imágenes extremas y aun contradictorias de la transformación 
social en la sociedad portuguesa, donde, o bien se confirma la 
inmovilidad atávica producida por la resistencia de los 
«materiales», o bien se enaltece la extraordinaria plasticidad y 
levedad de la existencia colectiva. Tal es la constelación política y 


vivencial propia de un tiempo de transición, de un periodo 
intermedio que, por lo demás, es también un tiempo de transición 
entre lugares, entre la zona europea y la zona colonial. El 
entrecruzamiento de percepciones hace dificil formular un juicio o 
definir una medida sobre las transformaciones en curso. ¿Es más 
significativo que en menos de veinte años la sociedad portuguesa 
haya tenido una profunda transición demográfical12] o en menos 
de diez una revolución en el consumo de microelectrónica o, por el 
contrario, que continúe, como hace siglos, formando la mano de 
obra menos cualificada de Europa o premiando la ganancia fácil 
en detrimento del trabajo y de la inversión productivos? ¿Es más 
significativo que haya pasado de ser un país de emigrantes (que 
incluye un fuerte componente de emigración «interna» hacia las 
colonias) a ser un país de inmigrantes (que incluye un fuerte 
componente proveniente de las excolonias) o que continúe 
manteniendo los salarios más bajos de Europa?[13]1. 

Por otro lado, si unos piensan que los cambios acabaron por 
arrastrar consigo las continuidades, otros piensan que las 
continuidades acabaron por boicotear o volver irrelevantes las 
transformaciones. Curiosamente, estas divergencias no potencian, 
al contrario de lo que se pudiera pensar, el surgimiento de 
divisiones políticas o culturales fuertes. Es porque ningún 
portugués o grupo social está de lado de la valorización del 
cambio o de la continuidad en todas las áreas de la vida social. Si 
en algunas áreas se valoriza el cambio, en otras se valoriza la 
continuidad. Y como los cambios o las continuidades pueden 
tener, en la gran mayoría de los casos, aspectos positivos y 
aspectos negativos, algunos las ven en lo que tienen de negativo 
mientras otros las ven en lo que tienen de positivo. 

Para entender este palimpsesto e identificar su significado —en 
cuanto problema del pasado que se afirma en el presente como 
modo específico de ver el futuro—- es necesario analizar las 
relaciones entre la zona europea y la zona colonial en el 
imaginario de la sociedad portuguesa y de las sociedades 
colonizadas por ella. Tal como antes mencioné, el problema del 
pasado surge en la modernidad occidental como resultado de la 


concepción del tiempo lineal y de las asincronías que aquella 
establece entre los países que van al frente de la historia y los que 
van atrás. Si, para Portugal, el problema del pasado es sobre todo 
un problema de exceso de diagnóstico derivado de un atraso 
estructural en relación con los países centrales de la zona 
europea, para las colonias y ahora excolonias el problema del 
pasado deriva del desvío de la norma colonial y se manifiesta a 
través de la coexistencia, aparentemente contradictoria, de un 
déficit de colonización y de un exceso de colonización. El primero 
se manifiesta contradictoriamente, bien como el fardo de haber 
sido colonizados por un país atrasado en el contexto europeo, bien 
como la oportunidad para desarrollos autónomos, históricamente 
creada por la ineficiencia del colonialismo portugués. El exceso de 
colonización reside en el hecho de que, dada la subordinación casi 
colonial de Portugal a los países centrales de Europa, sobre todo a 
Inglaterra, las colonias hayan acabado por sufrir el impacto de 
una doble colonización, por parte de Portugal y por parte de otros 
países europeos, especialmente de Inglaterra. Pero también aquí 
este exceso puede contradictoriamente haber contribuido a crear 
oportunidades de desarrollo autónomo. Por ser dos espacios" 
tiempo de larga duración, hay que escoger los momentos que 
mejor pueden esclarecer el problema del pasado en este espacio 
de lengua oficial portuguesa. 

A mi entender, los mejores momentos son aquellos en que la 
condición semiperiférica de Portugal fue más fuertemente 
cuestionada, o sea, cuando la condición socioeconómica 
semiperiférica se transformó en una cuestión política. Tal 
transformación ocurrió en el pasado en dos contextos opuestos: el 
primero es el momento de rechazo del país por parte de los países 
europeos centrales y, con él, de la eventual degradación en el 
sistema mundial; el segundo es el momento de aceptación del país 
por parte de los países centrales y, con ella, del eventual ascenso 
en el sistema mundial. El momento más dramático de 
cuestionamiento por el rechazo ocurrió al final del siglo xix, con la 
Conferencia de Berlín (1884-1885) y el Ultimátum Británico 
(1890). El momento más dramático de cuestionamiento por la 


aceptación ocurrió al final del siglo xx con la Revolución del 25 de 
abril de 1974 y la adhesión, en 1986, a la entonces Comunidad 
Económica Europea, hoy Unión Europea. El tercer momento es el 
que estamos viviendo ahora, y este también  interpela 
profundamente nuestra condición semiperiférica en el contexto 
europeo. Es un momento de apertura, cuyo diseño inicial parece 
apuntar hacia un momento de tolerancia, un momento de rechazo 
disfrazado de aceptación. 

En los dos primeros momentos, las relaciones entre la zona 
europea y la zona colonial son cruciales. Podemos designar el 
primer momento —el momento de rechazo—- como momento 
europeo colonial y el segundo momento —el momento de 
aceptación— como momento europeo neocolonial. El desempeño de 
Portugal en los dos momentos tendrá una importancia decisiva, 
no sólo para la sociedad portuguesa, sino también para las 
sociedades coloniales. En el momento de rechazo, las relaciones 
entre la zona europea y la zona colonial son particularmente 
tensas y densas. Es el momento en que los países centrales de la 
zona europea convierten la zona colonial en una zona prioritaria 
para el proyecto de desarrollo del capitalismo europeo. Portugal 
surge en ese momento como un obstáculo: sin tener ningún papel 
relevante en ese proyecto, el control jurídico que detenta sobre 
vastos territorios africanos es un impedimento para que estos 
puedan ser debidamente aprovechados como recursos coloniales. 
En el momento de aceptación de Portugal por parte de los países 
centrales de la zona europea, las relaciones entre esta y la zona 
colonial están profundamente cambiadas, pues para esos países la 
zona colonial dejó de existir en cuanto tal y pasó a existir como 
conjunto de países formalmente independientes, integrados en 
comunidades trasnacionales dominadas económica y 
políticamente por las expotencias coloniales (integración 
neocolonial). Entre el final de la Segunda Guerra Mundial y el 
momento de aceptación, el anacronismo de Portugal en la zona 
europea fue doble: en cuanto dictadura en una Europa occidental 
democrática y en cuanto país europeo periférico que insiste en 


mantener mediante la violencia el control sobre una zona colonial 
considerada obsoleta. 


El momento europeo de rechazo (1890-1930) 


La Conferencia de Berlín sobre el reparto de África (1884: 
1885) y el Ultimátum Británico (1890) fueron el gran momento de 
rechazo de Portugal por parte de Europa. Hubo en los siglos 
anteriores otros momentos en que Portugal se vio rechazado por 
la Europa desarrollada, pero este fue el momento del gran 
rechazol141. 

Desde el siglo xv prácticamente todos los diagnósticos de la 
presencia histórica de Portugal y de su devenir toman como punto 
de partida (y a veces también de llegada) la expansión y después 
el colonialismo. La expansión es el mito fundador del Portugal 
moderno. O sea, Portugal funda su presencia en la zona europea a 
partir de su papel central en la constitución de la moderna zona 
colonial. La zona colonial garantizó la independencia política de 
Portugal en la zona europea, al mismo tiempo que impidió la 
constitución de una burguesía nacional y de un proyecto nacional 
de desarrollo capaz de garantizar una presencia central en la 
zona europea. No sorprende que, directa o indirectamente, 
incidan siempre sobre la zona colonial los diagnósticos hechos en 
los siglos anteriores. 

El momento inicial de la expansión fue un momento 
extremadamente creativo. Constituyó un campo de posibilidades 
caóticas, tan vulnerables a las  fulguraciones como al 
aventurerismo propio y ajeno, tan excitantes como mediocres, tan 
justificativas de Os Lusíadas como de El soldado prácticol15]. Esa 
creatividad le permitió a Portugal haber sido uno de los 
protagonistas de la primera modernidad europea, la modernidad 
ibérica (Dussel, 1998; Santos, 2006). Es la modernidad de Pedro 
Fonseca, el Aristóteles portugués, y de Suárez, la modernidad de 
los Conimbricenses, como fueron conocidos en su tiempol 16]. Las 
obras de estos autores fueron enseñadas en toda Europa. Una de 
las obras de Pedro Fonseca tuvo 36 ediciones y fue leída por 


Descartes y Leibniz (Fonseca, 1964). O sea, lo que vino a ser 
designado como modernidad europea, de Descartes a Kant, fue de 
hecho una segunda modernidad, la de Europa central, que se 
alimentó de la modernidad ibérica, una modernidad que, por 
haber sido protagonizada por países que entraron rápidamente en 
decadencia, no fue siquiera reconocida como tal en los siglos 
siguientes. Esta segunda modernidad que Portugal, de algún 
modo, perdió, fue un largo periodo de inserción dependiente que 
generó lo que designé antes como problema del pasado. 

Una de las demostraciones más dramáticas de esta pérdida y 
de la subalternización que ella acarreó fue la Conferencia de 
Berlín sobre el reparto de África (1884-1885) y el Ultimátum 
Británico (1890) contra la pretensión portuguesa de mantener 
bajo su jurisdicción los vastos territorios de Africa austral entre 
Angola y Mozambique. El mejor punto de observación de este 
momento son las colonias que hasta entonces habían sido menos 
centrales en el interior de la zona colonial, al punto de haber 
existido varias propuestas de vender Mozambique y otros 
territorios, a lo largo de la segunda mitad del siglo xix, con el fin 
de resolver la grave crisis financiera del país (Oliveira Martins, 
1904; Queiroz, 1965). 

El reparto de Africa concertado en la Conferencia de Berlín es 
una demostración elocuente de la subalternización de Portugal en 
la zona europeal17]. El criterio de reparto deja de ser el derecho 
histórico del descubrimiento, reivindicado por Portugal, para 
pasar a ser el de la ocupación efectiva, favorable a las 
pretensiones colonialistas de los países europeos centrales. 

La subalternización de Portugal alcanza el paroxismo con el 
Ultimátum, el gran momento de rechazo. Portugal no pudo contar 
con ninguna solidaridad efectiva por parte de los otros países 
europeos y se rindió sin gloria a las imposiciones de Inglaterra. 
En vísperas del Ultimátum, António Ennes escribió en su 
periódico algo que en estos días es perturbadoramente actual: 

Inglaterra se va a establecer en el interior de nuestras 
posesiones y, seguramente, si no tenemos especial cuidado, nos 
echará al mar. Contar con Europa, lo que era como decir contar 


con Alemania, para defendernos, es puro absurdo; no moverían 
una paja en nuestro favor (Ennes, 1946, p. xlix). 


El Ultimátum generó una gran oleada de nacionalismo y de 
polémica sobre la identidad nacional y desencadenó una 
convulsión política que se tradujo en la destitución de varios 
gobiernos. El 11 de junio de 1891 finalmente se firmó un tratado 
con Inglaterra, que recogía casi todas las pretensiones de esta. 

El rechazo europeo, tal como se repetiría en nuestros días, 
provocó en el país el deseo de seguir la norma europea sin tener 
en cuenta nuestra especificidad. Inglaterra, que fuera el verdugo 
brutal de nuestras aspiraciones imperiales, se convirtió en el 
modelo a seguir en los restos del Imperio que nos dejó. António 
Ennes fue el estratega colonial más consecuente en este momento 
europeo colonial, y su filosofía política colonial y las vicisitudes de 
su actuación son la mejor ilustración de los dilemas de la posición 
descentrada de Portugal, tanto en la zona europea como en la 
colonial. 

En su primer informe sobre Mozambique, Ennes abandona los 
idealismos de la «herencia sagrada» y, en un estilo pragmático, 
que revela claras afinidades con el colonialismo inglés, traza un 
plan objetivo que permita aprovechar las potencialidades reales 
de la colonia, con los correspondientes y deseables beneficios para 
la metrópoli. Los dos grandes rasgos del colonialismo hegemónico 
de la época, el trabajo forzado y el racismo, son centrales en su 
propuesta política. Pero rápidamente Ennes se da cuenta de que 
las condiciones que encuentra, tanto en Mozambique como en la 
metrópoli, hacen imposible la concreción de su plan y de sus 
propuestas. Las reacciones negativas de la burguesía blanca local 
contra su actuación política y la incomprensión del gobierno de 
Lisboa (que, con inversiones minúsculas, esperaba resultados 
exorbitantes) causan en él un profundo desencanto y lo llevan a 
concluir la inviabilidad de un Estado colonial portugués 
semejante al que Cecil Rhodes estaba construyendo en los países 
vecinos (casi colonias «particulares», semejantes al Congo Belga). 
El 27 de junio de 1895 le escribe a su hija: 


Cuando consiga zafarme de aquí, daré por terminada 
completamente mi vida pública. ¡No quiero ser ninguna cosa más 
de este país en descomposición!... ¡Todo está podrido! [...] no se 
puede gobernar con tal gente. No se puede hacer nada con ella 
(citado por Caetano, 1947, p. 104). 


Lo mismo ocurriría con otro alto funcionario colonial que 
quiso, en la línea de António Ennes, refundar el colonialismo 
portugués a imagen del colonialismo europeo, o sea, inglés. Me 
refiero a Mouzinho de Albuquerque, quien llega a Mozambique en 
septiembre de 1890, después de una estancia en la India que hizo 
de él un fervoroso admirador del colonialismo inglés. Las ventajas 
del indirect rule que agilizaba las relaciones entre la metrópoli y 
las colonias captaron la atención de Mouzinho: 

¡Compárense estas administraciones tan simples e 
independientes, tan poco burocráticas, estos países tam poco 
funcionarializados, con la de cualquier colonia portuguesa, 
maniatada por un número infinito de leyes, resoluciones, 
reglamentos y órdenes enviadas de la metrópoli sin ton ni son, 
exhausta por una plétora de funcionarios públicos, en general mal 
pagados y peor escogidos en Lisboa, ocupados en minutar, copiar, 
registrar, expedir un sin número de oficios, duplicados, 
triplicados, circulares, etc.. casi todos tan innecesarios! 
(Albuquerque, 1899, p. 68). 


Ante la negativa de Terreiro do Paco a concederle un gran 
préstamo para el desarrollo de la colonia, Mouzinho renunció a su 
cargo en 1898. En una larga carta que dirige a sus subordinados, 
se revela contra los males de la administración directa de las 
colonias por parte del gobierno central. El rey, que siempre lo 
admiró, le encargó la educación del príncipe D. Luís Filipe. En 
una carta que le escribió a este en 1900-1901, Mouzinho se 
desahoga amargamente: 

¡Todo es pequeño en este nuestro Portugal de hoy! El mar ya 
no es corral de nuestras naves sino pasto de acorazados 
extranjeros; se nos fueron más de tres partes del imperio de 


ultramar, y Dios sabe qué dolorosas sorpresas nos reserva el 
futuro. (Albuquerque, 1955). 


Incomprendido en su defensa de una dictadura militar que 
aplastara la creciente amenaza republicana, Mouzinho se suicidó 
el 8 de enero de 1902. Raul Brandáo escribió sobre este suicidio 
en sus memorias: 

Trajo de África un sueño desmedido de un Portugal mayor y 
creyó encontrar en Paco y en el rey el apoyo necesario para 
realizarlo. Se topó con los políticos y la corte, con la fuerza 
obstinada y ciega de la mediocridad y de la inercia [...] la muerte 
de Mouzinho se explica en este descalabro de un creador de 
heroísmo incomprendido e inutilizado (Brandáo, 1988, p. 145). 


Los fracasos de António Ennes y de Mouzinho de Albuquerque 
no son explicables por las idiosincrasias de sus personalidades 
políticas. Hay que ir mucho más al fondo. En primer lugar, la 
incomprensión de la que son blanco revela la ausencia de un 
proyecto nacional de incorporación al proyecto europeo 
colonialista de este periodo. Pensada a partir de Lisboa, la 
incorporación fue siempre reactiva, más vuelta hacia el pasado 
que hacia el futuro (basada en derechos históricos), y tenía como 
meta la continuación de la exploración esporádica, inmediatista y 
aventurera de las colonias. Al contrario de lo que ocurría en 
Inglaterra, no existía una burguesía nacional interesada en poner 
las colonias al servicio de su desarrollo en la zona europea y capaz 
de hacerlo. La posición periférica de Portugal en la zona europea 
hacía imposible una nueva centralidad de la zona colonial. Una 
vez garantizada su independencia, por más precaria y formal que 
fuera, estaba realizado lo que se entendía por proyecto nacional. 
Antero de (Quental identificó con gran lucidez la fragilidad de esta 
posición. Días después del Ultimátum escribía en A Província: 

Portugal, o se reformará política, intelectual y moralmente, o 
dejará de existir. Pero la reforma, para ser fecunda, debe partir de 
dentro y de lo más profundo de nuestro ser colectivo: debe ser, 


antes que nada, una reforma de los sentimientos y de las 
costumbres (Quental, 1890, p. 220). 


Y agregaba con amargura en otro contexto, finalmente tan 
cercano al nuestro en este primer año de la segunda década del 
siglo xxi: 

Hay toda una humanidad en disolución, de la que es preciso 
extraer una humanidad viva, sana, creyente y hermosa. l...] 
Todavía hay quien piensa y sabe hoy que Europa no es Portugal, 
no es Lisboa, [...] es París, es Londres, es Berlín (1923, pp. 330- 
331). 


En el periodo intermedio entre la tercera década del siglo 
pasado y 1974, el fascismo transformó el rechazo europeo en 
motivo de exaltación nacionalista y llevó la especificidad de 
Portugal al paroxismo de mito fundacional. Después de la 
Segunda Guerra Mundial, el régimen fascista fue fatal para las 
aspiraciones de ascenso de la sociedad portuguesa en el seno del 
sistema mundial. Además, su larga duración hizo que el rechazo 
europeo se metamorfoseara y que el aislacionismo nacionalista se 
reinventara. El momento inicial de rechazo (Conferencia de 
Berlín y Ultimátum) ocurrió por no ser colonizadores competentes 
en el contexto de la Europa imperial. Después de 1945, el rechazo 
ocurrió por no ser descolonizadores competentes. La Europa de la 
posguerra procuraba reinventar (no abandonar) el imperialismo, 
respondiendo a las luchas por la liberación nacional con el 
neocolonialismo, o sea, con la aceptación de las independencias 
bajo la condición de mantener como rehenes privilegios de 
dominación económica y aun militar concedidos a las potencias 
llamadas excoloniales. El fascismo optó por el viejo imperialismo 
y el viejo colonialismo, ciertamente por entender que Portugal, así 
como no pudo ser un colonizador competente, no podría ser ahora 
un descolonizador competente, es decir, que, dada su condición 
semiperiférica, no tendría poder para mantener lazos 
neocoloniales con las excolonias. Europa, salida de las ruinas de 
la guerra hacia la democracia y hacia el neocolonialismo, rechaza 


al Portugal dictatorial y colonial. Pero el rechazo nunca es total, 
evoluciona a lo largo del tiempo y es incluso oportunamente 
sustituido por la aceptación más o menos disfrazada, siempre que 
el colonialismo portugués sirva a los intereses superiores de 
Occidente, o sea, de la Guerra Fría. 

La trascendente importancia de la Revolución del 25 de abril 
de 1974 residió en mostrar, por un lado, que la democracia era un 
valor en sí y que, por eso, no dependía de oportunismos 
geoestratégicos, y, por otro, que la ausencia de lazos neocoloniales 
tras las independencias no era una debilidad de Portugal. Era 
simultáneamente la manifestación inaugural de la nueva 
democracia y la manifestación, tardía pero genuina, del respeto 
por las luchas y aspiraciones de los movimientos de liberación 
nacional. 


El momento europeo de aceptación (1974-2011) 


El momento europeo neocolonial es el gran momento de 
aceptación de Portugal en la Europa desarrollada. Si el momento 
de rechazo confirmó que Portugal había perdido el tren de la 
segunda modernidad europea, el momento de aceptación plantea 
la pregunta de saber si Portugal puede ahora tomar el tren del 
periodo que sigue a la segunda modernidad. 

El periodo de veinte años entre Mayo de 1968 y la caída del 
Muro de Berlín (1989) marca efectivamente el fin de la segunda 
modernidad europea y el inicio de una larga transición 
paradigmática hacia una tercera modernidad, hacia una 
transmodernidad o hacia una posmodernidad, el nombre poco 
interesa aquíl18]. ¿El hecho de que Portugal haya tenido una 
inserción periférica en la segunda modernidad determina su 
desempeño, en este momento de aceptación, en el centro de la 
zona europea en un periodo de transición paradigmática? 

En el periodo que marcó el fin de la segunda modernidad 
europea, 1968-1989, ocurrieron en Portugal tres 
megaacontecimientos: la Revolución del 25 de abril de 1974; el fin 
del Imperio colonial en 1975 y la entrada a Portugal en el mismo 


año de cerca de 500.000 ciudadanos portugueses nacidos en su 
mayoría en las colonias (los «retornados»), provenientes de las 
excolonias y la adhesión a la Unión Europea. El significado de 
estos acontecimientos está en discusión, pero no es arriesgado 
pensar que a través de ellos Portugal buscó liquidar finalmente el 
debe y el haber de su primera modernidad. Lo hizo en el mismo 
periodo en que la Europa desarrollada cerraba las cuentas de la 
segunda modernidad e iniciaba la época de una nueva transición, 
por entonces incierta. En Portugal y en Europa coincidieron, 
pues, las transiciones, pero ciertamente desde realidades 
diferentes y hacia realidades que sólo con muy buena voluntad 
pueden ser imaginadas como convergentes en el corto plazo. Esta 
asincronía tiene una larga duración, pero no está sujeta a ningún 
férreo determinismo. De hecho, las políticas de convergencia de la 
Unión Europea, los fondos estructurales y los fondos de cohesión, 
se vieron como una generosa y eficaz ingeniería político- 
económica capaz de permitirle a Portugal realizar plenamente su 
segunda modernidad en pocas décadas —lo que a los países 
europeos desarrollados les había llevado dos siglos— y así llegar a 
coincidir con el resto de Europa, sólo con un ligero retraso, en las 
tareas de transición hacia la nueva modernidad, 
transmodernidad o posmodernidad. 

El hecho de que aquello no haya ocurrido ni sea probable que 
suceda a corto plazo no afecta en nada la importancia de las 
transformaciones en este último periodo. A través de ellas 
Portugal es el único país europeo que, a lo largo de su decurso 
histórico, abre el camino hacia una refundación de su identidad y, 
de hecho, hacia la constitución de un nuevo mito fundador. Al 
mito de la expansión le sigue el mito de Europa, un siglo después 
de la refundación propuesta por Antero de (QJuental. Durante 
mucho tiempo, el primero seguirá vigente y el segundo apenas 
será emergente, pero el movimiento de transmitificación parece 
evidentel19]. En términos socioculturales —para no hablar de las 
dimensiones económica y política— es un proceso particularmente 
complejo. El mito de la expansión funcionó, en el gran momento 
de rechazo, como un imaginario que permitía a Portugal, porque 


tenía colonias, «prescindir» de Europal20]. El mito de Europa 
funciona, en el gran momento de aceptación, como un imaginario 
que permite a Portugal «prescindir» de las relaciones con las 
excolonias porque es Europa. 

La magnitud de lo que está en juego puede ilustrarse 
fácilmente. Mientras la zona colonial garantizó la independencia 
a Portugal en una Europa westfaliana emergente, pero no le 
garantizó un proyecto nacional de desarrollo por falta de una 
burguesía nacional, la Unión HEuropea le confirma la 
independencia, reconfigurándola en un contexto poswestfaliano, y 
sustituye la ausencia de un proyecto nacional por la incorporación 
nacional en un proyecto trasnacional. La independencia, hecha 
posible por la expansión, fue estructuralmente precaria, desde el 
Tratado de Metween (1703) hasta las invasiones francesas (1807- 
1810) y el Ultimátum (1890). No se puede imaginar otra potencia 
colonial obligada a la necesidad de transferir la capital del 
imperio hacia su colonia principal (Brasil) con el fin de sobrevivir. 
En la Unión Europea, la precariedad de la independencia se 
reprodujo bajo otra forma más legítimamente pactada. 

En cuanto al proyecto de desarrollo nacional, la Unión 
Europea aparentemente alivió a Portugal de un peso histórico: en 
las nuevas condiciones creadas por la Unión Europea, Portugal, 
que nunca tuvo una verdadera revolución burguesa, dejó de tener 
que preocuparse por las consecuencias negativas de tal falta. El 
25 de abril, que, de alguna manera, creó las condiciones políticas 
para el florecimiento de una burguesía nacional, ocurrió en un 
momento en que la época de las burguesías nacionales, como 
actores políticos, había pasado. La burguesía portuguesa que de 
hecho apoyó el 25 de abril era la más internacionalizada y no tuvo 
fuerza siquiera para sostener las nacionalizaciones. Cuando se 
reconstituyó, estaba aún más internacionalizada y sólo a la 
espera de la Unión Europea. En la Unión Europea, Portugal tiene 
y tendrá empresarios y trabajadores, tiene y tendrá capital y 
trabajo, pero no tiene ni tendrá una burguesía nacional, como 
actor político coherente, creíble y eficaz. Esta burguesía está 
dividida entre un sector plenamente internacionalizado, para el 


cual el Estado portugués es demasiado pequeño para tener otra 
importancia que no sea la de facilitar las grandes inversiones y 
reducir los impuestos y los gastos sociales, y un sector nacional, 
para el cual el Estado portugués es demasiado grande para poder 
ser políticamente instrumentalizado, no quedándole otro medio 
de manipulación que la pequeña y mediana corrupción y la 
evasión fiscal[21]. 

Las señales de las transformaciones en curso apuntan hacia 
algunos paralelismos perturbadores con lo que ocurrió en el gran 
momento de rechazo. Destaco dos: en ambos momentos está en 
juego la incorporación de Portugal a un proyecto transnacional de 
desarrollo capitalista. En el momento de rechazo se trataba del 
proyecto colonial europeo; en el momento de aceptación se trata 
del proyecto de integración europea que presupone la eliminación 
de la zona colonial y el neocolonialismo. En ambos momentos, la 
integración exitosa en el proyecto transnacional presupone la 
existencia de un proyecto nacional de incorporación y la 
capacidad económica y política para llevarlo a cabo. 

Aparentemente la Unión Europea representa el fin de la 
multisecular ausencia de proyecto del país. Finalmente, Portugal 
es parte de un verdadero proyecto que excede en muchos aspectos 
su presente, que tiene objetivos claros y dispone de un plan, 
métodos y estrategias para alcanzarlos. Es, además de eso, un 
proyecto hegemónico, o sea, un proyecto que suscita el más 
generalizado consenso en la sociedad portuguesa. Parecen, pues, 
creadas las condiciones para que el Portugal en sentido amplio se 
despreocupe del Portugal en sentido restringido. Pienso, no 
obstante, que el proyecto europeo, por lo menos hasta ahora, es 
una versión más de la ausencia de proyecto. Sin duda que la 
entrada en la Unión Europea transformó profundamente la 
sociedad portuguesa y, en la gran mayoría de los casos, se trató de 
una transformación positiva, para mejorar. Sin embargo, pienso 
que hasta el presente esas transformaciones han sido menos 
asumidas como parte de un proyecto que fue adoptado en su justo 
término que como resultado prometedor de nuevas rutinas 
impuestas desde fuera. Parece que Portugal está en el proyecto 


europeo, pero todavía no es el proyecto europeo, así como estuvo 
en las colonias sin ser un colonizador efectivo. Tal como entonces, 
está en el lugar, por fuera de la norma hegemónica de estar. 

No se trata sólo de un déficit. Portugal no es todavía el 
proyecto europeo porque tal vez acoge experiencias, sociabilidades 
y culturas que desbordan el proyecto europeo. Lo que es menos 
que Europa puede ser visto como más que Europa. Del mismo 
modo, el hecho de no haber sido un colonizador efectivo significó 
también la posibilidad de tejer relaciones no coloniales en el 
interior de la zona colonial. Haber estado del lado de acá del 
colonizador le permitió estar más allá del colonizador. Este modo 
de estar es tan intenso como furtivo. 

Esta continuidad está bien expresada en el aventurerismo que 
caracteriza el modo como fueron utilizados los fondos 
estructurales[221 y de cohesión, en muchos aspectos semejante al 
aventurerismo que caracterizó el modo como fueron exploradas 
las colonias. En estas, los portugueses fueron casi siempre 
aventureros y pocas veces colonos. Explotaron con insaciable 
avidez la riqueza fácil y a la mano, pero raramente se instalaron 
para, con trabajo y tecnología, valorar los recursos locales y 
multiplicarlos en proyectos de desarrollo sostenible, como se diría 
hoyl23]. 

En el caso de los fondos estructurales y de cohesión, se 
permitió que estos se volvieran presa fácil de la corrupción 
impune, enterrándolos bajo cemento y hormigón en vez de 
ponerlos al servicio del cambio educativo y científico-tecnológico 
que permitiría a Portugal apropiarse del proyecto europeo, 
haciéndolo verdaderamente suyo. De ahí que Portugal esté en el 
proyecto europeo más como huésped que como anfitrión en este 
momento. Hasta ahora, la entrada en la Unión Europea es una 
versión más de la falta de proyecto hecha proyecto de sí misma. 

Por estas razones, la falta de proyecto hecha proyecto de sí 
misma es lo que mejor caracterizó el periodo intermedio que 
podemos estar ahora abandonando, un tiempo de reajustes entre 
palimpsestos de sedimentaciones históricas y simbólicas. Tal falta 
tuvo una enorme plasticidad, que le permitió transfigurarse 


simultáneamente en inmovilidad y en cambio. Hizo posible tanto 
el quijotismo como la rutina hecha realismo. Esta última consiste 
en la renuncia a cambiar la realidad por ser imposible cambiarla 
de modo consistente y planeado. El cambio consistente y planeado 
de la realidad exige un proyecto; no habiendo proyecto, la rutina 
es el mejor seguro contra el futuro incierto. Es sorprendente que 
en estos últimos treinta años se hayan mantenido tantas rutinas 
ancestrales y se hayan creado rápidamente otras, sólo 
cosméticamente distintas de las que las precedieron, en el 
parlamento y en los periódicos, en las universidades y en las 
fábricas, en la administración pública y en el gobierno, en la 
familia y en la calle. Contra el proyecto, el método, el rigor, la 
persistencia y la responsabilización, la rutina es el gobierno de lo 
conocido por lo conocido, la facilidad propia del dejar correr. La 
rutina incierta es una forma de rendición de cuentas que mal se 
distingue de la irresponsabilidad y de la impunidad. 


El momento europeo de la tolerancia, o sea, del rechazo 
disfrazado de aceptación (2011-) 


El momento de la aceptación europea fue más ambiguo de lo 
que pareció mientras lo vivimos. Acabó por ser una demostración 
más de las dificultades del país para salir de su estatuto 
semiperiférico. Podemos decir que España aprovechó mejor que 
Portugal la oportunidad europea. Tenía una economía abierta 
hacía más tiempo (Franco la abrió en el momento en que Salazar 
la cerró), capaz de transformar a Portugal en la palanca inicial de 
su expansión por vía de la integración europea. Una integración 
ibérica desigual condujo a una integración europea desigual de los 
dos países ibéricos. 

El nuevo momento en que acabamos de entrar se sustrae, por 
ahora, a un análisis consistente. Por lo que ya es posible ver, es el 
momento en que se deshacen las ilusiones del ascenso fácil por 
via de la integración en la UE. Es un momento de gran 
frustración y se presta a todas las acusaciones y atribuciones de 
culpa. El comportamiento que adoptamos en el segundo momento 


impide que nos eximamos de culpas seriamente en lo que está 
pasando. Pero es obvio que, como en otros momentos anteriores, 
nuestros tiempos no coincidieron con los tiempos hegemónicos, y 
el hecho de que haya sucedido tal cosa no es culpa nuestra. Es 
aquí donde el diagnóstico de la crisis deja de ser portugués para 
pasar a ser europeo e incluso mundial. En retrospectiva, es 
posible decir que entramos en la UE en el momento en que el 
neoliberalismo iba ganando terreno en el interior de Europa con 
la por entonces ya anunciada crisis del modelo social europeo. O 
sea, la superación de nuestra falta de proyecto nacional por vía de 
la integración en el proyecto europeo estaba frustrada desde el 
comienzo porque en el momento en que nos integramos ese 
proyecto ya estaba en crisis, aunque entonces no fuera evidente. 
La profundización de la integración, con el Tratado de Maastricht 
en 1992, creó una euforia integracionista que dejaba sin 
protección los intereses de los países periféricos, y la situación de 
estos se fue deteriorando en la medida en que los tres pilares de 
la integración se fueron poniendo en práctica. Fue quedando claro 
que los nuevos instrumentos, como el Banco Central Europeo, 
fueron diseñados para servir fielmente los intereses del eje 
francoalemán. Dígase lo mismo de la apertura de la UE al 
comercio internacional. 

Lo que sucedió en la última década no es dificil de reconstruir. 
La balanza de pagos fue equilibrándose con préstamos contraídos 
en el exterior. Este saldo negativo se fue acentuando con la 
entrada en el euro, siendo cubierto cada vez por más crédito 
externo concedido al Estado, a la banca y a las grandes empresas 
públicas y privadas. Portugal, como muchos otros países, estuvo 
viviendo a crédito, y eso sólo era posible porque el acceso al 
crédito era fácil y la tasa de interés muy baja; porque había 
abundantes recursos financieros acumulados que se pasaban de 
la «esfera de la economía real» hacia la esfera del créditol24]; 
porque los acreedores le prestaban a Portugal (y a otros países 
periféricos) a tasas «alemanas», creyendo que en una economía 
del euro el riesgo de incumplimiento no era considerable. 


La lógica de este camino se inscribe en la arena del 
neoliberalismo financiero. Los bancos con recursos financieros, 
que no quieren o no pueden canalizarlos hacia la «esfera de la 
economía real», les hacen préstamos a los Estados, a los bancos y 
a las grandes empresas de las economías deficitarias a intereses 
bajos. Estas economías esperan crecer con la inversión privada y 
pública y con la expansión de la demanda interna. Esa es la 
promesa de la convergencia en la UE. Creciendo, podrán hacer 
frente a la deuda. Ahora bien, Portugal, a pesar del crecimiento 
de la productividad y de alguna alteración del patrón de 
especialización, no se transformó (ni se podía transformar) en 
diez años en una Alemanial25l; ante la falta de reconversión 
suficiente, el déficit comercial creció porque el euro es demasiado 
fuerte para Portugal; la balanza de capitales disminuyó porque la 
inversión directa extranjera se movió hacia el este (con la 
expansión de la UE). Entre tanto, los acreedores sabían de 
antemano que el crecimiento no estaba garantizado y que el 
proceso de endeudamiento no se podía prolongar indefinidamente, 
pero eso no los detuvo porque tenían buenas razones para creer 
que, si la situación del deudor se agravaba, las instituciones 
internacionales intervendrían para garantizar que los Estados de 
los países endeudados obligaran a las clases medias y a los pobres 
de esos países a pagar la deuda. Cuando esa posibilidad estuvo 
cerca, los intereses se volvieron especulativos para ganar en el 
corto plazo lo que el largo plazo no garantizaba. El efecto de 
contagio de la tragedia griega, combinado con mercados 
financieros con la licencia del neoliberalismo para saquear a los 
países en dificultades, precipitó la tragedia portuguesal26|]. 

Se ha abierto un nuevo intervalo de miedo y llevará algún 
tiempo que la esperanza lo supere. En este momento, la tarea 
analítica más urgente recae sobre el impacto de las medidas de 
austeridad recesiva e, inmediatamente después, sobre el modo de 
salir de la crisis a corto y medio plazo. 


249). 
[8]_Este sistema multipolar en términos económicos (y 


con el surgimiento del G-20 y_de los llamados BRIC (Brasil, 
Rusia, India y China). 


tasa de desempleo en Portugal ha venido sufriendo aumentos 
continuos. En marzo y_abril de 2011 subió al 12,6 por 100,_en 


contracorriente con la tendencia de la zona euro, que se mantuvo 


Irlanda y_ Eslovaquia tienen tasas de desempleo más elevadas que 
Portugal. La tasa de desempleo española es la más elevada de la 
zona euro y_de la Unión Europea, pues quedó en el 20,7 por 100. 

[5] Dejo aquí de lado la posible excepción de Alemania, un país 
central cuyo pasado reciente aún hoy_es problemático para los 
propios alemanes y_para sus vecinos. El futuro dirá si el modo 
como Alemania ha venido tratando la crisis financiera de los 
países del sur de Furopa es síntoma de un nuevo nacionalismo 
imperial alemán y qué consecuencias tendrá para la propia 
Alemania y_para Europa en su conjunto. 

[6] Preguntar por el significado poscolonial implica cuestionar 
hasta qué punto,_en los países liberados del colonialismo político, 
el colonialismo, _en tanto forma de dominación social, continuó 
fortaleciéndose,_no sólo en las relaciones con la antigua potencia 
colonizadora, sino sobre todo en las relaciones internas entre 


Estado. 


[7]_Me refiero aquí a la Europa occidental que protagonizó la 
expansión. En su sentido más amplio (incluyendo a Europa 


interna. 


dominantes y_por eso no dan cuenta de que el Portugal en sentido 
amplio incluía vastas poblaciones que no eran portuguesas, _que 


beneficios de la ciudadanía portuguesa, eran rechazadas y 
relegadas a categorías subalternas. 

[9] En el contexto colonial, una presencia fuerte implica un 
colonialismo com colonos, presencia militar efectiva o intensa 
reproducción de las «pequeñas Furopas», en el sentido de Edward 
Said (1978), 

[io] Con la independencia de las antiguas colonias 
portuguesas,_la ciudadanía portuguesa se volvió muy difícil de 
obtener para los nacidos en las colonias (cuyos padres, abuelos o 
bisabuelos no habían nacido en Portugal) y_para aquellos que no 
vivian hacia más de cinco años en Portugal antes de 1974. Sólo en 
circunstancias excepcionales (como, por ejemplo, para los 
veteranos del ejército colonial portugués o los antiguos 
funcionarios de la administración colonial) los africanos podían 
pedir con éxito la ciudadanía portuguesa. Esto explica en parte la 
explosión de «inmigrantes africanos» en Portugal después de 
1974. 

[11] Los recibos verdes son las notas/documentos fiscales que, 
en Portugal, _los trabajadores independientes (no asalariados) 
deben pasar a sus clientes para consignar sus ingresos y_calcular 
los impuestos que deben pagar,_así como los pagos que les 
corresponden a la Seguridad Social. Sin embargo, muchos de 
dichos recibos son  falsos,__ porque tales trabajadores 


trabajar _sin contrato para un patrón que no aparece en la 
documentación. 
[12] La transición consistió en una caída rápida en la tasa de 
fecundidad, en el aumento de la longevidad (y_en el consecuente 
[13] Entre los países de la zona euro, _sólo Eslovaquia y, 
Estonia mantienen salarios mínimos inferiores al portugués. En 


existe: «Toda la lectura de nuestro pasado como digno de memoria 
está suspendida del “hecho” de los Descubrimientos. Y como esa 


lectura es una trama densa de textos en los que ese “hecho” se 
comentó, glosó, cantó, analizó, pero raramente se discutió, en ella 
y_con ella se constituyó el mito portugués, _por excelencia,_de 
pueblo descubridor. No tenemos otro», 

[20] Pensamiento expresado de forma ejemplar en la máxima 
salazarista: «Orgullosamente solos» 


cual las estrategias del segundo sector le sirven muchas veces al 
primero, aunque este se mantenga formalmente distante de ellas. 
[22] Estos fondos se destinaban a ayudar a los países menos 
acelerar su convergencia en relación con el «promedio europeo», 
en el momento en que se unieran a la UE. 
[23] Tal vez con la excepción de Angola y, en menor medida, 


Mozambique, en la fase final del ciclo imperial. 


gerentes financieros, consumo en todo el mundo disminuido por la 
«moderación salarial» direccionamiento de los ingresos del 


el consumo... durante algún tiempo. 


en una Alemania, como lo suponen las estrategias europeas de 
competitividad,_es un objetivo fútil y_moralmente dudoso. Fútil, 
porque las ventajas competitivas construidas sobre las fronteras 
del conocimiento son precarias: las fronteras del conocimiento son 
más porosas que las viejas barreras aduaneras, _y_muy_pronto los 


Europa les quiere quitar. Moralmente dudoso, _porque es una 
ventaja construida en detrimento de otros a los que se supone 
incapaces de ascender a la «economía del conocimiento». El 
capitalismo asume en este caso la forma de un neocolonialismo 
cognitivo, que justifica mantener al resto del mundo dependiente 
del conocimiento que no tiene ni puede llegar a tener (pues así lo 
determinan los derechos de propiedad intelectual), _estando de 
este modo condenados a comprar aviones, equipos sofisticados y. 
productos farmacéuticos a cambio de materias primas, _textiles 
comunes y_zapatos. 

[26]_A finales de junio de 2011, la deuda pública total era de 
172.393 millones de euros (boletín IGCP), Según las cuentas, 
como la población residente mayor de 25 años (INE,_2010) es de 


7.839.661, cada portugués debe la módica suma de 21.989 euros. 


Capítulo V 


La desmesura de las medidas de 
austeridad recesiva 


La desigualdad social 


No sólo en Portugal las desigualdades sociales han venido 
aumentando en las dos últimas décadas, pero el fenómeno 
alcanza entre nosotrosl1] una proporción particularmente 
preocupante. La tendencia de crecimiento de las desigualdades 
sociales en las dos décadas que transcurrieron después de 1985 es 
general en los países de la OCDE (OCDE, 2011a; OCDE, 2011b, p. 
27). En Portugal, el crecimiento acumulado es de 0,05 puntos, o 
de 17,5 por 100 en el coeficiente GINI en la distribución de los 
ingresos durante el periodo analizado. Este crecimiento 
estructural y global de las desigualdades sociales, aunque con 
impactos diferenciados conforme a los países, obliga, según la 
OCDE (2008, p. 306), a la definición de políticas fiscales, de salud 
y de educación que, bien sea por la estrategia de la redistribución, 
bien por la estrategia del mercado de trabajo, permitan un 
crecimiento equitativo y una mejor calidad de vida de las 
poblaciones. Las recomendaciones están en las antípodas de las 
fórmulas de ajuste estructural que el FMI ha venido 
imponiéndole al mundo y que ahora la UE-BCE adopta con 
desconcertante displicencia y con un celo que supera el del propio 
FMI. 

Ahora bien, los datos de la Encuesta sobre Ingresos y 
Condiciones de Vida (UE-SILC) referentes a 2009 revelan que 
Portugal se encuentra entre los países con los índices más altos 
de desigualdad social de la Unión Europea (Eurostat, 2011; INE, 


2010). Letonia es el país con más desigualdad en la distribución 
de los ingresos, seguido de Rumanía y de Lituania. 
Inmediatamente después vienen, ex aequo, España, Portugal y 
Bulgaria. 

El ingreso del 20 por 100 de la población más rica de Portugal 
es 6,0 veces superior al del 20 por 100 más pobre. Además, en 
2009, el 17,9 por 100 de la población estaba en riesgo de pobreza 
después de las transferencias sociales, con especial incidencia en 
los jóvenes hasta los 17 años (22,9 por 100 en riesgo) y los adultos 
mayores con más de 65 años (20,1%) (INE, 2010). Sin las 
transferencias relativas a pensiones, el 24 por 100 de la población 
estaría en riesgo de pobreza, y la tasa de riesgo de pobreza sería 
del 41,5 por 100 para la población portuguesa en 2009 si no 
hubiera transferencias sociales. 

Para Renato Miguel do Carmo (Carmo et al, 2010), 
refiriéndose a los datos de la misma Encuesta de 2007, «la baja 
escolaridad, el desempleo, la monoparentalidad, el número 
elevado de hijos y vivir solo son factores que contribuyen a elevar 
la tasa de riesgo de pobreza». 

El empleo es una barrera eficaz contra el riesgo de pobreza, ya 
que este es del 10,3 por 100 entre la población empleada y del 37 
por 100 en la población en situación de desempleo (INE, 2010). En 
marzo de 2011, 551.861 portugueses estaban inscritos como 
desempleados en el Instituto de Empleo y Formación Profesional 
(IEFP, 2011). De este más de medio millón de personas 
desempleadas, el 71,1 por 100 sólo había estudiado hasta el 9.* 
año de escolaridad. La mayor parte de estos desempleados tenían 
entre 35 y 54 años. 

En relación con marzo de 2010, el desempleo aumentó en los 
inscritos desde hacía un año o más (+13,1%) y en los que tenían 
formación de nivel secundario (+3,9%) o superior (+2,9%)l21. 

En la perspectiva del equipo del Observatorio de las 
Desigualdades, «la economía portuguesa se enfrenta no sólo al 
problema de la baja cualificación de la población trabajadora sino 
también al de la baja oferta de empleo de cualificación 
intermedia» (Carmo, 2010). 


Más preocupante es el modo como se estructuran y distribuyen 
las oportunidades de ascenso social en nuestra sociedad. En sus 
mejores momentos, las teorías liberales de la democracia y de la 
justicia social centraron su atención en la defensa de la igualdad 
de oportunidades como principio fundador de una sociedad libre y 
justa. Este principio fue después adoptado por las teorías del 
desarrollo y es central en las que han sido propuestas por 
Amartya Sen (2009). A la luz de este principio, la situación 
portuguesa es muy preocupante, porque Portugal, además de 
elevados niveles de desigualdad social, presenta también niveles 
acentuados de desigualdad de oportunidades cuando es 
comparado con otros países de la Unión Europea. O sea, los 
individuos y las familias portuguesas no tienen el mismo acceso a 
un conjunto de recursos que les permita obtener un promedio de 
ingresos compatible con el nivel de vida considerado adecuado en 
el espacio europeo. Los países con mayores desigualdades de 
oportunidades, según datos de 2005, eran Portugal, Polonia, 
Lituania, Letonia y Estonia (Checchi et al., 2010). 

Significativamente los datos revelan, contra el mito de la 
indolencia de los portugueses[3], que las desigualdades de los 
ingresos y las desigualdades sociales derivan de componentes 
institucionales más que de la falta de empeño y de esfuerzo de los 
individuos y de las familias más desfavorecidas. Checchi et al. 
distinguen entre las desigualdades de oportunidades ex ante 
(antes de la entrada en el mercado de trabajo), que se relacionan 
sobre todo con el gasto público en educación y con una 
configuración institucional que minimiza el impacto del origen 
social de los estudiantes en los resultados escolares, y las 
desigualdades de oportunidades ex post (después de la entrada en 
el mercado de trabajo), ligadas al peso y al papel de los sindicatos 
y a la redistribución fiscal. Según estos autores, en Portugal las 
desigualdades de oportunidades derivan más de las dinámicas ex 
post, esto es, del papel de los sindicatos y de las políticas de 
redistribución fiscal en los niveles de ingresos individuales y 
familiares. En cuanto a las desigualdades de oportunidades ex 
ante, Portugal se sitúa en el 14.” lugar entre los países 


analizados; en cuanto a las desigualdades ex post, Portugal es el 
9.” país con mayores desigualdades de oportunidades. 

Aunque Portugal sea uno de los países donde es mayor el 
retorno que los individuos sacan de la educación para obtener 
ingresos elevados en el mercado de trabajo (Alves et al., 2010), las 
desigualdades sociales se estructuran sobre todo a partir de la 
segmentación de dicho mercado y de las enormes disparidades de 
los ingresos entre las profesiones y los puestos más cualificados, y 
las profesiones y puestos de trabajo de baja cualificación. Una 
política de la igualdad pasa por la disminución de las exageradas 
disparidades salariales existentes en Portugal y por la 
disminución de las diferencias materiales, remuneratorias y 
simbólicas entre los distintos ámbitos profesionales en Portugal. 

La desigualdad social, por más importante que sea, nunca dice 
todo sobre la injusticia social. A esta contribuyen igualmente las 
diferentes formas de discriminación social, sobre todo la 
discriminación sexual y racial. Además, la desigualdad y la 
discriminación se alimentan recíprocamente. En general, la 
agudización de la desigualdad va a la par con el aumento de la 
discriminación. En Portugal, por las razones aducidas más 
adelante (sociedad de bienestar), el crecimiento de la desigualdad 
social implica la agudización de la discriminación contra las 
mujeres. Serán ellas las que pagarán buena parte de la factura de 
la crisis. 


La clase media sitiada 


El crecimiento de la pobreza es el impacto social más 
previsible de las medidas de austeridad, pero su significado 
político resulta de estar ligado al desmantelamiento de la ya 
frágil clase media. Y, en este campo, será decisivo lo que le 
sucederá al Estado portugués en los próximos tiempos. Á 
semejanza de otros países semiperiféricos, el Estado, como sector 
de referencia, tanto a nivel salarial como en las condiciones de 
empleo (igualdad relativa en la selección y contratación, la 
progresión y la estabilidad), ha funcionado como inductor del 


llamado «efecto de clase media». La movilidad social por 
mediación del Estado ha sido posible y visible incluso porque, 
algunas décadas atrás, la contratación inicial, por ausencia de 
cualificación en la población en general, permitió el ascenso a 
cargos directivos a personas con los antiguos 5.” y 7.” años de 
escolaridad. En las últimas décadas, el Estado y la educación 
pública han sido prácticamente los únicos medios de ascenso 
social para los descendientes de las clases medias asalariadas con 
pocos recursos (por ejemplo, la pequeña burguesía 
administrativa, como secretarias, funcionarios etc.) En un 
contexto en que la recesión y la destrucción del derecho laboral 
impiden que el efecto inductor de movilidad por mediación del 
Estado sea asumido por el sector privado, el debilitamiento del 
Estado llevará a que el «efecto de clase media» se disipe, asociado 
también a los niveles de endeudamiento de los sectores medios y 
bajos de la clase media (véase más adelante)[4]. La debilitada 
clase media portuguesa será la gran afectada por las medidas de 
austeridad en los niveles de consumo, en las estrategias de 
educación, en las relaciones sociales en general. Con esto, la 
estructura social se cierra todavía más y la movilidad social, 
cuando existe, es descendente. Los destinos están trazados desde 
los orígenes y esto se acentuará en el futurol5]. 

El problema no es de ahora, pero se va a agudizar. El bloqueo 
de la movilidad social comenzó en la década de los noventa y 
alcanzó primero a los hombres que a las mujeres. Durante esta 
década, las mujeres tuvieron grandes oportunidades de ascenso 
social, sobre todo a través de la educación. De hecho, en Portugal, 
la movilidad social depende mucho de la educación, y las mujeres 
supieron aprovechar ese recurso con buenos resultados hasta el 
2000. Las políticas educativas de la última década han venido 
bloqueando el ascenso social de los sectores populares. Por 
ejemplo, la concentración en grandes poblaciones y el cierre de la 
escuela en las zonas rurales y despobladas acentúan estas 
tendencias. La escuela vuelve a estar, ahora más que nunca, al 
servicio de la reproducción de las elites. 


Confirmando su carácter semiperiférico, la estructura social 
portuguesa mantiene un fuerte peso morfológico en la pequeña 
burguesía (trabajadores independientes, agricultores, etc.). Con la 
crisis, serán reactivadas estrategias de supervivencia, tales como 
el recurso a las redes familiares, el pluriempleo, la agricultura de 
complemento o la emigración temporal. Sobre todo estas dos 
últimas parecian haber sido superadas para siempre, testimonio 
de un pasado de dificultades que la mejora de las condiciones de 
vida tornara obsoleto. Las otras fracciones de clase, sobre todo las 
que están en ciclo de desempleo, tenderán a acentuar el peso de la 
economía informal, que, según datos recientes, puede ascender al 
30 por 100 del PIB. El fin del Estado como instrumento de 
movilidad social afecta sobre todo a las clases medias y 
asalariadas altamente cualificadas y a la clase media asalariada 
de escasos recursos. Para el proletariado, la gran mayoría de la 
población activa, tal tendencia acaba con cualquier expectativa de 
movilidad. La proyección mediática de las protestas de los jóvenes 
desempleados o precarios altamente cualificados refleja los 
problemas de una pequeña franja de la población activa. A nivel 
simbólico es, con todo, devastadora. 

El significado político de la masiva degradación social que 
puede ocurrir está en discusión. Á este respecto me gustaría citar 
las declaraciones del exdirector del FMI, Dominique Strauss- 
Khan, del 13 de abril de 2011, cuando, en flagrante contradicción 
con las políticas que la institución ha seguido en el mundo, 
afirmaba: «La estabilidad depende de una clase media fuerte que 
pueda aumentar el consumo. No conseguiremos esto si el 
crecimiento económico no conduce a la creación de empleos 
decentes, ni si el crecimiento recompensa a la minoría de los más 
favorecidos en detrimento de los numerosos marginalizados»l6]. 


El desempleo 
No es difícil prever que vamos a presenciar tres fenómenos 


propios de este proceso de crisis: el crecimiento del desempleo, el 
aumento del número de horas de trabajo de los que están 


empleados, y la erosión del trabajo con derechos. La gravedad de 
la evolución se debe a los elevados niveles de los que partimos en 
ambas situaciones. El promedio de la tasa de desempleo en los 
países de la OCDE descendió a 8,1 por 100. Los países que 
continúan registrando tasas de desempleo muy elevadas son 
Portugal (12,6%), Hungría (11,6%), Eslovaquia (13,9%), Irlanda 
(14,7%) y España (20,7%). 

En lo que respecta a las horas de trabajo, según un informe 
reciente de la OCDE, que abarca a 26 de los 34 países que la 
integran, los portugueses son de los que más horas trabajan por 
día (trabajo remunerado y trabajo no remunerado): 8,71 horas. En 
la OCDE, sólo los mexicanos trabajan más que los portugueses 
(9,9 horas por día) y los japoneses (9 horas diarias). Al final del 
ranking está Bélgica, con 7,1 horas. El promedio total de la OCDE 
es de 8 horas por día. Este hecho muestra que la relativamente 
baja productividad de los trabajadores portugueses tiene que ver 
sobre todo con la falta de innovación y las deficiencias 
organizativas del tejido empresarial. 

En lo que respecta a la precarización de las relaciones 
laborales y a la erosión del derecho laborall7], debemos tener en 
mente que desde el inicio del capitalismo industrial el trabajo ha 
sido la gran vía de acceso a la ciudadanía. Los triunfos de la lucha 
por el trabajo con derechos, por el reparto de la riqueza nacional 
con base en el crecimiento de la productividad del trabajo, en 
suma, por los derechos económicos y sociales, hicieron posibles 
tres cosas inimaginables a mediados del siglo xix: que los 
trabajadores pudieran consumir algunos de los productos que 
producian; que los trabajadores pudieran planear su vida y la de 
su familia, un privilegio hasta entonces reservado a la burguesía 
y a la nobleza, y que los trabajadores creyeran que la democracia 
liberal, representativa, a pesar de todas sus artimañas y 
contradicciones, podía ser movilizada en su favor con algún éxito. 

Todo esto hoy puede parecer trivial, pero es un error fatal 
pensar así. Por un lado, esos derechos fueron conquistados a costa 
de mucha violencia y de mucho sufrimiento. Por otro, todo este 
edificio de relativa solidaridad social ha venido siendo demolido 


desde hace treinta años. Y la demolición está alcanzando los 
cimientos supuestamente más sólidos, situados en la Europa de la 
posguerra. En el caso de Portugal, los cimientos son, de entre 
todos los europeos, unos de los más frágiles, porque sólo 
comenzaron a ser construidos en el último cuarto del siglo pasado, 
después de la Revolución del 25 de abril. Apenas dos generaciones 
de trabajadores vivieron esas tres realidades antes inimaginables. 
¿Qué será de la tercera generación, la «generación á rasca»?l8], 
[9]. 

Dada su histórica falta de hegemonía, analizada en el capítulo 
4, la burguesía portuguesa necesitó la intervención externa para 
imponer lo que hasta ahora no había sido capaz de imponer por 
sus propios medios. El futuro es, en este campo, el más incierto, 
porque no se sabe hasta qué punto la «generación a rasca» podrá 
llevar su lucha, ni qué aliados movilizará en su favor. Por ahora, 
el hecho de que esta generación esté divorciada de los sindicatos 
es tan preocupante para el futuro de ella como para el futuro de 
los sindicatos. Sin ella los sindicatos no se renuevan; sin ellos, la 
generación caerá fácilmente en la desesperación, a menos que 
encuentre formas de organización innovadoras que no sean ni 
sindicatos ni partidos. 

Para un ciudadano común es difícil imaginar que facilitar el 
despido hoy sea la única forma de crear empleo mañana. Sin 
embargo, esa es la «verdad» que el pensamiento neoliberal 
impone como evidentel10]. Como es propio de esta última versión 
del capitalismo global, dominado por el inmediatismo del capital 
financiero, la lógica del corto plazo se vuelve más destructiva que 
nunca y las crisis que producirá, a pesar de ser muy previsibles, 
sólo pueden discutirse a partir de una «disidencia económica» 
fácilmente desacreditadal11]. De nada vale mostrar que no existe 
ninguna relación clara entre la débil reglamentación laboral y el 
crecimiento económico. La economía convencional, que supo 
inmunizarse contra la democracia y la justicia social, se inmuniza 
ahora contra el sentido común. 

El ataque a los derechos laborales sin una adecuada seguridad 
del empleo y de la protección social dará otra estocada al sentido 


común que todavía sobrevive en una de las agencias de la ONU, 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Pero ese sentido 
común, a pesar de estar bajo el fuego, todavía puede servir de 
inspiración a la «generación a rasca». Se trata de la propuesta de 
trabajo digno presentada por el director general de la OIT, Juan 
Somavia, en 1999. Como dijo recientemente Somavia: 

Antes de la crisis, nosotros ya sabiamos muy bien que existía 
una crisis. El crecimiento supeditado al empleo productivo, 
relacionado con el aumento de los resultados y la escasa 
protección social asociada a la desigualdad creciente, se combinó 
con una excesiva confianza en la autorregulación de los mercados. 
Las clases medias fueron debilitadas. Las personas jóvenes, los 
trabajadores extranjeros y las mujeres en condiciones precarias e 
informales de trabajo están particularmente expuestos a las 
dificultades de la actual crisis[121. 


Siendo la OIT una organización sui generis en la que 
participan representantes del Estado, de los empresarios y de los 
trabajadores, la propuesta de trabajo digno nada tiene de 
revolucionario y, habiendo sido aprobada por representantes de 
todas las partes, se pensaría que se convirtió rápidamente en una 
práctica común. De hecho, no es así. Continúa siendo una 
aspiración desmesurada que cada mujer y cada hombre pueda 
acceder a un trabajo digno y productivo en condiciones de 
libertad, equidad, seguridad y dignidad, o sea, con oportunidades 
para realizar un trabajo productivo con una remuneración 
equitativa, seguridad en el lugar de trabajo y protección social, 
mejores perspectivas de desarrollo personal e integración social, 
libertad para expresar sus preocupaciones, organización y 
participación en las decisiones que afectan a sus vidas, e igualdad 
de oportunidades y de tratamiento para todas las mujeres y 
hombres. 

Lo más trágico es que durante algún tiempo estas condiciones 
fueron consideradas en Europa como recomendables para el 
mundo menos desarrollado, pero demasiado insuficientes para los 
trabajadores europeos. Hoy, la «generación á rasca», tanto en 


Portugal como en el resto de Europa, constata que incluso esas 
mínimas condiciones están desapareciendo del mundo del trabajo 
en que se inscribe, y que la lucha por ellas será muy dura. 


El endeudamiento de las familias 


El endeudamiento de las familias es hoy un fenómeno común a 
todos los países en los que el crédito para el consumo se 
transformó en un área codiciada por el capital financiero. Se 
habla de sobreendeudamiento (a veces también llamado quiebra o 
insolvencia) cuando está en juego la incapacidad para cumplir los 
compromisos asumidos (Marques et al., 2000). Estos compromisos 
son resultado, sobre todo, de la solicitud de crédito para la compra 
de vivienda y de diversos bienes de consumo. 

La exuberancia de la oferta de crédito, combinada con la 
disminución de los ingresos salariales y la caída del valor de 
mercado de los activos, en particular de los inmobiliarios, son las 
causas principales de que aparezcan situaciones de 
sobreendeudamiento en la mayoría de los países. Las situaciones 
de desempleo son, en general, los detonadores de la insolvencia 
personal y familiar. En Portugal el crédito se popularizó a partir 
de 1990, convirtiendo en deudores a diferentes clases o estratos 
sociales. Esa expansión ocurrió en un escenario de crecimiento 
económico y de baja tasa de desempleo. Aunque en los últimos 
años el ciclo económico se invirtió y el desempleo comenzó a 
aumentar, la tasa de endeudamiento de las familias continuó 
creciendo a un ritmo menor que antes. 

Según Catarina Frade (2006, 2007 y 2008), el triángulo de 
riesgo del sobreendeudamiento está constituido por problemas 
laborales graves, multiendeudamiento y fragilidad de los ahorros 
personales y de las redes sociales. Esto significa que el desempleo 
puede no ser, en sí mismo, suficiente. Normalmente es necesario 
que se verifiquen una o varias de las siguientes situaciones: larga 
duración de la situación de desempleo, imposibilidad de 
beneficiarse del subsidio de desempleo, desempleo de otro 
miembro del hogar, divergencia acentuada entre los ingresos 


antes percibidos (y con base en los cuales se planearon los gastos) 
y el subsidio de desempleo, obtención de un nuevo empleo pero 
mal remunerado, pérdida de importantes complementos 
salariales regulares (subsidios y premios, remuneración de las 
horas extras). A veces ni siquiera es necesaria la pérdida del 
empleo para que un individuo entre en dificultades. Basta con 
que sus condiciones laborales se alteren de forma particularmente 
excesiva. 

El multiendeudamiento consiste en la existencia de múltiples 
compromisos financieros. Un consumidor con varios créditos se 
encuentra, de entrada, más vulnerable a una pérdida de ingresos 
o a un incremento inesperado de gastos (en salud, por ejemplo), 
ya que está obligado a hacer una gestión más compleja (más 
créditos, más acreedores, distintos importes, diferentes plazos y 
tasas de interés). Un individuo que tenga apenas un crédito, 
aunque se encuentre en dificultades, tendrá, en general, más 
espacio de negociación, pues deberá hacer frente a un único 
acreedor. Simultáneamente tendrá más facilidad de canalizar sus 
esfuerzos financieros para pagar una sola deuda. 

Por último, la fragilidad de los ahorros personales y de las 
redes sociales es el factor que más contribuye a la 
insostenibilidad financiera de los individuos ante el deterioro de 
las condiciones de trabajo. Aquellos que viven situaciones 
laborales graves y están multiendeudados podrían todavía lograr 
mantener, por lo menos durante un cierto tiempo, la regularidad 
de los pagos a las entidades de crédito, si pudieran contar con 
algún ahorro y con la ayuda financiera o material de familiares y 
amigos. Á esto lo llamamos sociedad de bienestar, y sobre ella 
hablaremos más adelante. 

Los niveles de endeudamiento de los portugueses son bastante 
altos. La siguiente tabla muestra, en términos comparados, el 
nivel de endeudamiento per cápita de los portugueses respecto a 
la vivienda y el consumo. 

Tabla 1. Endeudamiento per cápita en 2009 (vivienda + consumo) 


Portugal 
España 
Grecia 
Francia 
Reino Unido 
Alemania 
Dinamarca 
Holanda 
Finlandia 
Bélgica 
Polonia 
Rumanía 


EEUU 


12.962€ (vivienda: 10.319€) 
19.058€ (vivienda: 14.269€) 


10.686€ 
15.157€ 
27.528€ 
17.183€ 
56.095€ 
353.360€ 
183.378€ 
17.350€ 
2.643€ 

1.105€ 

29.668€ 


Fuente: ECRI (2010), ECRI Statistical Package 1995-2009. 


También es alta su vulnerabilidad financiera. Según el Índice 
Genworthl13]1, los portugueses mostraban en 2010 la segunda 
mayor tasa de vulnerabilidad financiera de los países analizados, 
registrándose un deterioro frente al 2009, cuando exhibían la 
cuarta tasa más alta (véase tabla 2). 


Tabla 2. Vulnerabilidad financiera según el Índice Genworth 


2010 2009 
Grecia 76 52 
Portugal 66 45 
Polonia 65 60 
Italia 52 40 
Alemania 41 33 
Irlanda 36 63 
España 32 31 
Turquía 23 32 
México 23 ; 
Francia 22 24 
Gran Bretaña 19 10 
Estados Unidos 8 15 
Australia 6 A 
Finlandia -4 7 
Canadá -4 ¿ 
Suecia :20 -20 
Dinamarca 27 -25 
Noruega -43 -48 
14 países europeos 31 28 


3 países de América del Norte 10 
Los 18 países 19 


Fuente: Genworth Financial (2010). 


La vulnerabilidad no significa necesariamente incumplimiento 
y menos todavía insolvencia. Es más, una de las características 
más paradójicas de los portugueses es la de combinar altos 
niveles de endeudamiento con relativamente bajos niveles de 
incumplimiento. 


La sociedad de bienestar 


La determinación del impacto de las medidas de austeridad 
recesiva en el tejido social portugués es un ejercicio complejo. Se 
hace, por ejemplo, particularmente dificil definir el nivel de 
asfixia social por encima del cual se desencadenaría la agitación 
social. La dificultad reside en el modo específico de la creación de 
ingresos y, en particular, en el peso de los ingresos no salariales 
de las familias. Dos factores destacan en este campo: la economía 
informal y la sociedad de bienestarl14]. En ambos casos, la 
sociedad portuguesa tiene especificidades importantes en relación 
con la norma europea. Gracias a ellas las normas de consumo en 
nuestra sociedad son más avanzadas que las normas de 
producción. Mientras aquellas nos aproximan a los países más 
desarrollados, estas tienen algunas semejanzas perturbadoras 
con los países menos desarrollados (trabajo infantil, salarios 
atrasados, represión sindical en las fábricas, etcétera). 

La economía informal o economía sumergida es el conjunto de 
actividades que generan ingresos no registrados y no tributados, 
desde trabajos informales de escaso valor hasta la producción 
para autoconsumo, desde las clases particulares para estudiantes 
en dificultades hasta el trabajo artesanal en horas libres, desde la 
pequeña agricultura complementaria hasta el servicio doméstico 
eventual, desde los cuidados a personas mayores o a niños hasta 
la autoconstrucción o la preparación de comidas. Por su propia 
naturaleza es muy dificil determinar el peso de la economía 
informal en Portugal, pero algunos estudios recientes lo 


consideran particularmente alto en el contexto europeo: entre el 
20 por 100 y el 30 por 100 del PIB. 

Estos ingresos pueden constituir un apoyo valioso en caso de 
sobreendeudamiento, desempleo u otra pérdida brusca de 
ingresos. El problema es que algunas de estas fuentes de ingreso 
también pueden verse afectadas por la crisis económica y social 
(por ejemplo, los padres dejan de poder pagar las clases 
particulares de los hijos). 

La sociedad de bienestar es un fenómeno más bien complejo. 
He venido sosteniendo que, en relación con otros países europeos, 
en Portugal el Estado de bienestar es débil y la sociedad de 
bienestar es fuerte. Al contrario de lo que hace creer el actual 
alboroto sobre el exceso de gastos sociales y la necesidad de 
reducirlos, la verdad es que las transferencias del Estado hacia 
las familias son de las más bajas de Europa, y eso explica, por 
ejemplo, que Portugal sea el país europeo donde los ciudadanos 
más contribuyen a los gastos de saludl15]. Este déficit de 
protección estatal es cubierto en parte por la protección 
garantizada por la sociedad de bienestar. 

Los cambios ocurridos en los últimos treinta años fueron 
enormes, pero su impacto en la sociedad de bienestar es difícil de 
establecer. Por ejemplo, en 1981, el 71 por 100 de los 
desempleados declararon que la familia era su principal fuente de 
ingresos y de subsistencia, lo que demuestra indiscutiblemente no 
sólo el déficit del bienestar estatal (bajos subsidios de desempleo) 
sino también la importancia del bienestar social, en este caso, del 
ámbito familiar. Según el European Social Survey de 2008, del 
total de 110 encuestados en Portugal que estaban desempleados y 
activamente en busca de empleo, el 62 por 100 tenía su fuente de 
subsistencia en los salarios de los otros miembros del hogar o en 
otros ingresos familiares, contra el 22 por 100 que vivía del 
subsidio de desempleo, el 10 por 100 de pensiones y el 5 por 100 
de otras prestaciones sociales. En 27 años el escenario se 
mantiene prácticamente igual. Otro comportamiento muy poco 
europeo es la participación de los padres en la cuota inicial de la 
casa de las jóvenes parejas. 


La sociedad de bienestar es una forma de capital relacional. 
Su realización y valoración social tiene la mayor importancia 
estratégica para los grupos sociales y las familias cuyos recursos 
vitales se ven directamente afectados por la crisis en la que nos 
encontramos. La fuerza relativa de la sociedad de bienestar 
determinará, por ejemplo, el impacto del desempleo en el 
sobreendeudamiento. También aquí la especificidad del caso 
portugués en el contexto europeo es significativa (en términos 
relativos, el alto nivel de sobreendeudamiento y el bajo nivel de 
insolvencia) y hace ilusorios los números sobre la vulnerabilidad 
financiera indicados antes. De hecho, los estudios realizados en el 
Centro de Estudios Sociales revelan que la relación entre la 
pérdida del empleo y el surgimiento de casos de 
sobreendeudamiento es más compleja y menos directa de lo que 
se puede imaginarl16]. La capacidad de accionar mecanismos de 
autoequilibrio (reducción del consumo, movilización de ahorros) 
combinada con la presencia de la sociedad de bienestar puede 
mantener, por lo menos durante algún tiempo, las finanzas 
familiares relativamente controladas. Los costos para los que 
participan en las redes de solidaridad son algunas veces enormes 
y aumentan en momentos de crisis. Quien ha ayudado puede, de 
repente, ser quien necesita ayuda. Los padres que ayudaron a los 
hijos en un momento dado pueden ser quienes, un momento 
después, necesitan la ayuda de los hijos. Si tanto unos como otros 
necesitan ayuda y no es posible accionar otras redes de 
solidaridad, el colapso financiero es inevitable y, con él, toda la 
degradación social que lo acompaña. Considerar la sociedad de 
bienestar permite destruir dos mitos o preconceptos sobre los 
comportamientos de los portugueses: el mito de que los 
portugueses viven a la sombra del Estado y el mito de que viven 
por encima de sus posibilidades. Ambos son falsos a la luz de la 
dinámica de la sociedad de bienestar, tanto informal (las redes de 
ayuda mutua) como formal (las Instituciones Particulares de 
Solidaridad Social, IPSS). Datos de hace algunos años, pero que 
no se deben haber modificado significativamente, indicaban que 
en el sector de la protección social los fondos que el Estado 


transfería a las instituciones de solidaridad (IPSS, Beneficencias 
y Mutualidades), a través de acuerdos de cooperación (para el 
funcionamiento de las instalaciones y las respuestas sociales por 
ellas administradas), no cubrían los gastos efectivos. Según un 
estudio realizado hace unos años por la Dirección General de 
Asistencia Social, la coparticipación del Estado variaba entre el 
26,5 por 100 y el 71,6 por 100 de los gastos técnicos, obligando a 
las instituciones a recurrir a otras formas de financiación, 
incluidos el copago de los usuarios y el voluntariado, para no 
reducir la calidad de los servicios ofrecidos (Hespanha, 2000, p. 
167). 

El impacto de la crisis en la sociedad de bienestar puede ser 
devastador; desde ya es fácil ver que todos los recortes en la 
inversión social del Estado representan una sobrecarga para la 
sociedad de bienestar, y sobre todo para las mujeres, que son las 
erandes artífices de la sociedad de bienestar, sin que muchas 
veces la sociedad ni siquiera los que se benefician de su cuidado lo 
reconozcan. La crisis del mercado de trabajo (por el aumento del 
desempleo, los recortes salariales, la eliminación de subsidios) 
tiene un impacto directo en los modelos de subsistencia familiar y 
de distribución de los ingresos (por ejemplo, en la contribución de 
las pensiones de los más viejos para sostener a las familias) y en 
la distribución de la vivienda (por ejemplo, con el aumento de los 
divorcios se evidencia un regreso a la casa paterna; por otro lado, 
los jóvenes permanecen en casa de los padres cada vez hasta más 
tarde)[171. Los recortes en las jubilaciones y pensiones 
disminuirán las posibilidades de transferencias 
intergeneracionales y agravarán la situación de las generaciones 
más jóvenes, dependientes en gran medida de estas ayudas para 
mantener el nivel de vida. La prórroga de la edad de jubilación 
retira de la sociedad de bienestar los servicios de las generaciones 
más viejas con capacidad de brindar cuidados (los abuelos que se 
hacen cargo de los nietos). Los recortes en la asistencia social 
afectan sobre todo a los más empobrecidos por la crisis, pues sus 
redes quedan todavía más desprovistas de recursos. 


La sociedad de bienestar es un cojín que puede amortiguar la 
caida de los ingresos; cuanto más frágil sea, más dura será la 
caída. Tal como sucede con el Estado de bienestar, también la 
sociedad de bienestar se debilita en periodos de crisis. Cuando no 
le sea posible mitigar los impactos negativos producidos por las 
caidas bruscas de los ingresos de las familias, causadas por el 
desempleo o por otras razones, el abismo del colapso financiero y 
personal estará cerca, y lo que puede seguirlo es la tragedia. 

Esta será considerada personal por los daños que causa 
(enfermedad, suicidio, delito), pero la frecuencia con que ocurrirá 
hará de ella una tragedia colectiva y, por lo tanto, política. 
Desgraciadamente, el sistema político sólo dará cuenta de ella 
cuando la energía que libere se vuelva contra quien la causó. Sólo 
en ese momento se hablará de agitación social, mucho después de 
que millares y millares de familias hayan visto sus expectativas 
de vida arruinadas. 


[1] Véase Mendes (2003,_2005,_2009). 

[2] Desde marzo de 2011 hasta finales de 2013 los datos del 
desempleo se agravaron dramáticamente. 

[8] Mito plasmado en las afirmaciones de la canciller alemana 
y_de los periodos de vacaciones en la Unión Europea y_que 
critican los sistemas vigentes en Grecia, España y Portugal. 


[4]_El desmantelamiento y_la desmoralización del sector 
la progresión de las carreras laborales se iniciarom con los 
gobiernos de Cavaco Silva en 1986,_fecha en que realmente la 
ideología neoliberal se establece en Portugal. 
que un hijo de un obrero acceda a una profesión liberal es de 1/7 
comparada con la de un hijo de un profesional liberal en 1999; 
esta relación era de 1/5 en 1995. 

[6]_El tenor de estas afirmaciones estaría ligado a la 


posibilidad de una candidatura de Strauss-Khan a la presidencia 


de Francia, descartada tras las posteriores denuncias de haber 
cometido delitos sexuales, 


medios de que se dispone. 

[10] Véase un análisis detall n Loucá y Caldas (2009,_p. 
334), 

[11] Fue más fácil desacreditar el pensamiento económico 
alternativo,_ya_que comienza a afirmarse con pujanza cuando 


que no dejan la democracia y_el bienestar de los ciudadanos al 
margen de los cálculos afines a los intereses del capital 
financiero. Véase, entre nosotros, Reis (2007), 

[12] OTT (2009: TTD). 

[13] Estudio de evaluación de la vulnerabilidad financiera de 
los consumidores de catorce países de los mayores mercados 


al crédito, que también tiene presencia en Portugal, 

[14]_ Además de estos también hay que mencionar otros dos 
factores típicos de una sociedad semiperiférica: las remesas de los 
emigrantes y_la emigración temporal. Ambas fueron muy. 
importantes décadas atrás y_es posible que lo vuelvan a ser 
ahora. Muchos de los emigrantes de los años sesenta y_setenta 
que ya regresaron al país están reactivando ahora sus redes de 


contactos en el extranjero para la eventual emigración de sus 
hijos o parientes, cuando no de ellos mismos. El propio ministro 

Economía, Álvaro Santos Pereira, llegó a declarar: «Si nada se 
hace. _en breve estaremos todos emigrados». Más de cien mil 
portugueses están saliendo del país al año. Recientemente el 
secretario de Estado del Deporte y_la Juventud, Alexandre 
Mestre, les sugirió a los jóvenes desempleados que salieran de su 
“ZOO. nfort» y_ buscaran oportunidades «más allá de las 
fronteras», siendo apoyado en estas declaraciones por el ministro 
adjunto y_de los Asuntos Parlamentarios, Miguel Relvas, quien 
considera que la emigración de jóvenes portugueses calificados 
sin oferta de empleo en Portugal puede ser algo «extremadamente 
positivo» 

[15] Véase capítulo 2. 

[16l_ Véase Observatorio del Endeudamiento de los 
Consumidores (comp.) (2008), 

[17] Los empleadores conocen esa realidad y la usan como base 
de la explotación de las nuevas generaciones. Además, en general, 
sólo ha sido posible mantener salarios tan bajos sin convulsión 
social gracias al cojín de la sociedad de bienestar. 


Capítulo VI 


Salir de la crisis con dignidad y 
esperanza 


Salir de la crisis con dignidad y esperanza significa resolver la 
crisis de corto plazo de modo que se abran caminos de resolución 
para la crisis de medio plazo (crisis económica) y para la crisis de 
largo plazo (crisis político-cultural). En un mundo tan 
desigualmente interdependiente, mucho de lo que será necesario 
hacer no dependerá exclusivamente de nosotros. Dependerá de 
nosotros en la exacta medida en que sepamos identificar las 
nuevas oportunidades, exigencias y socios, y crear las alianzas 
con todos los que luchan, tal como nosotros, por el derecho a vivir 
con dignidad y esperanza en un mundo que parece estar 
transformando ese derecho de todos en un privilegio de muy 
pocos. Comenzaré por los escenarios de corto plazo, para después 
indicar lo que puede estar más allá de ellos. 


Portugal a la vista 
Lo institucional y lo extrainstitucional 


Después de que un alto dirigente del FMI afirmara el 11 de 
abril de 2011 que la austeridad a la que están condenados Grecia, 
Irlanda y Portugal durará muchos años, y ante la amenaza de 
que otros países europeos puedan estar condenados al mismo 
destinol1], sólo una movilización política significativa de los 
ciudadanos (de preferencia en más de un país europeo) puede 
evitar el desastre del retroceso al subdesarrollo. Acciones 
colectivas democráticas extrainstitucionales pueden llegar a 


ejercer una presión eficaz sobre las instituciones nacionales y 
comunitarias. Tal como  indiqué antes, la movilización 
extrainstitucional apunta a expandir el horizonte de soluciones 
políticas a disposición de las instituciones. 

El corto plazo es desastroso y los costos sociales de las medidas 
de austeridad recesiva serán una prueba muy exigente para la 
solidez de nuestras instituciones democráticas. Si alguien va a 
pasar por una stress:test en los próximos tiempos es nuestra 
democracial21. La supuesta falta de imaginación europea, al no 
permitir que el rescate financiero respete mínimamente la 
democracia portuguesa —rescate de emergencia con compromisos 
algo flexibles que sean negociados con alguna capacidad de 
maniobra por el gobierno recién elegido—, es el segundo acto de 
secuestro de la democracia portuguesa. El primero ocurrió con los 
ataques especulativos a la deuda soberana del país liderados por 
las agencias de rating ante la pasividad de las autoridades 
europeas. 

Este doble secuestro desvaloriza la Unión Europea y la 
democracia ante los portugueses, y los resultados son 
imprevisibles; es decir, el modo como las soluciones están siendo 
impuestas a los portugueses por parte de las instituciones 
europeas puede tener el efecto de someter las instituciones 
democráticas portuguesas a alguna turbulencia y abrir el camino 
a iniciativas democráticas  extrainstitucionales (acciones 
callejeras, protestas, peticiones). No se prevén soluciones 
radicales que propongan profundos cambios en nuestro sistema 
político o económico, pero el espacio público de la calle puede ser 
utilizado para exigir a las instituciones políticas comportamientos 
innovadores que salvaguarden mejor los intereses de la gran 
mayoría de los portuguesesÍ3]. 

El surgimiento de la movilización política extrainstitucional 
constituye un desafío importante para los partidos e incluso para 
los movimientos sociales. Unos y otros se concibieron como 
sociedad civil políticamente organizada (sociedad política) y 
convirtieron a la sociedad civil no organizada (la gran mayoría de 
los ciudadanos) en una masa amorfa y no politizada. Por esa 


razón, las discusiones político-organizativas se centraron durante 
décadas en las relaciones entre partidos y movimientos, dejando 
de lado cualquier preocupación sobre la sociedad civil apolítica o 
despolitizada. Pasó desapercibido que la supuesta despolitización 
no es más que la ausencia de razones fuertes que justifiquen la 
politización y la consecuente movilizaciónl4]. Ante la emergencia 
política de los no politizados, los partidos y los movimientos 
sociales están obligados a revisar toda la sabiduría convencional 
sobre cultura y organización políticas y a cuestionar la inercia de 
las distinciones entre lo político y lo apolítico, o entre lo 
organizado y lo no organizado. Se vuelve imperativo reimaginar lo 
político (buscar la política donde ella no está en la forma en que la 
conocemos) e identificar los niveles de inconformismo que 
desencadenan el movimiento de lo no organizado hacia lo 
organizado, y los nuevos recursos disponibles (redes sociales) para 
facilitar tal movimientol5]. 

Dadas las características de la sociedad portuguesa analizadas 
anteriormente, es dificil prever el momento o nivel de asfixia de 
las justas aspiraciones de bienestar a partir del cual emergerán 
las acciones colectivas extrainstitucionales. El surgimiento de lo 
extrainstitucional, si está bien articulado con lo institucional, 
puede abrir espacio a la innovación a nivel de la constitución de 
los gobiernos y puede propiciar decisiones responsables de 
desobediencia financiera. 


¿Una mayoría de izquierda? 


No pienso que un gobierno de derecha o de centro-derecha cree 
condiciones para que nuestra democracia supere con éxito el 
stress"test que mencioné. Una de las razones fue dada por el líder 
del Partido Social Demócrata (PSD) al declarar ante la opinión 
pública mundial (véase Wall Street Journal, 30 de marzo) que su 
partido inviabilizó las medidas de austeridad propuestas por el 
gobierno socialista (PEC IV)[6] por no ir suficientemente lejos[71, 
y que hará todo para que Portugal «no sea un fardo para nuestros 
amigos de la Unión Europea y del resto del mundo». Del mismo 


modo, en su primera declaración pública tras la victoria en las 
elecciones del 5 de junio, Pedro Passos Coelho tuvo el cuidado de 
reafirmar que su gabinete hará todo para honrar el compromiso 
firmado con la Troika: FMI (Fondo Monetario InternacionaD, CE 
(Comisión Europea) y UE (Unión Europea). Estas son 
capitulaciones que desautorizan de entrada una política que 
defina los intereses nacionales con independencia de lo que 
«nuestros amigos internacionales»[8] digan que son tales 
intereses. 

Estamos ante una situación sin precedentes, porque la 
integración en la eurozona priva al Estado de algunos de los 
mecanismos que pueden ser eficaces a corto plazo (política 
monetaria, cambiaria y presupuestaria). En este contexto, los 
costos del corto plazo seguramente se prolongarán al medio plazo 
y comprometerán irremediablemente las aspiraciones de progreso 
y justicia social de toda una generación. Ante una situación nueva 
hay que intentar soluciones nuevas. La República fundada por el 
25 de abril de 1974 no tiene como prioridad la estabilidad del 
gobierno. En busca de ella se multiplicaron las coaliciones de 
partidos, que, a pesar de reunir diferentes tipos y composiciones 
diversas, tenían en común el hecho de ser coaliciones de derecha o 
de centro-derechal9]. No se ha experimentado hasta ahora una 
coalición de izquierda que incluya el PS, el PCP y el BE. Frente a 
los resultados de los partidos de izquierda con representación en 
el Parlamento en las elecciones legislativas del 5 de junio —PS 
(Partido Socialista), 28 por 100; PCP (Partido Comunista 
Portugués), 7,9 por 100, y BE (Bloque de Izquierda), 5,1 por 100-, 
la opción de una coalición de partidos de izquierda dejó de ser 
posible por ahora. En las actuales circunstancias, una coalición 
tal no podría dejar de negociar paquetes de consolidación 
presupuestaria, pero seguramente  condicionándolos al 
crecimiento de la economía e incluyendo en la agenda de las 
negociaciones la alternativa de la reestructuración de la deuda. 
No bastaría, pues, un gobierno de izquierda; sería necesario un 
programa de izquierda que propusiera medidas que superaran la 
ortodoxia financiera de la UE y del FMI. Esta opción ahora no fue 


posible, pero sospecho que lo será, e incluso necesaria, en el 
futuro. Todo depende del grado de gravedad de los conflictos 
sociales que se desencadenen como resultado de la aplicación de 
las medidas de austeridad impuestas por las autoridades 
internacionales, algunas de las cuales son más draconianas que 
las que fueron aplicadas por el FMI en América Latina en la 
década de 1980. Sospecho que en los próximos años la línea 
divisoria entre la izquierda y la derecha en Portugal pasará por la 
respuesta que se dé a las exigencias internacionales. 

Previendo la hipótesis de que en un futuro cercano nuevas 
elecciones en la mayoría al conjunto de los partidos de izquierda, 
respondo anticipadamente a las objeciones que se podrían 
plantear ante la posibilidad de un gobierno de izquierda con un 
programa de izquierda. 

La primera objeción es que, si las autoridades de la UE-FMI 
todavía están tutelando las finanzas portuguesas, harán toda la 
presión para que, cualquiera que sea el gobierno elegido, las 
políticas seguidas sean las mismas, o sea, las que protegen los 
intereses de los acreedores. Siendo así, aunque se forme un 
gobierno de izquierda, este no podrá ejecutar un programa de 
izquierda. 

Respuesta: no es sensato ocultar que un programa tal será 
una propuesta exigente, pero tampoco es prudente garantizar que 
el nuevo gobierno será business as usual y que el actual marco 
institucional no pueda estar sujeto a la gran turbulencia causada 
por las protestas sociales en Portugal y en los demás países 
supuestamente rescatados, como de hecho está sucediendo ya. De 
tal turbulencia pueden surgir nuevas oportunidades de acción 
política, y es bueno que estemos preparados para ellas. Un 
gobierno de izquierda con un programa de izquierda será siempre 
el resultado de una respuesta democrática a la alta tensión 
política que se genere. 

La segunda objeción es que la izquierda socialdemócrata (PS) 
[10] y la izquierda a la izquierdal11] (PCP y BE) tienen tras de sí 
un contencioso histórico que les impide entenderse. Aunque 
obtuvieran la mayoría aritmética, harán todo para desbaratarla. 


Respuesta: la objeción tiene toda la razón de ser pero 
presupone que todavía estamos en el siglo xx o, por lo menos, que 
las transformaciones por las que pasó el mundo en el último 
cuarto de siglo fueron irrelevantes o triviales, desde la caída del 
Muro de Berlín hasta la globalización y sus contradicciones, desde 
el levantamiento de los zapatistas en Chiapas hasta el Foro Social 
Mundial, desde la eclosión de la ecología como problema social 
hasta el surgimiento de movimientos sociales en lucha por un 
mundo mejor con programas de acción y justificación muy 
diferentes de los de la izquierda eurocéntrica convencional: 
movimientos indigenas, campesinos, urbanos, feministas, 
afrodescendientes, ambientalistas, de derechos humanos, de 
desempleados, inmigrantes, homosexuales, minorías étnicas oO 
religiosas, jóvenes, etcétera. 

La objeción tiene razón de ser si las izquierdas nada hubieran 
aprendido de estas transformaciones, y no es improbable que ese 
sea el caso. Pero hay que imaginar la posibilidad opuesta. El gran 
cambio de los últimos treinta años se puede resumir en una 
nueva relación entre el capitalismo, el colonialismo, el 
patriarcado y la democracia. Un cambio que interpela tanto a la 
izquierda socialdemócrata como a la izquierda a la izquierda. 

El cambio tiene dos dimensiones principales: la primera pone 
cara a cara el capitalismo y la democracia. Durante el siglo xx, la 
izquierda socialdemócrata dejó de interesarse por la hipótesis de 
la crisis del capitalismo y se centró en el esfuerzo de intentar 
civilizarlo por vía democrática, promoviendo el reconocimiento de 
los derechos económicos y sociales de los trabajadores y 
garantizando algunos modelos mínimos de redistribución de la 
riqueza. Por el contrario, la izquierda a la izquierda vio la 
democracia como un arma burguesa y le atribuyó por eso un valor 
meramente instrumental (de eficacia muy relativa y, a veces, 
contraproducente). Se centró, asimismo, en la crisis del 
capitalismo, que imaginó ser la última (siempre sin éxito y 
siempre de nuevo imaginada), dividiéndose internamente en 
cuanto a la identificación de las causas de la crisis y al tipo de 


organización de los sujetos históricos encargados de superarla, 
aunque no necesariamente por vía de la insurrección 121. 

Lo que es nuevo hoy es el hecho de que las clases populares se 
hayan apropiado del ideal democrático, entrando en el juego 
democrático, a pesar de las condiciones adversas y de las muchas 
frustraciones, dando al concepto y a la práctica de la democracia 
significados nuevos y más ricos (democracia participativa), 
expandiéndolos hacia campos sociales antes vedados al juego 
democrático (familia, escuela, comunidad, relaciones entre sexos y 
entre grupos étnicos) y conquistando a través de las luchas 
democráticas algunos derechos importantes. .HEl ataque 
sistemático que el capitalismo global ha venido realizando contra 
estas conquistas —un ataque que se vuelve más virulento en la 
medida en que el capitalismo financiero prevalece sobre el capital 
productivo y el Estado— es vivido por las clases populares como 
una crisis de la democracia. La centralidad de esta crisis, siendo 
vivencial, es también estructural; revela que el capitalismo sólo es 
compatible con formas muy pobres de democracia (democracia de 
baja intensidad, semidemocracia, democracia política combinada 
con fascismo social). Siendo así, deja de tener sentido discutir la 
crisis del capitalismo fuera del marco de la crisis de la democracia 
(lo cual es nuevo para la izquierda a la izquierda), así como deja 
de tener sentido no cuestionar el capitalismo como un obstáculo 
para la democratización de la sociedad (lo cual es nuevo para la 
socialdemocracia). La lucha por la profundización de la 
democracia es necesariamente una lucha anticapitalista. 

La segunda dimensión de las transformaciones de los últimos 
treinta años trata del surgimiento político de dos formas de 
dominación antes ocultas o minimizadas: el colonialismo y el 
patriarcado, y las desigualdades que generan a través de la 
discriminación racial y de la discriminación sexual, 
respectivamente. Colonialismo es todo sistema de poder desigual 
que se basa en la desigualdad cultural o racial (racismo, 
xenofobia, islamofobia, represión política y policial de la 
diferencia cultural). El colonialismo asumió muchas formas a lo 
largo de la historia. En los tiempos modernos, el colonialismo 


político —que incluyó la ocupación territorial por parte de fuerzas 
extranjeras— fue la forma más conocida, al punto de que durante 
mucho tiempo se pensó que el colonialismo terminó con el fin de 
los imperios coloniales y la independencia de las colonias. De 
hecho, el colonialismo continuó bajo otras formas, y la más 
virulenta es hoy seguramente el racismo, particularmente el 
racismo practicado por individuos e instituciones que se declaran 
antirracistas. 

Por su parte, el patriarcado es todo el sistema de poder 
desigual que se basa en la desigualdad sexual y atraviesa todos 
los ámbitos de la vida colectiva e interpersonal. El impacto del 
surgimiento de los movimientos sociales centrados en la lucha 
contra el colonialismo y el patriarcado fue enorme. Por un lado, 
estos movimientos sociales mostraron que el capitalismo tiene un 
interés específico en desvalorizar una buena parte de la fuerza de 
trabajo, al considerarla sexual o racialmente inferior. Por otro, 
mostraron que la democracia  reproducia la misma 
desvalorización, tanto en el sistema político como en el jurídico. 
Las izquierdas eurocéntricas no estaban preparadas para 
integrar las nuevas luchas en la crítica del capitalismo o en el 
compromiso crítico con la democracia. El aprendizaje ha sido 
lento, y más lento en la socialdemocracia que en las izquierdas a 
la izquierda. Pero comienza a haber consenso en que la lucha por 
la profundización de la democracia es necesariamente una lucha 
anticolonialista y antisexista. Aquí residen las condiciones 
objetivas para un entendimiento entre las izquierdas. Para que 
esto ocurra, también son necesarias condiciones subjetivas: la 
existencia de dirigentes que capten las contradicciones del 
momento y las transformen en propuestas convincentes para sus 
bases. 


La desobediencia financiera 
Las medidas de austeridad que fueron negociadas/impuestas 


no deben ser tomadas como un destino ineluctable. Cabe pensar 
dos iniciativas que pueden tomarse para aminorar las 


consecuencias adversas e injustas que se van a desencadenar 
sobre los portugueses. 


Renegociación de la deuda 


La primera es exigir la renegociación de las condiciones de la 
deuda (intereses, plazos de pago, etc.), tal como ya está 
ocurriendo en Grecia y en Irlanda. Esta iniciativa no pone en 
juego la deuda, sólo refuta las condiciones para su cobertura. 
Cualquier gobierno que provenga de las elecciones tiene la 
legitimidad democrática para hacer esa exigencia; y esta solo no 
sería tenida en cuenta si Portugal, entre tanto, se hubiera 
convertido en una colonia informal de la UE. 


Reestructuración de la deuda 


Esta iniciativa es mucho más compleja e implica exigir una 
reducción del total de la deuda como condición para cubrir las 
cuotas asumidas. Se trata de reestructurar la deuda. Es sabido —y 
los acreedores lo saben mejor que nadie— que Portugal no podrá 
pagar la deuda externa. Pero, incluso si pudiera, no lo debería 
hacer, en la medida en que parte de esa deuda se debe a la 
especulación financiera y al riesgo de contagio, o sea, a razones 
que nada tienen que ver con la situación real de las finanzas o de 
la economía portuguesas o con los factores que llevaron al 
endeudamiento real. Hay, pues, que identificar el valor real de la 
deuda externa en el conjunto del valor nominal de esta, y sólo el 
valor real debe ser pagado. En otras palabras, Portugal tendrá 
que negociar en algún momento una reestructuración de la deuda 
y, para que esta renegociación no se dé en los términos impuestos 
por los acreedores, es preferible que la iniciativa salga de 
Portugal y no de los acreedores. Una reestructuración en esos 
términos exige una auditoría de la deuda transparente y 
democráticamente participativa, y al mismo tiempo 
internacionalmente viable, que permita definir su valor real, el 
valor que los portugueses deben asumir como su obligación. 


La reestructuración de la deuda es algo más común de lo que 
se puede imaginar. Presento a continuación tres casos recientes: 
Argentina,[13] Ecuadorl14] e Islandia, y uno más antiguo que 
puede sorprender a muchos: Alemania. 


Una historia argentina 


A comienzos de la década de 1990, Argentina adoptó la 
paridad cambiaria entre el peso argentino y el dólar americano 
(Plan de Convertibilidad) y lanzó un programa radical de 
privatización de las empresas públicas, de desregulación del 
mercado de trabajo y de apertura incondicional al capital exterior. 
El crecimiento de la economía en los años siguientes no pudo 
disfrazar durante mucho tiempo las debilidades del modelo. Los 
niveles de inversión no crecieron proporcionalmente al boom de 
entrada del ahorro exterior. Este panorama se vio empeorado por 
el deterioro de la posición comercial exterior y la 
desestructuración del sector productivo. El crecimiento del déficit 
por cuenta corriente, que superaba la tasa del 4 por 100 del PIB, 
traducía la ampliación en los gastos de bienes y servicios del resto 
del mundo en una proporción superior a la capacidad del país 
para adquirir divisas a través de las exportaciones. La entrada 
líquida de capitales por la vía financiera permitió la 
sostenibilidad de ese modelo, implicando un endeudamiento 
creciente. Entre 1992 y 1998, la economía creció al ritmo del 6 por 
100 anual, acumulando un déficit en transacciones corrientes de 
más de 60.000 millones de dólares, financiados por una entrada 
líquida de capitales de cerca de 100.000 millones de dólares. El 
FMI y el Banco Mundial incentivaron abiertamente el Plan de 
Convertibilidad y las medidas de política económica de Argentina, 
presentándolo ante los demás países periféricos como un modelo a 
seguir. 


En 2001 la situación alcanzó el punto de quiebra. El 30 de 
noviembre se registró una fuga del sistema bancario de cerca de 
mil millones de dólares. El riesgo crediticio del país subió hasta 
los 3.573 puntos. Los rumores del congelamiento de depósitos 
privados provocaron una afluencia masiva hacia los bancos, que 
acabaría por llevar al «corralito», con el límite de retirada de 
dinero en 250 pesos/dólares por semana, por cada cuenta 
bancaria. El 5 de diciembre de 2001 el FMI puso el país en default 
al anunciar que no daría ni un dólar más a Argentina sin que 
fuera definido un nuevo programa económico sostenible. 

Con el fin de alcanzar el «déficit cero», exigido por los 
negociadores, el proyecto de presupuesto preveía duros ajustes 
salariales. Una de las propuestas fue la eliminación del 13.” mes 
de salario de los funcionarios públicos y pensionados o una 
disminución de entre el 13 por 100 y el 21 por 100 en el valor de 
los salarios. Las medidas gubernamentales desencadenaron la 
protesta social, con la adhesión masiva de la clase media que salió 
a la calle golpeando cacerolas. Concentrados en varios puntos de 
las principales ciudades del país, sonó a una sola voz el grito que 
se volvió simbólico: «¡Que se vayan todos!», «¡Que no quede ni uno 
solo!». «Todos»: los políticos. La violencia de las protestas terminó 
en la renuncia del presidente Fernando de la Rúa, 33 muertos y 
un número indeterminado de heridos. Este movimiento expresó el 
cuestionamiento de las instituciones tradicionales de la 
democracia representativa y de las relaciones de poder que 
sostenían este modelo de organización política, proporcionando el 
desarrollo de nuevos movimientos sociales, como las asambleas de 
barrio y los Movimientos de los Trabajadores Desempleados o 
«Piqueteros»[15] y de las Fábricas y Empresas Recuperadas por 
sus Trabajadores[161. 

El 24 de diciembre de 2001, el presidente Adolfo Rodríguez 
Saá (23 de diciembre de 2001 a 2 de enero de 2002) declaró la 
interrupción de todos los pagos de todos los instrumentos de 
débito. En enero de 2002, cerca de un mes después del 
congelamiento de los depósitos impuesto por el «corralito», el 
gobierno argentino decretó el fin de la convertibilidad, que se 


tradujo en la pesificación de la economía, anunciando que la tasa 
de cambio sería de 1,40 pesos por cada dólarl17]. 

La crisis política que devoró el país consumió cuatro 
presidentes en poco más de una semana, dejando profundas 
secuelas en la vida pública, entre las cuales destaca la radical 
deslegitimación de la clase política tradicional. 

El 25 de mayo de 2003, Néstor Kirchner —del Partido 
Justicialista (peronista)- asume la presidencia de la República. 
Defendía la tesis de la corresponsabilidad de los inversionistas 
privados, del propio FMI y de las demás organizaciones 
financieras internacionales en la formación de la deuda. Debido al 
fuerte apoyo dado a los gobiernos argentinos durante la fase final 
de convertibilidad, el FMI sometió sus créditos al «riesgo 
argentino». El 20 de septiembre de 2003 fue firmado un acuerdo 
standby de tres años entre el FMI y Argentina por un valor de 
12,55 mil millones de dólares, que se destinaba a mantener 
inalterado el acuerdo del Fondo con Argentina durante los tres 
años siguientes. En julio de 2004, el grupo del FMI encargado de 
monitorear a Argentina comprobó que el país había cumplido con 
todos los criterios estructurales, con excepción de los atrasos con 
los acreedores bilaterales y multilaterales, razón por la cual el 
gobierno argentino le pidió una moratoria a la Dirección 
Ejecutiva del FMI. Frente a su negativa, el gobierno argentino 
decidió suspender el acuerdo con el FMI en agosto de 2004, 
efectuando puntualmente los pagos a las instituciones financieras 
internacionales. 

En enero de 2005, el gobierno argentino presentó un programa 
de intercambio de una parte de la deuda con los acreedores 
privados argentinos y extranjeros emitiendo nuevos títulos para 
sustituir los que estaban en deuda. El 3 de marzo de 2005, el 
ministro de Economía, Lavagna, anunció que el 76,07 por 100 de 
los acreedores privados, del total de 152 títulos de la deuda 
argentina en mora, aceptaron la propuesta de liquidación 
presentada por el gobierno, a pesar de que representara una 
pérdida de cerca del 73 por 100 frente al valor original. Mientras 
tanto, Argentina obtuvo una financiación de 3.000 millones de 


dólares de Venezuela y lanzó al país a un proceso de crecimiento 
anual del 8 por 100 hasta 2008. En el momento de la muerte de 
Kirchner, en 2010, el FMI, olvidando la desobediencia pasada, lo 
elogió por el coraje con que asumió los intereses del país y relanzó 
su economía (FMI, 2010). 


Una historia ecuatoriana 


Desde la formación de la República, la deuda externa se 
constituyó en un telón de fondo para la vida económica, social y 
política de Ecuador. Siete meses después de su elección, el 
presidente Rafael Correa decidió hacer un análisis de la deuda 
del país y de las condiciones en que esa deuda había sido 
contraída. Para tal fin, una comisión de auditoría de la deuda 
compuesta por 18 peritos fue puesta en marcha a partir de julio 
de 2007. El primer paso de la auditoría consistió en una 
evaluación de la legitimidad y la legalidad de la deuda. El 
supuesto fundamental de la auditoría fue que las deudas deben 
estar sujetas a un tratamiento diferenciado según las 
circunstancias en que fueron contraídas. Así, deben ser anuladas 
las que caen en la categoría de deudas de odio (contraídas 
durante una dictadura para financiar la represión del pueblo, 
como las deudas del apartheid, por ejemplo); otras, por sus 
condiciones, pueden ser consideradas como usureras (con tasas de 
interés desproporcionadas, que de antemano vuelven imposible la 
cobertura del servicio de la deuda) o corruptas (contratadas en 
condiciones que no se ajustan a las normas legales del país 
acreedor o deudor, o a normas internacionales). En este último 
caso, las cláusulas ilícitas pueden incluir vicios de 
consentimiento, anatocismol18], tasas de interés usureras, gastos 
y comisiones desproporcionados (cubiertos por los deudores sin 
control alguno), operaciones simuladas, deudas «estatizadas» o 
«socializadas», etcétera. 


Muchas de estas situaciones estaban presentes en buena parte 
de los contratos de la deuda externa ecuatoriana, y fue posible 
comprobarlo documentalmente. Después de catorce meses de 
trabajo, fue elaborado el informe de la Comisión de Auditoría 
Integral del Crédito Público (externo e interno) en un esfuerzo 
que se concretó gracias a la presión ejercida por la sociedad. El 
informel19] demostró que muchos préstamos habían sido 
concedidos violando las reglas internacionales. En noviembre de 
2008, el gobierno ecuatoriano suspendió, con base en este 
informe, el reembolso de los títulos de la deuda que vencerían en 
2012 y en 2030, y salió victorioso del impasse con los banqueros 
norteamericanos, poseedores de títulos de la deuda ecuatoriana. 
El gobierno compró por 1.000 millones de dólares títulos que 
valian 3.200 millones, ahorrándole al tesoro público ecuatoriano 
cerca de 2.200 millones de dólares del stock de la deuda, sumados 
a los 300 millones de dólares de intereses anuales, que 
corresponden al periodo entre 2008 y 2030. Con esto, el gobierno 
consiguió aumentar los recursos financieros que le permitieron 
ampliar la inversión social en salud, educación, protección social y 
en el desarrollo de infraestructuras. 


Una historia islandesa 


El tercer caso es más reciente y más cercano a nosotros. Es el 
caso de Islandia, donde está ocurriendo una revolución hasta hace 
poco silenciada por los medios europeos. En 2009 quebraron los 
principales bancos privados islandeses, todos altamente 
involucrados en la especulación financiera. Como el Estado no 
asumió la deuda, los países de los principales acreedores, 
Inglaterra y Holanda, pagaron un total de 3.900 millones de euros 
a los acreedores y le pidieron el reembolso a Islandia. El 
Parlamento, dominado por socialdemócratas, accedió a pagar, 
pero el presidente vetó la ley. Mientras tanto, los ciudadanos, no 


conformes con el secuestro de la democracia y el saqueo del país 
por parte del capital financiero, tuvieron la iniciativa de 
organizar un referendo. El 93 por 100 de los ciudadanos votaron 
contra el pago de la deuda, o sea, contra la transformación de la 
deuda de los bancos privados en deuda soberana (lo que sucedió 
entre nosotros con el escandaloso rescate del BPN). Exigieron 
también que se convocara una Asamblea Constituyente para 
darle al país una nueva Constitución provista de instrumentos 
que defendieran a los ciudadanos del aventurerismo y del saqueo 
financiero nacional e internacional. El Parlamento buscó retomar 
la iniciativa política, suavizando las condiciones de pago (los 
intereses bajaron del 5,5 por 100 al 3 por 100 y el plazo de pago 
pasó de 8 a 30 años), pero los ciudadanos resolvieron organizar un 
nuevo referendo. Para obligar a los islandeses a desistir de la 
negativa a pagar la deuda de los bancos privados, las agencias de 
rating usaron contra ellos las mismas técnicas de terror que han 
usado contra los portugueses. El 9 de abril de 2011, los islandeses 
volvieron a rechazar el pago con una mayoría del 60 por 100. 
Gracias a la voluntad organizada de los islandesesl20] y a una 
sabia articulación entre vías institucionales y vías 
extrainstitucionales, la lógica de hierro del capital financiero —su 
capacidad de imponer soluciones y  transformarlas en 
consensuadas por ser supuestamente las únicas—- fue abatida. 
Ahora sigue el largo camino de los tribunales y de los arbitrajes 
internacionales, y mientras el palo va y viene, descansan las 
espaldas de los islandeses. 


Una historia alemana 


Después de perder dos guerras y de quedar sujeta a tratados 
que, entre otras cosas, transformaban la derrota en deudas, la 
entonces Alemania occidental estaba en 1953 en bancarrota. 
Reunidos en Londres, los acreedores aceptaron perdonar parte de 


la deuda reduciendo su stock al 62 por 100. Acordaron también 
que los intereses por pagar a los acreedores serían definidos en 
función de la capacidad de la economía alemana para sostenerlos 
sin comprometer su crecimiento. Así, fue definido un ratio entre 
la cobertura del servicio de la deuda y el valor anual de las 
exportaciones, en términos del cual la primera no podría exceder 
el 5 por 100 de aquel valor. Además de eso, la definición anual de 
los intereses fue confiada a un banquero alemán muy respetado. 
Se trató, como es evidente, de una solución política, en la que no 
se Oyó hablar de las «reacciones de los mercados». Justificando 
esta solución estaba el interés de los países capitalistas 
occidentales en mostrar, en el contexto de la Guerra Fría, la 
capacidad del capitalismo para garantizar a Alemania occidental 
un éxito igual o superior al que temían que le garantizara el 
bloque soviético a la Alemania oriental, socialista. 


Se dirá que estos son países muy diferentes o contextos muy 
diferentes del portugués, pero eso no hace más que reconocer que 
los procesos de reestructuración de la deuda varían mucho y 
deben ser calibrados de acuerdo con las condiciones y el contexto 
de cada país o momento histórico. Por ejemplo, en el caso 
portugués todo aconseja que la exigencia de reestructurar la 
deuda sea hecha en conjunto con Grecia e Irlanda. En lo que 
respecta a Grecia, en marzo de 2011, más de cien personalidades 
dieron a conocer una petición que exigía una auditoría a la deuda 
pública griega. Según ellos, la gente debe ser informada sobre la 
deuda pública y la deuda privada que se beneficia de garantías 
públicas, y la comisión de auditoría deberá identificar las partes 
de la deuda que son ilegales, ilegítimas u odiosas. Bastaría 
pensar en los contratos de endeudamiento intermediados por 
Goldman Sachs, o en los contratos destinados a financiar la 
compra de armas (los submarinos, en nuestro caso), para 
constatar la necesidad de una auditoría independientel21]. 

La reestructuración de la deuda apunta a reducir las deudas 
que se saben impagables, las deudas punitivas impuestas como 
resultado de guerras o las deudas consideradas ilegales o 


ilegítimas a la luz de criterios internacionalmente reconocidos. 
Uno de ellos es la prohibición de intereses usureros, sobre todo 
cuando son políticamente motivados para afectar a una población. 
No quedan dudas de que el total de los intereses de la deuda 
soberana de Portugal, a partir del momento de la caída del actual 
gobierno, fueron usureros. Posiblemente fueron también 
manipulados para forzar una solución política en Portugal y en 
Europa. El chantaje a los países en dificultades para provocar su 
asfixia financiera, del que pueden derivar daños irreparables 
para poblaciones enteras, es poco menos que un crimen contra la 
humanidad. Basta tener en mente que el FMI, en su reunión de 
primavera de este año [2012], volvió a reiterar que las tasas de 
interés por encima del 7 por 100 son insostenibles (o sea, que no 
pueden pagarse), en un momento en que las tasas de interés de la 
deuda soberana de nuestro país alcanzaban el 10 por 100. Veamos 
la secuencia frenética de la disminución de la deuda soberana sin 
ningún vínculo con la situación de la economía real. 

Entre el 24 de marzo (el día siguiente al rechazo del PEC IV 
en el Parlamento) y el 5 de abril (la víspera de la petición de 
rescate por parte del gobierno portugués) todas las agencias de 
calificación crediticia bajaron abruptamente el rating de la 
República portuguesa a niveles próximos al «polvo». Desde el 23 
de marzo hasta el 6 de abril los intereses de la deuda portuguesa 
a 2,5 y 10 años aumentaron 2,3, 1,5 y 0,9 puntos porcentuales. 
En las semanas siguientes continuaron subiendo a un ritmo 
semejante. 

Tabla 3. Evolución de los rating de la deuda soberana entre la 
caída del gobierno y la petición de rescate 


24 de marzo Fitch A+ a A— 

25 de marzo SGP A— a BBB 

29 de marzo SGP BBB a BBB— 
1 de abril Fitch A— a BBB-— 


5 de abril Moody's A3 a Baal 


La reestructuración de la deuda no es una solución milagrosa, 
sin costos. Podría implicar la suspensión de la cobertura del 
servicio de la deuda, o sea, la suspensión temporal del pago de los 
intereses, que en este momento representan cerca del 4 por 100 
del PIB y de las amortizaciones. La consecuencia podría ser el 
bloqueo temporal de los mercados financieros y el recurso a 
préstamos bilaterales de países que crean en nuestra capacidad 
de recuperación económica. Sin embargo, la suspensión de la 
cobertura del servicio de la deuda permitiría liberar recursos que 
aseguraran el funcionamiento del Estado a lo largo del periodo de 
las negociaciones. 

Entre las muchas objeciones a este acto de desobediencia 
financiera se pueden identificar las siguientes. Primero, tal acto 
transforma a Portugal en un Estado paria e implica su expulsión 
por lo menos de la eurozona, si no de la UE. 

Respuesta: la reestructuración de la deuda es un acto ambiguo 
porque de algún modo puede interesar también a los acreedores 
(más vale recibir algo que ver al deudor en bancarrota). Además 
de eso, el Consejo Europeo (por lo tanto, Ángela Merkel), en su 
reunión del 24 de marzo pasado [2012l, asumió la posibilidad de 
la reestructuración de las deudas soberanas[22] a partir de 2013; 
la opción por la reestructuración a cuotas, frente a la 
reestructuración actual, fue tomada en función de los intereses de 
los acreedores europeos (bancos alemanes, franceses, españoles), 
para darles tiempo de limpiar el «polvo» a los balances de los 
bancos tenerdores de la deuda periférica a través de las 
intervenciones del BCE en el mercado secundariol23]1. 

Lo importante es, pues, que la iniciativa de la reestructuración 
de la deuda provenga de los deudores para proteger mejor sus 
intereses ante los intereses de los grandes acreedores. Sólo así la 
reestructuración de la deuda podrá favorecer a los pequeños 
acreedores y sus ahorros (certificados de ahorro), que en ningún 
caso pueden ser tocados. Por otro lado, estoy seguro de que 
Portugal no estará solo en la iniciativa de desobediencia, pues ya 


se habla de reestructuración de la deuda de Grecia y de Irlanda. 
Además, como se dio en el caso de Argentina, el Estado paria de 
2004 rápidamente se transformó a los ojos del FMI en un Estado 
responsable y celoso de los justos intereses nacionales. 

La segunda objeción es que la desobediencia conducirá a 
sanciones todavía más costosas para el país. 

Respuesta: las sanciones no son fáciles de definir y mucho 
menos de imponer, sobre todo si la desobediencia proviniera de 
más de un país. El caso de desobediencia protagonizado por 
Islandia será una buena prueba y debe ser seguido de cerca, a 
pesar de que las condiciones sean muy distintas por el hecho de 
que Islandia no sea todavía miembro de la UE[24]. Además, se 
pueden accionar formas de solidaridad internacional 
(especialmente en la zona de lengua portuguesa) que pueden 
llegar a neutralizar cualesquier eventuales (e improbables) 
sanciones. 

La tercera objeción es que la desobediencia debe ser anterior y 
no posterior a la adopción de medidas de austeridad. 

Respuesta: en este momento, la negociación se impone como 
un hecho. Además, la fragilidad política del gobierno hace creer 
que más que negociación hubo imposición. Sucede que el impacto 
social de las medidas de austeridad todavía no ha afectado en 
toda su dimensión al bolsillo y a la vida de los ciudadanos, por lo 
que es dudoso que un acto que necesariamente dramatiza la vida 
social y política y que momentáneamente demoniza al país ante 
actores internacionales con gran poder financiero y mediático 
tenga apoyo político. Como la política tiene razones que la razón 
desconoce, estamos ante algo así como una situación de secuencia 
inversa para alcanzar resultados hacia delante. La negociación 
permanente que seguirá en los próximos meses, e incluso años, se 
debe hacer manteniendo abierta la posibilidad de la 
desobediencia en el horizonte; las medidas de austeridad y las 
«reformas estructurales» impuestas por la Troika UE-BCE-FMI, 
por su naturaleza, no podrán dejar de empeorar el desempleo y 
los costos que inciden sobre los ingresos del trabajo, reducir las 
prestaciones sociales y la cantidad y calidad de los servicios 


públicos. Tales medidas causarán mucho descontento social, y 
este eventualmente se puede traducir en acciones colectivas 
democráticas pero extrainstitucionales. Si así llegara a ocurrir, 
sólo un gobierno de izquierda con un programa de izquierda podrá 
ofrecer respuestas no represivas a los ciudadanos rebeldes; entre 
esas respuestas estarán la auditoría y la reestructuración de la 
deuda. 


Más allá de Europa 


Portugal es un europeo errante; un ciclo colonial multisecular 
y multicolonial nos puso en contacto con una multiplicidad de 
pueblos y de culturas cuyos destinos influenciamos y nos 
influenciaron. Influencias  desigualmente recíprocas que 
continuaron después de que el ciclo colonial llegase a su fin, y que 
permanecen hasta hoy. Como es propio del colonialismo, los 
contactos fueron siempre desiguales y muchas veces violentos, 
pero dieron origen a experiencias comunes, culturas híbridas, 
identidades mestizas, que adquirieron contenidos complejos que 
no pueden ser reducidos a la desigualdad y a la violencia que las 
originó. El carácter semiperiférico de la sociedad portuguesa, 
combinado con el modo en que se precipitó el fin del ciclo colonial, 
con la Revolución del 25 de abril de 1974, hizo posibles relaciones 
no neocoloniales entre Portugal y los nuevos países, tal como 
sucediera 150 años atrás con el fin del ciclo colonial de Brasil, 
también este en medio de una revolución en la metrópoli: la 
Revolución liberal de 1820. Este potencial de interacción 
económica, política y cultural, mutuamente ventajoso para los 
socios involucrados, fue desperdiciado durante una década en que 
Portugal se dejó embriagar por el momento europeo de 
aceptación, vivido imprudentemente como el «regreso a Europa». 

Ese regreso tenía todo el sentido en el plano político, pues 
Portugal se había apartado de Europa en el momento en que, en 
la posguerra, permanecía bajo una dictadura cuando el resto de 
Europa volvía a la democracia, y decidía mantener sus colonias 
cuando el resto de Europa se descolonizaba (con los problemas, 


violencias y límites que conocemos). La intensidad de este 
regreso, potenciada con el objetivo de conjurar el «peligro 
comunista», dio pie al nacimiento de un sentimiento de 
«vergúenza coloniab que acabó por justificar una total 
indiferencia, cuando no incluso hostilidad, ante la necesidad de 
garantizar relaciones privilegiadas con las excolonias, al contrario 
de lo que habían hecho Francia e Inglaterra. Si antes le había 
vuelto la espalda a Europa, ahora le volvía la espalda al espacio 
extraeuropeo de lengua oficial portuguesa. Aquellos que 
defendieron (entre los cuales me incluyo) que, después de 
terminado, el colonialismo era un recurso histórico que permitía 
espacios de convergencia y ventajas de inserción internacional 
que no debían “ser  desperdiciados, fueron llamados 
tercermundistas y antieuropeos. 

Sin querer negociar relaciones privilegiadas con las excolonias 
—en aquel tiempo se decía que tales relaciones habían terminado o 
no tenían ningún interés, o que eran incluso perniciosas por 
representar un residuo del pasado-—, la integración en la entonces 
Comunidad Económica Europea fue más fácil, pero una vez más 
fuimos víctimas de las soluciones fáciles. En este caso la facilidad 
fue particularmente irónica, pues si fue el colonialismo el que nos 
habituó a ella, fue el anticolonialismo el que nos llevó a 
perseverar en ella. 

Veinticinco años más tarde, y confrontado con la perversidad 
de la facilidad con la que se integró en la UE, el país, para salir 
con dignidad y esperanza de la crisis en la que se encuentra, debe 
reinventar el espacio geopolítico de la CPLP. En colaboración 
fraterna con los países que la integran debe diseñar políticas de 
entendimiento políticor-económico que puedan ser ventajosas para 
todos y contribuyan al fortalecimiento de la posición de Portugal 
en el contexto europeo. El artículo de opinión publicado en el 
periódico Público, del 18 de abril de 2011, por José Ramos Horta, 
presidente de la República de Timor Oriental y premio Nobel de 
la Paz 1996125], es amargamente esclarecedor del potencial que 
hasta ahora se desperdició, y vibrantemente motivador de lo que 
todavía se puede hacer si ponemos fin a ese desperdicio. No se 


imagina a un presidente de un país colonizado por Francia o por 
Inglaterra declarar con vehemencia su solidaridad para con la 
potencia excolonizadora y manifestarse con indignación contra las 
causas sistémicas de la crisis financiera que sólo pasan 
desapercibidas a los comentaristas entrenados para acertarles a 
blancos caseros y fáciles. 

En el ámbito de la cooperación fraterna, y a mero título de 
ejemplo, es urgente facilitar la circulación de técnicos y científicos 
altamente cualificados en el espacio de la CPLP, hacer 
transferencias de tecnologías mutuamente ventajosas, diseñar 
una política industrial y de servicios que atraiga a inversores de 
este espacio, especialmente de Brasil y de Angola, y usar como 
recurso estratégico en esa integración la mejora de la 
cualificación profesional de nuestra especialización industrial, en 
función del extraordinario avance del país en los últimos años en 
los campos de la formación avanzada y de la investigación 
científica (hoy, el 1,7 por 100 del PIB y previsiblemente el 3 por 
100 en 2020)[26]. 


Pensar la poscrisis y la posrutina del pasado 


Mientras las urgencias de corto plazo resuenen en nuestros 
oídos como sirenas, no será posible reflexionar sobre las 
exigencias de medio y largo plazo que se plantean al país para 
dejar de vivir de tropiezo en tropiezo, de abismo en abismo. Á 
pesar de esto, desde ya se deben emitir algunas señales y esperar 
a que sean consideradas cuando exista disposición para ello. Si el 
corto plazo nos obliga a situar a Portugal en el contexto europeo y 
mundial, bien representado en la estructura trinitaria de 
intervención externa por la que estamos pasando, el medio y largo 
plazo no pueden siquiera pensarse sin tener en cuenta los 
caminos y desvíos del vasto mundo que compartimos. Mucho de lo 
que hay que pensar y hacer tiene que ser pensado y hecho a nivel 
europeo y mundial. Es un ejercicio particularmente dificil en el 
caso de Portugal porque, dada la gravedad de la crisis de corto 
plazo, es legítimo imaginar que, una vez resuelta la crisis, todo 


volverá a la «normalidad», a las rutinas que hace tanto tiempo 
nos eximen de desafiar el futuro un poco menos a oscuras. Pero 
por ser dificil no es menos urgente; al contrario. He aquí algunas 
de esas señales, sin ningún orden de prioridad, puesto que se 
trata de una red en la que se van cruzando caminos, definiendo 
convergencias y potenciando sinergias. 


Democratizar la democracia 


Así como en los últimos treinta años la explotación 
desenfrenada de los recursos naturales nos hizo perder 
biodiversidad, también la monocultura del neoliberalismo y de la 
democracia electoral nos hizo perder demodiversidad. La 
multiplicidad de tipos de democracia, reconocidos por la ciencia 
política de los años sesenta, se fue reduciendo poco a poco hasta 
quedar limitada a un solo tipo de democracia, la democracia 
representativa. La consagración de la democracia representativa 
fue un paso importante en la democratización del mundo, sobre 
todo en la medida en que, como escribí antes, las clases populares 
se fueron apropiando de ella. Sin embargo, al asumirse como la 
única forma legítima de democracia, se volvió una presa fácil de 
los grupos sociales dominantes, que la pervirtieron y secuestraron 
para que sirviera mejor a sus intereses. Cuando eso sucedió, la 
democracia representativa se transformó en un obstáculo para la 
democratización del mundo. Se trata, no obstante, de un proceso 
histórico muy contradictorio, pues si tomamos el mundo como 
nuestra unidad de análisis, constatamos que el proceso de 
apropiación de la democracia representativa por los poderosos se 
tiene que confrontar a cada paso con la osadía de las clases 
populares que, al asumir la democracia como suya, consiguen 
ponerla al servicio de los intereses de la gran mayoría de la 
población, por lo menos por algún tiempo o en relación con 
algunas conquistas. Y, siempre que lo hace, su éxito está 
vinculado a innovaciones democráticas que, por la vía 
institucional o extrainstitucional, confieren una fuerza decisiva a 
la participación de los ciudadanos. Frente a esto, en las 


circunstancias de nuestro tiempo, democratizar el mundo 
significa complementar la democracia representativa con la 
democracia participativa. Una relación tensa pero virtuosa entre 
las dos formas de democracia aumenta la posibilidad de defender 
la democracia representativa del secuestro por parte de intereses 
poderosos, al mismo tiempo que se le confiere una mayor eficacia 
a la democracia participatival271. 

No será posible democratizar el mundo, refundar 
democráticamente Europa o preparar a las sociedades nacionales 
para los inmensos desafíos del futuro sin una profunda 
transformación de los sistemas políticos que combine la 
democracia representativa con la democracia participativa o que, 
en muchos casos, implique la reformulación intercultural de cada 
una de ellas. Sin la participación más intensa y comprometida de 
los ciudadanos y de las comunidades en la dirección de la vida 
política, la democracia continuará siendo rehén de la 
antidemocracia, esto es, de intereses que generan mayorías 
parlamentarias a su favor en contra de la mayoría de los 
ciudadanos. 

En Portugal, como en otros países, la calidad de la clase 
política se fue degradando a partir del momento en que la 
megaideología del neoliberalismo logró imponerse como fin de las 
ideologías y envolvió a los políticos profesionales en el vértigo del 
pensamiento único. La supuesta inexistencia de alternativas, la 
presión de las instituciones del capitalismo global (FMI, BM, 
OMC, Foro Económico de Davos) sobre las economías y los 
Estados nacionales, y el secuestro de las agendas de los partidos 
por parte de los intereses económicos que los financian, 
contribuyeron a que la distancia entre representantes y 
representados no deje de aumentar y a que la participación en los 
procesos electorales les parezca a los ciudadanos un ejercicio cada 
vez más inútil. 

La crisis de la democracia de baja intensidad en que nos 
encontramos sólo se resuelve con más democracia. La teoría 
política liberal se desarrolló con en presupuesto de que las 
instituciones democráticas deberían protegerse de la rebelión de 


las masas, de la movilización extrainstitucional de las clases 
populares. Posteriormente, diferentes teorías elitistas de 
democracia glosaron este presupuesto de múltiples formas: a los 
ciudadanos no les interesa involucrarse en política; la democracia 
se estabiliza en la medida en que garantiza una alternancia del 
gobierno entre las elites, las cuales, para gobernar, deben estar 
protegidas contra la agitación popular; la dirección política se 
volvió demasiado compleja como para poder estar al alcance de 
los ciudadanos comunes. 

La teoría política liberal no previó —ni podía prever— que, en la 
gran mayoría de los países, los mayores adversarios de la 
democracia no vendrían de dentro sino de fuera, de los 
imperativos globales definidos a la medida de los intereses de los 
países más desarrollados, aunque siempre articulados a 
poderosas elites locales que extraen beneficios de la desigualdad 
estructural del sistema mundial. A la presión global, ejercida de 
arriba abajo sobre los gobiernos nacionales, es necesario 
contraponerle la presión de abajo arriba ejercida por los 
ciudadanos a través de formas de participación amplias y eficaces 
que incluyan el voto pero no se reduzcan a él. 

En el caso portugués hay razones adicionales que justifican la 
necesidad de una reforma profunda del sistema político y 
electoral. El sistema político en vigor es un sistema defensivo y 
restrictivo, cuya arquitectura se comprende en función de la 
necesidad, muy sentida hace treinta años, de estabilizar una 
democracia mínimamente funcional después de décadas de 
dictadura. De ahí el exclusivo protagonismo de los partidos, el 
blindaje de los representantes en relación con las reivindicaciones 
de los representados, la hostilidad contra las formas de 
democracia participativa, contra los referendos e iniciativas 
populares y contra la regionalización. Pienso que, treinta años 
después, este sistema debe ser reformado, ampliado en el sentido 
de facilitar la creación de múltiples esferas públicas donde la 
sociedad civil organizada en asociaciones y movimientos pueda 
participar efectivamente en la vida política a través de múltiples 
formas de democracia participativa. En las condiciones de 


partitocracia en que vivimos, el impulso hacia estas formas de 
democracia participativa tiene que generarse en la sociedad. 
Sospecho que la reforma profunda del sistema político aquí 
propuesta no puede llevarse a cabo sólo intramuros del 
Parlamento. Exigirá la creación de una esfera pública 
constituyente, en la que las iniciativas de los ciudadanos, la 
consulta efectiva, el referendo, sean efectivamente articulados con 
los mecanismos de la democracia representativa. En articulación 
con la democracia representativa, varias formas de democracia 
participativa han sido puestas en práctica en algunos países con 
buenos resultados, de lo cual es ejemplo Brasil; otras están 
diseñadas y sólo esperan la iniciativa de los ciudadanos y la 
audacia de los partidos políticos para ponerse en marcha. Entre 
muchas otras, destaco las siguientes: las consultas y referendos 
sobre aspectos decisivos del gobierno; iniciativas legislativas 
populares en condiciones de competir lealmente con las 
iniciativas legislativas de los partidos; consejos de ciudadanía 
compuestos por ciudadanos elegidos por sorteo y por 
organizaciones de la sociedad civil, obligatoriamente consultados 
sobre las medidas a tomar en cada una de las grandes políticas 
públicas (educación, salud, trabajo, seguridad social, política 
criminal, etc.); elaboración participativa de los presupuestos 
municipales y posible extensión al presupuesto nacional; 
fiscalización participativa en la que, por encima de un cierto nivel 
de financiación de servicios del Estado, los contribuyentes puedan 
vincular parte de los impuestos que pagan a la financiación de 
ciertos servicios (por ejemplo, salud, educación, transportes 
públicos) o prohibir que sean utilizados para la financiación de 
otros servicios (por ejemplo, compra de material de guerra, 
participación en acciones bélicas, energía nuclear). 

La introducción de mecanismos de democracia participativa 
impondrá cambios significativos en la democracia representativa 
que faciliten tal introducción y no la instrumentalicen. Por 
ejemplo, la impotencia ante la impunidad de la violación del 
contrato electoral es seguramente uno de los más serios 
ingredientes de la crisis política de nuestro tiempo. Es urgente 


encontrar formas de responsabilizar a diputados y gobernantes en 
función del registro público de programas y sus respectivas 
concreciones, en el poder o en la oposición. Entre otras reformas 
posibles del sistema político y electoral, menciono las siguientes: 
cambios en el sistema electoral que vuelvan más responsables a 
los diputados ante quien los elige; prohibición de la renovación de 
mandatos políticos municipales o nacionales; referendo 
revocatorio de mandato para todos los dirigentes políticos 
elegidos; derecho de votar y ser elegido para todos los residentes 
que lleven más de cinco años en el país; reducir a la mitad la 
financiación pública de las campañas; publicar en internet la 
declaración patrimonial de titulares de cargos políticos, altos 
cargos públicos y en empresas públicas o municipales, y el 
currículo profesional de diputados, gobernantes y presidentes, de 
manera que se vuelva transparente la eventual promiscuidad 
entre los intereses privados y públicos. 

Pero la democracia de alta intensidad no será posible sin el 
surgimiento de nuevos actores políticos, lo que tendrá que suceder 
a varios niveles. El primero se refiere a los dirigentes políticos: 
nuevos líderes democráticos, tanto a nivel nacional como europeo 
y mundial, con menos imaginación burocrática o corporativa y 
más imaginación política; vacunados contra el virus del 
neoliberalismo; capaces de regular el capital financiero y de 
prohibir o ignorar los servicios de las agencias de rating; capaces 
de volver a creer y de hacer creer en el ejercicio de la política 
como creación de bienestar y seguridad individuales y colectivos, 
y, sobre todo, capaces de aportar al debate nuevos modelos 
civilizatorios basados en alternativas poscapitalistas 
potenciadoras de solidaridad entre los hombres y entre los 
hombres y la naturaleza. 

El segundo nivel de actuación política se refiere a la sociedad 
civil organizada en sindicatos, movimientos sociales y 
organizaciones no gubernamentales. Antes de todo, es 
fundamental que los sindicatos resistan con éxito al proyecto 
neoliberal de destruirlos. Para eso tienen que independizarse de 
los partidos políticos, reforzar los vínculos con sus bases y crear 


alianzas transnacionales entre sí y con los movimientos sociales, 
dando cuerpo político a la globalización contrahegemónica 
inspirada en el Foro Social Mundial (Santos, 2005). Los 
adversarios viables del capitalismo surgirán en el futuro de los 
catalizadores de las articulaciones entre las muchas dimensiones 
de la opresión en las sociedades capitalistas y entre las diferentes 
culturas que dan sentido a la injusticia de la opresión y al 
inconformismo que despierta. Por otra parte, la complejidad y la 
diferenciación sociales son tales que nadie tiene competencia 
específica o un dominio propio para luchar contra el capitalismo, 
el colonialismo y el patriarcado. Las experiencias de vida son muy 
diferentes y distintos los modos como los grupos sociales fueron 
puestos en situación de vulnerabilidad e inseguridad. Los 
adversarios viables del capitalismo serán en el futuro no sólo 
globales sino también interculturales y, por eso, no habrá 
izquierda: habrá mosaicos de izquierdas. 

El tercer nivel de actuación política se refiere a la sociedad 
civil no organizada, esto es, la gran mayoría de los ciudadanos. 
Como mencioné atrás, los niveles de movilización son 
indeterminados, su orientación política es muy diversa y su 
eficacia muy relativa, pero hoy no cabe duda de que las 
mencionadas formas de organización de intereses en las 
sociedades contemporáneas (partidos, sindicatos, movimientos 
sociales, ONG) no alcanzan sino a una pequeña franja de la 
ciudadanía potencialmente activa, por eso es insensato imaginar 
que representan cabalmente sus intereses. La emergencia política 
de los ciudadanos no convencionalmente organizados reside en 
una ecuación imprevisible entre la conciencia de intereses 
lesionados injustamente y la posibilidad de revertir el daño, una 
combinación de inconformismo y de apuesta por la posibilidad de 
una alternativa que se define más por lo negativo, por lo que se 
rechaza, que por lo positivo. Se apuesta por la posibilidad de que 
la intervención marque la diferencia en la reversión del daño. La 
movilización parece ocurrir cuando el nivel de inconformismo es 
accionado por una percepción favorable de la probabilidad de la 
apuesta. Cuando los ciudadanos se transforman, de objetos en 


sujetos, las instituciones se convierten rápidamente en 
miniaturas de sí mismas y todo queda más al alcance de la 
decisión democrática directa, aunque sólo por breves instantes. 
Son estos los instantes de bifurcación, los instantes en los que las 
más pequeñas alteraciones en sistemas fuera de equilibrio 
pueden provocar cambios de gran magnitud. 

El potencial político de los ciudadanos supuestamente 
apolíticos puede ser en las próximas décadas un factor importante 
de indeterminación y de transformación de los procesos políticos, 
generador de sorpresas, no todas necesariamente deseables. El 
modo en que este potencial se articule con las formas existentes 
de organización social y política determinará si la democracia se 
transformará en democracia de alta intensidad o si, por el 
contrario, vegetará en bajísima intensidad y poblada de fascismos 
sociales. 

La democratización de la democracia que aquí defiendo es 
parte de un proceso más amplio y radical de democratización de 
las relaciones sociales, que tiene como horizonte el largo plazo, 
aunque deba comenzar hoy, so pena de no comenzar nunca. He 
sostenido que el sistema político, tal como lo conocemos, es una 
parcela muy limitada de la vida de las sociedades y que estas sólo 
se democratizarán verdaderamente en la medida en que la 
democracia sobrepase el campo político convencional y se 
extienda a todas las áreas de la vida social donde se tejen las 
relaciones de poder. De ahí mi definición de democracia: 
democracia es toda transformación de las relaciones de poder 
desigual en relaciones de autoridad compartida. Ahora, como 
estas relaciones atraviesan todo el tejido social, la tarea de 
democratización de la sociedad es inmensa. 


La reforma del Estado 


El Estado contemporáneo es un palimpsesto de lógicas 
políticoradministrativas diferentes que se fueron sucediendo y 
sobreponiendo a lo largo de los últimos doscientos años. Es, por 
eso, un Estado heterogéneo en su estructura y en su 


funcionamiento. El Estado administrativo coexiste con el Estado 
empresarial y con el Estado de las compañías público-privadas. 
Por su parte, el Estado regulador coexiste con el Estado 
desregulador y el Estado represivo con el Estado protector. No 
siempre es fácil determinar qué tipo de lógica estatal domina en 
una intervención dada, y a veces varias lógicas compiten entre sí 
en el interior de la misma intervención. El Estado que hoy es 
visto frecuentemente como un problema es, al mismo tiempo, 
visto como solución para muchos problemas. 

La heterogeneidad del Estado resulta también de la evolución 
histórica de las relaciones entre el Estado y la sociedad civil y 
entre el Estado y el mercado. Corriendo el riesgo de hacer alguna 
simplificación, podemos decir que, en lo que respecta a las 
relaciones Estado/sociedad civil, en los últimos cien años fueron 
dominantes dos concepciones diametralmente opuestas: una que 
vio en el Estado democrático fuerte e interventor la condición 
para el surgimiento de una sociedad civil fuerte (el modelo 
nórdico) y otra que vio en ese mismo Estado el gran obstáculo 
para la constitución de una sociedad civil fuerte (modelo 
norteamericano). Paralelamente, en lo que se refiere a las 
relaciones Estado/mercado detectamos dos posiciones igualmente 
opuestas: una que vio en el Estado regulador la condición esencial 
para que los mercados sean eficientes y no tengan 
comportamientos irracionales y perversos (el Estado después de 
la Gran Depresión) y otra, que ha sido dominante desde los años 
ochenta, para la cual los mercados son eficientes y lo serán tanto 
más cuanto menos sea la regulación estatal, siempre 
tendencialmente perversa e irracional desde un punto de vista 
económico. Para aumentar la complejidad, cualquiera de estas 
concepciones y posiciones estuvo marginalmente presente en el 
funcionamiento del Estado, aun cuando fuera la concepción 
opuesta la que dominaba. Estas asimetrías se cruzan con otra que 
heredamos de la cultura autoritaria, burocrática, antigerencial, 
que dominó durante casi toda la mitad del siglo pasado: el 
funcionamiento asimétrico y desigual de las instituciones según el 
capital social y político de quien a ellas recurre. Somos una 


sociedad polarizada entre una pequeña sociedad civil doméstica, 
habituada al acceso fácil y privilegiado a las instituciones 
públicas, y una vasta sociedad civil ajena, a la que las 
instituciones sirven mal y siempre selectiva, discrecional y 
distantemente. Nuestras instituciones tienden a oscilar entre el 
totalitarismo y el familiarismo extendido, muy lejos del tipo ideal 
de impersonalidad burocrática de Max Weber. Lejos de ser un 
Estado excepcional en este campo, el Estado portugués es dócil 
ante los poderes fácticos y arrogante ante las clases populares, de 
las que espera docilidad y obediencia. De esta asimetría deviene, 
por ejemplo, que el Estado esté mucho mejor equipado para 
detectar las ilegalidades y castigar los delitos cometidos por las 
clases populares que los cometidos por las clases dominantes. Las 
declaraciones falsas de acceso al Ingreso Mínimo de Inserciónl28] 
son pronto detectadas y reprimidas, mientras que las ilegalidades 
en los contratos para grandes proyectos, compra de submarinos o 
compañías público-privadas dificilmente son detectadas o, cuando 
lo son, efectivamente reprimidas. 

La lucha por el control del Estado es hoy, en Portugal, la lucha 
menos regulada y más salvaje. La apropiación privada del Estado 
y sus políticas por parte de los grupos de interés se lleva a cabo 
frecuentemente encubierta por los imperativos económicos 
transnacionales, con el propósito de proteger sus intereses 
propios, a veces muy locales. Tal privatización del Estado se 
traduce en violaciones impunes de derechos, en despilfarros 
financieros incalculables y en el sometimiento de grupos sociales 
a la vulnerabilidad indefensa ante microdespotismos no 
estatales[291. 

El control político del Estado es el imperativo central de la 
democratización del país. Dada la nueva promiscuidad entre lo 
público y lo privado, tal control sólo es posible a través de una 
ampliación del concepto de público y de una nueva articulación 
entre democracia representativa y democracia participativa, tal 
como mencioné antes. Esta ampliación se debe traducir en la 
creación de dos nuevos tipos de esfera pública: las esferas 
públicas subalternas y las esferas públicas no estatales. Las 


primeras se proponen crear espacios de debate y consulta, donde 
grupos sociales excluidos, discriminados o temporalmente 
vulnerables puedan definir reivindicaciones colectivas frente al 
Estado central y sus autarquías y frente al sistema político en 
general. Las segundas, las esferas públicas no estatales, se 
definen no por la situación de los grupos sociales que las 
constituyen sino por las relaciones específicas de asociación que 
crean con el Estado y las autarquías y por las formas de decisión 
—más allá del debate y la consulta—- en que se traducen. Las 
esferas públicas no estatales más consistentes residen, por ahora, 
en los presupuestos participativos municipales, pero pueden ser 
creadas en muchos otros contextos sociales e institucionales. 

La democratización del funcionamiento de las instituciones es 
una condición esencial del aumento de su eficacia. Aquí el campo 
de actuación es inmenso; a título de ejemplo: separación eficaz 
entre lo público y lo privado; creación de una cultura 
administrativa democrática al servicio de la ciudadanía; 
evaluaciones de desempeño de acuerdo con esos objetivos; 
participación de consejos de ciudadanos en el acompañamiento de 
las instituciones; reestructuración de las carreras y eliminación 
de los criterios de antigúedad; diversificación de la formación 
básica que da acceso a las instituciones; una reforma profunda de 
la justicia. 

No pudiendo detallar aquí cada uno de estos campos de 
reforma del Estado, me centro en uno de ellos, muy esencial: el 
sistema judicial. 


La justicia al servicio de la democracia y de la ciudadanía 


El estado de la democracia se refleja mejor en la justicia que 
en cualquier otra área de gobierno. En este campo, Portugal tiene 
un largo camino por recorrer y no está solo, ni en Europa ni en el 
mundo. La democracia de alta intensidad no es posible sin una 
revolución democrática de la justicial30]. En momentos de crisis 
social y política, una justicia rápida, consciente del mandato 
institucional y atenta a los derechos humanos y de ciudadanía, 


contribuye de manera decisiva a garantizar a los ciudadanos 
frustrados, vulnerables y empobrecidos el valor de la democracia 
y de la lucha por los derechos. Esa contribución tiene lugar a dos 
niveles. Por un lado, el combate eficaz contra la corrupción, el 
tráfico de influencias y el abuso de poder garantiza la 
competencia en la economía, sin la cual no es posible el 
relanzamiento económico; elimina privilegios que distorsionan las 
prioridades del Estado al sobreponer los intereses privados por 
encima de las inversiones públicas, y, finalmente, rescata el lado 
casi siempre olvidado de la representación democrática: la 
rendición de cuentas. 

Por otro, los tribunales, al garantizar la defensa efectiva de los 
derechos económicos y sociales de los trabajadores, de los 
ciudadanos y de los inmigrantes, minimizan el caos de la vida 
personal causado por el desempleo, por el sobreendeudamiento, 
por el empobrecimiento brusco y por los accidentes de trabajo 
incapacitantes. En este campo, las exigencias a los magistrados 
son semejantes a las que se hacen a los políticos. Si a estos se les 
exige imaginación política para crear alternativas allí donde los 
imperativos dominantes ven soluciones únicas, y pensar en la 
cohesión y justicia social cuando todo parece orientarse en contra 
de ellas, a los magistrados se les exige imaginación procesual y de 
gestión para aumentar la celeridad ante las situaciones de 
emergencia en que están los ciudadanos, e imaginación 
constitucional para hacer que la justicia ampare a los ciudadanos 
cada vez más precarizados, interpretando la ley según los 
principios de solidaridad, de cohesión y de demanda de justicia 
social que subyacen a la Constitución. Si los tribunales no tienen 
una presencia democrática en un momento de crisis, no se puede 
esperar que los ciudadanos los consideren relevantes después de 
que la crisis pase. 

¿Está el sistema judicial portugués en condiciones de 
desempeñar un papel activo en la defensa de los derechos de los 
ciudadanos y de la democracia en un periodo en el que ambos van 
a ser sometidos a un exigente stress-test? Temo que no. Y, siendo 
asi, ¿qué medidas hay que tomar para que tal papel pueda ser 


desempeñado? Los análisis de la justicia portuguesa realizados 
principalmente por el Observatorio Permanente de la Justicia 
(OPJ) del Centro de Estudios Sociales de la Universidad de 
Coimbral31] muestran (y las percepciones de los ciudadanos lo 
confirman) que el sistema judicial presenta graves deficiencias 
estructurales y funcionales y que es de muy dificil acceso para los 
ciudadanos, no dando respuesta adecuada a la búsqueda de tutela 
judicial, particularmente crucial en un momento de crisis 
financiera y turbulencia emocional en la vida de las familias y de 
los individuos. Las reformas que se han introducido en la última 
década, no provocaron cambios positivos significativos y, en 
algunos casos, empeoraron el acceso al derecho y a la justicia. El 
aumento de los gastos judiciales y la retracción de los criterios de 
asistencia jurídica gratuita llevan a que grupos sociales, incluso 
por encima del umbral de pobreza, experimenten fuertes 
limitaciones a la hora de acceder a los tribunales. Por su parte, el 
análisis del desempeño funcional de los tribunales de justicia 
evidencia la burocracia, la lentitud y la ineficiencia en la 
respuesta a la demanda de justicia por parte de los ciudadanos. 
El crecimiento exponencial de los litigios masivos (deudas y 
pequeños delitos) y una mayor complejidad de muchos pleitos 
agravaron las condiciones de funcionamiento. Ante esto, urge 
tomar las medidas que devuelvan al sistema judicial la vocación y 
la misión de servir a la democracia y a la ciudadanía, lo que sólo 
se podrá hacer si la reforma judicial es concebida de modo 
integrado en el ámbito de un plan estratégico para la justicia. He 
aquí algunas de las dimensiones de ese plan. 

Acceso al derecho y a la justicia. El derecho de acceso al 
derecho y a la justicia desempeña un papel central en la 
democratización de la justicia y de la sociedad como instrumento 
de la defensa y efectividad de los derechos consagrados y de los 
intereses legítimos. Es, por eso, fundamental el desarrollo de 
políticas fuertes en esta materia, que proporcionen una igualdad 
real de los ciudadanos en el acceso al derecho y a la justicia. Son 
múltiples los factores que pesan en el momento de considerar 
acudir a un tribunal, particularmente una experiencia anterior, la 


gravedad de la infracción cometida, la evaluación ponderada del 
costo y del beneficio, la capacidad financiera para sufragar los 
gastos directos e indirectos del tribunal (gastos judiciales, gastos 
de abogados y peritos, disponibilidad de tiempo, sobrecarga 
emocional por la presencia de profesionales, lenguajes y edificios 
especializados en crear distancia, etc.). No basta la conciencia del 
derecho y de que este fue violado; es preciso tener también la 
voluntad y la capacidad de querer accionar el sistema para hacer 
valer ese derecho. Muchos ciudadanos portugueses afrontan 
serias limitaciones (culturales, económicas o de otro tipo) para 
acceder a los tribunales, las cuales se agravan en momentos de 
crisis económica. En este panorama no sorprende que los 
indicadores muestren que los principales movilizadores de los 
tribunales no son los ciudadanos individuales sino las empresas 
para el cobro de deudas. En los grandes centros urbanos, las 
empresas son responsables de cerca del 80 por 100 de los procesos 
que se inician en los tribunales. En dos encuestas realizadas por 
el OPJ del Centro de Estudios Sociales de la Universidad de 
Coimbra, una de 1993[32] y otra de 2001, sobre la percepción y 
representación social de los ciudadanos portugueses acerca de los 
tribunales de justicia, se concluyó que apenas cerca del 23 por 100 
de los ciudadanos residentes en Portugal había tenido alguna 
experiencia en tribunales. Cabe sospechar que muchos de los que 
necesitan recurrir a los tribunales no lo hagan por no estar en 
condiciones de hacerlo. Ahora bien, si es cierto que muchos de los 
litigios pueden y deben ser resueltos por otros medios alternativos 
de resolución de conflictos, como los juzgados de paz, la mediación 
y el arbitraje, cuya ampliación debe ser incentivada, el acceso a 
los tribunales judiciales tiene que estar asegurado para todos los 
ciudadanos. 

La política de acceso al derecho y a la justicia debe incorporar 
medidas que promuevan tanto la conciencia de derechos y la 
afirmación de la capacidad para reivindicarlos como el poner los 
tribunales al servicio de los ciudadanos. He aquí algunas 
propuestas concretas: 


* Mejorar, con la disponibilidad de recursos económicos y 
humanos, el servicio de atención al público del Ministerio Público 
y de su acción como interfaz facilitadora del acceso a la justicia en 
el ámbito de la justicia laboral, familiar y de menores. Este 
servicio de apoyo a los ciudadanos debe ser ampliado (en días y 
horario) y debe procurar diseminarse territorialmente, creando 
espacios de atención en lugares fuera del distrito en el que está 
asentado el tribunal, siempre que la distancia lo justifique. 

* Reforma del régimen de información, consulta y asistencia 
jurídica gratuita. Existen en Portugal múltiples entidades 
prestadoras de servicios jurídicos complementarios de apoyo a los 
ciudadanos que no están asociadas al sistema de justicia social. 
Estas entidades pueden situarse tanto en la esfera del Estado 
como fuera de ella (de cariz comunitario, profesional, ONG, etc.) y 
pueden tener una acción local o de ámbito nacional. Esta 
multiplicidad de sinergias no puede ser ignorada por la política 
pública de acceso al derecho y a la justicia, que debe procurar 
resaltarlas, divulgarlas y apoyarlas, con el fin de crear una red de 
entidades facilitadoras de información, de consulta jurídica y, 
cumplidos determinados requisitos, también de representación 
legal. Esta dimensión fundamental de la ciudadanía no puede 
estar confinada sólo a la acción del Colegio de Abogados. 

* Creación de un nuevo sistema de acceso al derecho y a la 
justicia asentado en una nueva figura institucional y jurídica. 
Defiendo la creación de una entidad pública o de fines y control 
públicos para la gestión de la asistencia jurídica gratuita que 
integre todas las respuestas, en el ámbito de la información, la 
consulta y la representación legal, incluyendo las de entidades no 
judiciales que prevengan o resuelvan litigios. Defiendo, así, la 
creación de la figura del defensor público, a semejanza del que 
existe en Brasil. El nuevo sistema debe construirse de manera 
que, respetando la independencia de la profesión de los abogados, 
estos sean seleccionados por concursos públicos temporales y 
estén vinculados, con alguna continuidad temporal, a las 
funciones del régimen de asistencia jurídica gratuita, de forma 


que puedan desempeñar esas funciones con calidad y 
remuneración adecuada. 

* Revisión de los criterios legales de eligibilidad, que 
actualmente apenas permiten el acceso a la representación legal 
de oficio y a la exención o reducción de costos a quien sea 
indigente o viva en situación de pobreza casi extrema, y que 
excluyen de ese beneficio a grandes grupos sociales que, sin dicho 
beneficio, no tienen condiciones económicas para acudir a los 
tribunales. 


Reformas procesales 


Se impone una profunda reforma concebida a partir de la 
perspectiva de quien demanda la justicia y no de quien la ejerce. 
Las reformas procesales se deben guiar por los principios de 
simplificación de procedimientos, refuerzo de la oralidad, 
incorporación de prácticas de automatización de procedimientos, 
concentración de las funciones del juez en los actos 
jurisdiccionales; deben dejar al secretario del tribunal la 
competencia para todos los actos de trámite, de refuerzo de la 
acción del juez en la dirección y gestión del proceso, del 
tratamiento diferenciado del litigio, obligar a la utilización de 
formas procesales más rápidas para los litigios de baja o mediana 
complejidad con plazos estrictos, y de profundización de la 
intervención de mecanismos de consenso y de justicia 
restaurativa. 


Selección, formación de magistrados y cultura jurídica 


Esta es una reforma urgente, que considera tres objetivos 
estratégicos: eficiencia, calidad de la justicia y renovación de la 
cultura jurídica. La selección de magistrados exige que la 
definición rigurosa de los criterios en que se debe asentar y de los 
jueces que los aplican esté orientada por los principios de 
legitimación constitucional del poder judicial, del mérito y de la 
demanda de un perfil de magistrado que asegure que la justicia 


esté al servicio de la ciudadanía. La formación debe prestar igual 
atención a la preparación técnica y especializada, dirigida a la 
complejidad de los litigios, a la preparación político-filosófica para 
la defensa prioritaria de los derechos de ciudadanía y de los 
derechos humanos, y a la preparación sociocultural para 
comprender la realidad social y humana que habita los procesos 
pero no se agota en ellos. También debe centrarse en la 
preparación para la gestión de los procesos, para la mediatización 
de la justicia y la exposición de los magistrados a los medios de 
comunicación, así como para los accidentes de la politización de la 
justicia. La formación debe, así, crear condiciones para que se 
preparen magistrados dotados de un sólido bagaje técnico- 
jurídico, aptos para el ejercicio de funciones según criterios éticos 
y deontológicos, de independencia y de responsabilidad, pero que 
sepan interpretar la realidad social eficazmente y de forma 
progresista. La formación debe igualmente potenciar la creación 
de una nueva cultura jurídica que permita combinar la 
consolidación de los principios de autonomía e independencia de 
lo jurídico con un mayor activismo en la defensa de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos, sustentar reformas más 
progresistas y eliminar resistencias de naturaleza corporativa u 
otras incompatibles con una justicia corresponsable con la 
efectividad de la democracia y de la ciudadanía. 


Organización y gestión 


Los tribunales no son empresas, pero no es aceptable que 
estén organizados y sean dirigidos de tal forma que, si fueran 
empresas, quebrarían en cualquier momento. Si tomamos como 
referencia otros servicios públicos complejos, como, por ejemplo, 
las universidades, no detectamos los derroches e irracionalidades 
organizativas que todavía hoy dominan en los tribunales. 

La nueva geografía judicial (la reforma del mapa jurídico) 
debe profundizarse como reforma estructural de la justicia. 
Además de la racionalización de la distribución territorial de la 
justicia y de la especialización de la oferta judicial, esta reforma 


incorpora mecanismos legales que permiten innovar en la gestión 
de los tribunales y de los procesos, en los métodos de trabajo y en 
la organización de las secciones de las salas de los tribunales, 
privilegiando secciones únicas con el fin de generar servicios 
comunes a partir de servicios especializados. A pesar del 
potencial de la ley, en la práctica poco ha cambiado hasta ahora. 
Es preciso desarrollar condiciones que permitan una efectiva 
gestión de aproximación entre los órganos del distrito (juez 
presidente, administrador judicial y consejo del distrito), lo que 
sucede, por ejemplo, con la modificación de los estatutos de los 
funcionarios, de modo que permitan su movilidad dentro del 
distrito, y de las reglas presupuestarias y de disposición y 
asignación de recursos humanos y materiales, que deben tener 
como unidad de referencia el tribunal del distrito. 


Organización de la investigación criminal 


No disponemos de una política criminal estratégica que 
distinga entre la criminalidad que crea malestar social y la 
criminalidad que, más allá de eso, hace tambalear los 
fundamentos de la vida colectiva en democracia. El combate 
contra la criminalidad debe distinguir entre criminalidad de 
pequeña y mediana gravedad, y criminalidad más grave y 
compleja. Esta distinción no puede pasar sólo o tendencialmente 
por las reglas procesales. El combate contra la criminalidad 
compleja exige un cambio radical en la organización y 
funcionamiento del Ministerio Público, tanto en la fase de 
interrogatorio como en la de sentencia, y en su articulación con 
los órganos policiales, que se dirija hacia el funcionamiento en 
equipos multidisciplinares como regla. La apuesta en la 
formación es crucial en esta materia. Se impone definir líneas 
orientadoras de investigación y capacitar a los magistrados del 
Ministerio Público y a los agentes policiales involucrados en la 
investigación de esta criminalidad, habilitándolos para proceder a 
una correcta delimitación del ámbito de interrogatorio, que 


desarrolle estrategias de investigación más eficaces y que defina 
mejor el objeto de la investigación y la suficiencia de prueba. 


Transparencia y rendición de cuentas 


El poder judicial, al asumir plenamente su lugar en la 
profundización de la democracia, debe procurar corresponder a la 
exigencia ciudadana de una mayor transparencia de la justicia, lo 
que sucede, por ejemplo, con la divulgación pública y regular de 
informes de desempeño de cada organización y de los agentes a su 
servicio, pero también con la transformación de los modelos y 
criterios de evaluación. La evaluación debe, por un lado, premiar 
el mérito, la calidad y la eficiencia, el respeto por una justicia 
ciudadana y los desempeños administrativos más proactivos en la 
defensa de los derechos humanos; por otro, debe controlar y 
castigar eficazmente desempeños administrativos ineficientes y 
que no beneficien una justicia de calidad al servicio de la 
ciudadanía y de la democracia. 


[1] El aumento de los intereses exigidos para la adquisición de 
títulos de las deudas española e italiana son un leño más en la 
gran hoguera de la inestabilidad volátil de la economía europea y. 
mundial instigada por el comportamiento de las agencias de 
rating. 

[2] Vimos antes que la misma prueba de estrés se aplicará a la 
sociedad de bienestar. 

[81 Un ejemplo consistente es el Movimiento «Democracia Real 
Ya»,_ nacido de la indignación de un pequeño grupo de personas,_y. 
Que gracias al poder de los nuevos medios de comunicación, como 
Twitter y_Facebook,_se transformó rápidamente en la cara visible 
de la revuelta de millares de personas. La onda expansiva, _que 
partió de su epicentro desde la Puerta del Sol en Madrid,_se 
propagó rápidamente hacia otras ciudades de España y_ha 
avanzado hacia otros países de Furopa y_del mundo, El 
manifiesto de los «indign »,_Qque se encuentra traducido en 
varias lenguas, define el movimiento y_sus adeptos: «Somos 


personas  normales,__personas como usted, trabajadoras, 
estudiantes, _desempleados,_jubiladíAs, vivimos en Brasil o en 
otros países e independientemente de nuestra situación estamos 
unidos por un pensamiento común: cambiar el sentido que 


nuestra sociedad está tomando,_luchar contra la degradación de 
nuestr ndición 1 ¡No somos mercancías en manos de 


políticos y banqueros!» 

[4] En las elecciones legislativas de 2011 la tasa de abstención 
alcanzó el 41,31 por 100 del total de votantes inscritos, _en una 
evidente manifestación del distanciamiento respecto a la política 
institucional, incluso en un momento crucial para el futuro del 
país, 

[5] Sobre la importancia de las redes sociales, véase Portugal y 

Martins (comps.) (2011). 

[6]_El Programa de Estabilidad y_ Crecimiento (PEC) es un 
documento entregado todos los años (normalmente hasta el 1 de 
ficiembre, por cada Estado miembro de la l/nión Euro mbr uropea a 
Bruselas: de él proviene la estrategia de consolidación 
ED. con previsiones sobre 
la evolución de la economía, el déficit y_la deuda es para por 
lo menos los próximos tres años. La gravedad y_la volatilidad de 
la situación económica portuguesa obligaron _a hacer 
actualizaciones sucesivas de este documento. 

[71_El programa electoral del PSD nos dirá hasta dónde se 


debe ir: vasto programa de privatizaciones (la lista de las 
empresas que se privatizarán rca las más diversas áreas: 


transportes [ANA-Aeropuertos de Portugal TAP _y_CP Carga—; 
energía —Galp, EDP y REN; infraestructuras —Aguas de 
Portugal—; comunicaciones —-CTT-Corr de Portugal y_KTP-,_y 
sector fimanciero —rama aseguradora de la Caja General de 
Depósitos—),_que incluye servicios esenciales o estratégicos,_y_la 
privatización parcial del Servicio Nacional de Salud y_del sistema 
de pensiones, 

[s]_Hablando sin reservas, _se sospecha que entre «nuestros 
amigos» se incluyen los especuladores financieros, 


[9] Durante algunos meses de 1978 hubo una coalición PS- 
CDS; entre 1980 y_1982,_una coalición PSD-CDS-PPN (la AD, 
Alianza Democrática); entre 1983 y_1985,_una coalición PS-PSD 
(Bloque Central). 

[10] En este campo, _los nombres hace mucho dejaron de 
coincidir con las cosas, El PS se dice socialista cuando no pasa de 

run rsión bien diluida de l laldemocracia. Por su parte, 
el PSD se dice socialdemócrata cuando,_de hecho,_es de centro" 
derecha, 

[111 Prefiero este nombre al más convencional: izquierda 
radical. En el contexto europeo actual, esta última designación 
tiene una conn ¡ión negativa, 

[121 La consolidación de la socialdemocracia creó un dilema 
para la izquierda a la izquierda a partir del momento en que 
abandonó la estrategia de la insurrección: mientras más 


inequívoca quiso ser co dversari pitalismo,_más 
E A nsi volvió. E ram y hasta ahora el BE 


le ha seguido los pasos, Los electores que buscan alternativas de 
rado tienden a deserar cuando bo la incfiacia del discs 


del a Ada de RAEE no cree Es que haya alternativas 


electorales en el marco del capitalismo. Por eso, cuando vota,_lo 
hace como acto de protesta, En Portugal,_el Soto de protesta ha 
sido absorbido por el PCP,_lo que ayuda a explicar que,_por lo 
menos hasta ahora,_no hayan surgido partidos de extrema 
derecha. Pero es evidente que no hay lugar en el espectro político 
portugués para más de un partido que canalice el voto de 
protesta. Tal vez esto ayude a explicar 1 Sbiles resul 

obtenidos por el Bloque de Izquierda en las elecciones del 5 de 


junio de 2011: perdió 1 la mi u el rado y_pasó de 
tener 16 diputados a 8, 

[13] Véase Teubal (2007). 

[14] Para un análisis cui y_exhaustivo, véase Acosta 


(2008) y_ Acosta y Ugarteche (2007), 
[15] Cuando explotó la crisis económicorsocial,_en 2001,_el 
desempleo alcanzaba el 18,3 por 100 de la población activa, Al 


año siguiente, _el 22 por 100 de la fuerza de trabajo de Argentina 
estaba desempleada,_a lo que se sumaba el 193 por 100 en 
condiciones de subempleo, 

[16] Estos nuevos movimientos representan una respuesta de 
los trabajadores que afrontaron el cierre de las fábricas en las que 


trabajaban, procesos de quiebra o simplemente el abandono de las 
fábricas por los propietarios. La crisis en las fábri iniciaba 
con la ruptura de los contratos de trabajo expresada en la 
disminución o en el impago de salarios. Por todo el país, _estos 
trabajadores organizados de forma relativamen utónom 


ocuparon las empresas, asumiendo su dirección con predominio 
del régimen de cooperativas. 
[17] La desvalorización hizo que la deuda acumulada de 147 


representaba el 112 por 100 del PIB total. 
[1s]_ Término jurídico para designar_la capitalización de 


de 2011, 

[20] Plasmada en el juicio inédito contra el exprimer ministro 
islandés, Geir Haarde, quien responderá ante el Landsdomur,_un 
tribunal especial creado en 1905 para juzgar a políticos con 
inmunidad parlamentarja,_por su responsabilidad en la crisis de 
2008, 

[211 Veáse http://www.cadtm.org/call-for:an-audit-commission- 
on, Consultado el 12 de agosto de 2011. 

[22] En un artículo de opinión publicado el 9 de agosto de 2011 
en el Financial Times, Kenneth Rogoff antiguo jefe de Economía 
del FMI,_se alineó con lo que ha defendido Nouriel Roubini, 
considerando que se n itan soluciones out of the box y_que la 
r ructuración de la deuda tiene que ser encarada de frente, 

[23]_He aquí el análisis del jefe de Economía del Banco 
Natixis, Patrick Artus (2011): «A comienzos del próximo decenio, 


1 1 totalidad de la deuda contraída a travé inversionist 


privados habrá sido reembol Y casi la totalidad de la deud 
pública de los países en dificultad estará en las manos de 
acreedores públicos (Fondo Europeo de Estabilidad Financiera y. 
su sucesor, UE, EMI)». 

[24] Curiosamente, Islandia, que fue sometida al ostracismo 
por su desobediencia financiera, volvió recientemente a los 


mercados y_obtuvo intereses más bajos que Grecia o Portugal. 
[25] Disponible en 


http:/www.presidencia.tl/mag/mag3/pdf/pg30. pdf. 

[26] En la última década, Portugal fue el país de la UE que 
registró el mayor aumen n la creación de doctor y_en 
recursos dedi a la in jgación y_al desarrollo. En 2008 
alcanzó el número de 7,2 investigadores por cada mil trabajadores 
activos. El promedio de la UE es de 6 por mil; el promedio de la 
OCDE es de 8 por mil. En 1990, Portugal presentó 8 patentes a la 


European Patent Office: en 2009, LEA 

[27] Para una visión ampli 

propuestas de diferentes países, PR ARENETN 

[281_El Ingreso Mínimo de Inserción es una medida de 
protección social creada en Portu NE 
familias que se encu ren en 1Ó ne onómic grave_0 en 
riesgo de exclusión social.. TA he 3) un contrato e inserción 


para ayudarlas a integrarse social y_profesionalmente,_y_b)_un 
préstamo de dinero para satisfacer sus necesidades básicas, Para 
recibir el Ingreso Mínimo de Inserción, _las personas firman un 
contrato de inserción, en el cual figuran un conjunto de deberes y. 
derechos, con miras a su integración social y_profesional. 

[29] Véase el capítulo sobre el fascismo social. 

[30] Sobre este tema,_para el caso brasileño, _véase Santos 
(2007, sobre todo la 3.* edición revi y_ aumentada, 2011), 

[811_Los estudios del OPJ pueden ser consultados en 
http://opj.ces,uc.pt/. 

[32] Véase Santos et al. (1996), 


Capítulo VII 


La amenaza del fascismo social 


Antes de que pensemos y evaluemos las posibilidades que se 
abren para la construcción de sociedades más justas, tanto en 
Europa como en el mundo, hay que tener muy presente lo que 
está en juego si tales posibilidades no fueran exploradas. He 
venido sintetizando los riesgos que corremos con el surgimiento y 
la proliferación del fascismo social. Soy consciente de que el uso 
de este concepto en Europa puede ser considerado problemático 
por las razones históricas que todos conocemos. Se puede 
argumentar con buenos motivos que hablar de fascismo en 
sociedades democráticas puede conducir a la trivialización del 
mismo concepto y a una falta de respeto por la memoria histórica 
que conlleva. Sin minimizar estos riesgos, recurro al concepto 
para radicalizar la lucha democrática que propongo a lo largo de 
este libro. En verdad, si hay que evitar la trivialización del 
fascismo político, hay que evitar igualmente la trivialización de la 
democracia. 

La memoria del fascismo histórico tiene dos virtudes 
contradictorias entre sí. Por un lado, mantiene viva la memoria 
de los crímenes de la dictadura; por otro, convierte el fascismo en 
un acontecimiento histórico feliz e irreversiblemente superado por 
la democracia. Esta contradicción puede contribuir a bajar la 
guardia en la defensa de la democracia, retirándole a esta la 
radicalidad que tuvo en cuanto lucha antifascista. Mi propósito 
es, pues, mostrar que los peligros que la democracia afronta no 
están en el retorno del fascismo en la forma histórica que 
conocemos: están primero en el surgimiento de relaciones sociales 
que generan desigualdades tan acentuadas entre los ciudadanos o 
los grupos sociales que poco valen las salvaguardias de la 


democracia para defender a los ciudadanos o grupos oprimidos en 
el seno de esas relaciones. Estos ciudadanos o grupos viven bajo 
microdictaduras en su cotidianidad y en las relaciones sociales, 
pese a que en el plano político sean ciudadanos libres e iguales en 
pleno ejercicio formal (pero no real) de los derechos democráticos. 
Concebir la lucha por la democracia como una lucha contra estas 
microdictaduras, que son las manifestaciones del fascismo social, 
favorece la radicalización de la lucha por la profundización de la 
democracia. 

Por lo tanto, el fascismo social no significa el retorno al 
fascismo de los años treinta y cuarenta del siglo pasado en 
Europa y en algunos países sudamericanos. Al contrario de este 
último, no se trata de un régimen político sino, más bien, de un 
régimen social y civilizatorio. En vez de sacrificar la democracia a 
las exigencias del capitalismo, promueve la democracia hasta el 
punto de que no sea necesario, ni siquiera conveniente, sacrificar 
la democracia para promover el capitalismo. Se trata, pues, de un 
fascismo pluralista y, por eso, de una forma de fascismo que 
nunca existió. En la medida en que prolifere, las sociedades serán 
políticamente democráticas y socialmente fascistas. 

Distingo cinco formas básicas de sociabilidad fascista. La 
primera es el fascismo del apartheid social. Se trata de la 
segregación social de los excluidos a través de una cartografía 
urbana dividida en zonas salvajes y zonas civilizadas. Las zonas 
salvajes son las zonas donde domina la violencia, bien sea la 
violencia del Estado represivo, policial, bien sea la violencia en el 
interior de los grupos excluidos. Son las zonas del estado de 
naturaleza hobbesiano de la guerra de todos contra todos. Las 
zonas civilizadas son las zonas donde se fortalecen con alguna 
consistencia los derechos de ciudadanía que componen el contrato 
social. Viven bajo la constante amenaza de las zonas salvajes y, 
para defenderse, se transforman en castillos neofeudales, 
enclaves fortificados, cuya lógica de urbanización es la 
segregación urbana (ciudades privadas, urbanizaciones cerradas). 
La división entre zonas salvajes y zonas civilizadas está 
transformándose en un criterio general de sociabilidad, un nuevo 


espacio-tiempo hegemónico que atraviesa todas las relaciones 
sociales, económicas, políticas y culturales, y que por eso es 
común a la acción estatal y a la acción no estatal. Está inscrito, 
hoy en día, en el corazón de lo cotidiano. En el campo de la acción 
estatal está dando origen a una forma nueva de Estado paralelo. 
En trabajos anteriores he hablado del Estado paralelo para 
describir formas de acción social caracterizadas por la gran 
discrepancia entre el derecho escrito y la acción estatal 
práctical1]. Considero que, en épocas de fascismo social, el Estado 
paralelo asume una nueva forma. Consiste en un doble modelo de 
acción estatal para las zonas salvajes y para las zonas civilizadas. 
En las zonas civilizadas, el Estado actúa democráticamente como 
Estado protector aunque muchas veces ineficaz o no confiable. En 
las zonas salvajes, el Estado actúa de manera fascista como 
Estado perseguidor, sin ninguna voluntad de acatamiento, incluso 
aparente, del derecho. El policía que ayuda al niño de las zonas 
civilizadas a atravesar la calle es el mismo que persigue y 
eventualmente asesina al niño de las zonas salvajes. 

La segunda forma del fascismo social es el fascismo 
contractual. Se presenta en las situaciones en las que la 
diferencia de poder entre las partes del contrato de derecho civil 
(sea un contrato de trabajo o un contrato de prestación de bienes 
o servicios) es de tal orden que la parte más débil, vulnerable por 
no tener alternativa al contrato, acepta las condiciones que le son 
impuestas por la parte más poderosa, por más onerosas y 
despóticas que sean. El proyecto neoliberal de transformar el 
contrato de trabajo en un contrato civil como cualquier otro puede 
configurar una situación de fascismo contractual. Esta forma de 
fascismo se presenta hoy frecuentemente en los casos de 
privatización de los servicios públicos de salud, seguridad social, 
electricidad, agua, etc. A título de ejemplo, las poblaciones de las 
townships en torno a Johannesburgo se enfrentaron 
recientemente a la posibilidad de perder el acceso al agua potable 
por no tener medios para pagar las facturas a las empresas que 
controlan el abastecimiento privado de agua (Desai, 2002). 


En estos casos, el contrato social que presidió la producción de 
servicios públicos en el Estado de bienestar y en el Estado 
desarrollista es reducido al contrato individual del consumo de 
servicios privatizados. En esta reducción, aspectos decisivos de la 
producción de los servicios desbordan el ámbito contractual; por 
esta razón se vuelven extracontractuales aspectos tan decisivos y 
tan elementales como el derecho a la vida, que obviamente 
incluye el derecho a beber agua potable. Es en estas situaciones 
en las que mejor se revela la connivencia entre el Estado 
democrático y el fascismo paraestatal. Al asumir valores 
extracontractuales, el fascismo paraestatal asume funciones de 
regulación social anteriormente ejercidas por el Estado. Este, 
implícita o explícitamente, subcontrata agentes paraestatales 
para desempeñar esas funciones y, al hacerlo sin la participación 
ni el control de los ciudadanos, se vuelve connivente con la 
producción social del fascismo paraestatal. Estamos ante una 
nueva forma de gobierno indirecto, muy semejante al que se 
fortaleció en las colonias, donde el Estado colonial confiaba a las 
autoridades nativas la realización de ciertos servicios de control 
de las poblaciones. 

La tercera forma de fascismo social es el fascismo territorial, 
que existe cada vez que actores sociales con fuerte capital 
patrimonial le quitan al Estado el control del territorio donde 
actúan, o neutralizan ese control, cooptando o violentando las 
instituciones estatales y ejerciendo la regulación social sobre los 
habitantes del territorio sin la participación de estos y en contra 
de sus intereses. Son territorios coloniales privados dentro de 
Estados casi siempre poscoloniales. 

Esta forma de fascismo social ha venido asumiendo en los 
últimos años una virulencia alarmante bajo la forma de la 
adquisición masiva de tierra (conocida ya con la expresión 
inglesa: land grabbing) en África, en Asia, en América Latina y en 
Europa oriental, que afecta sobre todo a los campesinos obligados 
a perder el control de sus tierras y culturas y eventualmente a ser 
expropiados de ellas. En la adquisición están involucradas 
empresas multinacionales ligadas al sector de los alimentos y de 


los agrocombustibles, pero también fondos financieros 
especulativos (hedge funds) y hasta países, como es el caso de 
China. Muchas veces con la connivencia de los países sedientos de 
ingresos y dominados por la corrupción, la adquisición masiva de 
tierra involucra una flagrante ilegalidad que consiste en 
aprovechar el carácter no escrito y ancestral de la titulación 
comunal de la tierra para sobreponerle un título de propiedad 
individual. Se trata, finalmente, siglos después, de la misma 
estrategia que llevó a los colonizadores a apropiarse de las tierras 
de los habitantes nativos. El hecho de que, en este caso, se usen 
Estados independientes como intermediarios poco altera la 
naturaleza del fenómeno. El land grabbing constituye así una 
nueva forma de colonialismo, cuyos límites merecen un análisis 
atento. 

La cuarta forma de fascismo social es el fascismo de la 
inseguridad. Se trata de la manipulación discrecional de la 
inseguridad de las personas y grupos sociales vulnerables por la 
precariedad del trabajo, o por accidentes o acontecimientos 
desestabilizadores, produciéndoles elevados niveles de ansiedad y 
de inseguridad en cuanto al presente y al futuro, de modo que se 
reduzca el horizonte de expectativas y se cree la disponibilidad de 
soportar grandes responsabilidades para obtener reducciones 
mínimas de los riesgos y de la inseguridad. En el campo de este 
fascismo, el Lebensraum de los nuevos fúhrer es la intimidad de 
las personas y su ansiedad e inseguridad en cuanto al presente y 
al futuro de sí mismas y de sus familias en las áreas básicas de la 
supervivencia y de la calidad de vida. Opera por el accionamiento 
doble de ilusiones retrospectivas y de ilusiones prospectivas, y es 
hoy particularmente sobresaliente en el campo de la privatización 
de las políticas sociales de salud, seguridad social, educación y 
vivienda. Las ilusiones retrospectivas consisten en acentuar la 
memoria de la ineficacia de los servicios públicos encargados de 
ejecutar esas políticas, lo que en muchos países no es tarea difícil, 
aunque crear esta ilusión sólo sea posible a través de 
comparaciones sesgadas entre condiciones reales de producción de 
los servicios y criterios ideales de evaluación de los servicios 


producidos. Por su parte, las ilusiones prospectivas pretenden 
crear horizontes de seguridad producidos por el sector privado, 
inflados por el encubrimiento de verdaderos riesgos y por el 
encubrimiento de las condiciones de prestación de la seguridad. 
Tales ilusiones prospectivas proliferan hoy, sobre todo en los 
seguros de salud y en los fondos privados de pensiones. 

La quinta forma del fascismo social es el fascismo financiero. 
Es tal vez la forma más virulenta de sociabilidad fascista y 
aquella que hoy en día más nos afecta. Es el fascismo que dirige 
los mercados financieros de valores y monetarios, la especulación 
financiera global, un concepto hoy designado como economía de 
casino. Esta forma de fascismo social es la más pluralista, en la 
medida en que los movimientos financieros son producto de 
decisiones de inversores individuales Oo institucionales 
diseminados por todo el mundo, sin nada en común salvo el deseo 
de rentabilizar sus valores. Por ser el más pluralista es también 
el fascismo más virulento, porque su tiempo-espacio es el más 
refractario a cualquier intervención democrática. Es significativa 
al respecto la respuesta del corredor de bolsa cuando le 
preguntaron qué era para él el largo plazo: «Largo plazo para mí 
son los próximos diez minutos». Este espacio-tiempo virtualmente 
instantáneo y global, combinado con la lógica de lucro 
especulativo que lo sustenta, le confiere un inmenso poder 
discrecional al capital financiero, prácticamente incontrolable a 
pesar de ser suficientemente poderoso para hacer tambalear, en 
segundos, la economía real o la estabilidad política de cualquier 
país, de lo cual tenemos experiencia reciente y dramática en 
Portugal. De cada cien dólares que circulan diariamente por el 
elobo, noventa y ocho pertenecen a esta economía de casino y 
apenas dos a la economía real. La discrecionalidad en el ejercicio 
del poder financiero es virtualmente total y las consecuencias 
para sus víctimas —a veces pueblos enteros—- pueden ser 
arrasadoras. 

La virulencia del fascismo financiero reside en que, siendo el 
más internacional de todos, está sirviendo como modelo y criterio 
funcional a nuevas instituciones de regulación global, de creciente 


importancia a pesar de ser poco conocidas por el público. Lo que 
hoy se discute en la Organización Mundial del Comercio sobre el 
nuevo round de negociaciones para la liberalización en el área de 
los servicios es extremadamente preocupante. Por ejemplo, en el 
área de la educación superior está en riesgo la propia 
supervivencia de las universidades públicas nacionales y sus 
proyectos autónomos de abordaje de los problemas y aspiraciones 
nacionales. El objetivo es crear un capital universitario global que 
lleve a cabo la mercantilización global de la universidad con el 
mínimo de interferencia nacionall2]. Se trata de llevar al extremo 
la clausura de cualquier idea de desarrollo nacional y la 
intensificación de la competencia mercantil internacional, no ya 
sólo entre trabajadores y países, sino también entre científicos 
(cada vez más proletarizados), planes de estudio, proyectos de 
investigación, programas de extensión (cada vez menos solidarios, 
cada vez más vistos como fuente de ingresos). Confiscar la 
posibilidad de deliberación democrática en el área de la educación 
tendrá repercusiones cuyo carácter devastador, particularmente 
para el pensamiento crítico y comprometido con la ciudadanía, 
dificilmente podrá exagerarse. Si este proyecto se concretara, las 
disposiciones sobre la educación en prácticamente todas las 
Constituciones del mundo serán gradualmente sustituidas por el 
constitucionalismo global de las universidades globales y del 
capital que las sustenta. 

Una segunda forma de fascismo financiero ampliado, también 
él muy pluralista, global y secreto, es el que resulta de la 
evaluación de las deudas soberanas de los Estados nacionales por 
parte de las agencias de calificación, o sea, de las empresas 
internacionalmente acreditadas para evaluar la situación 
financiera de los Estados y los consecuentes riesgos y 
oportunidades que ellos ofrecen a los inversores internacionales. 
Esta es la forma de fascismo financiero con la cual los 
portugueses están hoy más familiarizados. Las calificaciones 
atribuidas —que van de AAA a D- determinan las condiciones en 
las que un país o una empresa de un país puede acceder al crédito 
internacional. Mientras más alta es la calificación, mejores son 


las condiciones. Estas empresas tienen un poder extraordinario. 
El conocido apologista de la globalización Thomas Friedman, 
periodista del New York Times, alerta sobre el hecho de que «el 
mundo de la posguerra fría tiene dos superpotencias: los Estados 
Unidos de América y la agencia Moody's» —una de las agencias de 
rating unida a la Securities and Exchange Comission; las otras 
son Standard and Poor's, Fitch Ratings y Duff and Phelps-. 
Friedman justifica esta afirmación agregando que, «si es verdad 
que los Estados Unidos de América pueden aniquilar a un 
enemigo utilizando su arsenal militar, la agencia de calificación 
financiera Moody's tiene poder para estrangular financieramente 
a un país atribuyéndole una mala calificación» (Warde, 1997, pp. 
10-11). 

De hecho, en un momento en que los deudores públicos y 
privados entran en una batalla salvaje a escala mundial para 
atraer capitales, una mala calificación, y, por lo tanto, la 
desconfianza de los acreedores, puede significar el 
estrangulamiento financiero del país. Los criterios adoptados por 
las empresas de rating son en gran medida arbitrarios, refuerzan 
las desigualdades en el sistema mundial y dan origen a efectos 
perversos: el simple rumor de una cercana descalificación (baja 
calificación) puede provocar una enorme convulsión en el mercado 
de valores de un país, como hemos venido comprobando en estos 
últimos tiempos en Portugal. Además, el poder discrecional de 
estas empresas es tanto mayor cuanto les asiste la prerrogativa 
de atribuir calificaciones no solicitadas por los países o deudores 
examinados. 

El fascismo financiero en sus varias formas y ámbitos es 
ejercido por empresas privadas cuya acción está legitimada por 
instituciones financieras internacionales y por los Estados 
hegemónicos. Son un fenómeno híbrido paraestatal y 
supraestatal. Su virulencia reside en su potencial de destrucción, 
en su capacidad para provocar la descomposición financiera y 
económica de países enteros. Este potencial de destrucción 
comienza a ser disfuncional para la misma economía de casino 
que se alimenta de las agencias de calificación. Entre los 


comentaristas financieros internacionales, Portugal está siendo 
usado como estudio de caso de lo que está mal en el actual 
sistema financiero. Los comentaristas reconocen que el 
comportamiento de las agencias es «problemático», pero, como 
muchos viven a la sombra de estas, tienden a afirmar que el 
problema no es de las agencias sino de las reglas financieras 
internacionales que imponen su uso. Las agencias de calificación 
pretenden ser un seguro contra el riesgo, pero, en vez de hacerlo 
distribuyendo los riesgos entre varios participantes, los 
transfieren unilateralmente para defender a quien les paga. La 
idea de medir el riesgo sería buena, pero se vuelve perversa si los 
criterios de medición no son transparentes y si, por el contrario, 
son arbitrarios y se prestan a cualquier manipulación. (¿Es 
posible que la economía paquistaní sea más estable que la 
griega? Como eso es lo que ocurre, el riesgo soberano o 
empresarial aumenta por la simple declaración de que está 
aumentando, cualquiera que sea la situación real. Ningún país o 
empresa puede resistir un ataque depredador de este tipo. 
Responsabilizar a las agencias por sus calificaciones erradas es 
una medida blanda, porque no tiene en cuenta que las agencias 
tienen poder para crear la realidad que les conviene. 

En este campo, la calificación por contagio —definir el riesgo 
atribuido a un país en función de lo que pasa en otro (risks from 
spillovers)— es el componente más perverso del sistema actual, 
pues crea dificultades reales a un país a partir de un riesgo 
inventado. Como vimos, Portugal fue víctima en los últimos 
meses de este tipo de calificación, y no está solo. Standard € 
Poor's bajó la calificación de la República de Chipre, un pequeño 
país económicamente estable, sólo «por estar expuesto a Grecia». 
El problema es tan grave que el propio FMI comienza a 
preocuparse. En el working paper «Sovereign Rating News and 
Financial Markets Spillovers: Evidence from the European Debt 
Crisis» (marzo de 2011), el FMI llega a proponer que, dada la 
inestabilidad financiera creada por el contagio, las autoridades 
deben repensar si es apropiado usar calificaciones de créditos en 
la regulación de los mercados financieros. 


La proliferación del fascismo social es uno de los dos impactos 
más destructivos del capitalismo neoliberal en las relaciones 
sociales. El otro es la sobrexplotación de los recursos naturales y 
la catástrofe ambiental que viene provocando. El fascismo social 
se alimenta del debilitamiento de los procesos democráticos con la 
erosión progresiva de los derechos económicos y sociales, y da 
origen a formas de dominación muy semejantes a las que rigieron 
el capitalismo salvaje del siglo xix. En las circunstancias de 
nuestro tiempo, sólo la radicalización de la democracia en los 
términos antes referidos puede invertir el proceso de 
deshumanización de la humanidad actualmente en curso. 

Teniendo esto en mente, se tiene una idea de los enormes 
desafios contenidos en expresiones aparentemente simples como 
«otra Europa es posible» u «otro mundo es posible». 


[1]_Esta forma de Estado se traduce en la no aplicación o 
aplicación selectiva de las leyes, _en la prórroga de la entrada en 
vigor de medidas ya aprobadas por la ley, en la impunidad por la 


violación de las leyes, _en recortes en los presupuestos de 
funcionamiento de las instituciones,_etc. En fin, _una política 
estatal de distanciamiento en relación con las propias leyes e 
Instituciones, nde las mismas instituciones pasan a actuar 
autónomamente como micro-Estados, dotados de una concepción 


propia del grado de aplicación de la ley recomendable en su esfera 
de acción (Santos, 1993,.p.31). 
[2] Trato este tema con algún detalle en Santos (2005), 


Capítulo VIII 


Otra Europa es posible 


Los portugueses, tal como los griegos y los españoles, vieron 
en la integración europea una oportunidad real para mejorar sus 
condiciones de vida y garantizar la estabilidad democrática, pues 
habían salido hacía poco de dictaduras: Salazar y Caetano en 
Portugal (1926/1933-1974), Franco en España (1939-1975), los 
coroneles en Grecia (1967-1974). De los análisis precedentes se 
pone en evidencia que el proyecto en el que creyeron, imaginado 
por los tratados fundadores de la UE, ya no existe. Fue 
abandonado en el momento en que los principios de solidaridad y 
de igualdad entre los Estados, que comprendían los tratados, 
fueron sustituidos por lógicas monetarias, comerciales y de 
gobierno definidas por los intereses de los países más 
desarrollados, creando así las condiciones para el surgimiento de 
la estratificación entre Estados de primera clase y Estados de 
segunda clase, entre un centro europeo y una periferia europea. 
El modo como fue tratada la crisis de Grecia ha sido revelador del 
deterioro del proyecto europeo. El llamado rescate de los países en 
dificultades es la prueba de que este proyecto europeo, tal como 
está, no tiene rescate posible. 

El deterioro del proyecto venía anunciándose hace mucho, sólo 
que, como Brecht nos advirtió en vano, no nos dimos cuenta sino 
cuando tocó a nuestra puerta. La construcción de la idea de una 
Europa que contiene en su seno elementos indeseables comenzó 
por incidir sobre los inmigrantes con la agudización del racismo y 
de la xenofobia, alimentada por los siempre renovados prejuicios 
de inferioridad, peligrosidad y parasitismo de los inmigrantes, 
con el abandono de las políticas de reconocimiento intercultural 
(ya de por sí muy limitadas) y con la criminalización fascista 


(persecución y expulsión de los inmigrantes indocumentados). La 
misma idea comienza ahora a recaer sobre el «otro» europeo, el 
europeo de la periferia menos desarrollada, y los estereotipos que 
justifican la distancia y el rechazo son muy parecidos, sobre todo 
la inferioridad y el parasitismo. Para quien fue una colonia 
formal (Irlanda) o informal (Portugal) de otro país europeo 
(Inglaterra), nada de esto es nuevo y muestra que el pasado es 
siempre la dimensión del presente que más atropella nuestras 
aspiraciones de un futuro diferente y mejor. El acrónimo que en 
cierto momento estuvo en boga para identificar a los países en 
dificultades —PIGS (cerdos), las iniciales en inglés de Portugal, 
Irlanda, Grecia y España— es revelador del prejuicio racista y 
colonialista que habita esta Europa. 

La Europa:fortaleza tiene dos murallas: la exterior y la 
interior. La exterior fue la más visible al comienzo y fue 
construida para defenderse de los que estaban fuera; una muralla 
violadora del derecho internacional y del derecho humanitario 
que recorre el norte de Africa. La muralla interior se fue 
construyendo en dos círculos. El primero se propuso defenderla de 
los que, estando en Europa, no eran europeos aunque tuvieran 
pasaportes europeos. El segundo, en plena construcción, pretende 
defenderla de los que, siendo europeos, comprometen la seguridad 
de la fortaleza y deben, por eso, ser expulsados de ella. Quien esté 
dentro de la fortaleza estará cada vez más seguro y cada vez más 
solo, y seguramente continuará defendiéndose hasta que alguien 
o algo le recuerde que se está defendiendo de sí mismo. 

Muchos piensan con buenas razones que el europeíismo, 
aunque haya sido un sueño (lo que para algunos es dudoso), es 
hoy una pesadilla, infelizmente real y sin remedio. En este 
sentido, los países menos desarrollados de Europa tendrán que 
reaccionar contra una integración que se volvió represiva, lo que 
podrá implicar la necesidad de recuperar instrumentos de acción 
pública como la moneda, la política industrial y las iniciativas de 
transnacionalización fuera del marco europeo. Estas últimas las 
defendí antes, al proponer la movilización e intensificación de la 
CPLP. La cuestión de la soberanía es compleja, sobre todo en el 


caso de un pequeño país como Portugal. Aunque sea necesario 
recuperar a corto plazo algunos de los instrumentos de política 
cedidos a cambio de las promesas de convergencia, un retroceso 
nacionalista debe ser contrarrestado debido a la marginalización 
que implica de los procesos de globalización que todo indica que se 
continuarán intensificando, deseablemente en nuevas direcciones. 
Además, en BHEuropa los nacionalismos nunca ocurren 
aisladamente y se transforman con facilidad en rivalidades que 
pueden ser totalmente destructivas. La idea de la Europa 
benévola es un fraude histórico, tanto cuando se trata de 
benevolencia interna como cuando se habla de benevolencia 
frente al mundo extraeuropeo. Entre mil ejemplos, basta tener en 
mente dos guerras llamadas mundiales, la imposición de Israel al 
pueblo palestino y el entusiasmo de la mayoría de los gobiernos 
europeos en el apoyo a la invasión ilegal y la destrucción de Iraq. 

La UE quiso ser una ruptura con este pasado y durante algún 
tiempo lo fue de modo creíble. Hoy ya no lo es, pero no es 
impensable que se pueda refundar como un proyecto de 
ciudadanía y democracia de alta intensidad, inclusiva e 
intercultural. Basta que los ciudadanos europeos, pasado el 
torbellino de políticas de derecha y de extrema derecha, lo 
quieran y se organicen para ello. Esta es la apuesta en la que 
Portugal se debe involucrar, asumiendo que el espacio europeo 
continuará siendo el contexto geopolítico necesario y privilegiado 
de su florecimiento. 


Democratizar Europa 


Hay que refundar el proyecto de convergencia europea a 
través de una estructura más federalizante y basada en procesos 
de elección directa para los principales órganos de gobierno. 
Actualmente la democracia europea (concepto intrínsecamente 
problemático) tiene miedo de los demócratas europeos, y los 
demócratas europeos tienen miedo de la democracia europea. 
Mientras este miedo no sea sustituido por la esperanza, una 
esperanza basada en una relación de confianza democrática, 


asistiremos a la proliferación de aislacionismos reaccionarios e 
imperiales con expresión en los partidos de derecha y de extrema 
derecha, que van, por ahora, ganando terreno en Europa. 

La esperanza en una Europa democrática y solidaria 
provendrá de las izquierdas después de que estas hayan 
absorbido y elaborado políticamente las transformaciones en la 
relación entre capitalismo, colonialismo, patriarcado y democracia 
que he mencionado con anterioridad. En el fondo, mientras no 
resulte viable un paradigma alternativo que seguramente vendrá 
por la vía de un nuevo pacto socioecológico, se tratará de construir 
políticamente a nivel europeo un adversario creíble del 
capitalismo, capaz de introducir un correctivo eficaz al vértigo 
depredador y destructivo que actualmente domina sin frenos el 
capitalismo global. Para que esto sea posible son necesarias 
diversas condiciones, todas ellas exigentes. 


Desfinanciarizar Europa 


Una de las condiciones que más urgentemente debe ser 
concretada consiste en liberar la economía europea del yugo de los 
mercados financieros desregulados. En diferentes países europeos 
comienza a definirse y organizarse la resistencia contra la 
confiscación del bienestar de los ciudadanos por parte de la 
economía de casino. Sindicatos y organizaciones no 
gubernamentales con gran competencia técnica en el área de la 
deuda pública (la Debt and Development de Irlanda; la 
Association pour la Taxation des Transactions Financiéres et 
PAide aux Citoyens —ATTAC—, francesa y su red europea; el 
Comité pour lAnnulation de la Dette du Tiers Monde [CATDMI, 
belga, también con red europea) han venido proponiendo medidas 
para poner fin a la financiarización de Europa y para abrir, de 
nuevo, los caminos de creación de bienestar y de solidaridad, 
basándolos en nuevos principios que privilegien el empleo y la 
ecología. 

Existe una significativa convergencia entre las medidas 
propuestas, que revela, en su conjunto, la pujanza de un 


pensamiento alternativo en busca de una voluntad política 
innovadora y valiente: todas se oponen a las condicionalidades 
impuestas por el FMI. Muchas de estas medidas tienen que 
tomarse a nivel europeo para evitar que sus objetos se aprovechen 
de las asimetrías fiscales y presupuestarias. He aquí algunas de 
esas propuestas: 


— Reducir los déficits públicos, no a través de recortes en la 
inversión social, sino más bien a través de: a) el aumento de los 
impuestos sobre el capital financiero (bancos, transacciones 
financieras) y sobre las grandes fortunas; b) medidas eficaces 
contra la evasión fiscal, y c) la reducción del gasto en armamento. 

— Realizar auditorías permanentes a la deuda pública. 

— Reestructurar la deuda y anular la que sea ilegal, ilegítima o 
producto del odio. 

— Prohibir la socialización pública de las deudas privadas (ya 
está en la agenda política de Islandia gracias a la movilización de 
los ciudadanos). 

— Prohibir los paraísos fiscales (medida que el G-20 ha venido 
discutiendo sin tomar ninguna iniciativa). 

— Calibrar los impuestos indirectos, tendencialmente injustos 
(como el IVA), de modo que se castigue el consumo ostentoso y se 
facilite el acceso a bienes y servicios esenciales. 

— Combatir la especulación financiera sobre la alimentación, 
los títulos del tesoro y la moneda. 

— Revertir la injusticia fiscal retomando la tributación 
progresiva. Desde 1980, las tasas de impuestos directos sobre los 
ingresos más altos y sobre las grandes empresas han venido 
cayendo continuamente en la UE. Entre 2000 y 2008 la tasa más 
alta sobre el ingreso personal bajó al 7 por 100 y la tasa sobre las 
grandes empresas se hizo al 8,5 por 100. 

— Revisar los tratados de la UE y siempre que sea necesario 
sustituirlos por otros a través de la participación democrática de 
los ciudadanos. Por ejemplo, revocar los artículos 63 y 125 del 
Tratado de Lisboa, que prohíben el control sobre el movimiento de 
capitales y la ayuda a Estados en dificultades. 


— Abandonar el Pacto de Estabilidad y Crecimiento y 
sustituirlo por un pacto de solidaridad para el empleo y la 
ecología (lo que incluye, entre muchas otras cosas, la apuesta por 
las energías renovables y el rechazo de la energía nuclear y de los 
organismos genéticamente modificados). 

— Alterar el estatuto del Banco Central Europeo de modo que 
pueda actuar directamente (y no a través de los bancos 
comerciales) en la resolución de los problemas de países con 
dificultades financieras. 

— Nacionalizar o someter a control público los bancos que sólo 
sobreviven con fondos públicos. 

— Prohibir que administren ahorros de los ciudadanos a los 
bancos que asuman posiciones especulativas y tengan filiales en 
paraísos fiscales. 


Estas y —_muchas otras propuestas son la conciencia 
anticipatoria de una Europa solidaria. Entrarán en las agendas 
políticas cuando los ciudadanos y los actores políticos se 
organicen para ello. 


Descolonizar Europa 


Mucho más allá de su impacto económico, el colonialismo tuvo 
un papel determinante en la formación de la cultura europea y 
muy específicamente de la cultura política. La idea de la misión 
civilizadora confirió a la cultura europea un complejo de 
superioridad que con el tiempo se transformó en una marca 
agobiante. La superioridad de la religión (cristianismo) y del 
conocimiento (ciencia moderna) justificó el privilegio de educar al 
mundo a cambio de su explotación colonial. El ejercicio 
prolongado de este privilegio conformó de tal manera el ethos 
europeo que incapacitó a Europa para imaginar relaciones 
horizontales entre diferencias culturales, religiosas, étnicas o 
epistemológicas. De ahí que se haya vuelto inimaginable para 
Europa dar valor intrínseco a otras experiencias y culturas del 
mundo extraeuropeo y aprender de ellas. Hubo mucha curiosidad 


por la alteridad, pero fue siempre instrumental, para 
transformarla en materia prima que alimentaba y reforzaba la 
superioridad del cristianismo, de la cultura europea y de la 
ciencia modernal1]. 

Este complejo de superioridad pasó a ser constitutivo de las 
mismas relaciones intraeuropeas mediante la construcción de 
varios «otros» europeos inferiores, como dije antes. Por otro lado, 
creó un vacío epistemológico, una especie de ceguera provocada 
por exceso de luz, que se manifestó como una arrogancia cultural 
y ontológica frente a todo lo que no cupiese en el canon del creer, 
del saber y del actuar europeos: cultural, porque la diferencia del 
otro es siempre concebida a partir de la inferioridad de este; 
ontológica, porque lo que queda fuera del canon es invisible e 
inconcebible, en suma, es declarado como inexistente. De ahí no 
sólo la inutilidad sino también la imposibilidad de aprender del 
otro. El vacío epistemológico se alimenta del vacío intercultural, y 
ambos, del vacío ontológico. Son estos vacios los que fundamentan 
la credibilidad del universalismo europeo. 

Esta incapacidad de aprendizaje todavía hoy es constitutiva de 
la cultura europea y constituye uno de los marcadores más 
evidentes, junto con el racismo, de la permanencia del 
colonialismo en las relaciones sociales más allá del fin del 
colonialismo de ocupación territoriall2]. No será fácil que Europa 
se desprenda de esta arrogancia colonial y vuelva a ser capaz de 
aprender con base en el valor intrínseco de lo que se aprendel3]1. 
Pero algunos hechos recientes pueden venir a propiciar este 
cambio. Por un lado, se está generando un sentimiento de 
agotamiento en Europa, la idea de que Europa está entrando en 
crisis sin que se conozcan bien sus límites y sin que los informes 
sobre las soluciones realizados en el pasado resulten 
minimamente convincentes. Por otro, fuera de Europa, varios 
países, llamados emergentes, algunos excolonias europeas, están 
ganando suficiente fuerza en la economía mundial como para 
poder oponerse a la hegemonía del eje UE-EEUU, y lo hacen 
recurriendo a soluciones innovadoras. Algunas de esas soluciones 
contienen elementos recogidos de la experiencia de Europa pero 


que hoy Europa rechaza, como, por ejemplo, el fuerte desarrollo 
del Estado en la economía sin asfixiar la economía de mercado (el 
neodesarrollismo de Rusia, China, Brasil o India), o una nueva 
forma de socialdemocracia que hace de la inversión social y de la 
redistribución (aunque modesta) de la riqueza un factor de 
desarrollo (Brasil). 

Con el tiempo y alguna agitación social y política, Europa 
verificará que ya no es el centro cultural del mundo y que el vacío 
que la arrogancia colonial creó a su alrededor acabó por volverse 
en su contra, vaciándola de recursos preciosos para afrontar los 
nuevos tiempos. La descolonización de Europa es decisiva para 
que Europa se reconcilie con el mundo, pero es todavía más 
decisiva para que Europa se reconcilie consigo misma. 


l1]_Para un análisis profundo de estas cuestiones, véase 
Gurminder (2009), 

[21 El propio fin del colonialismo de ocupación es cuestionable. 
Véase la intervención de la OTAN en Libia, instigada 
activamente por las tres potenci lonizadoras: Italia, Francia e 
Inglaterra. 

[8]_Para analizar las posibilidades de aprendizaje está en 
curso, en el Centro de Estudios Sociales (CES) de la Universidad 
de Coimbra, bajo mi coordinación, _el proyecto «Alice-Espejos 
extraños, lecciones inesperadas, Definiendo para Furopa una 
nueva forma de compartir _ las experiencias del mundo», 
financiado por el Furopean Research Council. 


Capítulo IX 


Otro mundo es posible 


Más allá del torbellino de corto plazo, los problemas que 
Portugal afronta sólo son resolubles en Europa si Europa se 
refunda para que en ella haya lugar para países semiperiféricos 
como Portugal. Europa, por su parte, afronta desafios que en 
buena medida comparte con el mundo y que sólo pueden ser 
examinados a nivel mundial. Por ejemplo, el modo como el 
liberalismo se infiltró en el gobierno europeo es un episodio del 
movimiento más vasto del capitalismo global. Del mismo modo, el 
impacto del deterioro ambiental y del cambio climático no puede 
ser adecuadamente detenido en Europa si no es detenido a nivel 
global. Por su parte, la proliferación del fascismo social, que en 
Europa parecía contenida hasta hace algunos años, nos obliga a 
pensar que el excepcionalismo europeo (del cual el 
excepcionalismo norteamericano es una versión) es una ideología 
que sirve para ocultar la vigencia global de las formas más 
agresivas de desigualdad y de discriminación social. Así como otra 
Europa es posible, también otro mundo es posible. Este ha sido el 
lema del Foro Social Mundial (FSM) celebrado por primera vez en 
la ciudad brasileña de Porto Alegre y que desde entonces se ha 
desdoblado en centenares de foros regionales, nacionales, 
temáticos, locales, organizados en todo el mundo. El FSM, incluso 
por su contraposición simétrica con el Foro Económico Mundial de 
Davos, vino a mostrar que otra globalización era posible. Una 
elobalización alternativa a la del capitalismo global y los 
mercados financieros, a la del Banco Mundial, el FMI y la 
Organización Mundial del Comercio. Con esto, el FSM vino a 
cuestionar la idea, entonces común, de que el sentido y la 
racionalidad de la historia optaban finalmente por la 


consolidación permanente del capitalismo: el argumento 
neoliberal de que el mundo está hecho, y bien hecho, y de que el 
futuro llegó finalmente al presente para quedarse. 

El FSM y sus antecedentes (el levantamiento de los zapatistas 
en el sur de México en 1994, la oposición a la reunión de la OMC 
en Seattle en 1999) dieron visibilidad al lado oculto de la 
hegemonía neoliberal: el aumento exponencial de la desigualdad 
social; la discriminación sexual y racial puesta al servicio de la 
sobreexplotación del trabajo; la explosión de la precariedad y la 
incontrolable pérdida del valor de la fuerza de trabajo; la 
explotación desenfrenada de los recursos naturales y el 
consecuente desastre ecológico; la destrucción de los medios de 
subsistencia de vastas capas de población mundial a través de la 
compra masiva de tierra; la introducción de los monocultivos del 
agronegocio, de los organismos genéticamente modificados y de 
los megaproyectos de «desarrollo»; la destrucción de la 
biodiversidad y de la diversidad cultural con consecuencias 
fatales para los pueblos indigenas, afrodescendientes y 
campesinos; la reemergencia de formas de trabajo esclavo; la 
obscena concentración de la riqueza y el empobrecimiento de las 
mayorías; las violaciones masivas de derechos humanos 
supuestamente para defender los derechos humanos; las 
invasiones ilegales de países pobres pero estratégicamente 
importantes bajo el pretexto de imponerles la democracia o de 
salvarlos de la dictadura; la connivencia con la ocupación colonial 
de Palestina por parte de Israel. 

Las acciones de resistencia, combinadas con la revolución en 
las tecnologías de la información y la comunicación, posibilitaron 
la realización de articulaciones locales/globales, alianzas entre 
luchas y entre movimientos sociales en los más dispares lugares 
del mundo. Con base en tales alianzas y articulaciones, 
gradualmente ha venido emergiendo “una globalización 
contrahegemónica, una globalización alternativa a la 
elobalización neoliberal, construida desde abajo, con los 
movimientos sociales y las clases populares. Esta globalización 
alternativa supera en mucho el proceso del FSM y hoy está 


presente en las formas de participación solidaria en las luchas de 
los más diversos países: en las luchas de los campesinos e 
indígenas argentinos, chilenos y peruanos contra la explotación 
minera; en las de los pueblos tribales de India (los adivasi) contra 
la compra masiva de tierra y los megaproyectos que obligan al 
desplazamiento de cientos de miles de personas; en las de las 
poblaciones ribereñas contra la gran represa de Belo Monte en la 
Amazonía brasileña; en las luchas de los pueblos indígenas de 
Ecuador y de Bolivia por el respeto de la plurinacionalidad y de la 
Consulta Previa al abrigo de la Resolución 169 de la OIT; en las 
de los campesinos sin tierra de Brasil por la reforma agraria y por 
la agricultura familiar; en las de los artistas y escritores por el 
conocimiento libre; en las de los ecologistas europeos y 
norteamericanos contra los transgénicos (OGM) y la energía 
nuclear y a favor de las energías renovables y de nuevos modelos 
de consumo; en las de los inmigrantes indocumentados en Europa 
contra la deportación; en las de las mujeres afganas e iraníes por 
sus derechos de ciudadanía; en las de los campesinos africanos, 
asiáticos y latinoamericanos contra las semillas transgénicas y en 
defensa de la tierra comunal y de los derechos ancestrales; en las 
de los intelectuales y universitarios africanos en defensa de la 
universidad pública; en las de los jóvenes del Magreb en defensa 
de la libertad y el empleo; en las luchas de griegos e irlandeses 
exigiendo la renegociación de la deuda soberana; en las de los 
estudiantes ingleses contra el aumento brutal de las matrículas 
en las universidades; en las de los ciudadanos del estado de 
Wisconsin en Estados Unidos contra la tentativa del gobernador 
de prohibir la participación de los sindicatos en la contratación 
colectiva; en las de los sindicatos en todo el mundo en defensa de 
los derechos laborales, muchas veces enfrentándose a la 
represión, como, por ejemplo, en la segunda mayor (en breve la 
mayor) economía del mundo: China; etcétera, etcétera. 

El conocimiento recíproco entre estas diferentes luchas y los 
movimientos sociales que las sustentan es hoy mayor que nunca. 
En conjunto, muestran que el neoliberalismo, al globalizar el 
capitalismo, creó también las condiciones para globalizar las 


luchas contra la injusticia y la opresión que él mismo genera. Tal 
elobalización no se traduce, por el momento, en formas de luchas 
articuladas globalmente con alguna estabilidad, ni es previsible 
que tal cosa ocurra en el futuro cercano. Es, por encima de todo, 
una forma de interconocimiento difuso que da fuerza a las 
diferentes luchas esparcidas por el mundo. Por un lado, la fuerza 
viene del simple hecho de saber que no se está solo cuando se 
lucha y se asumen riesgos. Por otro, a nivel sectorial, existen hoy 
organizaciones que articulan luchas a nivel regional o 
continental, como sucede en el caso de los movimientos de 
mujeres, de campesinos o de indígenas y en los movimientos de 
defensa de los derechos humanos. 

Antes de mencionar algunas de las propuestas que vienen 
siendo formuladas e incluso forman parte de la agenda política de 
algunos países, es “importante resaltar algunas de las 
características del activismo político de comienzos del siglo xxi. 

La primera es que las personas y los grupos se movilizan y 
asumen riesgos por causas que consideran importantes y que les 
afectan personalmente; nadie se moviliza y asume riesgos con 
base en meras consignas. 

La segunda es que se pasó de una política de movimientos 
sociales a una política de intermovimientos sociales, esto es, a 
una política guiada por la idea de que ningún movimiento social 
aislado, sin la cooperación de otros movimientos, puede llevar a 
cabo su agenda política; una concepción muy amplia del poder y 
la opresión, en la que la explotación del trabajo se articula con el 
racismo, el sexismo, la discriminación cultural, la intolerancia 
sexual y religiosa, las nuevas formas de esclavitud, el fetichismo 
de las mercancías, etcétera. 

La tercera es que los activistas reaccionan contra las 
relaciones jerárquicas entre los movimientos u organizaciones, y 
en el seno de cada uno de ellos; las redes políticas que establecen 
están basadas en relaciones horizontales y en la combinación 
entre autonomía, articulación y coalición; rechazan directrices 
principales, teorías generales y mandos centrales en favor de 
articulaciones y coaliciones consensuadas y  pluralidades 


despolarizadas (una concepción pragmática de las diferencias y 
semejanzas). No todas las luchas se reconocen como de izquierda 
y, cuando lo hacen, tienen de esta concepciones muy diferentes. 
Está en extinción el concepto monolítico y monocultural de 
izquierda y estamos ante el surgimiento de lo que podemos llamar 
mosaico de izquierdas. 

La cuarta es que la lucha por la democracia tiende a estar 
presente en todas las luchas, pero el modo como es concebida, e 
incluso los términos usados para designarla, varían de una 
cultura a otra; no sólo existen varias formas de democracia (lo que 
antes llamé demodiversidad), sino también varios modos de 
entender cada una de ellas (democracia intercultural). 

La quinta característica, que de algún modo resume todas las 
otras, consiste en una nueva política basada en las siguientes 
ideas desigualmente presentes en las diferentes luchas o en las 
diferentes regiones del mundo: reconocimiento de la diversidad de 
las agendas y de los medios de lucha; concepción amplia de 
medios de lucha, que permite la coexistencia de acciones legales e 
ilegales (con excepción de la violencia ilegal contra personas), 
acción directa e institucional, acción dentro y fuera del Estado; 
rechazo a ver en el Estado a un amigo incondicional o a un 
enemigo incondicional; combinación del principio de igualdad con 
el principio de reconocimiento de la diferencia (tenemos el 
derecho a ser iguales cuando la diferencia nos inferioriza, y 
tenemos el derecho a ser diferentes cuando la igualdad nos 
descaracteriza); privilegio dado a la rebelión, al inconformismo y 
a la rebeldía, en detrimento del reformismo y de la revolución 
característicos del siglo xx; esfuerzo viable para no convertir a 
militantes en funcionarios, la maldición de la izquierda durante el 
siglo pasado; combinación pragmática de agendas de corto y largo 
plazo; articulación entre diferentes escalas de lucha —locales, 
nacionales y globales—, recurriendo de modo privilegiado a 
internet y a las nuevas tecnologías de la información y la 
comunicación. 

¿Serán utópicas estas luchas? Ernst Bloch dice que «las 
utopías tienen su hora» (1995, p. 479). Las concepciones y deseos 


de una vida y una sociedad mejores, presentes desde siempre en 
la historia humana, varían en cuanto a la forma y el contenido de 
acuerdo con el tiempo y el espacio. Expresan las tendencias y 
latencias de una época y una sociedad dadas. Constituyen una 
conciencia anticipatoria que se manifiesta a través de la 
ampliación de las señales o rasgos de las realidades emergentes. 

Es, pues, apropiado preguntar: ¿la idea de una globalización 
contrahegemónica contra la injusticia social y la destrucción 
ambiental tiene una dimensión utópica?, y, si la tiene, ¿cuál es su 
hora? 

La dimensión utópica que mencioné consiste en proclamar la 
existencia de alternativas contra la globalización neoliberal. La 
crítica de la utopía, tan común hoy día, es propia de un tiempo 
que es utópico a su modo. Como afirma Franz Hinkelammert, 
vivimos en un tiempo de utopías conservadoras, cuyo carácter 
utópico reside en su negación radical de alternativas contra la 
realidad del presente. La posibilidad de alternativas es 
desacreditada precisamente por ser utópica, idealista, no realista. 
Todas las utopías conservadoras se sustentan en una lógica 
basada en un único criterio de eficacia que rápidamente se vuelve 
un criterio ético supremo. Según este criterio, sólo tiene valor lo 
que es eficaz. Cualquier otro criterio ético es desvalorizado como 
ineficaz. El neoliberalismo es una de esas utopías conservadoras 
para las cuales el único criterio de eficacia es el mercado o las 
leyes del mercado. Su carácter utópico radica en la promesa de 
que su realización o aplicación totales elimina todas las otras 
utopías. Según Hinkelammert, «esta ideología extrae de su 
furioso antiutopismo la promesa utópica de un nuevo mundo. La 
tesis básica es: quien destruye la utopía, la realiza» (2002, p. 178). 

Lo que distingue las utopías conservadoras de las utopías 
críticas es el hecho de que aquellas se identifican con la realidad 
presente y descubren su dimensión utópica en la radicalización o 
la realización completa del presente. Además, no conciben los 
problemas o dificultades de la realidad presente como 
consecuencia de las deficiencias o de los límites del criterio de 
eficacia, sino como resultado del hecho de que la aplicación de ese 


criterio no haya sido suficientemente completa. Para la utopía 
conservadora del neoliberalismo, si hay desempleo o exclusión 
social, si hay hambre y pandemias, no es el efecto de las 
deficiencias o de los límites de las leyes del mercado; es más bien 
el resultado del hecho de que esas leyes todavía no hayan sido 
plenamente aplicadas. 

La utopía conservadora es hoy más poderosa que nunca 
porque es reproducida todos los días e incesantemente por los 
medios de comunicación de masas. Las alternativas al 
neoliberalismo nunca son mencionadas y, cuando lo son, se hace 
con el único propósito de desacreditarlas. Por esa razón, la 
dimensión utópica de las luchas que reaccionan contra este estado 
de cosas reside básicamente en rechazar la idea de que no hay 
alternativa. Asume un carácter negativo: sabe más lo que no 
quiere que lo que quiere. Es más importante afirmar la 
posibilidad de alternativas que definirlas en detalle. Pero hoy ya 
es posible identificar algunas ideas reguladoras de los procesos de 
cambio (a veces, civilizatorio) que están en curso. Se pueden 
resumir en tres grandes imperativos: democratizar, descolonizar, 
desmercantilizar. 


Democratizar 


Muchas de las propuestas para democratizar la democracia, 
que mencioné en el capítulo cuarto, hoy están siendo formuladas 
a nivel mundial, con las variaciones y adaptaciones necesarias 
según el país o la región del mundo. Es esta una de las 
dimensiones más consistentes de la globalización 
contrahegemónica. PDemocratizar significa democratizar la 
democracia en el sentido que expuse antes: rechazar la idea de 
que la democracia liberal representativa es la única forma válida 
de democracia y legitimar otras formas de deliberación 
democrática, la ya referida demodiversidad; buscar nuevas 
articulaciones entre la democracia representativa y la democracia 
participativa y, en ciertos contextos, entre ambas y la democracia 
comunitaria propia de las comunidades indígenas y campesinas 


de África, América Latina y Asia; ampliar los campos de 
deliberación democrática más allá del campo político-estatal, con 
el fin de evitar que la democracia política se transforme en una 
pequeña isla democrática integrada en un archipiélago de 
despotismos (el fascismo social): en la fábrica, en la familia, en la 
calle, en la religión, en la comunidad, en los conocimientos, en los 
medios de comunicación social. Si el socialismo fuera definible, 
sería definido como democracia sin fin. 

El imperativo de la democratización tiene, a nivel mundial, 
otra dimensión: la reforma democratizadora de la ONU y de las 
agencias internacionales, comenzando por las instituciones 
financieras multilaterales, como el Banco Mundial y el FMI. 


Descolonizar 


Europa fue el centro del colonialismo moderno y eso confiere 
un enfoque específico (crea problemas, desafíos y 
responsabilidades específicos) a la lucha por la descolonización. 
Por eso, di un tratamiento autónomo a la tarea de la 
descolonización cuando abordé antes el tema de otra Europa 
posible. Pero, obviamente, estamos ante una tarea de ámbito 
global, por más locales y circunscritos que sean los lugares en los 
que deberá ser llevada a cabo. 

Descolonizar es un imperativo muy difícil de concretar. Por un 
lado, hay quien piensa que la descolonización ya tuvo lugar y que 
por eso el colonialismo es un hecho del pasado. Por otro, incluso 
admitiendo que el colonialismo continúa existiendo bajo otras 
formas, siempre es posible confundirlo con otras relaciones de 
poder desigual o justificarlo en nombre de valores o exigencias 
prioritarias. Colonialismo es toda relación de opresión basada en 
la inferioridad supuestamente natural, racial o étnico-cultural del 
oprimido. Son muy diversos los movimientos que conciben sus 
luchas apuntando hacia una u otra manifestación del 
colonialismo y proponiendo alternativas descolonizadoras. He 
aquí algunas de esas manifestaciones. Tal vez la más importante 
y más presente globalmente es el racismo. En la versión que le da 


la modernidad occidental, el racismo deriva de la germinación del 
colonialismo y el capitalismo. Es hoy una de las presencias más 
insidiosas del colonialismo de nuestro tiempo, porque actúa en las 
instituciones y fuera de ellas, porque existe a nivel interno y a 
nivel de las relaciones internacionales, porque se disfraza 
frecuentemente de antirracismo bloqueando así la lucha contra él. 
Está en los libros de historia, en los noticieros, en la represión 
policial, en los prejuicios semánticos (frases y bromas racistas), en 
los prejuicios de desconfianza (lo ethnic profiling —el color de la 
piel como señal automática de peligro— tanto en los aeropuertos 
como en los taxis y en los barrios de las ciudades, tanto en la 
selección de personal como en el alquiler de casas), en la 
desvalorización o represión de la diversidad cultural, en los 
transportes públicos, en la cotidianidad de las relaciones 
interpersonales. 

Otra manifestación se da en las relaciones internacionales, 
sobre todo en las relaciones entre las potencias colonizadoras y los 
nuevos países independientes. En este caso, el colonialismo se 
combina con el imperialismo. La independencia de los nuevos 
países, además de conquistada a costa de mucha violencia y 
destrucción, fue frecuentemente condicionada, sobre todo en el 
caso del colonialismo inglés y francés, por privilegios económicos 
concedidos al excolonizador, que hipotecaron el desarrollo futuro 
de los nuevos países. Esta forma de colonialismo ha sobrevivido 
hasta hoy y explica en parte muchas de las formas de 
intervención extranjera, mediada o no por la ONU. 

Una manifestación particularmente insidiosa de colonialismo 
actual es el rechazo a rendir cuentas por el colonialismo histórico, 
a revelar lo que ocurrió y cómo ocurrió. Este silenciamiento existe 
tanto del lado de las expotencias coloniales como del de los nuevos 
países independientes. Con el pretexto de que «no debemos abrir 
heridas antiguas», se deja a sucesivas generaciones sin saber de 
qué historia vinieron, y se impide que mucha injusticia y 
sufrimiento sean finalmente reconocidos, aunque no sea posible 
repararlos. En el fondo, es una lucha entre los que no quieren 
recordar y los que no pueden olvidar. 


En el plano epistemológico, el colonialismo se manifiesta de 
forma virulenta al atribuir el monopolio del conocimiento válido a 
la ciencia moderna y a la filosofía occidental. Así se desvalorizan, 
suprimen o marginalizan otros conocimientos legos, populares, 
tradicionales, urbanos y campesinos, que al final guían la vida 
cotidiana de la gran mayoría de la población mundial. La 
desvalorización de estos saberes trae consigo la desvalorización de 
los grupos sociales que los detentan. 

El colonialismo interno es otra manifestación del colonialismo 
contemporáneo y fue acuñado para caracterizar las relaciones 
entre grupos sociales desiguales o entre regiones del mismo país 
que fueron generadas en el tiempo del colonialismo histórico y 
que permanecieron después de él. Es el colonialismo ejercido por 
las elites nacionales, muchas veces disfrazado de defensa del 
interés nacional. El colonialismo interno se presenta bajo tres 
formas principales: la primera corresponde a lo que antes llamé 
fascismo territorial, o sea, la privatización de parcelas del 
territorio nacional, de tal manera que quien las controla asume 
funciones y prerrogativas propias del poder soberano (justicia y 
política privadas). La segunda reside en las continuidades entre 
el Estado colonial y el Estado independiente, tales como el 
autoritarismo en la administración pública frente a los 
ciudadanos y la manipulación o represión de la diversidad 
cultural y de las autoridades políticas y jurídicas, muchas veces 
preexistentes al colonialismo. La tercera versión de colonialismo 
interno afecta a las minorías (y, a veces, mayorías) étnicas (por 
ejemplo, a pueblos indígenas) y reside en no reconocer sus 
lenguas y culturas, y en negarles el derecho a la autonomía 
territorial y al autogobierno. 

No podemos olvidar que hace un siglo gran parte del planeta 
eran colonias europeas, por lo que la persistencia del colonialismo 
bajo nuevas formas, que a un europeo le parece extraña (excepto 
en el caso del racismo), tiene una importancia mundial enorme, y 
la lucha contra este es un componente esencial de la construcción 
de otro mundo posible. 


Desmercantilizar 


Desmercantilizar es un imperativo indispensable en la 
búsqueda de una sociedad mejor. Sobrepuestas a las crisis 
financiera, económica y social que acompañan al capitalismo 
desde su inicio, las crisis ecológica, energética y alimentaria 
confirieron un grado de convicción mayor a algunas 
constataciones que hasta ahora no habían merecido la atención 
del ciudadano común. He aquí algunas de esas constataciones. 

Primero, concebir el desarrollo como crecimiento infinito 
basado en la apropiación intensa de la naturaleza es una 
concepción que nos conduce al desastre. La naturaleza está dando 
múltiples señales de que sus ciclos de regeneración vital han 
venido siendo violados mucho más allá de lo que es sostenible. El 
estilo de vida en los países desarrollados es energívoro y somete 
las energías no renovables a una presión insostenible. 

Segundo, la reducción del bienestar al bienestar material, 
basado en el consumo de bienes disponibles en el mercado, deja de 
lado muchas dimensiones de la vida (la espiritualidad, la 
asistencia, la solidaridad, los valores éticos) esenciales para el 
florecimiento humano. Se hacen necesarios otros indicadores de 
bienestar. Suena hoy menos absurda o exótica la iniciativa de un 
pequeño país budista enclavado en el Himalaya —Bután-— que, en 
1972, decidió crear un índice de Felicidad Interna Bruta (por 
analogía con Producto Interior Bruto) para medir el desarrollo 
humano basándose en los valores de su cultura. 

Tercero, como cualquier otro fenómeno histórico, si el 
capitalismo tuvo un inicio, seguramente tendrá un fin. Además, 
la crisis ecológica está cambiando los términos de los desafios que 
afrontamos: si el problema no es saber si el capitalismo 
sobrevivirá, seguramente sí lo es saber si sobreviviremos al 
capitalismo. 

Cuarto, el capitalismo, por más dominante que fuera, no 
consiguió nunca erradicar totalmente otras lógicas de relación 
económica que no pasan ni por la acumulación infinita de riqueza 
ni por el lucro a cualquier precio; esas lógicas (algunas existían 


antes del capitalismo y sobrevivieron, otras surgieron con el 
capitalismo para oponérsele) contienen una amplia gama de 
innovación social y económica que puede ser valioso en un 
contexto en el que se agudizan las crisis social, ecológica, 
alimentaria y energética. Cabe señalar, a título de ejemplo, el 
concepto de «buen vivir», Sumak Kawsay, en quechua, que los 
indígenas de Ecuador lograron transformar en un imperativo 
constitucional, al tiempo que atribuyeron a la Naturaleza 
(Pachamama, la Madre Tierra) la titularidad de derechos propios 
de ella y no de los humanos. 

Desmercantilizar significa impedir que la economía de 
mercado extienda su campo de acción hasta tal punto que 
transforme toda la sociedad en una sociedad de mercado, en una 
sociedad en la que todo se compra y todo se vende, incluso los 
valores éticos y las opciones políticas. El imperativo de 
desmercantilizar implica la promoción del más amplio conjunto 
de iniciativas, muchas de ellas ya aprobadas por el tiempo y por 
su capacidad de crear bienestar para los que en ellas participan. 
Con algunas adaptaciones, las propuestas de desfinanciarización 
de Europa hoy están siendo formuladas a nivel mundial. 
Constituyen uno de los núcleos centrales del objetivo de 
desmercantilizar la vida personal, social, política y cultural. Con 
el mismo objetivo, se han venido presentando muchas otras 
propuestas e iniciativas. Forman parte de la conciencia 
anticipatoria del mundo y esperan la hora de que haya voluntad 
política para llevarlas a la práctica. He aquí algunas: 


— Promover formas de economía social, tales como 
cooperativas, economía solidaria, sistemas de ayuda mutua y de 
intercambio de tiempo y de trabajo. 

— Someter al control público (no necesariamente estatal) 
democrático (no burocrático) la explotación y gestión de recursos y 
de servicios esenciales o estratégicos. 

— Desmercantilizar la naturaleza en la medida de lo posible — 
de lo cual es un buen ejemplo el pacto internacional del agua, 
hace algún tiempo en discusión—, promoviendo una nueva 


relación entre los seres humanos y la naturaleza basada en la 
idea de que los primeros son parte de la segunda (no existen fuera 
de ella) y que por eso deberán respetar los ciclos vitales de 
regeneración de la naturaleza, so pena del suicidio colectivo. 

— Definir una nueva generación de derechos fundamentales: 
los derechos de la naturaleza, los derechos humanos al agua, a la 
tierra, a la biodiversidad, y la consecuente consagración de 
nuevos bienes comunes no susceptibles de ser privatizados. 

— Prohibir la especulación financiera sobre la tierra y los 
productos alimenticios, con el fin de evitar la concentración de la 
tierra (está en curso una contrarreforma agraria) y la subida 
artificial de los precios de los alimentos. 

— Convertir la soberanía alimentaria en el eje de las políticas 
agrarias para que los países dejen de ser, en la medida de lo 
posible, dependientes de la importación de alimentos. 

— Regular estrictamente los agrocombustibles por el impacto 
que tienen en la seguridad alimentaria y en la soberanía 
alimentarial1]. El impacto de estos proyectos en la agricultura y 
en la vida de los campesinos no es dificil de imaginar. 

— Aumentar el promedio de vida de los productos 
manufacturados. Un coche o una lámpara pueden durar mucho 
más tiempo sin aumentar los costos. 

— Aumentar los impuestos de algunos productos agrícolas que 
viajan más de mil kilómetros entre el productor y el consumidor, 
creando, con su recaudación, un fondo para apoyar el desarrollo 
local de los países menos desarrollados. 

— Incluir la disminución del tiempo de trabajo en las políticas 
de promoción de empleo. 

— Prohibir las patentes de los saberes tradicionales y reducir 
drásticamente la vigencia de los derechos de propiedad 
intelectual en el área de los productos farmacéuticos. 

— Aprovechar al máximo las potencialidades democráticas de 
la revolución digital para promover una cultura libre, que 
recompense colectivamente la creatividad de artistas e 
investigadores, generalizando la innovadora experiencia del 
movimiento Open Source Software y de Wikipedia. 


Estas son algunas imágenes de la conciencia anticipatoria del 
mundo. Se dirá que son utópicas o que están impregnadas de 
romanticismo. Sin duda. Pero debemos ser cuidadosos al 
estigmatizar la utopia. Muchas de estas propuestas, cuando son 
detalladas técnicamente, disponen de medidas de transición y son 
susceptibles de aplicaciones parciales. Además, una idea 
innovadora es siempre utópica antes de transformarse en 
realidad. Finalmente, porque muchos de nuestros sueños fueron 
reducidos a lo que existe y lo que existe es muchas veces una 
pesadilla, ser utópico es la manera más consistente de ser realista 
a comienzos de siglo xxi. 


[1] Ya que la CPLP es un espacio geopolítico al que atribuyo 
gran importancia, se justifica alertar sobre lo que puede ocurrir 
en él en este campo. En Guinea-Bissau estuvo en estudio un plan 
para convertir 1/7 de la superficie del país en cultivo de jatrofa 
para producir agrodiésel con financiación de los casinos de Macao. 
Existe un plan de la misma magnitud en Mozambique para el 


cultivo de caña de azúcar, con financiación europea y_tecnología 
brasileña. 


Parte III 
Democratizar la democracia 


Capítulo X 


Politizar la política y democratizar la 
democracia 


(Entrevista de Antoni Aguiló Bonet[1]) 


Presentación 


A Boaventura de Sousa Santos (Coimbra, 1940) se le puede 
presentar de múltiples y diferentes maneras: como una de las 
personalidades de las Ciencias Sociales más relevantes de los 
últimos tiempos, como referente del pensamiento crítico y 
emancipador actual, como decano de los sociólogos portugueses, 
como catedrático emérito de Sociologia de la Facultad de 
Economía de la Universidad de Coimbra, como director del Centro 
de Estudios Sociales (CES) y del Centro de Documentación 25 de 
Abril de la misma universidad, como Distinguished Legal Scholar 
en la Universidad de Wisconsin-Madison (Estados Unidos) y 
Global Legal Scholar en la Universidad de Warwick (Inglaterra), 
como coordinador científico del Observatorio Permanente de la 
Justicia Portuguesa, como docente en programas de posgrado en 
universidades de Brasil, México, Argentina, Colombia, Angola, 
Mozambique y España, como promotor de la Universidad Popular 
de los Movimientos Sociales y activista del Foro Social Mundial, 
como asesor de gobiernos y también como poeta. Pero si hubiera 
que definirlo en pocas palabras, tal vez la definición más precisa 
que podría darse de él sería la de un sociólogo comprometido con 
las circunstancias de su tiempo, preocupado por aclarar 


teóricamente algunas de las causas del sufrimiento humano en el 
mundo en que vivimos, resistir ante los poderes hegemónicos, 
valorar las diversas gamas de experiencia humana, sobre todo la 
que ha sido marginada, suprimida o silenciada, dar voz a los que 
no la tienen y devolverles al mismo tiempo la esperanza de su 
emancipación. El suyo es, en fin, un pensamiento inconformista y 
combativo que proviene, como él mismo se declara, de un 
«optimista trágico», objetivo pero no imparcial, esforzado por 
pensar y trabajar por un mundo mejor. 

Su nombre se ha convertido en una referencia imprescindible 
en el panorama internacional del pensamiento político y social 
crítico contemporáneo. A lo largo de las últimas décadas, ha 
publicado numerosos trabajos sobre epistemología, sociología del 
derecho, globalización, teoría de la democracia, movimientos 
sociales, teoría poscolonial, derechos humanos e 
interculturalidad. Ha recibo múltiples galardones internacionales 
que reconocen las aportaciones que ha hecho a las ciencias 
sociales contemporáneas, como, entre otros, la Gran Cruz de la 
Orden del Mérito Cultural de 2009 que otorga el gobierno de 
Brasil o, más recientemente, el Premio México de Ciencia y 
Tecnología 2010. Entre sus numerosas obras traducidas al 
español destacan: De la mano de Alicia. Lo social y lo político en 
la postmodernidad (Uniandes, 1998), Crítica de la razón 
indolente. Contra el desperdicio de la experiencia (Desclée de 
Brouwer, 2003), El milenio huérfano. Ensayos para una nueva 
cultura política (Trotta/ILSA, 2005), Sociología jurídica crítica. 
Para un nuevo sentido común en el derecho (Trotta, 2009) y 
Epistemologías del Sur (perspectivas), coordinada junto con 
Maria Paula Meneses (Akal, 2014). 

Actualmente, buena parte de sus esfuerzos teóricos y 
analíticos los dedica al proyecto internacional «ALICE-Espejos 
extraños, lecciones imprevistas: definiendo para Europa un nuevo 
modo de compartir las experiencias del mundo», financiado por el 
Consejo Europeo de Investigación, cuya finalidad principal es 
desarrollar nuevos ¡paradigmas teóricos y políticos de 


transformación social a la luz de las Epistemologías del Sur 
propuestas en su obra. 

En la presente entrevista, que recupera, amplía y actualiza la 
versión original publicada en 2010 en la Revista Internacional de 
Filosofía Política, hablamos con el sociólogo portugués sobre, 
entre otras cuestiones relacionadas, su proyecto de democracia 
radical, emancipadora e intercultural, principal foco de su teoría 
política contrahegemónica. 


Democracia, poder y emancipación social 


Antoni Aguiló. Uno de los campos de investigación sobre los 
que más ha trabajado es la democracia. En sus análisis usted 
critica las versiones elitistas y procedimentales de la democracia 
representativa liberal y asume una concepción sustantiva, 
concretada en un proyecto participativo de democracia socialista 
radical. ¿Podría especificar qué tiene de radical y qué de socialista 
su concepción de la democracia? 


Boaventura de Sousa Santos. La democracia representativa es 
el régimen político en el cual los ciudadanos —inicialmente un 
pequeño porcentaje de la población— concentran su poder 
democrático en la elección de los políticos, en cuanto que son los 
que deciden. Una vez elegidos, estos pasan a ser los titulares del 
poder democrático, que ejercen con más o menos autonomía con 
relación a los ciudadanos. La autonomía de los representantes 
políticos constituye un fenómeno paradójico. Si, por un lado, es un 
requisito para que la democracia funcione, por otro, es también 
un factor de tensión entre los representantes y los representados, 
hasta el punto de que en algunas situaciones la mayoría de los 
representados no se identifica con sus representantes, no se 
siente representado por aquellos que eligió. Es lo que en términos 
de análisis llamo la patología de la representación. Ciudadanos de 
muchos países recuerdan situaciones particularmente críticas en 
las que la opinión ciudadana, reflejada a través de encuestas 
encargadas por los propios poderes públicos, no fue respetada por 


quienes deciden en el ámbito público democrático. La invasión 
ilegal de Iraq de 2003 fue, ciertamente, uno de estos casos. Otros 
se amontonan hora tras hora en cada país. En Estados Unidos, el 
presidente Obama ganó las elecciones con la promesa de crear un 
sistema de salud que acabaría con el escándalo de que, en el país 
más rico del mundo y el que más dinero gasta en salud, 47 
millones de sus ciudadanos no tienen asegurada la protección 
social de la salud. En el momento en que escribo —diciembre de 
2009, esta reforma está siendo bloqueada por los intereses de las 
multinacionales aseguradoras, de las farmacéuticas y de los 
servicios médicos, así como por los políticos conservadores que 
toman las decisiones, controlados por dichos sectores 
empresariales. Estos ejemplos muestran que, contrariamente al 
sentido común difundido por los medios de comunicación, las 
disfunciones que presenta la democracia representativa no 
ocurren únicamente en los países menos desarrollados, en el Sur 
global, durante mucho tiempo llamado «Tercer Mundo», sino que 
también suceden en el centro del sistema mundial, en el Norte 
global, que se autoproclama ejemplo de democracia a seguir por el 
resto de países del globo. En este ámbito, además, el inicio del 
siglo xxi presenta algo innovador: mientras que en el Norte global 
se acumulan las señales que revelan la apropiación de la 
democracia representativa por parte de intereses económicos 
minoritarios aunque muy poderosos —tal como lo demuestran las 
medidas adoptadas desde 2008 para garantizar al capitalismo 
financiero la preservación de su economía de casino—, en algunos 
países del Sur global, sobre todo en América Latina, están 
emergiendo, por el contrario, nuevos ejercicios de democracia 
representativa en los que la voz de las mayorías se impone con 
más eficacia política. 

Cuando la distancia entre los representantes y los 
representados es amplia y disfuncional, la democracia 
representativa dispone de un mecanismo aparentemente muy 
eficaz: la celebración de nuevas elecciones y la elección de nuevos 
representantes. Sin embargo, aquí entra en juego otro factor, que 
es el sistema político y sus mediaciones institucionales. Entre 


estas mediaciones están los partidos políticos y las organizaciones 
de intereses sectoriales. En tiempos normales, cambiar de 
representantes politicos puede significar cambiar los partidos 
gobernantes, aunque ello no comporta, ni mucho menos, cambiar 
el sistema de partidos ni el sistema de organización de intereses. 
Es decir, las elecciones pueden cambiar, de hecho, muy poco las 
cosas y, en la medida en que esto ocurre reiteradamente, la 
distancia entre los representantes y los representados -—la 
patología de la representación— se transforma poco a poco en la 
patología de la participación: los ciudadanos, desmotivados por la 
sensación de impotencia, se convencen de que su voto no va a 
cambiar las cosas, por lo que dejan de hacer el esfuerzo —a veces 
considerable— de votar y aumenta el abstencionismo electoral. 
Caracterizar estos fenómenos como patologías de la 
representación y de la participación conlleva, desde luego, una 
crítica de la teoría política liberal en la que se basa la democracia 
representativa. De hecho, los teóricos liberales diseñaron el 
régimen democrático representativo para garantizar esa distancia 
entre representantes y representados (elitismo) y para que la 
participación no fuese demasiado activa (procedimentalismo). El 
miedo a las masas ignorantes y potencialmente revolucionarias 
está en la raíz de la democracia representativa. Desde el punto de 
vista teórico, sólo podemos hablar de patología cuando la 
distancia entre representantes y representados o cuando la falta 
de participación superan un cierto limite considerado disfuncional 
para el mantenimiento del statu quo. 

Básicamente por las mismas razones, la democracia 
representativa desarrolló sus instrumentos en torno a la cuestión 
de la autorización —decidir mediante el voto quiénes son las 
personas autorizadas para tomar decisiones políticas— y descuidó 
por completo otra de sus funciones importantes, que es la de la 
rendición de cuentas o control social, hecho que la volvió 
totalmente vulnerable frente a los fenómenos de corrupción. 

Del mismo modo, la crítica según la cual la democracia 
representativa no garantiza las condiciones materiales de su 
ejercicio —la libertad efectiva del individuo para ejercer 


libremente su derecho al voto— sólo es válida en cuanto crítica 
externa a la teoría liberal, ya que el modelo de democracia 
representativa es normativo y la facticidad que le subyace, si bien 
es ciertamente un problema, no es un problema de la teoría. Esta 
levedad de la teoría le permite acoplarse a realidades sociales, 
políticas y culturales muy diferentes, transformándose en un 
modelo fácilmente transplantable o exportable. 

A partir de estas consideraciones, puede preguntarse por qué 
socialistas y revolucionarios deben hoy ocuparse de la democracia 
representativa. Son varias las razones. La primera es que la 
democracia representativa es una parte importante, pero sólo una 
parte, de una tradición democrática mucho más amplia en la que 
caben otras concepciones y prácticas democráticas. La segunda es 
que a lo largo del siglo pasado las clases populares —las clases 
trabajadoras, en un sentido amplio— conquistaron importantes 
victorias, por lo menos en algunos países, por la vía de la 
participación en el juego de la democracia representativa. Y ello a 
pesar de las limitaciones que este régimen político les impuso. La 
tercera razón es que la crisis del socialismo bolchevique puso de 
manifiesto que la relación entre democracia y revolución necesita 
ser pensada de nuevo, en términos dialécticos, tal como ocurrió al 
inicio de las revoluciones de la era moderna. A la luz de estas 
razones, pienso que en estos momentos tal vez resulte más 
importante hablar de democracia revolucionaria que de 
democracia socialista. La última sólo será una realidad si la 
primera es posible. El concepto de «democracia revolucionaria» 
fue contaminado durante todo el siglo pasado por la versión 
leninista del concepto —o mejor, de los conceptos— de «dictadura 
del proletariado». Por su parte, el concepto de «democracia 
socialista» tuvo una vigencia efectiva durante el periodo de 
entreguerras en Europa, con la experiencia histórica de la 
socialdemocracia; tras la Segunda Guerra Mundial, dejó de tener 
horizontes socialistas y pasó a designar una forma específica de 
gobernar la economía capitalista y el tipo de sociedad que 
produce, de la cual el llamado modelo social europeo es el ejemplo 
paradigmático. A principios del siglo xxi existen condiciones para 


aprovechar mejor la experiencia del mundo, que, entre tanto, se 
ha vuelto mucho más vasto que el pequeño mundo europeo o 
eurocéntrico. Pero para ello es preciso conocer mejor los debates 
de hace un siglo, pues sólo así estaremos en condiciones de 
entender por qué la experiencia constitutiva del mundo tiene que 
ser también constitutiva de nuestra capacidad para dar cuenta de 
la novedad de nuestro tiempo. 

Justo después de la Primera Guerra Mundial los 
planteamientos socialistas de la democracia representativa se 
centraban en dos cuestiones principales. La primera, además, fue 
formulada de la manera más elocuente por un extracomunitario — 
como diríamos hoy—, un joven intelectual peruano que sería uno 
de los grandes marxistas del siglo xx, José Carlos Mariátegui. En 
su prolongada visita a Europa, Mariátegui se dio cuenta de que 
las democracias europeas iban a ser acorraladas por dos enemigos 
irreductibles: el fascismo y el comunismo. Según él, la suerte de 
las democracias dependería del modo en que se las arreglasen 
para conseguir resistir a este doble desafío, un desafío mortal. La 
segunda cuestión fue discutida con particular intensidad en 
Inglaterra —tal como lo había sido en Alemania antes de la 
guerra— y consistía en saber si la democracia era compatible o no 
con el capitalismo. El imperialismo que se había asentado a 
finales del siglo xix y que incendió la opinión pública con la 
Guerra de los Bóers (1880-1881, 1889-1902) parecía destinado a 
devorar el alma del gobierno democrático al ponerlo al servicio del 
capital financiero. Nadie mejor que John A. Hobson para 
formular esta cuestión en su obra clásica Imperialismo, un 
estudio (1902), aún más clásica después de haber sido elogiada 
por Lenin y contrapuesta de manera favorable a la teoría del 
ultraimperialismo formulada por el «traidor» Karl Kautsky. 

¿Dónde estamos hoy respecto a cada una de estas cuestiones? 
En lo que concierne a la primera, los años posteriores a la 
Primera Guerra Mundial mostraron que los dos enemigos eran de 
hecho irreductibles. La revolución bolchevique rechazaba la 
democracia representativa en nombre de una democracia popular 
de nuevo tipo, los soviets. Por su parte, el fascismo usó, a lo sumo, 


la democracia representativa para entrar en la esfera del poder 
para después deshacerse de ella. Tras finalizar la Segunda 
Guerra Mundial, la democracia representativa continuó 
compitiendo con el comunismo pero triunfó sobre el fascismo —con 
excepción de los dos países ibéricos, en los que formas muy 
específicas de fascismo adquirieron vigor hasta 1974-1975—. Con 
la caída del Muro de Berlín, en 1989, el triunfo de la democracia 
representativa parecía total y definitivo. 

Respecto a la segunda, la cuestión de la compatibilidad de la 
democracia con el capitalismo tenía como telón de fondo el 
rechazo del modelo soviético y la opción por una vía democrática 
para el socialismo, que en aquella época incluía medidas 
frontalmente anticapitalistas, tales como la nacionalización de los 
medios de producción y una amplia distribución de la riqueza 
económica. Los entonces emergentes partidos comunistas habían 
resuelto esta cuestión: la democracia no sólo era compatible con el 
capitalismo, sino que también era la otra cara de la dominación 
capitalista. La opción era la democracia o la revolución. Por esta 
razón no creían que las clases trabajadoras pudieran sacar 
provecho del juego democrático y tendían a minimizar las 
medidas consideradas de orientación socialista, incluso a 
oponerse a ellas. Usaban la democracia como un instrumento de 
propaganda en contra de la posibilidad de alcanzar el socialismo 
por la vía de la democracia representativa. 

Para los socialistas, por el contrario, la cuestión del 
comunismo estaba resuelta. Incluso cuando evaluaban con 
benevolencia el régimen soviético, dejaban claro que sólo las 
condiciones muy específicas de Rusia y la Primera Guerra 
Mundial lo justificaban. Además, la diferencia entre Oriente y 
Occidente en este ámbito era consensual, a pesar de estar 
formulada de modos distintos. Para Lenin, la revolución socialista 
en Occidente sería diferente. Al inicio de la década de 1920, 
Trotsky afirmaba que, mientras que para Oriente sería fácil 
tomar el poder, lo dificil resultaría mantenerlo; para Occidente, 
en cambio, sería dificil tomar el poder, pero, una vez tomado, 
resultaría fácil mantenerlo. Y Gramsci, entre otras cosas, es 


conocido por la célebre distinción entre la estrategia de la «guerra 
de posición» que recomendaba para Occidente —Estados débiles y 
sociedades civiles con hegemonías fuertes—- y la «guerra de 
movimiento» que recomendaba para Oriente —Estados fuertes y 
sociedades civiles «primitivas» y «gelatinosas». 

Para los socialistas europeos occidentales, el socialismo sólo 
era posible por la vía democrática. El problema era que dicha vía 
estaba bloqueada por procesos antidemocráticos. El peligro venía 
del fascismo, no como una amenaza «externa» al capitalismo, sino 
más bien como un desarrollo interno del capitalismo que, 
amenazado por la emergencia de las políticas socialistas 
impuestas por la vía democrática, daba señales de renunciar a la 
democracia y de recurrir a medios antidemocráticos. El problema 
de la compatibilidad entre la democracia y el capitalismo 
constituía una manera más radical de abordar la vieja cuestión 
relativa a la tensión permanente entre el capitalismo y la 
democracia. Esta tensión surgió cuando el Estado comenzó a 
«interferir» en la economía —la regulación del horario laboral fue 
una regulación emblemática— y se empezó a llevar a cabo una 
cierta redistribución de la riqueza mediante las políticas sociales 
financiadas por la tributación del capital. Esta tensión fue 
asumida con la convicción de que la democracia representativa un 
día triunfaría sobre el capitalismo. El avance de las políticas 
redistributivas, al tiempo que, por un lado, sugería la posibilidad 
de un futuro socialista por la vía democrática, se confrontaba, por 
otro, con resistencias que iban más allá de la mera oposición 
democrática. ¡La victoria del  nacionalsocialismo alteró 
completamente los términos de la cuestión. Si antes la política 
consistía en encontrar plataformas de entendimiento entre 
socialistas y comunistas de diferentes tendencias con el objetivo 
común de hacer frente a los conservadores —los frentes unitarios—, 
ahora el objetivo era unir a todos los demócratas, incluidos los 
conservadores, en contra de la amenaza fascista —los frentes 
populares—. Al final de la Segunda Guerra Mundial, la tensión 
entre el capitalismo y la democracia fue institucionalizada en 
Europa a condición de que el socialismo dejara de ser el horizonte 


emancipador de las luchas democráticas. El capitalismo, por su 
parte, cedería mientras ello no perjudicara su propia dinámica de 
reproducción ampliada. 

Sin embargo, sin que la teoría producida en el Norte global — 
concretamente en cinco países: Alemania, Inglaterra, Italia, 
Francia y Estados Unidos— fuera capaz de dar cuenta de ello, 
fuera de Europa las dos cuestiones referidas habían corrido 
suertes muy diferentes. En América Latina, la compatibilidad o, 
mejor dicho, la incompatibilidad entre el capitalismo y la 
democracia formó parte, desde el principio, de la agitada agenda 
política de muchos países con democracias inestables y 
excluyentes, seguidas de periodos de dictadura de varios tipos — 
que incluían algunas inspiradas en el fascismo europeo, como el 
varguismo en Brasil-. Las experiencias de estos países sólo 
empezaron a ser verdaderamente consideradas por los teóricos de 
la democracia a finales de la década de 1950 —bajo la forma de 
estudios sobre el desarrollo, de manera especial sobre derecho y 
desarrollo—- cuando la Revolución cubana puso de nuevo en la 
encrucijada la opción entre capitalismo o revolución y cuando en 
Chile, diez años más tarde, Salvador Allende reinauguró la 
posibilidad de la vía democrática al socialismo. 

En Africa y en Asia estas cuestiones también tuvieron sus 
propios desarrollos. China, desde 1949, optó por la vía comunista, 
revolucionaria. A partir de 1950, los países africanos y asiáticos 
salidos del colonialismo optaron por adoptar soluciones 
diferentes, ora dominadas por un acuerdo entre el capitalismo y 
la democracia representativa, ora reivindicando la creación de 
nuevas formas de democracia de orientación socialista — 
democracia desarrollista— con el apoyo de los movimientos o los 
partidos que protagonizaron las luchas y negociaciones que 
condujeron a la independencia. En cualquier caso, hubo fracasos, 
o de los objetivos democráticos, o de los objetivos socialistas. A 
mediados de la década de 1970, los países africanos salidos del 
colonialismo portugués  reanimaron momentáneamente la 
hipótesis socialista revolucionaria. No obstante, a mediados de la 
década siguiente, bajo la égida de la nueva forma de capitalismo 


global, el neoliberalismo, un nuevo tipo de normalización 
democrática emergía tanto en África como en América Latina y 
en Asia: la eliminación de la tensión entre la democracia y el 
capitalismo mediante el desistimiento por parte del Estado del 
ejercicio de la regulación de la economía y la liquidación de la 
redistribución social, posible en el periodo anterior gracias a las 
políticas sociales. La eliminación de la tensión se llevó a cabo a 
través de la opción de una democracia de baja intensidad, elitista, 
procedimentalista y, además, saturada de corrupción. 

Esta no es, sin embargo, toda la historia. Como hemos visto, 
en el siglo xx las clases obreras europeas habían alcanzado 
importantes logros a través de la democracia representativa, una 
serie de acumulaciones históricas que se perdieron con el fascismo 
y con la guerra para ser retomadas en la posguerra. Desde 
entonces, la democracia representativa disputó el campo de las 
opciones políticas con modelos no liberales de democracia, tales 
como las democracias populares de los países de Europa del Este 
o las democracias desarrollistas del entonces llamado Tercer 
Mundo. La lista de las opciones democráticas era variada. 
Mientras que la democracia representativa se basaba en la 
oposición entre revolución y democracia, los otros tipos de 
democracia emergían de rupturas revolucionarias de orientación 
anticapitalista o anticolonial. En la década de 1980, esta variedad 
desapareció con el triunfo absoluto de la democracia 
representativa o, mejor dicho, de un tipo específico de democracia 
representativa que poco tenía que ver con la democracia 
representativa de la socialdemocracia europea, caracterizada por 
su énfasis en la articulación de los derechos cívicos y políticos con 
los sociales y económicos. La democracia representativa adoptada 
por la ortodoxia neoliberal es una democracia centrada 
exclusivamente en los derechos cívicos y políticos. Esta ortodoxia, 
sin embargo, encontró poderosos obstáculos. En la India, por 
ejemplo, la organización federal del Estado permitió victorias 
electorales de los partidos comunistas en varios estados de la 
Unión defensores del mantenimiento de fuertes políticas sociales. 
A su vez, en América Latina, las luchas sociales contra las 


dictaduras militares o civiles eran portadoras de impulsos y 
aspiraciones democráticos que la democracia neoliberal no era 
capaz de satisfacer y que, por el contrario, ponían en la agenda 
política la cuestión de la justicia social y, en consecuencia, la 
tensión entre democracia y capitalismo. 

Gran parte de esta movilización social fue canalizada hacia la 
lucha contra el neoliberalismo y la democracia de baja intensidad 
por él promovida, como fue el caso particularmente dramático de 
Argentina a principios de la década de 2000. El activismo de los 
movimientos sociales, o bien condujo a la emergencia de nuevos 
partidos políticos de orientación progresista, o bien dio origen a 
plataformas electorales que llevaron al poder a lideres empeñados 
en la redistribución social por la vía democrátical2] e incluso, sin 
cambiar el sistema tradicional de partidos, promovió líderes con 
programas de impronta antineoliberal (Argentina y Chile). En 
todos estos casos, subyace la idea de que la democracia 
representativa es un modelo de democracia con una cierta 
elasticidad y que sus potencialidades para crear una mayor 
justicia social aún no están agotados. 

Pero el impulso democrático experimentado a lo largo de las 
últimas tres décadas tuvo otras dimensiones que van más allá de 
la democracia representativa. Distingo básicamente dos de ellas. 
La primera se refiere a las experiencias de democracia 
participativa surgidas a escala local al final de la década de 1980, 
como los presupuestos participativos de Porto Alegre, la ciudad 
brasileña pionera. El éxito de la experiencia fue sorprendente 
incluso para sus protagonistas. La práctica se reprodujo en 
muchas ciudades de Brasil y de toda América Latina, suscitó la 
curiosidad de los lideres municipales de otros continentes, 
particularmente de Europa, que bajo diferentes formas fueron 
adoptando el presupuesto participativo, e incluso llevó al Banco 
Mundial a recomendar su adopción y destacar las virtudes de esta 
forma de democracia participativa. 

A pesar de ser la forma más emblemática de democracia 
participativa, el presupuesto participativo sólo es uno de los 
muchos mecanismos de democracia participativa que han 


emergido durante las últimas décadas. Junto a él, deberían 
mencionarse también los consejos municipales y estatales, con 
funciones consultivas y a veces deliberativas en la definición de 
las políticas sociales, principalmente en las áreas de salud y 
educación; las consultas populares; los referendos —con un gran 
impacto en la conducción política de algunos países como, por 
ejemplo, “Venezuela y  Bolivia-. Esta vasta experiencia 
democrática se ha traducido en un conjunto de nuevas y hasta 
entonces inimaginables articulaciones entre democracia 
representativa y democracia participativa. 

Por último, el protagonismo de los movimientos indígenas en 
América Latina, con especial énfasis en Bolivia y Ecuador, se ha 
traducido en el reconocimiento de un tercer tipo de democracia, la 
democracia comunitaria, constituida por los procesos de consulta, 
discusión y deliberación con los ancestros de las comunidades 
indígenas. En este sentido, la nueva Constitución de Bolivia 
(2009) consagra tres tipos de democracia: la representativa, la 
participativa y la comunitaria. 

Podemos decir que la democracia representativa ha sido 
movilizada por las clases populares en América Latina como 
parte de un movimiento de democratización de alta intensidad 
que incluye otras prácticas democráticas y otros tipos de 
democracia. He aquí la segunda dimensión del mencionado 
impulso democrático. Al contrario de lo que se pretendía en 
muchas de las luchas sociales de los periodos anteriores, hoy no 
se trata de sustituir la democracia representativa por otros tipos 
de democracia —participativa o comunitaria— considerados más 
genuinos, sino más bien de construir una democracia genuina 
fundada en la articulación de todos los tipos de democracia 
disponibles. Es precisamente esta vasta experiencia de luchas 
democráticas la que hoy nos permite ampliar el canon 
democrático hegemónico y producir teorías de la democracia que 
van mucho más allá de la teoría política liberal. 


A. A. Escribe que la democracia, tal como la entiende, está en 
condiciones de fundar una nueva «gramática de organización 


social y cultural capaz, entre otros aspectos, de cambiar las 
relaciones de género, reforzar el espacio público, promover una 
ciudadanía activa e inclusiva, garantizar el reconocimiento de las 
identidades y generar una democracia distributiva que combata 
las desigualdades socioeconómicas. ¿Cómo entender y llevar a 
cabo el proceso de constitución de esta gramática de inclusión 
social en el contexto de la actual globalización neoliberal? 


B. S. S. Radicalizar la democracia significa, ante todo, 
intensificar su tensión con el capitalismo. Es un proceso muy 
conflictivo porque, como he dicho antes, al inicio de este siglo, la 
democracia, al vencer aparentemente a sus adversarios 
históricos, lejos de eliminarlos, lo que hizo fue cambiar los 
términos de la lucha librada con ellos. El campo de la lucha 
democrática es hoy mucho más heterogéneo y, al contrario de lo 
que ocurría en la época de Mariátegui, es en su interior donde se 
enfrentan las fuerzas fascistas y las fuerzas socialistas. Aquí 
reside uno de los grandes desafíos de nuestro tiempo: ¿por cuánto 
tiempo y hasta qué límite la lucha democrática podrá contener 
estas fuerzas antagónicas? Tras la derrota histórica del 
comunismo, las fuerzas socialistas explotaron al máximo las 
posibilidades de la democracia, pues, ciertamente, no tenían otra 
alternativa. No puede decirse lo mismo de las fuerzas fascistas. 
Es cierto que sobre ellas pesa la derrota histórica del 
nacionalsocialismo, pero no podemos olvidar que, desde el punto 
de vista de la reproducción del capitalismo, el fascismo es siempre 
una alternativa abierta. Esta alternativa se activará en el 
momento en que la democracia representativa se considere 
irremediablemente, y no sólo temporalmente, disfuncional. Por 
eso digo que hoy en día la democracia progresista es una 
democracia tendencialmente revolucionaria. Es decir, cuanto más 
significativas sean las victorias democráticas —cuanto más 
eficaces sean las fuerzas socialistas en la lucha por una mayor 
redistribución social y la inclusión intercultural-, mayor es la 
probabilidad de que el bloque capitalista recurra al uso de medios 
no democráticos, es decir, fascistas, para recuperar el control del 


poder estatal. A partir de un cierto momento, sin duda difícil de 
determinar en general, las fuerzas democráticas —procapitalistas 
o prosocialistas—, si se mantienen únicamente en los límites del 
marco institucional de la democracia, dejarán de poder hacer 
frente con eficacia a las fuerzas fascistas. Tendrán que recurrir a 
la acción directa no necesariamente legal y posiblemente violenta 
contra la propiedad —la vida humana es un bien incondicional, 
quizás el único—. El continente latinoamericano es, sin duda, el 
que mejor ilustra algunos de los dilemas que se pueden dibujar en 
el horizonte. En él, mejor que en ningún otro, es posible 
identificar el enfrentamiento entre las fuerzas socialistas y las 
fascistas, contenidas, de momento, en el marco democrático. Se 
trata de señales visibles del estrés institucional padecido por 
algunos países. América Latina es el continente en el que de 
modo más acentuado coexisten las luchas más ofensivas —de 
fuerte inclinación socialista— con las luchas más defensivas —de 
defensa contra el fascismo—. No me sorprendería si este fuese el 
continente de prueba para la democracia revolucionaria, es decir, 
para revelar los límites de la tensión entre la profundización 
democrática y la reproducción capitalista ampliada. 


A. A. La puesta en marcha de esta nueva gramática social que 
establece su concepción de democracia podría conducir, en 
determinadas situaciones, a la introducción del experimentalismo 
en la órbita del Estado. Usted enseña conceptos inéditos como 
«Estado experimental, «experimentalismo constitucionab y 
«demodiversidad». ¿Podría ampliar algo más esta idea de 
experimentalismo democrático? ¿Qué experiencias creativas 
pueden apreciarse? ¿Considera que Bolivia y, de manera más 
general, América Latina son pioneras en este sentido? 


B. S. S. La aplastante victoria de Evo Morales en las 
elecciones del día 6 de diciembre de 2009 fue un acontecimiento 
democrático de relevancia mundial del que no se informó como tal 
porque resulta demasiado amenazador para los intereses del 
capitalismo global y para los intereses geoestratégicos de Estados 


Unidos en el continente, ambos con fuerte poder en los grandes 
medios de comunicación e información. Igualmente innovador, 
aunque muy diferente, es el proceso político ecuatoriano. Estas 
experiencias políticas causan sorpresa porque no fueron 
pensadas, y mucho menos previstas, por las teorías políticas de la 
modernidad occidental, destacando el marxismo y el liberalismo. 
Tanto en uno como en otro caso, es grande el protagonismo de los 
pueblos indígenas; en el caso de Ecuador, el protagonismo se dio 
sobre todo en la década de 1990, desempeñando un papel 
transformador fundamental sin el cual no es posible entender el 
proceso político actual. Sin embargo, los pueblos indígenas, en 
cuanto actor social y político, han sido ignorados tanto por el 
marxismo como por el liberalismo. Esta sorpresa imprevista 
plantea a los teóricos e intelectuales en general una nueva 
cuestión: la de saber si están preparados o no para dejarse 
sorprender. No es una pregunta fácil de responder; sobre todo 
para los teóricos críticos marcados por la asunción de la idea de la 
teoría de vanguardia que, dada su naturaleza, no se deja 
sorprender. Todo lo que no encaja en sus previsiones oO 
proposiciones no existe o no merece existir. 

Si aceptamos que el cuestionamiento de la teoría, lejos de ser 
destructivo, puede significar un cambio en la conversación que el 
mundo mantiene consigo mismo, entonces podemos llegar a la 
conclusión de que, en la coyuntura actual, es importante que nos 
dejemos sorprender por la realidad como una fase transitoria de 
pensamiento entre la teoría de vanguardia que nos ha guiado 
hasta aquí y otra teoría o conjunto de teorías que nos 
acompañarán de ahora en adelante. Digo que la teoría a construir 
nos acompañará y no que nos guiará, porque presumo que el 
tiempo de las teorías de vanguardia ya ha pasado. Estamos 
entrando en un momento de teorías de retaguardia que, en 
contextos de gran complejidad e indeterminación: 1) valoran los 
conocimientos producidos por los actores sociales y conciben la 
construcción teórica como reflexión en curso, como síntesis 
provisionales de reflexiones amplias y compartidas; 2) acompañan 
los procesos de transformación para permitir a los actores sociales 


conocer mejor lo que ya conocen; 3) facilitan la emergencia de lo 
nuevo a través de sistematizaciones abiertas que, en lugar de dar 
respuestas, formulan preguntas; 4) fomentan comparaciones 
sincrónicas y diacrónicas entre experiencias y actores sociales, 
tanto para situar y contextualizar las acrobacias de lo universal 
como para abrir puertas y ventanas dejando que entren corrientes 
de aire en los guetos de la especificidad local. 

La teoría de retaguardia avanza con el recurso a las analogías, 
a las metarritmias —la sensibilidad con los diferentes ritmos de 
transformación social— y al hibridismo entre las ausencias y las 
emergencias. De este modo, surgen conceptos inéditos como los de 
«experimentalismo estatal» o «demodiversidad». El concepto de 
demodiversidad, formulado por analogía con el concepto de 
biodiversidad, trata de introducir en el campo político una 
diversidad que hasta ahora no había sido aceptada, al mismo 
tiempo que contribuye a hacer emerger lo nuevo a partir de lo 
ancestral. La democracia liberal —hoy exclusivamente centrada en 
la democracia representativa— defiende la diversidad y cree que 
debe ser un tema objeto del debate democrático, siempre que esté 
sujeta a concepciones abstractas de igualdad y no se haga 
extensiva a la definición de las reglas del debate. Fuera de estos 
límites, la diversidad, para la teoría política liberal, es la receta 
del caos. Con una sencillez que desarma, la Constitución de 
Bolivia reconoce, como he dicho, tres tipos de democracia: la 
representativa, la participativa y la comunitaria. Cada una tiene 
sus propias reglas de deliberación y, ciertamente, una 
acomodación entre ellas no será fácil. La demodiversidad es una 
de las vertientes de la constitucionalización de las diferentes 
culturas deliberativas que existen en el país. Al desempeñar este 
papel, la Constitución se transforma en todo un campo de 
experimentación política. 

Con el concepto de «Estado experimental», que vengo 
defendiendo desde hace cierto tiempo, pretendo señalar que en los 
tiempos que corren la solidez normativa de la institucionalidad 
moderna —del Estado, del derecho, de la administración pública— 
hoy está disolviéndose, ya sea para bien —reconocimiento de la 


diversidad— o para mal —por ejemplo, la corrupción—. En otras 
palabras, fuerzas con orientaciones políticas opuestas tratan de 
aprovechar para su causa este estado de cosas. Las fuerzas 
procapitalistas hablan de gobernanza (governance), de promover 
sociedades entre lo público y lo privado, de leyes blandas (soft 
law). Detrás de estos conceptos no sólo está la flexibilidad 
normativa, sino también la no interferencia en las relaciones de 
poder existentes. Por el contrario, Estados como Bolivia, Ecuador 
y Venezuela están tratando de alterar estas relaciones. Es en este 
marco donde la idea de la experimentación puede ser válida. Y es 
que, al ser duros los conflictos y poco claras las alternativas, los 
cambios en las relaciones de poder, al contrario de lo que pudiera 
pensarse, pueden consolidarse mediante la experimentación con 
varias soluciones de manera simultánea o secuencial. Crear 
espacios políticos a partir del inicio del cambio de las relaciones 
de poder, pero que, una vez creados, permanecen abiertos a la 
creación y a la innovación, es algo que tanto la moderna teoría 
política liberal como la marxista nunca fueron capaces de admitir 
porque confundieron la toma del poder con el ejercicio del poder. 
En los procesos políticos transformadores que pueden 
presenciarse, tomar y ejercer el poder son dos cosas muy 
diferentes. Es más fácil tomarlo que ejercerlo y, como es a partir 
del ejercicio que se deriva su consolidación, considero que la 
experimentación política puede fortalecer los procesos de 
transición en la medida en que facilita el ejercicio del poder 
volviéndolo más inclusivo: la apuesta por las soluciones 
provisionales y experimentales permite mantener abierto el 
debate político, garantiza el dinamismo de las soluciones 
institucionales y normativas, e invita al compromiso constructivo 
por parte de los adversarios. Nada de esto cabe en la conciencia 
teórica y política de la modernidad occidental. 


A. A. Usted es partidario de la combinación entre democracia 
representativa y democracia participativa. En sus trabajos 
identifica las limitaciones que presenta la democracia 
representativa liberal hegemónica, que considera un sistema 


político de baja intensidad democrática que debe reforzarse con 
experiencias de democracia participativa. ¿Cuáles son los cambios 
que deberían hacerse en la democracia representativa liberal 
para promover su articulación y complementariedad con 
diferentes formas de democracia participativa y, más en general, 
con otras concepciones y prácticas democráticas? 


B. $. S. A medida que se agrava la devastación social y política 
causada por el capitalismo financiero y neoliberal, se hace más 
evidente que la democracia representativa liberal está siendo 
derrotada por el capitalismo y que esta derrota es irreversible. No 
podemos olvidar que, en su origen, el liberalismo se basó en las 
ideas de libertad individual y defensa de la propiedad, 
complementadas por el principio de neutralidad del Estado 
respecto a la pluralidad de concepciones del bien común. Estas 
ideas no fundaban por sí mismas ninguna teoría democrática y, 
además, para Locke, la monarquía constitucional era el mejor 
régimen político para defenderlas. El encuentro entre liberalismo 
y democracia se produjo a través de autores liberales como 
Benjamin Constant, Tocqueville y John Stuart Mill, para quien la 
única forma de compatibilidad entre ambos era la democracia 
representativa: la participación popular en la producción de las 
leyes dejaba de ser la de ciudadanos reunidos en asamblea, como 
quería Rousseau, y pasaba a ser la de ciudadanos electores de sus 
representantes, a quienes cabía el poder de legislar. A partir de 
aquí, la teoría democrática y las prácticas democráticas que esta 
legitimaba se centraron en la representación: extensión del 
sufragio, sistema de partidos, ampliación de los órganos 
representativos tanto del poder central como del local. Los 
criterios cuantitativos y procedimentales pasaron a dominar los 
debates, en detrimento de los aspectos cualitativos de la 
representación y su impacto en las mayorías, como, por ejemplo, 
la cuestión de saber si un gobierno del pueblo puede gobernar 
legítimamente contra el pueblo. Á pesar de ello, mientras que el 
liberalismo confería primacía absoluta al principio de libertad, la 
democracia traía consigo el principio de igualdad, que, al menos 


potencialmente, podía pasar de la igualdad formal (jurídico- 
política) a la igualdad sustantiva (socioeconómica). La tensión 
entre la democracia representativa y el capitalismo resultó de la 
tensión entre el principio de libertad y el principio de igualdad, y, 
de manera correspondiente, la posible articulación entre 
democracia y socialismo siempre se dio por la primacía del 
principio de igualdad. 

Como mencioné anteriormente, la tensión entre democracia y 
capitalismo siempre ha sido políticamente compleja, dada la 
hostilidad clasista del capitalismo en relación con el principio de 
igualdad. Cuando las luchas sociales ejercieron mayor presión, en 
el sentido de afirmar este principio, el resultado casi siempre fue 
la eliminación de la democracia y su sustitución por dictaduras, 
del fascismo y del nazismo a las dictaduras militares de América 
Latina. Es decir, el sacrificio del propio principio de libertad como 
daño colateral de la lucha contra el principio de igualdad. Sin 
embargo, en la Europa de posguerra fue posible un mayor 
equilibrio entre ambos principios; es lo que se conoció como 
socialdemocracia. Desde la década de 1980, este equilibrio está 
siendo destruido, tanto en los países europeos como en todos los 
otros países que lo han intentado de alguna manera. Lo nuevo en 
este último periodo es que el desarme de las luchas sociales por la 
igualdad no se ha dado por la imposición de dictaduras, sino por 
la eliminación de la tensión entre democracia y capitalismo a 
través de un portentoso trabajo ideológico y político para confinar 
la democracia a las igualdades formales, jurídico-políticas. La 
primacía del principio de libertad trajo consigo la primacía del 
derecho de propiedad privada individual. Resulta que la 
propiedad individual de nuestro tiempo tiene poco que ver con la 
propiedad pensada por Locke. Es tal la concentración de riqueza y 
el aumento exponencial de la desigualdad social que la 
supremacía económica puede colonizar fácilmente el poder 
político y ponerlo al servicio incondicional del capitalismo. En esto 
consiste precisamente la derrota de la democracia representativa 
liberal frente al capitalismo. La democracia se ha vuelto el rostro 
visible de la tiranía. 


Esta derrota me parece irreversible. Como he dicho, esto no 
significa que debamos descartar la democracia representativa. 
Significa que debe emprender dos trabajos políticos 
concomitantes. El primero consiste en luchar por el desarrollo de 
formas de democracia participativa donde, de nuevo, asambleas 
de ciudadanos, y no de representantes de los ciudadanos, puedan 
tomar decisiones políticas. Como referí antes, estas formas 
incluyen  referendos, ¡presupuestos participativos, consejos 
sectoriales populares, consultas populares de diferente tipo, 
control ciudadano de la ejecución de las políticas públicas, etc. La 
definición de las escalas, áreas, ámbitos y procesos en que la 
democracia puede operar, y los modos de articulación con la 
democracia representativa serán los temas centrales de este 
trabajo político. Lo importante es que tales definición y modos de 
articulación no pueden confiarse al funcionamiento habitual de 
los mecanismos de la democracia representativa, que muestran 
resistencia a la democracia participativa y la interpretarán como 
una intromisión ilegítima. Sólo bajo estrés y frente a luchas 
sociales fuertes que  aúnen medios institucionales y 
extrainstitucionales será posible forzar la entrada de los 
ciudadanos en la política democrática de las próximas décadas. 

El segundo trabajo político consiste en una profunda reforma 
de la democracia representativa en el sentido de hacerla menos 
hostil a la democracia participativa. Dicho trabajo incluye, entre 
otras iniciativas: la reforma del sistema electoral para volver a los 
representantes más responsables ante los representados; el fin de 
la financiación privada de los partidos y las campañas electorales; 
la regulación de los medios de comunicación para evitar el control 
monopólico de la opinión pública por parte del sector privado 
capitalista y para promover el sector comunicativo 
sociocomunitario, sin ánimo de lucro; la reforma de los partidos 
con el fin de democratizarlos internamente, a través de, por 
ejemplo, las primarias abiertas para los líderes políticos; la 
revocación del mandato por flagrante incumplimiento. Como en el 
caso anterior, este trabajo político no puede dejarse en manos de 
los mecanismos habituales de funcionamiento de la democracia 


representativa, ya que los intereses antidemocráticos instalados 
son lo bastante fuertes para temer la democratización de la 
democracia. 


A. A. La sexta de sus quince tesis para la profundización de la 
democracia afirma que están emergiendo formas 
contrahegemónicas de democracia de alta intensidad. Sin 
embargo, en la séptima advierte que están limitadas al ámbito 
local y municipal. ¿Cómo pueden resolverse los problemas de 
escala y llevar la democracia contrahegemónica tanto al ámbito 
estatal como al global? 


B. $. S. Este es uno de los problemas más dilemáticos para la 
teoría y la práctica democráticas. Las grandes innovaciones 
democráticas de las últimas décadas se han producido a escala 
local y nunca ha sido posible transferirlas a escala nacional y, por 
supuesto, mucho menos a escala internacional. Esto es así tanto 
para las experiencias más recientes de democracia participativa — 
presupuestos participativos, consejos populares, consultas— como 
para las formas ancestrales de democracia comunitaria de origen 
indígena. Debemos, sin embargo, tener en cuenta que el problema 
de escala no es un problema de causas, sino un problema de 
consecuencias. En el caso de las formas ancestrales de las 
comunidades indígenas, el problema de escala es el resultado de 
una derrota histórica. Los poderes coloniales destruyeron todas 
las formas políticas y de gestión indígenas, excepto las de carácter 
local, bien porque no consiguieron destruirlas, bien porque 
pensaron que podrían apropiárselas y ponerlas al servicio del 
poder colonial. 

Además de estas causas, también hay que tener en cuenta los 
factores sistémicos y funcionales. Ningún sistema complejo y 
abierto subsiste sin turbulencias controladas, sin momentos de 
reproducción no lineal, e incluso de negación dialéctica truncada o 
parcial. Los sistemas de dominación como el colonialismo o el 
capitalismo se apropian de las grandes escalas —lo global y lo 
universal- porque son las que garantizan la hegemonía —las que 


desacreditan las alternativas— y la reproducción ampliada. A las 
escalas más pequeñas —locales o subnacionales— se les deja un 
mayor margen de libertad. El colonialismo ofreció los ejemplos 
más paradigmáticos a través de las diversas formas de gobierno 
indirecto —que dejaba el gobierno local en gran medida a cargo de 
las «autoridades tradicionales»—, aunque el fenómeno es general. 
Lo local permite combinar radicalidad y atomicidad. Tanto en el 
ámbito de la denuncia y de la resistencia como en el de la 
propuesta y la alternativa, la inversión de energía político: 
emocional organizativa y comunitaria es potencialmente 
radicalizadora porque vive de la transparencia entre lo que se 
defiende y lo que se combate. No obstante, dado el limitado 
alcance de su ámbito, puede ser ignorada —en cuanto amenaza-— e 
incluso ser funcional —en cuanto energía desperdiciada— para las 
escalas de dominación que la rodean. Por supuesto que ni las 
funciones evitan las disfunciones ni los sistemas impiden la 
eclosión de antisistemas. Lo local de hoy puede ser lo global de 
mañana. Para ello se necesita imaginación y voluntad política que 
deslocalice lo local sin eliminarlo —la articulación entre luchas 
sociales— y que desglobalice lo global existente deslegitimándolo — 
este orden es desorden, esta justicia es injusta, esta libertad es 
opresión, esta fraternidad es egoísmo naturalizado—, socavando 
su hegemonía —hay otros órdenes menos desordenados, otras 
justicias más justas, otras libertades más libres y otras 
fraternidades verdaderamente fraternas—-. Cambiar esto es 
posible a todas las escalas. El cambio social entraña siempre 
cambios de escala —lo que en términos teóricos llamo ecología de 
la transescala—. Lamentablemente, el pensamiento democrático 
socialista continúa apegado al modelo de Estado moderno 
centralizador, es decir, tiende a ver la transformación social en el 
ámbito de la escala nacional, privilegiándola en detrimento de la 
escala local o de la escala global, siendo, por tanto, poco 
imaginativo en la creación de articulaciones entre escalas. No 
sería imposible, por ejemplo, elaborar los presupuestos generales 
del Estado siguiendo reglas semejantes a las del presupuesto 
participativo municipal. Tendrían que ser, indudablemente, 


reglas diferentes en términos de funcionamiento, dados los efectos 
de escala, pero semejantes en cuanto a la lógica y el sentido 
político subyacentes. 


A. A. Una de sus afirmaciones más duras es que «vivimos en 
sociedades que son políticamente democráticas pero socialmente 
fascistas». Esto se debe, en parte, a que la democracia, al servicio 
del Estado débil neoliberal, perdió su poder redistributivo, siendo 
capaz de convivir cómodamente con situaciones estructurales de 
miseria, desigualdad y exclusión social. ¿Cómo puede la 
democracia revolucionaria, bajo el dominio de la democracia 
representativa liberal, hacer frente, más allá de la mera 
teorización académica, a los femómenos de desigualdad y 
exclusión? 


B. S. S. El concepto de «fascismo» que uso en esa cita es 
diferente del concepto usado para definir los regímenes políticos 
de partido único vigentes principalmente en Italia y Alemania en 
el periodo entre las dos guerras mundiales, así como en España y 
Portugal hasta 1974-1975. Tal como lo uso, se refiere a relaciones 
sociales de poder tan extremadamente desiguales que, en el 
contexto social y político en el que se producen, la parte — 
individuos o grupos— más poderosa ejerce un poder de veto sobre 
aspectos esenciales de la vida de la parte menos poderosa. A 
título de ejemplo, como ilustración de la diversidad de campos 
sociales en los que opera el fascismo social, pueden señalarse: las 
relaciones de trabajo al margen de las leyes laborales o que 
involucran a inmigrantes, especialmente a los indocumentados; 
las relaciones familiares atravesadas por la violencia doméstica 
en sus múltiples formas: las relaciones de apartheid social, 
basadas en el racismo, que todavía hoy están presentes en las 
sociabilidades y las estructuras urbanas; las relaciones del capital 
financiero con el país en el que invierte y deja de invertir sin otra 
razón que el beneficio especulativo; las comunidades campesinas 
víctimas de la violencia de las milicias privadas; la privatización 
de bienes públicos esenciales como el agua, cuando la empresa 


concesionaria adquiere derecho de veto sobre la vida de las 
personas: a quienes no pagan la factura, se les priva del 
suministro de agua. 

Se trata, por tanto, de formas de sociabilidad no sujetas a 
ningún control democrático, ya que se producen fuera de aquello 
que la teoría política liberal designa como campo político o 
sistema político. Dado que la vida de los individuos, clases o 
grupos sociales tiene lugar en campos sociales considerados no 
políticos, en la medida en que en ellos impera el fascismo social, 
la democracia representativa tiende a ser sociológicamente una 
isla de democracia que flota en medio de un archipiélago de 
despotismos. La posibilidad de este fenómeno, tanto en el Norte 
elobal como en el Sur global —si bien de modo muy diferente en 
uno y otro caso—-, se incrementó dramáticamente con el 
neoliberalismo y el aumento exponencial de las desigualdades 
sociales, resultantes de la liquidación de las políticas sociales y de 
la desregulación de la economía. 

La democracia representativa no sólo vive cómodamente con 
esta situación, sino que la legitima al volverla invisible. Después 
de todo, no tiene sentido hablar de fascismo —en el sentido 
convencional del término— en sociedades democráticas. El peso 
histórico de la idea convencional de fascismo en países como 
España o Portugal hace dificil aceptar la idea de múltiples 
fascismos diseminados en la sociedad y no centrados en el Estado, 
si bien cuentan con su complicidad, aunque sólo sea por omisión. 
Sin embargo, lo cierto es que muchos ciudadanos viven en 
nuestras sociedades democráticas sujetos a limitaciones, a 
censuras y autocensuras, a la privación de sus derechos 
fundamentales de expresión y movimiento, privaciones contra las 
que no se puede resistir si no es a riesgo de asumir graves 
consecuencias; viven, en definitiva, sujetos a acciones arbitrarias 
que son estructuralmente similares a la que sufrieron los 
demócratas durante la vigencia de los regímenes políticos 
fascistas. Ahora bien, como se trata de un fascismo subpolítico, no 
se reconoce como tal. 


La idea de fascismo social apunta a la creación de grandes 
alianzas democráticas, estructuralmente similares a las que 
constituyeron la base de los frentes populares en el periodo de 
entreguerras, y sugiere también la necesidad de reactivar las 
energías democráticas adormecidas por la creencia de que en la 
sociedad democrática todo es democrático. Como trato de mostrar, 
poco hay de democrático en las sociedades con un sistema político 
democrático. 

Del mismo modo que la lucha contra el fascismo político fue 
una lucha por la democracia política, la lucha contra el fascismo 
social debe ser una lucha por la democracia social. Se trata, por 
tanto, de un concepto de democracia mucho más amplio que el 
que subyace a la democracia representativa. Para mí, la 
democracia es todo proceso de transformación de relaciones de 
poder desigual en relaciones de autoridad compartida. Allí donde 
hay lucha contra el poder desigual, hay proceso de 
democratización. En mis análisis distingo seis subcampos de 
relaciones sociales en los que los procesos de democratización son 
especialmente importantes: el espacio-tiempo doméstico, el 
espacio-tiempo de la producción, el tiempo-espacio de la 
comunidad, el espacio-tiempo del mercado, el espacio-tiempo de la 
ciudadanía y, finalmente, el espacio-tiempo mundial de las 
relaciones entre los Estados. Cada uno de los espacios-tiempo 
puede ser un campo de la lucha democrática contra el fascismo 
que se genera en su interior. En cada uno de ellos la lucha 
democrática adquiere una forma específica. Los tipos de 
democracia de los que he hablado y que están enriqueciendo el 
repertorio de posibilidades democráticas operan sobre todo en dos 
de estos espacios:tiempo: el comunitario y el de la ciudadanía. 
Otros tipos de democracia tendrán que ser tenidos en cuenta para 
el resto de los espacios-tiempo. Sólo este vasto conjunto de luchas 
democráticas puede combatir eficazmente el fascismo social. Se 
trata de una democracia sin fin. Este es, para mí, el verdadero 
programa socialista; el socialismo es democracia sin fin. 

Esta concepción se hace hoy urgente, más aún cuando nos 
encontramos con un fenómeno nuevo —o al menos ahora más 


visible— que complica todavía más el contexto político de las 
sociedades contemporáneas. La discrepancia entre la democracia 
política y el fascismo social de la que acabo de hablar se combina 
hoy en día con otra discrepancia: la que se da entre la democracia 
política y un nuevo tipo de fascismo político. Es decir, estamos 
asistiendo a la emergencia de dos tipos de fascismo, viejos en los 
procesos de los que se sirven, pero nuevos en el modo en que la 
democracia representativa de baja intensidad puede y acepta 
convivir con ambos. Por un lado, el fascismo social del que he 
hablado y que actúa en los seis espaciostiempo antes 
identificados. Por el otro, un fascismo difuso o fragmentario que 
actúa en los espacios-tiempo que históricamente han constituido 
el campo político de la democracia, a saber, el espacio-tiempo de la 
ciudadanía y el de la comunidad. Es un fascismo que opera en los 
intersticios de la democracia por medios antidemocráticos de 
desestabilización política. Hoy es particularmente visible en los 
países donde las clases populares y los movimientos sociales 
obtuvieron victorias significativas a través de la democracia 
representativa, victorias que les permitieron asumir el poder 
político del Estado. Estas victorias han sido sólidas precisamente 
en la medida en que fueron obtenidas a través de articulaciones 
entre la democracia representativa, la participativa y la 
comunitaria. Su robustez reside en su capacidad para ejercer el 
poder democrático para luchar contra el fascismo social, es decir, 
para eliminar las formas más extremas oO violentas de 
desigualdad de poder social, lo que supone orientar la lucha 
democrática hacia un horizonte poscapitalista. En la medida en 
que esto ocurre y siempre que las clases dominantes no puedan 
retomar rápidamente el control del Estado por medio de la 
democracia representativa, recurren a medios antidemocráticos 
para desestabilizar las democracias. Entre estos medios pueden 
destacarse los siguientes: control de los medios de comunicación, 
campañas de desinformación, manipulación u obstrucción del voto 
de la población objeto de fascismo social, intentos golpistas o 
secesionistas, corrupción de los representantes elegidos, creación 
de divisiones dentro de las fuerzas armadas para distanciarlas 


del poder legítimamente constituido, escuchas telefónicas 
ilegales, chantaje y amenazas, recurso a grupos paramilitares, 
tanto para liquidar a lideres políticos y de movimientos sociales 
como para mantener el control político de las poblaciones. Este 
tipo de fascismo tiene un carácter político porque su objetivo es 
desestabilizar el campo político, pero es difícil de identificar o 
nombrar porque su horizonte no contempla la superación de la 
democracia. Pretende, más bien, poner la democracia a su servicio 
e inculcar la idea de que la democracia, cuando no está a su 
servicio, se vuelve ingobernable. 

La democracia de nuestros días es revolucionaria en la medida 
en que amplía y profundiza la democracia social, al conducir 
eficazmente la lucha contra el fascismo social, y defiende con 
igual eficacia la democracia política contra los intentos de 
desestabilización emprendidos por el fascismo político. 


A. A. Es una controversia clásica, pero la crisis económica 
global que padecemos la convierte de nuevo en pregunta obligada: 
democracia y capitalismo, ¿callejón sin salida, caminos de 
conciliación? En su sociología se sirve del método indiciario, que 
identifica señales y pistas anticipadoras de lo que está por venir: 
¿se atreve a conjeturar el horizonte futuro que nos espera al final 
de la crisis? ¿Nos encontramos al final de una época o vivimos 
quizá un momento de restauración capitalista? 


B. S. S. Los sociólogos fueron entrenados para predecir el 
pasado y en eso se han especializado. Los sociólogos críticos 
piensan en el futuro, pero casi siempre lo hacen como si el futuro 
fuese una extensión del presente que conocen tal como lo conocen. 
Sin embargo, de ser así nunca habría futuro. La única manera de 
abordar la opacidad del futuro es ser tan ciegos hacia él como él lo 
es hacia nosotros. No se trata de una ceguera total, pues el futuro 
también ve algo de nosotros. Nos ve como pasado, que es aquello 
que ya no somos. Estamos ante cegueras parcialmente sistémicas 
y parcialmente estratégicas. En nuestro caso, el caso del presente 
que somos, que conocemos y desconocemos, la ceguera estratégica 


adquiere la forma de apuesta, tal como lo formuló, mejor que 
nadie, el filósofo francés del siglo xvii Blaise Pascall3l. La apuesta 
es la única manera que tenemos de hacernos presentes en el 
futuro. De la misma manera que el ciego se guía por ruidos, voces, 
accidentes palpables, nosotros apostamos a partir de indicios, 
pistas, señales, emergencias, tendencias, latencias, con todo lo 
que todavía no es. El todavía-no-es[4] no es el todavía no de un 
todo indiscriminado. Es el todavía no de algo parcialmente 
determinado por una aspiración realista y por una voluntad 
proporcionada. Es una forma específica de no ser, un entreser, 
como diría el poeta portugués Fernando Pessoa. 

¿Sobre qué indicios baso mis apuestas? La frustración de la 
política nunca se había convertido tan fácilmente en conciencia 
ética; el sufrimiento de muchos nunca había sido tan visible para 
tantos; los condenados de la Tierra nunca actuaron suscitando 
tanto interés —y, a veces, la solidaridad— de quien no los entiende 
o, si los entiende, no los aprueba totalmente; las clases populares 
—los solidarios de los excluidos, no necesariamente los excluidos— 
nunca lucharon tanto por la democracia con la esperanza de que 
los límites de la democracia un día se transformen en democracia 
sin límites o, por lo menos, en la democratización de los límites; 
jamás la naturaleza fue tan invocada para mostrar que no hay un 
solo medio para lidiar con ella de forma natural y que lo que a 
nuestros hábitos parece más natural es lo más antinatural de 
todo; los excluidos nunca tuvieron tantas posibilidades para dejar 
de ser mera estadística y transformarse en un nosotros colectivo; 
nunca las personas estuvieron tan guiadas, pero nunca mostraron 
tampoco tanta capacidad para no creer en quien los guía; nunca 
tantos objetos de derechos humanos se mostraron tan interesados 
en ser sujetos de derechos; nunca la democracia tuvo tanta 
credibilidad, incluso la de aquellos para los que no fue pensada. 
Ninguno de estos indicios es, por sí solo, creíble para, a partir de 
él, formular la apuesta. E incluso todos juntos sólo son creíbles 
con la voluntad de aquellos que, basándose en ellos, quieran 
arriesgar. Esta apuesta es especial, pues no basta apostar, cruzar 
los brazos y esperar los resultados. La persona que apuesta debe 


involucrarse personalmente en la lucha por el futuro por el que 
apuesta. Mi apuesta personal privilegia el siguiente indicio. 
Nunca el capitalismo global y la modernidad occidental 
intentaron atrapar a tantas personas en el mundo con la retórica 
de los derechos humanos y la democracia; pero tampoco nunca 
tanta gente captó el fondo de la trampa tratando de utilizarla 
contra quien quiso atraparla. ¿Por qué no apostar por el éxito de 
este intento? Si gozara de éxito efectivo, me sentiría realizado por 
haber contribuido a ello. Si no, trataría de confortarme con la idea 
de que viví en una época en la que las alternativas estaban 
bloqueadas, y que sabiamente me dejé engañar para no tener que 
entregar mi consentimiento a la barbarie sin solución. 


A. A. La democracia radical que plantea tiene un fuerte 
potencial emancipador. Su análisis de la emancipación social está 
indisolublemente ligado a la revisión crítica del concepto de poder, 
reducido por la democracia representativa liberal al nicho del 
Estado. En lugar de ello, usted sostiene que el poder actúa a 
través de diferentes constelaciones que de manera combinada 
operan en distintos espacios sociales. Como contrapropuesta, 
elabora un mapa compuesto por seis emancipaciones sociales 
fundamentales. ¿Podría hablarnos un poco de este mapa y de los 
parámetros desde los que concibe la emancipación social? 


B. S. S. Como ya he indicado, una de las grandes innovaciones 
de la moderna teoría política liberal consistió en concebir la idea 
de un campo político autónomo, el único constituido por relaciones 
políticas de poder y, en consecuencia, por las luchas por el poder. 
Centrado en el Estado, máxima expresión de las relaciones y de 
las luchas de poder, el campo político tiene sus propias reglas de 
funcionamiento que aseguran la institucionalización de los 
conflictos de poder, y, por tanto, el orden social al que aspiraba la 
burguesía después de conquistar el control del poder político. La 
autonomía del campo político fue la otra cara de su sumisión a los 
intereses de reproducción del orden burgués. No fue 
originalmente pensado como un campo democrático de libre 


acceso a la competencia por el poder y mucho menos a la 
competencia por la regla de disputa del poder. Esta teoría llegó a 
su punto álgido de conciencia posible con Habermas y su 
concepción de la esfera pública, la expresión política de la 
sociedad civil burguesa. 

La historia de las luchas de la clase trabajadora, ya sea como 
un colectivo de no ciudadanos en lucha por su inclusión en el 
orden burgués, ya como colectivos de obreros revolucionarios en 
lucha por la construcción de un orden social alternativo, fue 
revelando que las relaciones políticas de poder expresadas en el 
campo político eran tan sólo una pequeña fracción de las 
relaciones de poder vigentes en la sociedad, y que las 
desigualdades de poder político no podían explicarse sin tener en 
cuenta otras muchas desigualdades de poder activas en otros 
tantos ámbitos de la vida social —en la fábrica, el hogar, la 
comunidad, el mercado, entre otros. Por supuesto, los campos 
sociales son potencialmente infinitos y no todos pueden ser 
considerados igualmente importantes en los términos de las 
relaciones de poder que los constituyen. De ahí el error en el que 
incurren las concepciones posestructuralistas. Igualmente 
equivocadas están las concepciones estructuralistas de raíz 
marxista, porque resultan demasiado monolíticas —ceentradas en 
la contradicción capital:trabajo—. A mi juicio, la perspectiva más 
correcta es la de un estructuralismo pluralista, de la que se 
derivan los seis espacios-tiempo a los que me he referido. A cada 
uno de ellos le corresponde una forma especifica de relación 
desigual de poder: en el espacio-tiempo doméstico, la forma de 
poder es el patriarcado o las relaciones sociales de sexo; en el 
espacio-tiempo de la producción, la forma de poder es la 
explotación centrada en la relación capital-trabajo; en el espacio" 
tiempo de la comunidad, la forma de poder es la diferenciación 
desigual, es decir, los procesos por los que las comunidades 
definen quién pertenece y quién no pertenece, y se arrogan el 
derecho de tratar de manera desigual a los que no pertenecen; en 
el espacio-tiempo del mercado, la forma de poder es el fetichismo 
de las mercancías, el modo en que los objetos asumen vida propia 


y controlan la subjetividad de los sujetos (alienación); en el 
espacio-tiempo de la ciudadanía, la forma de poder es la 
dominación, la desigualdad en el acceso a la decisión política y al 
control de los políticos, en cuanto que son los que deciden en el 
ámbito público; por último, en el espacio-tiempo mundial, la 
forma de poder es el intercambio desigual, la desigualdad en 
términos de intercambios internacionales, tanto económicos como 
políticos y militares. 

Cada una de las formas de poder tiene, como base privilegiada 
y Originaria, un determinado espacio-tiempo, aunque este no 
actúa exclusivamente en las relaciones sociales que lo 
caracterizan. Más bien, cada una de las formas de poder 
repercute en todos y cada uno de los espacios-tiempo. Por ejemplo, 
el patriarcado tiene su sede estructural en el espacio-tiempo 
doméstico, pero está presente en las relaciones sociales de 
producción, del mercado, la comunidad y la ciudadanía. Las 
sociedades capitalistas son formaciones sociales que se 
reproducen por la acción combinada de estas seis formas de poder. 
No actúan de manera aislada. Por el contrario, se alimentan 
mutuamente y actúan en red. En virtud de ello, las luchas 
anticapitalistas, para tener éxito, tienen que luchar contra todas 
ellas y sólo avanzan en la medida en que en cada uno de los 
espacios"tiempo las desigualdades de poder van disminuyendo. 
Esto no significa que todos los movimientos u organizaciones 
sociales tengan que luchar contra todas las formas de poder. Pero 
para que cada uno tenga éxito en su lucha parcial, es necesario 
que tenga consciencia de esa parcialidad y cuente con el apoyo de 
los movimientos y organizaciones sociales que luchan contra otras 
formas de poder. Es importante que haya articulación entre los 
diferentes movimientos y organizaciones. El poder que actúa a 
través de constelaciones sólo se combate eficazmente a través de 
una constelación de resistencias. Como sólo esta constelación es 
estructural, no es posible privilegiar en abstracto la lucha contra 
una forma específica de poder. Esto no quiere decir que las seis 
formas de poder sean siempre igualmente importantes y que no 
sea posible establecer jerarquías internas entre ellas. Lo que 


ocurre es que la importancia relativa y las jerarquías entre ellas 
sólo pueden determinarse en contextos concretos de lucha, 
definidos como tal por las condiciones históricas y los efectos de la 
coyuntura. No olvidemos que hay estructuras —los espacios 
tiempo— y que hay circunstancias, y que la contingencia nace de 
la inevitable relación entre ellas. 

Lo que llamamos emancipación social es el efecto agregado de 
las luchas contra las diferentes formas de poder social, y puede 
apreciarse por el éxito con el que las luchas van transformando 
relaciones desiguales de poder en relaciones de autoridad 
compartida en cada uno de los espacios-tiempo. 


A. A. En La cuestión judía, Marx distingue entre 
emancipación política y emancipación humana. La primera, con 
la que se adquieren derechos de ciudadanía, no implica 
necesariamente la segunda, que remite a un horizonte de 
transformación social y humana profunda. En su obra, usted 
utiliza el término «emancipación social». Sin embargo, su idea de 
la emancipación reclama, en la línea de la emancipación humana, 
un cambio radical de las estructuras cognitivas y las relaciones 
sociales imperantes. ¿Cómo ve la distinción señalada? ¿Le parece 
analítica y conceptualmente operativa? 


B. S. S. La cuestión judía es un texto notable en muchos 
aspectos y merece una lectura profunda que no puedo hacer aquí. 
En él, Marx utiliza la religión para presentar un argumento que 
más tarde aplicará a otras dimensiones de la sociedad civil, 
específicamente a la economía y, por tanto, a la sociedad 
capitalista. El argumento es que los judíos, al reclamar para sí 
plenos derechos de ciudadanía, confirmaron la separación entre el 
Estado y la sociedad civil que subyace a la sociedad burguesa y, 
en consecuencia, la dualidad entre el ciudadano —la persona 
moral que responde por la comunidad— y el individuo egoísta y 
asocial que sólo busca la satisfacción de sus propios intereses. La 
sociedad civil pasa a ser el ámbito en el que todas las 
desigualdades son posibles —donde, diría yo, en casos extremos 


adquieren fuerza regímenes de fascismo social, sin por ello poner 
en entredicho la igualdad abstracta y formal entre los 
ciudadanos. La religión es un síntoma de estas desigualdades 
despolitizadas a las que los judíos se someten pensando que se 
emancipan. En resumen, con el Estado laico los judíos conquistan 
la libertad religiosa, pero no consiguen liberarse de la religión. Y, 
relacionando este argumento con los que presentará más 
adelante, añade que no se liberan de la propiedad, sino que 
obtienen la libertad de propiedad, no se liberan del egoísmo de la 
industria, sino que obtienen la libertad industrial. Como Marx 
dice: «La emancipación política es la reducción del hombre, por 
una parte, a miembro de la sociedad burguesa, a individuo 
egoísta independiente, y, por otra, a ciudadano del Estado, a 
persona moral». La emancipación política ante el Estado —que 
también es la emancipación del Estado ante la religión— está muy 
por debajo de la emancipación del hombre ante las sumisiones 
que lo oprimen —como es el caso de la religión—. Por eso afirma 
que «el límite de la emancipación política se manifiesta 
inmediatamente en el hecho de que el Estado pueda liberarse de 
un límite sin que el hombre se libere realmente de él, en que el 
Estado pueda ser un Estado libre sin que el hombre sea un 
hombre libre». Pero el pensamiento dialéctico de Marx no le 
permite quedarse ahí. La emancipación política es falsa en la 
medida en que emancipa al ciudadano de la tutela del Estado 
sobre su religiosidad sin emancipar al individuo de la 
religiosidad. Pero, al mismo tiempo, la emancipación política 
significa un progreso. Representa el final de la sociedad señorial, 
del Ancien régime. Es el máximo de conciencia posible de la 
sociedad burguesa. Dice Marx que, “aunque no sea la forma 
última de la emancipación humana en general, sí es la forma 
última de la emancipación humana dentro del orden del mundo 
actual». 

Creo que este análisis sigue siendo válido y es particularmente 
bien entendido por quienes, como yo, han pasado parte de su vida 
bajo regímenes  dictatoriales. La democracia política 
(representativa) no es falsa; es poca, insuficiente, y esta 


insuficiencia sólo puede superarse mediante la articulación de la 
democracia política con otros tipos de democracia y con otros 
campos de democratización, articulación que designo con el 
nombre de democracia radical, democracia de alta intensidad o 
democracia revolucionaria. Fl momento en el que la 
democratización del Estado y de la sociedad sobrepasa con éxito el 
límite de compatibilidad con el capitalismo es el mismo en el que 
la emancipación política da lugar a la emancipación social. 


Globalización contrahegemónica e idea del socialismo 


A. A. Vivimos tiempos de cambios a gran escala y en diferentes 
órdenes. Atravesamos, como usted dice, una fase de «transición 
paradigmática» en la que puede constatarse la emergencia de 
nuevos manifiestos, actores y prácticas que reivindican «otro 
mundo posible», urgente y necesario. El Foro Social Mundial, en 
este sentido, pretende englobar la diversidad de personas, 
movimientos sociales y luchas de resistencia que forman lo que 
usted llama «globalización contrahegemónica». ¿Esta diversidad 
no necesita la formulación de un sólido macrodiscurso de 
alternativa que, respetando la heterogeneidad de los actores, 
constituya una alternativa global a la globalización neoliberal 
hegemónica? En caso de ser así, ¿cómo pueden armonizarse la 
unidad de acción y la coherencia discursiva de los movimientos 
con la articulación de las «pluralidades despolarizadas» de las que 
usted habla? 


B. S. S. Con el Foro Social Mundial (FSM), las fuerzas 
progresistas del mundo comenzaron el nuevo milenio de manera 
más prometedora. Fue un momento muy importante para la 
creación de conciencia de que era posible organizar globalmente 
la resistencia al capitalismo, usando algunas de las armas — 
tecnologías de la información y la comunicación—- que habían 
contribuido a la fase más reciente del capitalismo global, la que 
llamamos neoliberalismo. Así pues, se hizo posible imaginar una 
globalización alternativa, de orientación anti- o poscapitalista, 


construida a partir de los movimientos y organizaciones de la 
sociedad civil. Las protestas de Seattle en la Ronda del Milenio de 
la Organización Mundial del Comercio (OMC) en diciembre de 
1999 fueron un momento importante de este proceso, pero no el 
primero. El primero fue el levantamiento zapatista que tuvo lugar 
en Chiapas el 1 de enero de 1994 contra la entrada en vigor del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte —NAFTA, según 
sus siglas en inglés—. Después de un breve periodo de lucha 
armada, el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), 
recurriendo de manera muy innovadora a las nuevas tecnologías 
de la información, comenzó a defender formas de resistencia 
transnacional al neoliberalismo, así como también de lucha 
transnacional por una sociedad más justa. 

A partir de Chiapas y Seattle, el movimiento global contra el 
neoliberalismo adquirió un nuevo nivel de conciencia colectiva con 
el primer Foro Social Mundial en Porto Alegre, en enero de 2001. 
Se trata de un nuevo tipo de movimiento que simbólicamente 
marca una ruptura con las formas de organización de las clases 
populares vigentes durante el siglo xx. Es un movimiento muy 
heterogéneo en términos de base social, en el que, contrariamente 
a lo que pudiera pensarse, dominan las organizaciones de 
trabajadores, aunque no se presenten como tales. Se presentan 
como campesinos, desempleados, indígenas, afrodescendientes, 
mujeres, habitantes de barrios degradados, activistas de derechos 
humanos, ecologistas, etcétera. Su lema común —<otro mundo es 
posible»— revela la misma heterogeneidad e inclusividad, que se 
fueron traduciendo en capacidad para articular diferentes 
agendas de transformación social, unas más radicales que otras, 
unas más culturales, otras más económicas, unas más orientadas 
a la transformación del Estado, otras a la transformación de la 
sociedad. 

Esta diversidad y heterogeneidad fueron la respuesta a los 
fracasos de las luchas socialistas del siglo pasado, todas ellas 
centradas en el movimiento obrero y en la contradicción capital- 
trabajo. Paradójicamente, la supuesta homogeneidad sociológica 
de las fuerzas anticapitalistas nunca existió y, en cambio, la 


polarización de las diferencias políticas en su seno fue una triste 
constante del siglo pasado, empezando por el cisma entre 
socialistas y comunistas al inicio de la Primera Guerra Mundial. 
La tradición de izquierda se forjó, de este modo, en esa cultura 
política sectaria que produce fracciones lo divisiones) y que 
podemos definir como la propensión a transformar a los aliados 
potenciales en los principales enemigos en el plano sociológico — 
dadas las condiciones sociales de vida—. Con el tiempo, politizar 
una cuestión pasó a significar polarizar una diferencia. La unidad 
sólo era creíble como expresión de una sola voz y de un solo 
mando. 

Fue en contra de esta cultura política y para superar sus 
frustraciones que el FSM se presentó no sólo como contrapeso a 
los encuentros del Foro Económico Mundial (FEM), del Fondo 
Monetario Internacional, del Banco Mundial o de las cumbres de 
los países más ricos del planeta (G-8), sino especialmente como la 
celebración de la diversidad de los movimientos sociales, de las 
concepciones de emancipación social, de las estrategias y tácticas 
para lograr otro mundo posible. Y también como la celebración de 
la horizontalidad, es decir, de las relaciones de igualdad en la 
gestión de esa diversidad. Obviamente, la diversidad y la 
horizontalidad tienen un coste elevado cuando se trata de 
construir sobre ellas un frente de lucha común contra el 
capitalismo. El futuro sólo se construye a partir del pasado y, en 
razón de ello, desde el inicio del proceso del FSM se fueron 
haciendo visibles algunas divisiones heredadas del pasado: 
¿reforma o revolución? ¿Socialismo o emancipación social? ¿El 
Estado como enemigo o como aliado potencial? ¿Dar prioridad a 
las luchas locales/nacionales o a las luchas globales? ¿Privilegiar 
la acción directa o la acción institucional? ¿Cabe la lucha armada 
en el catálogo de formas de lucha progresistas? ¿Prioridad a los 
partidos o a los movimientos? Á estos interrogantes se fueron 
agregando otros planteados por la experiencia del propio FSM: 
¿partir de la lucha por la igualdad hacia la lucha por el 
reconocimiento de las diferencias o viceversa? ¿El FSM concebido 
como un espacio abierto para los movimientos sociales o como un 


movimiento en sí mismo con agenda política propia? ¿Cómo 
articular las luchas culturales o sobre el estilo de vida con las 
luchas económicas? ¿Cuáles son los límites del respeto o de la 
compatibilidad entre universos culturales tan distintos y ahora 
mucho más visibles? 

Una cosa parece cierta: no es posible ni deseable volver a la 
emancipación o a la movilización ejercida por el alto mando. 
Nadie se moviliza si no es por sus propias razones, y la 
democracia revolucionaria, o comienza en las organizaciones 
revolucionarias, o no empieza nunca. Por otro lado, la última 
década ha dejado claro que ningún movimiento social, por muy 
fuerte que sea, puede tener éxito en su agenda si no cuenta con la 
solidaridad de otros movimientos. El FSM marca el pasaje de la 
política de movimientos a la política de intermovimientos. Son 
estas observaciones las que están detrás del concepto de 
«pluralidades despolarizadas» y de otros conceptos o propuestas 
que vengo proponiendo, por ejemplo, los de «ecología de saberes», 
«traducción intercultural e interpolítica» y la propuesta de 
creación, ya en marcha, de la Universidad Popular de 
Movimientos Sociales (UPMS)I5]. 

En lo que se refiere específicamente a la configuración de 
pluralidades despolarizadas, la idea subyacente es que las luchas 
anticapitalistas avancen mediante programas mínimos, aunque 
no minimalistas, más basados en acuerdos amplios y a diferentes 
escalasl6] entre movimientos en lucha por diferentes objetivos — 
contra las diferentes formas de poder— que en programas de 
máximos basados en el protagonismo exclusivo de un objetivo o 
un movimiento. Esto no significa que, dependiendo de los 
contextos de lucha, no pueda darse prioridad a un objetivo o a un 
movimiento. Significa que, cuando esto ocurre, la prioridad que le 
es otorgada se concreta en el modo en que ese objetivo o 
movimiento realiza las articulaciones con otros objetivos o 
movimientos. A título de ejemplo, si en una coyuntura u objetivo 
dados el movimiento ambientalista surge como prioritario, le 
corresponde promover las alianzas con el movimiento indígena, el 
movimiento feminista, el movimiento obrero o el movimiento 


afrodescendiente. Y si, por el contrario, la prioridad es del 
movimiento indígena, le compete a este «traer para sí» las 
agendas ambientales de las feministas, los trabajadores y los 
afrodescendientes. De este modo, en consonancia con los distintos 
casos de lucha ambiental, la lucha indigena, en este contexto 
específico, tiene que dejarse contaminar por las demás. No se 
trata, pues, de discutir en abstracto cuál de las luchas o cuál de 
los objetivos es el más importante. La discusión siempre tiene 
lugar en un determinado contexto y es para darle una respuesta 
concreta. Por ejemplo, las políticas neoliberales de alienación y 
saqueo indiscriminado de los recursos naturales en América 
Latina sirvieron para otorgar prioridad a las críticas y luchas 
contra la acción extractora (el extractivismo)[7] -—petróleo, 
minerales, agua, recursos naturales— y, con ellas, a los pueblos 
indígenas, las poblaciones más duramente afectadas. Esta lucha, 
para tener éxito, debe forjar alianzas con los movimientos 
ecologistas y obreros —mineros, por ejemplo—, hecho que, a su vez, 
exige cambios en la formulación de los objetivos y en la 
conducción de la lucha. Estas articulaciones y acuerdos responden 
al momento concreto y pueden reconfigurarse en los momentos 
posteriores. La pluralidad significa que la agregación de luchas, 
intereses y energías organizativas se hace con el debido respeto 
de las diferencias entre movimientos. Para ello, la discusión y la 
deliberación sobre las prioridades y las formas de lucha deben ser 
lo más democráticas posibles. A su vez, la despolarización resulta 
de entrar en el campo dialéctico de la discusión y la deliberación, 
aspecto necesario para tomar decisiones concretas en contextos 
concretos. E, incluso así, la opción de salida está siempre abierta. 
Esta es una nueva forma de politizar cuestiones, y realizarla 
llevará mucho tiempo. Apunta hacia un nuevo tipo de 
frentismol8] que mantiene intactas las autonomías y las 
diferencias, y no permite la gestión manipuladora de programas 
de máximos y programas de mínimos. Por eso he dicho antes que 
las luchas contrahegemónicas avanzan sobre la base de unos 
programas mínimos, pero no minimalistas. Es decir, la 
construcción de la articulación y de la agregación tiene un valor y 


una fuerza independientes de los objetivos o las luchas que se 
agregan. Es en esta construcción donde reside el potencial 
desestabilizador de las luchas: en la capacidad de promover el 
pasaje de lo que es posible en un momento dado hacia lo que está 
emergiendo como tendencia o latencia de nuevas articulaciones y 
agregaciones. A menudo, son las luchas más periféricas o los 
movimientos menos consolidados en un determinado momento los 
que llevan consigo la emergencia de nuevas posibilidades de 
acción y transformación. 


A. A. En relación con la pregunta anterior, el Foro Social 
Mundial celebró en 2011 sus diez primeros años de existencia. Sin 
duda es una buena razón para mirarlo en perspectiva y valorar su 
trayectoria. ¿Qué ha supuesto el Foro Social Mundial, en cuyas 
ediciones ha venido participando activamente, a lo largo de esta 
década de activismo contrahegemónico global? 


B. $. S. El impacto del movimiento a lo largo de esta década 
transcurrida ha sido mucho mayor del que se imagina. Para citar 
sólo algunos ejemplos. Fue en el primer Foro Social Mundial 
donde se discutió la importancia de que los países de desarrollo 
intermedio con grandes poblaciones —tales como Brasil, India, 
Sudáfrica— se agruparan como forma privilegiada para alterar las 
reglas de juego del capitalismo global. Uno de los principales 
participantes en los debates sería poco después el articulador de 
la diplomacia brasileña. Y ellos forman parte de los BRIC —Brasil, 
Rusia, India y China— y del G-20. La llegada al poder en América 
Latina de presidentes progresistas no puede entenderse sin el 
fermento de la conciencia continental por parte de los 
movimientos generada en el FSM., El obispo Fernando Lugo, que 
ha sido presidente de Paraguay, llegó al primer FSM en autocar 
por no tener dinero para pagar los costes de un viaje en avión. La 
lucha trabada con éxito contra los tratados de libre comercio se 
generó en el FSM. En función de la movilización del FSM, el FEM 
de Davos (Suiza) cambió de retórica y de preocupaciones políticas 
—la pobreza, la importancia de las organizaciones no 


gubernamentales y de los movimientos sociales—. Fue también la 
presión de las organizaciones del FSM especializadas en la lucha 
contra la deuda externa de los países empobrecidos por el 
neoliberalismo la que condujo al Banco Mundial a aceptar la 
posibilidad de condonación. Podría dar muchos otros ejemplos. 

Al principio, el FSM fue una novedad total, por lo que atrajo la 
atención de los grandes medios de comunicación. Después, el 
interés mediático se desvaneció y, en buena parte por eso, se fue 
creando la idea de que el FSM estaba perdiendo ritmo y 
capacidad de atracción. En realidad, el FSM se ha diversificado 
mucho a lo largo de esta década con la organización de foros 
regionales, temáticos y locales. De ahí que se haya decidido 
celebrar una reunión mundial cada dos años. Se han intensificado 
las articulaciones entre movimientos similares en diferentes 
partes del mundo, como, por ejemplo, entre los movimientos 
indígenas o entre los movimientos de mujeres. 

Diez años más tarde, es necesario hacer un balance para 
tomar el pulso al movimiento. En este momento hay varias 
propuestas, algunas de las cuales tienen por objeto volverlo más 
vinculante en términos de iniciativas mundiales. Algunas de ellas 
se limitan a los movimientos y organizaciones sociales. Es el caso 
de la propuesta formulada por el vicepresidente de Bolivia, Alvaro 
García Linera, de crear una Internacional de los Movimientos 
Sociales. Otras apuntan a superar la división entre movimientos 
y partidos progresistas. Es el caso de la propuesta que hizo el 
presidente de Venezuela, Hugo Chávez, de crear la (Quinta 
Internacional, congregando a los partidos de izquierda en todo el 
mundo. 


A. A. Define el socialismo como «democracia sin fin». De 
manera prudente, no habla del socialismo en singular, sino de los 
socialismos del siglo xxi. ¿Qué perfil deberían tener estos 
socialismos? ¿Cuáles son los desafíos que debe asumir la 
izquierda —o las izquierdas— actual en el marco de la crisis del 
reformismo socialdemócrata y del socialismo transformador? ¿Le 
parece que la renovada presencia de la izquierda política que está 


experimentando el continente latinoamericano cumple con estas 
condiciones? 


B. S. S. Tres precisiones previas. Primera, izquierda es el 
conjunto de teorías y prácticas transformadoras que, a lo largo de 
los últimos ciento cincuenta años, resistieron a la expansión del 
capitalismo y al tipo de relaciones económicas, sociales, políticas y 
culturales que genera, y que se hicieron con la convicción de la 
posibilidad de un futuro poscapitalista, de una sociedad 
alternativa, más justa por estar orientada a la satisfacción de las 
necesidades reales de los pueblos, y más libre, por estar centrada 
en la realización de las condiciones del ejercicio efectivo de la 
libertad. A esa sociedad alternativa se la llamó genéricamente 
socialismo. Hablar del socialismo del siglo xxi significa hablar de 
lo que existió y de lo que aún no existe como si fueran partes de la 
misma entidad. No estoy seguro de que esta sea la mejor forma de 
imaginar el futuro, aunque creo que el análisis desapasionado y 
crítico del socialismo del siglo xx, a pesar de ser urgente, aún no 
se ha hecho y, probablemente, todavía no se pueda hacer. 

Segunda precisión: una sociedad es capitalista no porque todas 
las relaciones económicas y sociales sean capitalistas, sino porque 
estas determinan el funcionamiento de todas las otras relaciones 
económicas y sociales existentes en la sociedad. Inversamente, 
una sociedad socialista no es socialista porque todas las 
relaciones sociales y económicas sean socialistas, sino porque 
estas determinan el funcionamiento de todas las otras relaciones 
existentes en la sociedad. 

Tercera precisión: no estamos viviendo una crisis final del 
capitalismo. Los movimientos y organizaciones sociales cuentan 
hoy con una experiencia social enorme que les hace mirar con 
cierta reserva todos los anuncios de crisis finales del capitalismo. 
El capitalismo tiene una capacidad enorme de regeneración. Los 
partidarios más acérrimos del neoliberalismo ni siquiera 
parpadearon a la hora de aceptar la mano auxiliadora del Estado 
para resolver la crisis financiera de 2008, lo que en algunos casos 
implicó nacionalizaciones, la palabra maldita de los últimos 


treinta años. Cuando analizamos las profundas crisis de nuestro 
tiempo, sea la financiera, la ecológica o la energética, no sabemos 
si lo que más nos impacta o sorprende es la gravedad de las 
mismas o la manera en que están siendo «resueltas». ¿Cómo ha 
sido posible transferir tanto dinero de los ciudadanos a los 
bolsillos de delincuentes financieros personalmente muy ricos sin 
provocar una convulsión social? ¿Cómo es posible que el 
capitalismo más salvaje y amoral triunfara en la Cumbre de la 
Organización de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
celebrada en diciembre de 2009 en Copenhague? Tener en mente 
esta dosis de realismo es fundamental para profundizar las 
agendas transformadoras y construir nuevos radicalismos. 

Dicho esto, es preciso pensar con audacia los caminos por 
donde se pueden radicalizar los programas mínimos no 
minimalistas —las reformas revolucionarias de André Gorz—. En 
mi opinión, las palabras audaces son tres: desmercantilizar, 
democratizar y descolonizar. 

Desmercantilizar significa des:pensarl9] la naturalización del 
capitalismo. Consiste en sustraer grandes áreas de la actividad 
económica a la valoración del capital —a la ley del valor—: 
economía social, comunitaria y popular, cooperativas, control 
público de los recursos estratégicos y de los servicios de los que 
depende directamente el bienestar de los ciudadanos y de las 
comunidades. Significa, sobre todo, impedir que la economía de 
mercado amplíe su radio de alcance hasta transformar la sociedad 
en una sociedad de mercado —donde todo se compra y todo se 
vende, incluso los valores éticos y las opciones políticas—, como 
está ocurriendo en las democracias del Estado de mercado. 
Desmercantilizar significa, asimismo, dar credibilidad a los 
nuevos conceptos de fertilidad de la tierra y de productividad de 
aquellos hombres y mujeres que no colisionen con los ciclos 
vitales de la Madre Tierra: buen vivir en lugar de vivir siempre 
mejor. 

Democratizar significa des-pensar la naturalización de la 
democracia liberal representativa y legitimar otras formas de 
deliberación democrática (demodiversidad); encontrar nuevas 


conexiones entre la democracia representativa, la democracia 
participativa y la democracia comunitaria, y, sobre todo, ampliar 
los ámbitos de la deliberación democrática más allá del 
restringido campo político liberal, que, como he dicho, transforma 
la democracia política en una isla de democracia que convive con 
un archipiélago de despotismos: en la fábrica, la familia, la calle, 
la religión, la comunidad, los medios de comunicación, los 
saberes, etcétera. 

Descolonizar, por último, significa  des:pensar la 
naturalización del racismo —el racismo justificado como resultado 
de la inferioridad de ciertas razas o grupos étnicos y no como su 
causa— y denunciar todo el vasto conjunto de técnicas, entidades e 
instituciones sociales que lo reproducen: los manuales de historia, 
la escuela, la universidad —qué se enseña, quién enseña y a 
quién—, los noticiarios, la moda, las comunidades cerradas, la 
represión policial, las relaciones interpersonales, el miedo, el 
estereotipo, la mirada sospechosa, la distancia fisica, el sexo, la 
música étnica, las metáforas y chistes habituales, los criterios 
sobre lo bello, lo adecuado, lo apropiado, lo bien pronunciado, lo 
bien dicho, lo inteligente, lo creíble, la rutina, el sentido común, 
los departamentos de relaciones públicas o de selección de 
personal, lo que cuenta como saber y como ignorancia, etcétera. 

Desmercantilizar, democratizar y descolonizar significan, en 
última instancia, refundar el concepto de justicia social 
incluyendo en la igualdad y en la libertad el reconocimiento de las 
diferencias —sin caer en el relativismo ni en el universalismo 
como punto de partida—, la justicia cognitiva —la ecología de 
saberes— y la justicia histórica —la lucha contra la el colonialismo 
exterior y el colonialismo interno—-. Cuanto más amplio sea el 
concepto de justicia adoptado, más abierta será la guerra de la 
historia y de la memoria: la guerra entre los que no quieren 
recordar y entre los que no pueden olvidar. 


A. A. Una cuestión importante a la hora de teorizar la 
transformación social es el papel del sujeto protagonista. ¿Cree 
que los movimientos por una globalización alternativa 


constituyen el nuevo sujeto histórico, más concreto y plural, capaz 
de efectuar la transformación emancipadora de la realidad? Más 
en concreto, ¿le parece viable, en las actuales circunstancias, la 
creación de una red global de actores lo suficientemente madura 
para alumbrar desde abajo una alternativa propiamente 
socialista radical? 


B. $. S. Los sujetos históricos son todos los sujetos que hacen 
la historia. Hacen historia en la medida en que no se conforman 
con el modo en que la historia los ha hecho. Hacer historia no es 
toda acción de pensar y actuar a contracorriente; es el pensar y el 
actuar que fuerza a la corriente a desviarse de su curso «natural». 
Sujetos históricos son todos los rebeldes competentes. 

En el siglo pasado estuvimos muy marcados por la idea de que 
el sujeto histórico de la transformación socialista de la sociedad 
era el obrero industrial. Las divisiones en el movimiento obrero y 
la pérdida de horizontes poscapitalistas, combinadas con el 
surgimiento de movimientos sociales que se presentaban como 
alternativas más radicales tanto en el plano temático como en el 
cultural y el organizativo, crearon la idea finisecular según la 
cual el obrero ha dejado de ser el sujeto histórico teorizado por 
Maxx, y, o bien el concepto dejaba de tener interés en general, o 
bien era necesario pensar en sujetos históricos alternativos. Me 
temo que, así formulada, esta pregunta confunde más que aclara. 
Si nos fijamos en la composición sociológica de los movimientos 
sociales, podemos observar que en su base hay casi siempre 
trabajadores y trabajadoras, a pesar de que no se organicen como 
tales ni recurran a las formas históricas del movimiento obrero — 
sindicatos y partidos obreros—. Se organizan como mujeres, como 
campesinos, como indígenas, como afrodescendientes, como 
inmigrantes, como activistas de la democracia participativa local 
o de los derechos humanos, como homosexuales, entre otros 
colectivos. La cuestión importante no es la pérdida de la vocación 
histórica de los trabajadores; es más bien la cuestión de saber por 
qué en los últimos treinta años los trabajadores se movilizan 
menos a partir de la identidad vinculada al trabajo y más a partir 


de otras identidades que siempre tuvieron. Los factores que 
pueden contribuir a dar una respuesta son muchos. Se han 
producido transformaciones profundas en la producción 
capitalista, tanto en el ámbito de las fuerzas productivas como en 
el ámbito de las relaciones de producción. Por un, los avances 
tecnológicos en los procesos de producción, la revolución en las 
tecnologias de la información y la comunicación, y el 
abaratamiento de los transportes alteraron profundamente la 
naturaleza, la lógica, la organización y las jerarquías del trabajo 
industrial. Por otro, el capitalismo «se globalizó» —entre comillas, 
porque siempre ha sido global—- para evadir la regulación estatal 
de las relaciones capital-trabajo, objetivo que en buena parte ha 
conseguido. Era sobre esta regulación sobre la que se asentaba la 
identidad sociopolítica de los trabajadores en cuanto tales. 

La desregulación de la economía significó, entre otras cosas, la 
desidentificación obrera. Fue un proceso dialéctico, pues la 
desidentificación causada por las alteraciones en la esfera de la 
producción también favoreció el éxito de la desregulación. A su 
vez, la desidentificación obrera abrió espacio para la emergencia 
de otras identidades hasta entonces latentes o incluso 
activamente reprimidas por los propios trabajadores. 
Progresivamente, las identificaciones alternativas se volvieron 
más creíbles y eficaces para canalizar la denuncia del deterioro de 
las condiciones de vida de los trabajadores, del agravamiento de 
las desigualdades de poder y de la injusticia social causada por la 
nueva fase del capitalismo global, convencionalmente llamada 
globalización o neoliberalismo. 

Las identificaciones alternativas no estaban igualmente 
distribuidas o disponibles en el vasto campo social del trabajo, y 
las asimetrías sociales se pusieron de manifiesto en los tipos de 
demandas que adquirieron más visibilidad y en las regiones del 
mundo en las que se revelaron más eficaces. En muchos casos, ni 
siquiera es correcto hablar de identidades alternativas, porque los 
grupos sociales que se apropiaron de ellas no habían tenido antes 
ninguna identificación que no fuera la basada en los procesos y en 
la fuerza de trabajo. En estos casos estamos frente a identidades 


originarias que en un determinado momento histórico se 
transformaron en recursos activos de identificación colectiva y 
reivindicativa. 

Este cambio fue propiciado por transformaciones en el ámbito 
cultural ocurridas entre tanto y que fueron, ellas mismas, 
resultado de relaciones dialécticas. Por un lado, la movilización 
política a partir de las «nuevas» identidades reveló la existencia 
de otras formas de opresión antes naturalizadas y las proveyó de 
una dimensión ética y política que antes no tenían. Revaloró lo 
que antes estaba desvalorizado: las mujeres eran consideradas 
inferiores y menos capaces de realizar el trabajo industrial de 
más valor; los indígenas no existían o eran pueblos en extinción, 
tal como ocurría con otras especies de la naturaleza; los 
campesinos eran un residuo histórico y su desaparición sería un 
signo de progreso; los afrodescendientes eran el infeliz y marginal 
resultado de un proceso histórico globalmente portador de 
progreso; la preocupación por el medio ambiente era reaccionaria 
porque celebraba el subdesarrollo; los recursos naturales existian 
en la naturaleza y no en comunidades humanas, eran infinitos y, 
por tanto, explotables sin límite; los derechos humanos eran una 
nebulosa política dudosa de la que lo único rescatable eran los 
derechos de ciudadanía por los que el movimiento obrero tanto 
había luchado; los derechos colectivos eran una aberración 
jurídica y política; la paz era un bien, pero el complejo militar- 
industrial no lo era menos; la democracia era algo positivo, pero 
con muchas reservas, ya fuera porque desviaba la atención y las 
energías necesarias para la revolución, ya porque daba a los 
excluidos la peligrosa ilusión de formar parte algún día de los 
incluidos, lo que, de ocurrir, sería un desastre para el orden social 
y la gobernabilidad. 

Estos procesos, como he dicho, estuvieron dialécticamente 
vinculados a las transformaciones del capitalismo en este periodo. 
Por un lado, la lógica de la acumulación ampliada hizo que cada 
vez más y más sectores de la vida quedasen sujetos a la ley del 
valor: desde los bienes esenciales para la supervivencia —como, 
por ejemplo, el agua— hasta el cuerpo —homo prostheticus: 


extensiones electrónicas del cuerpo, industria del cuidado 
corporal, tráfico de órganos, etcétera=; desde los estilos de vida — 
los consumos físicos y psíquicos «necesarios» para la vida en la 
sociedad de consumo— hasta la cultura —industria del ocio y del 
entretenimiento; desde los sistemas de creencias —las teologías 
de la prosperidad— hasta la política —tráfico de votos y decisiones 
tomadas por vía de la corrupción, lobbying, abuso de poder—. Con 
todas estas transformaciones, el capitalismo fue mucho más allá 
de la producción económica en sentido convencional y se convirtió 
en un auténtico modo de vida, en un universo simbólico-cultural 
lo suficientemente hegemónico como para impregnar las 
subjetividades y las mentalidades de las víctimas de sus 
clasificaciones y jerarquías. 

La lucha anticapitalista se hizo más difícil y, para poder ser 
eficaz en el plano económico, tuvo que adquirir una dimensión 
cultural e ideológica. Por otro lado, y para sorpresa de muchos, la 
acumulación ampliada, lejos de erradicar los últimos vestigios de 
la acumulación primitiva —las formas de sobreexplotación, pillaje, 
esclavitud, confiscaciones posibles por medios «extraeconómicos», 
militares, políticos—, la fortaleció, tal como había previsto Rosa 
Luxemburgo, y la convirtió en una realidad cruel para millones de 
personas que viven en la periferia del sistema mundial, tanto en 
la periferia global —los países más fuertemente sometidos al 
intercambio desigual- como en las periferias nacionales —los 
grupos sociales excluidos en cada país, incluso en los países 
centrales, el fenómeno que se ha llamado «Tercer Mundo 
interior»—. Muchos de los que viven bajo el régimen del fascismo 
social están sujetos a formas de acumulación primitiva. 

Estos son algunos de los factores que pusieron en cuestión no 
sólo el papel protagonista del movimiento obrero sino también la 
propia idea de sujeto histórico. Las formas de opresión 
reconocidas como tales y la manera en que se viven hoy son 
numerosas, estando muy diversificadas en la intensidad y en las 
luchas de resistencia que plantean. La interrelación global entre 
ellas también es más visible. La pluralidad de acciones y de 
agentes anticapitalistas y anticolonialistas es hoy un hecho ine- 


ludible a la hora de pensar en las alternativas al capitalismo y al 
colonialismo. 

No está claro cuál es el sentido que hoy día hay que atribuir a 
la expresión «alternativa socialista radical» En primer lugar, 
porque, como hemos visto, el objetivo actual del socialismo es 
impreciso o contestado. Muchos de los movimientos que luchan 
contra el capitalismo o contra el colonialismo no definen sus 
objetivos como socialismo. En segundo lugar, porque tampoco está 
claro qué se entiende por «radical» en referencia al socialismo. 
Uso el adjetivo «radical cuando me refiero a la democracia 
porque me permite darle un contenido específico: el de las luchas 
articuladas por la democratización en cada uno de los seis 
espaciostiempo señalados. Más allá de cierto límite, el éxito de 
estas luchas es incompatible con el capitalismo. La democracia 
revolucionaria es la que sabe pasar este límite e imponerse más 
allá. Lo hace mediante la creación de subjetividades, 
mentalidades y formas de organización tan intensamente 
democráticas que la imposición dictatorial del capitalismo se 
convierte en una violencia intolerable e intolerada. 

El éxito de las alternativas socialistas se mide por el grado, 
más o menos intenso, con el que hacen que el mundo sea menos 
confortable para el capitalismo. El problema es que este efecto 
está lejos de ocurrir de manera lineal, algo que resulta muy difícil 
de concebir en teoría y de valorar en política. Las inercias 
políticas y teóricas derivan de esta dificultad. La creencia en la 
linealidad nos lleva a seguir creyendo en propuestas y modelos 
hace tiempo inviables, a la vez que nos impide identificar el valor 
propositivo de luchas y objetivos emergentes. Las alternativas 
socialistas —prefiero siempre el plural- tienden a surgir de una 
confluencia virtuosa entre la identificación de lo que ya no es 
posible y la identificación de lo que todavía no es posible. 


Interculturalidad, plurinacionalidad y poscolonialidad 


A. A. Usted ha acuñado el concepto de «multiculturalismo 
emancipatorio» oO también «multiculturalismo progresista». 


¿Podría explicar en qué consiste esta posición teórica y en qué se 
diferencia de las otras versiones del multiculturalismo? 


B. $. S. El multiculturalismo de los últimos treinta años es el 
resultado de los cambios antes mencionados. Se trata del 
reconocimiento de la diversidad cultural de los grupos sociales, un 
hecho que asumió importancia política cuando la inmigración hizo 
evidente esta diversidad en los países capitalistas centrales, en 
los que se produjo la teoría hegemónica, incluida la teoría crítica 
hegemónica. La facilidad con la que el multiculturalismo fue 
aceptado como nueva dimensión de las relaciones sociales se 
debió a dos factores principales. Por un lado, el multiculturalismo 
desplazó la energía contestataria del ámbito económico-social al 
ámbito sociocultural, hecho que, de algún modo, contribuyó a 
considerarlo inofensivo y hasta funcional para la reproducción del 
capitalismo. Por otro, en los países centrales —de Europa y 
América del Norte- el  multiculturalismo se entendió 
principalmente como la expresión de la tolerancia de la cultura 
occidental hacia otras culturas. Ahora bien, sólo se tolera lo 
intolerable o aquello que no nos interesa o no nos concierne. En 
ninguno de los casos se admite la posibilidad de la transformación 
de la cultura occidental como resultado del contacto con otras 
culturas, es decir, la posibilidad de transformación y 
enriquecimiento mutuo como resultado de diálogos promovidos a 
partir del reconocimiento de la copresencia de varias culturas en 
el mismo espacio geopolítico. A esta concepción del 
multiculturalismo la llamo multiculturalismo reaccionario. Es la 
concepción dominante en los países centrales, y el contexto de su 
vigencia es la inmigración procedente de las antiguas colonias, en 
el caso de Europa, o de América Latina, en el caso de Estados 
Unidos. 

En contraste con esta posición, he venido proponiendo el 
concepto de  «multiculturalismo  emancipador» 0, más 
recientemente, el concepto de «interculturalidad decolonial». Este 
concepto parte de las experiencias de las víctimas de la xenofobia, 
el racismo, el etnocentrismo y las organizaciones a través de las 


que se expresa su resistencia. Conviene tener en cuenta que la 
interculturalidad decolonial se basa en las siguientes ideas. 

Primera, la modernidad occidental, en su versión hegemónica, 
es capitalista y colonialista. El colonialismo no terminó con el fin 
del colonialismo político, sino que, por el contrario, se mantuvo y 
hasta se intensificó en tres campos de relaciones: las relaciones 
entre las antiguas potencias coloniales y sus excolonias, las 
relaciones sociales y políticas dentro de las sociedades 
excoloniales —en la forma en que minorías y, a veces, mayorías 
étnicas fueron discriminadas en el periodo posterior a la 
independencia— y, por último, en el interior de las sociedades 
colonizadoras —sobre todo las relaciones con comunidades de 
inmigrantes—. El capitalismo y el colonialismo son dos modos de 
opresión distintos, pero se pertenecen mutuamente y las luchas 
contra ambos deben ser articuladas. Es importante destacar este 
punto porque las actuales corrientes de estudios culturales 
llamadas poscoloniales han tendido a entender el colonialismo 
como un artefacto cultural desligado del capitalismo y, por lo 
tanto, de las relaciones socioeconómicas que sostienen la 
reproducción del colonialismo. 

Segunda, y relacionada con lo anterior, la injusticia histórica 
originada en el colonialismo coexiste con la injusticia social propia 
del capitalismo. Por esta razón, el reconocimiento de la diferencia 
cultural que subyace a la demanda intercultural —la lucha por la 
diferencia— no es posible sin una redistribución de la riqueza —la 
lucha por la igualdad—, ya que las víctimas de la discriminación y 
del racismo son casi siempre las más afectadas por la distribución 
desigual de la riqueza social. 

La interculturalidad descolonial, en tercer lugar, se basa en el 
reconocimiento de las asimetrías de poder entre las culturas, 
reproducidas durante una larga historia de opresión, pero no 
defiende la incomunicación, la indiferencia y mucho menos la 
inconmensurabilidad entre ellas. Considera, por el contrario, que 
es posible el diálogo intercultural siempre que sean respetadas 
determinadas condiciones que garanticen la autenticidad del 
diálogo y el enriquecimiento mutuo. Este diálogo no es posible si 


no se modifican las condiciones dominantes de tolerancia de la 
cultura autodesignada superior en relación con las otras culturas 
presentes. La tolerancia conduce a la guetización de las otras 
culturas. 


A. A. Partiendo del reconocimiento de la pluralidad de 
culturas y de la existencia de diferentes proyectos de 
emancipación social, habla de la necesidad de realizar un trabajo 
de traducción e interpretación no sólo entre culturas sino también 
entre los movimientos sociales que forman la globalización 
contrahegemónica. ¿Qué es lo que está en juego con el diálogo 
intercultural y el diálogo intermovimientos? El diálogo entre 
culturas y movimientos puede funcionar como un puente para 
construir inteligibilidad y solidaridad recíprocas, pero también 
como un foco de tensión que puede implicar riesgos. ¿Qué 
condiciones deben reunirse para favorecer un diálogo 
intercultural productivo? 


B. S. S. He defendido que la diversidad del mundo y de las 
fuerzas que intentan transformarlo no puede ser captada por una 
teoría general. La teoría general no tiene la pretensión de 
abarcarlo todo, sino que defiende que todo lo que ella no es capaz 
de abarcar es insignificante o irrelevante. Esta última pretensión 
hoy es insostenible dada la relevancia de muchas de las prácticas 
transformadoras durante los últimos treinta años no previstas 
por la teoría crítica. Una nueva teoría general que trate de incluir 
estas prácticas acabará por considerar insignificantes O 
irrelevantes otras prácticas que mañana la sorprenderán, tal 
como ocurrió con la teoría anterior. Suelo decir que no 
necesitamos una teoría general. Necesitamos, como máximo, una 
teoría general sobre la imposibilidad de una teoría general, lo que 
llamo universalismo negativo. Esta teoría general negativa, por 
así llamarla, no es más que el reconocimiento consensual de que 
nadie ni ninguna teoría tiene recetas universales para resolver 
los problemas del mundo o construir una sociedad mejor. 


Sin embargo, lo que la teoría general no unifica tiene que ser 
de alguna manera unificable, porque de lo contrario no será 
posible luchar eficazmente contra los sistemas de poder desigual. 
Dicho de otro modo, las luchas sociales emancipadoras, al 
responder a las necesidades de grupos sociales excluidos, 
oprimidos, discriminados, a menudo se enfrentan con otra 
necesidad derivada de la misma lucha, la de sumar fuerzas, 
buscar alianzas y articulaciones con otras luchas contra otras 
formas de exclusión, opresión o discriminación a fin de aumentar 
su eficacia transformadora. La necesidad de unificación es, de 
este modo, siempre contextual y parcial, y responde a necesidades 
prácticas y no a exigencias teóricas. Naturalmente, esta 
necesidad puede y debe ser teorizada, pero la teorización será 
siempre contextual y parcial. No será una teoría de vanguardia, 
sino más bien una teoría de retaguardia, orientada al 
fortalecimiento de las condiciones de eficacia de las articulaciones 
que se imponen como necesarias. En resumen, una teoría que 
reflexione sobre las articulaciones necesarias y los procedimientos 
a reforzar. 

Defiendo que la alternativa a la teoría general es el 
procedimiento de la traducción intercultural e interpolítica. Se 
trata de un procedimiento que tiene como objetivo general 
aumentar el interconocimiento entre los movimientos sociales y 
maximizar así sus posibilidades de articulación. Este 
planteamiento general puede dividirse en tres objetivos 
específicos: 1) profundizar la comprensión recíproca entre 
movimientos/organizaciones políticas y sociales; 2) crear niveles 
de confianza recíproca entre movimientos/organizaciones muy 
diferentes que hagan posibles acciones políticas conjuntas que 
impliquen invertir recursos y asumir riesgos por parte de los 
diferentes movimientos y organizaciones involucrados; 3) 
promover acciones políticas colectivas basadas en relaciones de 
autoridad, representación y responsabilidad compartidas y en el 
respeto de la identidad política y cultural de los diferentes 
movimientos y organizaciones implicados. 


A diferencia de la teoría general, el procedimiento de 
traducción no establece jerarquías en abstracto entre los 
movimientos o entre las luchas, y mucho menos determina la 
absorción de unos por otros. El procedimiento de traducción trata 
de volver porosas las identidades de los diferentes movimientos y 
luchas presentes, de manera que tanto lo que los separa como lo 
que los une se haga cada vez más visible y sea tenido en cuenta 
en las alianzas y articulaciones necesarias. Traducir significa 
siempre afirmar la alteridad y reconocer la imposibilidad de una 
transparencia total. El procedimiento de traducción es un 
procedimiento de aprendizaje mutuo. No es educación para 
adultos, porque los participantes son todos adultos y están todos 
educados. Tampoco es formación de cuadros, porque no hay 
formadores ni personas en formación. Y tampoco es educación 
popular, porque todos son simultáneamente alumnos y 
educadores. Es un diálogo entre actores políticos formados y 
educados que, a partir de las luchas en las que están implicados, 
sienten la necesidad de desreducarse y de des-formarse para 
hacer avanzar los movimientos en los que participan. 

La traducción aplicada a los movimientos y las luchas sociales 
no es un procedimiento nuevo. Es una acentuación o nuevo 
énfasis. Consiste en otorgar centralidad y prioridad a 
procedimientos dispersos adoptados con diferentes grados de 
convicción y consistencia por los movimientos y organizaciones, 
muchas veces a merced de necesidades coyunturales y opciones 
tácticas. La traducción intercultural e interpolítica intenta 
transformar necesidades coyunturales en opciones estratégicas. 

Se comprende que el procedimiento de traducción sea 
interpolítico. Se trata de partir del reconocimiento de que los 
movimientos y organizaciones sociales, más allá de ser 
subsidiarios de tradiciones de resistencia y lucha específicas, van 
creando, a través de su práctica, lenguajes para formular 
demandas e identificar adversarios, preferencias por ciertos tipos 
de acciones en detrimento de otros, prioridades en lo que respecta 
a los objetivos y alianzas para alcanzarlos. Aunque rara vez sea 
reconstruido así, este conjunto tiende a ser una política y una 


forma de hacer política dotado de una cierta coherencia. No 
sorprende que ofrezca resistencias y exprese inseguridad cuando 
se enfrenta a la necesidad de dialogar con otras políticas y modos 
de hacer política. Estas resistencias e inseguridades están en la 
base de mucha frustración en las alianzas y fracaso en las 
acciones intermovimientos. La traducción, al asumirse como 
interpolítica, reconoce estas diferencias y procura que el debate 
entre ellos disminuya las resistencias y la inseguridad. 

El procedimiento de traducción es también intercultural 
porque trata de responder a los cambios culturales producidos en 
los últimos treinta años en las luchas de resistencia contra el 
capitalismo, el colonialismo y el sexismo. Las luchas más 
innovadoras se llevaron a cabo en el Sur global e involucraron a 
grupos sociales y clases que habían sido ignorados por la teoría 
crítica dominante —casi toda producida en el Norte global-. Estas 
luchas enriquecieron el repertorio de las reivindicaciones y de los 
objetivos, los formularon con lenguajes nuevos referidos a 
universos culturales muy distintos a los de la modernidad 
occidental. Con esto dejaron claro que la emancipación social 
tiene muchos nombres y que los diferentes movimientos están 
anclados en diferentes culturas, son portadores de diferentes 
conocimientos y diferentes mezclas entre conocimiento científico y 
popular. Un posible diálogo entre ellos tiene que tener en cuenta 
esta realidad y celebrarla, en lugar de ver en ella una carga que 
impide la articulación entre los movimientos que constituyen la 
elobalización contrahegemónica. Esta tarea no es fácil, aunque es 
inevitable. 

La traducción intercultural entre movimientos sociales es un 
caso específico de diálogo intercultural y está sujeto a los riesgos 
que este comporta. El diálogo intercultural sólo es posible en la 
medida en que se acepte la posibilidad de simultaneidad entre 
contemporaneidades distintas. No es una condición fácil en la 
región occidental del mundo contrahegemónico, dada la 
concepción lineal que subyace a la modernidad occidental. Para 
esta concepción, a la que llamo monocultura del tiempo lineal, 
sólo hay una manera de ser contemporáneo: coincidir con lo que 


es contemporáneo para la modernidad occidental. En vista de ello, 
los procedimientos de traducción intermovimientos en los que 
participen movimientos impregnados por la cultura occidental 
presuponen que estos progresivamente se van a 
descontemporaneizar, hasta el punto de reconocer que hay otros 
modos de ser contemporáneo y que el diálogo horizontal con ellos 
es posible y deseable. Aunque de manera diferente, los 
movimientos culturalmente no occidentales deberán pasar por 
procesos de descontemporaneización siempre y cuando, como 
punto de partida, no reconozcan otra contemporaneidad, excepto 
aquella que les ha sido transmitida por la tradición histórica de 
su cultura. 

Otra dificultad derivada del diálogo en el presente es la 
referida al pasado de intercambios desiguales entre la cultura 
occidental y las culturas no occidentales. ¿Cuáles son las 
posibilidades de diálogo entre dos culturas cuando una de ellas 
fue víctima de opresiones y destrucciones perpetradas en nombre 
de otra cultura? Cuando dos culturas comparten un pasado tal, el 
presente compartido en el momento de iniciar el diálogo es, en el 
mejor de los casos, un equívoco y, en el peor, un fraude. Las tareas 
de traducción intercultural pueden afrontarse con el siguiente 
dilema: como en el pasado la cultura dominante hizo que algunas 
de las aspiraciones de la cultura oprimida se volvieran 
impronunciables, ¿es posible tratar de pronunciarlas en el diálogo 
intercultural sin por ello reforzar la impronunciabilidad? 

Centrándome en el caso especifico de la traducción entre 
conocimientos y prácticas de lucha, pienso que el éxito de la 
traducción interpolítica e intercultural depende de la adopción de 
los siguientes principios: 


1. De la completitud a la incompletitud. La completitud —la 
idea de que la cultura o la propia política proporciona respuestas 
a todas las preguntas—- es a menudo el punto de partida de 
algunos movimientos. La traducción avanza en la medida en que 
la completitud va dando lugar a la conciencia de incompletitud 
cultural, es decir, la idea de que existen deficiencias en la cultura 


o en la propia política y que estas pueden ser parcialmente 
superadas con las contribuciones de otras culturas o políticas. 

2. De las versiones culturales estrechas a las versiones 
culturales amplias. En general, las culturas y las opciones 
políticas tienden a ser internamente diversas, y algunas de sus 
versiones reconocen mejor que otras las diferencias culturales y 
políticas, conviviendo más fácilmente con ellas. Son estas 
versiones, las que presentan un círculo de reciprocidad más 
amplio, las que mejor se adecuan al trabajo de traducción 
intercultural. 

3. De los tiempos unilaterales a los tiempos compartidos. La 
necesidad de traducción intercultural e interpolítica es el 
resultado del fracaso de la alternativa comunista y de la 
emergencia del Sur global en el contexto de lo que llamamos 
elobalización, particularmente en el campo de la globalización 
contrahegemónica. Aunque es una idea generalmente compartida, 
este resultado aún no ha sido interiorizado por todos los 
movimientos. Por esto no todos han visto la necesidad de 
traducción recíproca para consolidar alianzas y construir acciones 
colectivas intermovimientos. La discrepancia entre los que están 
en esa posición y los que se impacientan ante la urgencia de 
construir una política de intermovimientos es una de las mayores 
dificultades de la traducción, dado que el tiempo de los últimos no 
puede ser impuesto al tiempo de los primeros. 

4. De los socios y los temas impuestos unilateralmente a los 
socios y temas seleccionados por consenso. El procedimiento de 
traducción siempre es selectivo con respecto a los socios que 
participan y a los temas objeto de traducción recíproca. Al igual 
que ocurre con los tiempos, aquí también las selecciones, tanto de 
los socios como de los temas, tienen que ser compartidas. 

5. De la igualdad o la diferencia a la igualdad y la diferencia. 
Hay  mmovimientos más centrados en la cuestión del 
reconocimiento de las diferencias y otros más centrados en la 
lucha por la igualdad. Esta diferencia resulta del hecho de que en 
las sociedades contemporáneas coexisten dos principios de 
distribución jerárquica de las poblaciones: los intercambios 


desiguales entre iguales —la explotación de los trabajadores por 
parte de los capitalistas es el ejemplo paradigmático en las 
sociedades capitalistas—- y el reconocimiento desigual de las 
diferencias, del que el racismo, el sexismo y la homofobia son 
ejemplos paradigmáticos. La traducción intercultural e 
interpolítica avanza en la medida en que se conciben y concretan 
acciones colectivas intermovimientos que combinan la lucha por 
la igualdad con la lucha por el reconocimiento de las diferencias. 


En mi experiencia como teórico social y activista he tenido la 
oportunidad de participar en varios ejercicios de traducción entre 
movimientos. En América Latina, la necesidad de traducción 
interpolítica e intercultural es hoy más urgente que nunca. Los 
avances democráticos de las últimas décadas reclaman el paso de 
una política de movimientos a una política de intermovimientos. 
En algunos países o contextos urgen alianzas entre el movimiento 
indígena y el movimiento feminista; en otros, entre el movimiento 
obrero y el movimiento de las poblaciones afectadas por el 
extractivismo o por la violencia política; en otros, entre el 
movimiento campesino y el movimiento indígena o entre estos y el 
movimiento ecologista, por poner algunos ejemplos. 


A. A, El exsecretario general de Naciones Unidas, Boutros- 
Ghali, afirmó que todos somos, al mismo tiempo, iguales y 
diferentes. Una de sus preocupaciones es la de articular de 
manera equilibrada el principio de igualdad con el principio de 
diferencia. ¿Qué nos hace iguales? ¿Qué diferentes? 


B. S. S. Hace mucho formulé la relación entre la igualdad y la 
diferencia a través del siguiente imperativo intercultural: 
tenemos el derecho a ser iguales cuando la diferencia nos 
inferioriza; tenemos el derecho a ser diferentes cuando la 
igualdad nos descaracteriza. 


A. A. En los últimos tiempos está trabajando sobre el concepto 
de plurinacionalidad. ¿La construcción de la interculturalidad y 


de la poscolonialidad se deriva de la idea de plurinacionalidad? 
¿Cómo se relaciona la plurinacionalidad con la democracia radical 
y la participación social? ¿Cuáles son las ideas centrales de los 
Estados que, como Bolivia y Ecuador, han aprobado 
recientemente Constituciones plurinacionales, interculturales y 
poscoloniales? 


B. S. S. Las ideas de interculturalidad y poscolonialidad no 
presuponen necesariamente la idea de plurinacionalidad. La 
presuponen cuando la identidad étnica —y a veces religiosa— de 
grupos sociales que reclaman la ¡interculturalidad y la 
poscolonialidad se afirma como nación étnico-cultural en 
oposición a la nación cívica, fundada en un ideal social 
homogeneizador. Este fue traído por el colonialismo europeo y fue 
la base de la supresión de la diferencia cultural y de la 
expropiación colonial. Sucede, por ejemplo, en algunos países 
africanos —Etiopía, Nigeria, Sudán, entre otros—, en Canadá y en 
muchos países latinoamericanos, de los que Bolivia y Ecuador son 
hoy el mejor ejemplo. En estos últimos está en curso un proceso 
de refundación del Estado moderno, pues la idea de un Estado- 
nación monocultural está muy arraigada. En ambos casos, las 
transformaciones en curso nacieron de fuertes movilizaciones 
sociales que adoptaron como bandera de lucha un nuevo proceso 
constituyente y una nueva Constitución, y en ambos países el 
movimiento ¡indígena tuvo un papel central en estas 
movilizaciones. Las nuevas constituciones de Bolivia y Ecuador 
representan un nuevo tipo de constitucionalismo muy diferente 
del constitucionalismo moderno. Yo lo llamo constitucionalismo 
transformador. A diferencia del constitucionalismo moderno, no 
es un producto de elites, consagra el principio de la coexistencia 
entre la nación cívica y la nación étnico-cultural, rompe con el 
modelo monolítico de institucionalidad estatal y crea varios tipos 
de autonomías infraestatales. Entre otras muchas innovaciones, 
cabe destacar, en el caso de Bolivia, la consagración de los tres 
tipos de democracia indicados —representativa, participativa y 
comunitaria—, hecho que contiene un enorme potencial para la 


radicalización de la democracia y, en el caso de Ecuador, la 
consagración del Sumak Kawsay —el «buen vivir, en quechua— y 
de los derechos de la naturaleza —Pachamama-— como principios 
de organización económico-social. Son procesos políticos muy 
tensos porque el proceso de democratización abierto gestiona los 
impulsos contradictorios de las fuerzas socialistas, que persiguen 
radicalizar la democracia, y de las fuerzas fascistas, que buscan 
detener el proceso de democratización por medios 
antidemocráticos y violentos. 


A. A. Para finalizar, ¿cuál es, para Boaventura de Sousa 
Santos, la gran «utopía concreta» —en los términos de Ernst 
Bloch— del siglo xxi? 


B. S. S. Dado que la comprensión del mundo excede, en mucho, 
la comprensión occidental del mundo, es posible que la 
transformación del mundo ocurra por caminos no previstos o 
imaginados en el catálogo de la emancipación social preparado 
para el mundo por las fuerzas progresistas de Occidente. Es, 
pues, muy posible que la utopía concreta se esté concretando sin 
que la gente se dé cuenta porque no tenemos ojos para verla, ni 
emociones para sentirla, ni deseos para desearla. Tal vez no será 
lo suficientemente grande como para que la veamos, ni lo 
suficientemente concreta como para que la sintamos, ni lo 
suficientemente utópica como para que la deseemos. La utopía 
concreta es la que está siendo llevada a cabo por sujetos concretos 
con historias concretas. La utopía concreta es la experiencia 
encarnada de una apuesta concreta por un futuro por concretar. 
En realidad, cada uno de nosotros sólo reconoce la utopía con la 
que está comprometido de manera concreta. Y, ciertamente, quien 
no está comprometido con ninguna no podrá responder a esta 
pregunta y además pensará que la pregunta es un disparate. La 
utopía concreta no se deja formular en abstracto. Está 
emergiendo de la gran creatividad moral y política de aquellos de 
los que nada creativo, moral o político se espera. Hoy se asoma en 
una remota aldea de Chiapas o de los Andes, mañana en un 


barrio popular de Caracas o de Johannesburgo, después en un 
gran suburbio popular de Río de Janeiro o Mumbai. Si puedo 
identificar esta emergencia es precisamente porque estoy 
personalmente comprometido con el todavía no que esta expresa. 


[1] Antoni Aguiló es licenciado en Filosofía por la Universidad 
de las Islas Baleares (UIB), diploma de Estudios Avanzados en 


Filosofía del Derecho, Moral y Política, y_doctor en Humanidades 
y_Ciencias Sociales con mención europea con la tesis titulada 
«Procesos de globalización, democracia radical y_emancipación 


humana en la teoría social y_política de Boaventura de Sousa 


Estudios Sociales de la Universidad de Coimbra, investigador del 
Núcleo Estudios sobre Democracia, Ciudadanía y_ Derecho 
(DECIDe) del CES y_miembro del grupo de investigación Política, 
Trabajo y_Sostenibilidad del Departamento de Filosofia y Trabajo 
Social de la UIB. 

[2] Es el caso del Partido de los Trabajadores (PT) en Brasil, 
del Movimiento al Socialismo (MAS) en Bolivia, de los sandinistas 
en Nicaragua, del Frente Farabundo Martí para la Liberación 


Ecuador, del movimiento Revolución Bolivariana que da origen al 
Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV) en Venezuela, del 
Frente Amplio (FA) en Uruguay_y de la Alianza Patriótica para el 
Cambio (APC) en Paraguay. 

[3l_La apuesta de Pascal es un argumento que el filósofo 
francés plantea en sus Pensamientos. En síntesis, sostiene que, 
aunque no se dispongan de pruebas objetivas de la existencia de 
Dios, debería creerse en él, ya que resulta más conveniente y. 
beneficioso para uno mismo. ÍN. del T.] 

[4]_El todavía no (Noch Nicht) es una categoría que Santos 


la que fundamenta teóricamente su sociología de las emergencias, 
Consiste en el conjunto de posibilidades emergentes de la 
realidad que, aunque no están materializadas, tienen una función 
anticipadora al anunciar lo que puede estar por venir. ÍN. del T.] 


[5]__Para más información sobre este proyecto puede 
consultarse el siguiente enlace: www.universidadepopular.org. IN, 
del T.] 

[6]_Se refiere a lo que técnicamente antes ha llamado «ecología 
de la transescala», articulaciones que combinan lo local,_lo 


[7]_Entiéndase,_en este contexto, _la acción extractora 
capitalista practicada en muchos países del Sur,_es decir,_la 
actividad de empresas transnacionales orientada a sacar y 
explotar el máximo de productos minerales, animales o vegetales 

[s]_Se refiere a una forma organizativa y_de acción que 
requiere articulaciones políticas flexibles entre los diferentes 
movimientos sociales, _así como entre los movimientos y_otros 
agentes del cambio social. IN. del T.] 

[9o]_«Des-pensar» se refiere a la operación epistemológica 
mediante la cual se lleva a cabo un cuestionamiento radical de 
ciertas categorías que deben volver a ser pensadas desde otros 
parámetros. [N. del T,] 


Capítulo XI 


Populismo, democracia e insurgencia: 
formas contemporáneas de lo político 


(Entrevista de Gianfranco Ferraro y Francesco 
Biagi) 


Gianfranco Ferraro y Francesco Biagi. Profesor Boaventura de 
Sousa Santos, podemos decir tal vez, parafraseando a Karl Marx, 
que un nuevo fantasma recorre hoy Europa. Ya sea de izquierda o 
de derecha, el populismo es el protagonista indiscutible de la 
discusión política contemporánea. La crisis de las democracias 
representativas abre de manera efectiva, también en la vieja 
Europa, una modalidad de lo político que el siglo xx conoció sobre 
todo en América Latina. ¿Cuál es su posición sobre este 
fenómeno? 

Boaventura de Sousa Santos. Es necesario definir qué es el 
populismo, lo que no resulta una tarea fácil, dada la diversidad de 
contextos y de fenómenos políticos que el concepto se presta a 
caracterizar. En general, el populismo invoca la idea de una 
construcción de subjetividades y formas de acción políticas 
hostiles a la mediación de las instituciones de la democracia 
representativa, a veces indiferentes o incluso hostiles a la 
distinción entre izquierda y derecha que ha caracterizado la 
representación política, apelando a una amplia convergencia de 
intereses y expectativas de mayorías excluidas o amenazadas de 
exclusión por parte de enemigos internos o externos. La fijación 
en los enemigos radicaliza la voluntad política transformadora 


contra el statu quo y confiere un carácter identitario a la 
polarización entre nosotros y ellos. El populismo tiende a 
privilegiar la participación en detrimento de la representación, a 
tener una vocación antielitista, aunque a veces delegada en un 
líder o en un Estado en el que se deposita afectivamente la 
esperanza de días mejores. Debido a su crítica de las mediaciones 
institucionales, el populismo tiene una vocación antiinstitucional 
o  postinstitucional; tiende a expresarse en forma de 
movilizaciones masivas intensas y fugaces en las que la denuncia 
política predomina sobre la formulación de alternativas políticas. 
El populismo es una idea política extremamente ambigua. La 
primera ambigiúedad es originaria y reside en la propia noción de 
pueblo que, sobre todo después de la Revolución francesa, designa 
tanto la parte oprimida del conjunto de las clases y grupos 
sociales que coexisten en el mismo espacio geopolítico, como el 
conjunto de todas las clases y grupos. El pueblo puede ser clase, 
nación, identidad étnico-cultural, masa amorfa a la espera de ser 
un sujeto político, principio fundador de la subjetividad política, 
en cuanto sede del poder soberano. La segunda ambigúedad 
radica en que la vocación antisistema que anima el populismo 
puede ser asumida por instituciones (partidos políticos), que no 
pueden existir fuera del sistema, e incluso por el propio Estado, 
que preside el «sistema». La apelación a la reforma profunda del 
sistema no resuelve la ambigúedad, sólo la desplaza hacia la 
discusión de los principios y mecanismos específicos de la 
reforma. La tercera ambigúiedad consiste en que la polaridad 
entre izquierda y derecha, a veces expulsada por la puerta, se 
cuela por la ventana en forma de populismo de izquierda y 
populismo de derecha. Por último, la relación del populismo con la 
democracia también es ambigua. Si, por un lado, la crítica de la 
representación implica un llamamiento a la participación y, por 
tanto, a la democratización de la democracia, por otro, la 
intensificación de la participación puede tener por objetivo excluir 
de los beneficios de la democracia y la deliberación democrática a 
grupos sociales muy significativos, ya sean los habitantes de los 


países menos desarrollados de Europa o los inmigrantes y 
solicitantes de asilo político. 

Ante esta ambigúedad, el populismo, más que una realidad 
política, es hoy un dispositivo ideológico al servicio de la 
designación conflictiva de esta realidad. Como cualquier otro 
dispositivo ideológico, su uso beneficia a quienes tienen más 
poder y recursos para definir ideológicamente una determinada 
realidad política. En el actual contexto europeo, este poder está 
concentrado en las fuerzas sociales y políticas que pretenden 
imponer el consenso represivo neoliberal de Bruselas. Por eso 
tiende a ser etiquetado de populismo todo lo que oponga 
resistencia a este consenso. La resistencia puede proceder tanto 
de la izquierda como de la derecha. Sin embargo, debido a la 
correlación de fuerzas, la etiqueta populista estigmatiza sobre 
todo a las fuerzas de izquierda. Cuando la derecha es declarada 
populista o se autodeclara populista, no le provoca mayores daños 
e incluso puede resultar beneficiada. La derecha nacionalista 
comparte con el consenso de Bruselas más de lo que se puede 
imaginar: pretende imponer a escala nacional el mismo 
autoritarismo excluyente, burocrático y antidemocrático; 
únicamente quiere ser ella quien lo imponga y no hacerlo a 
instancias de Bruselas. Cuando la izquierda es declarada 
populista, el objetivo es retirarle la legitimidad democrática para 
resistir al consenso represivo neoliberal y para proponer una 
alternativa creíble. Es cierto que, a veces, la izquierda europea ha 
recurrido a determinados elementos populistas como, por ejemplo, 
el transclasismo y la indiferencia respecto a la dicotomía 
izquierda y derecha para acentuar su carácter antisistema. Pero 
el subtexto de este préstamo desmiente el texto. El transclasismo 
es el modo más eficaz de denunciar la escandalosa concentración 
de riqueza que la clase burguesa financiera internacional 
acumula y de construir alianzas contra ella. A su vez, el abandono 
relativo de la dicotomía izquierda/derecha tiene sobre todo como 
objetivo reclamar la necesidad de una izquierda refundada y 
revigorizada, una izquierda que no se confunda con la derecha, tal 


como viene ocurriendo con los partidos socialdemócratas y 
socialistas de los últimos treinta años. 

G. F. y F. B. Ernesto Laclau, uno de los teóricos más 
importantes del populismo como modalidad de lo político, afirma 
que el populismo es una «lógica social». En este sentido, el 
populismo no constituye un fenómeno reductible a los accidentes 
de la historia, sino más bien una «manera de construir lo 
político». Desde los planteamientos de Laclau, el espacio político 
es, por tanto, un espacio vacío que puede llenarse con diferentes 
significados. Se trata de una lógica que atraviesa las premisas 
mismas de la democracia, pero que la democracia —tanto 
representativa como directa— no llega a resolver. ¿Cuáles serían, 
en su opinión, los peligros teóricos de esta definición? 

B. S. S. Respeto mucho el trabajo teórico de Ernesto Laclau, 
pero creo que en nuestro tiempo, con la globalización neoliberal y 
la concentración de poder mediático que entre tanto se ha 
producido, ha dejado de haber significantes vacíos. Lo que hay, 
más bien, son significantes vaciados, como, por ejemplo, el 
significante «democracia (vaciado de las políticas de 
redistribución socioeconómica y de las pocas políticas de respeto a 
la diversidad cultural) y significantes que constantemente se 
rellenan, como, por ejemplo, los significantes «autonomía» (que 
pasa de la capacidad comunitaria de transformar el mundo a la 
capacidad individual de cambiar de vida personal sin necesidad 
de cambiar el mundo), «libertad» (que pasa de la tensión entre 
libertad positiva y negativa en Kant o Isaiah Berlin a la 
hipertrofia de la libertad negativa), «sociedad civib (que pasa de 
ser lo contrario del mercado a ser un doble suyo) o «contrato» (que 
deja de ser el contrato social que funda la convivencia social 
pacífica para convertirse en el contrato individual con el que el 
individuo se posiciona en la guerra de todos contra todos). Las 
dinámicas de vaciamiento y relleno constante de los significantes 
son las cuestiones que más deben ocupar a la sociología y a la 
filosofía política de hoy. En la estela de Gino Germani, Laclau 
analizó formas de inclusión social y política en contextos 
oligárquicos, con fachada democrática o no, es decir, contextos 


altamente excluyentes de las grandes mayorías basados en largos 
periodos históricos ocupados durante mucho tiempo por la forma 
más violenta de exclusión, el colonialismo. En tales condiciones, el 
populismo surge como un cortocircuito histórico que permite la 
inclusión dependiente de las mayorías, un resultado que la 
normalidad democrática oligárquica nunca permitiría. Se vuelve 
una normalidad alternativa que permite una cierta transición del 
subdesarrollo al desarrollo dependiente. El contexto europeo es, 
por ahora, diferente. Estamos viviendo la transición de procesos 
políticos dominados por la inclusión social a procesos políticos 
dominados por la exclusión social. En el caso de los países del sur 
de Europa, estamos transitando del desarrollo al subdesarrollo. 
En el caso europeo, el populismo es un síntoma de algo distinto. 
Señala que la democracia representativa europea ha perdido la 
guerra contra el capitalismo y que, eventualmente, sólo una 
articulación entre democracia representativa y democracia 
participativa puede invertir la situación. Cuando digo «por ahora» 
quiero decir que, si la desigualdad entre países europeos se 
intensifica y si las situaciones de protectorado de tipo colonial se 
mantienen durante algún tiempo, como, por ejemplo, las que 
viven en la actualidad los países del sur de Europa en relación 
con los países del norte, es posible que las oligarquías de nuevo 
tipo, que entre tanto se han asentado, tengan que enfrentarse a 
fenómenos de resistencia política similares a los que ocurrieron 
en América Latina. Por eso defiendo que debemos hacer un 
análisis no populista del momento populista que vivimos. Ello, 
además, nos permite distinguir la política populista de la política 
popular. 

G. F. y F. B. Usted es uno de los teóricos más importantes en la 
época actual de la democracia directa. ¿Cuál es el futuro de esta 
forma de democracia en un momento histórico que se anuncia 
saturado de miedo y donde el miedo se convierte, una vez más, en 
un terrible «arcanum imperii»? 

B. S. S. Cuando los indignados y los 
movimientos Occupy gritaban «¡No nos representan!» y pedían 
«Democracia real ya», pretendían mostrar que las democracias de 


baja o bajísima intensidad que el neoliberalismo pretende 
imponer globalmente tienen que ser reemplazadas por 
democracias verdaderas, de alta intensidad. La radicalización de 
la democracia parece ser el núcleo central de la conciencia 
revolucionaria posible en el Norte global en la actualidad. Las 
democracias neoliberales están convirtiéndose en formas de 
legitimación del neoliberalismo; los derechos sociales a la salud, 
educación y seguridad social se están transformando en 
privilegios escandalosos; los sistemas políticos están siendo 
insidiosamente corrompidos para servir exclusivamente a los 
intereses de las facciones dominantes del capital; del Estado de 
bienestar asistimos a la entronización de un Estado de malestar; 
la normalidad constitucional convive con el estado de excepción 
permanente que convierte al ciudadano común en un ser 
sospechoso y al inmigrante en un ser subhumano al que se ofrece 
la opción entre la esclavitud laboral y el campo de internamiento. 
En este escenario, y en ausencia de otra alternativa, el ideal 
democrático todavía es lo suficientemente fuerte para ser 
invocado contra la realidad democrática de nuestro tiempo. De 
ahí la lucha por la radicalización de la democracia. Para ser 
creíble, debe transformarse en un principio que permee toda la 
realidad social y no sólo el sistema político. Democracia, para mí, 
es todo el proceso de transformación de relaciones desiguales de 
poder en relaciones de autoridad compartida. Esta 
transformación debe producirse en seis espacios-tiempo: familia, 
comunidad, producción, mercado, ciudadanía y relaciones 
internacionales. Tal como existe hoy, la democracia es una isla 
democrática en un archipiélago de despotismos. En el campo de la 
ciudadanía, la democracia representativa perdió, como he dicho, 
la guerra contra el capitalismo. Es más, nunca pretendió ganarla. 
Sólo pretendió convivir con el capitalismo con cierta dignidad, lo 
que implicó algunas concesiones importantes del capital, tales 
como la tributación progresiva, ¡nacionalizaciones o la 
intervención del Estado en la economía, escenario que sólo fue 
posible en el contexto posterior a la Segunda Guerra Mundial o 
después de la Gran Depresión en el caso de Estados Unidos. 


Superados estos contextos, el capitalismo, en forma de 
neoliberalismo, volvió plenamente a su pulsión originaria: 
acumulación infinita, concentración de riqueza, transformación 
potencial de cualquier actividad humana o de la naturaleza en 
mercancía. Poco a poco, la democracia liberal se fue convirtiendo 
en una democracia neoliberal, que, contrariamente a lo que su 
nombre indica, es lo opuesto a la democracia liberal. En este 
momento, la única salida progresista consiste en retomar la 
tensión entre democracia y capitalismo, que en la actualidad sólo 
es posible retirando a los representantes el monopolio de la 
representación, ampliando las áreas en las que los ciudadanos, en 
lugar de elegir a los decisores políticos, tomen las decisiones por 
sí mismos. Esta articulación entre democracia representativa y 
democracia participativa debe comenzar en el interior de los 
propios partidos políticos, de modo que sean los simpatizantes y 
militantes quienes tomen las principales decisiones en la 
definición de las agendas políticas de los partidos y en la elección 
de los candidatos a representantes en las instituciones. Sé que es 
utópico, pero hay señales de prácticas emergentes en este sentido, 
y, al fin y al cabo, todas las ideas políticas innovadoras se 
consideraron utópicas antes de realizarse en la historia. 

G. F. y F. B. La crisis contemporánea de la democracia 
representativa se manifiesta en Europa como un efecto directo de 
las políticas de austeridad. El fracaso del esfuerzo griego a la hora 
de enfrentarse a estas políticas puso de relieve, más aún, si cabe, 
cómo el populismo se vuelve un experimento de salida de esta 
crisis: un paso que implica enormes paradojas. La figura del 
populista puede, al mismo tiempo, representar la oposición a la 
ejecución de la austeridad: en virtud de ello, esta modalidad de lo 
político puede tratar de cubrir todo el horizonte de lo real político. 
En este sentido, ¿ve el populismo como representación de una 
oposición al orden global del capitalismo o como una función 
directa del mismo? 

B. $. S. Las políticas de austeridad responden al propósito de 
vaciar la democracia representativa de las políticas de inclusión 
social que alimentan la tensión con el capitalismo. Como en 


Europa esta tensión fue profundamente institucionalizada, hasta 
el punto de crear la ilusión de convivencia pacífica, el populismo 
europeo es necesariamente bicéfalo o, si se prefiere, se manifiesta 
en una doble vertiente. En consecuencia, la resistencia a la que el 
populismo apunta puede construirse tanto a partir de las causas 
como de las consecuencias de las políticas de austeridad. Cuando 
se construye a partir de las causas, de la enorme concentración de 
riqueza y de la captura del Estado y la democracia por 
antidemócratas al servicio del capital internacional, ya sean 
empresas o instituciones europeas, la resistencia populista se 
fundamenta en la convicción de que las políticas de austeridad se 
basan en opciones políticas arbitrarias e injustas (preferencia por 
salvar bancos y no familias rápidamente caídas en situaciones de 
pobreza). Estas opciones no son las únicas posibles y, en la 
medida en que son impuestas por el consenso represivo de 
Bruselas, dicha imposición debe ser contestada a partir de la idea 
nacionalista y de la soberanía popular, entendiéndose por pueblo 
el conjunto de familias que más sufren con las políticas de 
austeridad, sean nacionales o extranjeras. Esta es la versión de 
izquierda del populismo, y su vigor político reside en la reforma 
política y en la ampliación de los derechos sociales. 

Cuando la resistencia llamada populista se construye a partir 
de las consecuencias de la austeridad, se basa en la convicción de 
que las políticas de austeridad son el resultado natural de los 
excesos de bienestar, de derechos y de protección social conferidos 
por gobiernos de izquierda y por instituciones europeas a quien 
realmente no los merece, sean ciudadanos perezosos que no 
quieren trabajar o inmigrantes que vienen a ocupar los puestos de 
trabajo que los europeos podrían cubrir, con el agravante de 
provocar frecuentes disturbios sociales cuyas primeras víctimas 
pueden ser «nuestras» mujeres. Por tanto, hay que seleccionar 
estrictamente los grupos sociales a los que poner a salvo de la 
austeridad, y para eso es necesario desplazar el centro de las 
decisiones políticas de Bruselas a la capital del país. Este es el 
populismo de derecha. Son dos «animales políticos» muy 
diferentes: para el primero, la solución es más democracia; para el 


segundo, más democracia es el problema. Lo que se llama 
populismo en Europa no tiene una relación unívoca con la 
democracia. Puede ser tanto una amenaza a la poca democracia 
que tenemos como la promesa de una democracia de mayor 
intensidad, que merecemos. 

G. EF. y F. B. Sobre lo que queda de las formas de partido de la 
democracia liberal, por un lado, y sobre lo que resta de las viejas 
subjetividades políticas, por otro, ¿podemos vislumbrar hoy 
subjetividades políticas alternativas al orden del capitalismo 
global capaces de instituir ¡imaginarios autónomos e 
independientes? 

B. $. S. Sin duda. En este ámbito, Europa tiene mucho que 
aprender de las iniciativas y experiencias alternativas que están 
surgiendo en lo que llamo «Sur global antiimperiab. Un vasto 
campo que designo como sociología de las emergencias. En 
diferentes regiones del mundo existen fuertes resistencias al 
avance del neoliberalismo. Se llevan a cabo en las áreas más 
diversas de la vida social. Pongo algunos ejemplos. Las tres 
formas de democracia consagradas en la Constitución de Bolivia 
de 2009: la democracia representativa, participativa y 
comunitaria. Las luchas organizadas en torno a la defensa de la 
tierra, del territorio y del agua por parte de campesinos sin tierra, 
pueblos indígenas, quilombolas y dalits. La vibrante vitalidad de 
los movimientos de economía social y solidaria, basada en los 
principios de solidaridad, reciprocidad y respeto por la 
naturaleza, entre cuyas experiencias destacan cooperativas, 
tierras comunitarias, comercio justo, ferias comunales, relaciones 
directas entre productores y consumidores, bancos comunitarios, 
huertos urbanos, bancos de tiempo, intercambios directos. 
Muchas de estas iniciativas también existen en Europa, pero no 
tienen el significado político o social que tienen en el Sur 
antiimperial (que, por cierto, también existe dentro de Europa). 
Otras concepciones de dignidad y derechos humanos como, por 
ejemplo, los derechos de la Pachamama (Madre Tierra), 
consagrados en el artículo 71 de la Constitución ecuatoriana de 
2008. Formas de plurinacionalidad que permiten que coexistan en 


el seno del mismo Estado dos formas de pertenencia nacional: la 
nación cívica, a la que todos pertenecen por igual, y las naciones 
étnico-culturales. Son sólo algunos ejemplos de que en muchas 
partes del mundo se están creando zonas liberadas del 
capitalismo. Son zonas autónomas bien teorizadas y practicadas 
por el subcomandante Marcos del Ejército Zapatista de 
Liberación Nacional (EZLN). Son las utopías concretas, realistas, 
de nuestro tiempo. No tienen nada en común con las grandes 
utopías modernas, de las cuales este año 2016 se celebra un 
centenario más de la más célebre (Tomás Moro). Son el resultado 
de artesanías de prácticas que, en espaciostiempo a escala 
humana, saben tejer lo nuevo y la sorpresa en el viejo telar de la 
lucha por otro mundo posible. 

Para que estas experiencias sean más conocidas y sean temas 
de aprendizaje global, es necesario que Europa supere su 
prejuicio colonialista de que no tiene nada que aprender de las 
experiencias de los pueblos que fueron colonias suyas y cuyas 
instituciones y culturas se consideran menos desarrolladas que 
las europeas. 

G. F. y F. B. La crisis del paradigma histórico de la democracia 
representativa y la transformación de los Estados occidentales en 
Estados de seguridad, proceso aún más intenso tras los atentados 
terroristas de París de noviembre de 2015, es una crisis que se 
manifiesta en el momento de las elecciones, pero también en los 
campos más heterogéneos de la vida social. Tal vez el populismo y 
la necesidad de democracia directa que vimos en los movimientos 
políticos de los últimos años (España: 15M; Egipto: plaza Tahrir; 
Turquía: parque Gezi; Estados Unidos: Occupy Wall Street, etc.) 
aparecen como los polos de esta crisis, como sus indicios y sus 
posibilidades de terapia. ¿Hay condiciones para asegurar sobre la 
base del populismo una forma de democracia directa más radical 
que hable mejor el lenguaje de la verdad? 

B. $. S. La democracia representativa, tal como la conocemos, 
sigue siendo una poderosa mediación institucional, pero ya no 
entre los ciudadanos y sus representantes políticos, sino antes 
bien entre los Estados nacionales y los imperativos del 


capitalismo financiero global, tanto en lo que respecta a la 
economía como a la vigilancia ejercida sobre los ciudadanos. En 
estas condiciones, la democracia representativa dejó de contar la 
verdad a los ciudadanos. Sólo se la cuenta (contra su voluntad) 
cuando los ciudadanos consiguen desmontar las mentiras que dice 
sobre ellos. Ante tales circunstancias, la democracia participativa 
directa que se encontraba en la base de las protestas de 2011 fue 
una apelación dramática a decir la verdad. Decir la verdad sobre 
lo que hay no es lo mismo que decir la verdad sobre la manera de 
superar el statu quo y crear una realidad política alternativa más 
justa, democrática e inclusiva. La verdad de la política 
alternativa tiene que ser construida, y sólo puede serlo a través 
de una política popular. El populismo a menudo se utiliza en este 
contexto para deslegitimar la política popular, para insinuar que 
ella no dispone ni de las alianzas ni de los recursos institucionales 
necesarios para aplicar sus políticas. El modo más eficaz que la 
política popular viene utilizando para escapar de la trampa de 
confundir lo popular con lo populista consiste en crear 
instituciones híbridas constituidas por elementos y lógicas 
propios de la democracia representativa y de la democracia 
participativa; por ejemplo, cuando en el caso de Podemos los 
círculos ciudadanos y las asambleas asumen un papel central en 
la formulación de la política del partido y en la elección de los 
representantes que deben aplicarla. 

Los casos mencionados (España: 15M; Egipto: plaza Tahrir; 
Turquía: parque Gezi; Estados Unidos: Occupy Wall Street) son 
gritos de verdad política a los que sólo una política popular podía 
dar seguimiento. Por desgracia, a muchos se les colgó la etiqueta 
«populista» para neutralizar su resistencia a abrir la puerta a 
políticas autoritarias de contención o neutralización. Sin 
embargo, los procesos históricos nunca terminan al escribir sus 
obituarios. Continúan en otros lugares y en otros tiempos, en 
otras vidas, en el subsuelo de la revuelta y de la rabia con 
relación al presente injusto, cruel y repugnante. Pueden 
reaparecer cuando menos se espera, bajo otras formas, y tal vez 
con algunas lecciones aprendidas del pasado. 


G. F. y F. B. Todos los movimientos revolucionarios tuvieron, 
en la imagen del pueblo reunido en asamblea, una imagen 
utópica. Tanto en las primaveras árabes como en los movimientos 
que ocuparon las plazas esta imagen de recuperación del espacio 
público se convirtió en central. ¿Estos movimientos 
«multitudinarios» fueron sólo un accidente de la historia, señales 
de que nuevas condiciones revolucionarias son ahora posibles? 

B. S. S. Nada en la historia es accidental, del mismo modo que 
nada es necesario. Cada época crea un horizonte de posibilidades 
y, dentro de él, diferentes resultados son realizables, dependiendo 
del contexto y de las condiciones concretas. Como es obvio, cada 
horizonte de posibilidades crea su propio horizonte 
(inmensamente más amplio) de imposibilidades. No resulta fácil 
definir el horizonte de posibilidades de nuestra época. Tendemos a 
definirlo en función de la experiencia europea, cuando en realidad 
la que consideramos «nuestra» época incluye otras regiones del 
mundo con características muy diferentes de las que atribuimos a 
nuestra época a partir de Europa. La época de Kant o de Hegel, o 
incluso la época de Foucault, Habermas o Agamben, sólo 
caracteriza «nuestra» época para los europeos, no nuestra época 
de los pueblos del Sur global. Estos tienen, ciertamente, otras 
referencias que consideran paradigmáticas de su tiempo, es decir, 
de nuestro tiempo visto desde su experiencia. Si aceptamos la 
hipótesis del pluriverso, resulta imposible dar un contenido 
significativo a una época contemporánea en particular. La 
contemporaneidad es el momento en que una determinada 
memoria colectiva de opresión se transmuta en anticipación 
colectiva de una alternativa posible. Es probable que haya varias 
épocas contemporáneas existiendo simultáneamente, cada una de 
ellas contemporánea con relación a una memorla/anticipación 
específica. Lo que hoy las une a todas es el hecho de haber sido 
históricamente constituidas por diferentes articulaciones entre 
capitalismo, colonialismo y patriarcado, tres modos de 
dominación que siempre se sirvieron de la religión y la 
antirreligión para regular las relaciones entre ellos. En vista de 
esto, en el caso de acontecimientos que ocurren de forma 


simultánea, las explicaciones que sirven para explicar la 
simultaneidad no son las mismas que pueden explicar la 
contemporaneidad específica de cada acontecimiento. Es por este 
motivo que, por ejemplo, el papel de las mujeres en los 
movimientos de Túnez y Egipto tiene un significado diferente del 
que tuvo en otros contextos de protesta. La simultaneidad de los 
movimientos referidos tiene mucho que ver con la rápida 
propagación de la idea de que la injusticia institucionalizada no 
permite la esperanza de una vida mejor a las mayorías oprimidas. 
Esta rápida propagación ya se produjo antes, por ejemplo en la 
Europa de 1848, a pesar de no existir entonces internet ni redes 
sociales. 

G. F. y F. B. La nueva situación política en Portugal genera 
expectativas interesantes por la relación del país con las 
instituciones europeas y por la calidad misma de la democracia en 
el interior. Sabemos que las elecciones nacionales se ven en 
Europa como una cortina humo: ¿las elecciones aún pueden ser 
útiles para la transformación de la sociedad? 

B. $. S. El gobierno de izquierda recientemente formado en 
Portugal tras las elecciones del pasado 4 de octubre de 
2015muestra que la democracia representativa, en el actual 
contexto histórico europeo, puede ser una forma de resistencia a 
la pulsión autoritaria, burocrática y antidemocrática que domina 
las instituciones europeas y los alrededor de 10.000 grupos de 
presión que las cercan. Es decir, el déficit democrático a escala 
europea es tal que las democracias nacionales, a pesar de todas 
las limitaciones que poseen, se «redemocratizan» por contraste. 
Comparada con el totalitarismo que emana gota a gota de las 
instituciones europeas (hoy, el control del déficit; mañana, el 
presupuesto: después, la ejecución presupuestaria; a 
continuación, las privatizaciones; más adelante, la confiscación de 
fondos públicos para entregar a los bancos privados o la 
alteración del rating del crédito, etc.), la democracia 
representativa portuguesa, que, como cualquier otra, es de baja 
intensidad, surge momentáneamente como una democracia de 
alta intensidad. La resignificación es aún más profunda y alcanza 


de lleno la propia forma democrática. La perspectiva prismática, 
provocada por las diferentes escalas de la política europea, hace 
que la democracia portuguesa, siendo representativa a escala 
nacional, surja momentáneamente como participativa si se la 
enfoca a escala europea. Esta ilusión de óptica política produce 
efectos reales en los procesos políticos, y es por esta razón que la 
democracia representativa nacional, al asumir una dimensión de 
resistencia, es puesta inmediatamente en cuarentena y sometida 
al golpismo de las instituciones europeas con el fin de 
neutralizarla. Ocurrió de manera grotesca en Grecia y es de 
prever que vuelva a suceder. Pero, como siempre, las lógicas de 
dominación no pueden escapar del campo de contradicciones que 
ellas mismas crean, por lo que sus designios son relativamente 
indeterminados. Los partidos de izquierda de Europa han 
aprendido mucho en los últimos cinco años, y a veces el 
aprendizaje ha sido muy doloroso. Una vez más me viene a la 
mente el caso griego. La violencia con la que se neutralizó la 
experiencia griega se atribuyó a la necesidad de producir una 
vacuna contra cualquier resistencia de izquierda al consenso 
represivo, neoliberal, de Bruselas. No funcionó con la eficacia 
prevista y ahí está el caso portugués para demostrarlo. Habiendo 
aprendido de la experiencia griega, la resistencia portuguesa es 
más moderada y evita la confrontación ideológica con la 
expectativa de obtener concesiones pragmáticas. Es el segundo 
intento de salvar lo que queda del Estado social de derecho, en el 
sur de Europa. ¿Tendrá más éxito que el intento griego? No se 
sabe. De momento, está siendo tratado con la misma 
hermenéutica de la sospecha con la que se trató a la resistencia 
griega. Esta hermenéutica funciona más eficazmente cuantos más 
sean los medios de que disponen los aliados internos del 
totalitarismo europeo dosificado gota a gota para consolidar la 
hegemonía neoliberal. Entre ellos cabe destacar los medios de 
comunicación. Y estos son eficaces en Portugal, hasta el punto de 
que una persona de izquierda, a pesar de vivir en un país 
gobernado por la izquierda, no puede hoy día leer periódicos o ver 
la televisión sin sufrir un ataque de nervios. Comienza a 


diseñarse la idea de que, no habiendo funcionado la vacuna 
griega, se está experimentando la vacuna portuguesa. Esta 
vacuna es para aplicar a corto plazo en España y a medio en 
Italia. Ambos países, por el peso que sus economías tienen en la 
Unión Europea, son los que verdaderamente amenazan a los 
dueños del poder instalado en Bruselas. Si la vacuna no funciona 
(y, por lo menos en España, todo lleva a pensar que no 
funcionará), podremos comenzar a repensar democráticamente 
Europa a partir de las articulaciones posibles entre los distintos 
países del sur del continente. Si esta posibilidad se concreta, 
demostrará cuán importante fue que Syriza se mantuviera en el 
poder a pesar de la humillante rendición a la que fue sometido. 


Parte IV 
Reinventar las izquierdas 


Capítulo XII 


¿Por qué Cuba se ha vuelto un 
problema difícil para la izquierda? 


Esta pregunta, ¿por qué Cuba se ha vuelto un problema difícil 
para la izquierda?, puede parecer extraña, y muchos pensarán 
que la formulación inversa acaso tuviera más sentido: ¿por qué la 
izquierda se ha vuelto un problema dificil para Cuba? De hecho, 
el lugar de la Revolución cubana en el pensamiento y en la 
práctica de izquierda a lo largo del siglo xx es ineludible. Y lo es 
más en tanto el enfoque incida menos en la sociedad cubana en sí 
misma y más en la contribución de Cuba a las relaciones entre los 
pueblos, tantas fueron las demostraciones de solidaridad 
internacionalista dadas por la Revolución cubana en los últimos 
cincuenta años. Europa y América del Norte podrían ser lo que 
son al margen de la Revolución cubana, pero no se puede afirmar 
lo mismo de América Latina, África y Asia, o sea, de las regiones 
del planeta donde vive cerca del 85 por 100 de la población 
mundial. La solidaridad internacionalista protagonizada por 
Cuba se extendió a lo largo de cinco décadas por los más diversos 
ámbitos: político, militar, social y humanitario. 


¿Qué es «izquierda» y qué es «problema difícil»? 


A pesar de todo, pienso que la pregunta que trato de responder 
en este texto tiene sentido. Pero, antes de intentar una respuesta, 
se necesitan varias precisiones. En primer lugar, la pregunta 
puede sugerir que fue sólo Cuba la que evolucionó y se volvió 
problemática a lo largo de los últimos cincuenta años y que, por el 
contrario, la izquierda que la interpela hoy es la misma de hace 


cincuenta años. Nada sería tan falso. Tanto Cuba como la 
izquierda se desarrollaron mucho en este medio siglo y son los 
desencuentros de sus respectivos desarrollos los que crean el 
«problema difícil». Si es verdad que Cuba trató activamente de 
cambiar el escenario internacional con objeto de hacer más justas 
las relaciones entre los pueblos, también es cierto que los hostiles 
condicionamientos externos en que la Revolución cubana fue 
forzada a desarrollarse impidieron que el potencial de renovación 
de la izquierda que la Revolución ostentaba en 1959 se realizara 
plenamente. Tal hecho hizo que la izquierda mundial no se 
renovara, en los últimos cincuenta años, sobre el legado de la 
Revolución cubana, sino a partir de otros referentes. La 
solidaridad internacional cubana pudo mantener una vitalidad 
muy superior a la solución interna cubana. 

En segundo lugar, debo precisar lo que entiendo por 
«izquierda» y por «problema dificil». Izquierda significa el 
conjunto de teorías y prácticas transformadoras que, a lo largo de 
los últimos ciento cincuenta años, resistieron a la expansión del 
capitalismo y al tipo de relaciones económicas, sociales, políticas y 
culturales que genera, y que se hicieron con la convicción de la 
posibilidad de un futuro poscapitalista, de una sociedad 
alternativa, más justa, por estar orientada a la satisfacción de las 
necesidades reales de los pueblos, y más libre, por estar centrada 
en la realización de las condiciones del efectivo ejercicio de la 
libertad. A esa sociedad alternativa generalmente se la llamó 
socialismo. Sostengo que para esta izquierda, cuya teoría y cuya 
práctica evolucionaron mucho en los últimos cincuenta años, 
Cuba es hoy un «problema difícil». Para la izquierda que eliminó 
de su horizonte el socialismo o el poscapitalismo, Cuba no es 
siquiera un problema. Es un caso perdido. De esa otra izquierda 
no me ocupo aqui. 

Por «problema difícil entiendo el que se sitúa en una 
alternativa a dos posiciones polares respecto a las cuales se 
cuestiona: en este caso, a Cuba. Las dos posiciones descartadas 
por la idea del «problema difícil» son: Cuba es una solución sin 
problemas; Cuba es un problema sin solución. Declarar a Cuba un 


«problema difícil» para la izquierda significa aceptar tres ideas: 1) 
en las presentes condiciones internas, Cuba dejó de ser una 
solución viable de izquierda; 2) los problemas que afronta, sin ser 
insuperables, son de difícil solución; 3) si tales problemas fueran 
resueltos en los términos de un horizonte socialista, Cuba podrá 
volver a ser un motor de renovación de la izquierda. Será 
entonces una Cuba distinta, que genere un socialismo diferente 
del que fracasó en el siglo xx, y, de ese modo, contribuirá a la 
urgente renovación de la izquierda. Sin ella, la izquierda nunca 
entrará en el siglo xxi. 


La resistencia y la alternativa 


Hechas estas precisiones, el «problema difícil» se puede 
formular como sigue: todos los procesos revolucionarios modernos 
son procesos de ruptura que se basan en dos pilares: la 
resistencia y la alternativa. El equilibrio entre ellos es 
fundamental para eliminar lo viejo hasta donde sea necesario, y 
hacer florecer lo nuevo hasta donde sea posible. Debido a las 
hostiles condiciones externas en que el proceso revolucionario 
cubano se desarrolló —el embargo ilegal por parte de Estados 
Unidos, la forzada solución soviética en los años setenta y el 
drástico ajuste ocasionado por el fin de la URSS en los años 
noventa— ese equilibrio no fue posible. La resistencia terminó por 
superponerse a la alternativa. Y de tal modo, que la alternativa 
no se pudo expresar según su lógica propia (afirmación de lo 
nuevo) y, por el contrario, se sometió a la lógica de la resistencia 
(la negación de lo viejo). 

De este hecho resultó que la alternativa ha permanecido 
siempre como rehén de una norma que le era extraña. Esto es, 
nunca se transformó en una verdadera solución nueva, 
consolidada, creadora de una nueva hegemonía y, por eso, capaz 
de desarrollo endógeno según una lógica interna de renovación 
(nuevas alternativas dentro de la alternativa). En consecuencia, 
las rupturas con los pasados sucesivos de la Revolución fueron 
siempre menos endógenas que la ruptura con el pasado 


prerrevolucionario. El carácter endógeno de esta última ruptura 
pasó a justificar la ausencia de rupturas endógenas con los 
pasados más recientes, incluso cuando eran conocidamente 
problemáticos. 

Debido a este relativo desequilibrio entre resistencia y 
alternativa, la alternativa ha estado siempre a un paso de 
estancarse, y su estancamiento ha sido siempre disfrazado por la 
continua y noble vitalidad de la resistencia. Este predominio de la 
resistencia acabó por atribuirle un «exceso de diagnóstico»: la 
necesidad de la resistencia podía invocarse para diagnosticar la 
imposibilidad de la alternativa. Aun si es errada, en los hechos tal 
invocación siempre ha sido creíble. 


El carisma revolucionario y el sistema reformista 


El segundo vector del «problema dificil» concierne al modo 
especificamente cubano como se desarrolló la tensión entre 
revolución y reforma. En cualquier proceso revolucionario, el 
primer acto de los revolucionarios después del éxito de la 
revolución es evitar que haya otras revoluciones. Con ese acto 
comienza el reformismo dentro de la revolución. Reside aquí la 
gran complicidad —tan invisible como decisiva— entre revolución y 
reformismo. En el mejor de los casos, esa complementariedad se 
logra por una dualidad —siempre más aparente que real- entre el 
carisma del líder, que mantiene viva la permanencia de la 
revolución, y el sistema político revolucionario, que va 
asegurando la reproducción del reformismo. El líder carismático 
ve el sistema como un confinamiento que limita su impulso 
revolucionario, y lo presiona hacia el cambio, mientras que el 
sistema ve al líder como un fermento de caos que hace 
provisionales todas las verdades burocráticas. Esta dualidad 
creativa fue durante algunos años uno de los rasgos distintivos de 
la Revolución cubana. 

Sin embargo, con el tiempo, la complementariedad virtuosa 
tiende a transformarse en bloqueo recíproco. Para el líder 
carismático, el sistema, que comienza por ser una limitación que 


le es exterior, con el tiempo se convierte en su segunda 
naturaleza. Se hace así dificil distinguir entre las limitaciones 
creadas por el sistema y las limitaciones del propio líder. El 
sistema, a su vez, conociendo que el éxito del reformismo 
terminará por erosionar el carisma del líder, se autolimita para 
prevenir que tal cosa ocurra. La complementariedad se 
transforma en un juego de autolimitaciones recíprocas. El riesgo 
es que, en vez de desarrollo complementario, ocurran 
estancamientos paralelos. 

La relación entre carisma y sistema es, pues, muy sensible a 
veces, particularmente en momentos de transición[1]. El carisma, 
en sí mismo, no admite transiciones. Ningún líder carismático 
tiene un sucesor carismático. La transición sólo puede ocurrir en 
la medida en que el sistema reemplaza al carisma. Pero, para que 
tal cosa suceda, es necesario que el sistema sea suficientemente 
reformista para lidiar con fuentes de caos muy diferentes de las 
que emergían del líder. La situación es dilemática, siempre y 
cuando la fuerza del líder carismático tenga objetivamente 
bloqueado el potencial reformista del sistema. 

Este vector del «problema difícib puede resumirse así: el 
futuro socialista de Cuba depende de la fuerza reformista del 
sistema revolucionario; no obstante, esta es una incógnita para 
un sistema que siempre hizo depender su fuerza del líder 
carismático. Este vector de la dificultad del problema explica el 
discurso de Fidel en la Universidad de La Habana el 17 de 
noviembre de 2005121. 

Las dos vertientes del «problema dificil» —desequilibrio entre 
resistencia y alternativa, y entre carisma y sistema— están 
íntimamente relacionadas. La prevalencia de la resistencia sobre 
la alternativa fue simultáneamente el producto y el productor de 
la del carisma sobre el sistema. 


¿Qué hacer? 


La discusión precedente muestra que Cuba es un «problema 
difícil» para aquella izquierda que, sin abandonar el horizonte del 


poscapitalismo o socialismo, evolucionó mucho en los últimos 
cincuenta años. De las líneas principales de esa evolución el 
pueblo cubano podría extraer propuestas para la solución del 
problema a pesar de la dificultad de este. O sea, la Revolución 
cubana, que tanto contribuyó a la renovación de la izquierda, 
sobre todo en la primera década, podrá ahora beneficiarse 
también de la renovación de la izquierda que ocurrió desde 
entonces. Al hacerlo, volverá dialécticamente a asumir un papel 
activo en la renovación de la izquierda. Resolver el «problema 
difícil» implicaría, pues, concretar con éxito el siguiente 
movimiento dialéctico: renovar a Cuba renovando la izquierda; 
renovar la izquierda renovando a Cuba. 


Principales pasos de renovación de la izquierda socialista en 
los últimos cincuenta años 


1. En los últimos cincuenta años se ha ensanchado la brecha 
entre teoría de izquierda y práctica de izquierda, con 
consecuencias muy especificas para el marxismo. En tanto la 
teoría de izquierda crítica se desarrolló principalmente, a partir 
de mediados del siglo xix, en cinco países del Norte global 
(Alemania, Inglaterra, Italia, Francia y Estados Unidos), y 
teniendo en cuenta particularmente las realidades de las 
sociedades de los países capitalistas desarrollados, las prácticas 
de izquierda más creativas ocurrieron en el Sur global y fueron 
protagonizadas por clases o grupos sociales «invisibles» o 
seminvisibles para la teoría crítica y hasta para el marxismo, 
tales como pueblos colonizados, pueblos indígenas, campesinos, 
mujeres, afrodescendientes, etc.13]. Se creó así una brecha entre 
teoría y práctica que domina nuestra condición teórico-política de 
hoy: una teoría semiciega que corre paralela a una práctica 
seminvisiblel4]. Una teoría semiciega no sabe dirigir, y una 
práctica seminvisible no sabe valorizarse. 

A medida que la teoría fue perdiendo en la práctica su papel 
de vanguardia —ya que mucho de lo que iba ocurriendo se le 
escapaba del todo-15], paulatinamente fue abandonando el 


estatus de teoría de vanguardia y ganando un estatus 
completamente nuevo e inconcebible en la tradición nortecéntrica 
de la izquierda: el estatus de una teoría de retaguardia. En el 
sentido que yo le atribuyo, la teoría de retaguardia significa dos 
cosas. Por un lado, es una teoría que no ofrece una guía a partir 
de la deducción de principios generales, es decir, de leyes 
generales porque se rige supuestamente por la totalidad histórica, 
sino a partir de un examen constante, crítico y abierto de las 
prácticas de transformación social. Así, la teoría de retaguardia 
se deja sorprender por prácticas cambiantes progresivas, las 
acompaña, las analiza, intenta enriquecerse con ellas y busca en 
ellas los criterios para profundizar y expandir las luchas sociales 
más progresistas. Por otro, una teoría de retaguardia mira en 
esas prácticas transformadoras tanto los procesos y actores 
colectivos más avanzados como los más retrasados, los más 
tímidos y al borde del desistimiento. Como diría el 
subcomandante Marcos, es una teoría que camina con los que van 
más despacio. Es una teoría que concibe el avance y el retraso, los 
de adelante y los de atrás, como parte de un proceso dialéctico de 
tipo nuevo que no supone la idea de totalidad sino la idea de 
diferentes procesos de totalización, siempre inacabados y siempre 
en competencia. Siguiendo la lección de Gramsci, este es el 
camino para crear una contrahegemonía socialista o, como en el 
caso cubano, para mantener y reforzar una hegemonía socialista. 
Para limitarme a un ejemplo, los grandes invisibles u 
olvidados de la teoría crítica moderna, los pueblos indigenas de 
América Latina —visibles a lo sumo como campesinos—, han sido 
uno de los grandes protagonistas de las luchas progresistas de las 
últimas décadas en el continente. Desde la perspectiva de la 
teoría convencional de vanguardia, toda esta innovación política y 
social parecería de interés marginal, cuando no irrelevante. Y, 
como resultado, fallaría en aprender con las luchas de los pueblos 
indígenas, con sus nociones de economía y de bienestar (el Sumak 
Kawsay de los quechuas o suma qamaña de los aymaras, es decir, 
el «buen vivir»), hoy consignadas en las constituciones de Ecuador 
y de Bolivia, con sus concepciones de formas múltiples de 


gobierno y de democracia, a las que ya nos hemos referido en 
diversas ocasiones a lo largo de este libro. El fracaso en aprender 
de los nuevos agentes de cambio acaba dando lugar a la 
irrelevancia de la propia teoría. 

2. El final de la teoría de vanguardia marca el final de toda 
forma de organización política asentada en ella, en particular el 
partido de vanguardia. Los partidos que fueron moldeados por la 
idea de la teoría de vanguardia no son hoy partidos ni de 
vanguardia ni de retaguardia (como la definí arriba). Son de 
hecho partidos burocráticos que, cuando están en la oposición, 
resisten fuertemente al statu quo, pero no tienen alternativa, y 
que, cuando están en el poder, resisten fuertemente al 
surgimiento de alternativas. Como reemplazo del partido de 
vanguardia habría que crear uno o más partidos de retaguardia 
que acompañen el fermento de activismo social que se genera 
cuando los resultados de la participación popular democrática se 
hacen transparentes hasta para los que todavía no participan y 
que, de esta manera, son atraídos a participar. 

3. La otra gran innovación de los últimos cincuenta años fue el 
modo como la izquierda y el movimiento popular se apropiaron de 
las concepciones hegemónicas (liberales, capitalistas) de 
democracia y las transformaron en concepciones 
contrahegemónicas, participativas, deliberativas, comunitarias, 
radicales. Podemos resumir esta innovación afirmando que la 
izquierda decidió finalmente tomar la democracia en serio (lo que 
la burguesía nunca hizo, como bien señaló Marx). Tomar la 
democracia en serio significa no sólamente llevarla mucho más 
allá de las fronteras de la democracia liberal, sino también crear 
un concepto de democracia de nuevo tipo: la democracia como 
todo el proceso de transformación de relaciones de poder desigual 
en relaciones de autoridad compartida. Aun cuando no se asiente 
en el fraude, en el papel decisivo del dinero en las campañas 
electorales o en la manipulación de la opinión pública a través del 
control de los medios de comunicación, la democracia liberal es de 
baja intensidad, toda vez que se limita a crear una isla de 
relaciones democráticas en un archipiélago de despotismos 


(económicos, sociales, raciales, sexuales, religiosos) que controlan 
efectivamente la vida de los ciudadanos y de las comunidades. La 
democracia tiene que existir mucho más allá del sistema político, 
en el sistema económico, en las relaciones familiares, raciales, 
sexuales, regionales, religiosas, y en las relaciones de vecindad y 
comunitarias. Como ya hemos dicho, socialismo es democracia sin 
fin. 

De aquí la conclusión de que la igualdad tiene muchas 
dimensiones y sólo puede realizarse con plenitud si se percibe 
también el reconocimiento de las diferencias; es decir, si 
transformamos las diferencias desiguales (que crean jerarquías 
sociales) en diferencias iguales (que promueven la diversidad 
social como vía para eliminar las jerarquías). 

4. En las sociedades capitalistas son muchos los sistemas de 
relaciones desiguales de poder (de opresión, dominación, 
explotación, racismo, sexismo, homofobia, xenofobia, machismo). 
Democratizar significa transformar relaciones desiguales de 
poder en relaciones de autoridad compartida. En tanto las 
relaciones desiguales de poder actúan siempre en redes, 
raramente un ciudadano, clase o grupo es víctima de una de ellas 
por separado. Del mismo modo, la lucha contra ellas tiene que 
darse en redes, o sea, sobre la base de amplias alianzas donde no 
es posible identificar un sujeto histórico privilegiado, homogéneo, 
definido a priori en términos de clase social. El pluralismo político 
y organizativo se convierte así en un imperativo dentro de los 
límites constitucionales sancionados democráticamente por el 
pueblo soberano. En la sociedad cubana las relaciones desiguales 
de poder son diferentes de las que existen en las sociedades 
capitalistas, pero existen aunque que sean menos intensas, son 
igualmente múltiples e igualmente actúan en redes. La lucha 
contra ellas, al margen de las necesarias adaptaciones, tendría 
igualmente que guiarse por el pluralismo social, político y 
organizativo. 

5. Las nuevas concepciones de democracia y de diversidad 
social, cultural y política, en tanto pilares de la construcción de 
un socialismo viable y autosostenible, exigen que se repiense 


radicalmente la centralidad monolítica del Estado, así como la 
supuestamente homogénea sociedad civill61. 


Posibles puntos de partida para una discusión con el único 
objetivo de contribuir a un futuro socialista viable en Cuba 


1. Cuba es tal vez el único pais del mundo donde los 
condicionamientos externos no son una coartada para la 
incompetencia o la corrupción de los líderes. Son un hecho cruel y 
decisivo. Esto no implica que no haya espacio de maniobra, el cual 
puede aumentar ante la crisis del neoliberalismo y los cambios 
geoestratégicos previsibles a corto plazo. Tal capital no puede 
dispersarse a través del rechazo a examinar alternativas, por más 
que se disfrace con reclamos excesivos a la resistencia. A partir de 
ahora, no se puede correr el riesgo de dejar que la resistencia 
domine a la alternativa. Si sucediera tal cosa, la resistencia 
terminaría por agotarse. 

2. El régimen cubano llevó a su límite la tensión posible entre 
legitimación ideológica y condiciones materiales de vida. De aquí 
en adelante, los cambios que cuentan deben ser los que 
transformen las condiciones materiales de vida de la abrumadora 
mayoría de la población. A partir de aquí, la democracia de 
ratificación, si se mantiene, sería para ratificar lo ideológico sólo 
en la medida en que tenga un sentido material. En caso contrario, 
la ratificación, en lugar de consentimiento, llegaría a significar 
resignación. 

3. La temporalidad a largo plazo del cambio civilizatorio 
estaría por algún tiempo subordinada a la temporalidad 
inmediata de las soluciones de urgencia. 

4. Una sociedad capitalista no lo es porque todas las relaciones 
económicas y sociales sean capitalistas, sino porque estas 
determinan el funcionamiento de todas las otras relaciones 
económicas y sociales existentes en la sociedad. Inversamente, 
una sociedad socialista no es socialista porque todas las 
relaciones sociales y económicas sean socialistas, sino porque 
estas determinan el funcionamiento de todas las otras relaciones 


existentes en la sociedad. En este momento, en Cuba hay una 
situación sul generis: de una parte, un socialismo formalmente 
monolítico que no alimenta la emergencia de relaciones no 
capitalistas de nuevo tipo ni puede determinar creativamente las 
relaciones capitalistas, aunque tiene que convivir a disgusto con 
ellas, incluidas las franjas de corrupción (como denunció 
oportunamente Fidel); de otra, una forma de capitalismo que, 
salvaje y clandestino, o semiclandestino, se hace muy difícil de 
controlar. En esta situación, no hay motivación para el desarrollo 
de otras relaciones económicas y sociales de tipo cooperativo y 
comunitario, de las cuales habría mucho que esperar. Al respecto, 
sería muy útil para el pueblo cubano estudiar y evaluar con 
mucha atención los sistemas económicos consignados en la 
Constitución de Venezuela y en las constituciones de Ecuador y de 
Bolivia recientemente aprobadas, y las respectivas experiencias 
de transformación; no para copiar soluciones, sino para apreciar 
los caminos de la creatividad de la izquierda latinoamericana en 
las últimas décadas. La importancia de este aprendizaje está 
implícita en el reconocimiento de errores pasados, hecho de 
manera contundente por Fidel en el discurso en la Universidad de 
La Habana ya referido: «Una conclusión que he sacado al cabo de 
muchos años: entre los muchos errores que hemos cometido todos, 
el más importante error era creer que alguien sabía de socialismo, 
o que alguien sabía de cómo se construye el socialismo». 

5. Desde el punto de vista del ciudadano, la diferencia entre 
un socialismo ineficaz y un capitalismo injusto puede ser menor 
de lo que parece. Una relación de dominación (basada en un poder 
político desigual) puede tener en la vida cotidiana de las personas 
consecuencias extrañamente semejantes a las de una relación de 
explotación (basada en la extracción de la plusvalía). 


Un vasto y apasionante campo de experimentación social y 
política a partir del cual Cuba puede volver a contribuir a la 
renovación de la izquierda mundial 


1. Democratizar la democracia. He argumentado contra los 
teóricos liberales —que sostienen que la democracia es la condición 
de todo lo demás— que, para que la democracia sea aplicada 
genuinamente, existen condiciones. Me atrevo a decir que Cuba 
puede ser la excepción de mi regla: creo que en Cuba la 
democracia radical, contrahegemónica, no liberal, es la condición 
de todo el resto. ¿Por qué? La crisis de la democracia liberal es 
hoy más evidente que nunca. Es cada vez más evidente que la 
democracia liberal no garantiza las condiciones para su 
supervivencia frente a los múltiples «fascismos sociales», como 
llamo a la conversión de las extremas desigualdades económicas 
en desigualdades políticas, no directamente producidas por el 
sistema político del Estado capitalista pero con la complicidad de 
él. Por ejemplo, cuando se privatiza el agua, la empresa 
propietaria pasa a tener un derecho de veto sobre la vida de las 
personas (si no pagan la cuenta, no tienen agua). Esto es mucho 
más que un poder económico o de mercado. Á pesar de evidente, 
esta crisis tiene dificultad en abrir espacio para la emergencia de 
nuevos conceptos de política y de democracia. Esta dificultad 
tiene dos causas: por un lado, el dominio de las relaciones 
capitalistas cuya reproducción exige hoy la coexistencia entre la 
democracia de baja intensidad y los fascismos sociales; por otro, la 
hegemonía de la democracia liberal en el imaginario social, 
muchas veces a través del recurso a supuestas tradiciones o 
memorias históricas que legitiman la democracia liberal. En Cuba 
ninguna de las dos dificultades está presente. Ni las relaciones 
capitalistas dominan ni hay una tradición liberal mínimamente 
creíble. De ahí la posibilidad de asumir la democracia radical 
como punto de partida sin tener que cargar con todo lo que está 
superado en la experiencia dominante de la democracia en los 
últimos cincuenta años. 

2. De la vanguardia a la retaguardia. Para que tal cosa ocurra, 
que lo democrático no quede en un inventario de logros y 
argumentaciones retóricas sino que alcance a consumarse en 
sistema, un importante paso debería ser la conversión del partido 
de vanguardia en partido de retaguardia. Un partido que sea 


menos de dirección y más de facilitación; un partido que 
promueva la discusión de preguntas fuertes, para que en la 
cotidianidad de las prácticas sociales los ciudadanos y las 
comunidades estén mejor capacitados para distinguir entre 
respuestas fuertes y respuestas débiles. Un partido que acepte 
con naturalidad la existencia de otras formas de organizaciones 
de intereses, con las cuales busca tener una relación de 
hegemonía y no una relación de control. Esta transformación es la 
más compleja de todas y sólo se puede realizar en el ámbito de la 
experimentación siguiente. 

3. Constitucionalismo transformador. Las transiciones en que 
hay cambios importantes en las relaciones de poder pasan, en 
general, por procesos constituyentes. En los últimos veinte años, 
varios países en Africa y la América Latina vivieron procesos 
constituyentes. Esta historia más reciente nos permite distinguir 
dos tipos de constitucionalismo: el constitucionalismo moderno 
propiamente dicho y el constitucionalismo transformador. El 
constitucionalismo moderno, que prevaleció sin oposición hasta 
hace poco, fue un constitucionalismo construido desde arriba, por 
las elites políticas, con el objetivo de construir Estados 
institucionalmente monolíticos y sociedades civiles 
supuestamente homogéneas, lo que siempre implicó la 
superposición de una clase, una cultura, una raza, una etnia, una 
región, en detrimento de otras. Por el contrario, el 
constitucionalismo transformador parte de la iniciativa de las 
clases populares, como una forma de la lucha de clases, una lucha 
de los excluidos y sus aliados que tiene como objetivo crear 
nuevos criterios de inclusión social que pongan fin a la opresión 
clasista, racial, étnica, cultural, etcétera. 

Tal democratización social y política implica la reinvención o 
la refundación del Estado moderno. Esa reinvención oO 
refundación no puede dejar de ser experimental, y ese carácter se 
aplica a la propia Constitución. O sea, de ser posible, la nueva 
Constitución transformadora debería tener un horizonte limitado 
de validez, por ejemplo cinco años, al final de los cuales el proceso 
constituyente sería reabierto para corregir errores e introducir 


aprendizajes. Limitar el periodo de validez de la nueva 
Constitución tiene la ventaja política —preciosa en tiempos de 
transición— de no crear ganadores ni perdedores definitivos. Cuba 
tiene las condiciones ideales en este momento para renovar su 
experimentalismo constitucional. 

4. Estado experimental. Por distintos caminos, tanto la crisis 
terminal por que pasa el neoliberalismo como la experiencia 
reciente de los Estados más progresistas de América Latina 
revelan que estamos en camino de una nueva centralidad del 
Estado, una centralidad más abierta a la diversidad social 
(reconocimiento de la interculturalidad, la plurietnicidad e 
incluso la plurinacionalidad, como en el caso de Ecuador y 
Bolivia), económica (reconocimiento de diferentes tipos de 
propiedad, estatal, comunitaria o comunal, cooperativa e 
individual) y política (reconocimiento de diferentes tipos de 
democracia, representativa o liberal, participativa, deliberativa, 
refrendaria, comunitaria). De una centralidad asentada en la 
homogeneidad social a una centralidad asentada en la 
heterogeneidad social. Trátase de una centralidad regulada por el 
principio de la complejidad. La nueva centralidad opera de 
maneras distintas en áreas donde la eficacia de las soluciones 
está demostrada (en Cuba, la educación y la salud, por ejemplo, a 
pesar de la degradación de la calidad y de la equidad provocada 
por la desconexión posterior al derrumbe de los noventa), en 
áreas donde, al contrario, la ineficacia está demostrada (en Cuba, 
el crecimiento de las desigualdades o la agricultura, por ejemplo) 
y en áreas nuevas que son las más numerosas en procesos de 
transición (en Cuba, por ejemplo, remover la institucionalidad 
política y reconstruir la hegemonía socialista sobre la base de una 
democracia de alta intensidad que promueva simultáneamente la 
reducción de la desigualdad social y la expansión de la diversidad 
social, cultural y política). Para las dos últimas áreas (áreas de 
ineficacia demostrada y áreas nuevas) no hay recetas infalibles o 
soluciones definitivas. En estas áreas el principio de la 
centralidad compleja sugiere que se siga el principio de la 
experimentación democráticamente controlada. El principio de la 


experimentación debe recorrer toda la sociedad, y por eso el 
propio Estado se volvería también un Estado experimental. En 
una fase de grandes mutaciones en la función del Estado en la 
regulación social, es inevitable que la materialidad institucional 
del Estado, rígida como es, esté sujeta a grandes vibraciones que 
la hacen un campo fértil de efectos inusitados. Considérese, 
además, que esa materialidad institucional está inscrita en un 
tiempo-espacio nacional estatal que está sufriendo el impacto 
cruzado de espaciostiempo locales y globales. 

Como lo que caracteriza a las épocas de transición es que 
coexistan en ellas soluciones del viejo paradigma con soluciones 
del nuevo paradigma, y que unas y otras sean igualmente 
contradictorias entre sí, pienso que se debe hacer de la 
experimentación un principio institucional de creación siempre y 
cuando las soluciones adoptadas en el pasado se hayan revelado 
ineficaces. Al hacerse imprudente tomar, en esta fase, opciones 
institucionales irreversibles, el Estado se debe transformar en un 
campo de experimentación institucional, que permita a diferentes 
soluciones institucionales coexistir y competir durante algún 
tiempo, con carácter de experiencias-piloto, sujetas a la 
monitorización permanente de colectivos de ciudadanos con vistas 
a la evaluación comparada de los desempeños. La oferta de bienes 
públicos, sobre todo en el área social[7], puede ser hecha de varias 
formas durante un tiempo, y la opción por una de ellas —cuando 
convenga— sólo debe producirse después de que las alternativas 
hayan sido evaluadas en su eficacia y calidad democrática por los 
ciudadanos. 

Considero que esta nueva forma de un posible Estado 
democrático transicional se debe asentar en tres principios de 
experimentación política. El primero es que la experimentación 
social, económica y política exige la presencia complementaria de 
varias formas de ejercicio democrático (representativo, 
participativo, comunitario, etcétera). Ninguna de ellas por 
separado puede garantizar que la nueva institucionalidad sea 
eficazmente evaluada. Se trata de un principio difícil de respetar, 
sobre todo por la presencia complementaria de varios tipos de 


práctica democrática y por ser, ella misma, novedosa y 
experimental. En este contexto cabría recordar la frase de Hegel: 
«Quien tiene miedo del error tiene miedo de la verdad». 

El segundo principio es que el Estado sólo es genuinamente 
experimental en la medida en que las diferentes soluciones 
institucionales reciban ¡iguales condiciones para que se 
desarrollen según su lógica propia. O sea, el Estado experimental 
es democrático en la medida en que confiere igualdad de 
oportunidades a las diferentes propuestas de institucionalidad 
democrática. Sólo así es posible luchar democráticamente contra 
el dogmatismo de una solución que se presenta como la única 
eficaz o democrática. Esta experimentación institucional que 
ocurre en el interior del campo democrático no puede dejar de 
causar alguna inestabilidad e incoherencia en la acción estatal. 
Además, la fragmentación estatal que de ella eventualmente 
resulte puede generar nuevas exclusiones furtivamente. 

En estas circunstancias, el Estado experimental no sólo debe 
garantizar la igualdad de oportunidades a los diferentes proyectos 
de institucionalidad democrática, sino que también debe —y este 
sería el tercer principio de experimentación política— garantizar 
patrones mínimos de inclusión que hagan posible la ciudadanía 
activa necesaria para monitorear, acompañar y evaluar el 
desempeño de los proyectos alternativos. En los términos de la 
nueva centralidad compleja, el Estado combina la regulación 
directa de los procesos sociales con la metarregulación, o sea, la 
regulación de formas no estatales de regulación social que deben 
ser respetadas en su autonomía, siempre y cuando respeten los 
principios de inclusión y de participación consagrados en la 
Constitución. 

5. Otra producción es posible. Esta es una de las áreas más 
importantes de experimentación social, y Cuba puede asumir en 
este ámbito un liderazgo estratégico en la búsqueda de soluciones 
alternativas, sea a los modelos de desarrollo capitalista, sea a los 
modelos de desarrollo socialista del siglo xx. En los comienzos del 
siglo xxi, la tarea de pensar y luchar por alternativas económicas 
y sociales se hace particularmente urgente por dos razones 


relacionadas entre sí. En primer lugar, vivimos en una época en 
que la idea de que no hay alternativas al capitalismo obtuvo un 
nivel de aceptación que probablemente carece de precedentes en 
la historia del capitalismo mundial. En segundo lugar, la 
alternativa sistémica al capitalismo, representada por las 
economías socialistas centralizadas, se mostró inviable. El 
autoritarismo político y la inviabilidad económica de los sistemas 
centralizados quedaron dramáticamente expuestos por el colapso 
de estos a fines de los años ochenta y principios de los noventa. 

Paradójicamente, en los últimos treinta años el capitalismo 
reveló, como nunca antes, su orientación autodestructiva, del 
crecimiento absurdo de la concentración de la riqueza y de la 
exclusión social a la crisis ambiental, de la crisis financiera a la 
crisis energética, de la guerra infinita por el control del acceso a 
los recursos naturales a la crisis alimentaria. Por otro lado, el 
colapso de los sistemas de socialismo de Estado abrió el espacio 
político para la emergencia de múltiples formas de economía 
popular, de la economía solidaria a las cooperativas populares, de 
las empresas recuperadas a los asentamientos de la reforma 
agraria, del comercio justo a las formas de integración regional 
según principios de reciprocidad y de solidaridad (como el ALBA). 
Las organizaciones económicas populares son extremadamente 
diversas y, si algunas implican rupturas radicales (aunque 
locales) con el capitalismo, otras encuentran formas de 
coexistencia con él. La fragilidad general de todas estas 
alternativas reside en el hecho de que ocurren en sociedades 
capitalistas donde las relaciones de producción y de reproducción 
capitalistas determinan la lógica general del desarrollo social, 
económico y político. Por esta razón, el potencial emancipador y 
socialista de las organizaciones económicas populares termina 
siendo bloqueado. La situación privilegiada de Cuba en el ámbito 
de la experimentación económica está en el hecho de poder 
definir, a partir de principios, lógicas y objetivos no capitalistas, 
las reglas de juego en que pueden funcionar las organizaciones 
económicas capitalistas. 


Para realizar todo el fermento de transformación progresista 
contenido en el momento político que vive, Cuba va a necesitar de 
la solidaridad de todos los hombres y mujeres, de todas las 
organizaciones y movimientos de izquierda (en el sentido que se 
le atribuye en este texto) del mundo, y muy particularmente del 
mundo latinoamericano. Es este el momento para que el mundo 
de izquierda devuelva a Cuba lo mucho que debe a Cuba para ser 
lo que es. 


curso: uno se refiere al rumbo de la dinámica de cambios dentro 
de «una transición mayúscula que comenzó hace casi medio siglo», 
y_otro se refiere al peso de la subjetividad: la cuestión de la 
impronta que quedará de Fidel en el imaginario de los cubanos de 
las generaciones que lo sobrevivan, Véase «Continuidad y. 
transición: Cuba en el 2007», _Le Monde Diplomatique, edición 
colombiana, Bogotá, abril de 2007. 

[2]_En palabras lapidarias de Fidel: «Este país puede 
autodestruirse por sí mismo: esta Revolución puede destruirse, 
los que no pueden destruirla hoy_son ellos; nosotros sí, nosotros 
podemos destruirla, _y_sería culpa nuestra». En comentario a la 
intervención de Fidel, Aurelio Alonso se pregunta: «¿Qué tiene de 
extraño que la primera preocupación de Fidel gire en torno a la 


claridad tajante: «Fidel valora que la Revolución no puede 
destruirse desde fuera, _pero que puede destruirse a sí misma,_y, 
centra en la corrupción el mal que puede obrar su destrucción. Yo 
además si el derrumbe del sistema soviético fue, en esencia,_un 
efecto de corrupción, aunque la corrupción estuviera presente en 
el entramado de las deformaciones, Creo que al socialismo lo 


alternancias en los cargos de poder, Hablo de democracia,_de la 
que no hemos sido capaces de crear sobre la Tierra, aungue todos 


creamos saber de qué se trata». Véase «Una mirada rápida al 
debate sobre el futuro de Cuba», _La Jiribilla, 17 de mayo de 2006. 

[81_La creatividad teórica inicial de la Revolución cubana 
reside realmente en este hecho. Los drásticos condicionamientos 
externos a que la revolución estuvo sujeta terminaron por 
confiscar parte de esa creatividad. Por esa razón, Cuba fue 
forzada a acogerse a una concepción del marxismo que, _sin ser la 
del Norte global, _era más subsidiaria de la realidad del bloque 
soviético, también ella poco semejante a la cubana. En la III 
Conferencia Internacional «La obra de Carlos Marx y_los desafíos 


Ricardo Alarcón de Quesada afirmó: «La conversión de la política 
soviética en particular para quienes en otros lugares libraban sus 


defenderla frente a sus enconados y_ poderosos enemigos, 
condujeron a la subordinación de gran parte del movimiento 
revolucionario a la política y_los intereses de la URSS». Véase 
Nature Society_and Thought 19 (2006),_p. 20. En este contexto es 
especialmente notable y_será siempre un motivo de orgullo para 


el pueblo cubano la autonomía soberan u l decidir 
ayudar a Angola en su lucha por la independencia. El impulso 
internacionalista se sobrepuso a los intereses geoestratégicos de 
la Unión Soviética. 

[4]_En el caso del marxismo hubo mucha creatividad para 


adaptar la teoría a realidades no europeas que no habían sido 
sistemáticamente analizadas por Marx. BFn el caso 


latinoamericano basta recordar a Mariátegui. Todavía durante 
mucho tiempo las ortodoxias políticas no permitieron transformar 
esa creatividad en acción política; de hecho,_los autores más 
creativos fueron perseguidos por eso (como en el caso de 
Mariátegui, acusado de populismo y_romanticismo,_ una acusación 


distinta, como lo demuestra el hecho de que otro gran renovador 
del pensamiento marxista en Latinoamérica, Alvaro García 


Linera, sea vicepresidente de Bolivia. 


I5]_O_sea,_la supremacía de la inteligencia y_ de la audacia 
líti re la disciplina, que fue la marca de la vanguardia uardia, 
siendo convertida en su contrario: la supremacía de la 
disciplina sobre la inteligencia y la audacia como medio de ocultar 
o controlar la novedad de los procesos de transformación social no 
previstos por la teoría. 

[6]_Para una visión lúcida de la sociedad civil en Cuba, véase 
«Sociedad civil en Cuba: ¿un problema de geometría? Entrevista 
con el sociólogo cubano Aurelio Alonso», Enfoques 23 (diciembre 
de 2008), 

[7l_Por ejemplo, transportes públicos estatal es al lado de 
transportes cooperativos o de pequeños empresarios: producción 
agrícola en empresas estatales al lado de empresas cooperativas, 
comunitarias o de pequeños empresarios capitalistas. 


Capítulo XIII 


Catorce cartas a las izquierdas 


Primera carta a las izquierdas 
Ideas básicas para un recomienzo de las izquierdas 


No pongo en cuestión que exista un futuro para las izquierdas, 
pero su futuro no será una continuación lineal de su pasado. 
Definir lo que tienen en común equivale a responder la pregunta: 
¿qué es la izquierda? La izquierda es un conjunto de posiciones 
políticas que comparten el ideal de que los seres humanos tienen 
todos el mismo valor, y que son el valor más alto. Ese ideal es 
puesto en cuestión siempre que hay relaciones sociales de poder 
desigual, esto es, de dominación. En este caso, algunos individuos 
o grupos satisfacen algunas de sus necesidades transformando a 
otros individuos o grupos en medios para sus fines. El capitalismo 
no es la única fuente de dominación, pero es una fuente 
importante. 

Las diferentes comprensiones de este ideal produjeron 
diversas fracturas. Las principales fueron respuestas opuestas a 
las siguientes preguntas. ¿Puede el capitalismo ser reformado 
para mejorar la suerte de los dominados o esto sólo es posible más 
allá del capitalismo? ¿La lucha social debe ser conducida por una 
clase (la clase obrera) o por diferentes clases o grupos sociales? 
¿Debe ser conducida dentro de las instituciones democráticas o 
fuera de ellas? ¿El Estado es, en sí mismo, una relación de 
dominación o puede ser movilizado para combatir las relaciones 
de dominación? 

Las respuestas opuestas a estas preguntas estuvieron en el 
origen de violentas fracturas. En nombre de la izquierda se 


cometieron atrocidades contra la izquierda; pero, en su conjunto, 
las izquierdas dominaron el siglo xx (a pesar del nazismo, el 
fascismo y el colonialismo) y el mundo se volvió más libre e 
igualitario gracias a ellas. Este siglo corto de las izquierdas 
terminó con la caída del Muro de Berlín. Los últimos treinta años 
estuvieron marcados, por un lado, por una gestión de ruinas y de 
inercias y, por otro, por la emergencia de nuevas luchas contra la 
dominación, con otros actores y otros lenguajes que las izquierdas 
no pudieron entender. 

Mientras tanto, liberado de las izquierdas, el capitalismo 
volvió a mostrar su vocación antisocial. Ahora vuelve a ser 
urgente reconstruir las izquierdas para evitar la barbarie. ¿Cómo 
recomenzar? Con la aceptación de las siguientes ideas. 

Primero, el mundo se diversificó y la diversidad se instaló en 
el interior de cada país. La comprensión del mundo es mucho más 
amplia que la comprensión occidental del mundo; no hay 
internacionalismo sin interculturalismo. 

Segundo, el capitalismo concibe la democracia como un 
instrumento de acumulación; si es preciso, la reduce a la 
irrelevancia y, si encuentra otro instrumento más eficiente, 
prescinde de ella (el caso de China). La defensa de la democracia 
de alta intensidad debe ser la gran bandera de las izquierdas. 

Tercero, el capitalismo es amoral y no entiende el concepto de 
dignidad humana; defender esta dignidad es una lucha contra el 
capitalismo y nunca con el capitalismo (en el capitalismo, incluso 
las limosnas sólo existen como relaciones públicas). 

Cuarto, la experiencia del mundo muestra que hay inmensas 
realidades no capitalistas, guiadas por la reciprocidad y el 
cooperativismo, a la espera de ser valoradas como el futuro dentro 
del presente. 

Quinto, el siglo pasado reveló que la relación de los humanos 
con la naturaleza es una relación de dominación contra la cual 
hay que luchar; el crecimiento económico no es infinito. 

Sexto, la propiedad privada sólo es un bien social si es una 
entre varias formas de propiedad y si todas están protegidas; hay 
bienes comunes de la humanidad (como el agua y el aire). 


Séptimo, el siglo corto de las izquierdas fue suficiente para 
crear un espíritu igualitario entre los seres humanos que 
sobresale en todas las encuestas; éste es un patrimonio de las 
izquierdas que ellas han estado dilapidando. 

Octavo, el capitalismo precisa otras formas de dominación 
para florecer, del racismo al sexismo y la guerra, y todas deben 
ser combatidas. 

Noveno, el Estado es un animal extraño, mitad ángel y mitad 
monstruo, pero, sin él, muchos otros monstruos andarían sueltos, 
insaciables, a la caza de ángeles indefensos. Mejor Estado, 
siempre; menos Estado, nunca. 

Con estas ideas, las izquierdas seguirán siendo varias, aunque 
ya no es probable que se maten unas a otras y es posible que se 
unan para detener la barbarie que se aproxima. 


Segunda carta a las izquierdas 
Ante el neoliberalismo 


La democracia política presupone la existencia del Estado. Los 
problemas que se viven hoy en Europa al comienzo de la segunda 
década del siglo xxi muestran dramáticamente que no hay 
democracia europea porque no hay Estado europeo. Y porque 
muchas prerrogativas soberanas fueron transferidas a 
instituciones europeas, las democracias nacionales hoy son menos 
sólidas porque los Estados nacionales son postsoberanos. Los 
déficits de las democracias nacionales y el déficit democrático de 
Europa se retroalimentan y se agravan porque, mientras tanto, 
las instituciones europeas decidieron transferir a los mercados 
financieros les decir, a media docena de grandes inversores, al 
frente de los que está el Deutsche Bank) parte de las 
prerrogativas transferidas a ellas por los Estados nacionales. 

Al ciudadano común hoy le será fácil concluir 
(lamentablemente sólo hoy) que fue una trama bien urdida con 
objeto de incapacitar a los Estados europeos para desempeñar 
tanto sus funciones de protección de la ciudadanía contra riesgos 


colectivos como de promoción del bienestar social. Esta trama 
neoliberal ha sido urdida en todo el mundo, y Europa sólo tuvo el 
privilegio de ser «tramada» a la europea. Veamos cómo sucedió. 

Está en curso un proceso global de desorganización del Estado 
democrático. La organización de este tipo de Estado se basa en 
tres funciones: la función de confianza, por medio de la cual el 
Estado protege a los ciudadanos contra fuerzas extranjeras, 
crímenes y riesgos colectivos; la función de legitimidad, a través 
de la cual el Estado garantiza la promoción del bienestar, y la 
función de acumulación, con la cual el Estado garantiza la 
reproducción del capital a cambio de recursos (tributación, control 
de sectores estratégicos) que le permitan desempeñar las otras 
dos funciones. 

Los neoliberales pretenden  desorganizar el Estado 
democrático a través de la inculcación en la opinión pública de la 
supuesta necesidad de varias transiciones. 

Primera transición: de la responsabilidad colectiva a la 
responsabilidad individual. Según los neoliberales, las 
expectativas vitales de los ciudadanos derivan de lo que ellos 
hacen por sí mismos y no de lo que la sociedad puede hacer por 
ellos. En la vida tiene éxito quien toma buenas decisiones o tiene 
suerte, y fracasa quien toma malas decisiones o tiene poca suerte. 
Las condiciones diferenciadas de nacimiento o de país no deben 
ser significativamente alteradas por el Estado. 

Segunda transición: de la acción del Estado basada en la 
tributación a la acción del Estado basada en el crédito. La lógica 
distributiva de la tributación le permite al Estado expandirse a 
costa de las ganancias más altas, lo que, según los neoliberales, es 
injusto, mientras que la lógica distributiva del crédito obliga al 
Estado a restringirse y a pagar todo a sus acreedores. Esta 
transición garantiza la asfixia financiera del Estado, la única 
medida eficaz contra las políticas sociales. 

Tercera transición: del reconocimiento de la existencia de 
bienes públicos (educación, salud) e intereses estratégicos (agua, 
telecomunicaciones, correos) que deben ser cuidados por el Estado 
a la idea de que cada intervención del Estado en un área 


potencialmente rentable es una limitación ilegítima de las 
oportunidades para el lucro privado. 

Cuarta transición: del principio de la primacía del Estado al 
principio de la primacia de la sociedad civil y del mercado. El 
Estado es siempre ineficiente y autoritario. La fuerza coercitiva 
del Estado es hostil al consenso y a la coordinación de los 
intereses, limita la libertad de los empresarios, que son quienes 
crean riqueza (a los trabajadores no se los menciona). La lógica 
imperativa de gobierno debe ser sustituida en la medida de lo 
posible por la lógica cooperativa de gobierno entre intereses 
sectoriales, entre ellos el Estado. 

Quinta transición: de los derechos sociales a la filantropía y a 
las ayudas en situaciones extremas de pobreza o incapacidad. El 
Estado social exageró la solidaridad entre ciudadanos y 
transformó la desigualdad social en un mal cuando, de hecho, es 
un bien. Entre quien da limosna y quien la recibe no hay igualdad 
posible, uno es sujeto de la caridad y el otro es objeto de ella. 

Ante este perturbador recetario neoliberal, es difícil imaginar 
que las diferentes izquierdas no estén de acuerdo sobre el 
principio «Mejor Estado, siempre; menos Estado, nunca», y que de 
eso no saquen conclusiones. 


Tercera carta a las izquierdas 
La urgencia de izquierdas reflexivas 


Cuando están en el poder, las izquierdas no tienen tiempo 
para reflexionar sobre las transformaciones que se producen en 
las sociedades, y, cuando lo hacen, es siempre como reacción a un 
suceso que perturba el ejercicio del poder. La respuesta es 
siempre defensiva. Cuando no están en el poder, las izquierdas se 
dividen internamente para definir quién será el lider en las 
próximas elecciones, y las reflexiones y las evaluaciones quedan 
ligadas a ese objetivo. 

Esta indisponibilidad para la reflexión siempre fue perniciosa, 
ahora es suicida. Por dos razones. La derecha tiene a su 


disposición a todos los intelectuales orgánicos del capital 
financiero, las asociaciones empresariales, los organismos 
multilaterales, los think tanks, los grupos de presión, quienes 
diariamente le proporcionan datos e interpretaciones, que no 
siempre son faltos de rigor y que siempre interpretan la realidad 
para llevar agua a su molino. En cambio, la izquierda está 
desprovista de instrumentos de reflexión abiertos a los no 
militantes y, hacia dentro, la reflexión sigue la línea estéril de las 
facciones. En el mundo actual circula una inmensidad de 
informaciones y análisis que podrían tener una importancia 
decisiva para repensar y refundar las izquierdas, después del 
doble colapso de la socialdemocracia y del socialismo real. El 
desequilibrio entre las izquierdas y la derecha, en lo que respecta 
al conocimiento estratégico del mundo, es hoy mayor que nunca. 
La segunda razón es que las nuevas movilizaciones y 
militancias políticas por causas que históricamente pertenecieron 
a las izquierdas se están realizando sin ninguna referencia a ellas 
(salvo, tal vez, a la tradición anarquista) y, muchas veces, en 
oposición a ellas. Esto no puede dejar de suscitar una profunda 
reflexión. ¿Se está haciendo esta reflexión? Tengo razones para 
creer que no, y la prueba está en las tentativas de captar, 
aleccionar, minimizar e ignorar a la nueva militancia. Propongo 
algunas lineas de reflexión. La primera se refiere a la 
polarización social que está emergiendo de las enormes 
desigualdades sociales. Vivimos un tiempo que tiene algunas 
semejanzas con el de las revoluciones democráticas que 
avasallaron Europa en 1848. La polarización social era enorme, 
porque el proletariado (en ese entonces una clase joven) dependía 
del trabajo para sobrevivir, pero (a diferencia de la época de sus 
padres y abuelos) el trabajo no dependía del obrero, sino de quien 
lo daba o quitaba a su antojo: el patrón; si tenía empleo, los 
salarios eran tan bajos y la jornada tan larga que la salud 
peligraba y la familia vivía siempre al borde del hambre; si era 
despedido, no tenía ningún sustento, excepto alguna economía 
solidaria o el recurso al delito. No sorprende que, en aquellas 
revoluciones, las dos banderas de lucha hayan sido el derecho al 


trabajo y el derecho a una jornada de trabajo más corta. Un siglo 
y medio después, la situación no es exactamente la misma, pero 
esas banderas siguen siendo actuales. Y tal vez lo sean más hoy 
que hace treinta años. Las revoluciones fueron sangrientas y 
fracasaron, pero los propios gobiernos conservadores que 
siguieron tuvieron que hacer concesiones para que la cuestión 
social no llevase a una catástrofe. ¿A qué distancia estamos 
nosotros de una catástrofe? Por ahora, la movilización contra la 
escandalosa desigualdad social (similar a la de 1848) es pacífica y 
tiene una fuerte inclinación a la denuncia moralista. Esto no 
atemoriza al sistema financiero:democrático. ¿Quién puede 
garantizar que esto seguirá así? La derecha está preparada para 
dar una respuesta represiva a cualquier alteración que se torne 
amenazadora. ¿Cuáles son los planes de las izquierdas? ¿Van a 
volver a dividirse como en el pasado, unas tomando la posición de 
la represión y otras, la de la lucha contra la represión? 

La segunda línea de reflexión tiene también mucho que ver 
con las revoluciones de 1848 y consiste en cómo volver a conectar 
la democracia con las aspiraciones y las decisiones de los 
ciudadanos. Entre las consignas de 1848 destacaban el 
liberalismo y la democracia. El liberalismo significaba el gobierno 
republicano, la separación entre Estado y religión, la libertad de 
prensa, el sufragio «universal» para los hombres. En esta área se 
ha avanzado mucho en los últimos 150 años. Sin embargo, esas 
conquistas vienen siendo cuestionadas desde hace treinta años y, 
en los últimos tiempos, la democracia se parece más a una casa 
cerrada, ocupada por un grupo de extraterrestres que decide 
democráticamente por sus intereses y dictatorialmente por los 
intereses de las grandes mayorías. Un régimen mixto, una 
democradura. El movimiento de los indignados y Occupy 
rechazan la expropiación de la democracia y optan por tomar 
decisiones por consenso en sus asambleas. ¿Están locos o son una 
señal de las exigencias que están por venir? Las izquierdas, ¿ya 
habrán pensado que, si no se sienten cómodas con formas de 
democracia de alta intensidad (en el interior de los partidos y en 


la república), esa será la señal de que deben retirarse o 
refundarse? 


Cuarta carta a las izquierdas 
Colonialismo, democracia e izquierdas 


Las divisiones históricas entre las izquierdas fueron 
justificadas por una imponente construcción ideológica, pero, en 
realidad, su sostenibilidad práctica —es decir, la credibilidad de 
las propuestas políticas que les permitieron atraer seguidores— se 
basó en tres factores: el colonialismo, que permitió el 
desplazamiento de la acumulación primitiva del capital (a través 
del despojo violento, con incontable sacrificio humano, muchas 
veces ilegal y siempre impune) fuera de los países capitalistas 
centrales donde se libraban las luchas sociales consideradas 
decisivas; la emergencia de  capitalismos nacionales con 
características tan diferentes (capitalismo de Estado, corporativo, 
liberal, socialdemócrata) que daban verosimilitud a la idea de que 
habría alternativas para superar el capitalismo; finalmente, las 
transformaciones que las luchas sociales fueron produciendo en la 
democracia liberal, permitiendo alguna redistribución social y 
separando, hasta cierto punto, el mercado de las mercancías (los 
valores que tienen precio y se compran y venden) del mercado de 
las convicciones (las opciones y los valores políticos que, al no 
tener precio, no se compran ni se venden). Si para algunas 
izquierdas esa separación era un hecho nuevo, para otras era un 
engaño peligroso. 

Los últimos años alteraron tan profundamente cualquiera de 
esos factores que nada será como antes para las izquierdas tal 
como las conocimos. En lo que respecta al colonialismo, los 
cambios radicales son de dos tipos. Por un lado, la acumulación de 
capital a través del despojo violento volvió a las exmetrópolis 
(hurto de salarios y pensiones, transferencias ilegales de fondos 
colectivos para rescatar bancos privados, total impunidad de la 
mafia financiera), por lo que una lucha de tipo anticolonial ahora 


deberá librarse también en las metrópolis; una lucha que, como 
sabemos, nunca fue pautada por las cortesías parlamentarias. Por 
otro lado, pese a que el neocolonialismo (la continuación de las 
relaciones de tipo colonial entre las excolonias y las exmetrópolis 
o sus sustitutos, el caso de Estados Unidos) ha permitido que la 
acumulación a través del despojo haya proseguido en el antiguo 
mundo colonial hasta hoy, parte de ese mundo está asumiendo un 
nuevo protagonismo (India, Brasil, Sudáfrica y el caso especial de 
China, humillada por el imperialismo occidental durante el siglo 
xix), hasta tal punto que no sabemos si en el futuro habrá nuevas 
metrópolis y, por ende, si habrá nuevas colonias. Las izquierdas 
del Norte global (y, con excepciones, también las de América 
Latina) empezaron siendo colonialistas y más tarde aceptaron 
acriticamente que la independencia de las colonias terminaba con 
el colonialismo, desvalorizando la emergencia del neocolonialismo 
y del colonialismo interno. ¿Serán capaces de imaginarse como 
izquierdas colonizadas y de prepararse para luchas anticoloniales 
de nuevo tipo? 

En cuanto a los capitalismos nacionales, su final parece 
marcado por la máquina trituradora del neoliberalismo. Es cierto 
que en América Latina y en China parecen emerger nuevas 
versiones de dominación capitalista, pero curiosamente todas 
ellas se aprovechan de las oportunidades que el neoliberalismo les 
confiere. El año 2011 demostró que la izquierda y el 
neoliberalismo son incompatibles. Basta ver cómo las cotizaciones 
bursátiles suben en la exacta medida en que aumenta la desi- 
gualdad social y se destruye la seguridad social. ¿Cuánto tiempo 
les llevará a las izquierdas extraer las consecuencias? 

Finalmente, la democracia liberal agoniza bajo el peso de los 
poderes fácticos (las mafias, la masonería, el Opus Dei, las 
empresas transnacionales, el FMI, el Banco MundiaD, la 
impunidad de la corrupción, el abuso de poder y el tráfico de 
influencias. El resultado es una creciente fusión entre el mercado 
político de las ideas y el mercado económico de los intereses. Todo 
está en venta y no se vende más sólo porque no hay quien compre. 
En los últimos cincuenta años, las izquierdas (todas) hicieron una 


contribución fundamental para que la democracia liberal tuviese 
alguna credibilidad entre las clases populares y para que los 
conflictos sociales pudiesen resolverse en paz. Como la derecha 
sólo se preocupa por la democracia en la medida en que esta sirve 
a sus intereses, hoy las izquierdas son la gran garantía de 
salvación para la democracia. ¿Estarán a la altura de la tarea? 
¿Tendrán el coraje de refundar la democracia más allá del 
liberalismo? ¿Una democracia robusta que se enfrente a la 
antidemocracia y que combine democracia representativa con 
democracia participativa y democracia directa? ¿Una democracia 
anticapitalista ante un capitalismo cada vez más 
antidemocrático? 


Quinta carta a las izquierdas 
Democratizar, desmercantilizar, descolonizar 


¿Por qué la actual crisis del capitalismo fortalece a quien la 
provocó? ¿Por qué la racionalidad de la «solución» a la crisis se 
basa en las previsiones que hace y no en las consecuencias que 
casi siempre las desmienten? ¿Por qué es tan fácil para el Estado 
cambiar el bienestar de los ciudadanos por el bienestar de los 
bancos? ¿Por qué la gran mayoría de los ciudadanos asiste a su 
empobrecimiento como si fuese inevitable y al escandaloso 
enriquecimiento de una minoría como si fuera necesario para que 
su situación no empeore aún más? ¿Por qué la estabilidad de los 
mercados financieros sólo es posible a costa de la inestabilidad de 
la vida de la gran mayoría de la población? ¿Por qué los 
capitalistas individualmente son, en general, gente de bien y el 
capitalismo, como un todo, es amoral? ¿Por qué el crecimiento 
económico parece hoy la panacea para todos los males económicos 
y sociales sin que nadie se pregunte si los costos sociales y 
ambientales son o no sostenibles? ¿Por qué Malcolm X tenía toda 
la razón cuando advirtió: «Si no estás prevenido, los periódicos te 
convencerán de que la culpa de los problemas sociales es de los 
oprimidos y no de quien los oprime»? ¿Por qué las críticas que las 


izquierdas hacen al neoliberalismo entran en los noticiarios con la 
misma rapidez e irrelevancia con que salen? ¿Por qué las 
propuestas alternativas escasean cuando son más necesarias? 

Estas preguntas deben estar en la agenda de reflexión política 
de las izquierdas o pronto serán remitidas al museo de las 
felicidades pasadas. Eso no sería grave si no significara, como 
significa, el fin de la felicidad futura de las clases populares. La 
reflexión debe comenzar por aquí: el neoliberalismo es, ante todo, 
una cultura del miedo, del sufrimiento y de la muerte para las 
grandes mayorías; no se lo combate con eficacia si no se le opone 
una cultura de la esperanza, la felicidad y la vida. La dificultad 
que tienen las izquierdas para asumirse como portadoras de esa 
otra cultura deriva de haber caido durante demasiado tiempo en 
la trampa con que las derechas siempre se mantuvieron en el 
poder: reducir la realidad a lo que existe, por más injusto y cruel 
que sea, para que la esperanza de las mayorías parezca irreal. El 
miedo en la espera mata la esperanza de felicidad. Contra esta 
trampa es preciso partir de la idea de que la realidad es la suma 
de lo que existe y de todo lo que en ella emerge como posibilidad y 
como lucha por concretarse. Si las izquierdas no saben detectar 
las emergencias, se sumergirán o irán a parar a los museos, lo 
que es lo mismo. 

Este es el nuevo punto de partida de las izquierdas, la nueva 
base común que les permitirá después divergir fraternalmente en 
las respuestas que den a las preguntas antes formuladas. Una 
vez ampliada la realidad sobre la que se debe actuar 
politicamente, las propuestas de las izquierdas deben ser 
percibidas como creíbles por las grandes mayorías, como prueba 
de que es posible luchar contra la supuesta fatalidad del miedo, 
del sufrimiento y de la muerte en nombre del derecho a la 
esperanza, a la felicidad y a la vida. Esa lucha debe ser conducida 
por tres palabras clave: democratizar, desmercantilizar, 
descolonizar. Democratizar la propia democracia, ya que la actual 
se dejó secuestrar por poderes antidemocráticos. Es preciso hacer 
evidente que una decisión tomada en forma democrática no puede 
ser destruida al día siguiente por una agencia calificadora de 


riesgos o por una baja en la cotización en las bolsas. 
Desmercantilizar significa mostrar que usamos, producimos e 
intercambiamos mercancías, pero que no somos mercancías ni 
aceptamos relacionarnos con los otros y con la naturaleza como si 
fuesen una mercancía más. Somos ciudadanos antes de ser 
emprendedores o consumidores, y, para que lo seamos, es 
imperativo que ni todo se compre ni todo se venda, que haya 
bienes públicos y bienes comunes como el agua, la salud, la 
educación. Descolonizar significa erradicar de las relaciones 
sociales la autorización para dominar a los otros bajo el pretexto 
de que son inferiores: porque son mujeres, porque tienen un color 
de piel diferente o porque profesan una religión «extraña», ajena. 


Sexta carta a las izquierdas 
A la izquierda de lo posible 


Históricamente, las izquierdas se dividieron en torno a los 
modelos de socialismo y las vías para realizarlos. Al no estar el 
socialismo, por ahora, en la agenda política —incluso en América 
Latina la discusión sobre el «socialismo del siglo xxi» pierde 
aliento—, las izquierdas parecen dividirse en torno a los modelos 
de capitalismo. Á primera vista, esta división tiene poco sentido, 
pues, por un lado, en la actualidad hay un modelo global del 
capitalismo, de lejos hegemónico, dominado por la lógica del 
capital financiero, basado en la búsqueda del máximo lucro en el 
menor tiempo posible, cualesquiera sean los costos sociales o el 
grado de destrucción de la naturaleza. Por otro, la disputa por los 
modelos de capitalismo debería ser más una disputa entre las 
derechas que entre las izquierdas. Pero no es así. A pesar de su 
globalidad, el modelo de capitalismo ahora dominante asume 
características distintas en diferentes países y regiones, y las 
izquierdas tienen un interés vital en debatirlas, no sólo porque 
están en cuestión las condiciones de vida, aquí y ahora, de las 
clases populares, que son el soporte político de las izquierdas, sino 
también porque la lucha por horizontes poscapitalistas —a los que 


algunas izquierdas todavía no renunciaron— depende mucho del 
capitalismo real del que se parta. 

Como el capitalismo es global, el análisis de los diferentes 
contextos debe tener en cuenta que, a pesar de sus diferencias, 
son parte del mismo texto. Siendo así, es perturbadora la actual 
disyunción entre las izquierdas europeas y las izquierdas de otros 
continentes, sobre todo las izquierdas latinoamericanas. Mientras 
las izquierdas europeas parecen estar de acuerdo en que el 
crecimiento es la solución para los males de Europa, las 
izquierdas latinoamericanas están profundamente divididas 
respecto del crecimiento y el modelo de desarrollo sobre el que se 
asienta. Veamos el contraste. Las izquierdas europeas parecen 
haber descubierto que la apuesta por el crecimiento económico es 
lo que las distingue de las derechas, que apuestan por la 
consolidación presupuestaria y la austeridad. El crecimiento 
significa empleo y este, una mejora en las condiciones de vida de 
las mayorías. Sin embargo, no problematizarlo implica la idea de 
que cualquier crecimiento es bueno. Y eso es un pensamiento 
suicida para las izquierdas. Por un lado, las derechas lo aceptan 
fácilmente (como ya lo están aceptando, porque están convencidas 
de que será el crecimiento que ellas proponen el que prevalezca). 
Por otro, significa un retroceso histórico grave en relación con los 
avances en las luchas ecológicas de las últimas décadas, en los 
que algunas izquierdas del sur y del norte tuvieron un papel 
determinante. O sea, se omite que el modelo de crecimiento 
dominante es insostenible. En pleno periodo preparatorio de la 
Conferencia de la ONU Río+20 (junio 2012) no se habla de 
sostenibilidad, no se cuestiona el concepto de economía verde, aun 
cuando más allá del color de los dólares sea difícil imaginar un 
capitalismo verde. 

En contraste, en América Latina las izquierdas están 
polarizadas como nunca con respecto al modelo de crecimiento y 
desarrollo. La voracidad de China, el consumo digital sediento de 
metales raros y la especulación financiera sobre la tierra, las 
materias primas y los bienes alimentarios están provocando una 
carrera sin precedentes por los recursos naturales: la explotación 


megaminera a cielo abierto, la exploración petrolífera y la 
expansión de la frontera agrícola por el agronegocio. El 
crecimiento económico que propicia esta carrera choca con el 
aumento exponencial de la deuda socioambiental: la apropiación y 
la contaminación del agua, la expulsión de muchos miles de 
campesinos pobres y de pueblos indigenas de sus tierras 
ancestrales, la deforestación, la destrucción de la biodiversidad, la 
ruina de los modos de vida y las economías que hasta ahora 
garantizaron la sostenibilidad. Frente a esta contradicción, una 
parte de las izquierdas —que están en la coalición gobernante en 
varios países— apoya la oportunidad extractivista, ya que los 
ingresos que genera se canalizan a reducir la pobreza y construir 
infraestructura. La otra parte ve el nuevo extractivismo como la 
fase más reciente de la condena colonial de América Latina a ser 
exportadora de naturaleza para los centros imperiales que están 
saqueando inmensas riquezas y destruyendo los modos de vida y 
las culturas de los pueblos. La confrontación es tan intensa que 
pone en cuestión la estabilidad política de países como Bolivia o 
Ecuador. 

El contraste entre las izquierdas europeas y latinoamericanas 
reside en que sólo las primeras suscribieron incondicionalmente 
el «pacto colonial», según el cual los avances del capitalismo valen 
por sí, aunque hayan sido (y continúen siendo) obtenidos a costa 
de la opresión colonial de los pueblos no europeos. Nada nuevo en 
el frente occidental mientras sea posible externalizar la miseria 
humana y la destrucción de la naturaleza. 

Para superar este contraste e iniciar la construcción de 
alianzas transcontinentales son necesarias dos condiciones. Las 
izquierdas europeas deberían poner en cuestión el consenso del 
crecimiento, que o es falso o significa una complicidad repugnante 
con una injusticia histórica demasiado larga. Deberían discutir la 
cuestión de la insostenibilidad, cuestionar el mito del crecimiento 
infinito y la idea de la inagotable disponibilidad de la naturaleza 
sobre la que se asienta, asumir que los crecientes costos 
socioambientales del capitalismo no se pueden superar con 
imaginarias economías verdes, defender que la prosperidad y la 


felicidad de la sociedad dependen menos del crecimiento que de la 
justicia social y la racionalidad ambiental, tener el coraje de 
afirmar que la lucha por la reducción de la pobreza es una burla 
para encubrir la lucha que no se quiere librar contra la 
concentración de la riqueza. 

A su vez, las izquierdas latinoamericanas deberían discutir las 
antinomias entre el corto y el largo plazo, tener en mente que el 
futuro de las rentas diferenciales generadas actualmente por la 
explotación de los recursos naturales está en manos de unas 
pocas empresas multinacionales y que, al final de este ciclo 
extractivista, los países pueden ser más pobres y dependientes 
que nunca, reconocer que el nacionalismo extractivista garantiza 
al Estado ingresos que pueden tener una importante utilidad 
social si, en parte por lo menos, son utilizados para financiar una 
política de transición, que debe comenzar desde ya, desde el 
extractivismo depredador hacia una economía plural en la que 
esas actividades extractivas sólo serán útiles en la medida en que 
sean indispensables. 

Las condiciones para desarrollar políticas de convergencia 
global son exigentes pero no inviables, y apuntan a opciones que 
no deben ser descartadas bajo el pretexto de ser políticas de lo 
imposible. La cuestión no está en tener que optar entre la política 
de lo posible y la política de lo imposible: está en saber estar 
siempre a la izquierda de lo posible. 


Séptima carta a las izquierdas 
El cambio de paradigma 


¿A qué izquierdas me dirijo? A los partidos y movimientos 
sociales que luchan contra el capitalismo, el colonialismo, el 
racismo, el sexismo y la homofobia, y a toda la ciudadanía que, 
sin estar organizada, comparte los objetivos y aspiraciones de 
quienes se organizan para luchar contra estos fenómenos. Es un 
público muy amplio, sobre todo porque incluye a quienes llevan a 


cabo prácticas de izquierda sin considerarse de izquierda. Y, sin 
embargo, parece tan pequeño. 

Ante la Conferencia de Naciones Unidas Río+20 y la Cumbre 
de los Pueblos, celebradas en Río de Janeiro del 20 al 22 de junio 
(2012), las izquierdas tuvieron la oportunidad de experimentar la 
riqueza global de las alternativas que ofrecen y de identificar bien 
las fuerzas de derecha a las que se oponen. Por desgracia, esta 
oportunidad ha sido desperdiciada. En Europa, las izquierdas 
estaban avasalladas por las crisis y por urgencias de lo inmediato 
y, en otros continentes, los medios de comunicación ocultaban lo 
novedoso y de izquierda que flotaba en el ambiente. 

Me refiero a la Conferencia, que tuvo lugar en Barra de Tijuca, 
y a la Cumbre, en el parque de Flamengo. Eran pocos los 
kilómetros que separaban ambos eventos, pero había un océano 
de distancia política entre ellos. En Barra se encontraban los 
gobiernos y la sociedad civil obediente, incluidas las empresas 
multinacionales, que cocinaban los discursos y organizaban el 
cerco a los negociadores oficiales. Allí la derecha mundial dio un 
espectáculo macabro de arrogancia y cinismo ante los desafios 
ineludibles que plantea la sostenibilidad de la vida en el planeta. 
Ningún compromiso vinculante para reducir los gases de efecto 
invernadero, ninguna responsabilidad diferenciada para los 
países que más contaminan, ningún fondo para el desarrollo 
sostenible, ningún derecho de acceso universal a la salud, 
ninguna suspensión de patentes farmacéuticas en situaciones de 
emergencia y pandemias. En lugar de ello, la «economía verde», el 
caballo de Troya del capital financiero para gestionar los bienes 
elobales y los servicios que la naturaleza nos presta 
eratuitamente. Cualquier ciudadano con conciencia ecológica 
entiende que la manera de defender la naturaleza no es venderla, 
y no cree que los problemas del capitalismo puedan resolverse con 
más capitalismo. Pero eso fue lo que los medios de comunicación 
llevaron al mundo. 

Por el contrario, la Cumbre de los Pueblos fue la expresión de 
la riqueza del pensamiento y las prácticas impulsadas por 
movimientos sociales de todo el mundo para lograr que las 


generaciones futuras disfruten del planeta en, al menos, las 
mismas condiciones de las que disponemos. 

Hubo millares de personas, centenares de actos, un conjunto 
inagotable de prácticas y de propuestas de sostenibilidad. 
Algunos ejemplos: defensa de los espacios públicos en las 
ciudades que prioricen lo peatonal, la convivencia social, la vida 
asociativa, con gestión democrática y participación popular, 
transportes colectivos, huertos comunitarios y plazas 
sensoriales[1]; economía cooperativa y solidaria; soberanía 
alimentaria, agricultura familiar y educación para la 
alimentación sin el uso de agrotóxicos: nuevo paradigma de 
producciónconsumo que fortalezca las economías locales 
articuladas translocalmente; sustitución del PIB (Producto 
Interior Bruto) por indicadores que incluyan la economía 
asistencial, la salud colectiva, la sociedad decente y la 
prosperidad no asentada en el consumo compulsivo; cambio en la 
matriz energética basada en las energías renovables 
descentralizadas; sustitución del concepto de capital natural por 
la naturaleza como sujeto de derechos; defensa de los bienes 
comunes, como el agua y la biodiversidad, que sólo permiten 
derechos de uso temporal; garantía del derecho a la tierra y al 
territorio de las poblaciones campesinas e indigenas; 
democratización de los medios de comunicación; tributación que 
penalice las actividades extractivas y a las industrias 
contaminantes; derecho a la salud sexual y reproductiva de las 
mujeres; reforma democrática del Estado que elimine la 
pandemia de la corrupción e impida la transformación en curso 
del Estado protector en Estado depredador; transferencias de 
tecnología que atenúen la deuda ecológica. 

Si quieren tener futuro, las izquierdas deben adoptar el futuro 
contenido en estas propuestas y transformarlas en políticas 
públicas. 


Octava carta a las izquierdas 


Los derechos humanos: las últimas trincheras 


¿Quién podría haber imaginado hace unos años que partidos y 
gobiernos considerados progresistas o de izquierda abandonarían 
la defensa de los derechos humanos más básicos, por ejemplo, el 
derecho a la vida, al trabajo y a la libertad de expresión y de 
asociación, en nombre de los imperativos del «desarrollo»? ¿Acaso 
no fue a través de la defensa de esos derechos como consiguieron 
el apoyo popular y llegaron al poder? ¿Qué ocurre para que el 
poder, una vez conquistado, se vuelva tan fácil y violentamente en 
contra de quienes lucharon por encumbrar ese poder? ¿Por qué 
razón, siendo el poder de las mayorías más pobres, es ejercido en 
favor de las minorías más ricas? ¿Por qué resulta, en este aspecto, 
cada vez más dificil distinguir entre los países del Norte y los 
países del Sur? 


Los hechos 


En lo que va de siglo xxi, los partidos socialistas de varios 
países europeos (Grecia, Portugal y España) mostraron que 
podían cuidar tan bien los intereses de los acreedores y los 
especuladores internacionales como cualquier partido de derecha, 
haciendo aparecer como algo normal que los derechos de los 
trabajadores fuesen expuestos a la cotización de las bolsas de 
valores y, por lo tanto, devorados por ellos. En Sudáfrica, la 
policía al servicio del gobierno del Congreso Nacional Africano 
(ANC), que luchó contra el apartheid en nombre de las mayorías 
negras, mata a 34 mineros en huelga para defender los intereses 
de una empresa minera inglesa. Cerca de allí, en Mozambique, el 
gobierno del Frente de Liberación (Frelimo), que condujo la lucha 
contra el colonialismo portugués, atrae la inversión de empresas 
extractivistas con la exención de impuestos y la oferta de 
docilidad (por las buenas o por las malas) de las poblaciones que 
están siendo afectadas por la minería a cielo abierto. En la India, 
el gobierno del Partido del Congreso, que luchó contra el 
colonialismo inglés, concede tierras a empresas nacionales y 
extranjeras y ordena la expulsión de miles y miles de campesinos 


pobres, destruyendo sus medios de subsistencia y provocando un 
enfrentamiento armado. En Bolivia, el gobierno de Evo Morales, 
un indígena llevado al poder por el movimiento indígena, impone 
sin consulta previa y con una sucesión rocambolesca de medidas y 
contramedidas la construcción de una carretera en territorio 
indígena (Parque Nacional Tipnis) para explotar recursos 
naturales. En Ecuador, el gobierno de Rafael Correa, que con 
coraje concede asilo político a Julian Assange, acaba de ser 
condenado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
por no garantizar los derechos del pueblo indígena Sarayaku, en 
lucha contra la exploración petrolera en sus territorios. Ya en 
mayo de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) había solicitado a Ecuador medidas cautelares a favor del 
pueblo Sarayaku que no fueron atendidas. 

En 2011, la CIDH solicitó a Brasil, mediante una medida 
cautelar, que suspendiera inmediatamente la construcción de la 
represa de Belo Monte (que, de completarse, será la tercera más 
grande del mundo) hasta que fueran adecuadamente consultados 
los pueblos indígenas afectados. Brasil protestó contra la decisión, 
retiró a su embajador en la Organización de Estados Americanos 
(OEA) y suspendió el pago de su cuota anual en la organización, 
retiró a su candidato a la CIDH y tomó la iniciativa de crear un 
grupo de trabajo para proponer una reforma de la Comisión, en el 
sentido de disminuir sus poderes para cuestionar a los gobiernos 
sobre violaciones de derechos humanos. Curiosamente, el 
Tribunal Regional Federal de la 1.* Región (Brasilia) ha resuelto 
la suspensión de la construcción de la represa por la falta de 
estudios de impacto ambiental. 


Los riesgos 


Para responder las preguntas con que comencé esta carta, 
veamos lo que comparten todos estos casos. Todas estas 
violaciones de los derechos humanos están relacionadas con el 
neoliberalismo, la versión más antisocial del capitalismo en los 
últimos cincuenta años. En el Norte, el neoliberalismo impone la 


austeridad a las grandes mayorías y el rescate de los banqueros, 
sustituyendo la protección social de los ciudadanos por la 
protección social del capital financiero. En el Sur, el 
neoliberalismo impone su avidez por los recursos naturales, sean 
los minerales, el petróleo, el gas natural, el agua o la 
agroindustria. Los territorios pasan a ser sólo tierra y las 
poblaciones que los habitan, obstáculos al desarrollo que es 
necesario eliminar cuanto más rápido mejor. Para el capitalismo 
extractivista, la única regulación verdaderamente aceptable es la 
autorregulación, la cual incluye, casi siempre, la autorregulación 
de la corrupción de los gobiernos. Honduras ha ofrecido uno de los 
ejemplos más extremos de autorregulación de la actividad 
minera, donde todo queda entre la Fundación Hondureña de 
Responsabilidad Social Empresarial y la embajada de Canadá. Sí, 
Canadá, que hace veinte años parecía ser una fuerza benévola en 
las relaciones internacionales, hoy es uno de los promotores más 
agresivos del imperialismo minero. 

Cuando la democracia concluya que no es compatible con este 
tipo de capitalismo y decida resistírsele, quizá sea demasiado 
tarde. Puede que, entre tanto, el capitalismo haya concluido que 
la democracia no es compatible con él. 

¿Qué hacer? 

Al contrario de lo que pretende el neoliberalismo, el mundo 
sólo es lo que es porque nosotros queremos. Puede ser de otra 
manera, si nos lo proponemos. La situación actual es tan grave 
que es necesario tomar medidas urgentes, aunque sean pequeños 
pasos. Esas medidas varian de país a país y de continente a 
continente, pese a que es indispensable articularlas cuando sea 
posible. En el continente americano, en el momento de escribir 
esta carta, la medida más urgente es trabar el avance de la 
reforma de la CIDH. En esa reforma están siendo 
particularmente activos países con los que soy solidario en 
múltiples aspectos de sus gobiernos: Brasil, Ecuador, Venezuela y 
Argentina. Pero en el caso de la reforma de la CIDH estoy 
firmemente del lado de los que luchan contra la iniciativa de estos 
gobiernos y por el mantenimiento del estatuto actual de la 


Comisión. No deja de ser irónico que los gobiernos de derecha que 
más han hostilizado al sistema interamericano de derechos 
humanos, como el caso de Colombia, asistan deleitados al servicio 
que, objetivamente, les están prestando los gobiernos 
progresistas. 

Mi primer llamamiento es a los gobiernos de Brasil, Ecuador, 
Venezuela y Argentina para que abandonen el proyecto de 
reforma. Y especialmente a Brasil, debido a la influencia que 
tiene en la región. Si tienen una mirada política de largo plazo, no 
les será dificil concluir que serán ellos y las fuerzas sociales que 
los han apoyado quienes, en el futuro, más podrían beneficiarse 
del prestigio y la eficacia del sistema interamericano de derechos 
humanos. Por cierto, Argentina debe a la CIDH y a la Corte la 
doctrina que permitió llevar ante la justicia los crímenes de lesa 
humanidad cometidos por la dictadura, que con sumo acierto se 
convirtió en bandera de los gobiernos de los Kirchner en sus 
políticas de derechos humanos. 

Pero como la ceguera del corto plazo puede prevalecer, apelo 
también a todos los militantes de derechos humanos del 
continente y a todas las organizaciones y los movimientos sociales 
—que vuelcan en el Foro Social Mundial y en la lucha contra el 
ALCA la fuerza de la esperanza organizada— a unirse para 
enfrentarse a la reforma de la CIDH que está en curso. Sabemos 
que el sistema interamericano de derechos humanos está lejos de 
ser perfecto, sin ir más lejos porque los dos paises más poderosos 
de la región (Estados Unidos y Canadá) ni siquiera firmaron la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. También 
sabemos que, en el pasado, tanto la Comisión como la Corte 
revelaron debilidades y selectividades políticamente sesgadas. 
Pero también sabemos que el sistema y sus instituciones se han 
fortalecido, actuando con mayor independencia y ganando 
prestigio a través de la eficacia con la que han condenado 
numerosas violaciones de derechos humanos: desde 1970 y 1980, 
cuando la Comisión llevó a cabo misiones en países como Chile, 
Argentina y Guatemala, y publicó informes denunciando los 
crímenes cometidos por las dictaduras militares, hasta las 


misiones y denuncias después del golpe de Estado en Honduras 
en 2009, por no mencionar las reiteradas solicitudes para que se 
clausure el centro de detención de Guantánamo. Á su vez, la 
reciente decisión de la Corte en el caso «Pueblo Indigena Kichwa 
de Sarayaku versus Ecuador», del pasado 27 de julio, marca un 
hito histórico para el derecho internacional, no sólo a nivel 
continental sino también mundial. Lo mismo que la sentencia en 
el caso «Atala Riffo y niñas versus Chile», sobre discriminación 
por razones de orientación sexual. ¿Y cómo olvidar la intervención 
de la CIDH sobre la violencia doméstica en Brasil, que condujo a 
la promulgación de la Ley Maria da Penha? 

Los dados están lanzados. A espaldas de la CIDH y con fuertes 
limitaciones a la participación de los organismos de derechos 
humanos, el Consejo Permanente de la OEA prepara una serie de 
recomendaciones para buscar su aprobación en la Asamblea 
General Extraordinaria, a más tardar en marzo de 2013 (hasta el 
30 de septiembre los Estados presentarán sus propuestas). Por lo 
que se sabe, todas las recomendaciones apuntan a limitar el poder 
de la CIDH para interpelar a los Estados por violaciones de 
derechos humanos. Por ejemplo: dedicar más recursos a la 
promoción de los derechos humanos y menos a la investigación de 
las violaciones; acortar los plazos de investigación para que se 
vuelva imposible realizar análisis cuidadosos; eliminar del 
informe anual la referencia a países cuya situación en materia de 
derechos humanos merezca una atención especial; limitar la 
emisión y la extensión de las medidas cautelares; terminar con el 
informe anual sobre libertad de expresión; impedir 
pronunciamientos sobre violaciones que parecen inminentes pero 
que aún no se han concretado. 

A los militantes por los derechos humanos y a todos los 
ciudadanos preocupados por el futuro de la democracia en el 
continente les toca ahora detener este proceso. 


Novena carta a las izquierdas 


Ante la coyuntura: las izquierdas europeas 


2013 en Europa será un desastre en el plano social e 
imprevisible en el plano político. ¿Lograrán los gobiernos 
europeos, en especial los del sur, crear la estabilidad que les 
permita terminar el mandato o habrá crisis políticas que les 
obliguen a convocar elecciones anticipadas? Digamos que cada 
una de estas hipótesis tiene un 50 por 100 de probabilidad. 
Siendo así, es preciso que los ciudadanos tengan la certeza de que 
la inestabilidad política que pueda generarse es el precio a pagar 
para que surja una alternativa de poder y no sólo una alternancia 
en el poder. ¿Podrán construir las izquierdas esta alternativa? Sí, 
pero únicamente si se transforman y unen, lo que es exigir mucho 
en poco tiempo. 

Ofrezco mi contribución para la creación de dicha alternativa. 
En primer lugar, las izquierdas deben centrarse en el bienestar de 
la ciudadanía y no en las posibles reacciones de los acreedores. La 
historia muestra que el capital financiero y las instituciones 
multilaterales (FMI, BCE, BM, Comisión Europea) sólo son 
rígidos en la medida en que las circunstancias no los obligan a ser 
flexibles. En segundo lugar, lo que históricamente une a las 
izquierdas es la defensa del Estado social fuerte: educación 
pública obligatoria y gratuita; servicio estatal de salud universal 
y tendencialmente gratuito; seguridad social sostenible con 
sistema de pensiones basado en el principio de repartición y no en 
el de capitalización; bienes estratégicos o monopolios naturales 
(agua, correos) nacionalizados. 

Las diferencias entre las izquierdas son importantes, pero no 
impiden esta convergencia de base que siempre condicionó las 
preferencias electorales de las clases populares. Es cierto que la 
derecha también contribuyó al Estado social (basta recordar a 
Bismarck en Prusia), pero siempre presionada por las izquierdas, 
y reculó cuando la presión disminuyó, como es el caso, desde hace 
treinta años, en Europa. La defensa del Estado social fuerte debe 
ser la mayor prioridad y debe condicionar el resto. El Estado 
social no es sostenible sin desarrollo. En ese sentido, si bien habrá 
divergencias acerca del peso de la ecología, de la ciencia o de la 


flexiseguridad en el trabajo, el acuerdo de fondo sobre el 
desarrollo es inequívoco y constituye, por tanto, la segunda 
prioridad para unir a las izquierdas. Como la salvaguarda del 
Estado social es prioritaria, todo debe hacerse para garantizar la 
inversión y la creación de empleo. 

Y aquí surge la tercera prioridad que deberá unir a las 
izquierdas. Si para garantizar el Estado social y el desarrollo es 
necesario renegociar con la Troika y los otros acreedores, entonces 
esa renegociación debe ser hecha con determinación. Es decir, la 
jerarquía de las prioridades muestra con claridad que no es el 
Estado social el que debe adaptarse a las condiciones de la Troika; 
al contrario, deben ser estas las que se adapten a la prioridad de 
mantener el Estado social. Este es un mensaje que tanto los 
ciudadanos como los acreedores entenderán bien, aunque por 
diferentes razones. 

Para que la unidad entre las izquierdas tenga éxito político, 
hay que considerar tres factores: riesgo, credibilidad y 
oportunidad. En cuanto al riesgo, es importante mostrar que los 
riesgos no son superiores a los que los ciudadanos europeos ya 
están corriendo: los del sur, un mayor empobrecimiento 
encadenado a la condición de periferia, abasteciendo de mano de 
obra barata a la Europa desarrollada; y todos en general, pérdida 
progresiva de derechos en nombre de la austeridad, mayor 
desempleo, privatizaciones, democracias rehenes del capital 
financiero. El riesgo de la alternativa es un riesgo calculado con el 
propósito de probar la convicción con la que está siendo 
salvaguardado el proyecto europeo. 

La credibilidad radica, por un lado, en la convicción y la 
seriedad con las que se formula la alternativa, y en el apoyo 
democrático con que se cuenta, y, por otro, en haber mostrado la 
capacidad de hacer sacrificios de buena fe (Grecia, Irlanda y 
Portugal son un ejemplo de ello). Unicamente no se aceptan 
sacrificios impuestos de mala fe, sacrificios impuestos como 
máximos apenas para abrir caminos a otros sacrificios mayores. 

Y la oportunidad está ahí para ser aprovechada. La 
indignación generalizada y expresada masivamente en calles, 


plazas, redes sociales, centros de trabajo, salud y estudios, entre 
otros espacios, no se ha plasmado en un bloque social a la altura 
de los retos que plantean las circunstancias. El actual contexto de 
crisis requiere una nueva política de frentes populares a escala 
local, estatal y europea formados por una pluralidad heterogénea 
de sujetos, movimientos sociales, (ONG, universidades, 
instituciones públicas, gobiernos, entre otros actores que, unidos 
en su diversidad, sean capaces, mediante formas de organización, 
articulación y acción flexibles, de lograr una notable unidad de 
acción y propósitos. 

El objetivo es unir a las fuerzas de izquierdas en alianzas 
democráticas estructuralmente similares a las que constituyeron 
la base de los frentes antifascistas durante el periodo de 
entreguerras, con el que existen semejanzas perturbadoras. Dos 
de ellas deben ser mencionadas: la profunda crisis financiera y 
económica, y las abrumadoras patologías de la representación 
(crisis generalizada de los partidos políticos y su incapacidad para 
representar los intereses de las clases populares) y de la 
participación (el sentimiento de que votar no cambia nada). El 
peligro del fascismo social y sus efectos, cada vez más sentidos, 
hace necesaria la formación de frentes capaces de luchar contra la 
amenaza fascista y movilizar las energías democráticas 
adormecidas de la sociedad. Al inicio del siglo xxi, estos frentes 
deben emerger desde abajo, desde la politización más articulada 
de la indignación que fluye en nuestras calles. 

Esperar sin esperanza es la peor maldición que puede caer 
sobre un pueblo. Y la esperanza no se inventa: se construye con 
inconformismo, rebeldía competente y alternativas reales a la 
situación presente. 


Décima carta a las izquierdas 
¿Democracia o capitalismo? 


Al inicio del tercer milenio, las izquierdas se debaten entre dos 
desafios principales: la relación entre democracia y capitalismo, y 


el crecimiento económico infinito (capitalista o socialista) como 
indicador básico de desarrollo y progreso. En este texto voy a 
centrarme en el primer desafío. 

Contra lo que el sentido común de los últimos cincuenta años 
puede hacernos pensar, la relación entre democracia y 
capitalismo siempre fue una relación tensa, incluso de 
contradicción. Lo fue, ciertamente, en los países periféricos del 
sistema mundial, en lo que durante mucho tiempo se denominó 
Tercer Mundo y hoy se designa como Sur global. Pero también en 
los países centrales o desarrollados la misma tensión y 
contradicción estuvieron siempre presentes. Basta recordar los 
largos años de nazismo y fascismo. 

Un análisis más detallado de las relaciones entre capitalismo 
y democracia obligaría a distinguir entre diferentes tipos de 
capitalismo y su dominio en distintos periodos y regiones del 
mundo, y entre diferentes tipos y grados de intensidad de la 
democracia. En estas líneas concibo el capitalismo bajo su forma 
general de modo de producción y hago referencia al tipo que ha 
dominado en las últimas décadas: el capitalismo financiero. En lo 
que respecta a la democracia, me centro en la democracia 
representativa tal como fue teorizada por el liberalismo. 

El capitalismo sólo se siente seguro si es gobernado por quien 
tiene capital o se identifica con sus «necesidades», mientras que la 
democracia es idealmente el gobierno de las mayorías que no 
tienen capital ni razones para identificarse con las «necesidades» 
del capitalismo, sino todo lo contrario. El conflicto es, en el fondo, 
un conflicto de clases, pues las clases que se identifican con las 
necesidades del capitalismo (básicamente, la burguesía) son 
minoritarias en relación con las clases que tienen otros intereses, 
cuya satisfacción colisiona con las necesidades del capitalismo 
(clases medias, trabajadores y clases populares en general). Al ser 
un conflicto de clases, se presenta social y politicamente como un 
conflicto distributivo: por un lado, la pulsión por la acumulación y 
la concentración de riqueza por parte de los capitalistas; por otro, 
la reivindicación de la redistribución de la riqueza generada en 
gran parte por los trabajadores y sus familias. La burguesía 


siempre ha tenido pavor a que las mayorías pobres tomen el 
poder, y ha usado el poder político que le concedieron las 
revoluciones del siglo xix para impedir que eso ocurra. Ha 
concebido la democracia liberal como el modo de garantizar eso 
mismo a través de medidas que cambiaron en el tiempo, pero 
mantuvieron su objetivo: restricciones al sufragio, primacía 
absoluta del derecho de propiedad individual, sistema político y 
electoral con múltiples válvulas de seguridad, represión violenta 
de la actividad política fuera de las instituciones, corrupción de 
los políticos, legalización del lobby... Y siempre que la democracia 
se mostró disfuncional, se mantuvo abierta la posibilidad del 
recurso a la dictadura, algo que sucedió muchas veces. 

Después de la Segunda Guerra Mundial, muy pocos países 
tenían democracia, vastas regiones del mundo estaban sometidas 
al colonialismo europeo, que servía para consolidar el capitalismo 
euronorteamericano, Europa estaba devastada por una guerra 
que había sido provocada por la supremacía alemana, y en el este 
se consolidaba el régimen comunista, que aparecía como 
alternativa al capitalismo y a la democracia liberal. En este 
contexto surgió en la Europa más desarrollada el llamado 
capitalismo democrático, un sistema de economía política basado 
en la idea de que, para ser compatible con la democracia, el 
capitalismo debería ser fuertemente regulado, lo que implicaba la 
nacionalización de sectores clave de la economía, un sistema 
tributario progresivo, la imposición de las negociaciones colectivas 
e incluso, como sucedió en la Alemania occidental de la época, la 
participación de los trabajadores en la gestión de empresas. En el 
plano científico, Keynes representaba entonces la ortodoxia 
económica y Hayek, la disidencia. En el plano político, los 
derechos económicos y sociales (derechos al trabajo, la educación, 
la salud y la seguridad social, garantizados por el Estado) habían 
sido el instrumento privilegiado para estabilizar las expectativas 
de los ciudadanos y para afrontar las fluctuaciones constantes e 
imprevisibles de las «señales de los mercados». Este cambio 
alteraba los términos del conflicto distributivo, pero no lo 
eliminaba. Por el contrario, tenía todas las condiciones para 


instigarlo después de que el crecimiento económico de las tres 
décadas siguientes se atenuara. Y así sucedió. 

Desde 1970, los Estados centrales han estado manejando el 
conflicto entre las exigencias de los ciudadanos y las exigencias 
del capital mediante el recurso a un conjunto de soluciones que 
eradualmente fueron dando más poder al capital. Primero fue la 
inflación (1970-1980); después, la lucha contra la inflación, 
acompañada del aumento del desempleo y del ataque al poder de 
los sindicatos (desde 1980), una medida complementada con el 
endeudamiento del Estado como resultado de la lucha del capital 
contra los impuestos, del estancamiento económico y del aumento 
de los gastos sociales originados en el aumento del desempleo 
(desde mediados de 1980), y luego con el endeudamiento de las 
familias, seducidas por las facilidades de crédito concedidas por 
un sector financiero finalmente libre de regulaciones estatales, 
para eludir el colapso de las expectativas respecto del consumo, la 
educación y la vivienda (desde mediados de 1990). 

Hasta que la ingeniería de las soluciones ficticias llegó a su fin 
con la crisis de 2008 y se volvió claro quién había ganado en el 
conflicto distributivo: el capital. La prueba fue la conversión de la 
deuda privada en deuda pública, el incremento de las 
desigualdades sociales y el asalto final a las expectativas de una 
vida digna de las mayorías (los trabajadores, los jubilados, los 
desempleados, los inmigrantes, los jóvenes en busca de empleo) 
para garantizar las expectativas de rentabilidad de la minoría (el 
capital financiero y sus agentes). La democracia perdió la batalla 
y sólo evitará ser derrotada en la guerra si las mayorías pierden 
el miedo, se rebelan dentro y fuera de las instituciones, y fuerzan 
al capital a volver a tener miedo, como sucedió hace sesenta años. 

En los países del Sur global que disponen de recursos 
naturales, la situación es, por ahora, diferente. En algunos casos, 
por ejemplo, en varios países de América Latina, hasta puede 
decirse que la democracia se está imponiendo en el duelo con el 
capitalismo, y no es por casualidad que en países como Venezuela 
y Ecuador se comenzase a discutir el tema del socialismo del siglo 
xx1, aunque la realidad esté lejos de los discursos. Hay muchas 


razones detrás, pero tal vez la principal haya sido la conversión 
de China al neoliberalismo, lo que provocó, sobre todo a partir de 
la primera década del siglo xxi, una nueva carrera por los 
recursos naturales. El capital financiero encontró ahí y en la 
especulación con productos alimentarios una fuente 
extraordinaria de rentabilidad. Esto permitió que los gobiernos 
progresistas —llegados al poder como consecuencia de las luchas y 
los movimientos sociales de las décadas anteriores— pudieran 
desarrollar una redistribución de la riqueza muy significativa y, 
en algunos países, sin precedentes. Por esta vía, la democracia 
ganó nueva legitimidad en el imaginario popular. Sin embargo, 
por su propia naturaleza, la redistribución de la riqueza no puso 
en cuestión el modelo de acumulación basado en la explotación 
intensiva de los recursos naturales y, en cambio, la intensificó. 
Esto estuvo en el origen de conflictos —que se han ido agravando— 
con los grupos sociales ligados a la tierra y a los territorios donde 
se encuentran los recursos naturales, los pueblos indígenas y los 
campesinos. 

En los países del Sur global con recursos naturales, pero sin 
una democracia digna de ese nombre, el boom de los recursos no 
trajo ningún impulso a la democracia, pese a que, en teoría, 
condiciones más propicias para una resolución del conflicto 
distributivo deberían facilitar la solución democrática y viceversa. 
La verdad es que el capitalismo extractivista obtiene mejores 
condiciones de rentabilidad en sistemas políticos dictatoriales o 
con democracias de bajísima intensidad (sistemas casi de partido 
único), donde es más fácil corromper a las elites, a través de su 
involucramiento en la privatización de concesiones y las rentas 
del extractivismo. No cabe esperar ninguna profesión de fe en la 
democracia por parte del capitalismo extractivista, incluso 
porque, siendo global, no reconoce problemas de legitimidad 
política. Por su parte, la reivindicación de la redistribución de la 
riqueza por parte de las mayorías no llega a ser oída por falta de 
canales democráticos y por no contar con la solidaridad de las 
reducidas clases medias urbanas que reciben las migajas del 
rendimiento extractivista. Las poblaciones más directamente 


afectadas por el extractivismo son los indígenas y campesinos, en 
cuyas tierras están los yacimientos mineros o donde se pretende 
instalar la nueva economía agroindustrial. Son expulsados de sus 
tierras y sometidos al exilio interno. Siempre que se resisten son 
violentamente reprimidos y su resistencia es tratada como un 
caso policial. En estos países, el conflicto distributivo no llega 
siquiera a existir como problema político. 

De este análisis se concluye que la actual puesta en cuestión 
del futuro de la democracia en el sur de Europa es la 
manifestación de un problema mucho más vasto que está 
aflorando en diferentes formas en varias regiones del mundo. 
Pero, así formulado, el problema puede ocultar una incertidumbre 
mucho mayor que la que expresa. No se trata sólo de cuestionar el 
futuro de la democracia. Se trata, también, de cuestionar la 
democracia del futuro. La democracia liberal fue históricamente 
derrotada por el capitalismo y no parece que la derrota sea 
reversible. Por eso, no hay que tener esperanzas de que el 
capitalismo vuelva a tenerle miedo a la democracia liberal, si 
alguna vez lo tuvo. La democracia liberal sobrevivirá en la 
medida en que el capitalismo global se pueda servir de ella. La 
lucha de quienes ven en la derrota de la democracia liberal la 
emergencia de un mundo  repugnantemente injusto y 
descontroladamente violento debe centrarse en buscar una 
concepción de la democracia más robusta, cuya marca genética 
sea el anticapitalismo. Tras un siglo de luchas populares que 
hicieron entrar el ideal democrático en el imaginario de la 
emancipación social, sería un grave error político desperdiciar esa 
experiencia y asumir que la lucha anticapitalista debe ser 
también una lucha antidemocrática. Por el contrario, es preciso 
convertir el ideal democrático en una realidad radical que no se 
rinda ante el capitalismo. Y como el capitalismo no ejerce su 
dominio sino sirviéndose de otras formas de opresión, 
principalmente del colonialismo y el patriarcado, esta democracia 
radical, además de anticapitalista, debe ser también 
anticolonialista y antipatriarcal. Puede llamarse revolución 
democrática o democracia revolucionaria —el nombre poco 


importa—, pero debe ser necesariamente una democracia 
posliberal, que no puede perder sus atributos para acomodarse a 
las exigencias del capitalismo. Al contrario, debe basarse en dos 
principios: la profundización de la democracia sólo es posible a 
costa del capitalismo y, en caso de conflicto entre capitalismo y 
democracia, debe prevalecer la democracia real. 


Undécima carta a las izquierdas 
¿Ecología o extractivismo? 


En la décima carta a las izquierdas afirmé que al inicio del 
tercer milenio las izquierdas se debaten entre dos desafíos 
principales: la relación entre democracia y capitalismo, y el 
crecimiento económico infinito (capitalista o socialista) como 
indicador básico de desarrollo y progreso. En este texto voy a 
centrarme en el segundo desafio. 

Antes de la crisis financiera, Europa era la región del mundo 
donde los movimientos ambientalistas y ecologistas tenian más 
visibilidad política y donde la narrativa de la necesidad de 
complementar el pacto social con el pacto natural parecía gozar 
de una gran aceptación pública. Sorprendentemente o no, con el 
estallido de la crisis estos movimientos y esta narrativa 
desaparecieron de la escena política, y las fuerzas políticas más 
directamente opuestas a la austeridad financiera reclaman 
crecimiento económico como única solución, y excepcionalmente 
hacen alguna declaración algo ceremonial sobre la 
responsabilidad ambiental y la sostenibilidad. De hecho, las 
inversiones públicas en energías renovables fueron las primeras 
sacrificadas por las políticas de ajuste estructural. Antes de la 
crisis, el modelo de crecimiento en vigor era el principal blanco de 
crítica de los movimientos ambientalistas y ecologistas 
precisamente por insostenible y producir cambios climáticos que, 
según datos de la ONU, serían irreversibles a muy corto plazo, 
según algunos a partir de 2015. Esta rápida desaparición de la 
narrativa ecológica muestra que el capitalismo no solo tiene 


prioridad sobre la democracia, sino también sobre la ecología y el 
ambientalismo. 

Hoy, sin embargo, resulta evidente que, en el umbral del siglo 
xx1, el desarrollo capitalista toca los límites de carga del planeta 
Tierra. En los últimos meses se han batido varios récords de 
alerta climática en Estados Unidos, India y el Ártico, y los 
fenómenos atmosféricos extremos se repiten cada vez con mayor 
frecuencia y gravedad. Prueba de ello son las sequías, las 
inundaciones, la crisis alimentaria, la especulación con productos 
agrícolas, la escasez creciente de agua potable, el uso de terrenos 
agrícolas para agrocombustibles, la deforestación de bosques. 
Poco a poco se va constatando que los factores de la crisis están 
cada vez más articulados y son, en última instancia, 
manifestaciones de la misma crisis, que por sus dimensiones se 
presenta como crisis civilizatoria. Todo está relacionado: la crisis 
alimentaria, la ambiental, la energética, la especulación 
financiera sobre las commodities y los recursos naturales, la 
apropiación y concentración de tierra, la expansión desordenada 
de la frontera agrícola, la voracidad de la explotación de los 
recursos naturales, la escasez de agua potable y su privatización, 
la violencia en el campo, la expulsión de poblaciones de sus 
tierras ancestrales para dar paso a grandes infraestructuras y 
megaproyectos, las enfermedades inducidas por la dramática 
degradación ambiental, con mayor incidencia de cáncer en 
determinadas zonas rurales, los organismos modificados 
genéticamente, el consumo de agrotóxicos, etc. La Conferencia de 
Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible, Río+20, celebrada 
en junio de 2012, fue un fracaso rotundo debido a la complicidad 
mal disfrazada entre las elites del Norte global y las de los países 
emergentes para dar prioridad a los beneficios de sus empresas a 
costa del futuro de la humanidad. 

La valoración internacional de los recursos financieros 
permitió en varios países de América Latina una negociación de 
nuevo tipo entre democracia y capitalismo. El fin (aparente) de la 
fatalidad del intercambio desigual (las materias primas siempre 
menos valoradas que los productos manufacturados) que 


encadenaba a los países de la periferia del sistema mundial al 
desarrollo dependiente permitió que las fuerzas progresistas, 
antes vistas como «enemigas del desarrollo», se liberasen de este 
fardo histórico, transformando el boom en una ocasión única para 
llevar a cabo políticas sociales y de redistribución de la renta. Las 
oligarquías y, en algunos países, sectores avanzados de la 
burguesía industrial y financiera altamente internacionalizados 
perdieron buena parte del poder político gubernamental, pero a 
cambio vieron aumentado su poder económico. Los países 
cambiaron sociológica y politicamente hasta el punto de que 
algunos analistas vieron el surgimiento de un nuevo régimen de 
acumulación, más nacionalista y estatista: el neodesarrollismo 
basado en el neoextractivismo. 

Sea como sea, este neoextractivismo tiene como base la 
explotación intensiva de los recursos naturales y plantea, en 
consecuencia, el problema de los límites ecológicos (por no hablar 
de los límites sociales y políticos) de esta nueva (vieja) fase del 
capitalismo. Esto resulta más preocupante en cuanto que este 
modelo de «desarrollo» es flexible en la distribución social pero 
rigido en su estructura de acumulación. Las locomotoras de la 
minería, del petróleo, del gas natural, de la frontera agrícola son 
cada vez más potentes y todo lo que interfiera en su camino y 
complique el trayecto tiende a ser aniquilado como obstáculo al 
desarrollo. Su poder político crece más que su poder económico, la 
redistribución social de la renta les confiere una legitimidad 
política que el anterior modelo de desarrollo nunca tuvo, o sólo 
tuvo en condiciones de dictadura. 

Dado su atractivo, estas locomotoras son magníficas para 
convertir las señales cada vez más perturbadoras de la inmensa 
deuda ecológica y social que crean en un coste inevitable del 
«progreso». Por otro lado, privilegian una temporalidad afín a la 
de los gobiernos: el boom de los recursos no va a durar siempre, y 
eso hay que aprovecharlo al máximo en el menor espacio de 
tiempo. El brillo del corto plazo ofusca las sombras del largo 
plazo. Mientras que el boom configure un juego de suma positiva, 
cualquiera que se interponga en su camino es visto como 


ecologista infantil, campesino improductivo o indígena atrasado 
de los que a menudo se sospecha que se trata de «poblaciones 
fácilmente manipulables por Organizaciones No 
Gubernamentales a saber al servicio de quién». 

En estas condiciones, resulta difícil activar principios de 
precaución o lógicas a largo plazo. ¿Qué sucederá cuando termine 
el boom de los recursos? ¿Cuando sea evidente que la inversión en 
«recursos naturales» no fue debidamente compensada por la 
inversión en «recursos humanos»? ¿Cuando no haya dinero para 
generosas políticas compensatorias y el empobrecimiento súbito 
cree un resentimiento difícil de manejar en democracia? ¿Cuando 
los niveles de enfermedades ambientales sean inaceptables y 
sobrecarguen los sistemas públicos de salud hasta volverlos 
insostenibles? ¿Cuando la contaminación de las aguas, el 
empobrecimiento de las tierras y la destrucción de los bosques 
sean irreversibles? ¿Cuando las poblaciones indígenas, 
quilombolas y ribereñas expulsadas de sus tierras cometan 
suicidios colectivos o deambulen por las periferias urbanas 
reclamando un derecho a la ciudad que siempre les será negado? 
La ideología económica y política dominante considera estas 
preguntas escenarios distópicos exagerados o irrelevantes, fruto 
del pensamiento crítico entrenado para pronosticar malos 
augurios. En suma, un pensamiento muy poco convincente y en 
absoluto atractivo para los grandes medios. 

En este contexto, sólo es posible perturbar el automatismo 
político y económico de este modelo mediante la acción de 
movimientos sociales y organizaciones lo suficientemente 
valientes para dar a conocer el lado destructivo sistemáticamente 
ocultado de este modelo, dramatizar su negatividad y forzar la 
entrada de esta denuncia en la agenda política. La articulación 
entre los diferentes factores de la crisis deberá llevar 
urgentemente a la articulación entre los movimientos sociales que 
luchan contra ellos. Es un proceso lento en que la historia 
particular de cada movimiento todavía pesa más de lo que 
debería, aunque ya son visibles articulaciones entre luchas por los 
derechos humanos, la soberanía alimentaria, contra los 


agrotóxicos, los transgénicos, la impunidad de la violencia en el 
campo, la especulación financiera con los alimentos, luchas por la 
reforma agraria, los derechos de la naturaleza, los derechos 
ambientales, los derechos indígenas y quilombolas, el derecho a la 
ciudad, el derecho a la salud, luchas por la economía solidaria, la 
agroecología, el gravamen de las transacciones financieras 
internacionales, la educación popular, la salud colectiva, la 
regulación de los mercados financieros, etcétera. 

Al igual que ocurre con la democracia, sólo una conciencia y 
una acción ecológica robusta y anticapitalista pueden afrontar 
con éxito la vorágine del capitalismo extractivista. Al «ecologismo 
de los ricos» hay que contraponer el «ecologismo de los pobres», 
basado en una economía política no dominada por el fetichismo 
del crecimiento infinito y del consumismo individualista, sino en 
las ideas de reciprocidad, solidaridad y complementariedad, 
vigentes tanto en las relaciones entre los seres humanos como en 
las relaciones entre los humanos y la naturaleza. 


Duodécima carta a las izquierdas 
La izquierda del futuro: una sociología de las emergencias 


El futuro de la izquierda no es más dificil de predecir que 
cualquier otro acontecimiento social. La mejor manera de 
abordarlo es haciendo lo que llamo sociología de las emergencias. 
Consiste en prestar especial atención a algunas señales del 
presente para ver en ellas tendencias, embriones de lo que puede 
ser decisivo en el futuro. En este texto, doy especial atención a un 
hecho que, por inusual, puede señalar algo nuevo e importante. 
Me refiero a los pactos entre diferentes partidos de izquierda. 


Los pactos 
La familia de las izquierdas no tiene una fuerte tradición de 


pactos. Algunas ramas de esta familia tienen incluso más 
tradición de pactos con la derecha que con otras ramas de la 


familia. Diríase que las divergencias internas en la familia de las 
izquierdas son parte de su código genético, pues han sido 
constantes a lo largo de los últimos doscientos años. Por razones 
obvias, las divergencias han sido más amplias o notorias en 
democracia. La polarización llega a veces al punto de que una 
rama de la familia ni siquiera reconoce que la otra pertenece a la 
misma familia. Por el contrario, en periodos de dictadura los 
entendimientos han sido frecuentes, aunque terminen acabado el 
periodo dictatorial. 

A la luz de esta historia, merece una reflexión el hecho de que 
en los últimos tiempos estamos asistiendo a un movimiento 
pactista entre diferentes ramas de las izquierdas en países 
democráticos. El sur de Europa es un buen ejemplo: la unidad en 
torno a Syriza en Grecia a pesar de todas las vicisitudes y 
dificultades; el gobierno dirigido por el Partido Socialista en 
Portugal con el apoyo del Partido Comunista y del Bloco de 
Izquierda a raíz de las elecciones del 4 de octubre de 2015; 
algunos gobiernos autonómicos en España, salidos de las 
elecciones regionales de 2015, y, en el momento en que escribo, la 
discusión sobre la posibilidad de un pacto a escala nacional entre 
el PSOE, Podemos y otros partidos de izquierda como resultado 
de las elecciones generales de diciembre de 2015. Hay indicios de 
que en otros lugares de Europa y en América Latina pueden 
surgir en un futuro próximo pactos similares. Se imponen dos 
cuestiones. ¿Por qué este impulso pactista en democracia? ¿Cuál 
es su sostenibilidad? 

La primera pregunta tiene una respuesta plausible. En el caso 
del sur de Europa, la agresividad de la derecha (tanto de la 
nacional como de la que viste la piel de las «instituciones 
europeas») en el poder en los últimos cinco años ha sido tan 
devastadora para los derechos de ciudadanía y para la 
credibilidad del régimen democrático que las fuerzas de izquierda 
comienzan a estar convencidas de que las nuevas dictaduras del 
siglo xxi surgirán en forma de democracias de  bajísima 
intensidad. Serán dictaduras presentadas como dictablandas o 
democraduras, como la gobernabilidad posible ante la inminencia 


del supuesto caos en los tiempos difíciles que vivimos, como el 
resultado técnico de los imperativos del mercado y de la crisis que 
lo explica todo sin necesidad de ser explicada. El pacto resulta de 
una lectura política de que lo que está en juego es la 
supervivencia de una democracia digna de ese nombre y de que 
las divergencias sobre lo que esto significa ahora tienen menos 
urgencia que salvar lo que la derecha todavía no ha logrado 
destruir. 

La segunda pregunta es más difícil de responder. Como decía 
Spinoza, las personas (y también las sociedades, diría yo) se rigen 
por dos emociones fundamentales: el miedo y la esperanza. El 
equilibrio entre ambas es complejo, pero sin una de ellas no 
sobreviviríamos. El miedo domina cuando las expectativas de 
futuro son negativas («esto es malo, pero el futuro podría ser aún 
peor»); por su parte, la esperanza domina cuando las expectativas 
futuras son positivas o cuando, por lo menos, el inconformismo 
con la supuesta fatalidad de las expectativas negativas es 
ampliamente compartido. Treinta años después del asalto global a 
los derechos de los trabajadores; de la promoción de la 
desigualdad social y del egoísmo como máximas virtudes sociales; 
del saqueo sin precedentes de los recursos naturales, de la 
expulsión de poblaciones enteras de sus territorios y de la 
destrucción ambiental que esto significa; de fomentar la guerra y 
el terrorismo para crear Estados fallidos y tornar las sociedades 
indefensas ante el expolio; de la imposición más o menos 
negociada de tratados de libre comercio totalmente controlados 
por los intereses de empresas multinacionales; de la total 
supremacía del capital financiero sobre el capital productivo y 
sobre la vida de las personas y las comunidades; después de todo 
esto, combinado con la defensa hipócrita de la democracia liberal, 
es plausible concluir que el neoliberalismo es una inmensa 
máquina de producción de expectativas negativas para que las 
clases populares no sepan las verdaderas razones de su 
sufrimiento, se conformen con lo poco que aún tienen y estén 
paralizadas por el miedo a perderlo. 


El movimiento pactista en el interior de las izquierdas es 
producto de un tiempo, el nuestro, de predominio absoluto del 
miedo sobre la esperanza. ¿Significará esto que los gobiernos 
salidos de los pactos serán víctimas de su éxito? El éxito de los 
gobiernos pactados por las izquierdas se traducirá en la 
atenuación del miedo y en la devolución de cierta esperanza a las 
clases populares, al mostrar, mediante una gestión de gobierno 
pragmática e inteligente, que el derecho a tener derechos es una 
conquista civilizatoria irreversible. ¿Será que, cuando brille 
nuevamente la esperanza, las divergencias volverán a la 
superficie y los pactos serán echados a la basura? Si ello 
ocurriese, sería fatal para las clases populares, que rápidamente 
regresarían al silenciado desaliento ante un fatalismo cruel, tan 
violento para las grandes mayorías cuanto benévolo para las 
pequeñísimas minorías. Pero también sería fatal para las 
izquierdas en su conjunto, pues quedaría demostrado durante 
algunas décadas que las izquierdas son buenas para corregir el 
pasado, pero no para construir el futuro. Para que tal cosa no 
suceda, deben llevarse a cabo dos tipos de medidas durante la 
vigencia de los pactos. Dos medidas que no se imponen por la 
urgencia del gobierno corriente y que, por eso, tienen que resultar 
de una voluntad política bien determinada. Llamo a estas dos 
medidas Constitución y hegemonía. 


Constitución y hegemonía 


La Constitución es el conjunto de reformas constitucionales o 
infraconstitucionales que reestructuran el sistema político y las 
instituciones con el fin de prepararlas para posibles embates con 
la dictablanda y el proyecto de democracia de bajísima intensidad 
que esta conlleva. Dependiendo de los países, las reformas serán 
diferentes, como diferentes serán los mecanismos utilizados. Si en 
algunos casos es posible reformar la Constitución con base en los 
Parlamentos, en otros será necesario convocar Asambleas 
Constituyentes originarias, dado que los Parlamentos serían el 
mayor obstáculo para cualquier reforma constitucional. 


También puede suceder que, en un determinado contexto, la 
«reforma» más “importante sea la defensa activa de la 
Constitución existente mediante una renovada pedagogía 
constitucional en todas las áreas de gobierno. Pero habrá algo 
común a todas las reformas: volver el sistema electoral más 
representativo y más transparente; fortalecer la democracia 
representativa con la democracia participativa. Los teóricos 
liberales más influyentes de la democracia representativa han 
reconocido (y recomendado) la coexistencia ambigua entre dos 
ideas (contradictorias) que aseguran la estabilidad democrática: 
por un lado, la creencia de los ciudadanos en su capacidad y 
competencia para intervenir y participar activamente en la 
política; por otro, un ejercicio pasivo de esa competencia y de esa 
capacidad mediante la confianza en las elites gobernantes. En los 
últimos tiempos, y como lo demuestran las protestas que han 
sacudido muchos países desde 2011, la confianza en las elites ha 
venido deteriorándose sin que, sin embargo, el sistema político 
(por su diseño o por su práctica) permita a los ciudadanos 
recuperar su capacidad y competencia para intervenir 
activamente en la vida política. Sistemas electorales asimétricos, 
partitocracia, corrupción, crisis financieras manipuladas: he aquí 
algunas de las razones de la doble crisis de representación («no 
nos representan») y de participación («no vale la pena votar, todos 
son iguales y ninguno cumple lo que promete»). Las reformas 
constitucionales obedecerán a un doble objetivo: hacer la 
democracia representativa más representativa y complementar la 
democracia representativa con la democracia participativa. Estas 
reformas darán como resultado que la formación de la agenda 
política y el control del desempeño de las políticas públicas 
dejarán de ser un monopolio de los partidos y pasarán a ser 
compartidas por los partidos y ciudadanos independientes 
organizados democráticamente para este propósito. 

El segundo conjunto de reformas es lo que llamo hegemonía. 
La hegemonía es el conjunto de ideas sobre la sociedad e 
interpretaciones del mundo y de la vida que, por ser altamente 
compartidas, incluso por los grupos sociales perjudicados por 


ellas, permiten que las elites políticas, al apelar a tales ideas e 
interpretaciones, gobiernen más por consenso que por coerción, 
aun cuando gobiernan en contra de los intereses objetivos de 
grupos sociales mayoritarios. La idea de que los pobres son pobres 
por su propia culpa es hegemónica cuando es defendida no sólo 
por los ricos sino también por los pobres y por las clases populares 
en general. En este caso, son, por ejemplo, menores los costes 
políticos de las medidas para eliminar o restringir drásticamente 
la renta social de inserción. La lucha por la hegemonía de las 
ideas de sociedad que sostienen el pacto entre las izquierdas es 
fundamental para la supervivencia y consistencia de ese pacto. 
Esta lucha tiene lugar en la educación formal y en la promoción 
de la educación popular, en los medios de comunicación, en el 
apoyo a los medios alternativos, en la investigación científica, en 
la transformación curricular de las universidades, en las redes 
sociales, en la actividad cultural, en las organizaciones y 
movimientos sociales, en la opinión pública y en la opinión 
publicada. A través de ella, se construyen nuevos sentidos y 
criterios de evaluación de la vida social y de la acción política (la 
inmoralidad del privilegio, de la concentración de la riqueza y de 
la discriminación racial y sexual; la promoción de la solidaridad, 
de los bienes comunes y de la diversidad cultural, social y 
económica; la defensa de la soberanía y de la coherencia de las 
alianzas políticas; la protección de la naturaleza) que hacen más 
difícil la contrarreforma de las ramas reaccionarias de la derecha, 
las primeras en irrumpir en un momento de fragilidad del pacto. 
Para que esta lucha tenga éxito, es necesario impulsar políticas 
que, a simple vista, son menos urgentes y compensadoras. Si esto 
no ocurre, la esperanza no sobrevivirá al miedo. 


Aprendizajes globales 


Si algo se puede afirmar con alguna certeza acerca de las 
dificultades que están pasando las fuerzas progresistas en 
América Latina, es que tales dificultades se asientan en el hecho 
de que sus gobiernos no afrontaron ni la cuestión de la 


Constitución ni la de la hegemonía. En el caso de Brasil, este 
hecho es particularmente dramático, y explica en parte que los 
enormes avances sociales de los gobiernos de la época Lula sean 
ahora tan fácilmente reducidos a meros expedientes populistas y 
oportunistas, incluso por parte de sus beneficiarios. Explica 
también que los muchos errores cometidos (para comenzar, el 
haber desistido de la reforma política y de la regulación de los 
medios de comunicación, y algunos errores dejan heridas abiertas 
en grupos sociales importantes, tan diversos como los campesinos 
sin tierra ni reforma agraria, los jóvenes negros víctimas del 
racismo, los pueblos indígenas ilegalmente expulsados de sus 
territorios ancestrales, pueblos indigenas y quilombolas con 
reservas homologadas pero archivadas, militarización de las 
periferias de las grandes ciudades, poblaciones rurales 
envenenadas por agrotóxicos, etcétera) no sean considerados 
errores, sino que sean omitidos y hasta convertidos en virtudes 
políticas o, al menos, sean aceptados como consecuencias 
inevitables de un gobierno realista y desarrollista. 

Las tareas incumplidas de la Constitución y de la hegemonía 
explican también que la condena de la tentación capitalista por 
parte de los gobiernos de izquierda se centre en la corrupción y, 
por tanto, en la inmoralidad y en la ilegalidad del capitalismo, y 
no en la injusticia sistemática de un sistema de dominación que 
se puede realizar en perfecto cumplimiento de la legalidad y la 
moralidad capitalistas. 

El análisis de las consecuencias de no haber resuelto las 
cuestiones de la Constitución y de la hegemonía es relevante para 
prever y prevenir lo que puede pasar en las próximas décadas no 
sólo en América Latina sino también en Europa y otras regiones 
del mundo. Entre las izquierdas latinoamericanas y las del sur de 
Europa ha habido en los últimos veinte años importantes canales 
de comunicación, que están todavía por analizarse en todas sus 
dimensiones. Desde el inicio del presupuesto participativo en 
Porto Alegre (1989), varias organizaciones de izquierda en 
Europa, Canadá e India (de las que tengo conocimiento) 
comenzaron a prestar mucha atención a las innovaciones políticas 


que emergían en el campo de las izquierdas en varios paises de 
América Latina. 

A partir del final de la década de 1990, con la intensificación 
de las luchas sociales, el ascenso al poder de gobiernos 
progresistas y las luchas por Asambleas Constituyentes, sobre 
todo en Ecuador y Bolivia, quedó claro que una profunda 
renovación de la izquierda, de la cual había mucho que aprender, 
estaba en curso. Los trazos principales de esa renovación fueron 
los siguientes: la democracia participativa articulada con la 
democracia representativa, una articulación de la cual ambas 
salian fortalecidas; el intenso protagonismo de movimientos 
sociales, de lo que el Foro Social Mundial de 2001 fue una 
muestra elocuente; una nueva relación entre partidos políticos y 
movimientos sociales; la sobresaliente entrada en la vida política 
de grupos sociales hasta entonces considerados residuales, como 
los campesinos sin tierra, pueblos indígenas y pueblos 
afrodescendientes; la celebración de la diversidad cultural, el 
reconocimiento del carácter plurinacional de los países y el 
propósito de hacer frente a las insidiosas herencias coloniales 
siempre presentes. Este elenco es suficiente para evidenciar 
cuánto las dos luchas a las que me he estado refiriendo (la 
Constitución y la hegemonía) estuvieron presentes en este vasto 
movimiento que parecía refundar para siempre el pensamiento y 
la práctica de izquierda, no sólo en América Latina sino en todo el 
mundo. 

La crisis financiera y política, sobre todo a partir de 2011, y el 
movimiento de los indignados fueron los detonantes de nuevas 
emergencias políticas de izquierda en el sur de Europa, en las que 
estuvieron muy presentes las lecciones de América Latina, en 
especial la nueva relación partido-movimiento, la nueva 
articulación entre democracia representativa y democracia 
participativa, la reforma constitucional y, en el caso de España, 
las cuestiones de la plurinacionalidad. Podemos representa mejor 
que cualquier otro estos aprendizajes, aun cuando sus dirigentes 
fueron desde el principio conscientes de las diferencias 


sustanciales entre los contextos político y geopolítico europeo y 
latinoamericano. 

La forma en que tales aprendizajes se vayan a plasmar en el 
nuevo ciclo político que está emergiendo en el sur de Europa es, 
por ahora, una incógnita. Pero desde ya es posible especular lo 
siguiente: si es verdad que las izquierdas europeas aprendieron 
con las muchas innovaciones de las izquierdas latinoamericanas, 
no es menos cierto (y trágico) que estas se «olvidaron» de sus 
propias innovaciones y que, de una u otra forma, cayeron en las 
trampas de la vieja política, donde las fuerzas de derecha 
fácilmente muestran su superioridad, dada la larga experiencia 
histórica acumulada. 

Si las líneas de comunicación se mantienen hoy, y siempre 
salvaguardando la diferencia de contextos, quizá sea tiempo de 
que las izquierdas latinoamericanas aprendan también con las 
innovaciones que están emergiendo entre las izquierdas del sur 
de Europa. Entre ellas destaco las siguientes: mantener viva la 
democracia participativa dentro de los propios partidos de 
izquierda, como condición previa a su adopción en el sistema 
político nacional en articulación con la democracia representativa; 
pactos entre fuerzas de izquierda (no necesariamente sólo entre 
partidos) y nunca con fuerzas de derecha; pactos pragmáticos no 
clientelistas (no se discuten personas o cargos, sino políticas 
públicas y medidas de gobierno), ni de rendición (articulando 
líneas rojas que no pueden ser cruzadas con la noción de 
prioridades o, como se decía antes, distinguiendo las luchas 
primarias de las secundarias); insistencia en la reforma 
constitucional para blindar los derechos sociales y tornar el 
sistema político más transparente, más próximo y más 
dependiente de las decisiones ciudadanas, sin tener que esperar 
elecciones periódicas (refuerzo del referendo), y, en el caso 
español, tratar democráticamente la cuestión de la 
plurinacionalidad. 

La máquina fatal del neoliberalismo continúa produciendo 
miedo a gran escala y, siempre que falta materia prima, trunca la 
esperanza que puede encontrar en los rincones más recónditos de 


la vida política y social de las clases populares, la tritura, la 
procesa y la transforma en miedo. Las izquierdas son la arena 
que puede atajar ese aparatoso engranaje a fin de abrir las 
brechas por donde la sociología de las emergencias hará su 
trabajo de formular y amplificar las tendencias, los «todavía no», 
que apuntan a un futuro digno para las grandes mayorías. Por 
eso es necesario que las izquierdas sepan tener miedo sin tener 
miedo del miedo. Sepan sustraer semillas de esperanza a la 
trituradora neoliberal y plantarlas en terrenos fértiles donde cada 
vez más ciudadanos sientan que pueden vivir bien, protegidos, 
tanto del infierno del caos inminente como del paraíso de las 
sirenas del consumo obsesivo. Para que esto ocurra, la condición 
mínima es que las izquierdas permanezcan firmes en las dos 
luchas fundamentales: la Constitución y la hegemonía. 


Decimotercera carta a las izquierdas 


Para leer en 2050: una reflexión sobre la utopía o sobre la 
sociología de las ausencias de las izquierdas 


Algún día, cuando se pueda caracterizar la época en que 
vivimos, la principal sorpresa será que todo se vivió sin antes ni 
después, sustituyendo la causalidad por la simultaneidad, la 
historia por la noticia, la memoria por el silencio, el futuro por el 
pasado, el problema por la solución. Así, las atrocidades bien 
pudieron atribuirse a las víctimas; los agresores fueron 
condecorados por su valentía en la lucha contra las agresiones; los 
ladrones fueron jueces; los grandes responsables políticos 
pudieron tener una cualidad moral minúscula en comparación con 
la magnitud de las consecuencias de sus decisiones. Fue una 
época de excesos vividos como carencias; la velocidad fue siempre 
menor de lo que debía ser; la destrucción siempre justificada por 
la urgencia de construir. El oro fue la base de todo, pero estaba 
asentado en una nube. Todos fueron emprendedores hasta 
demostrar lo contrario, pero la prueba de lo contrario fue 
prohibida por las pruebas a favor. Hubo inadaptados, aunque la 


inadaptación apenas se distinguía de la adaptación: tantos eran 
los campos de concentración de la heterodoxia dispersos por la 
ciudad, por los bares, por las discotecas, por la droga, por 
Facebook. 

La opinión pública pasó a ser igual a la privada de quien tenía 
poder para publicitarla. El insulto se convirtió en el medio más 
eficaz del ignorante para ser intelectualmente igual al sabio. 

Se desarrolló el modo a través del cual los envases inventaron 
sus propios productos y que no hubiera productos fuera de ellos. 
Por eso, los paisajes se convirtieron en paquetes turísticos y las 
fuentes y manantiales tomaron la forma de botella. Cambió el 
nombre de las cosas para que estas se olvidaran de lo que eran. 
La desigualdad pasó a llamarse mérito; la miseria, austeridad; la 
hipocresía, derechos humanos; la guerra civil sin control, 
intervención humanitaria; la guerra civil mitigada, democracia. 
La propia guerra pasó a llamarse paz para poder ser infinita. 
También el Guernica pasó a ser un mero cuadro de Picasso para 
no estorbar el futuro del eterno presente. Fue una época que 
comenzó con una catástrofe, pero que pronto logró convertir 
catástrofes en entretenimiento. Cuando una gran catástrofe 
sobrevenía, parecía ser sólo una nueva serie. 

Todas las épocas viven con tensiones, pero esta pasó a 
funcionar en permanente desequilibrio, tanto en el ámbito 
colectivo como en el individual. Las virtudes fueron cultivadas 
como vicios y los vicios como virtudes. El enaltecimiento de las 
virtudes o de la cualidad moral de alguien dejó de residir en 
cualquier criterio de mérito propio para convertirse en el simple 
reflejo del envilecimiento, de la degradación o negación de las 
cualidades o virtudes ajenas. Se creía que la oscuridad iluminaba 
la luz, y no al revés. 

Operaban tres poderes al mismo tiempo, ninguno democrático: 
el capitalismo, el colonialismo y el patriarcado, servidos por 
varios subpoderes, religiosos, mediáticos, generacionales, étnico" 
culturales, regionales. Curiosamente, no siendo ninguno 
democrático, eran el pilar de la democracia realmente existente. 
Eran tan fuertes que era dificil hablar de cualquiera de ellos sin 


incurrir en la ira de la censura, la demonización de la 
heterodoxia, el estigma de la diferencia. 

El capitalismo, que se basaba en los intercambios desiguales 
entre seres humanos supuestamente iguales, se disfrazaba tan 
bien de realidad que el propio nombre cayó en desuso. Los 
derechos de los trabajadores eran considerados poco más que 
pretextos para no trabajar. El colonialismo, basado en la 
discriminación contra seres humanos que sólo eran iguales de 
manera diferente, tenía que ser aceptado como algo tan natural 
como la preferencia estética. Las presuntas víctimas de racismo y 
xenofobia, antes que víctimas, eran siempre sujetos de 
provocación. AÁ su vez, el patriarcado, que se basaba en la 
dominación de las mujeres y la estigmatización de las 
orientaciones no heterosexuales, tenía que ser aceptado como algo 
tan natural como una preferencia moral compartida por casi 
todos. A las mujeres, homosexuales y transexuales había que 
imponerles límites si no sabian mantenerse dentro de sus propios 
límites. 

Nunca las leyes generales y universales fueron tan 
impunemente violadas y selectivamente aplicadas, con tanto 
respeto aparente por la legalidad. El primado del derecho 
convivía amenamente con el primado de la ilegalidad. Era normal 
desconstitucionalizar las Constituciones en su nombre. 

El extremismo más radical fueron el inmovilismo y el 
estancamiento. La voracidad de las imágenes y de los sonidos 
creaba remolinos estáticos. Vivieron obsesionados por el tiempo y 
por la falta de tiempo. Fue una época que conoció la esperanza, 
pero en cierto momento la halló muy exigente y cansadora. 
Prefirió, en general, la resignación. Los inconformes con tal 
renuncia tuvieron que emigrar. Sus destinos fueron tres: ir fuera, 
donde la remuneración económica de la resignación era mejor y 
por eso se confundía con la esperanza; ir dentro, donde la 
esperanza vivía en las calles de la indignación o moría en la 
violencia doméstica, en el delito común, en la rabia silenciada de 
las casas, de la espera en las salas de urgencia de hospitales, de 
las prisiones, y de los ansiolíticos y antidepresivos; el tercer grupo 


quedaba entre dentro y fuera, en espera, donde la esperanza y la 
falta de ella alternaban como las luces de los semáforos. 

Todo pareció estar al borde de la explosión, pero nunca explotó 
porque fue explotando, y quien sufría con las explosiones, o 
estaba muerto, o era pobre, subdesarrollado, viejo, atrasado, 
ignorante, prejuicioso, inútil, loco; en cualquier caso, descartable. 
Era la gran mayoría, pero una insidiosa ilusión óptica la tornaba 
invisible. Fue tan grande el miedo de la esperanza que la 
esperanza acabó por tener miedo de sí misma y entregó a sus 
adeptos a la confusión. 

Con el tiempo, el pueblo se transformó en el mayor problema, 
por el simple hecho de haber tanta gente de más. La gran 
cuestión pasó a ser qué hacer con tanta gente que en nada 
contribuía al bienestar de quienes lo merecían. La racionalidad se 
tomó tan en serio que se preparó meticulosamente una solución 
final para los que producían menos, por ejemplo, los viejos. Para 
no violar los códigos ambientales, cuando no fuese posible 
eliminarlos, fueron biodegradados. El éxito de esta solución hizo 
que después fuese aplicada a otras poblaciones descartables, como 
inmigrantes, jóvenes de las periferias, tóxicodependientes, 
etcétera. 

La simultaneidad de los dioses con los humanos fue una de las 
conquistas más fáciles de la época. Bastó para ello con 
comercializarlos y venderlos en los tres mercados celestiales 
existentes: el del futuro más allá de la muerte, el de la caridad y 
el de la guerra. Surgieron muchas religiones, cada una parecida 
con los defectos atribuidos a las religiones rivales, pero todas 
coincidían en ser lo que más decían no ser: mercado de emociones. 
Las religiones eran mercados y los mercados eran religiones. 

Es extraño que una época que comenzó sólo teniendo futuro 
(todas las catástrofes y atrocidades anteriores eran la prueba de 
la posibilidad de un nuevo futuro sin catástrofes ni atrocidades) 
haya terminado sólo teniendo pasado. Cuando comenzó a ser 
excesivamente doloroso pensar el futuro, el único tiempo 
disponible fue el pasado. Como ningún gran acontecimiento 
histórico nunca fue previsto, también esta época terminó cogiendo 


a todos por sorpresa. Á pesar de ser generalmente aceptado que el 
bien común no podía dejar de asentarse en el lujoso bienestar de 
pocos y el miserable malestar de las grandes mayorías, había 
quien no estaba de acuerdo con tal normalidad y se rebeló. Los 
inconformes se dividían en procurar tres estrategias: mejorar lo 
que había, romper con lo que había, no depender de lo que había. 

Visto hoy, a tanta distancia, era obvio que las tres estrategias 
debían ser utilizadas articuladamente, a modo de división de 
tareas en cualquier trabajo complejo, una especie de división del 
trabajo del inconformismo y de la rebeldía. Pero en esa época no 
fue posible porque los rebeldes no veían que, siendo producto de 
la sociedad contra la cual luchaban, tendrían que comenzar por 
rebelarse contra sí mismos, transformándose primero ellos antes 
de querer transformar la sociedad. Su ceguera los hizo dividirse 
sobre lo que debía unir, y unirse respecto a lo que los debía 
dividir. Por eso ocurrió lo que ocurrió. Y cuán terrible fue, está 
bien inscrito en el modo en que vamos intentando curar las 
heridas de la carne y del espíritu al mismo tiempo que 
reinventamos una y otro. 

¿Por qué persistimos, después de todo? Porque estamos 
reaprendiendo a alimentarnos de la hierba dañina que la época 
pasada intentó erradicar más radicalmente, recurriendo para eso 
a los más potentes y destructivos herbicidas mentales: la utopía. 


Decimocuarta carta a las izquierdas 
Manifiesto incompleto 


1. En su proceso de refundación, las izquierdas deben partir de 
una lectura rigurosa del tiempo presente. Se está consolidando 
elobalmente un régimen de acumulación capitalista basado en la 
financiarización del capital, la concentración de la riqueza, la 
explotación intensiva de los recursos naturales, la reducción o 
eliminación de los derechos sociales, cualquiera que sea el grado 
de inclusión social que permitan. Este régimen de acumulación 
hace más evidente que nunca que la acumulación primitiva 


violenta e ilegal es parte constitutiva de su dinamismo. En 
consecuencia, la articulación que siempre existió entre 
capitalismo, colonialismo (racismo, colonialismo interno, etcétera) 
y patriarcado (sexismo, violencia sexual, etcétera) es hoy 
particularmente insidiosa. Este régimen de acumulación choca de 
manera frontal con la democracia, incluso con la democracia de 
baja intensidad característica de las sociedades capitalistas, 
colonialistas y patriarcales. De ahí el fortalecimiento de pulsiones 
fascistas. 

Debemos distinguir dos tipos de fascismo: el social y el político. 
El fascismo social se produce en el ámbito de las relaciones 
sociales cuando la parte más fuerte tiene un poder tan superior al 
de la parte más débil que le permite disponer de un derecho no 
oficial de veto sobre sus deseos, necesidades o aspiraciones de 
vida digna. Este derecho despótico de veto hace que la parte más 
débil no pueda, de manera realista, invocar eficazmente ninguna 
protección jurídica para luchar contra la opresión. La mujer 
víctima de violencia doméstica, el trabajador sujeto a condiciones 
análogas al trabajo esclavo, el joven afrobrasileño de las 
periferias de las grandes ciudades, viven muchas veces en 
situación de fascismo social. Vivimos en sociedades que son 
políticamente democráticas y socialmente fascistas. Cuanto más 
se restrinjan los derechos sociales y económicos, y cuanto menos 
eficaz sea la acción judicial contra las violaciones de los derechos 
existentes, mayor es el campo del fascismo social. 

El fascismo político es un régimen político dictatorial 
nacionalista, racista, sexista, xenófobo. En determinadas 
circunstancias, puede ser la solución preferida por las clases 
dominantes cuando la práctica democrática afecta 
significativamente a sus intereses. En sociedades de matriz 
colonial, el fascismo político puede ser una tentación cuando la 
senzala se aproxima demasiado a la Casa Grandel2]. Las clases 
trabajadoras también pueden ser seducidas por la propuesta 
fascista cuando se sienten amenazadas en su nivel de vida por 
grupos sociales situados por debajo de ellas, sobre todo si estos 
son extranjeros o de piel oscura o más oscura. Hasta ahora, la 


memoria social de las atrocidades cometidas en las guerras 
europeas del siglo xx y en las dictaduras latinoamericanas de la 
segunda mitad del siglo xx ha mantenido el fascismo político 
fuera de la agenda política. Mientras tanto, la convivencia de la 
democracia política con el fascismo social ha hecho dispensable el 
recurso al fascismo político. Resulta, sin embargo, perturbador 
que, en su condición de movimiento opositor, el fascismo político 
haya estado ganando peso tanto en Europa como en las Américas 
y en la India. En Europa tiene mucho que ver con el racismo, la 
inmigración de refugiados y la xenofobia. En América Latina 
puede ser el reverso del fracaso de las políticas de izquierda de la 
última década, junto con los siempre presentes racismo, 
colonialismo interno y sexismo. Una vez frustradas las 
expectativas de movilidad social ascendente entre las clases 
populares por los gobiernos democráticos de izquierda, la 
frustración puede plasmarse en una opción política por el 
fascismo, sobre todo si la frustración es vivida muy intensamente, 
si es incitada por los medios de comunicación reaccionarios y si 
hay a mano chivos expiatorios, sean extranjeros o estratos 
sociales históricamente víctimas del racismo y del sexismo. El 
crecimiento de los movimientos fascistas resulta útil a los 
gobiernos de derecha reaccionaria en la medida en que les 
permite legitimar más autoritarismo y más recortes en los 
derechos sociales y económicos, más criminalización de la 
protesta social en nombre de la defensa de la democracia. 

2. La izquierda continuará siendo ciertamente una pluralidad 
de izquierdas, pero la pluralidad debe aprender a superar la 
fragmentación y articularse en el respeto de la diferencia, 
maximizando convergencias y minimizando divergencias. El 
fortalecimiento del fascismo social con fachada política 
democrática va a exigir un esfuerzo adicional en la búsqueda de 
consensos que permitan un nuevo tipo de frente democrático, pero 
con el mismo vasto alcance de los frentes populares en la Europa 
de los años 1930 ante la amenaza del fascismo como régimen 
político (y no «solamente» en cuanto régimen social, como ocurre 
actualmente). Es trágico que, en tiempos recientes, haya sido más 


fácil para las fuerzas importantes de izquierda (en general, de 
orientación socialdemócrata o de centro izquierda) realizar 
alianzas con fuerzas de derecha que con otras fuerzas de 
izquierda. Pero las dificultades para concretar articulaciones de 
izquierda no son, en general, responsabilidad exclusiva de un 
sector de la izquierda. Lamentablemente, el sectarismo está 
generosamente distribuido. En este contexto, las siguientes tesis 
hablan de izquierda en singular para designar el campo de 
consensos prácticos que deben subyacer a las alianzas entre las 
izquierdas. 

3. La refundación de la izquierda exige una refundación de la 
política concebida como teoría y como práctica del ejercicio y de la 
transformación del poder en su sentido más amplio. El poder es 
siempre expresión de relaciones desiguales que permiten a quien 
lo tiene representar el mundo como suyo y transformarlo de 
acuerdo con sus necesidades, intereses y aspiraciones, sea ese 
mundo la familia, la empresa, la comunidad, la escuela, el 
mercado, la ciudadanía o el globo terrestre. El poder sólo es 
democrático cuando es ejercido para ampliar y profundizar la 
democracia. En su sentido más amplio, la democracia es todo 
proceso de transformación de relaciones desiguales de poder en 
relaciones de autoridad compartida. Por eso no hay sociedades 
democráticas: hay sociedades que, siendo gobernadas por la 
izquierda, están en proceso de democratización y, cuando son 
gobernadas por la derecha, en proceso de fascistización. Gobernar 
hacia la izquierda es ampliar la democracia tanto en las 
relaciones políticas como en las relaciones sociales. Gobernar 
hacia la derecha es restringir la democracia en esas mismas 
relaciones. 

4. Tanto en la oposición como en el poder, la izquierda debe 
mantener la coherencia entre los medios y los fines. No hay fines 
honorables cuando los medios para obtenerlos son vergonzosos. 
La misma coherencia es exigida entre estar en la oposición y estar 
en el gobierno. En las sociedades dominadas por el capitalismo, el 
colonialismo y el patriarcado, la zona de confort de la izquierda es 
la oposición. Cuando está en el gobierno, la tensión que produce el 


ejercicio del poder en la sociedad debe ser el espejo del poder de la 
tensión en el seno de la propia izquierda. Cuando está confortable 
en el gobierno, la izquierda engaña a quien confía en ella y se 
engaña al confiar en quien nunca debería haber confiado. 

5. En las condiciones actuales, gobernar a la izquierda 
significa gobernar a contracorriente, es decir, gobernar sin 
controlar los parámetros generales del poder que domina en las 
relaciones económicas, sociales, políticas, culturales e 
internacionales. Es un gobierno que, para no ser frágil, debe ser 
doblemente fuerte: seguro en las raíces y robusto en las alas. Es 
un gobierno que, para ser sostenible, no puede apoyarse 
únicamente en las instituciones políticas y jurídicas: debe saber 
relacionarse orgánicamente con los movimientos y organizaciones 
sociales, e incluso con la acción directa y pacífica de los 
ciudadanos y las ciudadanas. Un gobierno a la izquierda debe, 
sobre todo, saber que las nuevas fuerzas de derecha buscarán esa 
misma relación, por lo que la movilización social y la acción 
directa no son monopolio de la izquierda. Por el contrario, pueden 
ser las armas más eficaces contra la izquierda. Por eso la 
izquierda se suicida siempre que desperdicia o descuida la 
confianza que depositan en ella los movimientos y las 
organizaciones sociales. La confianza se fortalece con la 
proximidad solidaria fundada en el respeto de la autonomía; se 
debilita con la distancia arrogante y la voracidad del control. 

6. En Brasil, el actual régimen político no permite que se 
gobierne de modo coherente hacia la izquierda. La prioridad de la 
izquierda debe ser la reforma política y no el regreso al gobierno a 
todo coste o lo más rápido posible. No vale la pena obtener 
victorias a corto plazo si estas se convierten rápidamente en 
derrotas a largo plazo. La reforma política puede exigir la 
convocatoria de una Asamblea Constituyente originaria. Tal 
exigencia tendrá que hacer frente a la poderosa contrarreforma 
liderada por el sistema judicial y por los medios de comunicación. 
La reforma política debe orientarse a permitir una revolución 
cultural y social que a la larga la sustente y la defienda de la 
persistente contrarreforma política. 


7. La reforma política debe guiarse por tres ideas: la 
democracia representativa perdió la capacidad de defenderse de 
las fuerzas antidemocráticas; para que la democracia prevalezca, 
es necesario inventar nuevas institucionalidades que permitan 
articular, en los diferentes niveles de gobierno, la democracia 
representativa y la democracia participativa; en sociedades 
dominadas por relaciones capitalistas,  colonialistas y 
patriarcales, la democracia, tal como la izquierda, está siempre en 
riesgo: sólo una vigilante economía del cuidado les permite 
sobrevivir y florecer. 

8. Al contrario de lo que ocurrió en el tiempo en que había una 
separación clara entre dictadura y democracia, hoy las fuerzas 
antidemocráticas tienen medios para ganar influencia dentro de 
los partidos democráticos, incluso de aquellos que se designan de 
izquierda. En el contexto actual, son antidemocráticas las fuerzas 
que sólo respetan la democracia en la medida en que esta respeta 
sus intereses económicos u otros, sin admitir que tales intereses 
puedan ser reconfigurados o afectados negativamente como 
resultado de la competencia democrática, especialmente cuando 
esta busca atender intereses de otros grupos o clases sociales. La 
debilidad de la democracia representativa reside en la facilidad 
con que hoy minorías sociales se convierten en mayorías políticas 
y, paralelamente, en la facilidad con que mayorías sociales se 
convierten en minorías políticas. 

9. Articular la democracia representativa (los ciudadanos 
eligen a los decisores políticos) con la democracia participativa 
(los ciudadanos y las comunidades se organizan para tomar 
decisiones políticas) exigirá una refundación del sistema político 
en su conjunto (nuevas instituciones) y no sólo del régimen 
político (sistema de partidos, sistema electoral, etcétera). 
Presupone que la ciudadanía pueda organizarse de otras formas 
que no sean los partidos para intervenir activamente en la 
política, mediante elecciones o referendos. Presupone también 
que los partidos políticos de izquierda existentes sean refundados 
a fin de que ellos mismos estén internamente organizados 
mediante articulaciones entre democracia representativa y 


democracia participativa (asambleas y/o círculos de ciudadanas y 
ciudadanos simpatizantes). Esta última refundación debe tener 
un papel central en tres áreas: definición de la agenda política, 
selección de candidatos a los órganos de la democracia 
representativa y vigilancia sobre el cumplimiento de los términos 
de los mandatos. Los nuevos partidos tendrán la forma de 
partido-movimiento y sabrán asumir el hecho de no detentar el 
monopolio de la representación política. No hay ciudadanos 
despolitizados: hay ciudadanos que no se dejan politizar por las 
formas dominantes de politización, sean partidos o movimientos 
de la sociedad civil organizada. La gran mayoría de ciudadanos 
no tiene condiciones o interés en adherirse a partidos o participar 
en movimientos. Pero, cuando van a la calle, las únicas 
sorprendidas son las elites políticas que perdieron el contacto con 
«las bases». 

10. Dado que la democracia representativa está mucho más 
consolidada que la democracia participativa, la articulación entre 
ambas debe tener siempre presente ese desequilibrio. Lo peor que 
le puede ocurrir a la democracia participativa es tener todos los 
defectos de la democracia representativa y ninguna de sus 
virtudes. 

11. La reforma política no vale por sí misma. Su objetivo es 
facilitar la revolución democrática en las relaciones económicas, 
sociales, culturales e internacionales. A su vez, esa revolución 
tiene el propósito de disminuir de forma gradual y sostenible las 
relaciones de poder desigual y las consecuentes injusticias 
provocadas por las tres formas de dominación moderna: 
capitalismo, colonialismo y patriarcado. Estas tres formas de 
dominación operan articuladamente. Tanto el colonialismo como 
el patriarcado existieron mucho antes que el capitalismo 
moderno, pero fueron profundamente reconfigurados por este 
para servir a los objetivos de expansión del capitalismo. El 
patriarcado fue reconfigurado para desvalorizar el trabajo de las 
mujeres en la familia y en la reconstitución de la fuerza de 
trabajo: pese a ser un trabajo eminentemente productivo porque 
produce la propia vida, fue falsamente concebido como trabajo 


reproductivo. Esta desvalorización abrió el camino a la 
desvalorización del trabajo asalariado de las mujeres. El 
patriarcado continúa vigente a pesar de todas las luchas y 
conquistas de los movimientos feministas y de mujeres. Por su 
parte, el colonialismo, asentado en la inferioridad natural de 
ciertos grupos humanos, fue crucial para justificar el pillaje y la 
desposesión, el genocidio y la esclavitud, en los que se fundó la 
llamada acumulación primitiva. Ocurre que esas formas de 
acumulación capitalista particularmente violenta, lejos de 
corresponder a una fase de desarrollo capitalista, son un 
componente constitutivo de este. Por eso, el fin del colonialismo 
histórico no significó el fin del colonialismo en cuanto forma de 
sociabilidad y continúa vigente hoy en las formas de colonialismo 
interno, discriminación racial, violencia policial, trabajo esclavo, 
etcétera. El patriarcado y el colonialismo son los factores que 
alimentan y reproducen el fascismo social en las sociedades que el 
capitalismo “ve de modo interesado como políticamente 
democráticas. En las condiciones actuales, bajo dominio de la 
forma más antisocial del capitalismo (el capitalismo financiero), 
la dominación capitalista exige más que nunca la dominación 
colonialista y «sexista. Por eso las conquistas contra la 
discriminación racial o sexual son tan rápidamente revertidas si 
es necesario. 

12. El drama de las luchas contra la dominación de la época 
moderna fue haberse centrado en una de las formas de 
dominación, descuidando o directamente negando la existencia de 
las otras. Así, la izquierda política ha sido en su mejor momento 
anticapitalista, pero casi siempre racista y sexista. No podemos 
olvidar que la socialdemocracia europea, que permitió regular el 
capitalismo y crear sociedades más justas a través de la 
universalización de los derechos sociales y económicos, fue posible 
por la explotación violenta de las colonias europeas y, más tarde, 
por la subordinación neocolonialista del mundo no europeo. La 
fragilidad y la reversibilidad de las conquistas sociales residen en 
que las formas de dominación negadas minan por dentro las 
conquistas contra la dominación reconocida. Así, una lucha de 


izquierda orientada a dar un rostro más humano al capitalismo, 
pero que desprecie la existencia de racismo, de colonialismo y de 
sexismo, puede no sólo causar inmenso sufrimiento humano, sino 
acabar fortaleciendo el capitalismo que pretendió controlar y 
dejarse derrotar sin gloria por él. 

Esto explica en parte que los gobiernos progresistas de 
América Latina de la última década hayan minimizado tan 
fácilmente los «daños colaterales» de la explotación desenfrenada 
de los recursos naturales provocada por el consenso de las 
commodities, y aparentemente ni se hayan dado cuenta de que el 
neoextractivismo representa la continuidad más directa con el 
colonialismo histórico contra el cual siempre se manifestaron. 
Tales daños supusieron la expulsión de campesinos e indígenas de 
sus tierras y territorios ancestrales, el asesinato de líderes 
sociales por sicarios al mando de empresarios sin escrúpulos en 
un contexto de total impunidad, la expansión de la frontera 
agrícola al margen de toda responsabilidad ambiental, el 
envenenamiento de poblaciones del campo sujetas a la 
pulverización aérea de herbicidas y pesticidas, algunos de ellos 
prohibidos internacionalmente. Todo esto aparentemente mereció 
la pena sólo porque el alma de la izquierda era bien pequeñal3]. 

13. La política de izquierda debe ser conjuntamente 
anticapitalista, anticolonialista y antisexista, bajo pena de no 
merecer ninguno de estos atributos. 

14. Obviamente, las diferentes luchas sociales no pueden 
luchar todas contra las diferentes formas de dominación de la 
misma manera y al mismo tiempo. El hecho de que las tres 
formas de dominación no puedan, en general, reproducirse 
aisladamente unas de las otras no significa que en determinados 
contextos la lucha contra una de ellas esté más próxima o sea más 
urgente. Lo importante es que, por ejemplo, al llevar a cabo una 
lucha contra el colonialismo se tenga presente, en las banderas y 
articulaciones de lucha, que la dominación colonialista no existe 
sin la dominación capitalista y sexista. 

15. La izquierda del futuro tiene que ser intercultural y 
organizarse con base en la prioridad de la articulación de las 


luchas contra las diferentes formas de dominación como condición 
necesaria de eficacia de tales luchas. Como las diferentes 
tradiciones de lucha crearon culturas de oposición específicas 
(historias fundadoras, narrativas y lenguajes propios, banderas 
específicas de lucha aglutinadora), la articulación entre 
luchas/movimientos/organizaciones incluirá en mayor o menor 
medida algún trabajo de traducción intercultural. 

16. La interculturalidad producirá en la agenda política dos 
formas de dominación satélite que proveen al capitalismo, al 
colonialismo y al patriarcado el combustible que les permite 
funcionar con mayor legitimidad social: la dominación de la 
naturaleza y la dominación provocada por el conocimiento 
académico dominante en nuestras universidades y centros de 
investigación. Con esto, otras dos dimensiones de injusticia se 
harán visibles: la injusticia ecológica y la injusticia cognitiva. 
Sumadas a las otras, estas dos formas de injusticia obligarán a 
una revolución cultural y cognitiva con impacto específico en las 
políticas de salud y de educación. Será entonces tan posible 
valorar los conocimientos populares nacidos en la lucha contra la 
dominación como dejar de celebrar como héroes de nuestra 
historia a los hombres blancos responsables de genocidios, tráfico 
de esclavos, robo de tierras. En el plano teórico, el marxismo, que 
continúa siendo tan importante para analizar las sociedades de 
nuestro tiempo, tendrá que ser descolonizado y despatriarcalizado 
para poder ayudarnos a imaginar y a desear una sociedad más 
justa y más digna que la sociedad que nos ha tocado vivir en este 
tiempo. 


es atender a personas ciegas o con necesidades visuales especiales 
para promover, más allá de la visión, el aprendizaje a través de 


experiencias sonoras, táctiles y_olfativas, [N, del T.]. 


como Los maestros y_los esclavos,_es una obra del antropólogo 


Gilberto Freyre que trata sobre la formación de la moderna 
sociedad brasileña bajo el régimen del monocultivo colonial de la 


caña de azúcar. La Casa Grande alude al lugar donde vivían los 
señores explotadores de esclavos que cultivaban el azúcar,_y_la 
senzala se refiere a las habitaciones de los esclavos negros. IN, del 
T.) 

[8]_El_ autor realiza una parodia de un verso de Fernando 
Pessoa en el poema «Mar portugués»: «Todo vale la pena si el 
alma no es pequeña». ÍN, del T.] 


Conclusión 


Procuré mostrar que los desasosiegos de Portugal son de largo 
y medio plazo, y que sólo ellas nos ayudan a entender el modo en 
que damos respuesta a las crisis de corto plazo. No podemos 
olvidar que, durante el siglo xviii, los barcos que traían el oro de 
Brasil atracaban en el puerto de Lisboa, pero seguían muchas 
veces hacia Inglaterra para pagar nuestra deuda soberana. A 
quien quiera ver paralelos con lo que ocurre hoy le basta sustituir 
barcos por internet e Inglaterra por acreedores sin rostro. En el 
actual sistema mundial es muy dificil salir de este estatuto de 
desarrollo intermedio, ni para arriba (ascenso a país desarrollado) 
ni para abajo (degradación a país en desarrollo). Las convulsiones 
o grandes transformaciones políticas generan oportunidades y 
riesgos, y los países cambian de estatuto para aprovechar mejor 
las oportunidades y evitar los riesgos. Fue así como en la 
posguerra Italia fue ascendida a país desarrollado. Portugal, 
debido al fascismo y a la guerra colonial, desperdició esa 
oportunidad. Lo mismo ocurrió con España. El 25 de abril y la 
entrada en la Comunidad Económica Europea crearon para 
Portugal otras oportunidades y trajeron otros riesgos, y una vez 
más no aprovechamos las primeras y no evitamos los segundos. 
La tentativa socialista estatalizante de 1975 fue un riesgo 
enorme; por su parte, la oportunidad dada por la integración no 
pudo ser plenamente aprovechada, en parte porque los términos 
de la integración no protegían la agricultura ni la pesca 
portuguesas, ni las relaciones históricas con las excolonias. Por 
otro lado, los fondos estructurales y de cohesión fueron 
despilfarrados en lo que constituyó la más secreta historia de 
corrupción en Portugal. El euro, combinado con la apertura de la 
economía europea al mercado mundial, fue la última estocada a 
las aspiraciones portuguesas, pues teníamos textiles y zapatos 
para vender, pero no aviones ni trenes de alta velocidad. 


Los términos de la integración fueron siendo progresivamente 
más desfavorables para nosotros, el proyecto europeo se fue 
desviando de los deseos originales y los mercados financieros se 
aprovecharon de las brechas creadas en la defensa de la zona euro 
para lanzarse al pillaje en el que son expertos, agravando las 
condiciones del país mucho más allá de lo que puede ser 
legitimamente atribuido a nuestra incuria o incompetencia. La 
verdad es que vivimos el momento de los grupos y clases 
dominantes, cuyo poder parece demasiado fuerte para que pueda 
ser desafiado; nunca tanta fuerza estuvo ligada a tanta falta de 
proyecto. La democracia, que aparentemente controla su poder, 
parece secuestrada por él. Vivimos un tiempo de explosión de la 
precariedad, de obscena concentración de la riqueza, de 
empobrecimiento de las mayorías y de pérdida incontrolable del 
valor de la fuerza de trabajo. 

Si es verdad que todas las crisis son políticas, no es menos 
verdad que no se politizan por sí mismas. La lucha por la 
definición de los términos de la crisis es siempre el primer 
momento de politización y el más adverso para los grupos sociales 
que más sufren con la crisis. Los grupos sociales que producen las 
crisis mantienen en general, salvo casos raros de colapso 
sistémico, la capacidad de definir la crisis de modo que se 
perpetúen sus intereses durante y después de ella. La crisis sólo 
deja de ser destructiva en la medida en que se transforma en 
oportunidad nueva para las clases y grupos sociales que más la 
padecen. Y para eso es necesario que los términos de la crisis 
sean redefinidos de modo que se libere y acredite la posibilidad de 
la resistencia contra los intereses dominantes, lo que implica una 
lucha social y política. 

A corto plazo, la crisis portuguesa es financiera y está siendo 
definida por los grupos que la causaron; esto es: externamente, 
por los intereses de los acreedores y especuladores financieros; de 
ahí que no puedan entrar en la ecuación de la definición de la 
crisis la desregulación de los mercados financieros, la inmoralidad 
de los lucros especulativos o la subordinación de intereses 
soberanos democráticamente legitimados a designios financieros 


antidemocráticos. Internamente, está siendo definida por los 
dirigentes políticos que causaron la crisis, al ser rehenes de la 
corrupción y de los intereses de partido que ponen por encima de 
los intereses nacionales; de ahí que no puedan entrar en la 
ecuación de la definición de la crisis la mediocridad de los 
dirigentes, la crisis del actual sistema político, la baja intensidad 
de nuestra democracia, el predominio de la cultura política 
autoritaria que confunde consenso con resignación, que paraliza 
el potencial de rebelión de la sociedad civil. 

A corto plazo, muy probablemente, una redefinición de la 
crisis que abra ventanas de oportunidad a la mayoría de la 
población fuertemente vulnerabilizada por la crisis sólo puede 
ocurrir por vía de acciones colectivas extrainstitucionales. El 
predominio de la cultura autoritaria y el papel de la sociedad de 
bienestar hacen tal acontecimiento improbable, a menos que la 
crisis se agudice hasta el extremo de la desesperación o surjan 
acciones colectivas extrainstitucionales en otros países europeos 
que, por contagio, lleven a los portugueses a las calles. Lo que 
sucedió recientemente en el norte de Africa no es una 
especificidad africana. 

A medio plazo, la crisis portuguesa es económica, política y 
cultural, y tendrá que ser resuelta en el contexto europeo —por la 
participación que tengamos en el surgimiento de otra Europa más 
democrática y más solidaria—, en el contexto de la Comunidad de 
Países de Lengua Portuguesa (CPLP) —por el modo como seamos 
capaces de crear intereses recíprocos verdaderamente 
poscoloniales—- y en el contexto global, mediante nuestra 
contribución para una globalización contrahegemónica, un nuevo 
pacto socionatural o socioecológico inmune al fetichismo del 
progreso y, siempre en el horizonte, otro modelo civilizatorio 
donde la humanidad se sienta toda ella en casa y la sepa 
compartir con la naturaleza que proporciona los materiales y los 
inmateriales para su construcción. Por eso, y a pesar de que nos 
sintamos sofocados por las urgencias del corto plazo, he procurado 
mostrar que nuestros horizontes de medio plazo son los del 


mundo que compartimos, cuyo futuro también depende de 
nosotros. 

A medio plazo, si no civilizamos la economía, tendremos que 
cambiar de civilización. En diferentes espaciostiempo, según 
ritmos y grados de ambición distintos, recurriendo a gramáticas 
semánticas que sólo se reconocen mediante la traducción, los 
objetivos son democratizar, descolonizar, desmercantilizar. Este 
proyecto sería ambicioso y utópico si la alternativa no fuera la 
guerra incivil, la catástrofe ecológica, el fascismo social montado 
sobre la espalda de la democracia política. 

Las dos últimas partes de este libro, sobre la democracia, el 
populismo y la reinvención de las izquierdas, refuerzan la 
intención con que lo escribí, como una manifestación de 
optimismo trágico. Se trata de la actitud que considero más 
adecuada para que afrontemos los desafíos que se nos presentan 
en Portugal o en cualquier otra sociedad. Consiste en que seamos 
muy conscientes de las dificultades a las que nos enfrentamos, 
pero nos rehusemos a admitir que no hay alternativas. La 
conciencia de las dificultades impide el facilismo, tanto como la 
conciencia de las alternativas impide la autoflagelación. Este 
libro fue escrito contra esos dos vicios. 


Post scriptum 


La incertidumbre, entre el miedo y la 
esperanza 


Dice Spinoza (1998) que las dos emociones básicas de los seres 
humanos son el miedo y la esperanza. La incertidumbre es la 
vivencia de las posibilidades que surgen de las múltiples 
relaciones que pueden existir entre ambas. Puesto que estas 
relaciones son diferentes, los tipos de incertidumbre también lo 
son. El miedo y la esperanza no se distribuyen por igual entre 
todos los grupos sociales o épocas históricas. Hay grupos sociales 
en los que el miedo supera de tal modo a la esperanza que el 
suceder del mundo les pasa por delante sin que puedan hacer que 
el mundo suceda. Viven en espera, pero sin esperanza. Hoy están 
vivos, pero en tales condiciones que mañana podrían estar 
muertos. Hoy alimentan a sus hijos, pero no saben si mañana 
podrán hacerlo. La incertidumbre en la que viven es descendente, 
porque el mundo les pasa de formas que dependen poco de ellos. 
Cuando el miedo es tanto que la esperanza desaparece por 
completo, la incertidumbre descendente se vuelve abismal y se 
convierte en su opuesto: en la certeza del destino de tener que 
sufrir el mundo por injusto que sea. 

Por otro lado, hay grupos sociales en los que la esperanza 
supera de tal manera al miedo que el mundo se les presenta como 
un campo abierto de posibilidades que pueden gestionar a 
voluntad. La incertidumbre en la que viven es ascendente en la 
medida en que tiene lugar entre opciones portadoras de 
resultados deseados en general, si bien no siempre totalmente 
positivos. Cuando la esperanza es tan excesiva que pierde la 
noción del miedo, la incertidumbre ascendente se vuelve abismal 


y se transforma en su contrario: en la certeza de la misión de 
apropiarse del mundo por arbitrario que sea. 

La mayoría de grupos sociales aspira a vivir entre estos dos 
extremos, con más o menos miedo, con más o menos esperanza, 
pasando por periodos en que dominan las incertidumbres 
descendentes y otros en que dominan las incertidumbres 
ascendentes. Las épocas se diferencian por la preponderancia 
relativa del miedo y la esperanza, y de las incertidumbres 
provocadas por las relaciones entre sí. 


¿Qué tipo de época es la nuestra? 


La nuestra es una época en que la pertenencia mutua del 
miedo y la esperanza parece colapsar la creciente polarización 
entre el mundo del miedo sin esperanza y el mundo de la 
esperanza sin miedo, es decir, un mundo en que las 
incertidumbres, descendentes o ascendentes, se transforman cada 
vez más en incertezas abismales, o sea, en destinos injustos para 
los pobres y sin poder, y en misiones mundiales de apropiación del 
mundo para los ricos y poderosos. Un porcentaje cada vez mayor 
de la población mundial vive corriendo riesgos inminentes contra 
los cuales no existen seguros o, si los hay, son financieramente 
inaccesibles, como el riesgo de muerte en conflictos armados en 
que no participan activamente; el riesgo de contraer 
enfermedades causadas por sustancias peligrosas usadas de 
manera masiva, legal o ilegalmente; el riesgo de violencia 
causada por prejuicios raciales, sexistas, religiosos o de otro tipo; 
el riesgo de saqueo de sus escasos recursos, sean salarios o 
pensiones, en nombre de políticas de austeridad sobre las que no 
tienen ningún control; el riesgo de expulsión de sus tierras o sus 
casas por imperativos de políticas de desarrollo de las que nunca 
se beneficiarán; el riesgo de precariedad en el empleo y el colapso 
de expectativas suficientemente estabilizadas para planificar la 
vida personal y familiar en contra de la retórica propagandística 
de la autonomía y la iniciativa emprendedora. 


En contrapartida, grupos sociales cada vez más minoritarios 
en términos demográficos acumulan un poder económico, social y 
político cada vez mayor, un poder casi siempre basado en el 
dominio del capital financiero. Esta polarización viene de lejos, 
pero hoy es más transparente y tal vez más virulenta. 
Consideremos la siguiente cita: 

Si una persona ignorara cómo vive la gente en nuestro mundo 
cristiano y alguien viniese a decirle: «La vida está organizada de 
tal manera que la mayor parte de las personas, el 99% o casi, vive 
inmersa en el trabajo físico ininterrumpido, sufriendo una penosa 
miseria, mientras que la otra parte, el 1%, vive en la ociosidad y 
el lujo; y esta única centésima parte tiene su propia religión, su 
ciencia, su arte, ¿cómo deben ser esa religión, esa ciencia y ese 
arte?». Pienso que sólo puede haber una respuesta: una religión, 
una ciencia y un arte pervertidos. 


Se dirá que se trata de un fragmento extraído de los 
manifiestos del movimiento Occupy o de los movimientos de 
indignados de comienzos de esta década. Nada de eso. Se trata de 
una entrada del diario de Lev Tolstoi (2003: p. 353) del 17 de 
marzo de 1917, poco antes de morir. 


¿Cuáles son las incertidumbres? 


Como he dicho, las incertidumbres no se distribuyen por igual, 
ni en cuanto al tipo ni en cuanto a la intensidad, entre los 
diferentes grupos y clases sociales que componen nuestras 
sociedades. Es necesario, pues, identificar los diferentes campos 
en que estas desigualdades tienen un mayor impacto en la vida de 
las personas y las comunidades. 

La incertidumbre del conocimiento. Todas las personas son 
sujetos de conocimientos, y la inmensa mayoría define y ejerce 
sus prácticas con referencia a otros conocimientos que no son el 
conocimiento científico. Sin embargo, vivimos en una época, la de 
la modernidad eurocéntrica, que otorga prioridad absoluta al 
conocimiento científico y a las prácticas directamente derivadas 


de él: las tecnologías. Esto significa que la distribución 
epistemológica y vivencial del miedo y la esperanza está definida 
por parámetros que tienden a beneficiar a los grupos sociales con 
mayor acceso al conocimiento científico y la tecnología. Para estos 
grupos la incertidumbre es siempre ascendente en la medida en 
que la creencia en el progreso científico es una esperanza lo 
suficientemente fuerte para neutralizar cualquier temor respecto 
a las limitaciones del conocimiento actual. Para estos grupos el 
principio de precaución es siempre algo negativo porque frena el 
progreso infinito de la ciencia. La injusticia cognitiva que esto 
produce es vivida por los grupos sociales con menos acceso al 
conocimiento científico como una inferioridad generadora de 
incertidumbre respecto a su lugar en un mundo definido y 
legislado a partir de conocimientos simultáneamente poderosos y 
extraños que los afectan de maneras diferentes y sobre las cuales 
tienen poco o ningún control. Se trata de conocimientos 
producidos sobre ellos y eventualmente contra ellos y, en 
cualquier caso, nunca con ellos. La incertidumbre tiene otra 
dimensión: la incertidumbre sobre la validez de los conocimientos 
propios, a veces ancestrales, a través de los que han pautado la 
vida. ¿Tendrán que abandonarlos y sustituirlos por otros? Estos 
nuevos conocimientos les son dados, vendidos, impuestos y, en 
cualquier caso, ¿a qué precio y bajo qué condiciones? ¿Los 
beneficios aportados por los nuevos conocimientos serán mayores 
que las pérdidas? ¿Quién cosechará los beneficios y quién las 
pérdidas? ¿El abandono de los conocimientos propios implicará un 
desperdicio de experiencia? ¿Con qué consecuencias? ¿Tendrán 
más o menos capacidad para representar el mundo como propio y 
transformarlo de acuerdo con sus aspiraciones? 

La incertidumbre de la democracia. La democracia liberal fue 
concebida como un sistema de gobierno basado en la 
incertidumbre de los resultados y la certeza del proceso. La 
certeza del proceso garantizaba que la incertidumbre de los 
resultados fuese 1¡gualmente distribuida entre todos los 
ciudadanos y permitía que los diferentes intereses vigentes en la 
sociedad se confrontasen en pie de igualdad y aceptasen como 


justos los resultados derivados de la confrontación. Este era el 
principio básico de la convivencia democrática. Tal era la teoría, 
pero en la práctica las cosas siempre fueron muy diferentes, y hoy 
la discrepancia entre la teoría y la práctica alcanza proporciones 
perturbadoras. 

En primer lugar, durante mucho tiempo sólo una pequeña 
parte de la población podía votar. Por eso, por más certeros y 
correctos que fueran los procesos, nunca podrían ser movilizados 
para tener en cuenta los intereses de las mayorías. Sólo en casos 
muy raros la incertidumbre de los resultados podría beneficiar a 
las mayorías: en los casos en que los resultados fuesen el efecto 
colateral de las rivalidades entre las elites políticas y los 
diferentes intereses de las clases dominantes que representaban. 
No resulta extraño, por tanto, que durante mucho tiempo las 
mayorías hayan percibido la democracia como el mundo al revés: 
un sistema de procesos inciertos cuyos resultados eran certeros, 
siempre al servicio de los intereses de las clases y grupos 
dominantes. Por ello, durante mucho tiempo las mayorías 
estuvieron divididas: entre los grupos que querían hacer valer sus 
intereses por otros medios que no fueran los de la democracia 
liberal (por ejemplo, la revolución), y los grupos que luchaban 
para ser incluidos formalmente en el sistema democrático y 
albergar así la esperanza de que la incertidumbre de los 
resultados favoreciera sus intereses en el futuro. Desde entonces, 
las clases y grupos dominantes (es decir, con poder social y 
económico no sufragado democráticamente) comenzaron a usar 
otra estrategia para poner el funcionamiento de la democracia a 
su favor. Por un lado, lucharon para eliminar cualquier 
alternativa al sistema democrático liberal, lo que consiguieron 
simbólicamente en 1989 con la caída del Muro de Berlín. 

Por otro, pasaron a usar la certeza de los procesos para 
manipularlos de manera que los resultados les fueran 
sistemáticamente favorables. Sin embargo, al eliminar la 
incertidumbre de los resultados, acabaron por destruir la certeza 
de los procesos. Al poder ser manipulados por quienes disponían 
de poder social y económico para hacerlo, los procesos 


democráticos, supuestamente certeros, se volvieron inciertos. 
Peor aún, quedaron sometidos a una única certeza: la posibilidad 
de ser manipulados libremente por quien tuviese poder para ello. 

Por estas razones, la incertidumbre de las grandes mayorías 
es descendente y corre el riesgo de volverse abismal. Habiendo 
perdido la capacidad e incluso la memoria de una alternativa a la 
democracia liberal, ¿qué esperanza pueden tener en el sistema 
democrático liberal? ¿Acaso el miedo es tan fuerte que sólo les 
queda la resignación ante al destino? O, por el contrario, ¿la 
democracia alberga un germen de autenticidad que pueda 
utilizarse contra quienes la transformaron en una farsa cruel? 

La incertidumbre de la naturaleza. Sobre todo a partir de la 
expansión europea de finales del siglo xv, la naturaleza pasó a ser 
considerada por los europeos un recurso natural carente de valor 
intrínseco y, por consiguiente, disponible sin límites ni 
condiciones para ser explotado por los humanos. Esta concepción, 
que era nueva en Europa y no tenía vigencia en ninguna otra 
cultura del mundo, se volvió gradualmente dominante en la 
medida en que el capitalismo, el colonialismo y el patriarcado 
(este último reconfigurado por los anteriores) se fueron 
imponiendo en todo el mundo considerado moderno. Este dominio 
fue tan profundo que se convirtió en la base de todas las certezas 
de la época moderna y contemporánea: el progreso. Siempre que 
la naturaleza parecía ofrecer resistencia a la explotación, este 
dominio fue, en el mejor de los casos, visto como una 
incertidumbre ascendente en la que la esperanza superaba al 
miedo. Fue así como el gigante Adamastor de Luis de Camoóes fue 
valerosamente vencido, y la victoria sobre él tomó el nombre de 
cabo de Buena Esperanza. 

Hubo pueblos que nunca aceptaron esta concepción de la 
naturaleza porque aceptarla equivaldría al suicidio. Los pueblos 
indígenas, por ejemplo, vivían en tan íntima relación con la 
naturaleza que esta ni siquiera les era exterior; era, por el 
contrario, la Madre Tierra, un ser vivo que los englobaba a ellos y 
a todos los seres vivos presentes, pasados y futuros. Por eso la 
tierra no les pertenecía; ellos pertenecian a la tierra. Esta 


concepción era mucho más verosímil que la eurocéntrica y mucho 
más peligrosamente hostil y amenazadora para los intereses 
colonialistas de los europeos, por lo que la forma más eficaz de 
combatirla era acabar con los pueblos que la defendían, 
transformándolos en un obstáculo natural, entre otros, para la 
explotación de la naturaleza. La certeza de esta misión era tal 
que las tierras de los pueblos indígenas eran consideradas tierra 
de nadie, libre y desocupada, a pesar de que en ellas vivía gente 
de carne y hueso desde tiempos inmemoriales. 

Esta concepción de la naturaleza fue inscrita de tal modo en el 
proyecto capitalista, colonialista y patriarcal moderno que 
naturalizar se convirtió en la forma más eficaz de atribuir un 
carácter incuestionable a la certeza. Si algo es natural, es así 
porque no puede ser de otra manera, ya sea consecuencia de la 
pereza y la lascivia de las poblaciones que viven entre los 
trópicos, de la incapacidad de las mujeres para determinadas 
funciones o de la existencia de razas y de la inferioridad «natural» 
de las poblaciones de color más oscuro. 

Estas certezas consideradas «naturales» nunca fueron 
absolutas, aunque siempre encontraron medios eficaces para 
hacer creer que lo eran. Sin embargo, en los últimos cien años 
comenzaron a revelar zonas de incertidumbre, y, en tiempos más 
recientes, las incertidumbres se volvieron más creíbles que las 
certezas, abriendo camino a nuevas certezas de sentido opuesto. 
Muchos factores contribuyeron a ello. Selecciono dos de los más 
importantes. Por un lado, los grupos sociales declarados 
naturalmente inferiores nunca se dejaron vencer por completo y 
más recientemente lograron hacer oír su plena humanidad de 
modo suficientemente alto y eficaz, hasta el punto de 
transformarla en un conjunto de reivindicaciones que entraron en 
la agenda social, política y cultural. Todo lo natural se desvaneció 
en el aire, lo que generó nuevas y sorprendentes incertidumbres a 
los grupos sociales considerados naturalmente superiores, sobre 
todo la incertidumbre de no saber cómo mantener sus privilegios 
ahora que son contestados por sus víctimas. De aquí nace una de 
las incertidumbres más tenaces de nuestro tiempo: ¿se puede 


reconocer al mismo tiempo el derecho a la igualdad y el derecho a 
la diferencia? ¿Por qué sigue siendo tan difícil aceptar este 
metaderecho que parece fundar todos los demás: tenemos el 
derecho a ser iguales cuando la diferencia nos inferioriza, 
tenemos el derecho a ser diferentes cuando la igualdad nos 
descaracteriza? 

El segundo factor es la creciente rebelión de la naturaleza ante 
tan intensa y prolongada agresión en forma de alteraciones 
climáticas que ponen en riesgo la supervivencia de los humanos 
en el planeta. Algunos grupos humanos ya han sido afectados de 
manera definitiva, bien por ver sus hábitats sumergidos por la 
crecida de las aguas del mar, bien por ser obligados a abandonar 
sus tierras irreversiblemente desertificadas. La Madre Tierra 
parece estar levantando la voz sobre las ruinas de la que era su 
casa para que pueda ser de todos, un hogar que los humanos 
modernos destruyeron impulsados por la codicia, la voracidad, la 
irresponsabilidad y, en el fondo, la ingratitud sin límites. ¿Podrán 
los humanos aprender a compartir lo que queda de la casa que 
juzgan ser sólo suya y en la que en realidad habitan por generosa 
cesión de la Madre Tierra? ¿O preferirán el exilio dorado de las 
fortalezas neofeudales mientras las mayorías cercan sus muros y 
les quitan el sueño, con legiones de perros, arsenales de cámaras 
de vídeo y kilómetros de alambre de púas y vidrio a prueba de 
balas que los protejan de la realidad pero nunca de los fantasmas 
de la realidad? Son incertidumbres de nuestro tiempo cada vez 
más abismales. 

La incertidumbre de la dignidad. Todo ser humano (y, acaso, 
todo ser vivo) aspira a ser tratado con dignidad, entendiendo por 
ella el reconocimiento de su valor intrínseco, independientemente 
del valor que otros le atribuyen en función de fines 
instrumentales que le son ajenos. La aspiración a la dignidad 
existe en todas las culturas y se expresa en idiomas y narrativas 
muy diferentes, tanto que a veces son incomprensibles para quien 
no comparte la cultura de la que emerge. En las últimas décadas 
los derechos humanos se han convertido en un lenguaje y una 
narrativa hegemónica para referirse a la dignidad de los seres 


humanos. Todos los Estados y organizaciones internacionales 
proclaman la exigencia de los derechos humanos y se proponen 
defenderlos. Sin embargo, como la Alicia de Lewis Carroll en A 
través del espejo, atravesando el espejo que esta narrativa 
consensual propone, o mirando el mundo con los ojos de la 
Blimunda de la novela de José Saramago Memorial del convento, 
que veían en la oscuridad, nos encontramos con algunas 
comprobaciones inquietantes: la gran mayoría de seres humanos 
no son sujetos de derechos humanos sino objetos de los discursos 
estatales y no estatales de derechos humanos; hay mucho 
sufrimiento humano injusto que no se considera una violación de 
derechos humanos; la defensa de los derechos humanos a menudo 
ha sido invocada para invadir países, saquear sus riquezas, 
extender la muerte entre víctimas inocentes; en el pasado, 
muchas luchas de liberación contra la opresión y el colonialismo 
se llevaron a cabo en nombre de otros lenguajes y narrativas de 
emancipación sin hacer referencia a los derechos humanos. 
Puestas ante el espejo de las incertidumbres que acabo de 
mencionar, estas inquietantes comprobaciones dan lugar a una 
nueva incertidumbre, también fundadora de nuestro tiempo. ¿La 
primacía del lenguaje de los derechos humanos es el producto de 
una victoria histórica o de una derrota histórica? ¿La invocación 
de los derechos humanos es una herramienta eficaz en la lucha 
contra la indignidad a la que están sujetos tantos grupos sociales 
o se trata más bien de un obstáculo que desradicaliza y trivializa 
la opresión en que se traduce la indignidad y suaviza la mala 
conciencia de los opresores? 

Son tantas las incertidumbres de nuestro tiempo, y asumen un 
carácter descendente para tanta gente, que el miedo parece 
triunfar sobre la esperanza. ¿Debe llevarnos esta situación al 
pesimismo de Albert Camus, que en 1951 escribía con amargura: 
«Desde hace veinte siglos no ha disminuido en el mundo la suma 
total del mal. Ninguna parusía, ni divina ni revolucionaria, se ha 
cumplido» (1978: p. 281)? Pienso que no. Debe llevarnos a pensar 
que, en las condiciones actuales, la rebelión y la lucha contra la 
injusticia que produce, difunde y profundiza la incertidumbre 


descendente, sobre todo la incertidumbre abismal, tienen que 
llevarse a cabo con una mezcla compleja de mucho miedo y mucha 
esperanza contra el destino autoinfligido de los oprimidos y la 
misión arbitraria de los opresores. La lucha tendrá más éxito y la 
rebelión ganará más adeptos en la medida en que cada vez más 
personas se vayan dando cuenta de que el destino sin esperanza 
de las mayorías sin poder es causado por la esperanza sin miedo 
de las minorías con poder. 
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